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CAPITULO XIII 


EL CONVENIO GASPARRI-CONCHA 
Y LA LEY CONCHA DE 1924 


i. Planteamiento del Problema 


En capítulos anteriores de este libro hemos visto que 
de 1853 a 1887 el único matrimonio valido en Colombia era 
el matrimonio civil contraido conforme a las leyes del ma- 
trimonio civil o al Código Civil de la Unión de 1873, o a los 
códigos civiles de los diferentes estados, y que en el año de 
1887, por medio del Artículo 19 de la Ley 57, se le dieron 
efectos civiles a los matrimonios católicos; por el Articulo 50 
de la Ley 153 de 1887, la disposición anterior fue amplia- 
da en el sentido de que los matrimonios celebrados en la 
República en cualquier tiempo conforme al rito católico se 
reputaban legítimos y surtían sus efectos desde la fecha en 
que se administró el Sacramento, efectos civiles y políticos 
que la ley señalaba al matrimonio en el Código Civil. 

Con esto el matrimonio católico adquirió el mismo rango 
que el matrimonio civil y con los mismos efectos, pero sin 
que se aboliera el matrimonio civil que continuó vigente de 
acuerdo con el Código Civil adoptado por medio de la Ley 
37 de 1887. 

La Ley 30 de 1888 fue aún más lejos por cuanto dispuso 
que el matrimonio católico anulaba un matrimonio civil an- 
terior celebrado por alguno de los contrayentes del matrimo- 
nio católico. Ya hemos comentado que esta era una dispo- 
sición injusta por cuanto privaba de los plenos derechos a 
matrimonios civiles que habían sido contraídos de acuerdo 
con la ley vigente en el momento del matrimonio. 
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Posteriormente fue expedida la Ley 35 de 1888, por me- 
dio de la cual se aprobó el Concordato de 31 de diciembre de 
1887 celebrado con la Santa Sede. | 

El Artículo 17 del Concordato, que ya hemos comentado, 
decía que “el matrimonio que deberán celebrar todos los que 
profesan la religión católica producirá efectos civiles respec- 
to alas personas y bienes de los cónyuges y sus descendien- 
tes sólo cuando se celebre de conformidad con ias disposicio- 
nes del Concilio de Trento". Esto quería decir, para cualquier 
persona, que sólo el matrimonio católico celebrado conforme 
al Concilio de Trento produce efectos civiles en Colombia. Pero 
en ningun momento se puede pretender que esta disposición, 
en vista de sus antecedentes, hubiera hecho obligatorio el 
matrimonio católico para todos los colombianos que profe- 
san la religión católiea. Muy por. el contrario, ninguna de 
estas leyes abrogó las disposiciones sobre el matrimonio civil 
del Código Civil, las cuales continuaron vigentes. 


À pesar de ello, y de ser tan clara la situación legal, no 
se cayo en cuenta en un primer momento que había una 
discrepancia entre ei texto latino y el texto español del Con- 
cordato. En efecto, el texto latino del Artículo 17 del Con- 
cordato traduce literalmente asi: “Para que el matrimonio 
de todos aquellos que profesan la religión católica produzca 
efectos civiles respecto a las personas y bienes de los cón- 
yuges y sus descendientes, aquél debe celebrarse de acuerdo 
con las disposiciones del Concilio de Trento". 

Pero la traducción oficial española que hemos. transcrito 
arriba da a entender que el Artículo i7 del Concordato hace 
obligatorio el matrimonio católico en Colombia para todos los 
que profesan la relig zión católica, y que estos no > BHSOSO casarse 
civilmente. 


A par tir de 1888 las autoridades ida le dieron 
esia ultima interpretación a la disposición del Artículo 17 
del Concordato, y el gobierno declaró que “los matrimonios 
de católicos se deben celebrar únicamente ante la autoridad 
eclesiástica” !, y posteriormente dijo: "Para que los funcio- 


1 Diario Oficial nümero 7869, del 2 de septiembre de 1889. 
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narios püblicos puedan prestarse a autorizar un matrimonio 
civil entre personas que dicen haber abandonado el credo 
católico deben exigir comprobación de este hecho y de prác- 
ticas correspondientes” !. 

Esto es evidentemente una exageración de la letra y del 
espiritu del Concordato, y hubo una Comisión Legislativa, 
la cual fue de parecer que: “Cuando individuos bautizados 
pretenden casarse civilmente, alegando que han dejado de 
pertencer a la Iglesia, es indispensable para que el juez ac- 
ceda a la demanda que los interesados presenten la prueba 
fehaciente que en este caso se requiera y el procedimiento . 
para crearla, son puntos que debe determinar el poder le- 
gislativo". Esto nunca se llevó a cabo porque la misma Co- 
misión Legislativa opinó que convendría celebrar previamente 
con la Santa Sede un Acuerdo referente a estos mismos puntos. 

A una distancia de cien años nos parece evidentemente 
excesiva esta interpretación que le dieron las autoridades civi- 
les de la Repüblica, aparentemente con la acquiesencia de las 
autoridades eclesiásticas, por cuanto nunca estuvo en el pen- 
samiento de los gobernantes de Colombia ni del negociador del 
Concordato, que fuera necesario probar haber abandonado la 
religión católica para casarse civilmente, pues era un requisito 
que no exigían ni el Concordato ni el Código Civil. 

En 1919 la Nunciatura Apostólica en Bogotá, de manera 
enteramente desusada puesto que el Concordato no se inter- 
preta, reforma o adiciona sino por acuerdo de las partes, de- 
claró al Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia gue 
entendía por “individuos que profesan la Religión Católica, pa- 
ra los efectos de la celebración del matrimonio, a cuantos ha- 
yan sido bautizados en la Religión Católica o se hayan converti- 
do a ella, auncuando después hayan apostatado, a excepción 
de los hijos de padres infieles o no católicos auncuando ha- 
yan sido bautizados en la Religión Católica que se educaron 
desde la niñez en cualquier otra religión distinta a la Católica 
o simplemente en ninguna”. Agregó la Nunciatura gue cuan- 
do se tratara de contrayentes que se hubieran separado de 
la Iglesia, éstos, para la celebración del matrimonio, no se- 


i Diario Oficial nùmero 9412, del 8 de marzo de 1894. 
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rían obligados a un acto religioso propio de la Iglesia Ca- 
tólica. | 

Con fundamento en tal declaración, se llegó a un acuerdo 
entre la Nunciatura y el propio Ministerio de Relaciones Exte- 
riores, a quien iba dirigida la declaración de la Nunciatura !. 
Con base en el Convenio, el Ministro de Gobierno, D. Luis Cuer- 
vo Márquez, expidió una Resolución administrativa modifican- 
do el Concordato. En efecto, la Resolución N9 152 de 23 de 
diciembre de 1919?, dispuso, con fundamento en la opinión 
de la Nunciatura Apostólica, lo siguiente: 


“Los matrimonios de personas aue se hayan separado 
de la Iglesia Católica, Apostólica, Romana deberán 
celebrarse delante del Párroco propio, el cual actua- 
rá ünicamente en calidad de testigo autorizado, es 
decir, que presenciará el acto en lugar que no sea 
sagrado y sin ningún rito ni ceremonia, limitándose 
exclusivamente a pedir y recibir delante de testigos el 
consentimiento de los contrayentes. Este acto será 
presenciado por el funcionario civil con el objeto de 
verificar la inscripción del matrimonio en el registro 
correspondiente. Es de cargo de los contrayentes 
practicar las diligencias relativas a la intervención 
del funcionario püblico". 


Esta Resolución, en suma, violaba la ley, la Constitu- 
ción y el Concordato, y como tal fue demandada en acción de 
nulidad ante el Consejo de Estado ?. 


Los demandantes dijeron que la tal Resolución, “ha que- 
rido instaurar en Colombia la institución de un matrimonio 
civil-eclesiástico o eclesiástico-civil que no existe ni ha exis- 
tido en la legisjación nacional, ya que ésta sólo reconoce el 
matrimonio eclesiástico de Trento y el civil del Código Civil. 
La intervención del tridentino parroco propio implicaba la 


. . Mensaje del Presidente, Marco Fidel Suárez, al Congreso de 
1920, Anales, Diplomáticos y Consulares de Colombia, Tomo IX, p. 703. 

2 Diario Oficial N° 17005. Esta resolución reemplazó a la 151 
(sin fecha) publicada en el Diario Oficial nümero 16999, que contenía 
errores de copia, no de sustancia, por la cual fue sustituída. 

3 Por Héctor Gómez, Pablo E. Sabogal y Jorge Uribe Márquez. 
Anales del Consejo de Estado, octubre a diciembre de 1921, Nos. 107 
a 109, p. 896. 
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derogatoria del Código Civil que daba la competencia al Juez 
del Distrito de la vecindad de la mujer. La censura de los 
demandantes se extendió a otros puntos de la dicha Reso- 
lución, tales como los contradictorios poderes del Párroco pro- 
pio y la invalidez del matrimonio que ello acarrearía por no 
haberse celebrado conforme a las ritualidades del Código Ci- 
vil, ya que se quitaba. jurisdicción a los Jueces Municipales. 
Pero para el Consejo de Estado la radical inconstitucio- 
nalidad de la dicha Resolución residía en la usurpación de 
competencia para celebrar tratados a que ella se contraía. 


Dijo el Consejo de Estado: 


“Si las Resoluciones acusadas intentaran explicar, 
adicionar o modificar en alguna forma el pacto ce- 
lebrado con la Santa Sede, estas son funciones ex- 
trañas al Ministerio de Gobierno, ya que ello incum- 
be de manera exclusiva al Presidente de la Repúbli- 
ca, como suprema autoridad administrativa, para 
luego pedir la aprobación del Congreso (artículos 
56 de la Constitución y 34 del Acto legislativo núme- 
ro 3 de 1910) y además, siendo el Concordato una 
ley de la República, conto llevamos dicho, ni su re- 
elamentación, ni su interpretación, ni su reforma, 
son actos adscritos al Ministerio de Gobierno, 
Finalmente, si estas providencias ministeriales pu- 
dieran tomarse como decisiones de la Iglesia en ma- 
terias canónicas, ello es de la privativa competencia 
del Poder Eclesiástico, quien ejerce libremente toda 
su autoridad espiritual y su jurisdicción eclesiástica, 
conformandose en su gobierno a sus propias leyes, 
con prescindencia del Poder Civil (Leyes 35 de 1885, 
153 de 1887 y artículo 53 de la Constitución). 
Del texto final de las Resoluciones que se estudian 
aparece que el Ministerio de Gobierno resuelve un 
punto de legislación canónica, en tanto que en la 
primera parte se habla de que es la Iglesia quiz: 
ha hecho la declaración materia de las decisiones 
gubernamentales. En otros términos, la forma incon- 
gruente de ellas parece dar a entender que las de- 
cisiones canónicas de la Iglesia necesitan su incor- 
poración en mandatos de la ley civil a efecto de 
hacerlas obligatorias para los católicos, lo cual pug- 
na abiertamente con la naturaleza misma del asunto 
que ellas contemplan y amenguan, si se quiere, el 
| prestigio y la autoridad soberanos que la Iglesia tie- 
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he para decidir por sí y ante sí, con la independen- 
cia que las mismas leyes civiles le han reconocido, 
cuestiones de la privativa ancla de la Igle- 
Sia Católica”. 


Basado en estas voci ds razones, el Consejo de Estado 
declaró la nulidad de la Resolución acusada, en sentencia 
de 14 de septiembre de 1921, que es una de las sentencias 
capitales en lo tocante a tratados públicos, como lo es el 
Concordato, puesto que determina sin lugar a dudas que son 
inconstitucionales las leyes internas que violen las estipula- 
ciones de un tratado ya que este sólo puede reformarse por 
acuerdo entre las partes, celebrado por el Presidente de la 
República, y aprobado por el Congreso. 


2. Actitud de la Iglesia y de los JUECES. 


Respecto del artículo XVII del Concordato, examinemos 
primero la manera como la Iglesia interpretó esta disposi- 
ción concordataria, y para ello transcribimos la parte per- 
tinente de la obra del padre Gabriel de Ibarra !, quien dice: 


“La República colombiana al reconocer la indepen- 
dencia de la legislación canónica con respecto de la 
civil, y al establecer mediante el mismo Concordato 
que, el matrimonio de los que profesan la Religión 
Católica producirá sus efectos civiles respecto a las 
personas y bienes de los cónyuges y sus descendien- 
tes, solo cuando se celebre en conformidad con las 
disposiciones canónicas, aceptó y reconoció toda la 
legislación canónica referente al matrimonio entre 

cristianos súbditos de la Iglesia, y por consiguiente, 
quedó excluído para los católicos el llamado matri- 
monio civil ?. 


Por otra parte, debemos decir en verdad, que el lla- 
mado matrimonio civil, en la legislación civil colom- 
biana no ha quedado suprimido; pero, dada la le- 


1 Gabriel de Ibarra, O.F.M. CAP, El Concordato de Colombia, 
Bogotà, 1941, pp. 190 ss. 
? José Alejandro Bermüdez y José Vicente Castro Silva, ob. cit., 


N? 1193. 
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gislación concordataria, débense tener en cuenta los 
principios siguientes: 


lo.) El llamado matrimonio civil, según las leyes 
colombianas es obligatorio para todos los que no 
son súbditos de. la Iglesia católica. 


20.) El matrimonio civil, es válido para todos los 
que nan sido bautizados en la herejía o fuera de 
la Iglesia católica y que jamás se hayan convertido 
al catolicismo. Pues la Iglesia los ha eximido expre- 
samente en el canon 1099 del Código de Derecho Ca- 
nónico, de sus leyes, en lo referente a la celebración 
o forma externa del matrimonio, cuando contraje- 
ran matrimonio entre dos no católicos. 


30.) Según el mismo canon antes citado, el matri- 
monio civil es válido para aquellos que han sido 
bautizados en el catolicismo, pero que son hijos de 
padres que nunca han sido católicos y fueron edu- 
cados desde la infancia en la herejía, en el cisma, 
o sin ninguna religión. Todo esto, cuando se contrai- 
ca el matrimonio con una persona que nunca ha 
sido católica. La razón de esto, no debe buscarse, ni 
afirmarse en que el Estado tenga derecho en esos 
matrimonios, es decir, jurisdicción matrimonial, si- 
no en una excepción que ha hecho expresamente la 
Iglesia, para evitar mayores males en asunto tan 
trascendental como el matrimonio. En efecto, si Con- 
sideramos con un poco de atención el asunto, poser- 
vamos que los herejes, están obligados de derecho 
a todas las leyes de ia Iglesia, con el mismo título 
por el cual los católicos pertenecen a ella, que es el 
carácter bautismal, y de consiguiente están someti- 
dos a las leyes eclesiásticas. Mas, el ejercicio de la 
jurisdición eclesiástica, no debiendo ser en destruc- 
ción sino mas bien en edificación como habia el Após- 
tol, * puede ocurrir el caso en el cual la Iglesia aten- 
diendo a circunstancias especiales, de hecho, no 
quiera obligar a sus leyes a los no católicos ?. Y ex- 
presamente tenemos al respecto la disposición del 
Canon 1099, f 20. Pero débese entender que, en tal 
caso, el matrimonio es verdadero sacramento, segün 
el Canon 1012, fi 20., no en cuanto es contraído ante 
la autoridad civil, sino solamente en fuerza de que 


Epistola 2*, ad Corithios 10,8. | | | 
Camillus Tarquini e Societate Jesu, Juris Ecclesiastici publici 


Institutiones, Nos. 63 a 65. 
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el canon antes citado dice: ‘que entre bautizados no 
puede haber contrato matrimonial válido sin que sea 
por lo mismo sacramento’. La presencia, ps ante 
las autoridades civiles no tiene el carácter de forma 
matrimonial, sino de mera forma contractual, para 
los efectos civiles. Todo lo dicho hasta aquí se r2- 
fiere a los no católicos. 


Respecto de los católicos, podemos establecer como 
principio que el llamado matrimonio civil es invá- 
lido intrinseca y objetivamente. 


. En efecto: es cierto que las normas del Código Civil 
referentes a la forma del matrimonio en su artículo 
115, se refieren a toda clase de personas; pero, dé- 
bese tener en cuenta que existen las Leyes 153 de 
1887 y la 30 de 1888, y especialmente el artículo 17 
de la Ley 35 de 1887, es decir, del Concordato co- 
lombiano, segün el cual, las normas del Código Civil 
sufren una excepción capitalísima, en tratándose de 
los que profesan la Religión católica. 


Por consiguiente, los católicos no quedan com- 
prendidos, de ninguna manera, en las disposiciones 
del artículo 115 del Código Civil, y en el caso de que 
contrajeran el llamado matrimonio civil, tal matri- 
monio sería real e intrinsecamente inválido. 


Sobre la interpretación de las palabras, ‘los que pro- 
fesan la religión católica', debemos aplicar la doc- 
trina del Santo Concilio de Trento, cuyas disposi- 
ciones reconoce el legislador civil. Ahora bien, dicho 
Concilio en su sesión XXIV, declara quiénes están 
obligados a la ley de clandestinidad y atiende a dos 
cosas: io. a que los contrayentes sean bautizados y 
20. a que la ley haya sido promulgada en el lugar 
en donde se celebre el matrimonio. De donde se de- 
duce que el Concilio de Trento, no tenía en cuenta 
la profesión actual y püblica de la religión católica !. 


Clarísimas son las disposiciones del Derecho Canó- 
nico a este respecto, expresadas en el Canon 1099, 
fl 10., en conformidad con el cual, todos los que han 
sido bautizados en la Iglesia católica, o se han con- 
vertido a ella de la herejía o del cisma, aun cuando 
después hayan apostatado; sea que contraigan entre 
sí, sea que contraigan con personas no católicas, 





1 Concilium Tridentinum, Collectio edita asocietate Georretiana, 
Tomo X, p. 146. 
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bautizadas o no, deben contraer segün las disposi- 
ciones canónicas. 

En este sentido tenemos algunas declaraciones ofi- 
ciales, que afirman más todavía el significado ju- 
rídico de esta parte del articulo 17 del Concordato. 
En efecto: el Ministro de Gobierno en declaración 
dada en el afio 1889 resolvió oue para los católicos 
es obligatoria la forma de la Iglesia, y esto no sola- 
mente cuando los dos contrayentes son católicos, sino 
que vale también el mismo principio cuando uno 
solo es católico, como 1o declaró el mismo Ministro 
en el documento que se encuentra en el Diario Ofi- 
cial, NO 7869 ?. | | 

En el año 1894 el Ministro de Justicia confirmó esta - 
misma doctrina ?, agregando que, a los católicos que 
se dicen protestantes, para que pudieran casarse ci- 
vilmente, debía exigirseles la prueba de haber aban- 
donado sus anteriores creencias, y de las prácticas 
correspondientes a su nueva religión. 

En consecuencia, e! matrimonio civil, solamente po- 
dian celebrarlo aquellos que reconocidamente perte- 
necían a otra religión fuera de la católica. No bastaba 
que un individuo, nacido en la religión católica, de 
padres católicos, y bautizado católicamente, dijera 
gue no era católico, para que pudiera casarse civil- 
mente; era necesario que presentara hechos que de- 
mostraran que sí había abandonado su anterior re- 
ligión y que practicaba otra*. Por consiguiente, 
creemoz, que antes de la Ley 54 de 1924 dada a este 
respecto. si dos individuos hacían tales declar ciones 
la ley los podía admitir al matrimonio civil, Pero 
examinemos las consecuencias de tal matrimonio, 
para así después ver la diferencia de las disposicio- 
nes que a este respecto se dieron en 1924. En efecto: 
contraído el llamado matrimonio civil, antes de la 
Ley 54 de 1924 que citaremos más adelante, si los 
esposos querían santificar su unión celebrando el 
matrimonio católico, la Iglesia podía presenciar ese 
matrimonio, sin due se siguieran dificultades para 
los efectos civiles. Para ver más claro esto, podemos 
considerar dos hipótesis: 12) si el matrimonio ca- 
tólico se celebraba entre los dos mismos que habían 
contraído antes el llamado matrimonio civil, que es 


^ 


Derecho Civil Colombiano, Tomo I, 


Diario Oficial, N° 9412. 
Fernando Vélez, ob. cit., Tomo I, N° 213, 
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lo ordinario, bastaba entonces, aplicar la Ley 30 en 
su artículo 34, por el cual establece que el matrimo- 
nio católico anula ipso jure, el matrimonio civil!; y 
en tal caso los efectos civiles se tenían, no como 
efectos del llamado matrimonio civil, sino como efec- 
tos debidos al matrimonio canónico. | 


22) Si por el contrario, el matrimonio canónico se 
celebraba entre personas diversas, de las cuales, una 
o ambas hubieren estado ligadas con el llamado ma- 
trimonio civil, la resolución era fácil, nues basta 
aplicar los artículos 34, 35 y 36 de la mencionada 
Ley 30, asegurando el sostenimiento de la parte a 
la cual había estado antes ligado con el llamado ma- 
trimonio civil, y de los hijos habidos en esa unión” >. 


Examinemos ahora lo que ocurría con los jueces colom- 
bianos respecto del matrimonio. 


He aqui cómo nos relata un reputado canonista, Leo- 
poldo Uprimny, los problemas que se presentaron acerca del 
matrimonio tal como estaba regulado por el Concordato de 
1887 >: 


“En el año de 1919 se presentaron ante José J. Gó- 
mez, a la sazón Juez Civil Municipal de Medellin, un 
eñor que había sido bautizado en la Iglesia Cató- 
lica, pero después la abandonó y se convirtió en paa- 
tor protestante, con su novia, igualmente apóstata, 
para contraer matrimonio civil. El negó original- 
mente la solicitud, porque, segán el Canon 1099 del 
Código de Derecho Canónico, las personas bautiza- 
das en la Iglesia Católica no pueden casarse sino 


! El artículo 34 de la Ley 30 de 1888 dice: “El matrimonio con. 
traído conforme a los ritos de la Religión Católica anula ipso jure el 
, matrimonio puramente civil, celebrado antes por los contrayentes con 

otra persona”. | | 

7 El artículo 35 de la misma ley dice: “Para los efectos meramen- 
te civiles la ley reconoce la legitimidad de los hijos concebidos antes 
de que se anule un matrimonio civil a virtud de lo dispuesto en el 
artículo anterior". Y por ültimo el artículo 36 dice: “El hombre que 
habiéndose civilmente casado, se case luego con otra mujer con arreglo 
a los ritos de la Religión Católica, es obligado a suministrar alimentos 
congruos a la primera mujer y a los hijos habidos en ella, mientras no 
se case católicamente”. | 

? El Tiempo de 5 de abril de 1971. 
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en la forma establecida por los cánones, aun cuan- 
do hubieren abandonado después la Religión Cató- 
lica. Mas los novios pidieron reconsideración, afir- 
mando que, como eran protestantes, no profesaban 
la Religión Católica y, por consiguiente, podían ca- 
sarse civilmente de acuerdo con el artículo 17 del 
Concordato, que establece la obligatoriedad del ma- 
trimonio canónico solamente para los que ‘profesen 
la Religión Católica’. El doctor Gómez aceptó estos 
argumentos irrefutables y autorizò el matrimonio 
civil. Apeló un hermano de la novia y en segunda ins- 
tancia falló el negocio el doctor Alfonso Uribe Mi- 
sas, otro eminente jurista, quien después era, por 
varios años, Senador de la República y Rector de la 
Universidad de Antioquia, también católico ferviente 
y prohombre del conservatismo de la Montafia. 


“Según lo relató el doctor Alfonso Uribe Misas, en 
una conferencia dictada hace algunos años en las 
Facultades Eclesiásticas de la Universidad Javeria- 
na, se presentó ante él un Canónigo de Medellín, 
para manifestarle en nombre del Sefíor A: rzobispo, 
Monsenor Cayzedo, que si él confirmare el auto del 
aoctor Gómez y autorizare ej matrimonio civil, po- 
dria ser excomulgado. Contestó el doctor Uribe Mi- 
sas, a la sazón un joven de 23 años, que él era uno 
de esos godos con camándula, que cree hasta en los 
rejos de las campanas, pero era al mismo tiempo 
juez de la Republica, que había jurado cumplir con 
su deber y, por consiguiente, obraria de acuerdo con 
la ley. En efecto: confirmó el auto apelado y orde- 
n6 la celebración del matrimonio civil, porque segán 
el articulo 17 del Concordato estén tan solo obliga- 
dos al matrimonio católico los que profesan la Re- 
ligión Católica y mal puede decirse que un pastor 
protestante, que iba a casarse con una sefiorita de 
la misma religión, profesaba la Religión Católica, 
aunque hubiera sido bautizado en la misma. | 


“Bajo el negocio al Juzgado Municipal y entonces la 
Curia de Medellin dictó un Decreto en que amena- 
zaba con excomunión a los jueces que presenciaban 
un matrimonio civil de personas bautizadas en la 
Iglesia Católica, aunque ellos después hubieran apos- 
tatado. 


^Mas el doctor Gómez tuvo que obedecer a lo orde- 
nado por el superior, por lo cual presenció el matri- 
monio del pastor y fue excomulgado por la Curia de 
Medellin. Tuvo que trasladarse a Bogotá, donde con- 
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siguió la secretaría de una Inspección Municipal y 
vivía, por varios años, en circunstancias muy difí- 
ciles, con un sueldo de. sesenta pesos mensuales. 


“El doctor Gómez apeló de la sentencia de excomu- 
nión y el Tribunal Ordinario de la Santa. Sede, la 
Sagrada Rota Romana, por medio de sentencia fe- 
chada el "7 de julio de 1924 revocó la sentencia de ex- 
comunión y criticó muy severamente la actuación 
de la Curia de Medellín. 


“Esta sentencia fue publicada en 1968, en la revista 
‘Ecclesiastica Xaveriana’, órgano de las Facultades 
Eclesiásticas de la Pontificia Universidad Javeriana. 
Criticó, en primer término, el Decreto de la Curia 
de Medellín que establecia la excomunión de un Juez 
por el mero hecho de asistir a un matrimonio civil 
de una persona bautizada en la Iglesia Católica, por- 
que dicho Decreto no tenía ‘ni la menor validez”. 
tanto por haber sido dictado por el Vicario General 
de Medellín, quien carecía de la facultad de hacerlo 
sin mandato especial, como por su contenido, por- 
que no se puede tener como delito algo que puede 
tener "legitima excusa'. 


“Critico también ‘que en el juicio de Medellín no 
hubo las facilidades necesarias para Ja defensa de 
Gómez, pues ni abogado tuvo el sindicado, contra 
claras disposiciones de la Ley, ni tampoco se le con- 
cedió la facultad de excusarse de imputabilidad'. 


“Por consiguiente, la Rota llamó la sentencia de 
Medellín ‘una perversión de la noción del juicio”. 


“Citando otro documento de la Santa Sede del ano 
de 1913, dijo también la Rota que 'segün el Concor- 
dato celebrado con 1a Santa Sede, no están excluidas 
del matrimonio civil las personas bautizadas en 1a 
Iglesia Católica que luego se han apartado de ella, 
como consta de la auténtica interpretación del Con- 
condato: ‘Las personas que, habiendo sido bautiza- 
das en la Iglesia Católica, han pasado luego a 
alguna secta no católica, o han rechazado la fe ca- 
tólica, no quedan comprendidas dentro de dicho ar- 
ticulo 17 (por el cual se rige el matrimonio de los 
que profesan la fe católica). Y, por consiguiente, no 
se podrá invocar el Concordato con el fin de impedir 
que se unan por ritos meramente civiles'. 
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“También observó la Rota que si el doctor Gómez 
‘en el caso de que se trata hubiera apartado a los 
contrayentes del matrimonio civil, habría violado 
así las leyes civiles de Colombia, como el Concor- 
dato mismo’ ". 


—'Pues Monseñor Cayzedo, que había cometido un 
grave error, pero como Principe que fue de la Igle- 
sia no solamente obedeció el fallo de la Rota, sino 
que admitió con generosidad su error, hizo hacer 
publicar en todas las iglesias de Medellin la parte 


resolutiva del fallo de la Rota, en que se absolvió- 


al doctor Gómez de la excomunión, pidió perdón 
al doctor Gómez y le pagó una fuerte suma a titulo 
de indemnización, con la cual el referido profesional 
pudo establecer en Bogota su oficina de abogado, 
convirtiéndose en uno de los más pretiglosos juris- 
consultos del país". 


—“El doctor Uribe Misas no pudo ser excomulgado, 
porque el Decreto que estableció la excomunión fue 
posterior a la sentencia dictada por él. Según nos 
contó también en la conferencia citada, tampoco su- 
¿rió perjuicios materiales porgue muchas personas 
utilizaron sus servicios, creyendo erróneamente que 
era un enemigo de la Iglesia, pero por cerca de cin- 
co años no pudo asistir a misa, porque si entraba 
a la Iglesia, inmediatamente el sacerdote respectivo 
comenzaba a tronar contra los jueces prevaricadores 
que violaban los Sagrados Cánones. 


“Mas cuando llegó la sentencia de Roma, lo llamó 
el señor Arzobispo y en un gesto admirable de hu- 
roildad le pidò que se encargara de dictar en el Se- 
minario de Medellín una cátedra comparada de De- 
recho Canónico y Civil, lo que hizo el doctor Uribe 
Misas por varios años. : 


“Este error lamentable de la Curia de Medellin, tuvo 
como consecuencia que el Gobierno de Colombia, por 
medio de su Embajador ante la Santa Sede, el ilus- 
tre expresidente doctor José Vicente Concha, inicia- 
ra unas gestiones para evitar en un futuro semejan- 
tes errores y el resultado de estas gestiones fue un 
acuerdo entre la Santa Sede y la Republica de Co- 


lombia, que dio lugar a la famosa 2 54 de 1924, la 
llamada Ley Concha". 
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El Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia, en su 
informe al Congreso de 1924 puso de presente, por primera 
vez en forma oficial, las dificultades y conflictos de concien- 
cia que se presentaban por falta de una interpretación au- 
téntica del Artículo 17 del Concordato y por ausencia de una 
reglamentación de él, en su opinión. Dijo el Ministro Vélez 
en dicho informe que, deseoso el gobierno de buscar la armonia 
en la materia, teniendo en cuenta las indicaciones de la 
Nunciatura Apostólica, había dado instrucciones al Ministro 
Plenipotenciario en Roma, el ex-presidente José Vicente Con- 
cha, para que tratara el asunto con el Cardenal Secretario 
de Estado y se adoptara entre ellos una fórmula que pusiera 
fin a las dificultades en la materia, hiciera cesar los desagra- 
dables conflictos y fijara de una manera estable là interpre- 
tación del Artículo 17 del Concordato !. | 


À este efecto el Ministro José Vicente Concha se dirigió 
al Cardenal Secretario de Estado el 21 de junio de 1923, para 
poner en su conocimiento el problema. que se había presentado 
con la interpretación del Articulo 17 del Concordato, acerca del 
cual afirmaba Concha que no había habido discrepancia. de 
pareceres entre las dos altas partes contratantes, pero que ella 
se presentaba a algunas autoridades diocesanas y jueces que 
no estaban subordinados a la autoridad ejecutiva, por lo cual 
era necesario dar una solución al problema. | 

El Ministro Concha consideraba que la cuestión se re- 
ducía a un punto meramente procedimental, cual era el de 
ia naturaleza de una prueba en easos que se relacionaban con 
la disposición del Concordato, acerca de lo cual le parecía 
que no había problema de llegar a un acuerdo. | 


Junto con esta nota el Ministro Concha presentó un me- 
morandum sobre el Artículo 17 del Concordato, en el cual 
hacía una historia de las dispos iciones legales y de los tro- 


rc 6@ 


1 Mensaje del Presidente, Pedro Nel Ospina, al Consi cso de 1923, 
Uribe, Anales, ob. cit., Vol. VII, p. 881. Memoria del Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, Jorge Vélez, al Congreso de 1923, Amales, ob. cit., 
Vol. VII, p. 889. 
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piezos que se habían presentado en su aplicación y en ei 
cual reafirmaba que la dificultad que nunca se había re- 
suelto era la de determinar qué prueba era menester aducir 
del hecho de no profesar la religión católica. Al propio tiempo 
que él se daba cuenta de que no era posible probar una ne- 
gativa indefinida, la única manera de hacerlo era aceptando 
la declaración del propio individuo, como lo habían hecho 
los jueces colombianos que accedían a la solicitud de cele- 
poración del matrimonio civil. De lo cual se seguía que el 
obstáculo real estaba en la Iglesia, por cuanto excomulgaba 
a los participantes y a los jueces que administraban el ma- 
trimonio civil, por cuanto para los propios jueces no existia- 
obstáculo para aceptar la declaración de los celebrantes de 
que no pertenecian a la religión católica. El propio Ministro 
voncha citaba el antecedente del Concordato Español donde 
bastaba la declaración de no profesar la religión católica pa- 
ra que se administrara el matrimonio civil. 


El Secretario de Estado contestó la nota del Ministro Con- 
cha el 27 de febrero de 1924, comenzando por recordar 
el Canon 1.099 del Código de Derecho Canónico, según el cual 
no puede reconocerse a los católicos otro matrimonio válido 
como no sea el religioso, aún para los que se hubieran sepa- 
rado de la Iglesia Católica. Este punto de vista no permitía 
en forma alguna que un bautizado en la Iglesia Católica se 
casara civilmente, pero la Iglesia, consciente de los males que 
se seguían de aplicar esta disposición en la forma expresada, 
estaba de acuerdo en tolerar que las leyes de la República 
de Colombia admitieran a los apóstatas al matrimonio civil, 
excluyendo a quienes renegaran del sacerdocio o de los votos 
solemnes religiosos. 


Continuaba el Secretario de Estado diciendo que le pa- 
recía que el Gobierno de Colombia debería dictar por propia 
iniciativa un decreto diciendo que dentro del territorio co- 
lombiano sólo podrían admitirse al acto civil distinto del ma- 
trimonio religioso católico, a los “(1) No católicos natos, estén 
o no bautizados, cuando ambas partes lo sean, y (2) los que 
habiendo sido bautizados en la Iglesia o Religión Católica, 
pertenecieren a ella y en ella hubieren sido educados, mas 
luego hubieren desertado de ella formalmente”. Esta era la 

forma como la Iglesia entendía las palabras del Artículo 17 
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del Concordato “los que no profesan la religión católica”. Le 
parecía también al Secretario de Estado que tal Decreto del 
Gobierno de Colombia debía indicar claramente el procedi- 


miento que hubiera de seguirse para obtener la prueba de la 


formal separación de la Iglesia. 


El Secretario de Estado sugería al Gobierno de Colombia 


que a su parecer tal procedimiento debería ser el siguiente: 


“(aj Entrambos contrayentes deben declarar por 
escrito ante el juez de su jurisdicción que han aban- 
donado la fe católica, indicando el tiempo en que 
ocurrió tal abandono; y el juez publicará esta decla- 
ración y la comunicará por vía oficial al ordinario 
del lugar; 

‘“(b) Las mismas partes deberán además confirmar 
esta declaración ante el juez y los testigos el día 
mismo en que procedan a la unión civil, y en el acta 
respectiva se hará mención de esta declaración; y el 
acto civil no podrá efectuarse sino después de haber 
transcurrido por lo menos un mes desde el día en 
que la declaración mencionada se haya comunicado 
2l ordinario”. 


| Además decía el Secretario de Estado que por su parte 
la Santa Sede instruiría a los ordinarios de Colombia en el 
sentido de gue para el Derecho Canónico es nulo el matrimo- 
nio civil de cualquier persona bautizada en la. Iglesia Católica, 
y que por tanto cuando el ordinario recibiera del juez la decla- 
ración citada, obraria de la mejor manera para inducir a una 
y otra parte a determinaciones más sabias por cuanto su unión 
era eclesiásticamente nula; pero que si los contrayentes persis- 
tieran en su propósito, entonces el ordinario Jos declararía 


incursos ipso facio en excomunión especialmente reservada 


a la Santa Sede. Y también afirmó el Secretario de Estado 
que los Obispos se preocuparían por vigilar atentamente los 
decretos del gobierno para dar a la Iglesia las garantías re- 
queridas por lo que se acordare, denunciando al efecto ante 
las autoridades competentes a los funcionarios infractores, 
3 los cuales no se les impondría pena canónica alguna por 
haber presenciado el acto civil, y que las penas ya infringidas 


en el pasado deberían considerarse suspendidas desde la fe- - 


cha en gue tales instrucciones se comunicaran a los ordina- 
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rios. También consideraba que a los testigos que presenciaran 
el matrimonio civil, los ordinarios deberian amonestarlos con- 
forme al derecho canónico. | 


Terminaba el Cardenal Secretario de Estado diciendo que 
no dudaba ‘que el gobierno colombiano, apreciando la con- 
descendencia de la Santa Sede en estas negociaciones, se 
preocupará por exigir a sus autoridades civiles la más cui- 
dadosa aplicación de las normas que se dicten en ejecución 
. del acuerdo a que se llegara”. 


4. Acuerdo con la Santa Sede por Canje de Notas del 27 de 
.. febrero, 10 de marzo y 10 de junio de 1924. (| 


- Ya hemos visto el contenido de la nota de 21 de junio 
de 1923 de José Vicente Concha al Secretario de Estado, y 
la respuesta de éste de 27 de febrero de 1924 en la cual 
oroponía la manera como a su parecer debía resolverse la 
interpretación del Artículo 17 del Concordato. 

Causa asombro pensar que para explicar una disposición 
clara del Concordato y de là Ley colombiana fuera necesario 
adentrarse en procedimientos tan complicados y tan lesivos 
de ia dignidad humana de los contrayentes, de los jueces y 
de los obispos, como los que proponia el Secretario de Estado 
en su nota. Pero causa aün más asombro que el Doctor José 
Vicente Concha, ex-presidente de la Republica, un abogado 
muy experimentado, iratadista sobre las pruebas, hubiera acce- 
dido a que se adoptara semejante procedimiento contrario al 
espiritu mismo del Concordato y de las leyes colombianas. 

En efecto, por su nota de lo. de marzo de 1924, dirigida 
al Cardenal Secretario de Estado, el Ministro Concha le dic? 
que la interpretación que da la Santa Sede al Artículo 17 
del Concordato Colombiano es conforme en un iodo con la 
letra y el espíritu de aquella disposición en cuanto define y 
precisa el significado de las palabras “los que profesan 
ia religión católica" y juzga, a la vez, que el medio de prueba 
que Se reconoce como propio para acreditar la deserción de 
la Iglesia y la Religión Católica, consistente en la declara- 
ción reiterada de los individuos que pretenden contraer ma- 
trimonio en la forma meramente civil establecida por el Có- 

digo Civil de Colombia, es el ünico que se puede adoptar, 
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habida consideración a las leyes nacionales pre-existentes 
cuando se celebró la Convención con la Santa Sede. Consi- 
deraba el Ministro Concha que su gobierno. ratificaría la 
aceptación de la interpretación señalada y que en consecuen- 
cia solicitaría las instrucciones sobre la forma en que se 
debería dar testimonio del acuerdo a que se había llegado.. 


Por nota de 10 de junio de 1924, el Ministro Concha co- 
municó a la Santa Sede que el gobierno de Colombia había 
aceptado en todas sus partes la conclusión a que se llegó en las 
comunicaciones cruzadas entre ellos respecto del Artículo 17 
del Concordato, y que en consecuencia se procedería en la 
forma constitucional a la adopción de una disposición legis- 
lativa, o sea una ley, concebida. así: 


“No es aplicable la disposición de la primera parte 
del Artículo 17 del Concordato cuando los dos indi- 
viduos que pretenden contraer matrimonio declaren 
que se han separado formalmente de la Iglesia y de 
la Religión Católica, siempre que quienes hagan tal 
declaración no sean Sacerdotes o Religiosos que ha- 
yan hecho votos solemnes, los que están en todo caso 
sometidos a las prescripciones del Derecho Canónico. 


“La declaración de que trata la parte precedente se 
hará por escrito por los dos individuos que pretenden 
contraer matrimonio ante el juez municipal respec- 
tivo en la solicitud que presenten para la celebración 
del contrato, y expresarán en ella la época en que se 
separaron de la Iglesia y de la Religión Católica. Tal 
declaración se insertará en el edicto que se debe pu- 
blicar, conforme a la ley; se comunicará por el juez 
inmediatamente al ordinario eclesiástico respectivo, 
y la ratificarán los contrayentes en el acto de la. ce- 

ebración del matrimonio, gue no se podrá celebrar 
sino transcurridos treinta días después de la solici- - 
tud, dejando constancia de la misma declaración en 
la diligencia O patuta APESTA 


Finalmente pedía el Ministro Concha a la Santa Sede que 
diera las instrucciones correspondientes a los ordinarios, tal 
como aquélla se había comprometido, todo lo cual fue confir- 
mado por el Secretario de Estado por su nota de 28 de junio 
de 1924, que aseguró el envío proximo: de las instrucciones a 
la jerarquia. s 
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A este efecto la Nunciatura Apostólica de Colombia, por 
circular del 13 de diciembre de 1924, dirigida a todos los Obis- 
pos de Colombia, les instruyó detalladamente, conforme al 
acuerdo aceptado por la Santa Sede, para que ei Obispo su- 
piera lo que debia hacer en el caso de que recibiera de un juez 
una notificación de que dos personas deseaban contraer ma- 
trimonio civil. También comprendían estas instrucciones la 
prohibición de imponer penas canónicas a los funcionarios de 
cualquier grado que fueren, que hubieren asistido al acto civil. 

Por su parte el Estado Colombiano cumplió aguello que 
había ofrecido, es decir, obtener la adopción de una ley que 
reflejara el convenio a que se había llegado con la Santa Sede. ' 
En efecto, el Congreso de Colombia expidió la Ley 54 de 1924 
por medio de la cual se acogió la interpretación del Artículo 
17 del Concordato que había sugerido el Ministro Concha en 
su nota de 10 de junio de 1924 a la Santa Sede. Esta noto 
junto con ia ley y 1a nota del Secretario de Estado de 20 de 
enero de 1925, dio por terminado y cumplido el acuerdo por 
ambas partes, acuerdo a que se contraía el canje de notas que 
llevamos reseñado aquí, 


5. Comentarios a ia Ley Concha. 


Respecto al acuerdo a due se llegó entre el Gobier- 
no de Colombia y la Santa Sede sobre la interpretación del 
Artículo 17 del Concordato, hemos hecho de pasada algu- 
nas observaciones sobre los diferentes puntos de este tratado, 
pero sobre ei conjunto de él es necesario hacer notar que, 
sabiendo las partes que era ineludible aceptar la aplicación 
de la ley colombiana en cuanto al matrimonio civil, con los 
mismos efectos que el matrimonio católico, se empeña- 
ron en diseñar el procedimiento más complicado y en- 
gorroso posible, más lesivo para la dignidad de los contrayentes. 
de los jueces y los obispos, todo por el prurito colombiano de 
reglamentar hasta lo indecible los hechos más sencillos. 


1 German Cavelier, Tratados de Colombia, Tomo II, 1911-1936, 
p. 202. Guzman Esponda, Eduardo, Tratados y Convenios de Colombia, 
pp. 164 ss. Informe del Ministro de Relaciones Exteriores al Congreso 
de 1924, Imprenta La Luz, Bogotá, agosto de 1924, pp. 90 ss. Raimundo 
Rivas, Historia Diplomdtica de Colombia, ob. cit., p. 689. 
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En efecto, ¿por qué no se adoptó una explicación diciendo 


que bastaba la declaración de los contrayentes de haberse se- 


parado de la Iglesia Católica para que se casaran civilmente, 
sin mas formalismos, declaraciones, comunicaciones, excomu- 
niones, amonestaciones, demoras de treinta días y demás, co- 
mo lo hizo este desdichado acuerdo de Don José Vicente Con- 
cha con el Cardenal Gasparri? 


Debemos tener en cuenta que desde 1888 hasta 1974 
prevaleció esta situación para los colombianos que se querían 
casar civilmente, cualquiera que fuera su religión, en asunto 
que pertenece al fuero de los individuos sin necesidad de ha- 
cerlo publico. Este fue uno de los peores pasos que ha dado la 
diplomacia colombiana en toda su historia, o sea el de haber 
adoptado semejante procedimiento lesivo de la dignidad hu- 
mana y contrario al propio Concordato. 


E] Padre Ibarra! expresó tempranamente las posibles 
dificultades de la Ley Concha: 


"Las dificultades que se presentan a causa de la ley 
antes citada sobre matrimonio civil, se originan prin- 
cipaimente de la abierta contradieción que hoy exis- 
te entre las disposiciones de la Iglesia Católica ex- 
presadas en el canon 1099 fl 10., confirmadas una 
vez más en la Circular del Sr. Nuncio antes citada, 
y la legislación civil que ha derogado el artículo 34 
de la Ley 30 de 1888. En efecto: la Iglesia no reco- 
noce ni puede reconocer jamás el llamado matrimo- 
nio civil, y en tratándose de bautizados en 1a Iglesia 
Católica, lo considera nulo canónicamente según las 
normas del canon antes citado. El Estado, por su 
parte, una vez que los cónyuges han declarado que 
no son católicos, y transcurido el mes prescrito por 


la ley, procede al llamado matrimonio civil, conce-' 


diéndole todos sus efectos en el foro civil. Ahora bien: 
cuando estos dos cónyuges quieran santificar su 
unión y arrepentidos vuelvan al seno de la Iglesia, 
ésta debe aplicar el derecho común, según el cual, 


1 R. P. Gabriel de Ibarra, O.F.M. CAP., Doctrina en Derecho Ca- 
nónico de la Universidad Gregoriana de Roma, El Concordato de Co- 
lombia en algunos puntos principales (estudio histórico-jurídico), Bo- 
gota, 1941, Editorial Italgráfica, p. 197. 
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habiendo sido nulo el matrimonio civil precedente, 


las partes pueden contraer el matrimonio canónico 
.al tenor de las normas fijadas por el Código de la 


Iglesia *. En esta hipótesis, si el matrimonio católico 
se celebra entre las mismas personas que antes es- 
taban unidas por elllamado matrimonio civil, cree- 


mos que después de là Ley de 1924, el matrimonio 


canonico no surte nuevos efectos civiles, y que éstos 
quedan regulados por el primer contrato, ya que el 
derecho civil no puede reconocer los efectos del ma- 
trimonio canónico en este caso. 


“En cuanto a los hijos, quedan legitimados por el 
subsiguiente matrimonio canónico, y los hijos ha-. 


bidos después, serán legítimos para di ante 


el cual subsiste el mismo contrato. 


“Pero, la dificultad viene a complicarse, y, casi es 
insuperable, en cuanto a los efectos civiles, cuando 
el matrimonio católico quiera celebrarse entre dos 
personas divérsas, de las cuales una o ambas hu- 
pieren estado ligadas con el llamado matrimonio ci- 
vil, celebrado después de la Ley de 1924 y según las 
disposiciones en ella contenidas. 


“La iglesia por su parte, en el foro canónico, siendo 
nulo intrinsecamente el llamado matrimonio civil de 
los católicos, puede proceder al matrimonio canónico 
independientemente y sin ninguna dificultad. Pero 
entonces resulta que, estando derogado el artículo 


3 de la Ley 30 de 1888, el segundo matrimonio con 


una persona diversa, quedará sin efectos civiles ante 
el Estado, porque éste no puede reconocer al mismo 
tiempo dos matrimonios, y en Colombia no existe 


iampoco, por fortuna, el divorcio. De esto se sigue, 


que los hijos legítimos del matrimonio canónico sub- 
siguiendo al civil, son ilegítimos para el Estado. Esta 
es ia principal dificultad que se ha originado, según 


nuestro modo de pensar, de la Ley 54 de 1924, sobre 
todo el artículo 30. que derogó el articulo 34 de la 


Ley 30 de 1888. 


“En cuanto a las disposiciones dadas por la Iglesia 
con motivo de la Ley 54 de 1924, se han hecho mu- 
chas afirmaciones entre las cuales no ponemos: omi- 


José María Uríà, 8. s iubes sobre cuestiones “selectas de De. 
recho Canónico, p. 155, nota 1. ` | 


1 


p. 56. 
2 
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| tir la afirmación hecha por el doctor Alfonso López, 
 ex-presidente de la República en uno de sus men- 


sajes al Congreso: ‘No es equitativo, dice, ni esta 
de acuerdo con la libertad de conciencia garantizada 


por la Constitución, el que la Iglesia pueda obligar 


a quien cumple la ley civil, a abjurar o dics de | 


sus creencias! !, 


“No nos consta de las negociaciones hechas con la 
Santa Sede en este particular, pero sí podemos con- 
testar a esta aseveración, afirmando que la Iglesia 
no castiga el acto de cumplir la ley civil con la 
disposición de 1924, sino el delito de apostasía. Y en 
esto la Iglesia no podía proceder de otra manera. 
El Estado, segün los juristas civiles, desde antes de 
la Ley de 1924, exigia una declaración de haber aban- 
donado la religión católica y pruebas con hechos de 
esta verdad, para poder proceder luego a! llamado 
matrimonio civil?. Por la Ley de 1924, esta declara- 
ción debe hacerse pública y formalmente, y al pro- 
cederse de esta manera, la Iglesia no podía omitir 
de declarar la sanción penal una vez cometida la 
pública apostasía. 


“Por otra parte, bien conocidas son las providencias 
gue ha tomado la Iglesia antes de proceder a esta 
medida punitiva, ya que, según la circular del señor 
Nuncio, el Ordinario debe en el espacio de un mes, 


amonestar a los contrayentes, a fin de que conside- 


ren el paso que van a dar y las consecuencias que 
de él se siguen. Y la pena no viene sino cuando a 
pesar de la bondad maternal de la Iglesia, «2 resuel- 
ven a abandonar la religión católica. Las dificulta- 
des, pues, como hemos visto, no se originan de las 
disposiciones de la Iglesia, sino más kien de las dis- 
posiciones legales dadas a este respecto, sobre todo 
de la derogación del artículo 34 de la Ley 30 de 
1888. 


“Mas estos inconvenientes, no dudamos que serán 
subsanados con la sabia actitud de la Iglesia, la cual, 
de acuerdo con el Gobierno, examinará cuál sea el 


Mensaje del Presidente de la República al Congreso de 1937, 


Fernando Vélez, ob. cit., Tomo I, N° 213. 
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mejor medio, para evitar tales dificultades, sin me- 
noscabo de la institución sagrada del matrimonio 
cristiano". 


Esta situación continuó sin interrupción hasta el Con- 
cordato de 1973. 


DI 


~] 
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CAPITULO XIV 


RELACIONES EN EPOCA DE TRANSICION (1924-1936) 
1. El Convenio Uribe-Giobbe de 1928. 


Como se ha visto, la Convención Molina-Gasparri de 1918 
reglamentó de nuevo la llamada cuota concordatoria del ar- 
tículo 25 del Concordato, por el término de diez años, que 
vencian el 9 de octubre de 1928. 

Entre el Ministro de Relaciones Exteriores, Carlos Uribe 
Cordovez, y el Nuncio Apostólico, Monseñor Paolo Giobbe, se 
celebró un nuevo acuerdo el 5 de mayo de 1928, que reprodu- 
jo el anterior en lineas generales y por el cual destinó el Go- 
bierno la suma de $ 75.000 para proveer a las Misiones, la cual 
había de pagarse al Nuncio, quien la repartiría de acuerdo con 
el Gobierno !. | | | | 

E] Articulo 11 de la Convención Uribe-Giobbe, suscrita el 
9 de mayo de 1928, dice asi: 


"Las Misiones erigidas con territorios separados son 
las siguientes: tres Vicariatos Apostólicos, a saber: 
de La Goajira, de Casanare y de los Llanos de San 
Martín; siete Prefecturas Apostólicas, a saber: del 
Caquetá, del Chocó, de Tierradentro, de Arauca, de 
Ürabá, del Sinù y de Tumaco; la Misión de San 
Andrés y Providencia. Los territorios de estas Mi- 
siones estarán bajo la jurisdicción del respectivo 
Ordinario”. 





1 Raimundo Rivas, ob. cit., p. 691. Mensaje del Presidente al Con- 
greso de 1929, p. 237. 


9 


.2 Diario Oficial número 20.802, del 25 de mayo de 1928. 
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2. Los Vicariatos Apostolicos del Chocó y del Caquetá. 


Las Prefecturas Apostólicas del Chocó y del Caquetá fue- 
ron erigidas en Vicariatos Apostólicos, por medio del acuerdo 
celebrado por el canje de las notas que se insertan en seguida: 


Nunciatura Apostólica en Colombia — Bogotá, 19 
de mayo de 1930. Numero 3360. | 


Excelencia: 


El Excelentísimo señor Cardenal Secretario de Es- 
tado me encarga participe a Vuestra Excelencia, y 
por su conducto al Gobierno de Colombia, que la 
Santa Sede, condescendiendo a la petición hecha por 
los misioneros y pueblos de las Prefecturas Apostó- 
licas del Chocó y del Caquetá, ha resuelto ascender 
las dos Misiones aludidas al grado de Vicariatos 
Apostólicos. 

Esto no implica otro cambio sino que los Jefes de 
las dos Misiones serán investidos de la dignidad epis- 
copal con el título de Vicarios Apostólicos. 





Como en el artículo 11 del Convenio sobre Misiones 
renovado el 5 de mayo de 1928 las dos Misiones del 
Chocó y dei Caquetá se catalogan entre las Prefec- 
turas Apostólicas, se participa al Gobierno de Co- 
lombia la modificación propuesta, para que se digne 
manifestar si encuentra dificultad para ello. 


Aprovecho esta oportunidad para expresar a Vues- 
tra Excelencia las seguridades de mi más alta y dis- 
tinguida consideración. 


De Vuestra Excelencia atento seguro servidor, 


(Firmado). P. Giobbe 


Nuncio Apostólico. 





A Su Excelencia el señor doctor Francisco Samper Madrid, 


Ministro de Relaciones Exteriores. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 
Bogotá, mayo 6 de 1930. 


Excelencia: 


Tengo el honor de acusar recibo a Vuestra Excelen- 
cia de la atenta nota 3360 de fecha 19 de los corrien- 
tes, en la que Vuestra Excelencia se sirve comuni- 
carme que la Santa Sede, condescendiendo a la 
petición hecha por los misioneros y pueblos de las 
Prefecturas Apostólicas del Chocó y del Caquetá, ha 
resuelto ascender las dos Misiones aludidas al grado 
de Vicariatos Apostólicos, sin que ello implique otro 
cambio que el de que los Jefes de las dos Misiones 
queden investidos de la dignidad episcopal con el tí- 
tulo de Vicarios Apostólicos. | 


Se sirve Vuestra Excelencia manifestar que como en 
el artículo II del Convenio de Misiones, renovado el 
9 de mayo de 1928, las dos Misiones se catalogan 
entre las Prefecturas Apostólicas, se participa al Go- 
bierno de Colombia esta modificación para que diga 
si encuentra alguna diticultad para ella. 


En respuesta me complazco en significar a Vuestra 
Excelencia que el Gobierno no halla ninguna difi- 
cultad en que se lleve à cabo la modificación pro- 
puesta, de la que toma debida nota. 

Aprovecho complacido la oportunidad para reiterar 
a Vuestra Excelencia las seguridades de mi mas alta 
y distinguida consideracién. 


(Firmado). Francisco Samper Madrid 


A Su Excelencia Monseñor Poalo Giobbe, Nuncio Apostólico 
de Su Santidad, etc., etc., etc. 


C) 


Convenio de i1 de julio de 1929 por el cual 
se estableció la jurisdicción castrense. 


Con el objeto de organizar el servicio religioso del Ejérci- 
to, el Gobierno y la Santa Sede, en ejecución de lo convenido 
en el Concordato de 1887, celebraron un convenio al respecto, 
el 11 de julio de 1929, el cual fue firmado por el Ministro de 
Relaciones Exteriores y el Nuncio Apostólico !. 





1 Informe del Ministro de Relaciones Exteriores al Congreso de 
1930, Bogotá, Imprenta Nacional, 1930, p. 372. 





JURISDICCIONES MISIONALES Y AUXILIO A LAS MISIONES. 749 
4. Nuevos límites de las jurisdicciones misionales. 


Además, dijo el Ministro de Relaciones Exteriores al Con- 
greso de 1930: 


"La Nunciatura Apostolica estudia actualmente, en 
atención a las necesidades de la civilización de las 
tribus de indígenas colombianos que habitan las re- 
siones del Putumayo y del Amazonas, una nueva 
división 1 territorial que armonice la jurisdicción mi- 
sional con las facilidades de los transportes. 

“Es lo probable que en esa distribución de territo- 
rios, que deberá hacerse constar en un acuerdo con 
el Gobierno, el territorio de la actual Comisaría del 
Amazonas sea cercenada. del Vicariato de los Llanos 
de San Martín y agregado al Vicariato del Caquetá, 
pues éste tiene mayores facilidades de comunicación 
con aquellas apartadas regiones. 


“Este Ministerio ha considerado de grande importan- 
cia là presencia de los misioneros en los territorios 
del tajo Putumayo y del Amazonas para secundar a 
las autoridades colombianas que allí se han estable- 
cido, en el sentido de emprender una enérgica cru- 
sada contra la esclavitud gue por desgracia pesa 
todavía sobre muchos compatriotas. Colombia está 
obligada a esa campaña no solamente por deberes de 
humanidad sino por haber suscrito diversas conven- 
ciones internacionales gue le imponen la lucha con- 
tra la esclavitud. 


“La República de Colombia, la primera de las anti- 
evas colonias españolas de la América que obtuvo el 
reconocimiento de su indevendencia por parte de la 
Santa Sede, el 26 de noviembre de 1835, continúa en 
el firme propósito de mantener y estrechar, con la 
mayor sinceridad, las cordiales relaciones que la han 
ligado de tiempo atrás con aquella augusta potes- 
tad” t, 














9. Convenios sobre reducción del 
auxilo a ias Misiones (1932-1940) 


El Gobierno, en vista de la dificil situación en que se ha- 
llaba el tesoro nacional a causa de la crisis de 1930, solicitó a 
la Santa Sede, por intermedio del Nuncio, que se redujera el 





* Id., n. 372. 
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auxilio a las misiones de cincuenta mil pesos a veinticinco mil 
pesos anuales, a lo cual accedió la Santa Sede !. 

Al mismo acuerdo se llegó en 1933 ?, 1934 3, 1935 *, 1936 a 
1940, y 1941 5. 


6. Elregistro civil. 


El artículo XVII del Concordato de 1887 establecía lo si- 


guiente: 


“El acto de la celebración será presenciado por el 
funcionario que la ley determine con el solo objeto 
de verificar la inscripción del matrimonio en el ře- 
gistro civil, a no ser que se trate de matrimonio in 
articulo mortis, caso en el cual podrá prescindirse 
de esta formalidad si no fuere fácil llenarse y reem- 
plazarla por pruebas supletorias. Es de cargo de los 
contrayentes practicar las diligencias relativas a la 
intervención del funcionario civil para el registro, 
limitandose la acción del Párroco a hacerles opor- 
tunamente presente la obligación que la ley civil les 
impone". 


Dice Ibarra: 


A AO UR 


“siendo el matrimonio al mismo tiempo sacra- 
mento y contrato, y teniendo relaciones íntimas 
con el estado civil, a fin de que éste reconozca 
los efectos civiles del matrimonio cristiano, necesa- 
rio es gue tenga conocimiento de los matrimonios 
celebrados para que los efectos jurídicos puedan ve- 
rificarse. El Estado puede llegar a tal conocimiento 
por diversos medios, y en nuestro Concordato se 
acordó el que asistiera un funcionario civil, que la 
ley determinó después, pero sólo con el objeto de ve- 
rificar la. inscripción del matrimonio en el registro 
civil. De consiguiente, queda excluída la interven- 
ción en cualquier otro sentido jurídico, pues el ca- 
rácter de esta intervención está muy definido en 
este artículo. 


1 Informe del Ministro de Relaciones Exteriores al Congreso de 
1932, de Roberto Urdaneta Arbeláez, Editorial Santafé, Bogotá, p. 291. 


CU 4 60 V 


Id. de 1933, o. 182 | 
Id. de 1934, de Pedro H. Carreno, p. 236. 
Id. de 1935, de Jorge Soto del Corral. 

Id. de 1941 de Luis Lóvez de Mesa. 
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"Antes de que se expidiera la ley que indicara cuál 
funcionario debía asistir a la celebración del matri- 
monio, el Ministro de Gobierno resolvió en 22 de 
junio y 28 de agosto de 1888, que en las cabeceras 
de Circuito de Notaría, fuera el Notario y en los de- 
más distritos, el Secretario del Concejo Municipal. 
En el ano 1890, se expidió otra ley relativa a este 
punto, y fue la Ley 95 que en su artículo 29 con el 
fin de hacer efectiva la disposición del artículo 17 
del Convenio de la Santa Sede, aprobado por la Ley 
39 de 1888, senaló al Notario püblico en los lugares 
en que lo hubiere, y en los demás al Secretaric del 
Concejo Municipal, como el empleado que debía ve- 
rificar la inscripción en el registro civil. Además 
disponía que el Gobierno acordaría con la autoridad 
eclesiástica la manera de llevar a efecto esta dispo- 
sición. 


“No obstante todo esto, la falta de eh del 
funcionario oficial no anula el matrimonio y por lo 
mismo, surte todos los efectos civiles, como consta 
por la declaración del Ministro de Gobierno"! 


. En el año de 1892 se celebró el Convenio adicional con la 
Santa Sede, aprobado por la Ley 34 de 21 de octubre del mis- 
mo año, en cuyo artículo 22 se manda a los párrocos y demás 
eclesiásticos encargados de llevar o custodiar los libros en que 
se registren los datos relativos a nacimientos, matrimonios 
y defunciones, pasar cada seis meses a la autoridad o emplea- 
dos que designe el Gobierno, copia auténtica de dichos asien- 
tos. Más tarde, por los decretos números 836 de 1922 y 2116 
de 1927, el Gobierno dispuso que tales actas se recibieran en 
las oficinas municipales o departamentales de estadística, y 
que se guardaran en las notarías correspondientes. 

El gobierno liberal de Olaya Herrera, pidió el 1° de febre- 
ro de 1934 al Nuncio de Su Santidad en Bogotá, que se sir- 
viera dirigir una comunicación a los Arzobispos, Obispos y 
Prefectos Apostólicos dei país instruvéndoles para que coo- 
peraran con las autoridades civiles en el exacto cumplimiento 
de las disposiciones sobre registro civil, a lo cual accedió el 
Nuncio por nota de 5 de abril de 19342. | 





1 Ob. cit., p. 200. 

2 Informe del Ministro de Relaciones Exteriores, Pedro María Ca- 
reno, al Congreso de 1934, Editorial Minerva, Bogotá, p. 233; y Mensaje 
Presidencial de 1934, de Enrique Olaya Herrera, p. 27. 
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Entre tanto el Ministerio de Gobierno por decreto 540 de 
13 de marzo de 1934 reglamentó el Título 20 del Libro I del 
Código Civil y otros sobre el registro de estado de las perso- 
nas. El artículo 19 de dicho decreto dice que son los notarios 
en las cabeceras de circuito de notarías y en los demás lu- 
gares los secretarios de los Concejos, los que están obligados 
a presenciar la celebración del matrimonio, para el efecto de 
verificar la inscripción del mismo en el registro civil !. 
| Se ordenó también que los contrayentes dieran aviso al 
notario o secretario del Concejo con 24 horas de anticipación 
por lo menos, del día y sitio en que habían de celebrar el ma- 
trimonio canónico. | 
El artículo 23 establecía que acreditado el aviso al nota- 
rio o al Secretario del Concejo con la presentación del recibo, 
‘la falta de asistencia del mismo no sería obstáculo a la cele- 
biación del matrimonio canónico. 


7. Validez legal de las actas de matrimonio católico 
con legitimación de hijos. 


Se discutió en ese entonces el efecto de la legitimación 
de hijos hecha en las actas Ge celebración de matrimonios 
católicos, y varios casos fueron sentenciados por la Corte Su- 
prema de Justicia. 


a) Sentencia de 8 de septiembre de 1922. 


Esta sentencia estableció jurisprudencia sobre la validez 
civil de las partidas de matrimonio católico contentivas de 
declaración de legitimación de hijos nacidos de la unión de 
sus padres antes de su matrimonio católico ?. Alli dijo la Cor- 
te “que las partidas de matrimonio católico, extendidas en la 
forma prescrita por la ley canónica, son documentos legalmen- 
te aptos para contener la manifestación sobre legitimación 
que deben hacer los contrayentes con arreglo al artículo 239 
del Código Civil”; y dijo que “las partidas de origen eclesiás- 


1 Diario Oficial N° 22550, del 4 de abril de 1934. 
2 Gaceta Judicial, Tomo XXIX, N° 1518, de 28 de octubre de 1922, 
. p. 239. | 
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tico deben considerarse, por consiguiente, con Jas mismas con- 
diciones que tienen los documentos civi'es análogos". 


Anadio la Corte: 


“Las partidas eclesiásticas de matrimonio son deci: 
mentos públicos y auténticos, va en razón de 
haberlas asimilado la ley a las actas del estado civil 
determinadas en el Título 20, Libro 19 del Código 
Civil, que son tales (artículo 678 del Cédigo Judicial), 
ya en virtud del Concordato con la Santa cede, que 
no obstante proceder ellas de la potestad eclesiástica, 
les otorgó valor civil, y se regulan entonces por el 
principio que rige en materia de pruebas, de que los 
reouisitos de fondo —decisoria litis— se determinan 
por la ley de origen; y como en derecho canónico las 
partidas de matrimonio religioso, extendidas en debi- 
da forma, son documentos auténticos (Canon 1815), 
en tal carácter deben estimarse también por los Tri- 
bunales civiles". 


Finalmente, la Corte consideró que la partida eclesiásti- 
ca contentiva de declaración de la legitimación que el matri- 
monio originaba, era el testimonio que rendía el párroco de 
que los contrayentes habían cumplido, junto con ia celebra- 
ción del matrimonio, las exigencias de la ley para 1a legitima- 
ción del hijo, entre las cuales se contaba la designación del 
mismo. | 


No tocó la Corte en esta sentencia el punto de si tales 
 8ctas debían estar firmadas por los conirayentes, pero sí re- 
conoció el pleno valor legal a las partidas eclesiásticas confor- 
me al Concordato de 1887: 


«Tratándose de matrimonios católicos, dijo la Corte, 
el acto civil que lo (sic los) puede acreditar princi- 
palmente, no es la misma del matrimonio civil que 
ordena el 135 del Código Civil y que requiere la firma 
del Juez y de su Secretario, sino la acordada en el 
artículo 17 del Concordato, la cual tiene como suple- 
toria el acta eclesiástica y que no puede contener 
las firmas antedichas, porque aquellos funcionarios 
no tienen intervención alguna en ellas; quien las 
autoriza es el encargado del registro civil”. 

“Conviene desvanecer también el error harto comün 
de que en tratándose de matrimonios católicos, el 
régimen legal del registro civil no tiene cabida, opi- 
nión cue parece acogida por el Tribunal. 
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"Ela no es exacta. Ese régimen subsiste, pero tiene 
un procedimiento especial cuando ha de aplicarse a 
los matrimonios católicos, pues en este caso, ‘el acto 
de la celebración será presenciado por el funcionario 
que la ley determine, con el objeto de verificar ia 
incripción del matrimonio en el registro civil. Es de 
cargo de los contrayentes practicar las diligencias 
relativas a la intervención del funcionairo encargado 
del registro, limitándose la acción del párroco a ha- 
cerles oportunamente presente la obligación que la 
ley les impone”. (Articulo 17 del Concordato). 


b) Sentencia de 25 de julio de 1923. 


Esta sentencia! siguió la jurisprudencia anterior, ya que 
la Corte dijo: “No es exacto, como lo afirma el Tribunal, que 
el testimonio del parroco consignado en el acta de matrimo- 
nio acerca de la manifestación de los cónyuges de que legiti- 
man la prole, sea prueba suficiente de la legitimación y que 
no se reguiera la firma de los contrayentes. Si las partidas 
eclesiásticas son documentos auténticos, según se deja sentado, 
participan, por lo mismo, de la condición de que el funciona- 
rio sue las extiende puede atestiguar con fe pública los actos 
que en su presencia se verifican y gue su testimonio sea feha- 
ciente. 


“For otra parte, adoptadas por la. ley civil, como 
pruebas auténticas. Jas partidas eclesiásticas tales 
. como en materias de requisitos externos prescribe la 
ley canónica, en esta misma forma tienen que acep- 
tarse por los Tribunales Civiles. 

“Hoy en día la firma de los contrayentes es 
requisito que exige el Derecho Canónico especial a 
Colombia, según la ordenanza de la Conferencia 
Episcopal de mil novecientos trece, pero antes no se 
exigía y no era dable que las partes pusiesen su 
firma”. 


c) Sentencia de 15 de diciembre de 1941. 
Esta sentencia se refirió exiensamente a la validez y re- 


conocimiento de la legislación canónica en el derecho colom- 


1 Gaceta Judicial, Tomo 30, N° 1555, de 23 de octubre de 1923, 
p. 115. 
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biano, y he aquí el resumen que de esa sentencia hizo el 
Relator de la Corte !: 


1. - Segün el artículo 16 de la Ley 153 de 1887 la 
legislación canónica es independiente de la civil y 
no forma parte de ésta, pero será solemnemente res- 
petada por las autoridades de la Repüblica. Existen 
casos en que esa legislación trasciende al campo ci- 
vil y entonces generalmente su respeto a ella se 
consagra por medio de normas positivas. El artículo 
12 de la Ley 57 de 1887 estableció la validez para 
todos los efectos civiles y políticos de los matrimo- 
nios que se celebren conforme al rito católico, y ésta 
es la primera proyección de la legislación canónica 
sobre el campo civil, o sea, el matrimonio católico 
que produce efectos civiles. Reconocida la validez 
del matrimonio católico, era obvio que tenían que 
venir dos consecuencias: la primera, la forma co- 
mo debe celebrarse ese matrimonio, y esto es de la 
autoridad privativa de la Iglesia; y segundo, el mo- 
do o medio de prueba de ese acto. En cuanto a lo 
primero, se halla el artículo 17 de la Ley 35 de 1888, 
artículo Concordatario; en cuanto a lo segundo, se 
hallan los artículos 22 de la Ley 57 de 1887 y 79 de 
la 153 del mismo año. Reconocidos por nuestra le- 
gislación ambos matrimonios, el civil y el canónico, 
cada uno de ellos, según el caso, se celebra en la 
forma determinada por el legislador civil o por el 
legislador eclesiástico. Ni la autoridad eclesiastica 
tiene competencia o jurisdicción para intervenir en 
un matrimonio civil, ni fallar sobre su existencia 
en sí misma, validez o nulidad, ni tampoco el poder 
civil puede hacerlo respecto de los matrimonios ecle- 
siásticos. Son dos jurisdicciones distintas que no se 
entremezclan a ese respecto, de donde resulta uno 
de los aspectos de la independencia de las dos po- 
testades, y el respeto a la legislación canonica, que 
no forma parte de la civil. Si para el acto de la ce- 
lebración del matrimonio existe lo anterior, tam- 
bién existe la diferencia en cuanto al modo de prue- 
ba de ese acto. El matrimonio civil tiene su prueba 
principal, que es la determinada por los artículos 
364 a 367 del C. C., y el matrimonio católico la suya 
propia, que es la determinada por la ley canónica 











1 Gaceta Judicial, Tomo 52, Nos. 1977-1982, diciembre de 1941, 
p. 833. | 
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y que se concreta en el acta que levanta el Párroco 
respectivo. Son, pues, esas actas de origen distinto, 
de autoridades distintas, pero ambas tienen eficacia 
legal para demostrar un mismo hecho jurídico, co- 
mo la muerte, o un mismo acto jurídico, como el 
matrimonio. —2.— Las actas de estado civil o ecle- 
Siástico no son intocables. Ellas, como cualquiera 
otra prueba, como una escritura püblica, como un 
documento privado, pueden, por ejemplo, ser redar- 
gúidas de falsas y entonces el debate planteado so- 
bre este extremo sigue la regla general y cae bajo 
la jurisdicción de los jueces civiles. Pero de lo an- 
terior no puede concluírse que las actas de origen 
eclesiástico sean exactamente las mismas o estén 
identificadas con las del estado civil; esa conclusión 
sería inadmisible, porque no pueden identificarse 
actas que proceden de origen distinto, de autorida- 
des distintas y que se levantan por procedimientos 
distintos. No. Las actas de origen eclesiástico se asi- 
milan a las de origen civil únicamente en cuanto a 
su valor probatorio. —3.— Los Curas Párrocos no 
son funcionarios públicos del registro civil, ni las 
actas de origen eclesiástico tienen el carácter ni la 
configuración de los documentos públicos a que se 
refiere la ley civil, y es muy distinto el carácter de 
documento auténtico del de documento público. Ca- 
si a raíz de la expedición de las Leyes 57 y 153 de 
1887, la Corte estudió ese punto y sentó como doc- 
trina que no ha sido modificada la siguiente: “Por 
el hecho de dar valor de pruebas a las certificacio- 
mes de los sacerdotes párrocos sobre nacimientos, 
matrimonios y defunciones, no deben considerarse 
como funcionarios públicos, ni tales certificaciones 
como instrumentos públicos”. Lo anterior se com- 
prende si se tiene en cuenta que los funcionarios 
públicos son los creados por la ley, aquellos a que 
se refiere el Código Político y Municipal principal- 
mente, y que desde luego que en el artículo 17 de 
la Ley 35 de 1888 se pactó que el acto de la celebra- 
ción del matrimonio católico será presenciado por 
el funcionario que la ley determina, con el objeto de 
verificar la inscripcién del matrimonio en el registro 
civil, fue porque claramente se comprendió que los 
Curas Párrocos no eran funcionarios públicos, pues 
si así fuera, habría una redundancia inexplicable al 
establecer que dos funcionarios públicos presencia- 
ran o autorizaran un mismo acto. La anterior inter- 
pretación se corrobora con el artículo 2° de la Ley 








LEGITIMACION DE HIJOS age n 151 


95 de 1890, en que se sefialó al Notario, donde lo hu- 
| biere, o al Secretario del Concejo Municipal, donde 
no lo hubiere, para que presenciara el matrimonio 
con el objeto de hacer la inscripción en. el registro 
civil. —4.— Las disposiciones civiles y en especial. 
las consignadas en los artículos 372 a 384 del C. C. 
. no son aplicables a las actas de origen eclesiástico, 
de la misma manera que las disposiciones canónicas- 
sobre actas del estado civil, modo de sentarlas, su- 
plirlas cuando se han omitido, corregirlas, no son 
aplicables a las partidas de origen civil. De donde se 
concluye que la omisión de una partida eclesiástica 
- y su incorporación en el libro respectivo no se sub- 
sana por el procedimiento establecido en el artículo 
381 del C. C., sino por las respectivas disposiciones 
de origen eclesiástico. Mas las actas civiles y ecle- 
Siásticas sí pueden caer sub judice cuando son re- 
chazadas, redarguídas o tachadas de falsas, en los 
casos en que pueden serlo las de origen civil, y en- 
tonces el poder civil ordinario es el competente para 
decidir sobre tal materia. —5.— Existen también 
otra clase de actas del estado civil respecto del ma- 
trimonio que son aquellas a que se refiere el artículo 
19 de la Ley 266 de 1938, las cuales están reguladas 
por una ley extranjera, sin que por ello se lesione 
la potestad civil ni el imperio de la soberanía pa- 
tria, como tampoco se lesiona al reconocer la validez 
y eficacia de Jas actas de origen eclesiástico, que 
demuestran el matrimonio que contrae casi la tota- 
lidad de los colombianos. —6.— En las actas de ori- 
gen eclesiástico no es la autoridad civil sino la ecle- 
siástica la competente para determinar cómo se 
inscribe una partida en los libros parroquiales. —7. 
— La Corte no puede aceptar la conclusión del Tri- 
bunal sentenciador de que por el hecho de que una 
partida del estado civil, cualquiera que sea su natu- 
raleza, se siente posteriormente al hecho o acto que. 
registra, esa partida sea falsa, pues el mismo Código 
Civil, cuando se ha omitido sentar en su debido 
tiempo una partida, da reglas para asentarla pos- 
teriormente. —8.— Las partidas eclesiásticas se re- 
gulan por el principio de que los requisitos de fondo, 
decisoria litis, se determinan por la ley de su origen, 
segün jurisprudencia de la Corte, o sea, por las dis- 
posiciones del Derecho Canónico en el caso de autos. 
—9.— La ley civil reconoce también la existencia y 
validez de los matrimonios in artículo mortis, y en 
esos casos se puede prescindir de las formalidades 
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que al respecto señala el Código Civil. De ahí el ar- 
tículo 135 de dicha obra; es claro que en tal caso en 
el acta del matrimonio ha de expresarse que se ha 
verificado in artículo mortis, con la obligación de 
revalidarlo posteriormente, si dentro de los cuaren- 
ta días no hubiere muerto alguno de los contrayen- 
tes. Algo parecido sucede en ocasiones, en Derecho 
Canónico, en que los esposos quedan con la obliga- 
ción de la velación posterior, pero la omisión de esta 
solemnidad no invalida el matrimonio. —10.— El 
matrimonio católico es válido en Colombia y pro- 
duce efectos civiles y políticos, no como consecuen- 
cia de los efectos canónicos de él, sino por la dispo- 
sición del artículo 12 de la Ley 57 de 1887. Antes de 
la existencia de esa norma producía efectos meramen- 
te canónicos, pero no civiles. Los efectos civiles de 
que habla ese artículo no son otros que los mismos 
efectos de esa naturaleza que produce el matrimonio 
civil. Así, dos casados católicamente adquieren ante 
la ley civil el estado de tales, y sus hijos nacidos de 
esa unión la calidad de legítimos con todos sus de- 
rechos y obligaciones y su vocación hereditaria. Los 
efectos políticos son aquellos que determinan en 
ocasiones las leyes, fijando la calidad de padre de 
familia como condición para desempeñar un cargo, 
como hoy para ser nombrado Juez de Menores, y en 
tiempos pesados para formar parte de ciertos cole- 
gios electorales. Como ia legitimación ipso jure es- 
tablecida por el artículo 12 de la Ley 153 ya citada, 
se refiere a los matrimonios civiles o católicos, por- 
gue la norma no distingue, es obvio que por imperio 
de esa disposición el hijo concebido antes del ma- 
trimonio católico de sus padres y nacido dentro de 
éste, es legítimo. Según las normas del Derecho Ca- 
nónico, los hijos habidos por personas libres y que 
después, en cualquier tiempo, se casen entre si, que- 
dan legitimados, y éste es un efecto canónico de ese 
matrimonio, pero la ley civil no reconoce tal efecto, 
porque la legitimación se rige únicamente por los 
preceptos del Código Civil. Esto lleva a la conclusión 
de que los efectos canónicos del matrimonio no pro- 
ducen siempre efectos civiles, y que ese fenómeno 
no se verifica sino cuando la ley civil expresamente 
lo establece. 
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d) Sentencia de 20 de mayo de 1942. 


La sentencia de 20 de mayo de 1942 reafirmó la jurispru- 
dencia anterior en cuanto a la validez de las actas eclesiásti- 
cas de matrimonio contentivas. de legitimación de hijos. El 
resumen que de esta sentencia hizo el Relator dice !: "Segün 
la jurisprudencia de la Corte, constante y uniforme en este 
punto, hasta el afio de 1913 no era necesario que los contra- 
yentes firmaran el acta del matrimonio eclesiástico en que 
dejaban constancia de que legitimaban hijos. Bastaba que el 
acta llevara la firma del párroco ante quien se celebraba el ma- 
trimonio. Esta misma doctrina sostuvo la Corte posteriormen- 
te para aceptar las legitimaciones verificadas antes de 1913. 
A. partir de este afio es indispensable que los contrayentes que 
legitiman hijos en el acto del matrimonio eclesiástico firmen 
el acta correspondiente, por virtud de lo estatuído en la or- 
denanza expedida por la Conferencia Episcopal de 1913, que 
luego fue ratificada por el Decreto de 28 de octubre de 1927, 
dictado por la Conferencia Episcopal de dicho afio". 


Q 


6. Una desafortunada gestión diplomática. 


Se ha enrostrado al partido conservador el ser mandado 
por la jerarquía eclesiástica, aün en la escogencia de los can- 
didatos a la Presidencia, mas específicamente sólo se achaca 
tal cosa al Arzobispo Herrera Restrepo, quien, segün sus de- 
tractores, era el supremo árbitro de las candidaturas presi- 
denciales. 


En tal calidad intervino en 1925 para escoger a Miguel 
Abadía Méndez y sefialar a Alfredo Vásquez Cobo como su 
Sucesor, mas su muerte acaecida en 1929 y la elevación al ar- 
zobispado de Bogotá de Monseñor Ismael Perdomo produjo 
no ya la intervención del prelado sino el arbitraje del propio 
Papa Pío XI. 


En efecto, habiéndose inclinado el Arzobispo Perdomo ha- 
Cia Vásquez Cobo, en obedecimiento a la voluntad del ya de- 
Saparecido Arzobispo Herrera Restrepo, el Presidente Abadía 
Méndez desconoció la recomendación que a él mismo le había 





1 Gaceta Judicial, ono 94, Nos. 1879. 1880, de octubre. noviembre 
de 1942, p, 70. 
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permitido llegar a ser Presidente, y escogió como candidato 
oficial a Guillermo Valencia. Este no tenía el respaldo del 
Congreso ni el de Monseñor Perdomo, mas el Arzobispo vaciló 
entre Vásquez, Valencia y un tercero. 


Entonces el Presidente Abadía confió a la legación ante la 
Santa Sede el obtener el apoyo papal para Valencia. El Car- 
denal Gasparri, aún Secretario de Estado, resistió a la petición 
presidencial, mas ante la insistencia de Abadía, ordenó al Ar- 
| zobispo Perdomo que apoyara la candidatura de Valencia, y 
aquél transmitió la orden a los párrocos, introduciendo la con- 
fusión en el campo conservador y causando finalmente la de- 
rrota de ese partido cuando ninguno de los dos candidatos se' 
retiró en favor del otro y fue Olaya Herrera quien obtuvo la 
mayoría en las elecciones !. 


1 Alfredo Vázquez Carrizosa, El General Alfredo Vásquez Cobo 
y su tiempo, en BHYA, Volumen LXV, N° 723, de 1978, p. 463. 
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CAPITULO XV 


LOS GOBIERNOS LIBERALES Y LA IGLESIA 


1. La victoria liberal de 1930 y ei gobierno 
de Olaya Herrera. 


En las elecciones presidenciales de 1930, el partido con- 
servador se dividió en dos grupos, partidarios el uno de Gui- 
llermo Valencia y ei otro de Alfredo Vásquez Cobo. El Arzo- 
bisoo de Bogotá, ismael Perdomo, a quien se le atribuyó ei 
poder decisorio entre los dos candidatos, apoyó primero 2 
Vásquez y luégo a Valencia, con el resultado de que, enarde- 
cidos los partidarios de uno y otro, resultó imposible acordar- 
se entre ellos para la escogencia de un candidato único !. 

Ello dio por resultado la victoria del candidato Enrique 
Olaya Herrera, antiguo “republicano” de 1910 cuyo liberalis- 
mo nunca fue muy claro, quien había ejercido cargos públicos 
bajo gobiernos conservadores, inauguró un gobierno llamado 
ce “concentración nacional” y gobernó con los dos partidos 
conservador y liberal. 


La victoria de Olaya fue saludada como el final de la lla- 
mada “hegemonía conservadora” de 1886 a 1930 y dio comien- 


1 Alfredo Vázquez Carrizosa, El poder presidencial en Colombia, 
y del mismo autor, El General Alfredo Vásquez Cobo y su tiempo, en 
BHYA, Volumen LXV, N° 723, octubre, noviembre y diciembre de 1978, 
p. 464. Gustavo Humberto Rodríguez, Olaya Herrera, Colección Presi- 
. dencia de la República, Volumen II. 
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zo a la acumulación de calumnias y descrédito sobre los go- 
biernos conservadores anteriores !. 


Sin embargo, el Presidente Olaya advirtió su deseo de 
que no se modificara el estatuto de 1886? y prometió al recibir 


la primera visita del arzobispo, conservar la armonía del 


gobierno con la Iglesia °. Pero parece aue al lado del gobierno 


moderado de Olaya, el partido liberal continuaba. defendiendo 


la implantación del laicismo y ROSDIAZADa a no pocos sacer- 
dotes *. 


2. El gobierno de Alfonso López Pumarejo y la 
reforma de la Constitución de 1886. 


El Presidente López fue elegido solamente por el partido 
liberal para el período de 1934 a 1938, ya que los conservadores 
no presentaron candidato propio ni votaron en las elecciones. 
Lo mismo sucedió con el Congreso de esos años que estuvo ex- 
clusivamente compuesto por liberales. 


Ante el debilitamiento del gobierno conservador en 1930 
a causa de la división entre Valencia y Vásquez Cobo, Alfonso 
López incitó a los liberales a prepararse para asumir el po- 
der gubernativo, mas la formulación de los planes que el li- 
beralismo se proponía desempeñar en el gobierno no fue sú- 


bita sino el objeto de una larga elaboración al final de ia cual 


los objetivos del partido no quedaron claros o estuvieron su- 
je etos a contradictorias interpretaciones. 


El gobierno de concentración nacional de Olaya impidió 
o retardó los intentos de revolución y cambio que inspiraban 


1 Un escritor contemporáneo, Alvaro Tirado Mejía, soslayando la 
historia colombiana, dice equivocadamente que la Constitución de 1886 
estableció un estado confesional, que el Concordato de 1887 acabó de 
consumar el predominio eclesiástico sobre el poder civil, que las garan- 
tías individuales de la Constitución fueron letra muerta por la práctica 
de los gobiernos conservadores y otras exageraciones por el estilo, refi 
das con la realidad (Alvaro Tirado Mejía. La Reforma Constitucional 
de 1936, Bogotá, 1982). 

^ Mensaje Presidencial al Congreso de 1931, p. 12. 

> La Iglesia, N° 24 de 1930, p. 319. 

+ Rodolfo Román de Roux, La Iglesia colombiana em el periodo 
de 1930-1962, en Historia General de la Iglesia en América Latina, To- 
mo VII, p, 515. 
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a los grupos más radicales del partido liberal, los cuales bus- 
caron la alianza con los comunistas para reforzar su equipaje 
ideológico. 

Para ellos el mayor simbolo de la ya caída hegemonia 
conseroadora era la Constitución de 1886. Los Directorios de- 
partamentales del partido liberal fueron unánimes a comien- 
zos de 1934 en pedir la reforma de la Constitución !. El Pre- 
sidente López declaró al respecto que veía con simpatia 
"cualquier estudio serio, ordenado, armónico con la realidad 
colombiana, de la reforma que sea conveniente introducir a 
la Carta de 1886". | | 


E] acervo ideológico que tenían los liberales para em- 
prender la reforma de la Constitución era pobrísimo. En pri- 
mer lugar estaban indebidamente influenciados por el po- 
litólogo francés Leon Duguit, cuyas radicales teorías les 
fascinaban sin caer en cuenta que Francia no las había adop- 
tado y tardó aun cincuenta años en consagrar alguna de 
ellas en su constitución. Francia no era propiamente un ejem- 
plo bueno de régimen constitucional, mas las demás mues- 
tras entonces existentes eran aün más desastrosas: las cons- 
tituciones alemana y yugoeslava, la rumana, la mexicana de 
1934, y la española de 1931, todas ellas grandes fracasos de- 
mocráticos, eran las bases que tentaban a los liberales ?. 

. Además, estaba el texto poco maduro de Tulio Enrique 
Tascón *, quien quería ser modelo de objetividad ^. Su crítica 
estaba dirigida, claro está, al estatuto de la religión católica 
y de su Iglesia consagrado en la constitución de 1886, propo- 
niendo eliminar el nombre de Dios en su preámbulo y con- 
sagrar la independencia del Estado frente a la Iglesia. Las 
ideas de Tascón influyeron en los liberales del Congreso de 
1934: 


GU rmm CERNIT gp 


1 Alvaro Tirado Mejia y Magdalena Velásquez, La Reforma Cons- 
titucional de 1936, Bogotá, 1982, p. 67. En adelante citada esta obra así: 
Tirado y Velásquez, La Reforma. 

? Alvaro Tirajo Mejía, Aspectos Políticos del primer gobierno de 
Alfonso López Pumarejo, 1934-38, Bogotá, 1981, p. 73. En adelante esta 
obra se cita así: Tirado. Primer gobierno de López. 

? Tirado y Velásquez, La Reforma, p. 73. | 

.* Derecho Constitucional Colombiano, Bogotá, 1934. 

5 Id., p. 4, nota. 
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“La reforma de la constitución prácticamente era so- 
licitada por todo el liberalismo, pero sobre los medios 
para adelantarla no había acuerdo. Algunos pedían 
una constituyente, otros propugnaban por los medios 
consagrados en la Constitución pero para pedir una 
reforma total o un nuevo estatuto, y algunos propo- 
nían una reforma parcial por los cauces establecidos 
en la misma Constitución para su reforma” !. 


La Convención Liberal de 1935 se ocupó del problema 
religioso en el país y aprobó el texto siguiente: 


^E] Partido Liberal, en su esencia, no es partido de 
propaganda religiosa ni antirreligiosa; proclama la 
libertad de cultos y el sistema concordatorio como 
medio de regular las relaciones con la Iglesia. Aspi- 
ra a la reforma del Concordato actual en el sentido 
de adaptarlo a las realidades el país, dentro del 
propósito de que reine entre el Estado y la Iglesia 
la armonía que es posible y necesaria para el afian- 
zamiento de la paz publica, la tranquilidad de las 
conciencias y el progreso social e intelectual de la 
Nación. Considera asimismo que el alejamiento vo- 
luntario por parte del clero de las actividades poli- 
ticas y eleccionarias, incompatibles con su ministerio, 
harian imposible en el porvenir las luchas de carác- 
ter religioso que lo agitaron estérilmente en casi 
todo un siglo” *. 


Este pronunciamiento, que era moderado, se extremó en 
el año siguiente: 


La Convención Liberal Nacional de 1935 adoptó a ultima 
hora una proposición como complemento de los demás pun- 
tos del programa del partido, que decía: 


“El Fartido Liberal considera que la vida civil debe 
estar regida por la ley civil y que el divorcio con di- 
solución del vínculo debe llevarse a la legislación na- 
cional, teniendo como base la igualdad jurídiea de 


2 


los dos sexos” °., 





| Alvaro Tirado Mejía, Primer Gobierno de López, p. 73. 
7 Carlos: Lleras Restrepo, Borradores para una historia de la Re- 
publica Liberal, Bogotá, Editorial Nueva Frontera, 1975, p. 375. 
Id., p. 374. 
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Carlos Lleras Restrepo, en la obra que acabamos de citar 


explica el apoyo y los efectos que produjo tal proposición !: 





1 


“No fue fácil que esta proposición resultara aproba- 
da. Contra ella se pronunciaron, aungue no todos 
con la invocación de las mismas razones, Eduardo 
Santos, Luis E. Nieto Caballero, Carlos Arturo Díaz, 
el famoso mico Heredia y otros. La defendieron, en 
cambio, Carlos M. Pérez, Ricardo Sarmiento Alarcón, 
Carlos V. Rey Ricardo Serpa y Domingo Irurita. Lle- 
ras Restrepo trata de recordar ahora cuál fue su ac- 
titud en aquel tiempo ya remoto. De seguro votó en 
contra de la proposición, separándose de sus amigos 
de la izgiuerda, porque hasta hace relativamente poco ` 
no consideró necesario plantear el problema del di- 
vorcio vincular y sólo muy recientemente ha llegado 
al convencimiento de que él, reglamentado por una 
buena ley, garantiza mejor la organización familiar 
que la admisión del derecho canónico en la legislación 
civil cuyo mantenimiento ha hecho nacer y seguirá 
produciendo tantos artilugios y un tan brusco con- 
traste entre lo que la sociedad y el Gobierno mismo 
aceptan y la ficción jurídica que prolonga el Con- 
cordato nuevo. 


“Claro que fue grande el escándalo en los círculos 
eclesiásticos que entonces eran de una combativa in- 
transigencia. El Arzobispo de Bogotá, Monseñor Is- 
mael Perdomo, no se había curado todavía de su 
afición a tomar parte en la politica militante y apro- 
vechó la reunión del Congreso Eucaristico de Mede- 
lín, contemporáneo a la Convención Liberal, para 
hacer pronunciamientos casi amenazantes. Por días 
y días se discutió el asunto en los periódicos y un 
numeroso grupo de señoras bogotanas. encabezado 
nada menos por doña María Teresa de Olaya Herrera 
y doña Leopoldina Montejo de Santos, protestó pú- 
blicamente contra quienes, a propósito de la defensa 
de lo resuelto por la Convención, habían atacado la 
posición de la Iglesia. Con fino humor, Armando So- 
lano comentó la “guerra santa” que algunos se em- 
peñaban en desatar desde el campo clerical y desde 
las filas conservadoras. Nieto Caballero escribió un 
artículo conciliatorio. No había sido partidario de 
adoptar el divorcio en la plataforma liberal pero no 
descartaba la necesidad de establecerlo para ciertos 
casos. ‘El amor pide eternidad”,”. 


Id., pp. 374 s, 
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3. Proyectos de reforma constitucional en los. | 
Congresos de 1954 y 1935. 


No examinaremos en esta obra los pocos proyectos de re- 
forma que los congresistas presentaron a la legislatura de 
1934, ninguno de los cuales tocaron la posición de la Iglesia 
en Colombia, presentados por el gobierno sobre reforma cons- 
titucional. Limitémonos a señalar que el Presidente López no 
tenía una idea precisa sobre las reformas que debían introdu- 
cirse a la Constitución, ya que juzgaba que "sería más armó- 
nico con el temperamento de esta evolución política adelantar 
la discusión de las reformas esenciales, dejando el resto del 
Estatuto constitucional a la expectativa de enmiendas poste- 
riores" !. | 

. Consecuente con este punto de vista, el Ministro Echan- 
día presentó una serie de proyectos de reforma parcial a la 
Constitución, en cuanto a límites de la Repüblica, derechos de 
los extranjeros, reunión y atribuciones del Congreso, la pro- 
piedad privada y la intervención del Estado, en la economia, 
formación del poder judicial, funcionamiento de la educación 
publica, y eiección del Procurador General de la Nación, pero 
ninguno de tales proyectos fue aprobado por el Congreso de 
1934. 

| Carlos Lleras Restrepo, uno de los integrantes de los Con- 
gresos de que tratamos, nos da ahora sus impresiones acer- 
ca de esa época ?: | 
“No presentó el Presidente López al Congreso un pro- 
grama muy definido de reforma constitucional. Con 
excepción de la iniciativa que había planteado desde 
el año anterior el doctor Echandia para introducir el 
concepto de interés social al lado del de utilidad pú- 
blica como superior al interés individual, y de alguna 
otrà sugestión sobre la composición del poder judi- 
cial, el Gobierno no tenia aún una idea clara acerca 
de una reforma de fondo, más aún, dio la impresión 
de que miraba con cierto recelo el exceso posible de 
innovaciones. Recalcó, naturalmente, las caracterís- 


ticas que el Congreso tenía, de ser un cuerpo consti- 
SERE DES que contaba con un periodo sufi- 


fr 





Alvaro Tirado Mejía, Primer gobierno de López, ob. cit., p. 74. 
? Ob. cit., p. 389. | 
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ciente para poder aprobar en dos vueltas cualquier 
reforma, con plena libertad, ya que los conservadores 
estaran ausentes. Señaló las impropicias condiciones 
en que, a lo largo de la mayor parte de nuestra his- 
toria, se llevaron a cabo las innovaciones constitu- 
cionales: "Ha predominado a través de nuestra 
existencia un criterio de arbitrariedad, de actualidad 
oportunista, cuando se han dictado las normas fun- 
damentales que deben regular la acción püblica y no 
es difícil observar que la mayor parte de nuestros 
cuerpos constituyentes se reunieron siempre bajo 
presiones circunstanciales que dieron lugar a los 


grandes yerros y deliberadas injusticias que nan divi- 


dido la opinión del país". 
^La Constitución de 1886 suministraba un ejemplo: 


““Apoyado y cercado por el conservatismo, el Presi- 
dente Núñez fue el agente, como había sido el ini- 
ciador del movimiento centralista y autoritario que 
quedó consignado en la Constitución de 1886... Este 
estatuto fue más allá de la aspiración general de or- 
den y unidad que se sentia en la Repüblica como 
consecuencia de la tumultuosa libertad establecida 
en Rionegro contra el peligro de la dictadura militar. 
Fue una constitución de predominio, de hegemonía 
rigidamente presidencial, para entregar el control del 
organismo político y administrativo, sin exceptuar el 
poder judicial, a un partido, representado por un 
hombre de partido. Prevaleció así el mismo concepto 
circunstancial y limitado de los constituyentes de 
Rionegro, y el mismo de los legisladores de la etapa 
política de pugna entre bolivarianos y santanderis- 
tas”. Inexplicablemente, no hizo López Pumarejo nin- 
guna referencia al Acto Legislativo número 3 de 
1910, fruto de acuerdo entre gentes de los dos parti- 
dos. Y, sin embargo. cuánta importancia tiene esa 
reforma en nuestra vida constitucional y cuántas be- 
néficas consecuencias políticas tuvo también. Pero 
a López Pumarejo no le gustaban mucho los ejem- 
plos sacados de la fugaz época del predominio del 
Partido Republicano. 


“No desperdició, López, la oportunidad de recordar 
que el doctor Olaya no había solicitado, sino todo lo 
contrario, la reforma de la Constitución, advirtiendo 
ciue el conservatismo tuvo, durante los años de la an- 
terior administración, mayoría en una de las Cáma- 
ras, lo cual, en todo caso, le permitía tener facultad 


 decisoria con respecto a cualquier propuesta de re- 
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forma. Destacando la diferencia de su posición, aña- 
dió: “Mi posición ante la opinión pública es bien 
diferente; yo recibí la presidencia de la Republica 
con el compromiso de renovar las instituciones que 
tueran moldes insuficientes para una nación más 
desarrollada y compleja; de gobernar a nombre y re- 
presentación de un partido político; de examinar sin 
prevención alguna todos los problemas nacionales 
que hubieran sido motivo de diferencia entre las co- 
rrientes antagónicas, procurando resolver por apela- 
ción constante al plebiscito de las mayorias nacio- 
na'es. No he adquirido ningun compromiso que me 
obligue a no estimular el estudio de la reforma de la 
| Constitución o de la ley”. 


“Pero el Presidente no habló, repetimos, de un con- 
junto de reformas orgánicas; advirtió apenas: “El 
Poder Ejecutivo ve con simpatía cualquier estudio 
serio. ordenado, armónico con la realidad colombia- 
na, de las reformas que sea conveniente introducir 
a la Carta de 1886. 


“Después de ponderar nuevamente las excepcionales 
facilidades en que se hallata el Congreso para ac- 
tuar, libre de las circunstancias que en otras ocasio- 
nes determinaron las reformas de la Carta, repetia 
sus advertencias: 'La forma como ha llegado el libe- 
ralismo al poder y la situación en que lo encontráis 
en él, os permite, señores miembros del Congreso, 
ser ecuánimes y justos, y mirar solamente el interés 
de todos vuestros compatriotas”. 








Ante el Congreso de 1935 también fueron presentados 
varios proyectos de reforma por parte de los congresistas * y 
unos pocos por el Gobierno; la actividad de éste se circuns- 
cribió a negociar con el Congreso la manera de llevar a cabo 
la reforma, punto sobre el cual existían profundos desacuer- 
dos entre los dos ?: el Gobierno quería realizar reformas sobre 
puntos parciales y el Congreso la reforma total de la Constitu- 
ción expidiendo una “Constitución liberal” 3. 

. Un escritor contemporáneo nos describe así, con | muchos 
errores e inconsistencias, aquello que el liberalismo aún hoy 


© ze 





Tirado y Velásquez, La Reforma, p. 91. 
Id., p. 92. 
Id., p. 98. 
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cree que era la cuestión religiosa a la cual estaba enfrentado 


en 1935 1: 


a— O — 
> — 


"Como se ha demostrado en esta introducción, la 
iglesia católica gozaba de especiales prerrogativas en 
Colombia y, a diferencia de otros países latinoameri- 
canos, acá no existía la separación entre el Estado y 
la, Iglesia y este hecho, le estaba subordinado. Por la 
Constitución de 1886 y por el Concordato, el registro 

civil de las personas estaba en manos de la iglesia 
católica que regulaba además, lo relacionado con los 
matrimonios. La Iglesia por mandato constitucional 
y concordatario dirigía la educación y en la medida — 
en que todas estas prerrogativas se las debía al par- ' 

tido conservador estaba íntimamente ligado a él en 
cuestiones políticas hasta el punto de que la Iglesia 
era el factor fundamental de la maquinaria electora! 
del conservatismo. Por esta razón el debate sobre las 
relaciones entre la. Iglesia y el Estado estuvieron car- 
gados de una especial fuerza porque lo que se estaba 
decidiendo allí era un asunto político, que más alla 
de las cuestiones sobrenaturales implicaba la fuerza 
y el predominio del partido conservador. A este asun- 
to meramente temporal, y oue ya estaba práctica- 
mente resuelto en occidente, se le quiso dar cariz de 
“problema religioso”. A la postre, resultó que se su- 
primieron los artículos confesionales de la Constitu- 
ción del 86 a ex :cepción del preámbulo, con lo cual, 
como dijo Alfonso Lopez Pumarejo, “se le quebró una 
vértebra”? a la Constitución de aquel año. Además, 
con la reforma o supresión de algunos artículos se 
abrió la. puerta para que se pudiera iniciar la modi- 
ficación del Concordato, gue tiene carácter de un 
tratado internacional, a través de una negociación 
con la Santa Sede. Sin embargo, este objetivo no se 
pudo realizar durante la República Liberal, así como 
tampoco se llegó a establecer el divorcio, ni se decidió 
a fondo sobre el matrimonio civil. Estas modifica- 
ciones tuvieron que esperar hasta la época de los 
gobiernos compartidos, producto del frente nacional, 
cuando tímidamente se dieron los pasos para una 
reforma concordatoria en el año de 1972 para libe- 


1 Tirado y Velásquez, La Reforma, ob. cit., p. 116. 

2 La expresión no es de López sino de José Vicente Combariza, 
(a. José Mar), dicho también aprovechado por Echandía quien se io 
, apropió en los debates de la reforma. 





PROYECTOS DE REFORMA EN 1934-1935 A VH 


ralizar en algo las leyes sobre matrimonio civil y 
divorcio". 


Pero el Presidente López era todo concordia y paz cuando 
despidió en un banquete al Excelentisimo sefior Paolo Gio- 
bbe, Nuncio Apostólico. En esta oportunidad, el 13 de julio de 
1935, le dijo: 


“Ha correspondido a Vuestra Excelencia el privile- 
gio de presenciar un proceso político que segura- 
mente .la potestad espiritual del Vaticano mirará 
con igual complacencia que los católicos nacionales. 
Después de un siglo de agitaciones se realizó tran- 
quilamente un cambio de partido, y volvió al Go- 
bierno una colectividad que infundia recelos al Cle- 
ro por lamentables antecedentes de mal entendi- 
miento entre las autoridades civiles y eclesiásticas. 
Desde entonces no ha sufrido mengua alguna la con- 
cordia que tocaba a Vuestra Excelencia cuidar ante 
nuestro Gobierno. Por el contrario, me complace de- 
clarar que ella prospera sobxe mejores bases, por 
cuanto hasta ahora el Poder Civil no tiene que la- 
mentar la intervención del Clero nacional o extran- 
jero en los negocios políticos. Como consecuencia, 
viene aumentando su prestigio una Iglesia que está 
vinculada a la nacionalidad colombiana por raíces 
profundas, y cuyos miembros más ilustres figuran 
en las galerías de nuestros próceres y en la memo- 
ria de los ciudadanos como inestimables factores de 
la cultura autóctona. La conciencia de los colom- 
bianos no se ha visto perturbada por esas interven- 
ciones que pusieron desgraciadamente en pugna los 
intereses políticos de muchos compatriotas con su 
decidida devoción por la religión de sus antepasa- 
dos. 


"De otra parte, la sabia direción que la Secretaría 
de Estado del Vaticano ha dado a sus relaciones con 
los poderes temporales, manifestada ante el nuestro 
por la comprensión que Vuesira Excelencia ha teni- 
do de nuestra evolución social, me permite esperar 
sin ninguna inquietud que iremos adaptando nues- 
tros vínculos con la Iglesia Romana a las circuns- 
tancias actuales, sin que surja ninguna diferencia 
insalvable o que pudiera alterar el espíritu de ar- 
monia que anima a la Santa Sede tanto como a 
nosotros. 
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"Quiero rogar a Vuestra Excelencia que al presen- 
tar al Santo Padre el respetuoso homenaje del Pre- 
sidente de Colombia, le lleve, como un nuevo pero 
no último servicio de Vuestra Excelencia a nuestro 
país, la seguridad de que este Gobierno procurará 
evitar que sus lazos con la Santa Sede sufran el me- 
noscabo de intervenciones extrañas que rompan la 
paz religiosa de que por fortuna gozan los colom- 
bianos. No será el Poder Ejecutivo quien contribuya 
siquiera con su indiferencia a que los católicos se 
dividan justificadamente o se crean obligados a sa- 
lir a la defensa del supremo derecho de profesar li- 
bremente una religión que tiene altares en cada 
hogar colombiano y devotos en toda la Nación. 


“Vuestra Excelencia conoce perfectamente el espiri- 
tu con que este Gobierno desea dar a los nexos que 
ligan a la Santa Sede con la República bases que no 
estén expuestas a interpretaciones o discusiones es- 
tériles, y que aseguren definitivamente el tranquilo 
desenvolvimiento de la misión espiritual de la Igle- 
sia en Colombia, en forma análoga a como lo ha 
garantizado el Vaticano en otros pueblos católicos, 
por medio de antiguos y recientes convenios. 


“Es Vuestra Excelencia el más digno y oportuno 
mensajero para llevar al Santo Padre este anhelo 
del pueblo y el Gobierno de Colombia, en cuyo nom- 
bre hago los mejores votos por la ventura de Su 
Santidad Pío XI y por el feliz viaje de Vuestra Ex- 
celencia", 


Carlos Lleras Restrepo ahonda la interpretación de la 


posición liberal sobre los problemas de la época resultantes de 
la reforma constitucional en lo tocante con la Iglesia !: 


“La manera como debía adelantarse el examen de 
la reforma constitucional fue objeto de una confe- 
rencia de los miembros de las respectivas comisiones 
de Cámara y Senado con el Presidente de la Repú- 
blica. López Pumarejo recordó a los parlamentarios 
gue no era muy seguro que la homogeneidad poli- 
tica del Congreso se prolongara por más de dos años 
y que, por lo tanto, debían aprovechar las sesiones 
ordinarias de 1935 para aprobar la reforma en la 
primera vuelta, escogiendo las materias de mayor 


. 1 Ob. cit., Borradores, etc., p. 414. 
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importancia y sin pretender modificar todos los ar- 
tículos de la Carta Fundamental Así se acordó y, 
“ya el 30 de agosto, pudo anunciarse que se había 
iniciado el estudio a fondo de la reforma con el mi- 
nistro Echandía. Hay que recordar los nombres de 
los parlamentarios que integraban las comisiones de 
las dos Cámaras: Luis Cano, Pedro Juan Navarro, 
Timoleón Moncada, Carlos M. Pérez, Carlos V. Rey, 

Pedro Alonso Jaimes, Ricardo Sarmiento Alarcón, 
Anselmo Gaitán, Luis Carlos Zambrano, Jorge E. 
Cruz, Arturo Salazar Grillo, Pedro Lozano y Lozano, 
Sergio Abadía Arango, Edgardo Manotas Wilches, 
Moisés Prieto y José J. Caicedo Castilla. El estudio 
iba a avanzar rápidamente; pero los artículos que 
presentó la Comisión fueron objeto de discusiones 
muy amplias en el curso del segundo detate. 

Por lo demás, estaba aün muy cercana la época en 
que la Iglesia se había mezclado intimamente en el 
curso de la vida política. Durante la administración 
Olaya no hubo, que nosotros recordemos, ni siquie- 
ra un amago de conflicto. Olaya y las directivas li- 
berales eran muy prudentes al respecto, y dentro del 
Partido Conservador existía la impresión de que las 
intervenciones eclesiásticas anteriores a 1930, sobre 
todo las del Ilustrisimc Señor Perdomo, habian con- 
tribuído grandemente al desconcierto de ese partido 
y a ahondar la división que lo llevó a la derrota. Pe- 
ro al comenzar la Administración López empezaron 
a surgir, contra la voluntad de éste, ciertos roces. 
El haber incluído el divorcio vincular como uno de 
los puntos fundamentales en el programa del par- 
tido fue, como ya tuvimos ocasión de relatarlo, 
oportunidad para que llovieran las protestas ecle- 
siásticas y para que, a su vez, reaccionaran los libe- 
rales como ocurrió en el seno del Concejo Municipal 
de Bogotá. Una proposición aprobada allí despertó 
vehementes protestas, no sólo del Partido Conserva- 
dor y de la Iglesia sino de los liberales más serenos. 


Estos no deseaban, de ninguna manera, complicar 
la vida nacional, tan agitada ya por otras causas, 
con una anacrónica disputa religiosa. El Presidente 
López, directamente y también por conducto de su 
ministro de Gobierno Darío Echandía, había expre- 
sado su respeto por las creencias de la gran mayoría 
de los colombianos. Pero, naturalmente, la posición 
del Gobierno no podía confundirse con un deseo de 
perturbar, sin modificación alguna, normas que re- 
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pugnaban al espíritu liberal. Durante el debate que 
se desarrolló en el Senado de la Repübliea el día 30 
de agosto de 1935, Echandía, al hacer un recuento 
de lo dicho por él en una intervención anterior, fijó 
la posición del Gobierno con las palabras siguientes: 
“Tratando de colocarme dentro del terreno de la 
realidad colombiana y afirmando el hecho social de 
la creencia popular católica, deduje de ahí, como 
acatamiento a la voluntad del pueblo, la afirmación 
fundamental de que el Gobierno debe respetar esa 
voluntad. Debo lamentar, honorables senadores, que 
en cierto sector esa afirmación doctrinaria y rigu- 
rosamente democrática se haya prestado a una in- 
terpretación torcida. El hecho de que el Gobierno, 
para dirigir su politica de relaciones con la Iglesia, 
se coloque dentro del terreno de la realidad y afir- 
me la existencia de una creencia popular que debe 
respetarse en el país, no impide que, bien en el ejer- 
cicio del Poder Ejecutivo, bien como colegislador, 
como proponente de modificaciones o de enmiendas 
a 1a legislación vigente, no espere que las consecuen- 
cias polítieas de ese hecho social se modifiquen en 
algunos sectores en el sentido de la libertad". Y más 
adelante, refiriéndose no sólo a las normas que re- 
sulaban las relaciones con la Iglesia sino también 
a las de oiro carácter, agregó: "De esa manera que- 
da nitidamente fijado el criterio del Gobierno res- 
pecto a las realidades sociales colombianas, al reco- 
nocimiento y respeto del orden jurídico existente y 
a las aspiraciones a que se modifique ese orden 
juridico para obtener, dentro de ese orden y median- 
te ese orden, una modificación en el medio social" 


"Concretándome especialmente al asunto que 
fue materia de la citación, es decir, à las actividades 
de las altas autoridades eclesiásticas en los ültimos 
días y a lo que el Gobierno piensa sobre ellas, me 
parece que no hago sino aplicar estos principios ge- 
nerales que he sentado, cuando digo que el Gobierno 
aspira a que las supremas autoridades de la Iglesia 
Colombiana sigan !a línea de conducta que se ha- 
bían trazado, al parecer sistemáticamente, de cinco 
anos para acá, de abstenerse de intervenciones acti- 
vas en la política interna del país". 

“El llustrísimo Señor Perdomo no había perdido su 
espíritu beligerante. Al regreso del Congreso Euca- 
rístico de Medellin, congreso que constituyó una 
extraordinaria manifestación de fervor católico, ex- 
presó en una entrevista de prensa con cuánto dis- 
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gusto se había recibido la proposición aprobada por 
el cabildo de Bogotá y que este había transcrito al 
Congreso y, agregó, cuando el entrevistador dijo que 
la actitud del cabildo no podía ser motivo para al- 
terar la paz religiosa del país: “Ojalá que no. Pero 
yo temo mucho por la paz religiosa. Hace varios días, 


cuando estuvieron aquí algunos de los senores mi- . 


 nistros, tuve oportunidad de manifestarles mis te- 
mores y mi sobresalto en este particular. Ellos me 
dijeron que la paz religiosa no tenía por qué turbar- 
se en Colombia; yo les observé que si de parte del 
senor Presidente de la Republica no tenia nada que 
temer la Iglesia Católica, por la actitud prudente y 
ecuánime que ha llevado hasta el momento, sí era 
muy posible que el Congreso Nacional llegara a dar 
aprobación a leyes que no pueden ser aceptadas por 
las autoridades eclesiásticas ni por los fieles. Uno 
de los señores ministros me replicó que sería impo- 
sible que, habiendo tenido cinco años de paz con la 
Islesia dentro del régimen actual, esa paz llegase 
a turbarse por manifestaciones o actos de personas 
extremistas. Sin embargo, yo observé entonces y re- 
pito ahora mis temores de que la situación actual 
nos conduzca a un estado peligroso de agitación”. 
“Y luego, con cierto aire de cruzado, recordó el Se- 
ñor Perdomo lo que había dicho en una ocasión an- 
terior. “La Iglesia Católica de Colombia no desea 
que llegue a plantearse una lucha religiosa en el 
país; pero en el caso de que llegue por desgracia a 
presentarse, se encuentra lista para hacerle frente 
con la mayor energía y entereza”. 


“Ljeras Restrepo recuerda vagamente que en otra 
ocasión bastante posterior, ese santo varón que fue 
el Señor Perdomo dejó escapar de sus labios otras 
frases, semejantes a la transcrita, de las cuales tomó 
nota, con profunda extrañeza, Alfonso López Puma- 
rejo quien ya no ocupaba la presidencia. En reali- 
dad, el Señor Perdomo, a quien adornaron muchas 
virtudes, hasta el punto de que se llegó a hablar de 
iniciar el proceso para su canonización, cometió mu- 
chas imprudencias políticas. En 1935, ya alecciona- 
do por las dolorosas experiencias de 1929 cuando se 
.dejó llevar por los vaivenes de la política conserva- 
dora hasta recomendar, con intervalos de pocos días, 
unas veces al maestro Valencia y otras al general 


Vásquez Cobo, afirmaba que la Iglesia Colombiana 


no atacaba los hombres sino los principios que fue- 
ran contrarios a su doctrina inmutable. El tono que 
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empleò, sin embargo, precisamente cuando arrecia- 
ba la oposición conservadora y se vivía la anorma- 
lidad de la abstención electoral, no era tranquili- 
zador. A gestos aislados de liberales, condenados 
enérgicamente por la prensa del partido y a la pro- 
posición sobre divorcio que, por entonces, no tenía 
probabilidad alguna de influir sobre la legislación, 
respondía, cómo se ha visto, con un tono que no 
podía tranquilizar a la Republica”. 


El problema de las relaciones con la Iglesia desde el pun- 
to de vista constitucional hizo erupción en la legislatura de 
1935. El Ministro Echandía declaró en el Congreso que “en 
cuanto se refiere a la política religiosa de la nación colombiana 
y a las relacione entre la Iglesia y el Estado el actual gobierno 
afirma ser democrático y consultar la mayoría popular al no 
tratar de desconocer su vasto sentimiento religioso y católico" !. 


Mas cuando se le interpeló sobre el problema jurídico con 
relación a la Yglesia, Echandía hubo de precisar el respeto del 
gobierno por pactos internacionales cual lo era el Concordato 
de 1887: “Lo que afirma el gobierno —dijo— lo que afirmo 
ahora, es que las relaciones de la Iglesia y el Estado se rigen 
por un contrato bilateral, que el país está ligado a un Con- 
cordato que le impone obligaciones que no se pueden desco- 
nocer con el ánimo ligero de los demagogos. No quiere esto 
decir que el gobierno se declare satisfecho com el vínculo ju- 
rídico gue existe entre la nación y la Santa Sede, pero proce- 
de con orden y con un criterio invariable en cuanto hace re- 
lación a la Constitución. La que existe, la que está vigente, 
es respetada por el gobierno, y donde la encuentra perjudicial, 
propone su reforma como ya lo ha hecho en lo esencial de la 
propiedad. Precisamente, porque el gobierno no está satisfe- 
cho con el Concordato, quiere proponer su revisión, el estudio 
de nuevos vínculos jurídicos entre la Iglesia y la Nación, pero 
mientras tanto los acata, los acepta y si tiende a su modifica- 
ción no lo hace sino por los caminos y trámites que tiene todo 
instrumento diplomático, toda relación jurídica de los pode- 
res internacionales. No otra cosa se propone el gobierno, y no 
hay morosidad en sus movimientos. Pero justamente está es- 


1 Sesión del 20 de agosto de 1935. El Tiempo de 21 de agosto de 
1935. | 
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perando ansiosamente libertarse de la preocupación interna- 
cional que ahora está atendida por el Canciller Olaya Herre- 
ra! para designarlo como su representante ante la Santa Sede, 
y para que él sea quien negocie a nombre del Gobierno los 
nuevos términos de la relación entre las dos potestades" ?. 


Reclamóle el marxista Montaña Cuéllar a Echandía: 
“¿Qué se hizo entonces el principio liberal de separación de la 
Iglesia del Estado?". A lo cual respondió aquel Ministro que 
el Gobierno había "sentado el principio de la armonía concor- 
dataria" *. 


Con ello el Gobierno aplazó la discusión del Concordato 
hasta que se negociara uno nuevo con la Santa Sede, pero al 
propio tiempo impulsó la reforma constitucional inclusive en 
los puntos tocantes a la Iglesia. 


La Comisión de Negocios Constitucionales del Senado, 
que conocía de los varios proyectos de reforma constitucional 
que habían sido presentados ante el Senado por Caicedo Cas- 
tilla, Navarro, Badel, de Greiff, García Borrero y por el Mi- 
nistro de Gobierno, decidió “acometer el estudio y la formula- 
ción de un nuevo Estatuto constitucional, para someterlo a 
la consideración del Congreso" +. 


A este efecto, la comisión octava del Senado, con harta 
falta de prudencia, encargó al Senador comunista José Vicen- 
te Combariza (a. José Mar) la redacción de la propuesta relativa 
a los asuntos religiosos. El dicho Senador decía ser “partida- 
Trio, en principio, por doctrina, de prescindir radicalmente 
del artículo relativo a la religión católica” 5. 


La mayoria de los senadores no tenia, en realidad, una 
posición nítida al respecto. Luis Cano decía que el respeto por 
la religión era “una simple cuestión de urbanidad" 6 en tanto 
que la Comisión tenía un concepto más serio del asunto cuan- 
do propuso reconocer que la religión católica es la de la ma- 
yoría de los colombianos, garantizar la libertad de conciencia 





— 


Se refiere al Protocolo de Río de Janeiro de 1934. 
Sesión del 20 de Agosta de 1935. 

Id. 

Tirado y Velásquez, La Reforma, p. 275. 

Acta de la Sesión del 10 de septiembre de 1935. 
Id. 
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pero también la libertad de todos los cultos que no sean contra- 
rios a la moral cristiana ni a las leyes. La proposición sustitu- 
tiva de Santos, Solano, Héctor Vargas, Araújo, Pineda, Lamus 
y Zapata, también partía de la base de la libertad de cultos y 
del reconocimiento de la religión católica. Sin embargo, esta 
última declaración fué suprimida a causa del argumento de 
Caicedo Castilla: “Esa declaración produce un dilema claro: 
o no produce ningún efecto jurídico y entonces es inocua y 
. mo debe consignarse en la Constitución, o lo produce, y enton- 
ces es peligrosa” !. 


jPero nunca se explicó por qué tal declaración era peli- 
grosa! Asi fue como la comisión llegó a presentar un proyecto . 
de Constitución de 175 artículos de los cuales 10 eran trans- 
cripción literal de la Constitución de 1886; de los restantes, 
treintaicinco eran insustanciales y en los 40 restantes era 
donde se hallatan las reformas. 


Luégo de sentar la Comisión del Senado la base funda- 
menta! de la reforma que proponia, que era la de la “forma- 
ción de un nuevo orden institucional", que no eliminaba toda 
la Constitución vigente sino due los huenos elementos de ella 
se incrustaban en el nuevo proyecto, pasó a explicar el alcan- 
ce de las reformas que proponía. En lo tocante, a las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado, dijo la comisión: 


“En asunto de tanta monta la Comisión propone 
due se reconozcan Ja libertad de conciencia y la li- 
bertad de cultos; se determine que no hay religión 
oficial y se autorice al Gobierno para celebrar con- 
venios con la Santa Sede, sobre bases de mutuo res- 
peto y para asegurar el bienestar social de la Nación 
y el ordenado funcionamiento de las instituciones 
republicanas. | 


"Asi mismo, se hace referencia concreta al hecho 
de que la religión católica es la de la mayoría de los 
colombianos, con lo cual se quiere manifestar y po- 
ner de relieve el acatamiento que la Comisión y el 
partido de gobierno tienen para con el sentimiento 
religioso nacional; de tal suerte, que lejos de provo- 
car una lucha religiosa, el liberalismo aspira a que 


1 Citado por Tirado y Velásquez, La Reforma, ob. cit., p. 119, 
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las creencias sean amparadas, y a que nadie se con- 
Sidere perseguido ni injuriado en su fuero íntimo. 


“De ahi que este proyecto constitucional lleve el pro- 
| pósito de consolidar la paz religiosa sin perjuicio de 
la autoridad del poder civil. 


“Si se anota. que se ha sustituído la tolerancia de | 
cultos por la libertad de los mismos, a ello cabe ob- 
servar que la diferencia entre una y otra es dema- 
siado sutil y metafisica para que el constituyente | 
la tenga en cuenta. 


“Estimamos que para el ejercicio libre de los cultos 
no hay para qué entrar a examinar si la respectiva 
religión es o no la expresión de la verdad, sino sen- 
cillamente si el culto está acorde o no con las nor- 
mas generales de la moral, con las disposiciones 
referentes al orden público. 


“La autorización al Gobierno para que pacte acuer- 
dos con la Iglesia Católica, es una garantía de que 
las mutuas relaciones se adelantarán dentro de una 
completa cordialidad y recíproco respeto. Es también 
una garantía para la Iglesia, desde luego, que nadie 
será osado a negar que la política religiosa del ac- 
tual Gobierno y del anterior se ha distinguido por 
su ecuanimidad y rectitud. 


“La prohibición al clero para participar en la políti- 
ca partidarista, no tiene por fin someter a una es- 
pecie de capitis diminutio a quienes ejerzan el mi- 0 
nisterio religioso, sino mantener a las iglesias fuera 
de las luchas de los partidos, sustrayéndolas de las 
actividades que son ajenas a su misión espiritual. 
“Respecto a la educación se prescinde de su orienta- 
ción confesional, para contemplarla como un medio 
para hacer apto y capaz al hombre como miembro 
de la sociedad civil y para servicio de ella. Es decir, 
se pone al legislador en situación de llevar a cabo la 
reforma instruccionista que reclama clamorosamen- 
te la ciudadanía y que es el mayor compromiso del 
liberalismo para con el pueblo colombiano”. 


Sin embargo, en vista de la declaración del Ministro 
Alberto Lleras, que luego veremos, el Senado resolvió aplazar 
el debate sobre la nueva constitución hasta el 31 de diciembre 
de 1935 1 





As 


1 Ob. cit, p. 284. 
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4. Posición del Arzobispo Perdomo jene al 
proyecto de reforma. 


El proyecto de reforma constitucional preparado por el 
Senado contenía el artículo 30, que cambiaba 1a declaración 
constitucional de ser la religión católica la “Religion de la 
República” por la de “Religión de los colombianos”, y así mis- 
mo sustituía la tolerancia de los cultos no católicos por la ti- 

bertad del ejercicio de todas las religiones. 


El Arzobispo Perdomo se dirigió al Senado el 8 de noviem- 
bre de 1935 solicitándole que no aprobara la propuesta refor- 


ma por cuanto “como el Concordato reconoce la Religión 


Católica, Apostólica y Romana como la de la Republica de 
Colombia, se modificaría un tratado internacional sin la in- 
tervención de una de las partes contratantes". 


En lo que respecta a la proyectada libertad de cultos, dijo 
el Arzobispo que se pondría en Colombia en un mismo pie de 
igualdad la verdad y la fe de un noventa y nueve por ciento 
de católicos con el error y Ja herejía de un uno por cienio que 
profesan otras religiones distintas de la católica, lo cual en su 
opinión impugnaba varios principios fundamentales de las 
relaciones que han de existir entre la Iglesia y el Estado: “El 
Estado —decía el Arzobispo— tiene el doble deber, negativo 
el uno, de abstenerse de poner cualquier impedimento que 
cause dano a la Iglesia directo o indirecto, y positivo el otro, 
de ayudarla eficaz y realmente”. Para el Arzobispo estos dos 
principios no se cumplían si se abandonaba la religión cató- 
lica como la de la i y si se establecía la libertad de 
cultos. 


Según el Arzobispo, la libertad de cultos era dañosa para 
el Gobierno y para el pueblo. “Para el mismo Gobierno —de- 
cía— porque en tanto que la Religión Católica prescribe a los 
ciudadanos obedecer a los Poderes legítimos constituídos, y 
por eso la Constitución vigente la declara esencial elemento 
del orden social, y prohibe todos aquellos movimientos sedi- 
closos que puedan turbar la tranquilidad del orden público; 
es cierto y claro que el Estado, al declararse indiferente en 
punto a religión y al dar de manera solemne y a la faz de la 
Repüblica pruebas de su indiferentismo religioso, se priva 

—como advierte León XIII— del elemento más poderoso para 
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gobernar, y viene a separarse del verdadero y natural princi- 
pio de donde se derivan las fuerzas generadoras del respeto, 
de la fidelidad y del amor de los pueblos a las autoridades 
públicas y à las leyes que los rigen”. Para el pueblo, encon- 
traba el Arzobispo que la libertad de cultos le debilitaba el 
sostén y el vigor colmado de esperanzas que le da 1a religión !. 


E] 13 de noviembre de 1935 hizo el Arzobispo otras con- 
sideraciones sobre el proyecto de reforma constitucional pro- 
puesto por el Senado ?. | 


En tanto que la Constitución de 1886 se encabezaba por 
la profesión de fe, en el nombre de Dios, fuente de toda auto- 
ridad, el proyecto decía que el Poder Püblico emana del pue- 
blo, se constituye en beneficio de éste, lo cual, segün el arzo- 
bispo, dejaba a merced del pueblo la paz y el orden públicos, 
y expuestos los que ejercen la suprema autoridad a golpes de 
Estado, insurrecciones, etc., lo que sería fundamento para una 
incontenible anarquía. 

- Fl artículo 31 del proyecto decía: “Los Ministros de cual- 
quier culto no pueden intervenir en la politica de los parti- 
dos", disposición ésta que, para el Arzobispo, era depresiva de 
la dignidad sacerdotal y aün del simple carácter de un ciu- 
dadano, pues les privaba de derechos que se conceden a los 
demás, aún a las mujeres como lo preveía para éstas el pro- 
yecto. | 


Aprovechó el Arzobispo esta oportunidad para puntuali- 
zar la manera como entendía las relaciones del clero con los 
distintos partidos políticos, a cuyo efecto dijo: 


“10. El clero quede fuera y muy por encima de la ac- 
tividad y competencia puramente politica de los 
partidos, que luchan entre sí para implantar deter- 
ininadas ideas y modos de obrar en asuntos que tien- 
den al bien comün de sus afiliados, mientras no 
lesionen los derechos de la Iglesia. | 


“29, El clero puede y debe asumir una actitud de 
reprobación y de censura a los partidos políticos 
cuando éstos vengan a ponerse en oposición con los 
principios de 1a religión y de la moral cristiana. Pe- 


1 Tirado y Velásquez, La Reforma, ob. cit., p. 229. 
2 Id., p. 229. 
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ro aün este caso, no imprueba la parte puramente 
politica de los programas de partido, sino la parte 
político-religiosa que lesiona los derechos de la Igle- 
sia; no repele, pues, la política, sino que simplemen- 
te rechaza del campo religioso a la política intrusa 
y danina. | 


“30, Un partido político —enseña el Romano Pon- 
tífice —es permitido por la Iglesia cuando su pro- 
grama y su actividad nada contienen que sea con- 
trario a los principios de la religión ni a la moral 
cristiana. 


“40, La religión no se puede tomar como signo de 
diferenciación política. En Otras palabras: un par- 
tido político, aungue todos sus miembros sean ca- 
tólicos y obren como tales, no se puede llamar par- 
tido católico, porque desde el momento en que es 
partido político, contendrá en su programa y en su 
actividad multitud de puntos puramente políticos 
en los cuales la Iglesia no quiere tener injerencia 
alguna porque no están dentro de su órbita, ni ata- 
ñen a su fin propio”. 


«En cuanto al proyectado artículo 32, según el cual “La 


educación pública es función del Estado”, el Arzobispo argu- 
yó que tal norma establecía un monopolio prescindiendo de 
los derechos de la familia y de la Iglesia, en tanto que la ra- 
zón natural y la doctrina católica solamente reconocían al 
Estado a este respecto una función subsidiaria para cuando 
los padres no impartieran educación a sus hijos o éstos no tu- 
vieran medios de acceder a ella. — 


También en lo que respecta a la educación, el Arzobispo 


reclamó para los católicos colombianos: 


“10, A que se cumpla lo estatuído en el Concordato 
vigente sobre esta materia, que no se está cumplien- 
do a satisfacción. 


“20, Aunque no existiera el Concordato tienen dere- 
cho a: | 


“a) Que el Estado ponga a su disposición una ense- 
nanza católica.... 


"b) Maestros y profesores católicos.... 


"c) La ensenanza religiosa obligatoria.... 
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"d) La enseñanza profana conforme a la doctrina 
católica.. 


“e) La Religión.. practicada, y vivida colectiva- 
mente por los alümnos. x 


Dejó así sentado el Arzobispo el punto de vista de la Igle- | 
sia sobre la propuesta reforma, mas el Senado no dio IS pueS 
ta a las inquietudes expuestas por él. 


5. El gobierno insiste en la reforma parcial 
de la Constitución. 


El proyecto de nueva Constitución preparado por el Se- 
nado contrariaba el parecer del Gobierno, el cual quería sólo 
una reforma parcial, y el Ministro Alberto Lleras se presentó 
en la sesión del 14 de noviembre de 1935 y leyó allí el decreto 
que prorrogaba las sesiones del Congreso hasta el fin del año ! 
para que aquél se ocupara de aprobar los numerosos proyec- 
tos que tenía pendientes y que no había podido perfeccionar 
antes de que terminaran ese día las sesiones ordinarias. 


Dijo Ljeras en el Senado que el Gobierno tenía el propó- 
sito de convocar al Congreso a sesiones extraordinarias para 
el 1° de enero de 1936 para que se ocupara prioritariamente 
de la reforma constitucional; evitó Lleras cuidadosamente. 
contrariar en este momento el parecer del Congreso, que era 
el de que se reformara totalmente la Constitución, sin demo- 
ra alguna. La prórroga de las sesiones y la promesa de la nue- 
va convocatoria, retrasaban, en la opinión de algunos con- 
eresistas, la necesaria reforma. | 


La mayoría se inclinaba ante el parecer del Gobierno, 
pero jos marxistas la impugnaron violentamente y dijeron: 
"Las masas están esperando la nueva Constitución que habrá 
de acabar con la Constitución conservadora de 1886" ?. 


Echandía, Ministro de Educación, apoyó el parecer del 
Gobierno y dijo al Senado: “He sostenido que la mejor ma- 
nera de reformar la Constitución, de cambiar totalmente la 


| Tirado y Velásquez, La Reforma, ob. cit., p. 269. | 
? Anales del Senado, Nos. 164, 165 de diciembre de 1935: opinión 
de Gerardo Molina. 
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fisonomía de la Constitución del 86, era precisamente dis- 
cutiendo reformas parciales, para romper una vez más las 
vértebras de la Constitución que se oponen a la reforma le- 
gislativa que necesitamos para la transformación del pais" !. 


Las posiciones ambiguas, cuando no ilógicas, de los Mi- 
nistros Lleras y Echandia, hicieron necesario un mensaje del 
Presidente López al Congreso, el cual le fue enviado el 27 de 
noviembre de 1935. Decía López que no quería precipitar un 
gran cümulo de reformas constitucionales y legislativas que 
dieran un vuelco total a la mentalidad de los colombianos sin 
prepararlos para soportar sus consecuencias, por lo cual ha- 
bía propuesto solamente varias reformas parciales. Esto por- 
que “la redacción de un código constitucional nuevo, particu- 
larmente cuando se acepta en él una tan considerable parte 
del espiritu y de la letra misma del vigente, pretende crear la 
impresión, y là produce, de que se funda un orden jurídico 
nuevo que no admite modificaciones inmediatas ni próximas, 
y que sus artículos están destinados a regir la vida nacional 
por un lapso indefinido, sincrónico con el que perdure el par- 
tido que los dieta en el ejercicio del Poder" ?. 


Por otra parte, insistió López en que “modificar la Cons- 
titución en puntos básicos equivale a cambiarla totalmente, 
aungue no se redacte un Código nuevo"*. “Me parecía, dijo 
también López, que era más conveniente que una serie de re- 
formas bien meditadas abriera el paso a otras sucesivas, igual- 
mente consultadas al pueblo, para poner la Constitución de 
acuerdo con el país en un tiempo más o menos corto en vez 
de acomodarlo de un solo golpe a normas nuevas". 


Estaba pues, el Presidente, en desacuerdo con el Congreso 
y de ahi en adelante hizo todos los esfuerzos para imponer 
sus puntos de vista de una reforma parcial y rápida para des- 
pachar de un golpe el problema constitucional. 


1 Anales del Semado, Serie 4, Nos. 164 y 165 de 5 de diciembre 
de 1935. 

2 Anales de la Cámara de Representantes, Serie 2, N° 115 de 7. 
de diciembre de 1935. | 

8. Id. 
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6. Aprobación de la reforma constitucional en las sesiones 
extraordinarias del Congreso de 1936. 


El 8 de enero de 1936, el Ministro de Gobierno, Alberto 
Lleras, abrió la discusión de la reforma constitucional en el 
Senado, sobre el texto de la reforma amplia ya aprobada, pero 
limitándose en lo esencial de la reforma que, en concepto del 
Gobierno, debía hacerse, sustrayendo de la discusión los ar- 
ticulos que por su carácter meramente doctrinario pudieran 

dar lugar a largos debates y a deliberaciones complicadas !. 


Dijo Lleras: 


"Con esta idea hemos propuesto que se discuta el 
artículo 39, que fija los límites de Colombia; el ar- 
tículo 69, la nacionalidad colombiana; el artículo 79, 
también la calidad de nacional colombiano; el 89, 
sobre extranjeros; el 10, sobre personeria jurídica; 
los artículos 24 y 25, que implican la reforma sobre 
la propiedad; los artículos 30 y 31, sobre la cuestión 
religiosa; el artículo 32, sobre educación publica; el 
37, sobre la inviolabilidad de la correspondencia, al 
cual se ha agregado respecto al que existe, que ade- 
más de poder ser registrada por la autoridad, me- 
diante crden de funcionarios competentes, en los 
casos que establezca la ley y para buscar prueba 
judicial, el que lo sea también para tasación de im- 
puestos; el 51, sobre el Congreso Nacional, la forma 
como debe sesionar el Congreso y el tiempo en que 
debe sesionar; el 52, sobre remuneración de los Con- 
gresistas; el 68, sobre sanción de las leyes; el 70, 
sobre que los proyectos de ley que queden pendien- 
tes en las reuniones del Congreso, después de haber 
recibido segundo debate, continüen su curso sin que 
se le interrumpa por un nuevo período parlamenta- 
rio; el 72, sobre la composición del Senado, que en 
el proyecto reduce el número de Senadores, y sobre 
que los Senadores no tendrán suplentes, del 122 al 
. 142, sobre la administración de justicia; el 156, sobre 
` Presupuesto; el 157, sobre créditos adicionales; el 164, 
sobre lo que aquí se llaman Consejos Administrativos, 
pero, en general, sobre Asambleas Departamentales y 
sobre las restricciones para la iniciativa de los gastos 





1 Tirado y Velásquez, La Reforma, p. 287. 
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tomada por los Diputados; el 165, sobre patrimonios 
departamentales y municipales; el 173, sobre Distrito 
Capital de Bogotá, y el 174, sobre manera de reformar 
la Constitución". 


Expresó igualmente Lleras que el Gobierno se reservaba 
el derecho de presentar modificaciones a cualquiera de los 
artículos ya aprobados por el Senado, ninguno de los cuales 
"interpreta la totalidad del pensamiento del Poder Ejecutivo”. 


Suscitóse en seguida en el Senado un amplio debate so- 


bre si la reforma de la Constitución debía ser total o parcial, 
del cual solamente nos ocuparemos aquí de las opiniones que . 
Se expresaron en lo tocante a la Iglesia. Dijo al SERBO el 
Serador Prieto !: 


“Puesto que la Constitucién que elaboramos es para 
el pueblo Colombiano,. bien está que reconozcamos 
el hecho de que en su mayoría es católico. Pero ese 
hecho no puede llevarnos al extremo opuesto de 
darle primacía al poder eclesiástico sobre el civil. 
Nuestro deber consiste en dictar las leyes adecua- 
das para que, conservando el Estado el primer lu- 
sar, marchen las dos entidades en mutuo acuerdo 
haciendo la felicidad de Colombia”. 


La continuación del debate sobre el asunto religioso me- 


rece que se la transcriba integramente, continuando el Sena- 
dor Prieto como orador: 


1 


“Entre el artículo que la Comisión os propone y el 
de la Constitución vigente, se palpa una gran dife- 
rencia. Dice la Constitución: 


“La Iglesia Católica, Apostólica, Romana, es la de 
la Nación; los Poderes Públicos la protegerán y ha- 
rán respetar como esencial elemento del orden so- 
cial. Se entiende que la Iglesia no es ni será oficial, 
y conservará su independencia”. 


“Los constituyentes de 1886 impusieron como reli- 
gión de los colombianos, la católica. El proyecto que 
estudiamos, adopta el principio contrario al decretar 
la libertad de cultos, de religiones y de creencias. 
No se qué opine a este respecto el Senador Arrieta: 


Sesión del 9 de enero de 1936, Anales del Senado de 13 de fe- 


 brero de 1936, N° 229. 
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pero creo que x quedó consagrada una teoría Ji- 
beral. 


"Los constituyentes de 1886 convirtieron al Estado 
en protector y defensor de la religión católica, para 
la cual conservaron una tota! y absoluta indepen- 
dencia. Los autores del proyecto consideran conve- 
niente garantizar la libertad de todos los cultos que 
no sean contrarios a la moral cristiana ni a las le- 
yes. Principio sano de puro liberalismo, que a nadie 
persigue, que a todos protege, y que ansia que bajo 
el cielo colombiano convivan tranquila y ordenada- 
mente todas las tendencias y. todas las opiniones 
religiosas o antirreligiosas. ! 


"Finalmente, el proyecto deja al Gublstuó la facul- 
tad de celebrar convenios con la Santa Sede para 
regular las relaciones entre la Iglesia y el Estado, 
Sobre bases de mutuo respeto, y para asegurar el 
bienestar social de la Nación y el ordenado funcio- 
 namiento de las instituciones republicanas. 


“Como se comprende, los autores del proyecto no 
hemos querido negarle a la Iglesia el apoyo a que 
tenga derecho. Sólo aspiramos a que ese apoyo y 
respeto sean recíprocos, y a que los miembros del 
culto también tengan para las autoridades del orden 
civil las consideraciones de acatamiento y obedien- 
cia que merecen. Repito aquí las mismas palabras 
que dije cuando se trató esta cuestión en el seno de 
la Comisión: 


“No está bien, que mientras el Poder Ejecutivo se 
obliga por medio de una disposición constitucional, 
a amparar y proteger preferentemente a la Iglesia 
Católica, los ministros de ésta conserven su libertad 
para atacar al Gobierno liberal desde los púlpitos, 
que sólo debieran servir. de tribuna de enseñanza. 
Ese mutuo respeto y esa recíproca ayuda entre la 
entidad espiritual y el poder civil, sólo podrá esti- 
pularse de una manera efectiva y eficaz en un con- 
venio firmado por los representantes de aquella y 
de éste”. 


“El honorable Senador Badel —Nuestro punto de 
vista, sobre el cual me parece que vamos a discutir, 
es que no alcanzamos a explicarnos cómo una Cons- 
titución que suprime el nombre de Dios | en el pre- 
ámbulo, deja en pie la religión. | 


“El orador —Tengo mucho gusto de explicar a Su 
Señoría por qué se suprimió el preámbulo. 
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- “No es cierto, como se ET dicho, que el preámbulo 


contenga solamente una invocación a Dios. Alli hay 
toda una doctrina de derecho publico; alli està con- 
signada la teoria teocrática, segün la cual los Po- 
deres Püblicos emanan de Dios. Muy claramente lo 
dice así el preámbulo: 'En el nombre de Dios, fuente 
suprema de toda autoridad”. 


"Esta doctrina que tuvo su apogeo en Francia, cuan- 
do los Reyes afirmaban que no era al pueblo sino 
a Dios a quien debian dar cuenta de sus actos ad- 
ministrativos, está en desuso en el mundo entero. 
También en Colombia fue desechada por los consti- 
tuyentes de 1886, en el artículo 29, que dice: 


“La soberanía reside esencial y exclusivamente en 
la Nación y de ella emanan los Poderes Püblicos, que 
se ejercerán en los términos que esta Constitución 
establece'. 


Este principio, que es el democrático, es antagónico 
con el teocrático, que suprimimos en el proyecto. 


"Es esta la ocasión para deciros que no fue el nom- 
bre de Dios el que quisimos suprimir; la doctrina 
de derecho publico consignada en el preámbulo fue 
lo que quisimos descartar. 


“El honorable Senador Burbano —Si Su Señoría 
me lo permite, le pediria esta explicación: el pre- 
ámbulo que existe en la Constitución actual, emana 
de la religión católica, que acoge ese principio. No 
entiendo yo cómo en la Constitución se declara que 
la religión católica es la de la mayoría de los colom- 
bianos, y en una Constitución para la mayoría de 
los colombianos se prescinde de ese preámbulo. 


“El orador —Si hemos reconocido que la mayoría 
de los colombianos es católica, no reconocemos ni 
podemos reconocer que sea partidaria del sistema 
teocrático. La catolicidad de los colombianos se re- 
fiere al sentimiento, en cuanto practican el culto de 
esa religión. Pero ello no significa que la mayoría 
de los colombianos practique las ideas antirrepubli- 
canas y antidemocráticas del sistema teocrático. He- 
mos querido ser deferentes con el sentimiento reli- 
gioso; pero no podemos guardar la misma. actitud 
para eon teorías dictatoriales de derecho público. Si 
en el pueblo colombiano existen sentimientos de 
catolicidad, también existen muy definidas las ideas. 
democráticas. 
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Como liberal, respeto todas las creencias, y todos los 
cultos; pero no puedo aceptar las doctrinas teocrá- 
ticas. En ello no hay contradicción; respeto un es- 
tado sentimental, pero no acepto una forma de Go- 
bierno distinta de la democrática. | 


“El honorable Senador Rey —Es que las doctrinas 
democráticas son opuestas a las teocráticas. Las doc- 
trinas democráticas hacen emanar el poder del pue- 
blo; las teocráticas, de Dios. ETE contradicción en 
las dos teorías. 


“El honorable Senador Burbano —Esta explicación 
me satisface. 


“El orador —Censura el Senador Arrieta este pro- 
yecto por cuanto en él no se declara la separación 
entre la Iglesia y el Estado. 


“En 1853 se ensayó ese sistema, y los resultados no 
fueron satisfactorios. La experiencia del pasado de- 
be guiar al legislador en el futuro. La separación de 
la Iglesia y el Estado, cuando se decretó, fue perju- 
dicial, enormemente perjudicial para el Estado. En 
virtud de la separación, perdió Colombia el derecho 
de patronato, que conserva todavía Venezuela. Los 
mismos personajes que vivieron aquella época recha- 
zan esa fórmula. Leia anoche las memorias de uno 
de los más eminentes hombres de esa época, don 
Aquileo Parra, en las cuales consigna sus ideas s0- 
bre tan importante materia. Permitidme que lea 
algunos parrafos, con los cuales sustituyo mis pro- 
pios argumentos, para refutar las afirmaciones del 
honorable Senador Arrieta. Dice asi: 


“ “Tampoco estuve de acuerdo con mis copartidarios 
radicales en lo tocante a la separación de la Iglesia 
y el Estado, a pesar de que creía, como creo aún, 
que esa es la verdadera solución científica, y que 
habrá de ser con el tiempo la solución política de- 
finitiva de tan intrincada cuestión. Antójaseme pa- 
recido el caso al de la navegación aérea, en cuya 
posibilidad creemos, pero cuyo planteamiento está 
reservado para mejores tiempos. Anticipar solucio- 
mes políticas en asunto de tanta gravedad como és- 
te, me parece no menos peligroso que retardarlas en 
demasía. Preciso es reconocer que lo único que hay 
verdaderamente difundido y profundamente arrai- 
gado en nuestras masas populares, y aun en la casi 
totalidad del sexo femenino de las clases educadas, 
es la creencia católica. Mientras que la República 
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democrática, obra de nuestros próceres, está todavía 
en su infancia, la institución del clero católico ha 
llegado a un estado de completa madurez. Y natu- 
ral es que así haya sucedido, puesto que, entre otras 
causas, cuyo examen sería impropio de este lugar, 
la primera de dichas instituciones sólo cuenta entre 
nosotros setenta años de combatida existencia, al 
paso que la segunda lleva cuatro siglos de holgada 
y pacífica protección. De ahí que el antagonismo en- 
tre la Iglesia y el Estado, consecuencia necesaria 
de su mutua independencia, no pueda dejar de ser 
desventajosa para este último en el estado actual 
de la civilización. | 


"Para expresar de modo más completo mi pensa- 


miento en el particular, no vacilo en declarar que, 
sì en mi mano hubiera estado el mantener en todo 
su vigor los derechos de regalía de patronato ecle- 
siástico, tales como nos fueron legados por el Go- 
bierno colonial y como los conserva aün nuestra 
hermana la Republica. de Venezuela, esa secular ins- 
titución no habría sido borrada de nuestros códigos 
sino sólo para dar lugar a un concordato en que la 
supremacía del poder civil y la libertad de concien- 
cia hubieran quedado perfectamente definidas y 
garantizadas, como fue, sin duda, el pensamiento 
del legislador de 1824. 


"Cierto es que la Sede romana nunca reconoció de 
modo explícito en el Gobierno de la República el de- 
recho de patronato eclesiástico; pero no lo es menos 
que él lo ejerció con la misma amplitud con que lo 
había ejercido el Gobierno colonial, hasta que en 
1852 tuvo a bien decretar la separación de la Iglesia 
y el Estado. Casos hubo de denegación de la Corte 
Pontificia a expedir las correspondientes bulas a al- 
eunos Obispos nombrados por el Congreso; pero ta- 
les casos fueron raros. Y sólo recuerdo el del doctor 
José Pascual Afanador, quien, como Diputado por 
la antigua Provincia del Socorro, había hecho en la 
Cámara de Representantes una brillante defensa 
del General José María Obando, caudillo liberal a 
quien el partido conservador, que siempre ha tenido 
influencia en la Corte Romana, aborrecía de muer- 
te. i | o | | 


- “Si el Gobierno de la Republica, afrontando con se- 


renidad el conflicto a que dieron lugar las protestas 


del Arzobispo Mosquera contra ciertas leyes del Con- 
.greso de 1851, hubiera persistido en mantener el 











| APROBACION DE LA REFORMA EN 1936 |. 91 


statu quo, en sus relaciones con la Iglesia, quizá no 
hubiera transcurrido mucho tiempo sin que se hu- 
biese llegado a la celebración de un Concordato, 
Sobre las bases del reconocimiento de los derechos 
inherentes a la supremacia del poder civil. 


“Por desgracia sucedió que, a trueque de zanjar di- 
ficultades del momento, se crearon otras de mucha 


mayor trascendencia al decretar la. Cid SRE 


de la Iglesia. 


“Al decir que sélo se traté de eludir una dificultad 
del momento, me fundo en lo que el Secretario de 
Gobierno de la Administración López, doctor José 
María Plata, manifestó al doctor Cerbeleón Pinzón 
en la conferencia que tuvieron para tratar el grave 
asunto de la separación de los dos poderes; conferen- 
cia de que habla el ültimo en su opusculo sobre la 
Constitución de 1863 (página 3), y de la cual apa- 
rece que aquel acto legislativo, más que resultado 
de convicciones doctrinarias que naturalmente se 
hicieron valer en el seno del Congreso, fue obra de 
las circunstancias. 


“La Escuela Republicana, nacida en 1850, al calor 
de las grandes reformas iniciadas por la Adminis- 
tración López, y compuesta de lo más florido de la 
juventud liberal que se había formado en los cole- 
eios universitarios durante el último decenio, vino a 
ejercer influencia en la marcha politica del país du- 
rante el periodo de agitación transcurrido de 1850 
a 1854; y no podia ser de otro modo, puesto que en 
aquel gimnasio intelectual descollaban varios jóve- 
nes por sus escritos políticos, los cuales veían la luz 


publica en un periódico denominado también La Es- 


cuela Republicana. 


"Con todo el generoso entusiasmo de la juventud se 
tributaba allí culto a la libertad, a la democracia y 
al progreso en todas sus manifestaciones, y se llegó 
a formar un núcleo propagandista de las nuevas 
ideas que los republicanos franceses de 1848 defen- 
dían en sus libros y periódicos. 


"Sin experiencia política que nunca se tiene a esa 
edad; sin conocimientos prácticos en el difícil arte 
de gobernar a los pueblos y sin conciencia tal vez del 
peligro que suele aparejar la inopinada introducción 
de ciertas reformas, la Escuela Republicana las pro- 
pagaba con ardor. De este modo cumplía aquella 
entusiasta juventud su misión de impulsora del pro- 
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ereso; pero tocaba a los legisladores tomarles el peso 
y la medida a las propuestas innovaciones y no de- 
jarse llevar demasiado lejos por la mágica influen- 
cia de las nuevas doctrinas y por el atractivo de 
fórmulas políticas cinceladas con admirable laconis- 
mo, pero completamente inadecuadas a un estado 
social como el nuestro en que la influencia sacerdo- 
tal, contraria siempre al libre desarrollo intelectual 
de la juventud, es casi incontrastable en el espíritu 
de las masas populares; fórmulas deslumbradoras por 
su rotundidad y concisión, pero sofisticas en el fon- 
do, como la de la “Iglesia libre en el Estado libre del 
famoso Conde de Cavour”. | | 


*He ahí, honorables Senadores las ideas de los mis- 
mos que vivieron la historia durante la época de la 
separación del Estado. La experiencia que nos da 
aquel tiempo debe servirnos para evitar los incon- 
venientes que trae esa politica. 


“Esta la razón para que yo considere que no con- 
viene en Colombia la separación entre la Iglesia y 
el Estado. Ella convendría, ial vez, al clero colom- 
biano; pero no al Estado. Necesario es un concordato 
cue consagre los derechos y también las obligacio- 
nes del clero. Porque es indispensable que el Estado 
colombiano y los ciudadanos sepan a qué obligacio- 
nes está sujeto el clero. De ahi que crea yo que es 
más conveniente para el Estado, que para el clero, 
la adopción de un Concordato. 


“¿Es que acaso podemos negar la fuerza de esa so- 
ciedad mundial que se lama la Iglesia Católica? 
«Es que podemos negar el hecho mismo de la ezis- 
tencia de esa sociedad casi perfecta? Porque debe- 
mos partir de hechos evidentes, de hechos ciertos, 
al estudiar la reforma constitucional. 


“¿Podemos negar que hay una sociedad, cuya cabe- 
za está en Roma, que tiene grandísima fuerza, es- 
pecialmente en Colombia? Y si no se puede negar 
la existencia de esa sociedad, necesario es recono- 
cerla y entrar en relaciones con ella. Por esto mis- 
mo hemos consignado en el proyecto la idea de que 
jas relaciones entre la Tglesia y el Estado podrán 
ser materia de convenio, con lo cual se estimula a 
la celebración de un Concordato. En la comisión 
sostuve que se debe borrar eso de que la Iglesia pro- 
tegerá al Estado, con el objeto de que fuera materia 
de Concordato, a fin de que se dé la protección que 
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merece, pero también se exijan las obligaciones que 
tiene. De manera que tampoco fuimos llevados en 
esta parte por ideas sectarias contra la religión ca- 
tólica. Anhelamos que esas concesiones mutuas se 
establezcan en un contrato bilateral. | 


^He ahí, honorables Senadores, cómo en el peoples 
ma religioso no procedimos por afecto ni por des- 
afecto. No procedimos como católicos ni como anti- 
católicos. Al consignar esa disposición, quisimos 
tener en cuenta únicamente al pueblo para el cual 
ibamos a legislar. 


“Si hubiéramos consignado la separación de la Igle- 
sia y el Estado, habríamos, indudablemente, dado 
un programa excelente al partido conservador. Yo 
creo que hubiéramos satisfecho los anhelos íntimos 
del partido conservador. Porgue nada más desean 
ellos sino tener un motivo de esta naturaleza para 
constituirse en defensores de la religión, y tener una 
arma contra el partido liberal. 


“Vosotros recordáis, que antes de 1930, cuando el 
partido liberal luchaba por llevar a la Presidencia 
al doctor Olaya Herrera, los conservadores preten- 
dieron coartar la libertad de los electores con el ar- 
gumento de que si el partido liberal triunfaba, se- 
rian cerradas las iglesias, desterrados los sacerdotes, 
y profanados los conventos. El liberalismo negó esos 
resultados. Sostuvo que respetaría a la religión; que 
dentro del Gobierno liberal todos los cultos y todas 
las religiones tendrían libertad. Estas promesas que 
en ese tiempo hicimos, son las que hemos querido 
cumplir al decir en la Constitución que bajo el do- 
minio liberal caben todas las religiones y todas las 
sectas. 


“El honorable Senador Arrieta —Me permito obser- 
var a Su Señoría que los programas para la campa- 
ña presidencial del doctor Olaya Herrera, no fueron 
programas del partido liberal. Fueron programas 
de concentración de los dos partidos. El programa 
liberal fue lanzado en la plaza de San Nicolás, en 
Barranquilla, por el doctor Alfonso López. 


“El orador —¿En el cual se proclama la separación 
entre la Iglesia y el Estado? 


“El honorable Senador Arrieta — Sí, honorable Ss- 
nador. Hizo mucho escándalo. Eso fue en la casa del 
doctor Mendoza Amaris. 
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"El orador —El partido liberal luchaba. por la can- 
didatura del doctor Olaya Herrera, pero no quería 


concentración nacional. El liberalismo vio en la Pre- 
sidencia del doctor Olaya Herrera el principio del 
dominio liberal. 


“El honorable Senador Combariza —Me parece bas- 
tante grave lo que afirma el Senador Arrieta res- 
pecto del Presidente de la República. Sostiene el 
Senador Arrieta que en su programa de la costa el 
doctor López proclamó la separación de la Iglesia 
y el Estado. Si eso fuera cierto, ese discurso impli- 
caría un compromiso ante las masas liberales. Sin 
embargo, el doctor López y sus Ministros recomien- 
dan la fórmula del proyecto. | 


“El honorable Senador Arrieta —La fórmula no; el 
tema. | | 


“El honorable Senador Combariza — Estoy casi se- 
guro de que esta es una mala interpretación del Se- 
nador Arrieta; estoy seguro de que en el discurso 
de la plaza de San Nicolás no dijo eso, ni el doctor 
López ha sido nunca partidario de la separación en- 
tre la Igiesia y el Estado. 


“El orador —Estaba diciendo gue por la separación 
entre la Iglesia y el Estado abandonó Colombia en 
el derecho de patronato. El Senador Burbano me 
dice que no obstante estas ideas el clero seguirá ha- 
ciendo oposición. Eso es verdad. Pero lo que hemos 
querido es quitarle el argumento. No ignoro que el 
partido conservador seguirá haciendo oposición, y 
precisamente esa misma idea la dejé consignada en 
este párrafo de las actas que me permito leer: 


‘A mi no se me oculta que hay en un gran sector 
del partido conservador un vehemente deseo de exhi- 
bir al partido libera! como enemigo del clero y de la 
religión. No es que el partido conservador se intere- 
se más que el liberal en la conservación de la pureza 
y de la bondad de las ensefianzas de Cristo. Es que 
el partido conservador quiere. conservar, para su 
predominio político, el tradicional apoyo del clero. 
Por ello no faltarán conservadores que censuren 
nuestra obra. Ellos querrán buscar en la supresión 
que proponemos un motivo para decirle a los cre- 
yentes: 'He ahí la labor anticatólica del liberalismo; 
es necesario fortalecer las filas conservadoras para 
salvar la religión en Colombia’. Pero ese argumento 


está ya muy gastado y no produce sino hilaridad en 
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las masas. Cuando el partido liberal llegó al poder, 
levó a las conciencias de los católicos la tranquili- 
dad, y hoy todos los colombianos están convencidos 
de que los liberales de esta época se guian por nor- 
mas muy distintas de las que existian en 1863”. 
"Creo que queda perfectamente explicada la con- 
ducta de la comisión respecto del problema religioso. 
Considero que queda demostrado por qué se recono- 
ce que la mayoría de los colombianos es católica. 
Me parece que dejo también expuestas las razones 
que hubo para no decretar la separación entre la 
Iglesia y el Estado; y creo que dejo perfectamente 
explicado por qué se prescindió del preámbulo de la 
Constitución de 1886”. 


En la sesión del 14 de febrero se hizo pública la acepta- 
ción que la mayoría del Senado había hecho de la posición 
del Gobierno, puesto que el Presidente de la Comisión de Asun- 
tos Constitucionales retiró los artículos de su proyecto que no 
se habían discutido, dejando sólo aquellos que habian sido 
señalados por el Gobierno y que ya había aprobado el Senado. 
Esto abrió el camino para que quedara aprobada la reforma 
en tercer debate el 10 de marzo de 1936, correspondiente a la 
legislatura de 1935, prorrogada al año de 1936. La Cámara 
aprobó la reforma sin discusión el 21 de marzo. 


La aprobación de la reforma en la segunda legislatura, 
| que exigía la Constitución para su perfeccionamiento, se cum- 
plió a partir del 20 de julio de 1936: el 23 de julio quedó apro- 
bada por el Senado y pasó a la Cámara. 


T. El manifiesto del episcopado, la declaración del 
directorio conservador y la reacción airada 
del Gobierno y del Presidente López. 


Mientras se discutía en el Congreso la reforma constitu- 
cional, el Arzobispo primado le dirigió dos mensajes sobre el 
punto, los cuales no fueron atendidos, y esto movió a todos 
los arzobispos y ohispos de Colombia a enviar un manifiesto 
protesta ante el pueblo católico de Colombia y contra el pro- 
yecto de reforma constitucional. 

Los prelados manifestaron no poder admitir “la disminu- 
ción del reconocimiento y pleno goce de los derechos de la 
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Iglesia” que el Congreso se proponía al eliminar de la Cons- 
titución las normas tocantes a ella. - 


En primer lugar se censuraba la supresión del nombre de 
Dios del encabezamiento de la Constitución; la de los articu- 
los de reconocimiento de ser la religión católica la de la na- 
ción y de ser protegida por el Estado; el de la garantía de los 
derechos de la Iglesia; el de la exención de impuestos y de 
ccupación para los edificios destinados al culto católico; el de 
que la educación ha de ser dirigida en concordancia con la 
religión católica; y el del reconocimiento de la personería de 
las asociaciones religiosas. 


También se manifestó el episcopado contra la libertad de 
cultos, que se proyectaba implantar, contra la fiscalización por 
el Gobierno de las donaciones de interés social; y contra las 
leyes que se proyectaban sobre divorcio vincular y reconoci- 
miento de personería a las logias masónicas. 


Terminaban los prelados su manifiesto protestando con 
toda la energia de su alma por las actuaciones del Congreso, 
en nombre propio y en nombre del clero, de las comunidades 
religiosas y de los ocho millones de fieles colombianos !. 


En ia misma fecha, 17 de marzo de 1936, el Directorio 
Conservador y otros partidarios conservadores, dirigieron una 
comunicación el Presidente López, de carácter privado, tocan- 
te a la proyectada reforma constitucional, ia cual había sido 
por ellos discutida. 


Dijeron los conservadores: 


"En el curso de aquellas deliberaciones nos hemos 
preguntado a cada paso: ¿A qué necesidad urgente 
e imperiosa de la vida nacional puede obedecer aque- 
lla radical reforma? ¿Es ella indispensable a la vida 
ordenada del país, a las exigencias de su progreso, 
a su seguridad exterior, a la marcha regular de su 
administración, al prestigio del gobierno, a la esta- 
bilidad del régimen actual o a la implantación de 
sabias, justas y prudentes innovaciones exigidas por 
las necesidades de los tiempos? Y la respuesta a es- 
ta pregunta no ha podido menos de ser rotunda- 
mente negativa. Tenemos la más honda convicción 





1 Tirado y Velásquez, La Reforma, ob. cit., p. 234. 
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de que con la ley fundamental que hoy rige pueden 
alcanzarse todos aquellos fines, en forma ordenada 
y tranquila, sin afectar la estructura juridica y so- 
cial del país, y si llegare a sentirse la necesidad de 
reformas urgentes, ellas pueden adoptarse con el 
concurso de todos los órganos de la opinión publica 


y no como imposición de un solo partido político. 


Como innecesaria que es esa reforma, el país no la 
desea, una gran mayoría de la opinión pública la 
rechaza en sus puntos esenciales. Tal reforma, si se 
adoptara, rompe el equilibrio democrático en Co- 
lombia, puesto que aparece como un acto de dicta- 
dura política, hace imposible la armonía y la tran- 
quila convivencia de los partidos, suscita luchas 
sociales y religiosas, siembra la inseguridad y la des- 
confianza en el campo económico, multiplica los 
problemas del gobierno y le quita en gran parte al 
advenimiento del liberalismo su verdadero carácter 
de transición pacífica, puesto que lo exhibe obrando 
como lo hiciera una colectividad política victoriosa 
en los campos de batalla”. 


Luégo rechazaron los conservadores el contenido de la 


reforma: 


“Por lo que toca al partido conservador, la reforma, 
en sus innovaciones más radicales, es de todo punto 
inaceptable. Ella pugna abiertamente con cánones 
y principios que este partido juzga esenciales a la 
vida ordenada del país, a su tranquilidad y a su pro- 
greso; van envueltos en esa reforma intereses espi- 
rituales y materiales del pueblo colombiano que el 
partido conservador se cree en la obligación impe- 
riosa de defender sin debilidad ni vacilaciones. No 
puede nuestra colectividad contemplar impasible el 
derrumbamiento de toda una ideología política, 
hondamente arraigada en la conciencia pública, vin- 
culada a su larga historia, defendida con la pluma 
y con la espada de sus grandes hombres, que le ha 
dado a Colombia su fisonomía inconfundible de de- 
mocracia ordenada y cristiana y que en otros países 
ha sido elemento esencial de civilización y de cul- 
tura. 


“Nosotros no queremos, señor Presidente, que la 
lucha política se enardezca votando la reforma co- 
mo un cartel de desafío al país y al partido conser- 
vador. Deseamos, por el contrario, que cesen los mo- 
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tivos de agitación, de intranquilidad y de zozobra 
que ha traído consigo este conato revolucionario, 
tan inoportuno como desgraciado. Desaparezca del 
escenario político ese proyecto y normalice la vida 
civil del país, y como por encanto renacerán la tran- 
quilidad, la seguridad y la confianza. Consumada 
esa reforma, para lo cual sería decisivo el voto de la 
presente legislatura, toda esperanza de conciliación, 
de cordial inteligencia entre el gobierno y el partido 
conservador desaparecería por completo, y nosotros 
seríamos los primeros en deplorarlo, por los males 
que podrá ocasionarle al país un estado de cosas 
que nosotros no hemos querido ni provocado”. 


Y ésto lo firmaron las más caracterizadas figuras de to- 
das las tendencias del conservatismo: Laureano Gómez, Au- 
gusto Ramírez Moreno, Pedro M. Carreño, Esteban Jaramillo, 
Emilio Ferrero, Jorge Vélez, Juan Uribe Cualla, José de la Ve- 
ga, Julio Z. Torres, Abel Carbonell, Hernando Uribe Cualla, 
Luis Ignacio Andrade, y Luis Jiménez López !. | 

Al día siguiente el Gobierno dio a la publicidad el mani- 
fiesto y la declaración, y el Ministro de Gobierno, Alberto Lle- 
ras, se presento al Senado a decirle que prorrogaba indefini- ' 
damente las sesiones del Congreso para que éste aprobara la 
reforma constitucional a que se oponian los prelados y los 
conservadores, como respuesta desafiante a las enérgicas pero 
corteses palabras de aquellos, que para Lleras sólo querían 
distanciar al Gobierno del Congreso. 


Salió a la superficie toda la ira reprimida de Alberto Lie- 
ras, e injusta por lo demás, contra los conservadores: 


"Pero ya sabemos que ellos no toleran, no consien- 
ten, no se resignan a nada que no sea su dominio, 
su hegemonía, su propiedad sobre la Nación sin lí- 
mites ni reservas. Ya sabemos que a todo lo largo 
de la historia de la República siempre surge esta 
amenaza cuando pierden el Poder, siempre estalla 
la conspiración, siempre nace la rebeldía contra el 
Gobierno que no sea suyo, y sabemos también que 
este mismo grupo que hoy acaudilla al conservatis- 
mo no se resignó a verse privado del mando ni si- 


— 


‘1 El Tiempo, 18 de enero de 1936. 
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quiera cuando él estuvo en manos de los más ilus- 
tres varones de la hegemonía, y rodó constantemente 
de la conspiración a la insubordinación parlamen- 
taria, del panfleto a la revuelta“ +. 


Y luego continué examinando Lleras la propuesta refor- 


“La cuestión religiosa 


“Pero no somos nosotros, los miembros del Gobierno 
quienes hemos querido que deriven la cuestión polí- 


| tica hacia la cuestión religiosa. He sido informado 


de que el Excelentísimo señor Perdomo, Arzobispo 
Primado de Colombia, declara en carta que se pu- 
blicará esta tarde en EI Espectador, que él no tuvo 
conocimiento de que los miembros del Directorio 
Conservador hubieran dirigido su carta al Presiden- 
te, ni que lo fueran a hacer en la misma oportuni- 
dad que los Excelentisimos sefiores Obispos. Yo creo 
que esto es así porque el Excelentísimo señor Perdo- 
mo es un alma recta y diáfana; creo que él ignoraba 
la coincidencia del memorial o carta privada con la 
alocución o pastoral. Pero es muy clara y por lo 
mismo muy sospechosa esa dramática coincidencia 
en el mismc día, en 1a misma hora, con las mismas 
palabras de amenaza, con el mismo criterio de es- 
tablecer una diferencia entre el Congreso y el Go- 
bierno, el mismo tema y la misma actitud. Cabe 
preguntar si no fue sorprendida la buena fe del se- 
nor Arzobispo y si alguno o algunos de los que lo 
rodean no estuvo informando y dirigiendo el movi- 
miento conservador, al lado y secundando el mo- 
vimiento de la mística. 


“Después de observar la circunstancia coincidencial 
y casi milagrosa de que empataran tan admirable- 
mente los términos del mensaje de los doctores con 
la prevención de los Obispos, analicemos si hay ra- 
zón en las quejas que estos ültimos exponen, más 
por lo que se ba excluido o suprimido en la vieja 
Carta que por lo nuevo que en la nueva se consigna. 
Empiezan por llamar la atención al hecho de que 
hayamos suprimido el nombre de Dios en la Consti- 
tución. Yo no quiero invocar aquí los argumentos 


de los positivistas ni la técnica jurídica de las Cons- 


Tirado y Velásquez, La Reforma, ob, cit., p. 239. 
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tituciones tan llevada y traída en estos días, ni ave- 
riguar cuál es el origen y las facultades del poder 
que hace a un hombre constituyente de su patria. 
Comienzo por negar el hecho en sí mismo. No es 
cierto que hayamos quitado la invocación a Dios en 
la Constitución. Incorporado este acto legislativo, 
como deberá incorporarse a la Carta de 1886, por 
cuanto sólo es una reforma de aquella, irá a poner- 
se bajo la tutela del preámbulo en el cual los dele- 
gatarios de los Estados Soberanos creyeron su deber 
advertir que no à nombre del pueblo, como la de 
Rionegro, sino a nombre de Dios, fuente suprema 
de toda autoridad, iban a dar una nueva forma a la 
República. Y allí estará gemelo y lo mismo de am- 
parado por Dios que todos los actos reformatorios 
que con excepción del de 1910 dictaron los Congre- 
sos ortodoxos. 


“Religion de los colombianos 


“Dicen los señores Obispos que se suprime el artícu- 
lo 38 de la actual Constitución, en que se reconoce 
el hecho notorio y de gran trascendencia jurídica 
de que la Religión Católica, Apostólica y Romana es 
la de la Nación. Fue partidario el Gobierno de que 
tal frase, modificada por una fórmula parecida a la 
que estuvo a punto de adoptarse por los constitu- 
yentes del año 86, la del reconocimiento de la ma- 
yoría católica colombiana, quedara inscrita en el 
texto, pero no le atribuía desde luego esa gran tras- 
cendencia jurídica de que habla el mensaje, porque 
por atribuírsela, y sólo por ello, tuvieron reservas 
los Senadores para no dejarla consignada. El Go- 
bierno quería dejar constancia del hecho para de- 
rivar de allí una consecuencia, la única, eso sí, que 
puesto que todas las iglesias y confesiones tenían 
libertad para existir y ejercer sus cultos en Colom- 
bia, se explicase de esa manera cómo con una sola 
religión y con una sola Iglesia se establecía un pri- 
vilegio, el de negociar un acuerdo de relación entre 
ella y el Estado colombiano. Pero si la trascendencia 
jurídica es para subordinar por ese hecho reconoci- 
do en la Carta Magna el poder civil a la autoridad 
eclesiástica, el Gobierno no podría aceptarlo. 


“Los artículos del Título IV que se refiere a las re- 
laciones de la Iglesia y del Estado han sido suprimi- 
dos, y el Gobierno encuentra bien razonable que lo 
hayan sido. Estos mismos artículos, que son la esen- 
cia del Concordato, quedaron incluidos en el Con- 
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cordato posterior. Y si ellos, suprimidos en la Cons- 
titución de 1936, siguen teniendo vigor como normas 
de un tratado publico obligatorio, en cambio, deja- 
dos en la Carta Magna, imposibilitarían la reforma 
del Concordato que el Gobierno, la mayoría nacional 
y la misma Iglesia quieren, no todos con igual in- 
tensidad, pero que todos aceptan. 


“Se queja el mensaje episcopal de que sólo queda el 
articulo sobre facultad de celebrar Convenios con 
la Santa Sede dentro de mutuo respeto y considera- 
ción, que es lo mejor que podía pedirse. (...) Las 
cláusulas constitucionales sí pueden impedir que él 
se modifique, pero la Iglesia acepta su modificación, 
y no querrá que ella se haga imposible e inconstitu- 
cional. 


“La intervención del Estado 


“Declaran su temor los sefiores Obispos por el artícu- 
lo 11 del proyecto que permitirá al Gobierno inter- 
venir en la fiscalización del manejo e inversión de 
las donaciones para fines de interés social. Pero, 
honorables Representantes, aquí apenas se aclara 
una disposición que sostuvo briosamente en 1886 un 
Obispo in partibus y laico, el señor Caro, el primero 
en defender esas facultades para el Gobierno, para 
el Supremo Gobierno, que en su aíán monárquico 
solía deliberadamente confundir con la expresión 
EI Soberano en los debates de la Regeneracion. De- 
cia así el señor Caro: 


“En los países como el nuestro, cuya legislación 
tiene otros orígenes y otras tradiciones (distintos de 
los de Inglaterra, donde existía libertad absoluta de 
testar) el derecho de dominio —así en lo tocante a 
donaciones intervivos como a legados testamentos— 
tiene y tendrá siempre, segün presumo, limitaciones 


impuestas por los derechos de alta protección y vi- 


gilancia sobre la sociedad, que son inherenies al 
Estado'. Esas tesis quieren ser reforzadas en la en- 
mienda constitucional. 


“Moral cristiana 


“En el artículo que se discute y sobre el cual he to- 
mado la palabra, hay una modificación de la comi- 
sión de la honorable Cámara que sustituye la frase 
moral cristiana, por la más vaga e indefinida de or- 
den moral. Creo que esa modificación no va a ser 
aprobada por la Cámara, como lo temen los Prela- 
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dos. Pero en presencia de la pastoral de los Obispos 
yo debo pedir a esta corporación, con más intensi- 
dad de lo que hubiere hecho sin ella, que no deje 
de consignar la necesidad de que rija entre nosotros 
la moral cristiana, integralmente, sin aceptar que 
la reemplace un orden moral distinto. Porque ahora 
me he venido a sorprender con la irritante idea de 
que dentro del orden moral ortodoxo, que debe ser 
el que predomina en las concepciones de los Obispos, 
se puedan abandonar normas invaluables de là mo- 
ral cristiana, como ocurre cuando los Prelados de- 
claran "que son sanciones exorbitantes y disposicio- 
nes odiosas" las de una ley dictada por el Congreso 
que consagra la igualdad democrática para tener el 
derecho de entrar a las escuelas los hijos naturales 
O legítimos, los de una raza o de otra, los de una 
determinada religión o los de cualquier estirpe. 


“Esta manifestación sí cabe dentro del "orden mo- 
ral", pero tengo la certidumbre afortunada de que 
no cabe en manera alguna dentro de la moral de 
Cristo. Que hijos naturales o legítimos, negros 0 
blancos, mestizos o indios, católicos o no, puedan 
recibir là educación del Estado y la particular sin 
hacer entre ellos odiosas diferencias de casta, ni es- 
tablecer entre ellos privilegios, eso quiere la Repú- 
olica liberal, y eso es lo que encuentran los señores 
Obispos una disposición odiosa y una sanción exor- 
bitante. Esta mezcla infinita de razas, de orígenes y 
pequeña sí, pero mezcla de religiones, tiene derecho 
en una patria libre, en una República liberal y en 
una Nación cristiana a ser educada en igualdad de 
condiciones. Y porque se protege la unidad nacional 
y la igualdad democrática ante la ley y ante la es- 
cuela, se califica ese hecho de sanción exorbitante 
y disposición odiosa. Que puedan recibir los hijos 
naturales que hay en el país, y no por culpa del Es- 
tado, la educación que pagan todos los contribuyen- 
tes, incluyendo entre los contribuyentes a todos los 
hijos naturales que pagan impuestos, eso es dispo- 
sición odiosa, sanción exorbitante. ¿En qué sitio de 
la Constitución, en qué parte de las leyes y a nom- 
bre de qué orden moral anticristiano se les eximió a 
los hijos naturales, a los protestantes o a los negros 
de pagar contribuciones? ¿Por qué se les ha de es- 
tablecer una categoría, cuando van a utilizar en su 
provecho los servicios públicos? 
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“Eso no es, señores, ni la doctrina ni la moral cris- 
tiana. Lo más doloroso es que en esta manifestación 
de los Obispos, al llegar à este punto, precisamente 
a este punto, y ahí justamente, donde se legisla 
para acabar con todo privilegio en la educación por 
filiación legítima, blancura de piel o catolicidad, el 
tono casi reposado del documento episcopal pierde 
su aparente serenidad llena de abismos, y se disloca 
en una franca invitación a un acto subversivo. Cid 
lo que dice, refiriéndose a la ley que extirpa el pri- 
vilegio: “No es ley ni obliga en conciencia la que va 
‘contra la recta razón y contra el bien comun, la que 
es contraria a Ia ley de Dios y a la verdad religiosa. 
Entonces la ley no está respaldada por la autoridad 
de Dios, porque no se ha expedido en virtud de le- 
gítima autoridad, sino abusando de la autoridad. 
Este es el caso de obedecer a Dios antes que a los 
hombres". Alli recuerdan las complejas disertacio- 
nes del de Aquino sobre la autoridad, y en nombre 
de Dios claman porque subista el terrible privilegio, 
con indignación de aristócratas. Pero nosotros, ho- 
norables Representantes, a nombre de Cristo, y por 
autoridad de la Nación, que aquí representamos, de 
pueblo sometido a la moral cristiana, jpedimos que 
esa ley sea respetada por todos los colombianos! 


“Yo quiero que la historia imparcial que escriban 
los conservadores, los radicales o los gólgotas, los 
clérigos c 1os laicos, diga en dónde estuvieron los es- 
fuerzos por la paz religiosa y la tranquilidad de las 
conciencias durante todo este tiempo, si en los ór- 
ganos del Poder Público o en los de la autoridad 
eclesiástica, que ha venido situándose con persisten- 
cia en situaciones intranquilizadoras e inquietantes. 


“¿Qué se temió con la llegada del liberalismo al Po- 
der? La persecución religiosa, el resurgimiento de las 
leyes de tuición, la violencia, el despojo de los con- 
ventos, ias locuras radicales, que le dan un gesto 
lívido y repugnante a las revoluciones ideológicas: 
lo que hoy vemos en la insurgencia española, lo que 
aver vimos en el germen de la. República. Eso, lo que 
temían los Arzobispos y Obispos, lo que proclama- 
ban como inevitable los conservadores, lo que sólo 
los liberales sabían que no era su revolución, y lo 
que eludieron con cuidado escrupuloso, conscientes 
de su altísima responsabilidad histórica ante los 
colombianos y ante el mundo. 
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"Nada de eso ha acontecido. Pero, además, en nin- 
gün momento el Gobierno colombiano ha tenido un 
solo gesto o una sola demostración de hostilidad 
para con los Poderes Eclesiásticos; en nigún momen- 
to, ni en sus personas ni en sus creencias han sido 
ofendidos los católicos, no ya las autoridades de la 
Iglesia, en el Parlamento liberal y ni siquiera apa- 
rece ese gesto habitual y excepcional a un mismo 
tiempo en las democracias, del Senador o Represen- 
tante, que sefiero e irresponsable arroje una andana- 
da oscura contra los sentimientos de sus compatrio- 
tas. Cuando se argumentaba para que no quedase 
en la Carta el reconocimiento de la mayoría católica, 
los que contra él, alegaban, tuvieron buen cuidado 
en reconocer el hecho católico, con respeto, y since- 
ra, leal, honesta disposición de ánimo. Yo no creo 
que en ninguna época, sin descontar toda la Rege- 
neración, ha habido más respeto por lo católico, los 
católicos y los jerarcas católicos. Y en ninguna otra 
epoca ha procedido un Gobierno con tan limpia rec- 
titud en sus relaciones con la Iglesia, sin engafiar 
a sus diplomáticos o primados sobre sus intenciones, 
sin aplicar ninguna estrategia nufizta, ni condición 
alguna a las relaciones entre la Iglesia de Roma y 
el Poder Püblico colombiano. 


"Si desde el primer momento, si desde los primeros 
dias de agosto de 1934, declaramos que queríamos 
là modificación del Concordato, si dijimos que 1a 
queriamos porque considerábamos depresivas para 
el Estado aquellas cláusulas que, aunque no se cum- 
plieran en la práctica, eran una facultad siempre 
tendida sobre la soberanía civil, ¿por qué ahora esa 
alarma? 


“¿Y qué ocurrió después de tales declaraciones y de- 
mostraciones? La efervescencia de un joven Arzo- 
bispo Coadjutor lo lleva a promover la más alta y 
grandiosa manifestación subversiva de los elemen- 
tos católicos, alrededor de un congreso eucaristico, a 
cuyo esplendor quiso contribuir el Gobierno con 1a 
invitación a los Arzobispos de Lima, Caracas, Pana- 
má y Quito, a sus expensas. El Gobierno calla. ¡Y 
cuando de allí sale la primera injuria inferida a un 
Ministro del Despacho, el Gobierno no hace osten- 
tación de ninguna especie sobre las medidas que 
cree necesario tomar para que se respete al menos 
so E a los funcionarios investidos de auto- 
ridad! 
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“Hemos dicho y repetido hasta la saciedad a las 
autoridades eclesiásticas, que no consideramos como 
una política de la Iglesia, ni como una táctica cató- 
. lica, las aisladas. exaltaciones de clérigos sueltos o 
de curas de misa y olla, y apenas hemos pedido que 
no se considere, en reciprocidad, como acto oficial, 
ningún desplante de un miembro del liberalismo, 
hecho en su propio nombre y sin ninguna jerarquía 
en la vida civil. Hemos propendido porque las cues- 
tiones religiosas no se mezclen a las políticas, y sen- 
tíamos satisfacción de que así estuviera ocurriendo, 
al menos hasta la noche de ayer. Aún conservo la 
vaga esperanza de que tan grande esfuerzo no se 
haya malbaratado. Todavía espero que el movimien- 
to político no coincida con el movimiento eclesiásti- 
co, sino en sus sospechosas reformas de complicidad, 
pero no en su fondo. Todavía confío en que el des- 
conocimiento de la ley, que unos y otros, obispos y 
doctores proclaman, no se haga en un connubio sub- 
versivo de religión y política. 


“La “prevención terminante” 


“Después del examen del documento de los Obispos, 
creo haber demostrado que en él hay ideas y opinio- 
nes que admiten fácilmente la contraversia, y que 
una cosa puede creer el Gobierno de la Constitución 
y otra el clero. Pero lo que si es inaceptable en ese 
documento, lo que respetuosamente declaramos ina- 
ceptable, es esa prevención terminante al Congreso 
soberano de Colombia; esa amenaza de que no están 
inermes los católicos, Jos Arzobispos y Obispos, y que 
desconocerán, con tales premisas, la ley y la Consti- 
tución. Sólo me explico que esas frases hayan sido 
estampadas en el histórico documento por la tradi- 
ción del país, que permitió, sin exaltación ni escán- 
dalo, que en otro no menos histórico, se designara 
por el Arzobispo el candidato a la Presdencia de la 
República. Pero esa historia es historia. Eso pasó ya. 
Son otros los tiempos, y el Poder, representado por 
el órgano Ejecutivo, vigilará porque se desarrolle 
normalmente la función legisladora, porque ella se 
hace a. nombre de los centenares de miles de ciuda- 
danos, que la autorizaron con sus votos dentro del 
orden existente. 


“Sin haber querido, como declaran, hacer amena- 
zas, todo el documento es una colérica amenaza, y 
ante ella no se deben alterar los nervios tranquilos 
de quienes tienen en su apoyo la mayoría popular. 
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La reforma constitucional, en lo que se refiere a la 
Iglesia, no va a sufrir modificaciones por el hecho 
nuevo de la amenaza, ni para ampliar su sentido 
revolucionario, ni para reaccionar hacia el someti- 
miento del Poder Civil al Eclesiástico. Nosotros no 
estábamos ayer ejecutando un acto de retaliación 
política, ni tratando de crear una situación política, 
ni haciendo política con las cláusulas constitucio- 
nales que enmendamos o suprimimos. Respondimos 
a un anhelo de nuestros representados, y ese anhelo 
es el mismo ayer, antes de la i que hoy, 
después de ella. Es una idea liberal que va a la cons- 
titución, y que no puede ser más liberal porque se 
la ataque, ni menos porque se la trate de intimidar. 
A vosotros, a los que estáis reformando la Constitu- 
ción, no os toca meditar, sino qué es, de acuerdo con 
vuestra conclencia y con vuestra sabiduría, conve- 
niente para la Nación colombiana. ¿Y qué nos pro- 
poníamos con la alteración de las cláusulas? Dar al 
Estado independencia, y en ellas ya está consigna- 
da. No tenemos por qué trastocar las normas que 
ayer propusimos ante un hecho insólito, que no dice 


relación con las razones que ayer teníamos y que 


hoy subsisten en su integridad. 
“Con los conservadores 


“Pero si el Gobierno ha agotado los recursos que le 
ofrece toda su buena fe para negociar amigablemen- 
te con la Iglesia; si el partido ha sido ejemplo de 
sensatez, y controlò sus nervios, sus elementos de 
exirema izquierda, para no herir en lo más mínimo 
el sentimiento religioso, ¿qué podremos decir, hono- 
rables Representantes, de los esfuerzos oficiales pa- 
ra hacer conciliación con la politica conservadora, 
que ahora parece fundirse y mezclarse con la ecle- 
siástica? 


“Hasta nosotros llega, aunque hagamos oídos sordos 
a él], el clamor silencioso, respetuoso y permanente 
del liberalismo, que nos está diciendo: “Habéis sido 
demasiado generoso; cerrad esa mano que todo lo 
da, y no pide nada a cambio". 


“Como nunca en el país, se han hecho aos me- 
tódicos, organizados y eficaces para garantizar el 
sufragio, la primera de las reivindicaciones que exi- 
ge un partido vencido, y hemos logrado que él se 
purifique, limpie y adecente. ¿Cuándo se vio, pregun- 
to, en qué época del conservatismo que se llamase 
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a Benjamin Herrera o a Uribe Uribe —perdonad, sí, 
que en esta comparación mezclemos arbitrariamen- 
te la talla de esos Jefes con los otros— inspeccio- 
nando, a nombre del Gobierno, los actos electorales, 
que entonces sólo eran los fraudes electorales de los 
conservadores? | | 


“Ahora están las bancas de la oposición en Cámaras 
y Asambleas ocupadas por liberales legítimamente 
elegidos, porque los conservadores se abstuvieron. 
Pero esa soledad del gobiernismo y esa ausencia de 
la oposición tiene un antecedente histórico: cuando 
después de las guerras ardorosas que consolidaron 
.]a Regeneración en el Poder; cuando se acababa de 
demostrar de la manera más objetiva que había un 
gran partido de oposición, no de votos fraudulentos, 
sino de vidas resignadas al sacrificio; cuando la san- 
gre, y el dolor y el martirio proclamaban y hacían 
sentir la vida y la grandeza del liberalismo. ¿Por qué 
en estas bancas estaban solos los regeneradores, O 
apenas asomaba, por lustros enteros, la figura pro- 
cera de uno o dos jefes admirables, Robles o Uribe?”. 


; Terminó Lleras su discurso con una imprecación parti- 
dista del peor gusto: 


.espero que el país entenderá claramente que 
n legisladores de 1936 no atacan ningün principio 
fundamental de 1a religión; que aquí no hay un 
conflicto de religión, sino de poderes, ¡y que el poder 
que es indispensable sustentar, reafirmar, enaltecer, 
es el Poder Civil, que representa a todos los colom- 
bianos!". | 


Esta actitud fue apoyada por el Directorio del Partido Li- 
keral y por el Senado y la Cámara, con lo cual obtuvo el 
Gobierno para su manera de pensar el apoyo íntegro que antes 
no había obtenido del Congreso. De aquí el mensaje que el 


Presidente López envió al Congreso pocos días después y que 
ice: 
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Presidencia de la República —Número 173— Bogotá, 
marzo 23 de 1936! 


Señores miembros del Congreso Nacional: 


"Se adelantaba normalmente el trabajo parlamen- 
tario, en las sesiones extraordinarias que debían con- 
cluir el 21 del presente mes, cuando el Episcopado 
de la República estimó oportuno dirigiros una “pre- 
vención terminante" conira algunas disposiciones 
aprobadas ya por el Congreso y contra el proyecto 
de reforma constitucional que se halla a 1a conside- 
ración de la Cámara de Representantes, concordan- 
do dicha prevención en la fecha, el propósito y la 
esencia con las declaraciones que un grupo de po- 
líticos conservadores me formuló en carta que el país 
conoce. 


*El Gobierno se disponía a hacer valer ante vosotros 


‘su pensamiento acerca de los temas constituciona- 


les que afectan las relaciones del Estado con la Igle- 
sia, y el papel del primero en la educación publica, 
cuando apareció en la prensa la notificación que el 
Episcopado hizo al Congreso de que invitaria al des- 
obedecimiento de las leyes y a la lucha religiosa, si 
consagraba la reforma constitucional que contuvie- 
ra los principios objeto de su protesta. 


“El tono amenazante de esta conclusión, evidente- 
mente subversiva, no correspondia a una exacta 
apreciacion de las modificaciones introducidas por 
el Senado en nuestro Estatuto Fundamental, y la 
tendencia a cambiarles su significado o a exagerar- 
lo, sin reconocer las aclaraciones que se han publi- 
cado sobre las fórmulas en discusión, llevaron al 
Gobierno a juzgar el manifiesto del Clero como un 
verdadero acto politico, muy distinto en su fondo 
y en su forma de una defensa de los dogmas de la 
Iglesia. Más parecía que los Arzobispos y Obispos, 
al presentar sus puntos de vista sobre la actuación 
del Congreso en términos tan inusitados, hubieran 
querido revivir inesperadamente un antiguo litigio 
sobre jerarquía de poderes, que durante medio siglo 
se falló en favor de la subordinación del Estado a la 


Transcrita una vez más en las páginas 337 ss. de la misma obra 
de la cual se toma esta versión, idéntica a la segunda, en López Pumare- 
jo, Obras Selectas, Primera parte (1926 1937), compiladas por Jorge 
Mario Eastman, Bogotá, 1979. 
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intervención política del Clero y de la entrega de 
preciosos atributos del Poder Civil a la Iglesia de 
Roma. Confirmó esta interpretación la coincidencia 
del manifiesto del Directorio Conservador, que pre- 
tendía iguales fines, amenazaba con idéntica desobe- 
diencia y declaraba cancelada toda posibilidad de 
acuerdo entre las derechas y el Gobierno, en caso 
de aprobarse la reforma constitucional que discute 
el Congreso desde julio de 1935. 


“Meditando sobre la situación creada por las acti- 
tudes simultáneas del Episcopado ante el Congreso, 
. y del Directorio Conservador ante el Gobierno, éste 
resolvió prorrogar indefinidamente el período de las 
sesiones extraordinarias y explicar como lo hizo, por 
conducto del Ministro de Gobierno, el pensamiento 
oficial en presencia de tales acontecimientos. 


“No es imposible que existan opiniones contradicto- 
rias respecto de esta determinación del Poder Eje- 
cutivo. Creo probable que haya sido interpretada 
por algunos como un acto de violencia, de aquellos 
que suelen ser favorablemente juzgados por quienes 
conciben el Poder como la máquina de imposición 
de una voluntad sin límites, pero os declaro que 
nada estuvo más ausente de las razones que influ- 
yeron el criterio del Gobierno para resolver un con- 
flicto que no había provocado y que seguirá afron- 
tando con prudencia y serena energía. Simplemente, 
encontré hacer un llamamiento a la opinión parla- 
mentaria y nacional para que decidiese si en esta 
ocasión debía admitirse una amenaza de rebeldía 
armada contra las leyes del Congreso y contra el 
Orden establecido. 


"La autoridad de este régimen para plantear al país 
una cuestión tan fundamental nace del desarrollo 
mismo de su política anterior. Las autoridades ecle- . 
siásticas están informadas, desde que llegué a la 
Presidencia de la República, de los deseos del Go- 
bierno de mantener con ellas una sincera, franca y 
permanente armonía, respetando y haciendo respe- 
tar la independencia de una y otra potestad, cada 
cual en su órbita, sin intromisiones peligrosas ni 
confusión de jurisdicción. El representante diplo- 
mático de Su Santidad y el Clero colombiano saben 
que dondequiera que esa confusión exista todavía 
el Gobierno desea remediarla. El Gobierno no exige 
nada distinto de respeto y autonomía para el ejer- 
cicio de sus deberes constitucionales, y ofrece, recí- 
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procamente, respeto y consideración no sólo a las 
creencias religiosas de los ciudadanos, sino también 
a los Poderes Eclesiásticos para el desarrollo de su 
labor espiritual. Muy lejos de nuestra mente ha es- 
tado originar conflictos como 1os que ha contempla- 
do la Iglesia Católica recientemente con los Estados 
totalitarios, absorbentes, que reclaman para sí la 
educación de la infancia y la juventud con arreglo 
a principios guerreros y no siempre cristianos, o que 
imponen condiciones para el funcionamiento de cier- 
tas entidades de naturaleza eclesiástica, con el fin 
de excluir de sus directivas a los ciudadanos desa- 
fectos a un régmen, o de limitar su actividad sindi- 
calista y social No. El Estado colombiano - quiere 
ahora un Concordato en que la Iglesia no prevalez- 
ca sobre el Poder Civil y los agentes de éste no ten- 
gan necesidad de la aprobación eclesiástica. El Estado 
no pide que se estatuya la educación oficial obliga- 
toria —aceptada ya en todo el mundo contemporá- 
neo—, porque no podría darla a todos los colombia- 
nos que carecen de ella, no obstante su derecho a 
recibirla. El Estado estimula, por el contrario, la 
iniciativa privada para compensar la deficiencia de 
un organismo que, bajo la dirección de la Iglesia 
durante cincuenta anos, se limitó y redujo hasta ex- 
tremos muy deplorables para la cultura patria; pero 
quiere poder orientar la educación bajo la vigilancia 
oficial, sin perjuicio de que ella sea en el régimen 
privado católica o confesional, y sin que sea estric- 
tamente laica en lo público. 


“El Gobierno se siente seguro de su posición, y de 
no estar provocando un choque en que el Poder Ci- 
vil llevaría. toda la razón, si hubiera de sobrevivir à 
pesar de sus esfuerzos por evitarlo. Por que en nin- 
guna parte del mundo civilizado la Iglesia o las 
iglesias nacionales hablan al Estado en el estilo desa- 
fiante en que se dirige el Clero colombiano al nues- 
tro; porque en ninguna nación moderna tiene el 
Estado tantas consideraciones con la Iglesia; porgue 
la única manera de impedir en el futuro que la po- 
lítica siga siendo una mezcla sacrilega de sentimien- 
tos religiosos y aspiraciones de mando, es definir si 
la República quiere que en todos sus hogares se pue- 
da rezar, con fe, sin el temor de que la profesión de 
una creencia que nos viene de la historia sea una 
declaración política o un acto de subversión contra 
las autoridades legítimamente constituídas; porque 


nadie desea que vuelvan los tiempos en que los pas- 
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tores de las Sedes Episcopales lanzaban excomunio- 
nes por razones políticas o dividian a los fieles en 
bandos irreconciliables, afiliándolos a una candida- 
tura o a otra, o proclamando, en sustitución del pue- 
blo, a los mandatarios de la Nación; porque, en 
suma, es preciso destruír hasta la apariencia de un 
Estado teocràtico, para beneficio de la Religion y de 
la Republica. 


“El Gobierno ha lamentado mucho en esta emergen- 
cia que los ministros de Dios se dejaran llevar de 
una rara y perniciosa costumbre, que en la politica 
nacional suele usarse con demasiada frecuencia: la 
«de intimidar con condición, la de buscar efectos por 
la amenaza, ya de la guerra civil o de la oposición, 
del ataque püblico o del retiro de apoyo, contando 
o no con fuerzas auténticas y suficientes, pero es- 
quivando el juezo tranguilo de las razones. A este 
vicio se plegaron no pocos Gobiernos en otras épo- 
cas, contribuyendo a estimularlo y vigorizarlo; pero 
el que yo tengo el honor de presidir ha procurado 
que nadie pueda alegar aue lo ha amenazado con 
buen éxito. Con entereza inalterable, casi diríamos 
pedagógica, ha estado dispuesto a que todo ciudada- 
no o entidad que se crea con fuerza para desafiarlo, 
lo haga sin alcanzar la satisfacción de obligarlo a 
ceder. Si es mucho el respaldo de los atacantes en 
. la conciencia pública, el Gobierno, antes que some- 
terse a perder sus fueros y el respeto que se debe 
8, SÍ mismo como representante del Poder Público, no 
está resuelto a dejarse arrollar, porque comprende 
que el decoro del Estado requiere que sea otro el 
Sistema de modificar las ideas de los encargados de 
la cosa püblica o de vencerlas, y con mayor razón 
en una democracia donde las elecciones deciden pe- 
riodicamente a quién acompaña el apoyo popular. 


^Wl país no ignoraba, cuando vine a la Presidencia, . 
que el Poder Civil tendría durante mi administra- 

ción là preponderancia que le da su origen en el 
consentimiento del pueblo. La conformidad dei Nun- 
cio Apostélico y los Prelados colombianos con mis 
declaraciones al respecto parecían haber establecido 
un fácil espíritu de tránsito hacia el nuevo estado 
jurídico gue busca el Gobierno, y éste confiaba en 
poder dejar resuelto el más grave problema de nues- 
| tra historia en términos semejantes a como lo ha 
sido en muchos países católicos, de una tradición 
clerieal no menos beligerante y política de como lo 
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fue siempre la de Colombia. En el Congreso Euca- 
ristico de Medellin, el Arzobispo Coadjutor de Bogo- 
tá dio ejemplo de exaltación verbal, impropia de su 
alta investidura y opuesta a la esmerada cortesia 
que los representantes del Estado emplean siempre 
con los dignatarios de la Iglesia, al calificar de inep- 
tas y mendaces algunas declaraciones del Ministro 
de Gobierno en la Cámara de Representantes. Desde 
entonces estoy advertido de que el sosiego de que 
goza la conciencia religiosa del país, que el Gobier- 
no procura conservar cuidadosamente, corre más 
riesgo de ser interrumpido por algunos Prelados, con 
propósitos políticos, que por la intemperancia de la 
juventud radical; y desde entonces tuve oportunidad 
de informar a la Santa Sede que los agentes del Po- 
der Civil en Colombia no están dispuestos, como en 
épocas pasadas, al desacato de potestades o influen- 
cias de otra índole, por encumbradas que ellas sean. 
Mas ningún otro incidente había impedido un acuer- 
do cordial y benéfico entre las autoridades civiles y 
eclesiósticas, y en muchos casos se había llegado a 
él sin dificultades, aun en materia de tanta impor- 
tancia como el reconocimiento de la facultad del Es- 
tado para intervenir y vigilar la educación; pero 
ahora ei Poder Legislativo ha sido conminado a no 
ejercer sus funciones, son pena de que turbe la paz 
püblica, y el Gobierno, sin hacer ninguna ostenta- 
ción de la fuerza de que dispone como tal, ni apelar 
a la que le da el hecho de estar constituido demo- 
cráticamente, por voluntad de las mayorías que lo 
apoyan, se ha visto forzado a rechazar la coación 
para cumplir con un encargo que es también un 
compromiso con la opinión nacional. 


“El Senado y la Cámara, en forma obligante para 
el Gobierno y para quien tiene la honra de dirigirlo, 
aprobaron sendas proposiciones de adhesión y apoyo 
al Poder Ejecutivo, à quien corresponde dar cum- 
plimiento a las leyes que dictéis en uso de vuestras 
prerrogativas constitucionales como órgano legisla- 
tivo, aunque medie la invitación formal a la desobe- 
diencia civil. 


“Cumplo con el deber de comunicaros, señores miem- 
bros del Congreso, que con la franqueza que he acos- 
tumbrado en la política exterior, y particularmente 
con la Santa Sede, en el anhelo de que no haya nin- 
guna mala inteligencia por reservas mentales que 
no tiene por qué abrigar ninguno de los dos Poderes, 
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he manifestado al Nuncio Apostélico en Bogotà la 


voluntad del Gobierno de mantener con la Iglesia de 


Roma relaciones cordiales; pero sin aceptar que el 
Poder Civil quede en condiciones de inferioridad al 
Eclesiástico, ni con relación a otros Estados, ligados 
a la Iglesia Católica por Concordatos, Patronatos o 
Convenios. El Nuncio Apostólico está enterado tam- 
bién de que el Gobierno no desea la intervención del 
Clero en la política, como entiende que no la desea 
la Santa Sede; y de que, sin prohibir esa interven- 
ción en las leyes, el Gobierno acepta la posibilidad 
- de que una revuelta política tenga el aspecto de in- 
surgencia religiosa, pero se verá obligado a conside- 
rarlo como una subversión del orden público. 


“Al agradeceros vuestra adhesión, honorables Se- 
nadores y Representantes, debo expresaros que la 
aprecio como un voto de confianza que el Congreso 
da al Gobierno por la manera como defiende las pre- 
rrogativas del Poder Civil, y como un testimonio de 
que estáis conformes con la dirección de esta poli- 
tica, a la cual le ofrecéis una coooperación decidida 
y eficaz. El Gobierno, que no soborna opinión ni 
abandona sus ideas ante el peligro de que ellas le 
causen dificuitades, tropieza en las presentes cir- 
cunstancias con el reto del Clero o de sus dirigentes, 
vero habrá de perseverar en esa política, que no está 
reñida con el propósito de rectificar los errores en 
que pueda incurrir. 


“El Gobierno no cree necesaria hoy ninguna afir- 
mación distinta de la de sostener el criterio que os 
habíais formado en estas materias, y con el cual 
ibais a legislar, sin dejar que él se afecte por la pro- 
vocación de que habéis sido objeto. Para el Gobierno 
no es evidente que, antes como después de la “pre- 
vención terminante” del Episcopado, es necesario 


eliminar de la Constitución aquellos artículos que 


el Senado ya había suprimido, cuya vigencia no per- 
mitiría negociar un Concordato distinto del que 
ajustó el régimen conservador si no fuera de la órbi- 
ta constitucional. El Gobierno cree que lo que ayer 
aceptó el Senado de la República es aceptable para 
los católicos, garantiza la paz de las conciencias y 
no justifica la rebelión sagrada, como no la produjo 
donquiera que los cuerpos soberanos de naciones 
igualmente católicas dictaron normas análogas o 
más rígidas; que los cultos que atenten contra la 
moral cristiana deben someterse al derecho común; 
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que las normas sobre la familia y el divorcio deben 
ser materia de leyes, y no de canones constituciona- 
les; que el Estado debe garantizar la libertad de en- 
señanza, reservándose el derecho de vigilarla e ins- 
peccionarla, y la potestad de fijar el grado minimo 
de instrucción; y que el nombre de Dios que está 
patrocinando la Constitución de 1886, que vais a 
reformar y no a derogar, no es materia de vuestras 
discusiones. Cree, finalmente, que todo ello debiera 
ser adoptado por la Cámara de Representantes, co- 
mo lo fue por ei Senado, en forma de acto legislati- 
vo. Asi lo sostendrá ante vosotros por intermedio de 
los Ministros del Despacho, y desde ahora insiste en 
que su aprobación será un voto de confianza a la 
política del Gobierno, tan apreciable o mucho más, 
si ello fuere posible, que el que generosamente aca- 
báis de otorgarle en las proporciones que han moti- 
vado este mensaje". 


Senores miembros del Congreso Nacional. 
Alfonso López 


Alberto Lleras Camargo 
Ministro de Gobierno 


Puede decirse gue esie Mensaje de López produjo el re- 


sultado de la aprobación de la reforma por el Congreso como 
jo quería el Gobierno; que el acto legislativo reformatorio 
quedó aprobado por la primera legislatura el 21 de marzo de 
1936; que la segunda legislatura aprobó la reforma del 20 al 
23 de julio de 1936 y que el Acto Legislativo N° 1 de 1936 fue 
sancionado por el Presidente el 6 de agosto de 1936. 


Luego de aprobada la reforma, el Nuncio Apostólico en 


Bogota, Monsenor Carlos Serena, dirigió la siguiente nota al 


Ministro de Relaciones Exteriores: 


"Nunciatura Apostólica en Colombia. —Número 646. 


"El Suscrito Nuncio Apostólico ha cumplido el de- 
ber de informar a la Santa Sede sobre la reforma 
introducida en la Constitución colombiana, y al efec- 
to añadió a su relato un ejemplar del Diario Oficial 
con el texto de dicha reforma. 
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“Como tuvo oportunidad de significárselo de viva 
voz al Excelentísimo señor Presidente de la Repú- 
blica, ya se preveía la dolorosa impresión que iban 
a causar en la Santa Sede el haberse suprimido en 
la Constitución lo referente a la Iglesia, el no reco- 
nocer su catolicismo a la casi totalidad de los co- 
lombianos (lo que hace suponer se quiere pres cindir 
de las lógicas consecuencias de tal reconocimiento) 
y otras modificaciones e afectan . gravemente al 
Concordato. 


“En consecuencia, la Secretaria de Estado de Su 
Santidad, al acusar recibo de los documentos aludi- 
dos, encarga al suscrito elevar ante el Gobierno de 
Colombia su formal protesta, como efectivamente lo 
hace por la presente respetuosa nota. 


“El suscrito Nuncio Apostólico reitera a Su Exce- 
lencia el señor Ministro de Relaciones Exteriores los 
sentimientos de su consideración más alta y distin- 
cuida. 


“Bogotá, 14 de octubre de 1936. 


(Firmado), Carlos Serena 
Nuncio Apostólico 


“A Su Excelencia el señor doctor don Jorge Soto del 
Corral, Ministro de Relaciones Exteriores”. 


El Ministro Soto del Corral le devolvió la nota al Nuncio 
al día siguiente, en acto ofensivo de falta de diplomacia que 
no se veía en Colombia desde 1853, descortesía que era tam- 
bién un insulto al Romano Pontífice. | 
Dijo Soto al Nuncio: “El suscrito, Ministro de Relaciones 
Exteriores, cumpliendo instrucciones del Excelentísimo señor 
Presidente de la República, se ve precisado a devolver al Ex- 
celentísimo señor Nuncio Apostólico su nota de fecha 4 de los 
Corrientes, por considerar que sus términos son inaceptables 
para el Gobierno de Colombia” !. | 
" Con este incidente quedó demostrado, como dijo Vázquez 
Carrizosa, que la reforma constitucional de 1936 afectaba gra- 


— rr 





1 Alfonso López Pumarejo, La Política Internacional. Discursos, 
mensajes, cablegramas y otros documentos dei Presidente López sobre 
asuntos internacionales. Bogotá, Imprenta Nacional, 1938, p. 217. 
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vemente al Concordato, y desde entonces se abrió una grieta 
entre los dos instrumentos !, que no vino a ser salvada ni por 
el Concordato de 1973, de infortunada redacción. 


Aün hoy (1989) la reforma de 1936 tiene sus panegiristas, 
que consideran que ella trató muy bien a la Iglesia. Oigamos 
a Antonio Rocha ?: 


"Es cierto que la generación del 36 suprimió los ar- 
tículos 38, 41, 53 y 55 de la Constitución de 1886 
que, al dar a 1a Iglesia ciertas prerrogativas, la colo- 
caban en situación especialísima como entidad de 
derecho internacional, supresión que permitiría al 
Gobierno en lo futuro negociar libremente y. de igual 
a igual las reformas concordatorias que fueren del 
caso. Pero también es verdad que esa misma gene- 
ración creyó oportuno darle a la Iglesia un excep- 
cional tratamiento a lo largo de la Carta fundamen- 
tal y asi, al lado del bello artículo que introdujo 
Sobre libertad de conciencia y de cultos que, con el 
tiempo, vino a ser parte integrante de la Declara- 
ción de los Derechos Fundamentales de la Persona 
Humana de las Naciones Unidas, consignó en el tí- 
tuo IV, que versa sobre la religión y las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado, su deseo, es decir, de la 
nación colombiana, de que aquellas se regularan por 
medio de convenios, sujetos a la aprobación del Con- 
greso y no de cualquier manera, no como simple 
modus vivendi, sino solemnes, *sobre bases de reci- 
proca deferencia y mutuo respeto", que no es poco 
decir jurídico-social si se trata de lenguaje de la Car- 
ta fundamental de la Republica”. 


8. Contenido de la reforma constitucional de 1936. 


Luego del larguísimo debate sobre la reforma, del cual 
aquí solamente hemos examinado unos puntos salientes, cum- 
ple ver cuál fue el resultado de tan agotador proceso, en lo 
que a la Iglesia toca. 

En primer lugar, se eliminó el nombre de Dios del preám- 
bulo de la Constitución, acorde con las ideas de la mayoría de . 


1 Estudios constitucionales, Tomo 1, Bogotá, Imprenta Nacional, 
1953, p. 316. 
2 Aquello del Mutuo Respeto y la Recíproca deferencia, en el Ma- 
gazín Dominical del 15 de junio de 1975. 
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los liberales que formaban parte de los Congresos de 1935 y 
1936. 


En segundo lugar, se derogó el artículo 38 de la Constitu- 
ción que estipulaba que “la Religión Católica, Apostólica, y 
Romana es là de la Nación: los poderes püblicos la protege- 
rán y harán que sea respetada como esencial elemento del f 
orden social”. l 


En tercer lugar, se derogó el artículo 53 según el cual “La 
Iglesia Católica podrá libremente en Colombia administrar sus 
asuntos interiores y ejercer actos de autoridad espiritual y 
jurisdicción eclesiástica, sin necesidad de autorización del po- 
der civil; y como persona jurídica, representada en cada Dió- 
cesis, por el respectivo legítimo Prelado, podrá igualmente 
ejercer actos civiles, por derecho propio que la presente Cons- 
titución le reconoce”. 


En cuarto lugar, se derogaron los artículos 39 y 40 que 
establecían la libertad de conciencia y la tolerancia de todos 
los cultos. | 


. En quinto lugar, se derogó el artículo 41, según el cual 
“la educación pública será organizada y dirigida en concor- 
dancia con la Religión Católica". 


En sexto lugar, se intentó derogar el estado jurídico de 
las asociaciones religiosas pero, como veremos más adelante, 
la reforma naufragó en medio de las sucesivas codificaciones. 


En lugar de este congruente régimen religioso de la Cons- 


titución de 1886, la reforma de 1936 lo reemplazó por el si- 
guiente: | 


"Art. 12 - El destino de las donaciones intervivos 0 
testamentarias, hechas conforme a las leyes para | 
fines de interés social, no podrá ser variado ni mo- 
dificado por el legislador. El Gobierno fiscalizará el 
manejo e inversión de tales donaciones. 


"Art. 13 - E] Estado garantiza la libertad de con- 
ciencia. 


"Nadie será molestado por razón de sus opiniones 
religiosas, ni compelido a profesar creencias, ni a 
cbservar prácticas contrarias a su conciencia. Se 
garantiza la libertad de todos los cultos que no sean 
contrarios a la moral cristiana ni a las leyes. Los ac- 
tos contrarios a la moral cristiana o subversivos del 
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orden püblico, que se ejecuten con ocasión o pretex- 
to del ejercicio de un culto quedan sometidos al 
derecho comun. 


“El Gobierno podrá celebrar con la Santa Sede con- 
venios sujetos a la posterior aprobación del Congre- 
So para regular, sobre bases de recíproca deferencia 
y mutuo respeto, las relaciones entre el Estado y la 
Iglesia Católica. 

"Art. 14 - Ge garantiza la libertad de ensenanza. 
El Estado tendrá, sin embargo, la suprema inspec- 
ción y vigilancia de los institutos docentes públicos 
y privados, en orden a procurar el cumplimiento de 
los fines sociales de la cultura y la mejor formación 
intelectual, mora! y fisica de los educandos. 


“La enseñanza primaria será gratuita en las escue- 
las del Estado y obligatoria en el grado que la ley 
señale. | 

“Art. 16 - La asistencia püblica es función del Esta- 
do. Se deberá prestar a quienes careciendo de medios 
de subsistencia y de derecho para exigirla de otras 
personas, estén físicamente incapacitadas para tra- 
bajar. 

“La ley determinará la forma como se preste la asis- 
tencia y los casos en que deba darla directamente 
el Estado. 

“Art. 20 - Es permitido formar compañías, asocia- 
ciones y fundaciones que no sean contrarias a la 
moral o al orden legal. Las asociaciones y fundacio- 
nes pueden obtener su reconocimiento como perso- 
nas jurídicas. Se garantiza el derecho de huelga, 
salvo en los servicios públicos. La ley reglamentará 
su ejercicio”. 


9. El problema de las asociaciones religiosas. 


En su lugar hemos examinado que la personería de las 
asociaciones religiosas era reconocida por el Estado Español 
sin necesidad de pronunciamiento de las autoridades al res- 
pecto, que tal situación continuò bajo la República hasta 1353 
año en el cual se decretó la separación de la Iglesia del Estado, 
que en 1855 se reconoció de nuevo la existencia a tales asocia- 
ciones debiendo las nuevas incorporarse conforme a las leyes, 
que en 1861 fueron disueltas todas las comunidades religiosas y 








don 
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que se les retiró la personería jurídica, la cual no les fue re- 
conocida por la Constitución de 1863. 

Este fue el resultado de la gestión del partido radical en 
el gobierno de Colombia, que intentó eliminar la influencia 
de la Iglesia disolviendo sus asociaciones, y haciéndolas de- 
saparecer de la vida civil por medio de la negación de los de- 
rechos a todas las asociaciones religiosas, que quedaron sin 
personería jurídica. | 


La Constitución de 1886 reconoció expresamente a la Igle- 
sia Católica. y restableció la personería jurídica de las asocia- 
ciones religiosas por remisión que se hizo al Derecho Eclesiás- 
tico; es decir, que la respectiva superioridad eclesiástica debía 
primero autorizar la asociación religiosa, y esta autorización, 
presentada a las autoridades civiles, obligaba a éstas a prestar 
la protección de las leyes a la asociación religiosa de que se 
tratare. Todo ello estaba sujeto al principio constitucional ge- 
neral que autorizaba formar asociaciones que no fueran con- 
trarias a la moral y al orden legal. Pero como bajo disposición 
similar de la Constitución de 1863 se había negado y retirado 
là personería jurídica a las asceiaciones religiosas católicas, 
se consideró necesario en 1886 prevenir futuro abuso similar 
y se legisló expresamente sobre las asociaciones religiosas co- 
mo para subrayar que ellas también quedaban comprendidas 
dentro de la autorización constitucional general. 


Así fue que se redactó y adoptó finalmente el Artículo 47 
de la Constitución de 1886, que dice: 


“Es permitido formar compañías o asociaciones pú- 
blicas o privadas que no sean contrarias a la mora- 
lidad ni al orden legal. 


“Son prohibidas las juntas políticas populares de 
carácter permanente. 


“Las asociaciones religiosas deberán presentar a la 
autoridad civil, para que puedan quedar bajo la pro- 
tección de las leyes, autorización expedida por la 
respectiva superioridad eclesiástica”. 


Esta disposición no fue tocada sino hasta que en 1936 el 


Partido liberal volvió a las andadas y en la reforma constitu- 


cional de ese año resolvió diluír en gran medida las normas 
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favorables a la Iglesia que se encontraban en la Constitución 
de 1886. | 


E! Articulo 20 del Acto Legislativo N° 1 de 1936 dijo: 


“Es permitido formar companias, asociaciones y 
fundaciones que no sean contrarias a la moral o al 
orden legal. Las asociaciones y fundaciones pueden 
obtener su reconocimiento como personas jurídicas". 


Segün el Artículo 34 del mismo Acto Legislativo, dicho 
Artículo 20 de la reforma modificó los incisos 19 y 39 del Ar- 
tículo 47 de la Constitución Nacional y dejó vivo solamente 
el texto del Artículo de la reforma, es decir, que toda asocia- 
ción puede obtener del Estado su reconocimiento como perso- 
na jurídica; desapareció pues el inciso 39 del Artículo 47 que 
permitía a las asociaciones religiosas obtener el reconocimien- 
to de su personeria jurídica con solo presentar la autorización 
de la respectiva superioridad eclesiástica. | 


Pero esta disposición no estaba destinada a morir. El Ar- 
ticulo 35, transitorio, de la reforma de 1936, autorizó al go- 
bierno para gue, previo dictamen del Consejo de Estado, 
hiciera la codificación de las disposiciones constitucionales 
vigentes. En obedecimiento a estas normas, el Dr. Hernán 
Copete, Secretario del Ministerio de Gobierno, preparó un pro- 
yecto de codificación que remitió al Consejo de Estado, el 
cual hizo las correcciones que le parecieron necesarias y fi- 
nalmente lo devolvió el 14 de diciembre de 1936 en forma de- 
finitiva, y asi fue publicada la nueva “Codificación de las dis- 
posiciones constitucionales vigentes, hecha por el Ministerio 
de Gobierno y revisada por el Consejo de Estado”, bajo el 
título Constitución Politica de la Republica de Colombia, Bo- 
gotá, Imprenta Nacional, 1937. Segün esta codificación, el 
artículo 44 de la Constitución quedó así; 


“Es permitido formar compañías, asociaciones y fun- 
daciones que no sean contrarias a la moral o al or- 
den legal. Las asociaciones y fundaciones pueden 
obtener su reconocimiento como personas jurídicas". 
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.. Este era el contenido del Artículo 20 de la reforma, pero 
la codificación de 1937 dejó vivo el inciso 39 del antiguo Ar- 
tículo 47 en la siguiente forma: 


Artículo 43: 


“Son prohibidas las juntas políticas populares de 


carácter permanente. 


“Las asociaciones religiosas deberán presentar : a la 
autoridad civil. para que puedan quedar bajo la pro- 
tección de las leyes, autorización expedida por la 
respectiva superioridad eclesiástica”. 


Artículo 44: 


“Es permitido formar compañías, asociaciones y fun- 
daciones que no sean contrarias a la moral o al or- 
den legal. Las asociaciones y fundaciones pueden 
obtener su reconocimiento como personas jurídicas”. 


“Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los 
servicios públicos. La ley reglamentará su ejerci- 


cio". 

De esta manera, la antigua disposición de la Constitución 
de 1886, que la reforma de 1936 había querido eliminar sus- 
tituyéndola enteramente por el Artículo 20 de la reforma, 
vino a quedar incrustada dentro de la Constitución y esta 
codificación fue aprobada por el Consejo de Estado y por el 
Gobierno, 


También en 1945 se reformó la Constitución y se volvie- 
ron a colocar las disposiciones constitucionales con la misma 
numeración que tenían en la Constitución de 1886, con 1o cual 
el Artículo 44 vino a quedar así: 


Articulo 44: 


“Es permitido formar compañías, asociaciones y 
tundaciones que no sean contrarias a la moral o al 
orden legal. Las asociaciones y fundaciones pueden 
obtener su reconocimiento como personas jurídicas 
{inciso 19 del Articulo 20 del Acto Legislativo N9 1 
de 1936). 


"Las asociaciones religiosas deberán presentar a la 
autoridad civil, para que puedan quedar bajo la pro- 
tección de las leyes, autorización expedida por la 








| 
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respectiva superioridad eclesiástica (inciso 39 del 
Artículo 47 de la Constitución de 1886") 1. 


En esta forma vinieron a quedar refundidas la antigua 
disposición de la Constitución de 1886 junto con la que quiso 
suplantarla en su integridad en la reforma de 1936. Así, cu- 
riosamente, se preservó el reconocimiento de las asociaciones 
religiosas segün la legislación canónica. 

Luégo, en la reforma constitucional hecha por el plebis- 
cito en 1958, se hizo una nueva codificación nacional y el Ar- 
tículo 44 quedó exactamente igual.al de la codificación de 
1954 2. “i 


Finalmente, las diversas publicaciones que se han hecho 
de la Constitución, que siguen la Codificación de 1959, han 
conservado, como es natural, los dos incisos del Articulo 44 
en la forma que como vimos aparecen desde la reforma de 
1945 3. 


10. La educación pública, la reforma de 1936 
y e? Concordato. 


Este punto está bien ilustrado con las notas cambiadas 
entre el Ministro de Educación y el Nuncio de Su Santidad, 


1 Constitución Politica de la República de Colombia. Codificación 
de las disposiciones constitucionales vigentes, hecha por el Gobierno, 
previo dictamen del Consejo de Estado, con base en la numeracion de 
la Constitución de 1886. Bogotá, Imprenta Nacional, 1945. 


? Ministerio de Gobierno. Constitución Politica de Colombia. Acor- 
dada con la Reforma Plebiscitaria. Bogotá, Imprenta Nacional, 1959. 


Constitución Política de Colombia. Compilación Concordataria, e 
indite, por Alvaro Copete Lizarralde, Separata de Derecho Positivo. 
Tomo I. Número 1, 1960, Ediciones Lerner. | 

3 Presidencia de la República, Secretaría Jurídica, Constitución Po- 
litica de Colombia. Bogotá, D. E., Imprenta Nacional, 1973. | | 

Constitución Política de Colombia. Concordancias, referencias his- 
tóricas, indices y compilación, Jaime Castro. Fundación Friedrich Nau- 
mann, Ed. La Oveja Negra, Bogotá, 1982. Esta obra es solo una copia 
de la anterior hecha por el mismo Jaime Castro cuando era Secretario 
Jurídico de la Presidencia. 
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fechadas, respectivamente, el 29 de octubre y el 6 de noviem- 
bre de 1937 !. 


Dijo el Ministro al Nuncio: 


“El Presidente de la Republica me encarga llevar a 

conocimiento de Vuestra Excelencia la nota que con 
fecha 20 del mes en curso dirigiò el Arzobispo de 
Bogotá al Ministro de Educación Nacional, y la res- 

puesta que éste ha dado al Excelentísimo señor Per- 

domo, cuyos duplicados tengo el honor de acompa- 
far a Vuestra Excelencia”. 


“El Gobierno entiende que el Arzobispo de Bogotá 

ha querido inducirlo a fijar nuevamente su actitud | 
en el campo de la instrucción pública, respecto de la | 
autoridad eclesiástica, y dentro de las atribuciones | 
gue el constituyente de 1936 señaló al Estado, y con 

este motivo vengo a someter a la elevada considera- 

ción de Vuestra Excelencia las siguientes observa- 

ciones: 


“El Gobierno llama la atención de Vuestra Excelen- 
cia hacia el hecho de gue las disposiciones del ar- 
ticulo 13 del Concordato, no han sido invocadas 
hasta ahora en forma compulsiva por las autorida- 
des eclesiásticas para fundamentar las peticiones a 
que ellas dan derecho, sin duda porque no podrían 
dejar de reconocer que su aplicación, bajo el imperio 
de una amenaza, habría de resultar francamente 
irritante para la Nación colombiana, y contraria a 
las nociones de decoro y de independencia del Poder 
Civil. Solicitar la aplicación de aquellas disposicio- 
nes sin que medien motivos que la hagan justifica- 
ble, adoptando un procedimiento que no corresponde 
con el de respetuoso acatamiento que los agentes 
del Poder Ejecutivo se han esmerado en emplear en 
sus relaciones con los altos representantes de la Igle- 
sia, como el adoptado por el Arzobispo de Bogotá 
en su nota al Ministro de Educación, no puede me- 
nos de ser interpretado por el Gobierno sino como 
una nueva disposición del Clero para modificar las 
condiciones en que felizmente se desenvuelven las 
relaciones entre la potestad civil y la eclesiástica”. 





—_o_t 
1 


Alfonso López Pumarejo, La Politica Internacional, ob. cit., 
PD. 222 ss. 
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“El artículo 41 de la Constitución de 1886, que sirvió 
de base al Concordato firmado en Roma entre Co- 
lombia y la Santa Sede el 31 de diciembre de 1837 
establecía lo siguiente: 


“ “La educación pública será organizada y dirigida en 
concordancia con la religión católica. La instrucción 
primaria costeada con fondos públicos será gratuita 
y no Obligatoria”. 


“Dicho artículo fue sustituido por el 35 de la Consti- 
tución vigente, que reza así: 


““Se garantiza la libertad de enseñanza. El Estado 
tendrá, sin embargo, la suprema inspección y vigi- 
lancia de los institutos docentes, públicos y priva- 
dos, en orden a procurar el cumplimiento de los 
fines sociales de la cultura y la mejor formación 
intelectual, moral y física de los educandos. 


“‘La enseñanza primaria será gratuita en las escue- 
las del Estado y obligatoria en el grado que señale la 
ley’. 

“Vuestra Excelencia recordará que cuando se discu- 
tía la disposición anterior, el Episcopado juzgó opor- 
tuno dirigir al Congreso una “prevención terminan- 
te", para anunciar que invitaria al desobedecimiento 
de las leyes y a la lucha religiosa, si consagraba los 
principios constitucionales que motivaban su pro- 
testa. 


“El Gobierno encontró entonces necesario fijar su 
criterio al respecto en el mensaje que envió a las 
Cámaras Legislativas con fecha 23 de marzo de 1936, 
y se comprometió con ellas y con la opinión pública 
a adoptar la línea de conducta que allí se determi- 
na y que ha venido siguiendo sin vacilación 


“No habría sido difícil tarea la de conciliar la Ley 
Fundemental de la República, que reservó al Estado 
la suprema inspección y vigilancia de los institutos 
docentes, públicos y privados, con las estipulaciones 
del Concordato que, ya desprovistas de su antiguo 
respaldo constitucional, parecen servir todavía para 
apoyar exigencias como la que acaba de formular el 
Arzobispo Primado al Ministro de Educación Nacio- 
nal, si no hubiera sido un constante propósito del 
Gobierno buscar con la mejor voluntad y con el me- 
jor espíritu, un acuerdo con la Iglesia en todas y 
cada una de las emergencias que han podido origi- 


nar un conflicto de jurisdicciones con perjuicio de 
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la estrecha y amistosa colaboración que debe existir 
entre las autoridades eclesiásticas y el Poder Civil, 
para tranquilidad y sosiego de là conciencia religio- 
sa del país. 


“El Gobierno no se ha contentado con sortear acci- 
dentales diferencias de concepto entre las autorida- 


des civiles y las eclesiásticas, sino que se ha valido 


de cada una de las que se han suscitado para. hacer 


presente en el Vaticano a la Secretaría de Estado, 
y en Bogotá a Vuestra Excelencia, su deseo de acor- 
dar a la mayor brevedad posible los términos de una 
reforma concordataria que armonicen con la recien- 
te reforma constitucional y que, asegurando una 
permanente inteligencia entre el Estado colombiano 
y la Iglesia de Roma, coloquen al Gobierno en situa- 
ción de poder mantener sus relaciones con la Iglesia 
sin exigir nada distinto de respeto y autonomía pa- 
ra el ejercicio de sus deberes constitucionales y ofre- 
ciendo, recíprocamente, respeto y consideración no 
sólo a las creencias religiosas de los ciudadanos, sino 
también a los poderes eclesiásticos para el desarro- 
llo de su labor espiritual. | 


“Con este propósito y con el objeto de garantizar el 
cordial funcionamiento de esas relaciones, el Go- 
bierno ha venido solicitando ahincadamente, y con 
un espíritu de previsión evidente, la enmienda del 
Concordato de 1887, pues mientras subsista contra- 
dicción entre algunas de las disposiciones de éste y 
el espíritu y la letra del Estatuto Nacional, habrá 
Siempre el peligro de colisiones, que se desprende- 
ran, con más o menos frecuencia, de la indole mis- 
ma. del problema jurídico que confrontan por igual 
el Estado y la Iglesia. 


“Con el ánimo que Vuestra Excelencia sabe que siem- 
pre ha inspirado las representaciones de este Des- 
pacho ante esa Nunciatura, deploro verme obligado 
a manifestar a Vuestra Excelencia que la nota del 
Arzobispo de Bogotá para el Ministro de Educación 
Nacional constituye para el Gobierno una nueva e 
inesperada prevención, que amenaza no solamente 
el normal funcionamiento del Instituto Pedagógico 
Nacional sino que compromete, por la calidad de sus 
términos y la conminación que envuelve, la cordia- 
lidad de las relaciones entre las autoridades civiles 
y las eclesiásticas, que el Gobierno ha procurado 
conservar y robustecer con tan afortunados resulta- 
dos hasta hoy. 
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“Aprovecho la oportunidad para reiterar a Vuestra 
Excelencia los sentimientos de mi alta y distinguida 
consideración". 


Gabriel Turvay 
A Su Excelencia Monsefior Carlos Serena, 


Nuncio Apostólico de Su Santidad, 
Ciudad. | 


A lo cual respondió el Nuncio: 


“Excelentísimo señor Ministro: 
“Tengo el honor de contestar a la atenta nota de 


Vuestra Excelencia de fecha 29 de octubre próximo 
pasado, número 1127. 


"Refiréndome anie todo a Ja instancia que en ella 
expresa Vuestra Excelencia acerca de la convenien- 
cia de procurar la pronta reforma del Concordato, 
no tengo más que repetir lo que tuve el honor de 
comunicar a Vuestra Excelencia en nuestra reciente 
entrevista, a saber: que la Santa Sede para compla- 
cer al Gobierno de Colombia ha hecho una excep- 
ción en la práctica habitual, iniciando las diligencias 
conducentes desde el pasado estío, es decir, en pe- 
ríodo de vacaciomes cuando la Curia Romana fun- 
ciona muy limitadamente y no suele tratar asuntos 
de la importancia y complejidad de un Concordato. 


“Entre tanto esta Nunciatura considera siempre el 
vigente Concordato dentro de la órbita del derecho 
internacional, y contía en las seguridades recibidas 
de ese honorable Ministerio sobre la observancia del 
Concordato actual hasta que se lleve a cabo su re- 
forma. 


“Viniendo, pues, al recurso que acerca del Instituto 
Pedagógico ha hecho el Excelentísimo señor Arzo- 
bispo Primado, cuya bondad y moderación son de 
todos conocidas, lamento que su nota al señor Mi- 
nistro de Educación Nacional haya sido tomada 
como lesiva de los fueros del Estado; pero franca- 
mente no veo motivo para ver en ella la intención 
de perjudicar las relaciones entre las Potestades. 
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"Dados los inconvenientes que hace ya tiempo ha 

notado él en materia de educación y que han sido 

comunicados también por la Nunciatura a esa ho- 

norable Cancillería, y tratándose esta vez de recla- 

maciones que tocan a la integridad y pureza mismas 
del patrimonio de la fe católica, que el Prelado, ba- 

sándose en hechos por él comprobados, veía en pe- 

ligro en el citado Instituto, las palabras de su nota 

no expresan otra cosa que su celo por conservar 
intacto en la juventud ese patrimonio de inestima- 

ble precio, por el cual todo Pastor de almas debe 

estar pronto a dar aùn la misma vida. 


*Vuestra Excelencia no ignora que la misión del 
Obispo, como lo dice la etimologia de la palabra, es 
la de vigilar a fin de alejar de la grey a él confiada 
todo peligro de perversión de la fe y de las costum- 
bres. Y tal misión no cambia, esté o no esté respal- 
dada por un Concordato, como lo está en Colombia. 


“Me permito citar aqui la parte del Código de Dere- 
cho Canónico tocante al oficio episcopal en sus re- 
laciones con la educación de la juventud, a saber, el 
Título XX “De Scholis" y especialmente el Canon 
1381, parágrafo 2, donde expresamente se dice: “Or- 

 dinariis locorum jus et officium est vigilandi ne in 
quibusvis cholis sui territorii quidquam contra fi- 
dem vel bonos mores tradatur aut fiat". 


“En vista de esto en las gestiones concordatarias 
con los varios Gobiernos la Santa Sede tiene siempre 
especial cuenta con el problema de la educación, que 
es una materia mixta. | 


*Por otra parte, el Gobierno de Colombia, que en 
tántas circunstancias ha declarado querer respetar 
los sentimientos religiosos del pais, ciertamente re- 
 conocerá también que ellos son, en guardia de sus 
propios intereses, una poderosa garantía de orden. 


*Abrigo por tanto la confianza de que, mediante los 
buenos oficios de Vuestra Excelencia, y teniendo en 
cuenta que tratándose de materias teológicas el úni- 
.co juez competente es el Prelado, se eliminará un 
grave motivo de intranquilidad acerca de la ortodo- 
Xia de la enseñanza en el mencionado Instituto. 
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“Aprovechando la oportunidad ruego a Vuestra Ex- 
celencia aceptar los sentimientos de mi consideración 
más alta y distinguida”. 


Carlos Serena, Nuncio Apostólico 


A Su Excelencia el señor doctor don Gabriel Turbay, 
Ministro de Relaciones Exteriores. 


1i. Ei asunto del Colegio de San Bartolome. 


a) La Ley 110 de 1937. 


No podía faltarle a los gobiernos liberales el hostigamien- 
to a la Compañía de Jesús, y aquel tomó forma en 1937 en la 
Ley 110 de ese año que dispuso en su artículo 19 suspender 
la destinación dada por la Ley 44 de 1928 al edificio del Co- 
legio de San Bartolomé y al propio tiempo ordenó la devolu- 
ción del edificio a la Nación. 


b) La historia del Colegio de San Bartolomé. 


Para comprender todos los antecedentes de este asunto, 
es menester transcribir aquí verbatim la Historia del Colegio 
de San Bartolomé tal como la relató la Corte Suprema de Jus- 
ticia t: 


“Refiere don Juan Pablo Restrepo en su interesante 
y documentada obra intitulada “La Iglesia y el Es- 
tado”, quien a su vez se basa en el testimonio de otros 
historiadores como Zamora, Groot, Borda, etc., que 
el Arzobispo Luis Zapata de Cárdenas, religioso fran- 
ciscano, después de gastar cuanto tenía y empeñar 
su vajilla de plata para socorrer a sus fieles en una 
grave epidemia de viruela, resolvió la fundación de 
un seminario, de conformidad con las disposiciones 
del Concilio de Trento, denominándolo de San Luis 


1 Gaceta Judicial Nos. 2042, 2043 y 2044, Tomo LXI, Enero-Marzo 
de 1947, pp. 622 ss. También véase: José Restrepo Posada, El Colegio 
Seminario de San Bartolomé en Academia Colombiana de Historia, Bi- 
blioteca “Eduardo Santos", Vol. VII, Curso Superior de Historia de 
Colombia, 1601-1700, Tomo VI, Bogota, 1951, pp. 313. Carlos Bravo, La 
Condición Jurídica del Colegio de San Bartolomé, Bogotá, 1937. Artuzo 
Tapias Pilonieta, Demanda que la Compañía de Jesús promueve contra 

la Nación sobre el edificio del Colegio de San Bartolomé, Bogotá, 1251. 
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y dedicado a la instrucción de la juventud. El Semi- 
nario abrióse en las casas del arcediano don Salva- 
dor López Garrido. Se establecieron allí enseñanzas 
de música, canto, latín, retórica y lengua muisca. 
Todos los gastos se hatian con rentas propias del 
establecimiento, tanto para el sostenimiento de los 
colegiales como de los superiores, salyo el sueldo del 
catedrático de lengua muisca, que sé pagaba de las 
cajas reales por orden del Rey. / 


"Este establecimiento docente fue el primero que 
se fundó en el Virreinato de la Nueva Granada. 


"Muerto el ilustrísimo señor Zapata el cabildo su- 
primió el Seminario; lo que dio motivo a que la Cor- 
te expidiera dos reales cédulas: una de fecha 23 de 
enero de 1588 encaminada a reprender severamente 
al cabildo por esta medida, sobre la cual pedia in- 
formes; y otra, de fecha 8 de junio de 1592, en que 
mandó restablecer el Seminario. 


“En el año 1599 llegó a Santa Fe a encargarse de 
la silla meiropolitana el nuevo arzobispo fray Bar- 
tolomé Lobo Guerrero. Queriendo fomentar la ins- 
trucción en el virreinato hizo venir con él a dos re- 
ligiosos de la Compañía de Jesús, con el objeto de 
que regentaran un buen establecimiento de educa- 
ción. Fueron éstos los padres Alonso Medrano y 
Francisco Figueroa, únicos que pudo proporcionar 
por entonces el respectivo superior en el virreinato 
de Méjico. | 


— “Como eran insuficientes estos dos religiosos para 
el fin que el arzobispo se proponia, convino en que 
marcharan a la Corte los padres Medrano y Figue- 
roa con el propósito de conseguir autorización para 
quedarse en Bogotá definitivamente y traer más 
operarios. Ácogidos los religiosos en la Corte, obtu- 
vieron que el Rey expidiera la Real Cédula de 30 de 
diciembre de 1602, fechada en Valladolid, en que les 
dio autorización para fundar establecimiento no só- 
lo en Santa Fe sino también en cualquier otro pun- 
to del Nuevo Reino. La Real Orden termina así: 


“*Y por la presente doy licencia a los religiosos de 
la Compañía de Jesús para que puedan fundar en 
el dicho Nuevo Reino de Granada, sin embargo, de 
cualquiera orden que haya en contrario. Y mando 
al Presidente y Oidores de la dicha Audiencia y al 
Arzobispo de dicho Reino y otras justicias y jueces 
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eclesiasticos y seglares, que no lo impidan, que asi 


es mi voluntad'. 


"Los historiadores refieren que en seguida el padre 
Medrano pasó a Roma. Allí obtuvo del general de su 
orden, que io era el célebre padre Claudio Acquavi- 
va, que accediese inmediatamente a la solicitud que 
desde Bogotá le hacían el cabildo, el arzobispo y el 
gobernador Sande para que la Compañía fundase 
un colegio. | 


“A consecuencia de todas estas gestiones vinieron 
al país los jesuitas padres Martín Funes, Bartolomé 
de Rojas, Juan Bautista Coluccini, José Dadey y 
Diego Torres, y con ellos quedó fundado en nuestro 
país el 18 de octubre de 1604 el colegio que, un año 
después, el 18 de octubre de 1605, viniera a servir de 
base a la erección del histórico y secular instituto 
de San Bartolomé. Al nuevo colegio el señor Arzo- 
bispo Lobo Guerrero, don Juan de Borja, el cabildo 
de la ciudad, los oidores y algunos particulares apor- 
taron su apoyo material con donación de sumas de 
dinero, rentas destinadas al sostenimiento de los pa- 
dres y gastos del establecimiento. 


"El buen éxito del colegio animó al señor arzobispo 
Lobo Guerrero a emprender inmediatamente el res- 
tablecimiento del Seminario, pues el colegio que los - 
jesuítas habian establecido no tenía ese carácter. 
Compró al efecto las casas que fueron del arcediano 
Francisco Porras Mejía, y renovó en ellas la funda- 
ción del Seminario, el 18 de octubre de 1605, ponién- 
dolo bajo la direción de los jesuítas, pero reserván- 
dose el señor arzobispo, según el acta de erección, 
el gobierno y administración asi en lo espiritual co- 
mo en lo temporal. De la fecha citada en adelante 
los dos institutos que funcionaron siempre en edifi- 
cios separados, el Seminario en el lugar que hoy 
ocupa el palacio de relaciones exteriores, y el colegio, 
principalmente en el antiguo Salón de Grados, 0 
sector nordeste de la manzana del actual edificio de 
San Bartolomé, tomaron por disposición del señor 
arzobispo, el nombre del Colegio Seminario de San 
Bartolomé, bajo la dirección de los padres jesuítas. 
En el acta de erección del Seminario se dieron tam- 
bién las constituciones o reglamentos respectivos, 
por cuya razón y por haber sido el señor Lobo Gue- 
rrero tanto en lo material como en lo espiritual fac- 
tor decisivo en la fundación del primer colegio de 











EL ASUNTO DEL COLEGIO DE SAN BARTOLOME Se 83i 


los jesuítas y luego en su transformación a colegio 
seminario, tomó el título de fundador o patrono de 
la más antigua institución que posee el continente 
americano, después de.las Universidades de Lima y 
Méjico. En los Estados Unidos el plantel más anti- 
guo de aquella gran nación es la Harvard Univer- 
sity, que data del ano de 1638. 


“Más de siglo y medio duró el Colegio Real y Semi- 
nario de San Bartolomé, también llamado Colegio 
Máximo, dirigido y administrado por los padres je- 
suítas, hasta el año de 1767 en que éstos fueron ex- 
pulsados de todos les dominios españoles por Real 
Cédula de Carlos 111, habiendo sido extinguida luego 
la orden por Bula Pontificia de Ciemente XIV, en 
1773. 


"Como consecuencia de las anteriores medidas el 
Rey dictó la Real Cédula de 14 de agosto de 1768, 
por medio de la cual ‘declara su Majestad devuelto 
a su disposición, como Rey y suprema cabeza del 
Estado, el dominio de los bienes ocupados a los Re- 
eulares de la Compañía, extrañados de estos Reinos, 
los de indias e Islas adyacentes, y pertenecer a su 
Majestad la protección inmediata de los pios Esta- 
blecimientos a que se sirve destinarlos’, conforme 
a las reglas directivas dadas en la misma Cédula. 


“En este documento el Rey acepta el concepta de los 
fiscales de la Corona, Pedro Rodríguez Campomanes 
y José Moñino, para quienes los bienes de los expa- 
triados pertenecen al dominio del Estado y no al de 
la Curia Romana, la que según ellos no podía in- 
vocar a favor de su causa el caso de los Templarios, 
por tratarse de circunstancias distintas. Es interesan- 
te el concepto de los fieles, porque ese documento 
constituyó lo esencial de la providencia Tepla, Se co- 
pian algunos de sus párrafos: 


“‘Disuelto así este Cuerpo dentro del Estado, sólo 
subsisten aquellos objetos a que pueden conducir el 
ministerio de los regulares extranados; pero como 
los bienes que los mantenían eran de los diferentes 

individuos de la Nación, que contribuyeron respec- 
 tivamente a este fin, queda en la misma Nación el 
dominio y el interés para disponer de ellos; y el de- 
recho de ejercitar esta regalía se reune en el Jefe, 
Adminstrador o Soberano de la sociedad; así porque 
ésta le transfirió sus veces, como porque de otro mo- 
do sería imposible que tuviese efecto la disposición'. 
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“Mas adelante se lee: 


“‘Otro medio de fundar la autoridad real para dis- 
poner ofrece la consideración de que, perdidos sus 
bienes y derechos, por los Regulares extrañados, 
pueden reputarse como vacantes y de incierto dueño 
en los cuales es indubitable la potestad del Principe 
por la disposición de ambos Derechos Civil y Real”. 


(€ 
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“Todo lo referido persuade que habiendo quedado 
verdaderamente vacantes las casas, colegios y bie- 
nes de los Reguladores de la Companía pertenece a 
Su Majestad la disposición y aplicación, para lo que 
ha declarado que oirá a los Reverendos Obispos y 
su autoridad en lo que sea necesario'. 
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^'Si se dijese que los bienes de los Regulares de la 
Compañía no han sido confiscados, no por esto se 
adelantará cosa alguna contra la autoridad del Rey 
en ellos; la confiscación se llama asi porque por ella 
quedan aplicados los bienes a la Cámara y Fisco Re- 
gio, ya sea ipso facto por disposición de la ley, o ya 
sea por otra declaración formal. 


“ “Nuestro religioso y amable soberano, por un efec- 
to de su generosidad y de su piadoso y paternal co- 
razón, no ha querido aplicar efectivamente al Fisco 
Regio los bienes que poseían los Regulares de la 
Compañia, ni tampoco ha querido usar de otra po- 
testad que de la económica y tuitiva, en un asunto 
en que pudiera haberse extendido a otras resolucio- 
nes?, 


““De aquí lo que se puede inferir es que no hay 
confiscación, tomada esta vez en el rigor de su eti- 
mologla, para el efecto de que aquellos bienes se 
introduzcan o incorporen para siempre en el erario 
y queden a su beneficio; pero hay dominio dimana- 
do del extrañamiento, pérdida de temporalidades y 
ocupación de ellas como vacantes y derechos indu- 
bitables para su disposición y aplicación a la volun- 
tad del Rey, como queda fundado’. 


““Ahora se conocerá, que si el Rey ha de aplicar 
aquellos bienes en los justos y útiles destinos que 
tiene mandado, viene a ser con propiedad el Dota- 
dor y Fundador de los establecimientos y por con- 
secuencia las reglas comunes le atribuyen sin géne- 
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ro de duda el patronato efectivo y verdadero, y la 
protección inmediata de las mismas fundaciones”. 


e e 58 ọ Q 3 


““Los bienes de los régulares extrafiados pueden 
reducirse a tres clases, a saber: los de fundación, los 
que fueron dejados con alguna carga y los que ad- 
quirieron libremente por otros títulos”. 


““En los de fundación se verá si se puede cumplir. 
en forma específica la voluntad de los fundadores, 
o si hay necesidad urgente de conmutarla. La con- 
mutación se puede autorizar por el Príncipe, a quien 
están sujetos todos los contratos y últimas volun- 
tades en los casos de necesidad o utilidad publica; 
también los Reverendos Obispos, en lo que tenga 
respecto a su jurisdición espiritual, tienen declara- 
das positivamente las facultades que sean necesarias 
en el Concilio de Trento, cuando concurre justa y 
necesarla causa, y no puede haber ninguna que lo 
sea más que la de haber faltado perpetuamente los 
Regulares, en cuya contemplación se hizo la funda- 
ción. Esto basta para no entrar en disputas y cues- 
. tiones que se deben excusar’. 


"'Los bienes que tengan alguna carga pia habrán 
de responder a ella, si no fuere también justo y ne- 
cesario conmutarla con intervención del Diocesano 
en lo que convenga y corresponda’. 


““Cumplidas así las cargas, tanto el sobrante de es- 
tos bienes como los demás que libremenie adquirie- 
ron los regulares de la Compañía, podrán ser apli- 
cadas indiferentemente a cualquiera de los fines 
piadosos que desea el Rey, sin separarse de que en 
ellos sea atendido el objeto de las misiones, ni los 
demás que conduzcan a ada felicidad espiritual y tem- 
poral de los vasallos in su Majestad'. 


“De contenido de log párrafos transcritos, así como 
del resto de la Real Cédula de que hacen parte, se 
infiere que todos los bienes que los jesuítas ocupa- 
ban en la época de su extranamiento, inclusive los 
-- provenientes de fundaciones pasaron al dominio di- 
recto del Estado, pero conservando algunos de ellos 
su antigua destinación. Los consejeros del Rey des- 
cartan la palabra confiscación tomada en su riguro- 
sa etimología y por ende en su sentido estricto, sólo 
en atención a que de esos bienes no iba a disponer 
el Fisco Regio, sino que en su mayoría iban a ser 
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destinados à los mismos fines a que estaban dedi- 
cados por los jesuítas expatriados. Sobre el particu- 
lar es expreso el concepto de los dos fiscales en cuan- 
to al alcance de la medida que se iba a tomar: “Si 
se dijese que los bienes de los Regulares de la Com- 
pañía no han sido confiscados, no por eso se ade- 
lantará cosa alguna contra la autoridad del Rey en 
ellos". 


“El Rey asumió el título de ‘Dotador y Fundador 
de los establecimientos publicos’ en que quedaron 
convertidos los que a cualquier título poseían los 
jesuítas. El Colegio Real y Seminario de San Barto- 
lomé, de fundación de origen eclesiástico, le convir- 
tió así de hecho el Rey en institución oficial, que si- 
sobrevivió a la extinción de la Companía con su an- 
tigua fisonomia de institución docente, con rentas 
y bienes privativos, entre los cuales contábase como 
principal el edificio en que desde sus orígenes había 
venido funcionando, debióse a la misma Cédula Real 
y a la nueva Pragmatica de 8 de abril de 1770, dic- 
tada en desarrollo de la anterior en la cual se dan 
instrucciones precisas a las juntas que se formarían 
en los dominios ultramarinos para determinar la 
aplieación y destino de las casas, colegios, residen- 
cias y misiones que fueron de los jesuítas. 


“La Junta de aplicaciones de Temporalidades de 
Bogotá, formada por el Arzobispo, el Virrey, el Ca- 
bildo y los Obispos procedió a dar aplicación a al- 
gunos de los bienes que estaban en poder de los 
jesuitas, y en tal virtud en las reuniones de los días 
4 y 5 de diciembre del ano de 1771, destinó para 
servicios püblicos la casa donde funcionaba el Se- 
minario, y éste fue trasladado al propio local del 
Colegio de San Bartolomé, para lo cual el edificio 
dividióse en dos departamentos, uno para el colegio 
y otro para el seminario. Así continuaron funcio- 
nando simultáneamente los dos institutos por toda 


la época siguiente del período colonial, bajo una 


misma dirección. Esta convivencia generó a la larga 


una porfiada pugna entre el poder civil y el ecle- 


siastico, porque ambas potestades pretendian, la una 
con exclusión de la otra, el derecho de dirección y 
patronato sobre el seminario propiamente tal. Esta 
pugna duró muchos anos y de ella y su naturaleza 
dan testimonio las relaciones de mando de los virre- 
yes Manuel Guirior, Antonio Caballero y Góngora 
y José de Ezpeleta. Leyéndolas se adquiere la certi- 
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dumbre de que la disputa se refería ánicamente al 
Seminario, pues el I dependía exclusivamente 
del poder civil". 


“En la relación de don vanwe Guirior, ano de 1776, 


se dice: 


“ ‘Como el examen de la vocación al estado eclesiás- 
tico, y el práctico ejercicio de sus funciones, es el 


medio más seguro de que consigna un clero ejemplar | 


que edifique el pueblo, se ha destinado, en obedi- 
cimiento de lo mandado por su Majestad, un edificio 
con la cercanía y demás proporciones para que se 
establezca Seminario de ordenados; donde con arre- 
glo al capitulo del tomo Regio y a las particulares 
constituciones que se lo prescriban, sujetos a los di- 
. rectores que se le nombren, vivan por el tiempo se- 
alado, intruyéndose en la moral, liturgia y demás 
conducente a un perfecto eclesiástico que se les fa- 
cilita con la inmediación de la Biblioteca, y al lugar 
donde se leen las cátedras; a la Parroquia matriz y 
a la Catedral, a donde es regular acudan con alguna 
frecuencia a la celebración de los divinos oficios y 
a instruírse en todo lo concerniente a su estudio”. 


“La memoria de don Antonio Caballero y Góngora, 
año de 1789, contiene este párrafo: 


“ “Ambos colegios (del Rosario y de San Bartolomé) 
son Reales y reconccen por patronos a los señores 
Virreyes; pero en el de San Bartolomé se halla in- 
corporado el Seminario y en esta parte depende de 
los ilustrisimos Arzobispos Esta concurrencia de ju- 
risdicción no siempre ha conservado la mejor armo- 
nía y alguna vez ha llegado la discordia a términos 


demasiado escandalosos; y siendo muy distintas las. 


rentas del seminario de las que el Colegio tiene como 

Real, no encuentro dificultad en que se haga la 
separación material de los edificios, pues fuera de 
las competencias que se cortarían de raiz, podría 
arreglarse mejor la educación de la juventud, por- 
gue deben ser muy distintas las ciencias y conoci- 
mientos que adquieran los que aspiran a la abogacía 
y cargos públicos de las que deben poseer los que se 
destinan al servicio de la Iglesia; y con motivo de 
hallarse juntas cátedras de Teología y Derecho, se 
ha introducido (a pesar de las providencias del go- 
bierno) el gravísimo abuso de estudiar los alumnos 
al mismo tiempo ambas facultades y sin saber nin- 
guna, optan ambos grados en la Universidad’. 
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“Por su parte, don José de Ezpeleta escribió el afio de 
1796: # 


“(El Colegio de San Bartolomé también reconoce al 
Rey como patrono; pero se halla incorporado en el 
Seminario Conciliar, cuya dirección corresponde al 
ordinario eclesiástico, y de aquí ha nacido una com- 
plicación de jurisdicciones que alguna vez ha llegado 
a turbar gravemente la buena armonía de ambas 
potestades. 


“Para evitar semejantes acontecimientos en lo fu- 
turo; para que la educación literaria pueda recibir 
un sistema uniforme; y para que el colegio seminario 


siga la dirección y método que le conviene, se ha .. 


propuesto ültimamente a S. M. que se agreguen al 
del Rosario las becas o colegiaturas del de San Bar- 
tolomé, que no sean seminarias con sus respectivas 
dotaciones, y que dejándose éste en calidad de puro 
seminario encargado el sefior Arzobispo, siga el del 
Rosario en la de püblico y Real como ahora se halla, 
para todos los que no quieran precisamente cefiirse 
a la carrera de la Iglesia’. 


"El doctor Farncisco Moreno Escandón, Fiscal Pro- 
tector de la Real Audiencia de Santa Fe, como fiscal 
nombrado para conocer de las incidencias relativas 
a la ocupación de las Temporalidades, presentó a la 
Junta respectiva el 9 de mayo de 1786 un proyecto 
acerca de la fundación en Bogotà de una gran “Uni- 
versidad Püblica, Real y con prerrogativas de Mayor, 
bajo las mismas reglas con que se crearon las Uni- 
versidades de Lima y Méjico", destinando para ello 
el edificio del Colegio Máximo, como también se lla- 
maba a San Bartolomé. ‘La fábrica material del 
Colegio Maximo que en esta ciudad tenían los regu- 
lares de la Compañía —decía en sus recomendacio- 
nes el Fiscal Moreno y Escandón— es de fortaleza, 
capacidad y demás requisitos necesarios para que en 
él se funde esta Universidad y sus estudios'. La Junta 
de Temporalidades encontró esta iniciativa “útil y 
necesaria al bien de este Reino y causa pública” así 
como fáciles y acertados los medios que se proponían, 
en cuya virtud la proposición fue remitida al Rey 
‘con particular informe de esta Junta para que se 
digne acceder a ella o resolver lo que sea de su real 
agrado’. | 


"El proyecto del fiscal Moreno que no se realizó, fue 
renovado en 1787 por el Arzobispo Virrey Caballero y 
Góngora, en un completo ‘Plan de Estudios Genera- 
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les’, y la fundación para efectuar, de una Universi- 
dad que había de ilevar el nombre de ‘Real Mayor de 
. San Carlos, en obsequio del sabio y augusto monar- 
ca, su fundador', y que constaría de los tres Colegios 
del Seminario, San Bartolomé y Nuestra Señora del 
Rosario. El P. Daniel Restrepo en su monografía so- 
bre el Colegio de San Bartolomé relata que este pro- 
yecto fracasò de una parte por “la oposición de los 
Padres Dominicanos, que veían mermarse por aquel 
proyecto los antiquísimos privilegios de su Universi- 
dad de Santo Tomas, y de otro, las dificultades eco- 
nómicas suscitadas no permitieron la realización de 
la idea de Universidad real publica”. | 


“Acatando la orden del Fontifice Pio VII sobre resta- 
blecimiento de la Compañía de Jesús para todo el 
orbe católico, por medio de la constitución de 21 de 
agosto de 1814, el monarca espafiol Fernando VII, 
determinó a su vez la restauración de la Compania 
en sus dominios, por Reales cédulas de 29 de mayo y 
primero de septiembre del año de 1815”. 


“Por la de 29 de mayo dispuso: 


" “Derogo, revoco, anulo en cuanto sea necesario para 
pronto y cabal cumplimiento el restablecimiento de 
los Colegios, Hospicios, Casas profesas y de novicia- 
do, Residencias y Misiones establecidas en las refe- 
ridas ciudades v pueblos'." 


^Por la Real Cédula de septiembre el monarca creó 
una junta especial eon jurisdicción privativa para 
atender a todo lo relacionado con el restablecimiento 
de los jesuítas y restitución de sus bienes, junta a la 
cual, segün la circular del ministerio de gracia y 
justicia, de fecha 11 de junio de 1816, ‘los Virreyes, 
Presidentes, Gobernadores y Capitantes generales 
de mando superior, con acuerdo de los M. R. R. Ar- 
zobispos, RR. Obispos y voto consultivo de las Reales 
Audiencias, le propondrán los Colegios y Casas que 
más convenga restablecer en el distrito de su man- 
do respectivo... Al efecto se instruirá expediente 
dirigido a acreditar el estado en que se halle el edi- 
ficio material y el de su iglesia; si tienen destino, 
cual sea, y a virtud de qué orden. Si estuvieren apli- 
cados a aleún establecimiento público por disposicio- 
nes superiores, meditarán y propondrán a la Junta 
el modo y medios de la traslación de los últimos a 
otros acomodados, con cuanto entiendan más opor- 
tuno sobre el particular. Asimismo se acreditarán en 
este expediente las Temporalidades que se ocuparon 
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de la. pertenencia del Colegio o casa que se trata de 
restablecer, los bienes que se hayan enajenado por 
causa onerosa a favor de cuerpos particulares, y los 
donados o aplicados a objetos y establecimientos pú- 
blicos, que no puedan separarse de ellos sin menos- 


. eabo de los mismos y ofensa de la común utilidad, 


conforme a lo ordenado por S. M., y los que subsistan 
sin enajenar y sus rendimientos; expresando también 
las obligaciones que se desempefian por los Padres 
de la Compañía al tiempo del extrañamiento las que 
ahora tengan las Temporalidades existentes, y por 
quien se cumplen, con lo demás que se estime nece- 
sario al esclarecimiento de este punto; y easo de que 
las Temporalidades remanentes del Colegio o Casa 


- que convenga restablecer sean insuficientes para la 


subsistencia de los. individuos jesuitas que han de 
destinarse a ocuparla, se instruirá el expediente con 
las noticias oportunas de las que pertenezcan a al- 


 guno o algunos de los Colegios y Casas más inme- 


diatas en la misma diócesis, para que con todo co- 
nocimiento pueda la Junta disponer la aplicación 
de las que se consideren necesarias el intento. Ins- 
truidos los expedientes con estas noticias y demás 
que se estimen oportunas para darles toda la luz y 


.elaridad necesarias, se remitirá copia auténtica de 


ellos por duplicado a la Real Junta o consulta a S. 
M., lo que considere conforme al más pronto y efec- 
tivo cumplimiento de sus benéficas intenciones”. 


“A renglón seguido del documento original contentivo 
de las órdenes de Madrid, llegado a Bogotá en mayo 
de 1817, encuéntrase un acta firmada por Lotero el 
4 de noviembre siguiente en que se lee: 


=“ "Vistos en atención a que ya se ha obedecido la real 


cédula de 29 de mayo de 1815, en que su majestad 
deroga la pragmática de-1767 que había suprimido 
y extrañado de sus dominios a la religión de la Com- 
pañía de Jesús... Oficióse el E. S. virrey del reino 
para que de acuerdo con este superior tribunal se 


proceda a los arreglos que ordena S. M. para que 


así se cumpla con lo que su real ánimo manifiesta 
en su real cédula de 29 de mayo’ ". 


“Como ni en 1817 y ni por muchos lustros después 


los jesuitas regresaron al suelo granadino, la orden 
de su restablecimiento no pudo ponerse en práctica, 
como tampoco hubo lugar a formar los expedientes 
requeridos por la Junta de Madrid para que esta en- 
tidad, pudiera decretar la restitucion de San Barto- 
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lomé. A lo cual debe agregarse que por aquél año la 
dominación española en la Nueva. Granada se acer- 
caba a su fin, con el triunto de Boyacá, culminación 
del esfuerzo de los patriotas para emanciparse de la 
monarquía peninsular; de manera que en adelante las 
órdenes y cédulas reales, aun cuando hubieran sido 
cumplidas por las autoridades españolas en los terri- 
torios que los republicanos no habían podido arreba- 
tarles, seguirían teniendo eficacia no como disposi- 
ciones emanadas del poder de la Corona, cuya 
soberanía había sido desconocida, sino como leyes 
propias del nuevo estado independiente, en cuanto 
éste por libre v espontánea determinación resolviese 
jncorporarlas en su propia y especial legislación. 


“Una de las primeras medidas promulgadas por Bo- 
livar en orden a poner los cimientos generales de la 
naciente repüblica, refiérese a los establecimientos 
de educación; es el decreto que expidió en el Rosario 
de Cucuta, el 20 de junio de 1820, ‘sobre patronato 
y dirección de los colegios”. 


| “Este decreto tuvo el siguiente origen: el general 
Santander elevó al Libertador una representación, 
‘en la cual demandó que se declarara que el gobierno 
de la repüblica ‘es patrono del Colegio de San Bar- 
tolomé, como lo es del Colegio del Rosario y de la 
Universidad Pontificia de Santo Tomás, sin perjuicio 
de que la autoridad eclesiástica conozca en la previ- 
sión de las becas seminarias v objeto de su instituto”. 


“El memorial respectivo en que se hizo esa solicitud 
tiene fecha 20 de mayo de 1820, y en él su autor 
EXE lo Siguiente: 


i Excelentísimo senor: 


“La provisión de la Cátedra de Derecho Público en 
el Colegio de San Bartolomé de esta capital, que se 
iba a hacer previas las oposiciones del caso, suscitó 
en el año pasado, bajo el gobierno español, la dispu- 
ta de si el Patronato del Colegio pertenecía al pro- 
. visor en Sede Vacante o al gobierno secular ejercido 
|. por el Virrey. El catedrático interino de derecho, 

‘doctor Ignacio Márquez, hoy Fiscal de Hacienda, 
. fue el promovedor del artículo que pasó de la curia 
a la Audiencia y luego al Virrey sin que se hubiese 
do la. cuestión, en cuyo estado el ejército li- 
bertador restableció el sistema independiente en esta 
capital. La provisión de la Cátedra fue suspendida 
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por decreto de la Audiencia y hoy subsiste en el mis- 
mo estado, porque aunque el expediente continuó 
concciéndose en la Alta Corte de Justicia, ella ha 
decretado “que versándose punto de Patronato se 
pasase al Gobierno, como lo ha verificado”. 


“ “Manifestaré a V. E. el punto esencial de la cuestión. 
En esta capital se fundaron sucesivamente dos co- 
legios: el de San Bartolomé y el del Rosario. En el 
primero se criaron 18 becas seminarias para otros 
tantos jóvenes que en ciertos días del año acudiesen 
a la Iglesia Catedral al servicio del altar y con cargo 
de ser pagados a costa de un tanto por ciento ex- 
traído de los diezmos de las cofradías y capellanías.- 
El Patronato de ambos colegios lo ejercía el Virrey, 
Vicepatrono Regio, y como tal, confirmaba las elec- 
ciones de empleados, catedráticos, etc., hasta el año 
de 1800 en que el Arzobispo de Santa Fe solicitó del 
Rey se le declarase el Patronato del de San Bartolo- 
mé, por ser seminario cuya educación de los jóvenes 
seminaristas correspondía por el Concilio de Trento 
a los prelados eclesiásticos. El Rey en Real Orden 
de noviembre de 1800 así lo declaró y desde aquel 
tiempo ejerció el Patronato el ordinario eclesiástico, 
quedando el Virrey en posesión del Patronato del 
Colegio del Rosario. Tal es el punto principal de la 
disputa suscitada y creo manifestar a V. E. que es 
de necesidad hacer una variación. 


“El Gobierno es el único y exclusivo protector de las 
casas de educación, es el Jefe principal de todas las 
instituciones consagradas a la prosperidad de la 
Republica. El Colegio de San Bartolomé tiene becas 
de fundación de particulares, tiene becas pensionis- 
tas pagadas por los mismos alumnos y tiene becas 
pagadas por el Tesoro Nacional. La mayor parte de 
los catedráticos reciben sus rentas del ramo de Tem- 
poralidades incorporado en el Tesoro Püblico. Parece 
muy regular que el Gobierno sea el patrono particu- 
lar de esta casa, como lo es del Colegio del Rosario 
y como lo es de la Universidad Pontificia de Santo 
Tomás. No tiene nada de irregular que el provisor 
en Sede Vacante patrocine las becas seminarias, 
concediéndolas segün la ley, vigilando en el cumpli- 
miento de sus deberes y en su educación eclesiástica; 
pero sí parece serlo que por solas diez y ocho becas 
seminarias patrocine todo el DICE y sea exclusivo 
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““En consecuencia, y no versándose ningún punto de 
materia espiritual en el negocio, ruego y pido a V. 
E. se sirva declarar que el Gobierno de la Republica 
es Patrono del Colegio de San Bartolomé, como 1o 
es del Colegio del Rosario y de la Universidad Ponti- 
ficia de Santo Tomás, sin perjuicio de que la autori- 
dad eclesiástica conozea de la previsión de las becas 
seminarias y objeto de su instituto. ' 


“ ‘Este es el voto general y el que más conforme pare- 
ce a la uniformidad y educación de la juventud. 
‘Entre tanto quedan suspensas las provisiones de la 


Cátedra de Derecho Público y las demás que es pre- 
ciso proveer en este año. 


“ ‘Bogotá, mayo 26 de 1820. 


“ “Excelentísimo señor, 
F. de P. Santander’ ” 


“Al margen del memorial hay una constancia que 
dice: 


“El Vicepresidente de Cundinamarca solicita se de- 
clare al gobierno de la República patrono del Cole- 
gio de San Bartolomé, segün lo ejercian los Virreyes 
hasta el año de 1890. Concedido, extendiéndose a 
todos los colegios. (Rubrica de Bolívar). —Briceñ 
Méndez” ”. 


(Documento tomado de la Revista del Archivo Na- 
clonal, números 28 y 29). 





“En el decreto del Libertador se lee: 


“*Artículo 19 - El patronato, dirección y gobierno de 
los colegios de estudios y educación establecidos en 
a república, pertenecen al Gobierno, cualquiera que 
haya sido la forma del establecimiento. 


"'Artículo 29 - Se comprenden expresamente en el 

. artículo antecedente los colegios seminarios que hay 
en toda la extensión de la república, cuyos jefes rec- 

tores, maestros y demás empleados dependerán del 
gobierno y serán nombrados por él’ ”. 


“Por el artículo siguiente se reservan únicamente a 
las autoridades eclesiásticas, “los derechos y privile- 
gios que les corresponden para proveer y velar sobre 
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las becas seminarias que haya, llenando y ejercien- 
do con respecto a ellas todas sus atribuciones”. 


“Por el artículo 49 delegóse en los vicepresidentes 
de departamentos, como agentes inmediatos del go- 
bierno, el patronato sobre los establecimientos de 
educación. 


“En cumplimiento del decreto de Bolívar el General 
Santander asumió en calidad de vicepresidente del 
departamento de Cundinamarca el patronato que se 
le delegaba, y en tal virtud promulgó el decreto de 8 
de julio de 1820, que tuvo por objeto deslindar en los 
colegios la jurisdicción civil de la eclesiástica, deter- 
minando claramente, como derecho de la Iglesia, 
tanto la provisión de las becas llamadas “seminarias” 
como las cátedras de teología. Las demás cátedras 
de jurisprudencia, derecho civil, canónico, derecho 
público, filosofía y gramática, serían provistas por 
el gobierno del departamento. La designación de 
rectores, vicerrectores y pasantes i de la com- 
petencia del gobierno. 


“Pero no obstante la absorción de San Bartolomé 
por el Estado de la cual dan testimonio los decretos 
que se dejan citados, los distintos órganos del poder 
püblico respetaron sus rentas, sus bienes y su edifi- 
cio, segün lo comprueban las providencias o decre- 
tos ejecutivos del 12 de marzo de 1822, y 6 y 31 de 
octubre de 1825. En el primero se dispuso que la 
biblioteca pública, dirigida por el sabio Mutis, se 
trasladara al edificio del Colegio de San Bartolomé, 
destinándose para tal objeto los salones necesarios. 
“Ellos se compondrán al efecto a la mayor brevedad, 
y los gastos se suplirán por ahora. de las rentas del 
mismo Colegio de San Bartolomé con calidad de re- 
integro". | 


"El segundo decreto estableció una cátedra de eco- 


nomía política en el colegio, con la dotación de 


$ 250 anuales, pagaderos ''de las rentas del mismo". 


"Por el tercer decreto se creó en el Colegio de San 
Bartolomé la cátedra de idiomas, con la asignación 
de $ 250 anuales, de los cuales $ 150 se debían pagar 
“de los fondos del colegio”, y el resto del ofrecimien- 
to hecho por un hijo del mismo colegio, mientras 


dichas rentas puedan. proporcionar mayor gratiiicas 
ción al catedrático. | 





MERIDA Den 
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"Los congresos de la Nueva Granada no pusieron 
menos euidado en conservar la institución histórica 
de San Bartolomé. 


"Así la ley de 11 de mayo de 1835, sancionada por el 
General Santander, dispuso enajenar en püblica su- 
basta los editicios que habían sido de la extinguida 
Compañía de Jesús —la que en esa época no había 
regresado todavía al país— excepción hecha de aque- 
llos que estuvieran destinados a establecimientos de 
educación. 


"Como en el edificio de San Bartolomé funcionaba 
el Coleeio con él no tuvo relación ninguna el man- 
dato legislativo. 


“En el afio de 1838 el Congreso expidió el decreto o ley 
de 16 de abril, en el cual dispuso: 


* “Artículo 19 - Se aplican en propiedad a favor del 
colegio de niñas de La Merced de esta ciudad. el edi- 
ficie, huertas y solares del extinguido convento de 
Capurhinos de Bogotá. que hov sirve de colegio de 
ordenados, y éste queda por ahora refundido en el 
. Colegio Seminario de San Bartolomé? ”. 


^Por consiguiente, el Seminario Conciliar de Bogotá 
aue venía funcionando indenendientemente en el edi- 
ficio de los Capuchinos desde su restablecimiento por 
el gobierno. según disposición legislativa de 28 de 
junio de 1823. en fuerza del nuevo mandato quedó 
nuevamente refundido, como en los tiempos de la 
Colonia, en el Colegio de San Bartolomé. 


“Por aquel tiempo el señor Arzobispo Manuel José de 
Mosquera en su calidad de metropolitano recahó del 
Conereso la separación de los bienes v rentas del Se- 
minario, de los bienes y rentas de San Bartolomé. 


“Las gestiones del señor Arzobispo Mosquera tuvieron 
pronta culminación en la Lev 28 de abril de 1840, 
mediante la cual el Congreso le puso fin a la fusión 
del Seminario con el Colegio de San Bartolomé. Los 
dos primeros artículos de esa ley dicen lo siguiente: 


- * *Artículo 19 - Desde la sanción de este decreto queda 
separado el Colegio Seminario Conciliar de esta Ar- 
quidiócesis de Bogotá del Nacional de San Bartolo- 
mé. 

* “Artículo 29 - El Poder Ejecutivo resolverá la división 
material que haya de hacerse en el edificio del Co- 
legio de San Bartolomé y la Universidad, para que 
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se establezca el Colegio Seminario de la manera más 
cómoda para ambos Colegios; si esto no pudiere con- 
seguirse, podrá designar para dicho Seminario otro 
edificio perteneciente a la Republica, y si esto tam- 
poco fuere posible, dará cuenta al Congreso en su 
próxima reunión para resolver lo conveniente’ ". 


“En el año de 1844 llegaron por primera vez a la Nue- 
va Granada, después de la extinción y restauración 
de la Orden, algunos padres de la Compañía. Esta 
permanencia duró hasta el año de 1851, en que el 
gobierno del general José Hilario López los expulsó 
nuevamente del territorio nacional. Tuvieron a su 


cargo durante ese lapso el Seminario menor confiado .. . 


a ellos por el Ilustrisimo señor Mosquera. Pero nin- 
gún poder ejercieron entonces en el Colegio de San 
Bartolomé, dirigido por elemento civil. 


"Sobre esta primera permanencia de los J esuítas des- 


pués de su restauración habla así el P. Restrepo 


(opüsculo citado, página 58): 


* “Fuera del Seminario Menor y convictorio adjunto, 
en los que hubo la consiguiente mudanza de régi- 
men, San Bartolomé propiamente no sufrió modifi- 
cación alguna. El antiguo Colegio que a la vez era 
Universidad Nacional. no había tenido qué ver con 
la Compañía, a no ser por la ingerencia de un sabio 
jesuita (el P. Ignacio Comilla), a quien el gobierno 
nombró en 1846 Catedrático de Física y Matemati- 
cas, y por las conferencias religiosas que otro padre 
(el venerable padre Pablo Blas), Capellán de la Uni- 
versidad, hizo por algún tiempo a los alumnos y a 
muchos caballeros asistentes... ”. 


“En el año de 1851 el Congreso de la Nueva Granada 
acordó un proyecto de ley due ordenaba incorporar 
nuevamente el Seminario Conciliar al “Colegio Na- 
cional de San Bartolomé”. Esto motivó la represen- 
tación del Ilustrísimo señor Mosquera al Congreso 
y la solicitud que le hizo al Poder Ejecutivo para que 
negase la sanción al proyecto, lo cual consiguió, de 
manera que el presidente de la República se negó a 
sancionar la ley. 


“Pero el Congreso del año siguiente, 1852, insistió en 
el primitivo propósito, y así expidió la ley 20 de aquel 
año, por medio de la cual ordenó la incorporación 
del Seminario al “Colegio Nacional de San Bartolo- 
mé”, igual que todos los bienes, rentas y alhajas co- 
rrespondientes a aquél; disponiendo, además, que el 
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gobierno dictara los reglamentos convenientes para 
que la enseñanza volviera al estado en que se encon- 
traba cuando dictó el decreto legislativo de 28 de 
abril de 1840. | | | 


"La expedición de esta ley que en su artículo final le 
quitaba al prelado diocesano toda intervención en el 
Seminario, confiándole en cambio la dirección al go- 
bierno, dio lugar a que el Ilustrisimo sefior Mosquera, 
ya próximo a partir para el destierro, enviara desde 
Cartagena al Presidente de la República, el 10 de 
septiembre de 1852, una enérgica protesta por el acto 
que acababa de consumar el Congreso. 


“En el año de 1858 regresó la Compañía de Jesús a 
la Nueva Granada. Gobernaba por entonces la Re- 
püblica don Mariano Ospina Rodríguez, y era me- 
tropolitano de Bogotá el Ilustrisimo sefior Arzobispo 
Herrán. A solicitud de este prelado los Jesuítas se. 
encargaron nuevamente de la dirección del Colegio 
de San Bartolomé, en calidad de contratistas de la 
administración. “Fue ingeniosa, al par que estricta- 
mente legal (dice el P. Restrepo en su ya mencionada 
obra, pagina 59), el modo como esta entrega se rea- 
lizó: el Gobierno de Cundinamarca, al gue tocaba la 
gestión, recibió de la Asamblea autorizaciones para 
contratar la dirección y enseñanza de la Universidad; 
decrétase la licitación; preséntase don Pastor Ospina, 
hermano del Presidente, e hijo como él de este Cole- 
gio, y celebra, de acuerdo con el Presidente y con los 
Padres, el contrato”. 


“Según ese contrato don Pastor Ospina se obligó a 
proveer de profesores las Facultades de Medicina y 
Jurisprudencia, las que podrían pasar a otros locales 
distintos del edificio de San Bartolomé, y encargar 
las cátedras de Ciencia, Filosofía y Literatura a los 
Padres de la Compañía, facultándosele para entregar- 
les a éstos el edificio del Colegio. Fue así como los 
Padres recibieron de manos de don Pastor Ospina el 
edificio, en donde se pusieron nuevamente al frente 
del Colegio. 


“Mas esta determinación sólo duró breves años. por- 
que triunfante la revolución de 1860 el general Mos- 
quera, según decreto de 26 de julio de 1861 extrañó 
del territorio nacional a los Jesuítas. 

“La legislación nacional de la época federal relievó 


y acentuó la supervivencia del Colegio de San Bar- 
tolomé como instituto autónomo con independencia 
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económica, respetando así la existencia de la anti- 
quísima fundación colonial. 


“En primer lugar, el edificio del Colegio de San Barto- 
tomé no se incluyó dentro de los bienes desamortiza- 
dos, conforme a los decretos de 9 de septiembre de 
1861 y 19 de mayo de 1863, que modificó el anterior, y 
ala Ley de 19 de mayo de 1864. ! 

“Después la Ley 5? de 18 de marzo de 1865 derogó 
un decreto del General Mosquera del 24 de agosto de 
1861, en que le cambió la destinación a los edificios 
de San Bartolomé y el Rosario, DEOEHRBAO que allí se 
fundará un colegio militar. 


“Esta disposición del gobierno quedó así anulada y- 


restablecida la antigua destinación de los edificios. 


E] de San Bartolomé pasó a manos del Estado de Cun- 
dinamarca, en virtud del artículo 29 de la misma ley 
que delegó: al gobierno de dicho Estado la adminis- 
tración del Colegio. 


“Bajo de dirección nominal de Cundinamarca conti- 
nuó San Bartolomé cumpliendo sus fines educativos. 
El doctor Antonio Vargas Vega en un largo periodo 
rectoral (1865 a 1883) presidió con singulares brillo y 
sabiduría las labores docentes del instituto, periodo 
durante el cual también fueron notorios el respeto 3 y 
el celo que las rentas y bienes de éste le merecieron al 
Congreso. Y así la Ley 45 de 22 de mayo de 1865 reco- 
noció y ordenó pagar todas las cantidades recaudadas 
por créditos y arrendamientos de sus bienes o de cual- 
guiera otra procedencia, en el tiempo que el estable- 
cimiento y sus bienes estuvieron administrados por 
cuenta de la Nación. Y las leyes 57 de 25 de junio de 
1866 y 11 de 2 de abril de 1867 autorizaron al Poder 
Ejecutivo, la primera, para disponer la conversión 
de los documentos de renta nominal expedidos a fa- 
vor del Colegio de San Bartolomé por el gobierno de 
la extineuida Confederación Granadina y el modo de 
hacer tal conversión, y la segunda. para hacer emi- 
sión de los bonos de renta nominal a favor del mismo 
Colegio, con los cupones correspondientes a los se- 
mestres transcurridos desde septiembre de 1861. 


“En el año de 1867 la legislatura del Estado Soberano 
de Cundinamarca dictó la Ley 29 de 27 de noviembre 
del mismo año en cuyo artículo único disovso incor- 
porar el edificio de San Bartolomé el local del Semi- 
nario Conciliar. Pero esta medida legislativa fue de 
corta duración, porque dos años más tarde, por la 


Ley 8? de 1869, dicha incorporación fue derogada, y 
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de esta manera el Seminario volvió a ocupar su an- 
tiguo local adyacente al Colegio. 


“Por ültimo, la Ley 13 de 31 de marzo de 1880 autorizó 
al poder ejecutivo para efectuar arreglos con el Ar- 
zobispo de Bogota “para que la parte del edificio del 
Colegio de San Bartolomé, que ha servido de local 
del seminario conciliar, y todas sus anexidades, que- 7 
den siendo exclusivamente propiedad del Colegio de 
San Bartolomé". : 


“No es oportuno hacer el examen de la manera como 
el poder ejecutivo le diera cumpliimento a la ley 
mediante la celebración del respectivo contrato, por- 
que eso ya entra en el campo del derecho privado, 2 
la luz del cual corresponde analizar las estipulacio- 
nes de todo pacto y los límites que debieron circuns- 
cribirlo por razón del objeto, el consentimiento, la 
capacidad de los contratantes y los poderes para con- 
venirlo. Ajena pues al debate de inconstitucionalidad 
de una ley es la cuestión relativa al alcance y validez 
de la operación administrativa que efectuó el go- 
bierno en orden a darle cumplimiento al mandato 
legal, cuestión suscitada en la demanda de inexequi- 
bilidad. 

“A raíz de haberse iniciado la nueva organización 
política, establecida en 1886, el Congreso dictó la ley 
-38 del mismo año, cuyo artículo primero dispuso que 
la nación reasumía la dirección y administración 
del Colegio Nacional de San Bartolomé; el segundo 
autorizó al gobierno para senalar las asignaciones 
que debían abrirse en el colegio y para contratar su 
enseñanza, hasta por el término de veinte años, con 
institutores particulares o con asociaciones que, por 
su moralidad y doctrinas, presentaran seguridad de 
que la educación e instrucción se darían de acuerdo 
con las necesidades del Estado y con la religión na- 
cional, y el tercer artículo derogó el 29 de la Ley 52 
de 1865. | 


“Don Miguel Antonio Caro en informe parlamentario 
recomendó el respectivo proyecto al Consejo de Dele- 
gatarios para segundo debate, informe en que sinte- 
tiza la historia del Colegio. | 


“En uso de la autorización concedida por la Ley 38 el 
gobierno dio la administración del Colegio de San 
Bartolomé a los padres de la Compañía de Jesús, a 
quienes entregó el edificio con sus rentas, segün 
consta en el contrato respectivo, que fue prorrogado 
varias veces, habiéndose acordado como término de 

















848 LOS GOBIERNOS LIBERALES Y LA IGLESIA 


la última prórroga el de diez y ocho años contados a 
partir del día primero de enero de 1908. 


“En vigencia este contrato de administración el legis- 
lador dispuso por la Ley 4i de 1920 el ensanche y 
reparación del edificio del colegio, ordenando incluir 
en los presupuestos nacionales las partidas que fue- 
ren necesarias. 
“Por último, el Congreso expidió las dos leyes deman- 
dadas, 44 del año de 1928 y 110 del año de 1937”, 
Expuesta asi la situación jurídica del Colegio de San 
Bartolomé, continuó la incertidumbre sobre la legalidad de la 
medida del Gobierno, que había de discutirse posteriormente . 
ante la Corte Suprema de Justicia. 


c) La Compañia pide plazo para entregar el edificio 
del Colegio. 


Ante el mandato de la Ley 110 de 1937, la Compañía de 
Jesús solicitó al Gobierno que le otorgara un plazo hasta tanto 
construyera un nuevo edificio para su Colegio, plazo que le 
fue otorgado. | 


d) EI Gobierno asume la dirección del Colegio. 


Bajo al nombre de Colegio Nacional de San Bartolomé y 
la dirección de Tomás Rueda Vargas, el Gobierno instituyó un 
colegio de segunda enseñanza en el edificio que había ocupa- 
do el colegio jesuita de San Bartolomé. 


Los padres jesuítas continuaron regentando el Colegio de 
san Bartolomé en su nuevo edificio de la Merced en Bogota. 


e) Demanda de inconstitucionalidad de las Leyes 44 
de 1928 y 110 de 1937. 


La Ley 44 de 1928, a tiempo que reafirmó la autonomía 
del Colegio de San Bartolomé bajo la dirección de los jesuítas, 
subrayó que el edificio del colegio era de propiedad nacional. 
Y la Ley 110 de 1937 reclamó la propiedad del edificio y 10 
sustrajo del manejo de los jesuítas. 


Ambas leyes fueron demandadas ante la Corte Suprema 
de Justicia por D. Carlos Bravo en acción popular de incons- 
titucionalidad. El demandante historió la fundación del Cole- 
gio por los jesuítas, su expulsión por Carlos ITI, la conservación 
de la autonomía del instituto, su posterior restablecimiento 


i 
a IND 
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bajo Fernando VII, el respeto de los gobiernos republicanos 
por la situación así creada que se tradujo en el respeto del 
edificio del Colegio, de sus bienes y rentas y de su personería 
jurídica. Concluyó el demandante manifestando que la Nación 
nunca ha sido duefia del Colegio de San Bartolomé, ni de sus 
bienes y rentas, el cual tenía así el carácter de persona de de- 
recho privado, bajo el gobierno privativo de la Compania de 
Jesus. 


La primera. parte de la Ley 44, o sea en to dispuso 
que “El histórico y benemérito Colegio de San Bartolomé será 
en adelante una institución autónoma, bajo la dirección de 
los Reverendos Padres de la Compañía de Jesús”, no fue ma- 
teria de acusación, pues bien al contrario el demandante la 
sustrajo expresamente del debate de inexequibilidad. 


La acusación se dirigió expresamente a combatir la se- 
gunda parte, en cuanto contiene el concepto de que el edificio 
del Colegio de San Bartolomé, es de propiedad nacional, “sin 
que la destinación que se le da a este edificio implique traspaso 
ni limitación de la propiedad”. 

igualmente la Ley 110 se consideró inconstitucional en 


cuanto se asienta sobre la misma declaración de propiedad, 
y se le quita al edificio su inmemorial destinación a servir de 


albergue al Colegio de San Bartolomé. 


. La Corte, en su sentencia, relató en forma fiel la trayec- 
toria del Colegio, en la forma que se ha transcrito arriba, es- 
tudió si el Colegio era una fundación o un establecimiento 
publico, cero se abstuvo de fallar en el fondo por considerar 
que en acción de inconstitucionalidad no podía decidir sobre 
la propiedad de un inmueble como !o era el edificio del Co- 
legio y que al hacerlo podía perjudicar bien a 1a Nación o bien 
a los padres jesuitas. En lo que sí fue categórica la Corte fue 
en expresar su opinión de que el Congreso por medio de las 
Leyes 44 de 1928 y 110 de 1937 no podía otorgar ningún título 
de dominio sobre el Colegio ni alterar la situación creada so- 
bre él, 


f) Demanda declaratoria de dominio. 


Consecuentemente con las directrices de la sentencia de 
la Corte, de que el dominio sobre el Colegio de San Bartolomé 
Solo podía. discutirse en proceso ordinario sin que en él tuvie- 
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ran influencia las leyes dictadas por el Congreso, la Compañía 
de Jesús demandó a la Nación ante el Tribunal Superior de 
Bogotá para que se declarara que el Colegio de San Bartolomé 
es fundación educacional a la cual pertenece el dominio del 
edificio donde siempre ha cumplido su histórica labor docen- 
te, y cuyo patronato, administración y dirección corresponde 
“a los reverendos Padres de la Compañía de Jesús en Colom- 
bia por derecho propio”. 


g) Transacción de 1951. 


La anterior demanda fue presentada el 24 de octubre 
de 1951, bajo el gobierno conservador de Laureano Gómez, - 
quien siempre había sostenido a la Iglesia en general y a los 
jesuitas en particular, en su disputa con los gobiernos libe- 
rales. 


Llegóse entonces a una transacción entre el Gobierno y 
la Compañía de Jesús mediante la cual el Gobierno reconoció 
el dominio de la Compañía en el Colegio de San Bartolomé 
y en la parte sur de su edificio, dejando al Gobierno el antiguo 
claustro, donde posteriormente se despejó una plazoleta que 
da frente al Palacio Árzobispal. 


En esa forma terminó una secular disputa entre la Com- 
pañía y los sucesivos gobiernos reales y republicanos por el 
Colegio de San Bartolomé. 


12. Registro Civil, Cementerios e instituciones 
de utilidad común. 


La Ley 92 de 11 de junio de 1938 dictó disposiciones sobre 
registro civil y cementerios. 


En cuanto al registro civil del estado de las personas, es- 
tableció que serían los notarios quienes lo llevaran y en de- 
fecto de éstos los alcaldes municipales y los funcionarios con- 
sulares de Colombia. en el exterior, y proveía a la manera de 
llevar las actas de registro de nacimientos, defunciones y ma- 
trimonios. 


Respecto de éstos últimos el artículo 8% disponía que “las 
personas que vayan a contraer matrimonio deberán previa- 
mente dar aviso por escrito, en papel común, al respectivo fun- 
cionario encargado de llevar el registro del estado civil, en el 
 eual se indicará el lugar, fecha y hora en que el acto haya 
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de celebrarse, los nombres de los testigos o padrinos que de- 


ban presenciarlo y demás informaciones necesarias, a fin de 


que se extienda oportunamente el acta correspondiente”. 


Continúa el artículo 8° de la ley: 


“El funcionario a quien corresponda verificar el re- 
gistro tendrá obligación de presenciar la celebración 


del matrimonio, sea civil o eclesiástico, para los fines 


indicados”. 


“Si por cualquier circunstancia no se pudiere verifi- 
car al registro en el mismo día en que se efectúe el 
matrimonio, los contrayentes estarán en la obliga- 
ción de ocurrir ante el funcionario respectivo, dentro 
de los treinta días siguientes al de la celebración de 
aquél, a fin de que se extienda el acta, correspon- 
diente, sin perjuicio de la sanción en que hubieren 
incurrido por la demora, si les fuere imputable”. 

Esta disposición estaba en un todo de acuerdo con lo que 
disponía el Concordato y era solamente una modernización 
de las disposiciones anteriores del registro civil que ya hemos 
. examinado. 

Contenia también esta ley el discutido articulo 21, por el 
cual se cedia a los Concejos Municipales el usufructo de los 
rendimientos o entradas que produjeran los cementerios situa- 
dos en el área municipal, disposición que fue declarada incons- 
titucional por la Corte Suprema de Justicia por cuanto violaba 
las disposiciones de un tratado internacional como era el Con- 
cordato. 

El Gobierno en esta época pensó que el hecho de dictar 
el Congreso una ley como ésta, y de que no fuera protestada 
por la Santa Sede, les permitía también dar una ley sobre el 
divorcio vincular como en efecto se presentó el proyecto res- 
pectivo en el Congreso, pero que finalmente no fue aprobado 
Como se verá en el curso de este estudio. 


También en el año de 1938, el 11 de junio, se dictó la Ley 
93, que reglamentó el derecho de inspección y vigilancia, sobre 
instituciones de utilidad comün que la Constitución confiere 
al Presidente de la Repüblica y que consistía en la facultad 
de examinar libros, cuentas y demás documentos de tales 
Instituciones y aprobar o improbar los actos o contratos de 
Clerto valor que celebraren sus representantes sobre la apli- 
Cación de rentas, inversión de capitales o destinación de bie- 
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nes para que tales actos o contratos se acomodaren al fin per- 
seguido por la institución segùn sus estatutos. 

La ley consideraba como instituciones de utilidad común 
todas aquellas entidades que destinan un patrimonio determi- 
nado a una cierta finalidad social, sin ánimo de lucro. 

A esta ley quedaban también sometidas las instituciones 
de utilidad comün que hubieren tenido origen en un acto de 
voluntad de los particulares aunque no recibieren auxilio del 
"Tesoro Publico. Sin embargo, las comunidades o asociaciones 
de carácter religioso que tuvieren origen en un decreto canó- 


nico, no quedaban sujetas a las disposiciones de la Ley a me- . 


nos que recibieran auxilios del Tesoro Publico. 


Esta Ley contenía el discutido artículo 16, que decía que 
"cuando se compruebe que el representante o representantes 
de alguna institución de utilidad comün han violado sus es- 
tatutos o reglamentos, o las leyes, ordenanzas, acuerdos o 
decretos relacionados con la institución, o que hayan efectua- 
do actos con fines distintos de aquellos para los cuales iue 
creada, el Gobierno podrá decretar o pedir su separación, sin 
perjuicio de las demas sanciones a que haya lugar conforme 
a la ley". 

El Nuncio Apostólico contradijo esta disposición en cuan- 
to que el Gobierno por medio de ella podía decretar la separa- 
ción de eclesiásticos gue dirigieren instituciones de utilidad 
común en los casos contemplados en este artículo; sin em- 
bargo, en este caso no se demandó por inconstitucional el 
respectivo artículo de la ley, lo cual sí se hizo respecto de la 
ley sobre cementerios. 


13. La Ley sobre cementerios y la sentencia 
de la Corte Suprema. 


Según el artículo 50 de la Constitución, “El Gobierno po- 
drá celebrar con la Santa Sede convenios sujetos a la posterior 
aprobación del Congreso para regular sobre bases de recípro- 
c2, deferencia y mutuo respeto, las relaciones entre el Estado 
y la Iglesia Católica”. 

Este fue el artículo redactado en la reforma de 1936 con 
el objeto de que los concordatos que se celebraran con la San- 
ta Sede guedaran sujetos a la posterior aprobación del Con- 
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greso, y no como sucedía en la Constitución de 1886 para los 
cuales no se exigía expresamente este requisito aün cuando 
ya sabemos que el concordato de 1887 y el adicional de 1892 
fueron sometidos al control político del Congreso. | 


La Corte Suprema de Justicia dijo acerca de dicho ar- 


tículo 50 lo siguiente: “Consagra el constituyente el principio 


de que las relaciones entre 1a Iglesia y el Estado han de regirse 
por medio de convenios entre estas dos altas partes. Aunque 
es verdad que la declaración está redactada en forma potes- 
tativa, no da sin embargo lugar a duda sobre que el propósito 
del constituyente es el de que se someta a convenios aproba- 
dos por el Congreso todos los asuntos que interesen a las re- 
laciones de la iglesia y el Estado. Se establece, pues, para 
regular esas relaciones el régimen concordatario”. 


Continuò diciendo la Corte: 


“Al disponerse tal cosa se determina también que la 
iniciativa en materia de leyes que afecten dichas re- 
Jaciones se sujeta al procedimiento de los pactos 0 
convenios que se celebran entre la nación colombiana 
y los gobiernos de otros países, desde que a la Santa 
Sede Apostólica se le reconoce constitucional e inter- 
nacionalmente una jerarguía de estado en sus rela- 
ciones con los demás soberanos. 

“Consecuente de esa. previsión constitucional es la de 
que las cuestiones entre la iglesia y el Estado colom- 
biano han de regirse por medio de pactos o conve- 
nios” 1. 

Con la Santa Sede existía al respecto el concordato de 31 
de diciembre de 1887, aprobado por la Ley 35 de 1888, en el 
Cual se acordó que todo lo concerniente a cementerios se arre- 
glaría entre el Gobierno y los ordinarios diocesanos, y en caso 
de discordia, el asunto se sometería a un acuerdo especial en- 
tre la Santa Sede y el mismo Gobierno. 


En la Convención adicional al concordato, aprobada por 
la Ley 34 de 1892, se estableció como regla general que todos 
los cementerios que existían en el territorio de la República, 
con excepción de los que fueren de propiedad de individuos o de 
entidades particulares, serían entregados a la autoridad ecle- 
Slástica, que los administraria y los reglamentaría indepen- 


dientemente de la autoridad civil. 
inn 


1 Sentencia de 18 de marzo de 1941. Gaceta Judicial, Tomo L, 


Nos, 1961 y 1969, p. 761. 
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Por el Artículo 19 de esta misma Convención adicional la 
Iglesia reconoció al Estado el derecho de visitar los cemente- 
rios en lo tocante a la higiene; de dictar reglamentos de po- 
licia en casos extraordinarios, verbigracia, de epidemia; y de 
pedir la sepultura en ocasiones también excepcionales, como 
el abandono de cadáveres, de acuerdo con la autoridad ecle- 
siástica. Si lo requiriere la comisión de un delito, el orden pú- 
blico, o cualquier otro conflicto, la autoridad competente ten- 
aría el libre acceso 2 los cementerios. 


Vigentes estas disposiciones concordatarias, el Congreso 
de 1938 dictó la Ley 92 de 1938, la cual dispuso acerca de los 
cementerios que los Alcaldes intervenían en la inhumación de 
cadáveres en los cementerios, que los Concejos Municipales te- 
nían derecho a percibir los rendimientos o entradas que por 
cualquier concepto produjeran los cementerios situados en el 
área municipal, dándoles la nuda propiedad de esos cemente- 
rios; que las dichas entradas se incluirían en el presupuesto 
municipal y se destinarían a la mejoría de los cementerios mu- 
nicipales; y finalmente por el articulo 23 se disponía que los 
concejos dispondrian que los servicios religiosos de los cemen- 
ierios se prestaran en arraonía con las prácticas religiosas 
del pais, sin que ello motivare desacuerdo con mandatos le- 
gales vigentes al respecto, reconociendo a favor del parroco 
los eraolumentos acostumbrados para estos servicios religiosos. 


Esta ley fue acusada ante la Corte Suprema de Justicia 
por el abogado Luis Carlos Corral, en acción pública de in- 
constitucionalidad, por las razones siguientes: 


“El espíritu del legislador fue el de dar a los munici- 
pios la dirección plena de los cementerios, por medio 
de ley, pero es indiscutible gue previamente había 
necesidad de modificar el instrumento concordatario 
que habia creado esa situación jurídica...". 


“Es perfectamente indiscutible que en virtud del pac- 
to concordatario se reconoció a la Iglesia Católica 
una suma de derechos sobre los cementerios existen- 
tes en el país, con un título tan justo como un tra- 
tado internacional, aprobado por ley de la República; 
y de consiguiente, la ley acusada, al desconocer esos 
derechos, viola el precepto constitucional aludido. 
Además es principio universal de derecho, tanto in- 
ternacional como privado, que los pactos y contratos 
bilaterales no pueden modificarse o alterarse sino 
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por el mutuo acuerdo de las partes y llenando las 
normalidades de rigor (pacta sunt servanda), y en 
consecuencia, si se llegare a cumplir la ley acusada 
quedarían desconocidos y vulnerados derechos que 
emanan del pacto concordatario, por voluntad de 
una sola de las altas partes contratantes, lo que im- 
plicaría una flagrante violación de derechos adqui- 
ridos...". 


“Las disposiciones de la ley acusada implican viola 
ción del texto constitucional citado, en dos sentidos, 
a saber: a) En cuanto por medio de la ley se trata de 
dirimir, dado el supuesto qeu la misma ley establece, 
cuestiones relativas al derecho real usufructo, que 
sería de competencia del Organo Judicial; y b) En 
cuanto que con desconocimiento de la atribución 
conferida al Presidente de la República por el artículo 
116 de la C. N., para dirigir las relaciones exteriores, 
el Congreso —motu propio— ha intervenido en asun- 
tos propios del régimen concordatario que están 
atribuidos al Presidente de la República... .”. 


La Corte Suprema de Justicia, ante esa demanda, consideró 
en primer término lo siguiente: 


“Teniendo la iglesia Católica, por virtud del Concor- 
dato, la administración de los cementerios, y siendo 
constitucionalmente los asuntos tocantes con las re- 
laciones entre el Estado y la Iglesia propios de pactos 
internacionales, es contrario a la norma ya comen- 
tada del Estatuto, artículo 50, el que se expidan leyes 
como la acusada, sin origen en un acuerdo previo de 
las partes. Atribuída constitucionalmente al Organo 
Ejecutivo la celebración de Convenios con la Santa 
Sede, la Ley 92 de 1938, en sus disposiciones acusa- 
das, quebranta asimismo el precepto del artículo 71, 
numeral 20 de la Carta, que prohibe al Congreso in- 
miscuirse por medio de resoluciones o de leyes en 
asuntos que son de la privativa competencia de 
otros órganos del poder”. | 


En consecuencia de estas premisas, la Corte declaró inexe- 
quibles los artículos de la Ley 92 de 1938 que se oponian a lo 
dispuesto en el Concordato por cuanto los artículos acusados 
de esa Ley se referían a asuntos que atafifan, en una u otra 
forma, con la administración de los cementerios, que le fue 
encomendada a la Iglesia por el Concordato de 1887, artículos 
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que encontró inconstitucionales por ser violatorios de los 
artículos 50 y 71 de la Constitución !. 


La sentencia no dejó contentos a los liberales del gobier- 
no, pero no tuvieron más remedio que aceptarla. Al cabo de 
los años han aflorado las críticas de Antonio Rocha, a quien 
correspondió “colaborar con el Congreso” (de 1938) en el es- 
tudio y expedición de la Ley 92 de ese año sobre cementerios ?. 


Esta ley, según Rocha, era de aquellas con las cuales los 
liberales empezaron a “recuperar para el Estado la adminis- 
tración... de los cementerios”. 


Dice ahora Rocha que la Corte “confundió lamentable- 
mente un Convenio o Concordato con la Carta Fundamental l 
de la República y que declaró inconstitucional una ley común”, 
lo cual fue, para él, un error, que explica de la siguiente ma- 
nera: 


“El presidente López Pumarejo también trabajó en 
la solución de problemas similares que abocó el Con- 
greso, como el registro civil y la vigilancia de ins- 
tituciones de utilidad común y beneficencia, que eran 
temas del Concordato a la par del de cementerios, 
y todas ellas y ei de matrimonios eran y siguen sien- 
do constitucionalmente legislables por el Congreso 
en su soberanía y autonomia, independiente del Eje- 
cutivo. Aquel no pierde atribuciones por razón de 
un Tratado Internacional, pero sì al legislar sobre 
esas o similares materias, viola por algún aspecto 
el tratado, no es la H. Corte el órgano estatal lla- 
mado a remediar la violación a la norma del Con- 
trato o Tratado y menos a petición de un particular 
como sucede con las demandas de inexequibilidad 
por inconstitucionalidad, sino el país Estado, aqui 
la Iglesia, con quien se baya celebrado y comprome- 
tido solemnemente la fe pública. Más aún, a esa 
política negativa o de omisión de no violación del 
contrato o tratado, está igualmente y no menos com- 
prometido el mismo Congreso por razón de haber 
aprobado el Acto-Contrato en forma de ley. Son 
otras las vías y otras las entidades, Corte Interna- 
cional de Justicia de La Haya, por ejemplo, las lla- 
madas a conocer y fallar esas demandas, pero a pe- 


1 Sentencia citada de 18 de marzo de 1941. 
2 Antonio Rocha, artículo citado, Aquello del mutuo sosti: etc. 
en el Magazin Dominical del 15 de junio de 1975. 








LA POSICION DE LA IGLESIA ANTE LOS GOBIERNOS LIBERALES 857. 


tición, no de un particular, como decía, sino de los 
Estados partes en el Tratado Internacional. 


^W] Concordato no forma parte integrante de la 
Constitución Nacional para que ia Corte Suprema 
pueda declarar la inconstitueionalidad de una ley 
que le sea contraria, ni la Carta fundamental le 
ha conferido esa atribución, ni como función gene- 
ral ni como cosa. especial, ni es el Tribunal Inter- 
nacional a donde pueden recurrir, según el derecho 
así llamado, las naciones o Estados partes de un 
convenio o tratado; ni la Ígiesia, a quien la Consti- 
tución sefiala como parte contratante con el Estado 
en e] artículo 53, le ha pedido: protección jurídica 
a la Corte Suprema”. 


Pero no cabe duda de que una ley interna que viole un 
Tratado Internacional previamente perfeccionado conforme a 
la Constitución, es ley inconstitucional, y es competente la 
Corte Suprema para declararlo así, sin perjuicio del derecho de 
la otra alta parte contratante, de pedir y obtener ante Tribu- 
nal Internacional la reparación por el incumplimiento del 
Tratado * 


14. La posición de la Iglesia colombiana ante 
los gobiernos liberales. 


Como síntesis de este capítulo podemos decir que a partir 
de 1930 1a Iglesia Católica se declaró en franca oposición con- 
tra los gobiernos liberales. Tenuemente ante el Presidente 
Olaya Herrera, quien evitó toda medida anticlerical, pero con 
fuerza creciente durante el gobierno del Presidente López, la 
Iglesia continuó la alianza con el partido conservador y contra 
las ideas liberales dominantes. 

En el periodo presidencial de López fueron abrogadas de 
la Constitución las normas que institucionalizaban la Iglesia 
y le reconocían sus privilegios. El gobierno cuestionó fuerte- 
mente el derecho de los eclesiásticos para luchar contra las 
leyes que les eran desfavorables y contra el apoyo abierto del 
partido liberal al comunismo. 

No solamente se despoió a los jesuítas del Colegio de San 
Bartolomé por ley de 1937, sino que se intentó recortar aün 





1 El examen profundizado de este punto se halla en la obra de 
German Cavelier, El. Régimen Jurídico de los Tratados Internacionales 
en Colombia, 2? edición, Bogotá, 1985. 
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más las prerrogativas de la Iglesia en punto a cementerios y 
a controlar sus actividades a través de la vigilancia de las ins- 
tituciones de utilidad comün 


En 1944 el Ministro Rocha nombró rector de la Universi- - 
dad Nacional a un cripto-comunista y no hizo caso de la 
protesta de los obispos. El Presidente López lamentó que la 
Iglesia se mezclara en política so pretexto de combatir el co- 
munismo a pesar de que él declaró siempre que aceptaba el 
libre examen de sus actos de gobierno. 


La semilla del odio a la Iglesia sembrada por los liberales 
vino a tener una tangible manifestación durante los distur- 
bios del 9 de abril de 1948, cuando se incendiaron las casas 
del Arzobispo y del Nuncio, numerosos colegios y universida- 
des católicas, casas y conventos de religiosos católicos, y en 
general se atacaron los bienes eclesiásticos y lo que ellos sig- 

nificaban. 

La Iglesia condenó entonces de nuevo al liberalismo como 
aliado del comunismo, ahora convertido en el principal ene- 
migo de la Iglesia !. 


15. Epilogo a la reforma constitucional de 1936: Examen 
retrospectivo de Echandía sobre el problema religioso. 


En unas conferencias pronunciadas en 1956, veinte años 
después de la reforma constitucional de 1936, el antiguo Mi- 
nistro Darío Echandía hizo un examen de la reforma consti- 
tucional de 1936 bajo el título "De Hegel a Marx y filosofía 
de un cambio (la reforma constitucional de 1936)", en el cual 
se refirió al hecho religioso en la siguiente forma: 


“La religión, un hecho externo 


“La totalidad de la expresión de la libertad religiosa 
está, pues, en el artículo 16 de la Declaración de los 
Derechos Humanos, cuando dice que la libertad de 
religión consiste en la libertad de cambiar de re- 
ligión o de creencia, la libertad de manifestar esa 
religión o esa creencia individual o colectivamente, 
en püblico y en privado, por la ensefianza, la prác- 
tica, el culto y la observancia. 


1 La Iglesia colombiana en el período 1930-1962, por Rodolfo Ro- 
mán de Roux, en Historia General de la Iglesia en América Latina, 
ob. cit., p. 517. 











EPILOGO A LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1936 859 


“La religión entonces si es un hecho esencialmente 
externo. Claro que se basa en un elemento subjetivo, 
en la adhesión a la creencia, y además en la práctica 
de la moral. Pero si no se manifiesta externamente, 
no se puede decir que sea moral. Eso es cierto en la 
religión cristiana, mahometana o budista. Debe ma- 
nifestarse siempre en actos externos de culto. 


“El principio de este artículo 16 de la Constitución 
Universal, parece extraño. Fue aceptado por las Na: 
ciones Unidas, es decir, por los países en que la Or- - 
ganización Mundial se divide y que obedecen a teo- 
rías püb'icas, políticas y sociales contradictorias; 
fue aceptado por los Estados Unidos, por Rusia, por 
países demócratas y totaliltarios. ¿Cómo se explica?... 
Fue aceptado por Francia, el país laico francés, y 
por la Unión Soviética. cuya Constitución dice que 
se garantiza la libertad de creer o de no creer, la 
libertad de propaganda religiosa y  antirreligiosa. 
Seria interesante preguntar por qué ideologías tan 
opuestas llegaron a ponerse de acuerdo sobre una 
concepción tan neta, que está tan dentro del con- 
cepto liberal y de la democracia liberal. 


“Se dice que en una de las sesiones del Comité que 
redactó esta Declaración de principios, alguien que 
entró al salón donde estaba reunido, preguntó: ¿Se 
han puesto de acuerdo en la Declaración?; y le con- 
testaron: sí, nos hemos puesto de acuerdo, pero si 
nos preguntan por qué, inmediatamente empieza el 
desacuerdo... | 


*Colombia una fórmula liberal 

“En esa materia de la libertad religiosa ¿qué dice 
nuestra Constitución del 86? Dice que nadie será 
molestado por razón de sus opiniones religiosas. El 
artículo agrega que nadie podrá ser compelido por 
las autoridades a profesar creencias ni a observar 
prácticas contrarias a su conciencia. | 


“Esa fórmula es propiamente la fórmula liberal. Es 
permitido el ejercicio de todos los cultos que no sean 
contrarios a la moral cristiana ni a las leyes. Los 
actos contrarios a la moral cristiana o subversivos 
del orden püblico que se ejecuten con ocasión o pre- 
texto del ejercicio de un culto, quedan sometidos al 
derecho püblico. Perfecto también. No hay que equi- 
vocarse sobre ei alcance o sobre la limitación de ac- 
tos contrarios a la moral cristiana. 


“¿Cuál es la moral cristiana? Para un cristiano es 
el principio que se deriva del dogma cristiano. Pero 
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la moral cristiana es la moral universal, la moral 
del Occidente. La adopción de esa fórmula es, así, 
fácilmente comprensible, pues se habría podido de- 
cir “contraria a las finalidades de la sociedad, a la 
moral cristiana y al orden público”. De modo que, 
según los artículos 30, 39 y 40, no hay duda de que 
la Constitución del 86 presenta una norma amplisi- 
ma, en mi concepto perfecta, para consagrar la liber- 
tad de conciencia, de culto, o, para ser más exactos, 
la libertad de religión. 


“““Los actos contrarios a la moral cristiana o subver- 
sivos del orden públiro que se ejecuten con ocasión 
o pretexto del ejercicio de un culto. quedan some- . 
tidos al derecho común”. En este inciso quiere de- 
cirse que no pueden practicarse públicamente los 
cultos distintos al católico. Si no los permitiera el 
texto constitucional, no tendría por qué decir “que 
se ejecuten”, ni añadir que se someterán al derecho 
público cuando sean subversivos o contrarios del or- 
den público. Si se trata de actos privados, el Estado 
no puede llegar hasta allí, hasta ese extremo. 


“El texto de la Constitución del 86 incluía la liber- 
tad de practicar los cultos distintos del culto cristia- 
no y del católico. Aunque se ha querido dar a enten- 
der, inclusive en la reforma del 36. que el gobierno, 
la ley, puede establecer restricciones al ejercicio de 
los cultos, eso es claramente contrario a la Consti- 
tución. Esta no puede establecer restricciones sino 
por motivos de orden público o moral. Lo mismo que 
dice el Código Civil con los contratos. 


“Libertad de conciencia 


“Naturalmente antes de estos dos artículos, la Cons- 
titución del 86 establecía en el artículo 31: 


‘““La religión católica, apostólica y romana es la de 
la nación; los poderes públicos la protegerán y ha- 
rán que sea respetada como esencial elemento del 
orden social. Se entiende que la iglesia católica no 
es oficial ni será oficial y conservará su indepen- 
dencia”. 


“Las disposiciones sobre libertad religiosa fueron 
modificadas en el año 36. El artículo 53 de la Cons- 
titución actual dice: 

“Bl Estado garantiza la libertad de conciencia. Na- 
die será molestado por razones de sus opiniones ni 
compelido a profesar creencias ni a observar prácti- 
cas contrarias a su conciencia. Se garantiza la li- 
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bertad de todos los cultos que no sean contrarios a 
la moral cristiana ni a las leyes. Los actos contrarios 
a la moral cristiana o subversivos del orden publico, 
que se ejecuten con ocasión o pretexto del ejercicio 
de un culto, quedan sometidos al delito comun. El 
gobierno podrá celebrar con la Santa Sede conve- 
nios sujetos a la posterior aprobación del Congreso, 
regulados sobre las bases de recíproca referencia y 
mutuo respeto entre el Estado y la Iglesia”. 

“Este artículo, el 53, es la doctrina de la Iglesia ca- 
tólica: nadie será compelido a profesar creencias ni 
a observar prácticas contrarias a su conciencia. Se 
garantiza la libertad de todos los cultos, que no sean 
contrarios a la moral cristiana ni a la gente. 


“La Iglesia y el Estado 

“¿Ha sido siempre esta la doctrina de la Iglesia ca- 
tólica?... Sobre eso se ha discutido mucho. Se ha 
dicho, inclusive, que a partir de las revoluciones del 
siglo XVIII, no ha habido otra libertad que se haya 
afirmado con más insistencia y con más frecuencia, 
universalmente, que esa libertad religiosa. Ni ha ha- 
bido libertad que haya sido más violada por Estados 
de.cierta tendencia. Los revolucionarios franceses 
del 89 hicieron la Declaración de Cultos y dictaron 
la ley de la Constitución, que, desde muchos puntos 
de vista, es un atropello manfiesto a la libertad de 
conciencia, a la libertad religiosa y a la libertad de 
culto. | M 


^Por otra parte, la teoría de la Iglesia católica res- 
. pecto a la independencia de la iglesia es bien cono- 
 cida y hace parte de las relaciones de la Iglesia con 
el Estado. Para la iglesia católica, tanto el Estado 
como la Iglesia son sociedades perfectas. En su orden 
ninguna está sometida a la otra; son independientes 
el Estado y la Iglesia. Se distinguen por sus fines: 
el Estado tiene una finalidad y la Iglesia otra. ¿Pero 
el fin de la Iglesia es de orden superior del Estado? 


- Evidentemente, la doctrina cristiana tiene una fi- 


nalidad social, pues se refiere a la vida espiritual y 
a la vida eterna; por lo consiguiente, esto establece 
una especie de subordinación de fines. Esa doctrina 
está expresada en la Constitutción del 86, cuando 
dice que la religión católica debe ser respetada, como 
especial elemento del orden social. Naturalmente, 
sobre là base del reconocimiento de que esa es la re- 
ligión profesada por los colombianos. 
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“¿Puede decirse que eso es contrario a la libertad 
de cultos? Establecer, no digamos un privilegio, pero 
sí una preeminencia en favor del Estado, para el apo- 
yo del Estado, de una religión sobre las demás ¿es 
contrario a la libertad de conciencia? Es de anotar 
que esta disposición, a diferencia de los demás ar- 
ticulos tocados por la reforma del 36, no incluyó 
aquello de que la religión católica es la de los co- 
lombianos, que los poderes püblicos la representan, 


la protegen para que sea respetada sin que pierda 


su independencia, es decir, que dependa de la jerar- 
quía eclesiástica, del Estado. Ese es un régimen que 
ha existido en Francia. El régimen concordatario 


empezó en la Revolución, en el año 1802, y no se. 


acabó sino con la “ley de separación", un siglo des- 
pués. 


“Aqui también, en tiempo de la Colonia, el rey nom- 
braba los obispos, lo mismo que en los países latino- 
americanos que no acabaron con el patronato, que 
no rompieron con la Iglesia, como lo hizo este país, 
donde está. por lo menos teóricamente, vigente el 
régimen concordatario. Claro que la mayor parte de 
los países tienen relación con el patronato y con la 
Santa Sede. Estc, donde no hay régimen concordata- 
rio sino régimen de patronato. Aqui la Constitución 
del 63 establece, como una de las garantias indivi- 
duales consagradas, segün el ordinal 16, del artículo 
15, la profesión libre, pública y privada de cualquier 
región, con tal de que no sean incompatibles con 
la soberanía nacional, con tal que no tengan por 
objeto turbar la paz publica. 


“Esa restricción es la misma en las Constituciones 
del 86 y del 36, que no hablan sino de los hechos 
incompatibles con la soberanía nacional o que ten- 
gan por objeto turbar la paz pública. Ambas razones, 
o ambas limitaciones, se reducen al orden público; 
no se mencionan los hechos contrarios a la moral; 
no se habla nada de la religión como religión privi- 
legiada, que debe ser especialmente protegida por 
el Estado. Tampoco es que esto sea la revolución de 
los colombianos... Aquí hubo una ley que tampoco 
es defensable desde el punto de vista de la libertad 
religiosa, la famosa “ley de tuición”, que todos re- 
cuerdan: inspección sobre los cultos con la finalidad 
teórica de impedir que la propaganda religiosa aten- 
tara contra la paz y contra el orden público. En rea- 
lidad, en mi concepto, una disposición tiránica, que 
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tenía por objeto impedir la divulgación de determi- 
nadas doctrinas. 

“Una materia difícil ; 

“Tenemos dos ejemplos para continuar en el análi- 
sis: Francia y nosotros consagramos el principio de 
la ley religiosa con tal implitud, tanto en la Consti- 
tución del 63 —aquí—, como en la Declaración de 
los Derechos del 89, en Francia, que fue violada. 
¿Cuál es la explicación de eso? La explicación, como 
ya habíamos dicho, es histórica: la cuestión de la 
libertad de conciencia y de la libertad religiosa fue 
un principio en conflicto con la Iglesia Católica, 
desde la reforma religiosa del siglo XVIII; lo fue 
igualmente en el siglo pasado. ¿Por qué? Es que la 
materia religiosa es especialmente difícil e inflama- 
ble. En lo que se refiere al pensamiento y a la con- 
ciencia tiene caracteres especiales. Desde que se tra- 
te de religión de adhesión a un dogma religioso, la 
resultante natural es la no transigencia. Los que 
adhieren a una religión lo hacen como la expresión 
de la verdad. Esto es característiċo de la opinión re- 
ligiosa. 

“En esa materia el hecho histórico más importante 
es el de la persecución a la religión cristiana en el 
mundo antiguo. ¿Por qué persiguieron a los cristia- 
nos? Porque se consideraba que el orden politico y 
social del imperio estaba basado sobre una religión. 
Y que todo lo que tendiera a menoscabar el funda- 
mento, a destruirlo o debilitarlo, destruia el orden 
social y politico del Imperio. 

“¿Qué pasa en el mundo moderno?... Exactamente 
lo mismo. En el antiguo régimen de los países cató- 
licos, los que se defendieron de la reforma protes- 
tante, aquellos en donde no penetró la reforma pro- 
testante, como España, como Francia, como Italia, 
había una unión estrecha entre la iglesia Católica 
y el Estado. En realidad, ideológicamente el Estado 
se fundaba sobre la creencia religiosa. Recordemos 
el derecho divino de los reyes... Entonces ¿qué pa- 
so? Si se trataba de destruir ese régimen, el primer 
choque tenía que ser naturalmente con las creen- 
cias religiosas. Lo fue; esa es la historia entre las 
relaciones de la Iglesia y el Estado durante el siglo 
pasado. La expresión de ese choque, de ese vuelco la 
tenemos aquí en la Constitución del 63 que simple- 
mente garantiza en términos generales la libertad 
de conciencia en el ejercicio de todos los cultos, es 
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decir, incluyendo el católico, que era el que existía 
práctica y realmente en el país. No tanto en ella sino 
en la “ley de tuición" hay que inspeccionar el ejer- 
cicio del culto para evitar que derive, que surja una 
politica contraria a la seguridad del Estado, o sim- 
plemente à las conveniencias del régimen. 


“Evolución del Estado 


“Ese pensamiento, esta manera de despejar y de re- 
solver el problema de la libertad religiosa en el siglo 
pasado, puede decirse que es una aplicación del prin- 
cipio general, del criterio del Estado liberal, del Es- 
tado individualista predominante en-materia econó- 
mica y social, en el siglo pasado, que se ha modificado - 
en este siglo. Es decir, este cambio de rumbo que 
hemos notado en nuestro siglo respecto a la concep- 
ción del Estado liberal, de los derechos individuales, 
ha tenido efecto también sobre la idea y el principio 
de libertad religiosa, de cultos y de conciencia. Esto 
no aparece en los textos. Ustedes pueden ver en la 
reforma del 36 cómo se modificó el concepto econó- 
mico del Estado liberal y social, e inclusive la idea 
misma de los derechos individuales, no como garan- 
tías del Estado al ejercicio de libertades públicas, 
sino como acción positiva del Estado para poner al 
pueblo en condiciones de ser libre. En materia reli- 
giosa no parece que se haya realizado una evolución 
semejante, como intervención del Estado. Al contra- 
rio, sí hay reacción contra eso. 

“Es curioso: mientras la intervención del Estado 
francés en materia religiosa fue la ley de la Consti- 
tución civil del clero, manifiestamente abusiva y con- 
traria de la libertad de cultos, entre nosotros su 
expresión fue el culto de la Federación, la ley de 
tuición, la inspección del culto católico. Todo lo con- 
trario. Mientras en ese punto se hubieran escanda- 
lizado de una intervención del Estado en la econo- 
mía privada para fines sociales, en lo religioso si 
intervino inmediatamente el Estado. ¿Para qué? Pa- 
ra irenar la propaganda religiosa de ia Iglesia ca- 
tólica. En Francia no había problemas judíos, ni 
problemas protestantes. Entonces, ¿en qué consistía 
el problema católico? Pues en que la Iglesia había 
estado aliada en el pasado con un sistema político 
que se trataba de destruir y que se destruyó en efec- 
to. Y aqui también, lo mismo que en los países pro- 
testantes. Acuérdense del asunto de Irlanda, ese pro- 
blema religioso o conflicto entre el gobierno inglés 
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y los católicos de Irlanda, equivalente a una libertad 
poco realizada. | 


“Legislación Canónica y Legislación Civil 


“Desde el punto de vista de la pura libertad de con- 
ciencia, de la pura libertad religiosa, se puede decir 
que la legislación canónica si forma parte de la civil, 
y que la instrucción pública debe organizarse como. 
dice el Concordato. De modo que tenemos abuso de ' 
parte de la izquierda, digamos de la izquierda liberal 
entre nosotros, explicable aquí como una reacción 
de los conflictos religiosos del siglo pasado. En Otras 
| partes, por ejemplo en Inglaterra respecto de Irlan- 
da, se explica por la simple tradición de la lucha 
entre católicos y protestantes. Pero, ¿cuál será aquí 
el aleance? Como queda visto en los textos, en las 
declaraciones de principios, no se ve diferencia, en 
este siglo y medio, en los principios de la libertad, 
ni en la práctica, porque no se ha cumplido siempre 
la libertad religiosa. Si en los textos ha habido cam- 
bio, en principio ¿cómo se interpretan estos textos? 
¿La reforma constitucional del 36 señala, marca un 
espíritu distinto para enfocar el problema religloso 
que el que presenta, por ejemplo, la Constitucion 
del 63, o simplemente que el indicado por la afini- 
dad política de los partidos antes del año 36? En mi 
concepto, sí: los partidos se pusieron de acuerdo en 
el régimen concordatario. Realmente, la intención 
del constituyente —se ve clara por la forma como 
està concebido el articulo pertinente—, es la de que 
se proceda a hacer una reforma concordataria. No 
se trata de desconocer, unilateralmente, el Concor- 
dato, puesto que se estableciò expresamente que las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado podrian regir- 
se por el sistema concordatario. ¿Había un pacto 
concordatario? Sí, fundamentalmente, y conforme a 
los derechos internacionales, no se podía romper 
unilateralmente. 


“Por otra parte, se aceptó que el Concordato regia 
las relaciones Estado-Iglesia y que se podía buscar 
la manera de actualizarlo o modificarlo. ¿No les pa- 
rece eso completamente contrario al espíritu de la 
Constitución del 63? Evidentemente. ¿Hay o no acuer- 
do en el reconocimiento de un hecho, del hecho de 
que la gran masa, la casi totalidad de la población 
profesa una religión que es la católica? Esto debe 
tener unas consecuencias jurídicas. No expresa la. 
Constitución del 36, como lo expresaba la del 86, pe- 
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ro reconoce tales consecuencias jurídicas desde el 
momento en que se reconoce ese hecho, como dicen 
los franceses, "La fe pontificial", el hecho católico, 
y para resolverlo se acepta el medio de los pactos 
con la Santa Sede, los Concordatos. 


“De parte del Estado en Colombia ha habido una 
evolución indudablemente. El contenido de libertad 
religiosa de la reforma del 36 no es exactamente el 
mismo del texto primitivo del 86. Aun cuando he- 
mos visto que en los textos no hay diferencia, el con- 
tenido, el espíritu, la intención es distinta. El 36 lo 
que quiso fue clausurar la época de los conflictos 
religiosos con el concepto de que no tenían razón de . 
ser: en un país como este, donde no hay sino una 
religión y los que no la profesan no tienen religión, 
no se puede hablar de conflictos religiosos. 


“¿Es que ha cambiado también la Iglesia católica? 
Pues en los principios no tiene por qué cambiar. La 
Iglesia frente al Estado, desde el siglo IV hasta nues- 
giosa. La Iglesia católica es considerada divina, crea- 
da por Dios, fundada por Dios con una finalidad su- 
perior a la del Estado. Ese concepto no tiene por qué 
cambiar ni ha camhiado. Pero ¿hay un espíritu dis- 
tinto para interpretar, de parte de la Iglesia, en este 
siglo, la libertad de conciencia por la cual la Iglesia, 
ha combatido? 


"Es claro que en tiempo de los emperadores paganos, 
antes del Constantino, se decía: "Déjennos profesar 
libremente nuestra creencia y ejercer nuestro cul- 
10; no nos hagan meter en los subterráneos, en las 


catacumbas... El famoso edicto de Milán, de Cons- 


tantino, se parece a la Declaración de los Derechos 
del Hombre del 89 en Francia. no nombra a los cris- 
tianos ni él —Constantino— era cristiano. Era un 
político sagaz que vio que ya se habían acabado los 
medios de combatir violentamente un movimiento 
ideológico y que no había esperanza de triunfar en 
ese combate. Entonces resolvió aliarse con la iglesia 
y expidió el Edicto de Milán, el cual ordena que no 
molesten a nadie por la religión que profese. Como 
no nombra a los cristianos es, exactamente, la liber- 
tad religiosa, y esa era también la bandera de la 
Iglesia. ¿Se modificó después aquella posición de la 
Iglesia católica es la expresión de una creencia reli- 
tros días? Se modificó, pero eso no quiere decir que, 
teóricamente, dentro de la doctrina cristiana, el prirs 
cipio no sea el de la libertad de conciencia”, 
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CAPITULO XVI 
EL CONCORDATO ECHANDIA-MAGLIONE 
1. La reforma del Concordato de 1387. 


El gobierno liberal de Alfonso López inaugurado en 1934, 
se: propuso, respecto de la Iglesia Católica, reformar primero 
la Constitución Nacional y luego negociar con la Santa Sede 
la reforma del Concordato de 1887. 


Los liberales pensaban que varios articulos de la Cons- 
titución referentes a la Iglesia Católica, eran un obstáculo 
para reformar el Concordato, el cual no podía cambiarse sin 
modificar primero la Constitución ?. Este punto de vista era, 
equivocado pues la propia Constitución de 1886 daba al Go- 
bierno la facultad de "celebrar convenios con la Santa Sede 
Apostólica a fin de arreglar las cuestiones pendientes. y definir 
y establecer las relaciones entre la potestad civil y la eclesiás- 
tica", con los euales convenios podía cambiarse lo estipulado 
en el Concordato de 1887 sin tocar con la Constitución, aún 
restringiendo los beneficios acordados a la Iglesia en aquél 
instrumento. 

Lo que querian los liberales era derogar de la Constitu- 
ción los artículos 38, 41, 53 y 55 que les molestaban vivamente 
por cuanto daban constitucionalmente a la Iglesia una po- 
Sición jurídica respetable dentro del Estado, que los liberales 
le habían negado de 1849 a 1855 y luego desde 1863 hasta 1885, 
y la habían tornado en inicua persecución y expoliación. 

Raimundo Rivas, historiador diplomático de comienzos del 
Siglo veinte en Colombia, de la escuela radical, hasta el último 
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momento consideró que “la Iglesia Católica, aún sin ser con- 
siderada como persona jurídica internacional, ha tenido siem- 
pre una personalidad internacional propia y evidente" !, 
reflejo de las equivocadas ideas del siglo XIX que le negaban 
a la Santa Sede la personería juridica internacional. 


Pero los liberales de 1934, que seguían a López Pumarejo 
y que en el fondo deseaban “abolir el Concordato" enteramente 
para volver a la separación de la Iglesia del Estado de 1853, 
contuvieron sus impetus y como se habían ceñido en mate- 
rias constitucionales al expositor francés León Duguit, algu- 
nas de cuyas frases consignaron en la reforma constitucional . 
de 1936, no sería extraño que también hubieran aceptado el 
dictum de Duguit sobre los concordatos en general 2: “La Igle- 
sia —decía Duguit— constituye una persona de derecho de 
gentes. La cuestión hoy no es ya discutible ni discutida. Se 
puede discutir si es o no un Estado, lo cual depende de lo 
que se quiera entender por Estado. Poco importa ésto, puesto 
gue la Iglesia es ciertamente persona de derecho de gentes, lo 
que vale tanto como decir que en sus relaciones con los Esta- 
dos está sometida a las reglas del derecho internacional y 
recibe el trato propio de los Estados: está sometida a las reglas 
del derecho internacional y disfruta de sus prerrogativas, y 
los tratados que firme tienen el rango de tratados interna- 
cionales”. 

Con lo cual quedó preparada la base de la futura nego- 
ciación con la Santa Sede como persona jurídica del derecho 
internacional capaz de celebrar tratados o concordatos y de 
asumir las obligaciones resultantes de esos instrumentos. 


Quedó claro desde los debates congresionales de la. refor- 
ma constitucional de 1936 que, a la par que ésta, el partido 
liberal reclamaba la reforma o la desaparición del Concorda- 
to: “Pedir la reforma del Concordato —dice Rocha en la 
obra citada— era pues el desafío claro y manifiesto a dos 
políticas, la Vaticana y la Conservadora” ?. 


1 Historia Diplamática de Colombia. Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores, Bogotá, Imprensa Nacional, 1961, p. 512. 

2 Traité de Droit Constitutionel, Deuxieme edition, Paris, Fonte- 
maing Ed., 1921, 2 volúmenes. 

3 Antonio Rocha, Matrimonio, Educación y realidad concordataria, 
Bogotá, 1975, p. 14, 
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2. El mensaje del Presidente Lopez al Congreso de 1937 


Una vez aprobada la reforma de la Constitucion de 1936, 
el Presidente López consideró que había llegado el momento 
de iniciar la reforma del Concordato que ya no tenía funda- 
mento en algunas de las normas constitucionales que habían 
sido abrogadas, y desde el 2 de abril de 1937, la administración 
López “inició estudios para la reforma total del Concordato 
vigente de 1887" 1. 


En su mensaje al Congreso de 1937, el Presidente López 
explicó detalladamente cada uno de los puntos sobre los cua- 
les esperaba modificar el Concordato, en los siguientes tér- 
minos ?: 


“Confío, señores miembros del Congreso, que no ha- 
bra de terminar mi período constitucional sin que 
encuentre definitiva solución el problema de las re- 
laciones entre el Estado y la Iglesia Católiea ‘sobre 
bases de reciproca deferencia y mutuo respeto”, co- 
mo lo ordena el Constituyente de 1936. 


“El Ministro de Relaciones Exteriores y el Embajador 
en Roma adelantan las gestiones ante la Santa Se- 
de. Si hasta ahora el Gobierno no había creido lle- 
gado el momento de informaros sobre las bases ge- 
nerales de esa negociación, ello obedecia al deseo 
de esperar a que la opinión colombiana se diese 
buena cuenta, no por las declaraciones oficiales, si- 
no por los actos mismos de los Organos Legislativo 
y Ejecutivo, del criterio que los guía en esta materia 
y del sincero respeto que el régimen profesa por la 
religión de los colombianos. 


“Tres años de absoluta paz religiosa y de cordiales 
relaciones entre el Gobierno y la Iglesia permiten 
afirmar que los católicos no abrigan temor aiguno 
de que la reforma de los víncuios juridicos que unen 


al Estado con la Santa Sede, signifique un cambio 


de política o de condiciones para ellibre ejercicio de 
la potestad espiritual, cuyo predominio sobre 1a con- 


e 


1 Ministerio de Relaciones Exteriores, Memoria Presentada al 
Congreso Nactonal, 1941, por Luis López de Mesa, Bogotá, MCMXLI, Im- 
prenta Nacional, p. XXXIV. 


2 López Pumarejo, Obras Selectas. Compilador Jorge Mario East- 
mann, Bogotá, 1980, p. 119. 
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ciencia colombiana reconocen expresamente quienes 
representan hoy las ideas del partido liberal en el 
Poder. La aseveración ligera y maliciosa de que el 
acceso del liberalismo al Gobierno sería seguido de 
una ola de persecuciones, de humillación para la 
Iglesia y los católicos y de perversión de las costum- 
bres, no ha encontrado apoyo en la realidad. No hay 
lugar del país, por apartado que sea, en donde hasta 
los labriegos más ignorantes no la hayan visto con- 
tradicha por los actos y manifestaciones de los fun- 
cionarios públicos. | 


“Del escándalo provocado con intención sectaria 
cuando se discutía la reforma constitucional, no- 
queda nada en pie. La derogatoria o modificación 
de los artículos 38 y 41 del Título III y del Titulo 
IV del Estatuto de 1886, no se hizo con criterio dis- 
tinto del que expusieron los Constituyentes razona- 
da y justamente, en debates desprovistos de la in- 
transigencia radical y de la rigidez fanática con que 
en otras épocas se libraron furiosas batallas parla- 
mentarias que abonaron la tierra para que produjese 
sus más sangrientos frutos. 


“El reformador de 1936 quiso, previa consulta con 
el Gobierno, que no quedasen en la Carta las dispo- 
siciones que daban al Concordato un carácter ex- 
cepciona!, puesto que su modificación por los trá- 
mites ordinarios de la diplomacia no podia afectar 
los textos constitucionales que le servían de base. 
El Gobierno se hallaba en la imposibilidad de cam- 
biar los vínculos jurídicos con la Santa Sede sin una 
reforma de la Constitución de la República, y no 
ocultó que deseaba sustituirlos cuandoquiera que 
tuvo ocasión de expresar su pensamiento, ya fuese 
ante el Congreso, el pueblo, los propios jerarcas de 
la Iglesia o el Nuncio de Su Santidad. 


“Esta actitud se desprende lógicamente de la políti- 
ca general del Gobierno, que no puede aceptar para 
el Estado una sujeción contractual que lo prive del 
ejercicio soberano de su autoridad sobre la Nación 
colombiana. Más aún: no juzga equitativo que sub- 
sistan para Colombia en los convenios con la Santa 


Sede, normas menos favorables que las establecidas 


para países no más católicos que el nuestro. Es tan 
evidente esta extrafia inferioridad de condiciones 
que la misma Iglesia debió admitir que ciertos tex- 
tos de los Tratados con Colombia no podrían cum- 
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plirse sin despertar hondas resistencias entre los 
propios fieles y ser causa de conflictos. Si con el 
consentimiento de la Iglesia dejan de aplicarse esos 
textos, ¿hay alguna razón, pregunto yo, para que 
subsistan como fuente de dificultades o como si- 
miente de malas interpretaciones, o como pregón 
permanente de la subordinación del Estado colom- 
biano a Roma? Y si subsisten para hacerlos efectivos 
en otras ocasiones, ¿sería actitud prudente de un 
Mandatario conservarlos, a conciencia de que no 
deben llevarse nunca a la práctica? 


“En cuanto a la educación, el Gobierno abunda en 
el espíritu de la disposición constitucional, que reza: 
'Se garantiza la libertad de ensenanza. E] Estado 
tendrá, sin embargo, la suprema inspección y vigi- 
lancia de los institutos docentes, püblicos y priva- 
dos, en orden a procurar el cumplimiento de los fines 
sociales de la cultura y la mejor formación intelec- 
tual, moral y fisica de los educandos'. Pero la libertad 
de ensefianza es incompatible con las disposiciones 

. concerdatarias vigentes, que someten la instrucción 
a la suprema vigilancia e inspección de la Iglesia 
en forma ilimitada, vaga, propicia a conflictos, y 
que parece autorizarlos y buscarlos. Y los artículos 
12, 13 y 14 del Concordato de 1887, podrían inter- 
pretarse como el establecimiento de la educación 
confesional obligatoria para católicos y no católicos. 
En general, la arquitectura del Concordato responde 
a un concepto semiteocrático del Estado, que le agre- 
ga funciones de policía sobre la conciencia pública 
y le resta independencia para las suyas propias; 
concepto irrealizable hoy, cuando ha desaparecido 
la base política sobre la cual se pactó. 





“El Gobierno actual entiende respetar fielmente la li- 
bertad de enseñanza y por lo tanto ha declarado que 
no organizará una educación dirigida e inflexible co- 
mo la que se impone en los Estados totalitarios, al 
conceder privilegios a escuelas filosóficas o políticas 
que forman una juventud de conciencia uniforme y 
encaminada a fines sociales prefijados. Al reconoci- 
miento expreso o tácito de la realidad religiosa colom- 
biana hecho por el Poder Público, deben corresponder 
las facilidades para la enseñanza de la religión católi- 
ca; pero el Estado no podrá impedir o proscribir la en- 
señanza libre de materias, principios o sistemas fi- 
losóficos que carezcan de la aprobación dogmática 
de la Iglesia, La Universidad debe estar abierta a la 
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investigación sin límites confesionales. El Estado no 
puede extender sus funciones de inspección sobre la 
educación privada hasta prohibir la ensefianza de 
determinados sistemas, ni privar de esta garantia a 
la Iglesia Católica contra cualquier intervención abu- 
siva, hecha con un espíritu no ya liberal, sino perse- 
guidor o ateo. Debe ser completa la libertad de todo 
colombiano para educarse bajo la protección de los 
principios católicos, sin ser hostilizado, ni agraviado, 
ni molestado por los órganos del Poder Püblico, que 
tampoco agraviarán, molestarán u hostilizaran a 
quien los adopte. En una palabra, la libertad de en- 
señanza, por la cual ha librado la Iglesia más de 


una batalla, ha de practicarse honradamente entre - ; 


nosotros, sin que la escuela, el colegio o la Univer- 
sidad pagados por los contribuyentes, sean barrica- 
das contra los sentimientos religiosos de católicos 
o protestantes o librepensadores. 


“El Concordato de 1887 y las convenciones posterio- 
res fueron más allá del pensamiento del constitu- 
yente de 1886 en las reiaciones entre las dos potesta- 
des. Los católicos, después de una época de violencia, 
sólo deseaban un acuerdo que evitara colisiones e in- 
tervenciones de un poder dentro de 1a órbita del otro. 
Querian, como quiere la Iglesia en todos los países, 
con rarisimas excepciones —entre las cuales Colom- 
bia no desearía tener el privilegio de contarse—, 
libertad de enseñanza y libertad de cultos. Pero el 
Concordato fue negociado cuando la Regeneración 
entraba bajo el dominio franco de la oligarquía con- 
servadora, y el espíritu y la letra de la Carta de 1886 
habian sido suplantados por las disposiciones tran- 
sitorias. La voz del catolicismo tradicionalista y re- 
cio de Antioquia, llevada por don José Domingo 
Ospina Camacho en los debates de la Constitución, 
no difiere mucho en esta materia del pensamiento 
liberal de 1936. Al rechazar el señor Ospina Camacho 
una intervención de las bases de la reforma que pre- 
tendía atribuir a la Religión Católica carácter ofi- 
cial, decía: 'Lo primero es una extensión de signi- 
ficado que debo rechazar, porque la frase misma no 
admite semejante interpretación, y porque los catò- 
licos desechamos como innecesario y hasta inconve- 
niente el dar al catolicismo el carácter de religión 
oficial en Colombia. Nosotros creemos que la religión 
católica es, en sus dogmas y en su moral, verdad 
absoluta, y que, de consiguiente, tiene en sus mis- 


mas doctrinas fuerza suficiente para imponerse por 
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medio del convencimiento y de la persuación a todos 


los espiritus. Ella no necesita de la violencia, ni ne- 


cesita apoyo de agentes extrafios, y menos de los 


© Gobiernos, para extender su imperio sobre las almas 


y las conciencias. Lo que los Gobiernos con los nom- 
bres de apoyo y protección han dado a la Iglesia, ha 
sido dependencia y esclavitud, y los católicos de Co- 


. lombia negamos la conveniencia de esos contuber- 


nios que con el nombre de Concordatos - erjudican 
a la Iglesia en su libertad, y en su moralidad a los 





A | encargados de gobernarla. Báste nos que la Iglesia y 
“el Estado no estén desacordes y que por medio de 


convenios especiales las dos potestades establezcan 
sus relaciones y arreglen su modus vivendi, evitando 


s^ de esta manera colisiones perjudiciales a la marcha 


tranquila de la sociedad; en una palabra, queremos 
unión, porque no es posible sin daño común de to- 
dos que los elementos de orden vivan disociados. 
Por lo que respecta a la Iglesia, ella sólo pide liber- 
tad de culto y libertad de ensefianza para hacer más 
fructuosa su labor de instruir y moralizar'. 


“No prevaleciò, por desgracia, tan sano criterio, que 
en. esos dias apenas pasados los graves trastornos 
de la lucha religiosa, era común a los constituyen- 
tes, y poco tiempo después se definió en el Gobierno 
la tendencia a acentuar el criterio monárquico de 
la organización y anexo a él el de religión oficial, 
conforme a la tradición invariable de las monarquías 
católicas. De allí nacieron cláusulas concordatarias 
que no se hubieran pactado de prever un cambio 
político y un Poder Público no controlados por los 
hombres de la Regeneración. 


“En otros dos puntos esenciales aspira el Gobierno 
a modificar el Concordato con la Santa Sede, y a 
romper la subordinación del Poder Civil al Eclesiás- 


. tico: en lo relativo al matrimonio, y al estado civil 


de los colombianos. De la propia manera como en 
países igualmente católicos, existen normas impera- 
tivas que obligan al nacional a cumplir formalida- 
des solemnes ante los funcionarios del Estado para 
acreditar su condición civil, y tales formalidades les 


- conceden prerrogativas y les imponen obligaciones 


legales, en Colombia debe ser posible establecerlas 
claramente, sin litigios de jurisdicciones y sin perjui- 
cio del derecho de la Iglesia a exigir las suyas a los 
fieles, 
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“No es equitativo ni està de acuerdo con ia libertad 
de conciencia garantizada por la Constitución, el 
que la Iglesia pueda obligar a quien cumple la ley 
civil a abjurar o renegar de sus creencias. En otras 
palabras, el matrimonio civil, según normas acepta- 
das por los católicos de otras naciones, no debe tener 
obstáculo ni limitación alguna. Y las causas matri- 
moniales han de ser de competencia de los Tribuna- 
les colombianos encargados de administrar justicia. 


*De otra parte, el Gobierno gestionará la disolución 
del compromiso de 1892, que entregó la administra- 
ción y reglamentación de los cementerios a 1a auto- 
ridad eclesiástica, concediendo la Iglesia al Estado: 
el derecho de vigilancia en lo relativo a higiene y 
policía, en casos extraordinarios. Y la abrogación de 
ciertas cláusulas, como la del Convenio de Misiones 
de 5 de mayo de 1928, en la cual se estipula que el 
nombramiento de Jefes civiles de los Territorios Na- 
cionales donde existan indígenas requiere la aproba- 
ción del representante diplomático de Su Santidad. 


“Son estos los puntos fundamentales de la reforma, 
cuya resolución espera el Gobierno en breve tiempo. 
El Embajador Echandia tiene instrucciones para 
presentar precisamente nuestras aspiraciones de en- 
mienda de los vinculos jurídicos vigentes con la San- 
ta Sede; pero es claro que existe en ellas una cate- 
goría de importancia y oportunidad que es decisiva 
para la discusión de las relaciones actuales, y que 
para el Gobierno no es igual iniciarla por unas u 
otras cláusulas del Concordato o de los convenios 
adicionales y complementarios. Si en las cuestiones 
previas, expuestas arriba, no se llegase a un acuerdo 
satisfactorio que todo permite anticipar, el Gobier- 
no tendrá el cuidado de consultar al Congreso, como 
representación legítima del pueblo, para buscar con 
él la solución que, dentro del respeto y la deferencia 
que merece la Iglesia Católica, regule sus relaciones 
con el Estado, dejando a salvo los fueros del Poder 
Civil. 

“No he querido dar en ningún momento a tan grave 
negocio el carácter de un problema religioso, sino el 
que estrictamente le corresponde de problema de re- 
laciones entre la potestad civil y la potestad espirl- 
tual de la Iglesia, y supongo haber logrado también, 
como en el proceso político de la reforma constitu- 
cional, que desaparezca el prejuicio de que hay zo- 


nas prohibidas para la actividad del Estado en el 
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ejercicio normal de sus funciones. En un pais cató- 
lico en que los hombres públicos compiten en res- 
peto por las creencias y dogmas de sus compatriotas, 
no debe abrigarse el temor, y yo creo que ya no se abri- 
ga, de que se pretendan imponer violentamente con- 
diciones o reglas represivas de la libertad de con- 
ciencia, y es obvio que el Gobierno actual no aspira, 
al negociar con la Santa Sede una modificación del 
Concordato, à arrancarle un convenio que implique 
restricciones de esa libertad consagrada en las ins- 
tituciones. Las bases de la enmienda, tal como las 
acabo de explicar, no entrañan, en mi concepto, limi- 
tación alguna para el ejercicio espiritual del Poder 
Eclesiástico, ni envuelven para los católicos una mo- 
dificación de las condiciones anteriores en la confe- 
sión o práctica de sus creencias. Ellas son apenas las 
de un tratado de límites jurisdiccionales, para evitar 
las inmixiones conflictivas de la potestad espiritual 
en la órbita civil; y cualquier acuerdo a que se lle- 
gue, será el reconocimiento expreso de que las dos 
tienen autonomia e independencia, y funciones que 
pueden complementarse, sin choques ni mezclas. 


“La tranquilidad de los católicos, que miran sin nin- 
guna alarma el proceso de la reforma, se justifica, 
y son inútiles los esfuerzos por vedar al Estado, a 
nombre de una religión que nadie ataca ni persigue, 
una facultad tan propia de su esencia como es la de 
fijar sus compromisos con cualquier potestad que 
los tenga, de hecho, con la Nación. 


“El respeto a la religión católica y su seguridad, no 

están garantizados en el Concordato, sino en la 
Constitución y en los actos del Poder Civil. Bien pu- 

diera no existir ningún convenio con la Santa Sede 
y no habría peligro de gue el Congreso ni el Gobier- 
no procedieran de manera diferente a como lo han 
venido haciendo. 


. "Con la definición precisa del problema y la distin- 
ción entre sus términos, el Gobierno cree haber pres- 
tado a la República el servicio de destruir el miedo 
que impedía entrar a su estudio serenamente, y que 
se estimulaba con sacrílega vehemencia por quienes 
no vieron en la Iglesia sino un instrumento de pre- 
dominio político y en el clero el servidor de los in- 
tereses de una hegemonía. El régimen liberal, que 
no quiere valerse de la Iglesia y el clero, y que res- 
peta, aplaude y está dispuesto a facilitar su obra 
espiritual, se siente en mejores condiciones que nin- 
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guno otro para adelantar la reforma concordataria, 
porque no tiene nada que pedir como concesión po- 
lítica a la Iglesia, ni necesita entregar parte del Po- 
der Civil a cambio de su apoyo temporal. Por eso 
mismo, el problema se clarifica y esperamos solucio- 
nes tranquilizadoras, que libren al país de una pre- 
ocupación que hoy no tiene por qué abrigar, pero 
que ha embarazado su progreso durante un siglo”. 


Consecuente con estas intenciones del Gobierno de llevar 
a cabo sus planes laicos, prescindiendo de la Iglesia, el Presi- 
dente López inició gestiones ante la Santa Sede para reformar 


el Concordato, y al efecto nombró al expresidente Olaya He- .- 


rrera como su representante en Roma. 


3. La misión ante la Santa Sede del ex-Presidente Enrique 
Olaya Herrera. 


El Gobierno colombiano decidió nombrar Embajador Fle- 
nipotenciario ante el Vaticano, para negociar la reforma del 
Concordato de 1887, al ex-Presidente Enrique Olaya Herrera. 
Este primer paso del gobierno fue desafortunado !: Olaya esta- 
ba ya cansado después de la presidencia y de su última batalla 
congresional en defensa del Protocolo de Río de Janeiro, y 
cuando ya se hallaba en Roma ocurrió la aprobación de la 
reforma constitucional de 1936 por el Congreso y el gobierno 
de López. Esto dio lugar a la protesta inequívoca y tajante del 
Nuncio Apostólico, en nombre de la Santa Sede, contra esa 
reforma que abrogaba las disposiciones consagradas en favor 
de la Iglesia y que a su vez violaba el Concordato en cuanto a 
la tolerancia de cultos y la educación religiosa. A partir de esa 
protesta la misión de Olaya se frustró enteramente y de su 
fracaso vino a librarlo prontamente la muerte, que le sorpren- 
dió en Roma ? sin haber podido siquiera comenzar la negocia- 
ción que le había sido confiada. | 


Ello nos lo expone Alfredo Vázquez Carrizosa en su inter- 
vención ante la Comisión de Estudios Constitucionales de 
1952: 


! Tal vez por ello lo omite deliberadamente Antonio Rocha en su 
obra citada Matrimonio, Educación y Realidad Concordataria, etc. 

2 Memoria del Ministro de Relaciones Exteriores al Congreso de 
| 1937, Imprenta Nacional, Bogotá, p. 217. 
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“La reforma del Concordato de 1887 fue uno de los 
principios del partido liberal, y estaba prevista mu- 
cho antes de que se sansionara el Acto legislativo 
reformatorio de la Constitución, en agosto de 1936. 
Desde ei 26 de noviembre de 1935 le fueron imparti- 
das instrucciones al señor doctor Enrique Olaya He- 
rrera, Embajador de Colombia en el Vaticano, a 
efecto de que adelantara la negociación para sus- 
cribir un nuevo Concordato. 


"Pero el negociador colombiano no tuvo éxito; fuera 
la cortedad del tiempo, fuera la habilidad de la con- 
traparte, lo cierto es que desde sus primeros contac- 
tos con el Secretario de Estado, el Eminentísimo 
Cardenal Pacelli, éste se mostró un tanto reservado 
e inquirió acerca de las modalidades precisas de la 
reforma, asunto que sobrepasaba las instrucciones 
del momento. No fue la culpa del negociador colom- 
biano, si recibidas por él dichas instrucciones al fi- 
nalizar el ano de 1935, tan sólo dos meses mas tarde 
pudo cumplirlas; ni fue culpa suya, tampoco, que 
mientras el Congreso de 1936 buscaba la manera de 
borrar —como decia el Senador Combariza— el 
aspecto teocrático de la Constitución”, se publicara 
la Pastoral Colectiva del Episcopado colombiano el 
17 de marzo de ese año, donde se habla de gue la 
reforma ha prescindido unilateralmente del Con- 
cordato vigente”. 


“Quienes conocemos en su intimidad este proceso 
de la reforma concordataria, sabemos que la Pastoral! 
Colectiva del 17 de marzo de 1936 sorprendió por 
igual al Gobierno de entonces y al negociador que 
lo representaba ante la Santa Sede. Si antes de ser 
publicado ese documento podía el Gobierno liberal 
abrigar ilusiones respecto a la actitud pasiva del 
Vaticano frente a una reforma de la Constitución 
que implicaba una ‘prescindencia unilateral del 
Concordato vigente”, después de ser conocido ese 
documento, no cabía duda —pero ni la más remo- 
ta— acerca de los puntos de vista de la Iglesia 
Católica. 


“En el mes de marzo de 1936, la voz de los Ilustri- 
simos Prelados, que expresaba la opinión de la Igle- 
sia misma, planteó con nitidez una objeción funda- 
mental: el Concordato, como todo Tratado público, 
debe ser cumplido en la forma en que hubiera sido 
pactado, mientras que la reforma constitucional 
creaba para la Iglesia una nueva situación en el or- 
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den juridico interno de Colombia; el Concordato, en 
otras palabras, le reconoce a la iglesia Católica una 
primacia sobre las demás religiones, al par que en 
la reforma queda en pie de igualdad con las otras 
religiones. En suma, no se denunciaba formalmente 
el Concordato, pero se le restaba toda su fuerza eje- 
cutiva dentro del Derecho Püblico interno de Co- 
lombia. 


“A partir de ese momento, las negociaciones que 
tenia el encargo de adelantar en Roma el sefior doc- 
tor Enrique Olaya Herrera, quedaron suspendidas. 
Graves interrogantes pesaron, entonces, sobre el 
Congreso Constituyente; uno de ellos era escoger 
entre el aplazamiento de la reforma de los artículos 
de 1886, que definían las obligaciones del Estado 
para con la iglesia, o acometer dicha reforma, de- 
clarar libre la ensenanza y libre el ejercicio de todos 
los cultos, sin tener en cuenta la Pastoral Colectiva 
del Episcopado colombiano. Ya se sabe que el Con- 
greso de 1236 optó por el camino más expedito, que 
era el más antijuridico para legislar sobre CHESHIONOS 
relativas a las dos potestades. 


“Las normas del Derecho Público interno que apli- 
can los Tratados publicos no pueden ser modificadas 
en forma que alteren, por voluntad de una sola de 
las partes, las obigaciones libremente aceptadas. De 
alli la objeción de ios ilustrisimos Prelados sobre la 
"prescindencia unilateral del Concordato vigente”, 
al ser derogados los artículos 38, 39, 40 y 53, 55 y 
56 de la Constitución de 1886. La objeción era fun- 
dada y venía de muy alto”. 


4. La misión de Dario Echandia ante la Santa Sede 


Acéfala la legación ante el Vaticano por la muerte de 
Olaya, el gobierno de López cometió el segundo error, que fue 
el nombramiento de Dario Echandia como Embajador Pleni- 
potenciario ante la Santa Sede!. A pesar de que Rocha no 
puede menos de alabar esta decisión, por disciplina de parti- 
do ?, a ningún estadista experimentado se le podía ocultar que 
el Ministro inspirador y defensor de la reforma constitucional 


1 Memoria del Ministro de Relaciones Exteriores al Congreso de 
1937, ob. cit., p. 217. | 

2 Ob. cit., Matrimonio, Educación y Realidad Concordataria, Tercer - 
Mundo, Bogotá, 1975, p. 14. 
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de 1936 —a pesar de sus protestas de no ser ya liberal antago- 
nista de la Iglesia— no podía encabezar una misión ante el 
Vaticano, con el beneplácito de la Santa Sede, para reformar 
un Concordato que ya había quedado gravemente herido por 
la dicha reforma constitucional. Por añadidura, Echandia era 
masón, lo cual le colocaba por definición entre los enemigos 
natos de la Iglesia ?. ! 


Luego de dar estos dos pasos en falso, no podemos suscri- 
bir la opinión de Rocha? de que el Presidente López era “el 
hombre indicado, inquieto, reformador, valeroso y sereno”, 
pues otras cualidades eran necesarias para llevar a feliz tér- 
mino tan ardua empresa de reforma del Concordato ante la 
diplomacia vaticana, más experta que los políticos improvisa- 
dos de plenipotenciarios. | 

Lo único que sabía López en ese momento era tomar el 
pulso a los ultras de su partido y poner sobre la mesa los pun- 
tos en los cuales quería reformar el Concordato: el matri- 
monio, el registro civil, la educación y los.cementerios, para 
que todo ello pasara enteramenie a la autoridad civil cesando 
por completo la influencia de la Iglesia en esas materias. 

En la presentación de sus credenciales, Echandía se esforzó 
por demostrar gue no existía discrepancia alguna de miras en- 
tre las dos CE cuando dijo *: 


“La misión que con honra tan señalada para mí ha 
tenido : a CR confiarme el Gobierno de mi Patria, 
prata por demás a mi animo, se inicia bajo los aus- 
picios mas favorables, supuestas las reconocidas cor- 
diales relaciones de amistad y respeto que ha 
mantenido con Vuestra Augusta Fersona y con la 
Iglesia Católica el Gobierno colombiano, y dado el pa- 
ternal interés con que Vuestra Santidad ha visto 
siempre los asuntos que a mi país atañen”. 


———— 


. Otros masones han sido nombrados embajadores ante el Vatica- 
no, por los gobiernos liberales, lo cual demuestra, por lo menos, TOR 
tilidad a la Igiesia. 

2 Ob, cit., Matrimonio, Educación y Realidad Concordataria, p. 13. 
3 i ia del Ministro de Relaciones Exteriores al ENTRO de 


1937, ob. cit., p. 218. 
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No dejó Echandia en su discurso de alentar a la Santa 
Sede para que aceptara el cambio o reforma que él tenía por 
misión proponerle !: 


"No menos me alienta la consideración de la sabia 
conducta que la Santa Sede ha venido observando de 
continuo con las naciones católicas, inspirada en 
claro conocimiento de Jas realidades actuales y pron- 
ta, en todo tiempo, a atender con celo exquisito a las 
nuevas necesidades de los pueclos, como cumple a 
una politica que se adoctrina en las maximas eternas 
cristianas que, como factores decisivos de la existen- 
cua y civinzación de aquéllos, guardan soluciones 
siempre justas y oportunas, aplicabies a los proble- . 
mas que oírece cada nuevo dia y aptas aun para 
prevenir y evitar los del futuro”. 


3. Dificultades de ia negociación 
de reforma del Concordato 


Aparte del archivo diplomático, donde se hallan las pie- 
zas oficiales, los principales autores de la planeación y nego- 
ciación del frustrado Concordato de 1442 no han dejado relato 
alguno de las circunstancias que antecedieron y se hallaron 
presentes en esa ocasión. Los seis tomos de las Obras Escogidas 
de Darío Echandía ?, no arrojan luz al respecto. Solamente 
Antonio Rocha, negociador del Concordato de 1973, ha rela- 
tado algunas incidencias del Concordato Echandia-Maglione, 
para explicar ciertas decisiones tomadas en el proyecto de 
Concordato que se convirtió en el de 1973. 


En efecto, en su libro Matrimonio, educación y actualidad 
concordataria 3, Antonio Rocha nos permite echar una mirada 
a las decisiones que al respecto se tomaron en el seno del go- 
bierno liberal —que no del partido del mismo nombre— du- 
rante el gobierno de Alfonso López Pumarejo, principalmente, 
y en menor medida en el siguiente gobierno de Eduardo 
Santos. 


Wegociador por la Santa Sede en Roma fue el Cardenal 
Eugenio Pacelli, luego Papa con el nombre de Pio XII, y por 


Id. 
? Banco de la Republica, Bogota, 1982. 
3 Ob. cit, Tercer Mundo, Bogotá, 1975 
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parte de Colombia los dos sucesivos Presidentes López y Santos 
y los Ministros de Relaciones Exteriores Jorge Soto del Corral, 
Gabriel Turbay, Antonio Rocha y Luis López de Mesa, todos 
ellos famosos en diversas ramas de la actividad política o pro- 
fesional pero unidos en el fondo por su apego al liberalismo. 

Confiesa Antonio Rocha el sentimiento de inferioridad 
que los embargaba en la negociación y Cice “cuán arduo y an- 
gustioso es eso de penetrar en el terreno de la reforma de 
un Concordato con la Santa Sede en cuestión matrimonial, 
medir la distancia, seleccionar la precisa palabra hablada o 
escrita, calcular la reacción, estimar o subestimar la razón 
o sinrazón propia o ajena, darse cuenta del error, o desafiar 
los efectos de la verdad que se posee conscientemente, algo 
más, abocar un tema en que la Iglesia se siente duena del 
dogma. y de la verdad evangélica y por eso mismo maneja un 
arma de su exclusivo y soberano alcance" !. 


E] Gobierno colombiano pedía reformar, pero nada. ofre- 
cía en cambio, lo cual perturbaba a  Echandía, quien no 
dominaba la coyuntura. “Es obvio —decía— que nuestra si- 
tuación, ligádos como estamos a las conveniencias eclesiásti. 
cas, es excepcionalmente desfavorable cuando tratamos de 
obtener un arregio convencional en que la Santa Sede re- 
nuncie a algunos de los más importantes privilegios que la 
Iglesia tiene hoy en Colombia. La dificultad resulta de que 
nosotros hemos de presentarnos con una serie de peticiones 
que significan renuncia de la Iglesia a derechos otorgados por 
el Concordato en vigor sin que, en compensación, le hayamos 
ofrecido nada que halague sus intereses ?. 

El embajador Echandía no avanzaba en su empefio ante 
la Santa Sede, Decía al Presidente ?: 


“—Todo lo que más puede perseguirse es obtener 
una situación en que se dejen ciertas materias sin 
reglamentar, para que dentro de esos vacíos de regla- 
mentación recupere el Estado su libertad de obrar sin 
la. oposición agresiva de la Iglesia. 


—— 


1 
2 


Antonio Rocha, ob, cit., p. 12. 
Archivo de la Misión Echandia, Vol. XIII, p. 31. En adelante 
Citado así: Archivo Embajada, Misión Echandia. 


2 


2 Id. Vol. XIII, p. 29. | 
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‘“— Para aclarar este concepto he de valerme de un 
ejemplo. En materia de matrimonio, pongo por caso, 
no debemos esperar un reconocimiento explícito en 
el concordato, del derecho de los católicos a contraer 
matrimonio civil, pero en cambio en no pocos pactos 
la Iglesia se ha contentado con obtener la. seguridad 
del reconocimiento de efectos civiles al matrimonio 
católico, sin estipular nada sobre obligación de los 
católicos de acogerse a la forma religiosa. En este 
caso, el dogma y los canones prescriben a los cató- 
licos el matrimonio religioso, y el civil, según las 
leyes eclesiásticas, no tiene efecto alguno. Pero como 
nada se estipula en el concordato sobre obligación o 
libertad de los católicos para contraer matrimonio 
religioso o civil, esta materia no reglamentada queda 
al arbitrio de la legislación del Estado, la cual puede 
ofrecer a. los católicos el matrimonio civil con efectos 
civiles reglamentados por las leyes civiles. De esta 
manera, la Iglesia se limitará, cuando un católico se 
casa civilmente, a expulsarlo de su comunión, pero 
no podrá reclamar nada del Estado porque éste san- 
cione y dé eficacia al matrimonio laico, de persorras 
que profesan o han profesado la religión católica. 
“Este hecho de que la mayor libertad de acción del 
Estado se encuentra en las materias no reglamenta- 
das por convenio, explica el caso muy común de na- 
ciones que mantienen buenas relaciones con la 
Santa Sede sin necesidad de concordato. El Vaticano, 
antes de ceder en el terreno de la doctrina, prefiere 
prescindir del sistema concordatario para regular sus 
relaciones con los Estados...". | 


Ante ésto, los conciliábulos del gobierno de López parece 
que eran incesantes, como nos lo advierte Rocha cuando habla 
sobre los jerarcas liberales: “Todos ellos tentaron vado por 
otras soluciones que mal podían escapárseles a sus mentalida- 
des inquietas e ilustradas, incluso por divorcio vincular, no 
solamente el de un matrimonio civil sino de uno católico, 0 
meramente para aquél, dejando indisoluble el ültimo, o por 
coexistencia del matrimonio civil obligatorio para todo ciuda- 
dano y el voluntario canónico para los católicos, o tampoco 
dejaron de pensarlo si mejor sería la denuncia oficial del 
Concordato por parte del Estado, dejando entonces a la Iglesia 
libre dentro del Estado libre. Todas estas hipótesis fueron ob- 
jeto de un. planteamiento de Estado, seguido por un estudio y 














EL MEMORANDUM DE ECHANDIA Á LÀ SANTA SEDE EN 1937 (885.7. 


una solución, a veces sucesivos, a veces sucedáneos, y en su 
momento oportuno no dejó de llevarse directa o indirectamen- 
te à là consideración de la Secretaría de Estado, cuando no 
podía dafiar la seriedad y la consecuencia lógica de la palabra 
oficial del gobierno” ss 


Véase por estas palabras el mar de dudas en que se deba- 
tía el gobierno, y la pésima estrategia de amenazas que utili- 
zaba, la cual se vio reforzada por los congresistas liberales 
que propusieron en la Cámara un proyecto de divorcio, pro- 
yecto que el Gobierno propiciaba o controlaba ? pero que 
usaba. simplemente como arma negociadora frente a la Santa 
Sede $, y que examinaremos luego. | 


6. El memorandum de Echandia a la Santa Sede 
de 9 de julio de 1937. 


No existen en el archivo de la Legación de Colombia ante 
la Santa Sede las instrucciones que el Gobierno de Colombia 


| dio en marzo de 1937 a Darío Echandía para que adelantara 


las negociaciones de reforma del Concordato con la idi 
Sede *. 

El primero de julio de 1937 el Presidente López y el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores Turbay dirigieron un telegra- 
ma. a Echandía a Roma, en el cual le dicen: “no consideramos 
conveniente dejar dilatar, complicar o desviar el estudio de 


las cuestiones esenciales, avocando simultáneamente desde 


ahora la discusión de cuestiones secundarias. Deseamos que 
procure definir pronto la. actitud de la Santa Sede ante nues- 
tros puntos de vista sobre educación, registro civil y matri- 
monio, para informar al Congreso o abstenernos de hacerlo, 
inmediatamente, según que podamos tener la certidumbre de 
concluir sin mayor demora las negociaciones o que debamos 
contemplar otras soluciones, pues el Gobierno no quiere ni 
eSpera terminar su período sin regularizar esta situación". 
panza 

Antonia: Rocha: ob. cit., Matrimonio, etc., p. 16. 

Id, p. 17. | 

Id. p. 18. | 

Y tampoco en 1942 quiso Kehondia mostrarlas a los senadores 
conservadores que redactaban el informe de minoría sobre el Concor- 
dato, segün lo dice este mismo informe, en la compilación de Guillermo 
Camacho Montoya llamado El Concordato ante la conciencia católica de 
Colombia, Bogotá, s.f. | 


vou d 


a 
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Unos pocos días después, el 15 de julio de 1937, ei Presi- 
dente y el Ministro dirigen un nuevo telegrama al Embajador 
en Roma: "Esperamos haya concluído redacción memoran. 
dum concretándolo ahora a puntos V, VI, VII y VIII del pliego 
de instrucciones. Al entregarlo exprese deseo discutirlos en 
conversaciones directas adquiriendo la certidumbre de mante- 
ner activas las negociaciones. Queremos reiterarle nuestro pro- 
pósito de obtener que el matrimonio civil pueda celebrarse aún 
por los católicos sin necesidad de declarar su fe religiosa con- 
cediendo el Estado efectos civiles al matrimonio católico sólo 
cuando se cumplan los requisitos previos solicitados en sus © 
instrucciones. Respecto a demás puntos convendría tener pre- 
parado memorandum advirtiendo serán presentados una vez 
terminese discusión sobre educación y matrimonio. Creemos 
conveniente procure evitar que discusiones entorpezcan y pro- 
longuen en comunicaciones escritas” !. 

Igualmente el Presidente envió un telegrama el 24 de 
julio de 1937 al Embajador en Roma en que le dice: “En men- 
saje presidencial enviele por aéreo me referí extensamente ges- 
tiones concordatarias expresando confianza terminarlas antes 
fin período satisfactoriamente. Expresé Gobierno consideraba 
como puntos fundamentales reforma la consagración comple- 
ta. libertad enseñanza, independencia Estado en materia de 
matrimonio, estado civil colombianos. Fin poder establecer 
matrimonio civil sin obstáculo ni limitación alguna. Presente 
cuestión relativa causas matrimoniales, administración civil 
cementerios, abrogación cláusulas convenio misiones relativas 
nombramiento jefes civiles en territorios nacionales. Dije que 
si en estas cuestiones previas no se llegaba acuerdo satisfac- 
torio, que todo permitía anticipar, gobierno consultaría Con- 
greso para buscar con él solución que dentro respeto y defe- 
rencia merece Iglesia Católica, regule sus relaciones con Es- 


y 


tado dejando a salvo fueros poder civil” *. 

Ya. desde el 5 de julio de 1937 el Embajador Echandía ha- 
bía presentado al Cardenal Secretario de Estado un memo- 
randum, fechado el 5 de julio de 1937, en el cual formulaba 


1 Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XIII, 1° de julio 
de 1937. | | | 
2 Id. 
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los principales puntos materia de reforma rogándole que le 
diera antelación en su examen a los marcados con los nume- - 
rales III, V y VI. Este memorandum del Embajador Echandía 
tiene nueve puntos, cada uno de los cuales distinguido con 
su ordinal romano, que se transcriben en seguida: 


1 —Artículos 1, II, 111, IV, V y VI del Concordato de` 
1887. 


1.—El Estado garantizará a la Iglesia el libre, públi- 
co y tranquilo ejercicio de la religión y culto católicos. 


2.—El Estado reconocerá a la Iglesia, representada 
por su legítima autoridad jerárquica, personería ju- 
rídica. 


3.—Los bienes de la Iglesia, los de las órdenes y aso- 
ciaciones religiosas y los de las instituciones eclesiás- 
ticas de utilidad común quedarán sometidos a la 
constitución y leyes del Estado. 


11.—Artículos 10 y 11 del Concordato de 1887. 


1.—Las órdenes y asociaciones religiosas de ambos 
sexos quedarán sometidas a las mismas normas que 
las demás personas jurídicas. 


2.—No podrán establecerse nuevas órdenes religiosas 
sin el consentimiento del Gobierno. 


3.—Todos las órdenes y asociaciones religiosas debe- 
rán constituirse como provincias dentro del territorio 
colombiano y sus superiores deberán ser de naciona- 
lidad colombiana. 


III.—Articulos 12, 13 y 14 del Concordato de 1887. 


El Gobierno de Colombia considera estos artículos 
incompatibles con el principio de la libertad de ense- 
fianza tal como está consagrado en la Constitución 
de 1936 y propone que en lugar de tales artículos se 
garantice a la Iglesia la libertad de enseñanza. 


IV.—Artículos 15 y 16 del Concordato de 1887. 
1.—Todos los arzobispos y obispos, los arzobispos y 


obispos auxiliares o coadjutores, con o sin derecho a 
la sucesión, los administradores apostólicos, los vica- 
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rios y prefectos apostólicos y, si fuere el caso, el 


arzobispo especial de misiones, deberán ser de nacio- 


nalidad colombiana. 


2—Para su nombramiento debe preceder la reco- 
mendación o el agrado escrito del Gobierno de Co- 
lombia. 


3.—Los párrocos serán de nacionalidad colombiana 
y se reconocerá al Gobierno la facultad de objetar su 
nombramiento o de pedir su reemplazo por razones 
políticas. Doy DELE 


4 ——Los Arzobispos y Obispos antes de tomar posesión 


de su arquidiócesis o diócesis respectiva, prestarán: 


ante el Presidente de la República un juramento de 
fidelidad al Estado Colombiano que se obliguen a res- 
petar y hacer respetar de su clero las autoridades, la 
Constitución y las leyes del Estado, a velar por la 
conservación del crden público y la tranquilidad so- 
cial y a procurar el bien del Estado. 


5.—Mo podrán erigirse nuevas diócesis o modificarse 
la circunscripción de las existentes sin el consenti- 
miento del Gobierno. 


6.—Los límites de las diócesis coincidirán con los lí- 
mites políticos del territorio colombiano o guedarán 
comprendidos dentro de ellos. 


LL Santa Sede atenderá a las indicaciones que 
e haga 1a ORSO: civil respecto de los puntos 5 
U R 


y. —Artículos 17 y 19 del Concordato de 1887 y Canje 
de Notas del 10 y 28 de junio de 1924. 

¿.—£l matrimonio civil será facultativo aún para los 

bautizados en la religión católica, sin necesidad de 


declaración previa de los iS sobre su fe 
religiosa, TP | 


2.—Al matrimonio católico se le reconocerán todos los 
efectos civiles con las siguientes condiciones: 


2) Que hayan precedido las diligencias informativas 


anie el juez municipal previstas por las leyes civiles; 


b) Que el mismo juez municipal haya certificado 
que no existe impedimento u otra oposición para la 


-celebración del matrimonio, de acuerdo con las leyes 


civiles; 
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c) Que el matrimonio sea presenciado e inscrito por 
el funcionario del registro civil que determine 1a ley. 


3.—Las causas que afecten el vínculo del matrimonio 
y la separación de los cónyuges, así como las que se 
refieren a la validez de los esponsales, serán de la 
COmperencia de los LEIDOOSIES civiles. 


VI.—Artículo 28 del Concordato de 1887 y Artículos 
22 y 23 de la Convención Adicional de 1892. 


1.—El registro civil será de la exclusiva competencia 
de là autoridad civil. 


2.—Las partidas de origen eclesiástico sólo servirán 
para acreditar estados civiles anteriores a la reforma, 
como pruebas supletorias. 


J VIL—Artículo 25 del Concordato de 1887. 


1.—La. indemnización perpetua de $ 82.000 anuales 
que se paga a la Santa Sede en la actualidad se con- 
vertirá en una deuda consolidada en bonos colom- 
bianos. 


2.—El plazo para la amortización y los intereses que 
ha de devengar dicha deuda se fijarán en el curso 
de las negociaciones. — 


VIII.— Articulo 30 del Concordato de 1887 y Artículos 
~ 15, 16,17, 18, 19, 20 y 21 del Acuerdo Adicional 
de 1892. 


Se extenderá a todos los. cementerios del país el ré- 
gimen establecido en el Artículo 16 del Acuerdo de 
1892. | 


IX.—Articulos 25 y 31 del Concordato de 1887 y 
Convenio sobre Misiones de 1928. 


El Gobierno de Colombia desea que se declaren ter- 

minados por mutuo disentimiento los acuerdos ac- 

tuales sobre misiones y SOSUTUDMON: por un convenio 
. Sobre las siguientes bases: 


I—Los territorios de misiones serán determinados 
por el Gobierno, asi como la nacionalidad de los mi- 
sioneros. | | 
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IL—Los vicarios y prefectos apostólicos deberán ser 
de nacionalidad colombiana y, cuando ello no fuere 
posible, dependerán de un arzobispo especial de mi- 
siones, de nacionalidad colombiana. 


III.—Las misiones estarán sujetas a la inspección del 
Estado y deberán rendir cuenta comprobada de los 
auxilios que reciben. 


En nota del 5 de julio de 1937 el Embajador Echandía 
comunicó al Presidente de la Republica y al Ministro de Re- 
laciones Exteriores haber presentado el memorandum an- 
terior, que había sido redactado por el propio Echandía, 
"siguiendo muy de cerca las instrucciones impartidas por el 
Gobierno e incluía en él, fuera de los tres puntos indicados 
por ustedes (i.e. el Presidente López y el Ministro Turbay), 
aquellos otros de importancia que considero conectados con 
ellos. Creo que al enunciar nuestras aspiraciones principales 
en esta forma se da una impresión de conjunto y se establece 
una base para posibles competencias ulteriores”. También de- 
cia Echandía que había solicitado se le diera prelación a los 
puntos relativos a la enseñanza, matrimonio y registro civil. 


7. Impaciencia del Presidente López. 


El 17 de septiembre de 1937 el Presidente y el Ministro de 
Relaciones Exteriores dirigieron un telegrama cifrado al Em- 
bajador de Colombia en Roma, número 17, que dice: “Tenemos 
la impresión de que el criterio con que examina Secretaría 
de Estado las bases de la reforma. no toma en cuenta la nueva 
situación institucional y política del país, dentro de la cual 
la supervivencia de compromisos concordatarios que carecen 
esencialmente de los caracteres de perpetuidad, depende de la 
voluntad del Estado Colombiano. La noción de derechos ad- 
quiridos y de posesión legítima de situaciones jurídicas como 
si ellas fueran irrevocables es fundamentalmente contraria a. 
la noción de soberanía del Estado que las otorga. El Gobierno 
ha preferido y prefiere no verse obligado a examinar los pro- 
cedimientos normales que prevé el derecho internacional para 
poner término a la vigencia de los actuales vínculos jurídi- 
eos con la Santa Sede buscando su modificación por mutuo 
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consentimiento, en 1a esperanza de encontrar en la iglesia 
un espíritu comprensivo y realista y no obstante considerar 
tales vínculos en contradicción no sólo con el espíritu de la 
reforma constitucional y con la convicción del Gobierno, re- 
petidas veces expresada, de que ellos constituyen un privilegio 
que coloca al Estado en notoria inferioridad con relación a 
otros Estados, sino en desacuerdo con la misma realidad co- 
lombiana. Es, pues, indispensable que antes de tratar concre- 
tamente principales puntos como usted anúncialo precise en 
este sentido terreno en que entendemos deben desarrollarse 
las conversaciones. Diganos si es equivocada la suposición que 
hemos comunicado al Nuncio de que la Iglesia parece preferir 
las situaciones de hecho en materia sobre las cuales no desea 
negociar y haga valer ante Secretario de Estado como lo he- 
mos hecho aquí con Serena aue el Congreso comienza a dar 
visibles demostraciones de impaciencia y que no podemos, sin 
la posibilidad de llegar a algún acuerdo, aspirar a influir ade- 
cuadamente en las determinaciones del Parlamento”. 


El Embajador Echandia dijo en telegrama de 21 de sep- 
tiembre de 1937 al Presidente y al Ministro, que le había hecho 
al Cardenal Pacelli las declaraciones indicadas en el telegrama 
anterior del Presidente y que le había agregado “gue no obs- 
tante ser Colombia ¡país católico, Congreso, elegido vor 
sufragio universal, es unanimemente adverso a actual Concor- 
dato”. Enseguida el Cardenal Pacelli le dijo a Echandia que 
mantenía el punto de vista de la Iglesia sohre terminación de 
los concordatos, y le declaró que si bien puntos tal como fue- 
ron formulados por Echandia no podían ser aceptados, estaba 
listo a buscar un acuerdo sobre bases Concordatos recientes. 
Dijole también Pacelli que en la propuesta sobre matrimonio 
consideraba opuesta a derecho divino la pretensión de que 
los tribunales civiles pudieran fallar causas de disolución del 
vinculo matrimonial y posibilidad de que la legislación civil 
estableciera impedimentos dirimentes distintos de los del de- 
recho eclesiástico para el matrimonio católico. 
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La primera contrapropuesta de la Santa Sede. 


El informe telegrafico del Embajador Echandía al Pre- 


sidente López y al Ministro Turbay a este respecto, dice: 


“Acabo de recibir memorandum confidencial Secreta- 
rio de Estado contesta mío 5 de julio. Hace considera- 
ciones generales y se refiere luego también en forma 
general a cada uno de nuestros puntos de vista; no 
acepta modificaciones como fueron propuestas ale- 
gando que se pretende en ellas que Iglesia renuncie 
a derechos adquiridos sin ofrecerle compensación y | 
que tales peticiones no han sido concedidas en esa ' 
forma en ningún concerdato. Agrega, sin embargo, 
que la Santa Sede está siempre dispuesta a tratar, 
lejos de considerar Concordato vigente como no sus- 
ceptible de modificación y para dar prueba de espi- 
ritu de condecendencia, consiente en estudiar posibles 
reformas Concordato siempre que se conserven sus 
disposiciones sustanciales y que modificaciones ten- 
gan carácter de verdadera oportunidad y respeten ia 
naturaleza de la Iglesia, su doctrina y su misión en 
una nación tan católica como Colombia. Dentro de 
límites dice que podrían aceptarse algunas modifica- 
ciones relativas al matrimonio pero declara inacep- 


tables las proposiciones hechas sobre esta materia 


por ser contrarias al mismo derecho divino. Respecto 
de enseñanza dice gue nuestra propuesta destruiria 
completamente la posición juridica de que la Iglesia 
está en legitima posesión a cambio de ia sola libertad 
de enseñanza de que goza ya en virtud de la Consü- 
tución. Sin embargo afirma que sería posible hacer 
esta materia algunas concesiones teniendo presenie 
las disposiciones de algunos concordatos vigentes he- 
chos aún con países en que la población está dividida 
en varias confesiones religiosas y que sin embargo 
conceden a la Iglesia derechos sobre la enseñanza 
superior a. nuestra propuesta. Aéreo hoy envioles tex- 
to completo. Pacelli inicia vacaciones semana entran- 
te. Procuraré antes su partida empezar a tratar 
concretamente principales puntos y para ello desea- 
ría tener opinión ustedes”. 


Telegrama del Embajador Echandía a Presidente Exteriores 


fechado en Roma el 13 de septiembre de 1937 (enviado el 14 a las 11). 


Archivo Embajada, Misión Echandia, 
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9. Las segundas y nuevas propuestas 
del gobierno colombiano. 


. En vista de la posición enunciada por la Santa Sede ante 
las propuestas colombianas, el Presidente y su Ministro de 
Relaciones Exteriores, ensayaron modificar su posición, en- 
redándose en este momento en el difícil juego de las propues- - 
tas y contra propuestas, como lo veremos enseguida. En efecto, 
aquéllos dijeron a su Embajador ante la Santa Sede t: 


a 


Su Nota 30 de septiembre. 


Punto Primero.—De acuerdo con sus apreciaciones. 
Puede aclarar ordinal segundo del punto primero de 
su memorandum en sentido expuesto parágrafo A. 
Personería jurídica puede quedar establecida así: 


“El Estado reconoce a la Iglesia representada por su 
legítima autoridad jerárquica, la personería jurídica 
que le corresponde como sociedad de derecho confor- 
mándose en su gobierno y administración con sus 
propias leyes”. La fórmula del Artículo 19 del Con- 
cordato Bávaro y 1% y 4° del Alemán no son adecua- 
das a la realidad colombiana. D. Dentro de su 
interpretación puede acceder a aclararse el ordinal 
tercero de su memorandum. E. El artículo sexto del 


Concordato actual podría aceptarse modificando su 


segunda parte así: Se exceptúan los edificios desti- 
nados al culto, los seminarios conciliares y las casas 
espiscopales y curales mientras no se cambie su ocu- 
pación o destino”. 


Punto Segundo.—De acuerdo con sus sugestiones... 


Punto Tercero. — Esperamos cue nos comunigue pro- 
puesta anunció Secretario de Estado. Podríamos 
aceptar ensefianza católica en escuelas primarias y 
en ültimo término en secundarias. limitando estric- 
tamente el control de la Iglesia sobre profesores, 
programas y textos de religión... Debe hacerse 
excepción escuelas San Andrés y Providencia para 
los que profesan religión protestante... F. No cree- 
mos conveniente ninguna estipulación. respecto en- 
señanza universitaria. En uso lihertad enseñanza 
funcionan con la simpatía del Estado universidades 
como la Javeriana, Católica, del Rosario a donde pue- 


l  Telegrada de 9 de noviembre de 1937 del Presidente Exteriores 
al Embajador Echandía, Roma. Archivo Embajada, Misión Echandía. 
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den acudir sin ningun obstáculo los que deseen com- 
piementar estudios superiores de historia o de 
filosofía... 

Punto Cuarto.—A. Mantener Ja facultad del Gobier- 
no de proponer candidatos para las sedes episcopales. 
Dámosle grande importancia política esta facultad 
consignada en el actual Concordato. B. Aceptamos, 
además, forma facultativa de consulta previa escrita 
y confidencial limitándose a Arzobispos, Obispos y 
Coadjutores con derecho a sucesión. C. De acuerdo 
con sus sugestiones. Dámosle grande importancia 
parágrafo F. que podría quedar asi: “Cuando la 
tranquilidad social se halla comprometida por las ac- 


tividades políticas de un párroco ajenas a su minis- - 


terio espiritual la autoridad civil podrá pedir su 
retiro o traslado de la parroquia en donde su presen- 
cia pueda comprometer la tranquilidad pública”. 
D. Simplificar juramento así: “Juro respetar y hacer 
respetar por el clero de mi jurisdicción la Constitu- 
ción y leyes de la República”. E. Insistir en la nacio- 
nalidad colombiana. G. Acuerdo previo para modi- 
ficar las diócesis y erigir nuevas. 

Punto Quinto.—No podríamos renunciar expresa- 
mente a establecer ciertas medidas de previsión 
Social como el certificado prenupcial de sanidad. 
Deseamos mantener libertad revisar nuestra legisla- 
ción civil para establecer un estatuto matrimonial 
satisfactorio. Pueden reconocerse incondicionalmente 
los efectos civiles del matrimonio católico sin subor- 
dinarlos en cuanto a su validez a requisitos regla- 
mentarios, pero estableciendo su cumplimiento para 
los efectos del registro civil. Se puede renunciar a la 
jurisdicción civil sobre causas que afecten el víncuio 
religioso reservándola para la separación de cuerpos 
y para los efectos civiles que puedan derivarse de 
una sentencia eclesiástica. Son aceptables las estipu- 
laciones del artículo 34 del Concordato Italiano y el 
1? del Austriaco adaptándolas a nuestra tradición y 
procedimientos jurídicos. En todo caso deseamos re- 
servar la libertad para establecer matrimonio civil 
facultativo para católicos y no católicos sin trabas 
concordatarias. Siendo materia difícil conciliar pun- 
tos de vista en esta materia procurar establecer prin- 
cipios generales, como los estatuidos en el Concordato 
Italiano. Lo UR | 


Punto Serto.—De acuerdo con sus sugestiones desea- 
mos reservar para el Estado la función esencial del 


registro civil Actualmente cursa en el Senado un 
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proyecto que reglamenta totalmente la materia. De- 
beríamos limitarnos a obtener la obligación de los 
párrocos de suministrar los datos eclesiásticos a los 
funcionarios civiles. 





Punto Séptimo. Reconocemos importancia conver- 
sión deuda de auxilio misiones. Esta puede ser mate- 
ria equitativa conversaciones que parecen ser gratas 
a la Santa Sede. 


Punto Octavo.—Mantener nuestra petición sobre ge- 
neralización de régimen establecido para los cemen- 
terios de Bogotá, Cartagena y Mompós. . 

Le hemos indicado todas las concesiones que estare- 
mos dispuestos a hacer pero dejando desde luego su 
discreción obtener mejores condiciones para el Esta- 
do en cualquier capítulo en que pueda hacerlo. Con- 
tamos con que usted irá escalonando sus concesiones 
no solamente para reducirlas al mínimum sino para 
hacerlas valer al maximum. 





(Firmado) Presidente Exteriores. 


Compárense estas nuevas propuestas colombianas con el 
primer memorandum de Echandia y se verá cuánto había ya 
cedido el Presidente López; en efecto: 


o julio 1957 9 noviembre 1939 
Garantía a la Iglesia de Idem. 
libertad de religion 
Personería jurídica a la Idem. 
Iglesia 
Gravamen a todos los bienes Exoneración de gravamen 
eclesiásticos . para algunos bienes 

eclesiásticos 

Garantía a la Iglesia de la Acepta enseñanza católica 
libertad de ensefianza, | en escuelas primarias y se- 
solamente | -. cundarias 
Recomendación o agrado Mantener el antiguo dere- 
escrito del Gobierno para cho de proponer candidatos 
nombramiento de obispos & obispos 
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5 qulio 1937 | 9 noviembre 1939 

Objeiar nombramiento de Fedir retiro del párroco solo 
párrocos o pedir su reem- cuando amenace la paz 

plazo | publica 

Juramenio extenso de obis- Juramento corto: solo res- 

pos: respetar Constitución, peiar Constitución y leyes 

leyes y autoridades 

Matrimonio civil facultativo idem. 

para todos 

Matrimonio católico con Solo sujeto a registro civil 


efectos civiles sujeto a forma- 
lidades civiles y de regisiro 


civil 

Jueces civiles juzgarian cau- Solo causas de separación de 
sas de nulidad y separación Cuerpos a los jueces civiles 
de cuerpos 

Registro civil llevado por el Idem. 

Estado 

Conversión a bonos de la sujeto a discusión 

deuda concordataria perpe- 

tua 

Cementerios a la adminis- idem. 

tración civil 

Fin del régimen de misiones Retirado de discusión. 


En esta forma el Estado, al primer intercambio de opinio- 
nes entre los negociadores, había retirado sus más radicales 
demandas, a saber: Sujetar el matrimonio civil a registros 
civiles, dejar a los jueces civiles todas las causas matrimoniales 
y poner fin al régimen de misiones. En lugar de ello, el Estado 
propuso en seguida un régimen atenuado para los dos pri- 
meros puntos, retirado el tercero, y vuelto a sostener la ía- 
cultad de presentación de obispos del Concordato de 1887 que 
había abandonado en la primera versión de sus pretensiones. 

Más sorprendente aún es el proyecto “confidencial” de 
Echandía para sustituir el artículo 17 del Concordato sobre 
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el matrimonio: combina aquí Echandía su primera propuesta 
con las objeciones de la Santa Sede, de lo cual resulta un pro- 
yecto que reconoce el llamado matrimonio católico facultativo, 
le somete a formalidades civiles y eclesiásticas a la vez, deja 
a los tribunales eclesiásticos las causas relativas a la nulidad 
del matrimonio y a 1a dispensa del matrimonio rato y no consu- 
mado, y somete a los tribunales civiles las causas de separación 
de cuerpos sin determinar la ley a ellas aplicable. 

Este es el proyecto de Echandía para sustituir el artículo 
17 del Coneordato de 1887: | 


1.—El Estado reconocerá plenos efectos civiles al ma- 
trimonio católico, celebrado de acuerdo con las nor- 
mas del derecho canónico y en presencia del funcio- 
nario del Estado quela ley determine, para los efectos 
del registro civil. | 


2.—Las publicaciones relativas al matrimonio se ha: 
rán en la forma prescrita por el derecho canónico; 
el Estado por su parte, podrá ordenar su publicación 
civil. 

3.——Inmediatamente después de la celebración del 
matrimonio, el sacerdote explicará a los esposos los 
efectos civiles del matrimonio y les leerá los artículos 
del Código Civil que definen los derechos y las obli- 
gaciones de los cónyuges; y el acta respectiva, exten- 
dida en dos ejemplares, será firmada por el párroco, 
los esposos, los testigos y el funcionario civil que 
haya presenciado la celebración, a quien el sacerdote 
entregará un ejemplar del acta, pss los efectos del 
registro civil. TN 


4.—Queda reservada a los tribunales eclesiásticos la 
competencia sobre causas relativas a la nulidad del 
matrimonio y a la RELA del matrimonio rato y no 
consumado. 


5.—Las decisiones y sentencias definitivas en las cau- 
sas a que se refiere el punto anterior seran llevadas 
al Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica, el 
cual examinará si se han respetado las normas del 
derecho canónico relativas a la competencia del juez, 
a la citación y a la legitima representación o a la 
contumacia de las partes. | 
6.—Dichas decisiones y sentencias definitivas, ES 


con los decretos relativos a ellas, emanados del Su- 
premo Tribunal de la Signatura, se transmitirán al 
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respectivo Tribunal Superior del Distrito Judicial 
para el efecto de que se declare su ejecutoria y ordene 
su inscripción en el registro correspondiente, para 
los efectos civiles. 


7.—La Santa Sede consiente en que las causas de 
separación de cuerpos sean juzgadas por los tribuna- 
les civiles. 

Esta es una propuesta confidencial. 


- En seis meses de negociaciones, el enviado colombiano no 
había adelantado en ellas, sino más bien retrocedido, y en 
este estado del asunto se interpuso el proyecto de ley de divor- . 
cio que cursaba en la Cámara de Representantes del Congreso 
de Colombia. 


10. El proyecto de ley de divorcio y las amenazas 
del Ministro de Relaciones Exteriores, 
Gabriel Turbay. 


En el Congreso de 1937 se presentó en la Cámara de Re- 
presentantes un proyecto de ley sobre el divorcio. Se refería 
aquél solo al matrimonio civil y disponía que éste se disolvia 
por la muerte de uno de los cónyuges o por divorcio declarado 
en sentencia firme. Este proyectado artículo no tocaba el ma- 
trimonio católico, solo al civil, pero el artículo 29 del proyecto 
no distinguía entre uno y otro; en efecto, en él se decía que 
"los divorciados por sentencia firme dictada en país exiran- 
jero, podrán contraer válidamente matrimonio civil en Co- 
lombia, cuya legislación regirá para todos los efectos civiles 
que se desprenden de tal sentencia”. Esto permitiría que los 
casados católicamente se divorciaran en el extranjero y con- 
trajeran luego matrimonio civil en Colombia. 

Enseguida se produjo el insólito discurso del Ministro de 
Relaciones Exteriores ante la Cámara de Representantes el 20 
de octubre de 1937, que no estaba pensado para afirmar que 
el gobierno era partidario del régimen concordatario!, sino 
precisamente para hacer presión sobre la Santa Sede para 


1 Esto dice Rocha en su ob. cit., Matrimonio, etc., pp. 71 ss., para 
presentar al Presidente López, al Ministro Turbay y al Congreso como 
partidarios del régimen concordatario, pero la realidad era la contraria. 











EL PROYECTO DE LEY DE DIVORCIO  - 899 - 


que, junto con la ley de divorcio, aquélla se plegara a las 
exigencias del Gobierno colombiano y aceptara sus pretensio- 
nes para la reforma del Concordato. Véase, si no, el contenido 
de dicho discurso, cuya.sínteiss hace el SIPEODIO Rocha en su 
obra citada +: 


a) Un plebiscito: Que como Director del Partido 
Liberal propuso al pueblo elector del persona! 
del Congreso ante quien hablaba que se pronun- 
ciara al elegir sobre dos temas “fundamentales”, 
que serían la reforma concordataria y leyes lla- 
madas de régimen permanente del Congreso; 


b) Que planteamiento igual hizo el candidato a la 
presidencia de la República y consiguientemente 
anunció al posesionarse de tal cargo su propósito 
y necesidad de la reforma concordataria; 


c) “Que existen al efecto tres regímenes: patronato, 
separación de la Iglesia y del Estado, y concorda- 

io. El liberalismo, desde luego, entre los tres, 
prefiere el último”. (He copiado textualmente las 
palabras de Gabriel Turbay sobre este punto c); 


d) “A la sombra de ese concordato que las modifi- 
caciones sociales han ido reduciendo día por día, 
y tácitamente a un terreno marginal, florece 
una armonia espontánea entre el Estado y la 
Iglesia, alimentada oficialmente por la decisión 
oficial, no solo de no herir con sus determina- 
ciones ejecutivas al fuero natural de la potestad 
eclesiástica, sino de influir, por los medios que 
la Constitución determina, en la expedición de 
leyes que no vayan a herir arbitrariamente el 
sentimiento religioso del país, ni a estorbar la 
acción espiritual que la Iglesia tiene el derecho 
democrático de ejercer" (también reproducción 
textual); 


e) Que si la via de la reforma por mutuo consenti- 
miento no diere resultado para ajustar el con- 
cordato del 87 a los postulados de la reforma 
constitucional de 1936, obra de su partido poli- 
tico, habría que estudiar “la fórmula latina del 
rebus sic stantibus" pero que lo propuesto en 
Roma entraba en el terreno del diálogo Lene 
Dies 

—À MÀ 
1 Antonio Rocha, ob. cit., Matrimonio, ete., p. 68. 
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Este discurso del Canciller Turbay se referia principal- 
mente al Concordato y tiene ciertas afirmaciones que es 
conveniente destacar porque expresan la posición del Gobier- 
no al respecto !: 


“El Concordato de 1887 fue hecho con un criterio 
politico para los católicos conservadores. Muchos de 
los católicos liberales lo han venido aceptando y re- 
conociendo, pero la mayoría de los católicos liberales 
desean su modificación y su reforma. Sin querer 
arrogarse el Estado colombiano la personería de la 
Santa Sede, ni estarle indicando cuáles son sus me- 


jores conveniencias, cree que sirve a las altas aspi-.. : 


raciones de la Iglesia, haciendo que un instrumento 
que hoy es anticuado se convierta en un instrumen- 
to comprensivo y que cuente con la totalidad del 
apoyo de los colombianos, dándole así el carácter 
de estabilidad y perdurabilidad que hagan de este 
instrumento un pacto político internacional perfec 
to". | 

. .. “El Gobierno al buscar la reforma del Concorda- 
to actual no puede olvidar que algunas de sus 
cláusulas puenan con el espíritu de la reforma cons- 
titucional, que el criterio con que fue pactado en 
1887 no corresponde a la nueva realidad política y 
social colombiana y que su origen y aplicación están 
en desacuerdo con la voluntad de la mayoría del 
pueblo colombiano que ha elegido un Congreso una- 
nimemente partidario de la reforma”... “...Apare: 
ce como elemental y aconsejable que el Gobierno 
oriente su acción, en primer término, a pactar un 
nuevo Concordato que consagre en derecho lo que el 
hecho ha ido estableciento. Sería éste un Concordato 
sencillo y nítido que se podría y debería realizar en 
breve tiempo. Se trata de acordar el estatuto regu- 
lador de competencias, delimitador de funciones, y 
por lo tanto, simple y fundamental, en donde deta- 
lles de escasa importancia y enojosa discusión no 
tendrían por qué buscar arrimo”... ...“Dos son ios 
procedimientos para resolver el problema. político y 
jurídico que se desprende de esta situación; uno y 
otro deben estar ceñidos a las más estrictas reglas 
previstas en el derecho internacional. El primero y 
en el cual ha confiado el Gobierno el éxito de sus 


1 Discurso del Ministro de Relaciones Exteriores Gabriel Turbay 
en la Cámara de Representantes el 21 de octubre de 1937. 
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gestiones es el del mutuo consentimiento y conserva 
la esperanza de no verse obligado a examinar los otros 
procedimientos normales que prevé la aplicación de 
la doctrina jurídica y de la práctica internacional 
consagrados en la cláusula “Rebus sic stantibus" 
que establece la caducidad de los compromisos cuan- 
do la realidad sobre que versan ha cambiado o como 
lo dice el principio latino en su enunciación integral: 
“omnis conventio intertertatur rebus sic stantibus". 
El Gobierno prefiere y ha buscado el procedimiento 
del mutuo acuerdo y busca darle estabilidad y ca- 
racteres permanentes, si ello fuere posible dentro de 
la relatividad de las cosas humanas, a las buenas y 
excelentes relaciones que existen actualmente entre 
el Estado y la Iglesia, para garantizar por muchas 
décadas la paz religiosa en el país, dándole satisfac- 
ción al sentimiento católico que vio durante tantos 
anos cómo se utilizaba el prestigio de la Iglesia para 
fines que, no siendo espirituales, sólo tenian por ob- 
jeto favorecer los intereses de la política de secta, el 
predominio antidemocrático de un partido que no 
contaba con títulos legítimos para el ejercicio del 
poder"... 


Sin tener fundamento firme para decirlo, el Ministro de 
Relaciones Exteriores hizo también a la Cámara la siguiente 
declaración: 


“Con satisfacción puedo anunciar a la Honorable Cá- 
mara que la Santa Sede acepta en principio la con- 
veniencia de modificar las actuales disposiciones 
concordatarias para adaptarlas a la nueva realidad 
colombiana y el espíritu de los tiempos modernos". 


Como se ve de lo anterior, el Ministro hacia la amenaza 
concreta a la Santa Sede: si ésta no accedia a modificar el 
Concordato entonces el Gobierno lo declararía terminado por 
cambio de las circunstancias. Esta era la traducción concreta 
del mismo principio ya enunciado por el Presidente López. 

, En vista de lo cual el Senado aprobó una proposición el 
© de noviembre de 1937, que dice: | 


“El Senado, oída la exposición del Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, reafirma su resolución de res- 
paldo al Ejecutivo en la politica que con firmeza, 
serenidad y patriotismo viene desarrollando ante el 
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Vaticano para obtener la reforma concordataria en 
armonia con las nuevas normas constitucionales y 
con los anhelos que en esta nueva etapa que está 
viviendo el país ha expresado el pueblo colombiano". 


Como se ve, la optimista exposición del Ministro de Rela- 
ciones Exteriores fue secundada. por el Senado que creía de 
buena fe que sí se estaba adelantado en la negociación de la 
reforma concordataria, cosa que no era sino en parte cierta 
porque se estaba solamente en los preliminares de dicha ne- 
gociación. | 

. Esta posición era extrema: al comienzo se subrayaba la-: 
reforma concordataria como imperiosa, como tema “funda- 
mental" con plebiscito o sin él; enseguida pasaba a describir 
los regímenes alternativos, prefiriendo el concordatario pero 
dejando vivo el de la separación ya que el del patronato no 
era pensable: luego se colocaba al Congreso en “un terreno 
marginal" para. ser reemplazado por la “armonía espontánea" 
entre la Iglesia y el Estado; y finalmente, en momentos en que 
se discutía la reforma del Concordato en el Vaticano, decía Tur- 
bay en su discurso que si la dicha reforma no daba resultado 
menester era entonces estudiar la terminación unilateral del 
acuerdo concordatario en razón del cambio de las circuns- 
tancias. | 

Tales declaraciones no dejaron de causar alarma entre los 
propios liberales. Carlos Lozano, en el mismo debate, le pidió a- - 
Turbay ciertas precisiones muy pertinentes 1: 


"—,...Qquisiera que el señor Ministro confirmara mi 
tesis respecto de que el sefior Presidente es partidario 
del concepto de que el Concordato es un Tratado Pú- 
blico que no puede declararse caducado por una Sola 
de las partes. Y por último, como el señor Ministro 
ha dicho que el partido liberal aceptó la fórmula 
concordataria en los últimos años de la dominación 
conservadora, yo quisiera saber a qué período del 
régimen conservador se ha referido, pues tengo en- 
tendido que las relaciones concordatarias con la 
Santa Sede las admitié el liberalismo desde los co- 
mienzos del gobierno conservador, como en el caso 


1. Antonio Rocha, Matrimonio, ete., ob. cit., p. 70. 
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de la magna Convención de 1897, que las aceptó so- 

lemnemente. 

“_ Para aclarar este punto de mi interpelación, se- 
= fior Ministro, le diré que mi pensamiento es que el 
Partido nace muchos afios aceptó el régimen concor- 

datario para la regulación de las relaciones entre la 

Iglesia y el Estado". 


Pero, contrariamente a lo que afirma Antonio Rocha !, los 
planteamientos del Ministro Turbay no fueron bien aceptados 
por la prensa liberal, puesto que ésta se encargó de recordar 
al gobierno que el liberalismo había “proclamado como fun- 
damento de convivencia nacional el necesario respeto a la 
religión católica”? que la aspiración de la República “era la 
reforma del Concordato”, y que Eduardo Santos, en una con- 
ferencia había proclamado como fundamento de la conviven- 
cia nacional el necesario respeto a la religión católica. Y 
añadía “El Tiempo”: “El doctor Santos recordaba en su con- 
ferencia del Teatro Municipal cómo el General Trujillo y el 
doctor Francisco Javier Zaldúa, prohombre del radicalismo, 
en una nota del año 78, dirigida por ellos a León XIII, recor- 
daba gue la gran mayoría de los colombianos profesa la re- 
ligión católica. Y así, a todo lo largo de la historia política de 
Colombia, estos ejemplos no vienen sino a multiplicarse” *. 

Esto no era cierto pues esos personajes no enviaron nin- 
guna carta a León XIII v fue solamente J. M. Quijano Wallis 
por intermedio del Caballero Mansella quien hizo tal afirma- 
ción al Papa. Zaldúa era enemigo de la religión. y mal podía 
haberlo dicho: cuando era Presidente ni siquiera quiso recibir 
al Delegado Apostólico Monseñor Agnozzi. 

Todo esto lo presenta Antonio Rocha muy bien adobado, 
diciendo que la prosa de los editoriales de “El Tiempo” es “cas- 
tiza y conceptuosa” y los razonamientos de “El Espectador” 

"Sustanciosas consideraciones” para terminar este capítulo 
con lo que verdaderamente buscaban los liberales en ese mo- 
mento y de lo que se arrepintieron cuando el Nuncio y el 


a IEA 


! Ob. cit., Matrimonio, etc., o. 71. 


ase Tiempo” del. 20 de octubre de 1937,-en editorial de. Germán 
ciniegas.  * 

* “El Eieciadom del 20 de anbe dé 1937. 

* Antonio Rocha, ob. cit., Matrimonio, etc., p. 72, 
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Cardenal Pacelli les dieron a entender que por ese camino no 
podian negociar. Dice Rocha: 


"La Cámara de Representantes iba pues a expedir en 
cuesión de días, sin duda alguna, !a ley sobre diso- 
lución del vinculo matrimonial celebrado ante los 
Jueces Civiles, por las causales que antes he transcri- 
io tomándolas del proyecto de ley: muerte de uno 
de los cónyuges y sentencia de divorcio dictada por 
aquellos. Ni ai Congreso, ni al Presidente López, ni 
al Ministro de Relaciones Gabriel Turbay les 
temblaba el pulso expedirlo, pero preferían y consi- 
guieron que la consagración del divorcio, aun limi.: 
tándolo a contratos civiles de matrimonio, no 
entorpeciera la reforma concordataria que el mismo 
Gobierno adelantaba en Roma por medio de su Em- 
bajador doctor Echandia” 1. 


11. Las observaciones del Nuncio Apostólico Monseñor 
Serena a la ley de divorcio. 


El 29 de octubre de 1937, el Nuncio se dirigió al Ministro 
de Relaciones Exteriores, Gabriel Turbay, y le pidió que se 
ilamara a la Santa Sede a participar en la discusión de la ley 
de divorcio, en la misma forma que se había hecho con la. Ley 
Concha en 1924. 


Dijo el Nuncio en su nota ?: 


“—Tratándose de materia mixta, y habiéndose esta- 
blecido para Colombia, como se desprende del con- 
texto del vigente Concordato, la aplicación de la doc- 
irina de la Iglesia en lo que se refiere al régimen 
matrimonial, me permito llamar la ateción de 
V.E. sobre la conveniencia de oír a la Santa Sede, 
como se hizo cuando se trató de expedir la ley 54 de 
1924. 


“—Y esto con mayor razón ahora que, mientras se 
afirma la vigencia del Concordato de 1887, se tiende 
a establecer, elevándolo a 1a categoría de ley, preci- 


1 Antonio Rocha, ob. cit., Matrimonio, etc., p. 73. Pero ya para esta 
época la Cámara había aprobado el proyecto de ley de divorcio, el cual 
pasó al Senado para su consideración. | 

? Citada por Antonio Rocha, ob. cit, Matrimonio, etc., p. 62. 
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samente lo contrario de la doctrina católica, consa- 
grada en dicho Concordato, que considera de derecho 
divino y natural la indisolubilidad del. vinculo con- 
yugal”. 


Esta cordial solicitud y observación del Nuncio la hace 
aparecer Rocha en la obra citada como una “protesta” y le 
añade varias inexactitudes: que el proyecto de ley de divorcio 
hizo ver al Cardenal Pacelli y al Nuncio Serena que al Con- 
greso sí podía legislar sobre esa materia, lo cual ellos lo sa- 
bian muy bien; dice Rocha que ni el Presidente López ni el 
Ministro Turbay habían inspirado proyecto sobre el divorcio, 
como si las palabras por ellos pronunciadas en el pasado no 
equivalieran a una insinuación directa a los congresistas para 
que lo hicieran; y finalmente dice Rocha que ello carecía de 
importancia pues en Colombia nadie se casaba por lo civil 
Pero lo cierto es que el Presidente López y el partido liberal 
querían para el Estado la libertad de legislar sobre el matri- 
monio civil y el eatólico y consagrar el divorcio para ambos. 
Otra cosa es que la Santa Sede fuera más hábil para negociar. 


12. La opinión del Cardenal Pacelli sobre el divorcio 


La presentación y aprobación de la ley de divorcio por la 
Cámara de Representantes de Colombia, repercutió también 
en las negociaciones de reforma del Concordato que por en- 
tonces se tenían en el Vaticano entre el Cardenal Pacelli y el 
plenipotenciario Echandía. 


À éste se dirigió el Secretario de Estado el 6 de diciembre 
de 1937 para exponerle sus puntos de vista en cuanto a dicho 
Proyecto de ley de divorcio y le dijo !: 


“—e] proyecto establece que el matrimonio civil se 

. disuelve por sentencia del tribunal civil y que los 
divorciados en el exterior pueden contraer el matri- 
monio civil en Colombia. 


“—Podría parecer que el acto civil no deba interesar 
a la Iglesia, porque ella ha declarado muchas veces 
que el vínculo del asi llamado matrimonio civil no 
tiene valor para los bautizados. 


—————— 
! Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XIII, p. 318. 


r— CNN 
—— —— 
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"—Empero, prescindiendo del hecho de que la Igle. 
Sia, como guardián e intérprete de la ley natura], 
debe defender la indisolubilidad del matrimonio ci- 
vil entre los no bautizados, porque para ellos es ver- | 
dadero y propio matrimonio, que, por ley natural, 
es indisoluble; se debe notar que de ellos hay casos 
en que el acto civil es tomado en consideración por 
la Iglesia aun para los bautizados. 


“—Desde cuando, de hecho, varios gobiernos civiles 
comenzaron a reconocer para sus súbditos el solo asi 
llamado matrimonio civil o tanto los tales civiles co- 
mo los religiosos, el acto civil subsistía como una . 
salvaguardia invocable por la autoridad civil para 
que no se produjera la indisolubilidad del matrimo- 
nio religioso. Por este motivo la Iglesia se ha preocu- 
pado por impedir la disolución asimismo del vínculo 
civil, f 

“—Ahora, como es notorio, la República de Colom- 
bia, admitiendo el acto civil para aquellos que de- 
claran no pertenecer a la Iglesia, vendría en adelante 
a poner, en este tiempo de desenfrenada libertad y 
de indiferencia por todo vínculo, un nuevo incentivo 
para descuidar el matrimonio religioso y para dar a 
los esposos la libertad de divorciarse, en oposición 
al espiritu de! artículo 17 del Concordato”. 


Perc no solamente se refería Pacelli a este punto del ma- 
ivimonio y del divorcio civiles, sino que reafirmaba la tesis 
del Nuncio Serena de que tal ley violaba el Concordato, y ade- 
más, consideraba atentatoria contra el mismo la disposición 
del artículo 29 sobre divorcio en el extranjero. 


i3. La suspensión de la consideración del 
proyecto de ley de divorcio 


Lo cierto es que las amenazas del Ministro Turbay, mal 
recibidas por los liberales sensatos, y las observaciones muy 
diplomátieas del] Numcio, produjeron el efecto que éste espe- 
raba, © sea, que el Gobierno diera marcha atràs y persuadiera 
al Congreso de suspender la discusión de la ley sobre el di- 
vorcio, 
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La suspensión la presenta ahora Antonio Rocha! como 
un golpe de genio del Presidente López, que no lo era, en los 
siguientes términos: 


“Por ahora continúo recordando los efectos que en 
el Gobierno de López y del Canciller Gabriel Turbay 
tuvo la nota de Monseñor Serena, el Nuncio en Bo- 
gotá. 

“Como dije antes, éstos preveían con buen sentido 
y acierto que las negociaciones que adelantaban en 
Roma reanudarían su curso a la par del buen suceso 
del proyecto de ley sobre divorrio en el Congreso Co- 
lombiano y que, al hallarse éste ad portas, sería po- 
sible y valdria la pena para las dos Altas Partes 
contratantes cambiar poquísimos posibles divorcios 
civiles por numerosos matrimonios facultativos no 
sacramentales. López tenía razón, había que conse- 
guir del Congreso de la República la suspensión del 
estudio del proyecto, en realidad, de su expedición”. 


| Canciller Turbay consigue del PEngOO 
la e del proyecto 


"Esto era relativamente fácil para aquellos dos jefes 
liberales, López y Turbay, pero la explicación per- 
tinente tratándose de una ley de tipo liberal como el 
divorcio, aún aplicado a contratos de matrimonio 
civil, no era actitud muy atractiva o halagadora para 
Gabriel Turbay, que se había comprometido seria- 
mente con las Cámaras y con la opinión pública a 
través de la prensa liberal. Lo consiguieron: el di- 
vorcio en cierne murió lánguidamente por inacción 
o aplazamiento tácito en el Senado. Por contraste, 
se siguió agitando en la prensa periódica y el radio 
la cuestión concordataria y la favorable perspectiva 
de la reforma en Roma”. 


La suspensión de la ley de divorcio fue comunicada al 


enviado Echandia por el Presidente y su Ministro de Relacio- 
Nes Exteriores en telegrama del 13 de noviembre de 1937, que 


dice 2: 


D Pw 


Ob. cit., Matrimonio, etc., p. 67. 
Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XIII, p. 100, 
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“Nuncio deduciendo motivos oportunidad en vista 
actuales negociaciones reforma Concordato manifes- 
tó deseos Santa Sede ser oída sobre proyecto ley 
divorcio aprobado Cámara y sometido en segundo 
debate consideración Senado con informe favorable 
comisión. Diiimosle al Gobierno hacíasele cada vez 
más difícil influir ante Congreso para demorar la 
legislación sobre régimen matrimonial mientras no 
pudiéramos anunciar las bases de la reforma en esta 
materia pero que como una nueva muestra de de- 


 ferencia y confianza hacia 1a Santa Sede y su re- 


presentante aquí haríamos la solicitud al Senado 
públicamente. Senado accedió aplazamiento encar- 
gando comisión respectiva continuar estudio proyec- 
to acuerdo ministro. Serena expresónos agradeci- 
miento y ofreciónos cablegrafiar esta reiterada prueba 
de buena voluntad. 


“Firmado Presidente Exteriores”. 


Al propio tiempo el Ministro Turbay respondió al Nuncio 
el 12 de noviembre de 1937 t, en los siguientes términos, anun- 
ciándole la suspensión del proyecto de divorcio “por unos, 


1 


74, 


4^ —Que ha sido deseo del Gobierno que las reformas 

ue ley civil sobre derecho de familia no vengan an- 

s de las que debe recibir el concordato que regula 
las relaciones entre los dos Poderes; 


“Que el Congreso a su vez reafirma su libertad de 
legislar sobre materias exclusivamente civiles y que 
sus voceros explican que el divorcio de los matrimo- 
nios civiles no puena con los compromisos concor- 
datarios; 

“—Que es deplorable que la complejidad de las ne- 
sociaciones concordatarias no haya permitido llegar 
a un acuerdo con la Santa Sede antes de que se 
acentúe la impaciencia del Congreso para realizar 
él las reformas civiles en que está empeñado; 


^ —Pero que sin embargo, como muestra de deferen- 
cia personal hacia la Nunciatura, solicitó y obtuvo 


Nota citada por Antonio Rocha en la ob. cit, Matrimonio, etc. 
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del Senado el aplazamiento por unos días de la dis- 
cusión del proyecto de ley sobre divorcio, a fin de que 
aquella tenga tiempo de presentarle los puntos de 
vista que le anuncia en sus notas de 8 de septiembre 
y de 29 de octubre próximos pasados". 


14. La opinión de Echandia sobre la ley de divorcio 


Echandía, quien estaba informado sobre el curso de la ley 
sobre el divorcio, sintió también el impacto de la aprobación 
del proyecto en la Cámara de Representantes, en las negocia- 
ciones de reforma del Concordato, ya que las observaciones del 
Nuncio y del Cardenal Pacelli sobre el divorcio entorpecieron 
o retardaron la continuación de las negociaciones. 


Echandía consideraba que la ley de divorcio era violato- 
ria del Concordato y que debía suspenderse la actividad del 
Congreso a este respecto mientras se negociara sobre el ma- 
trimonio. Esto lo dijo al Presidente y al Ministro de Relaciones 
Exteriores en su nota de 15 de diciembre de 1937 !: 


“...Como ya lo expresé a ustedes en mi comunica- 
ción antes aludida, considero que el proyecto, en la 
forma en nue fue aprobado por la Cámara, podrá 
considerarse fundadamente como violatorio del Con- 
cordato por estos dos aspectos: 


^j, - En cuanto a que establece e! divorcio vincular y 
la competencia de los jueces civiles para conocer de 
las causas sobre dicho divorcio, sin distinguir entre 
matrimonio católico y matrimonio civil. En efecto, 
la ley así formulada podría prestarse a la interpre- 
tación de que por ser una ley posterior quiso derogar 
las disposiciones concordatarias sobre matrimonio 
católico; en cuanto éstas implican el reconocimiento 
de la indisolubilidad del vínculo religioso con sus 
efectos civiles colocan a dicho vínculo religioso fue- 
ra de la competencia de los jueces civiles. 


“2. - Dicha indisolubilidad podría considerarse afec- 
tada también por la ley, en cuanto ella reconozca las 
sentencias extranjeras que disuelven el vínculo reli- 
gioso y no hayan sido dictadas por jueces eclesiás- 
ticos. 


e. 
1 Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XIII, p. 64. 
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“Considero, por esto, que la aprobación de este pro- 
yecto sin excluir expresamente de sus disposiciones 
a los matrimonios católicos podría constituir un 
obstáculo grave para el buen éxito de las negocia- 
ciones. Pero, en cambio, reitero la recomendación 
hecha en mi nota de 15 de noviembre para el caso 
de que no se vea voluntad de llegar amigablemente 
a un resultado concreto en cuanto a nuestras pre- 
tensiones sobre matrimonio. 


“Dada la nueva actitud de que di a usted cuenta en 
mi cable número 17, considero conveniente que las 
actividades parlamentarias que puedan prestarse a 


fricciones a propósito de la aplicación del Concorda-.. : 


to, se mantengan en suspenso mientras se aclara la 
situación de manera definitiva. | 


"Dentro de este orden de ideas, creo que también po- 
dría buscarse la manera de retirar un poco de la de- 
liberación publica la cuestión de la reforma concor- 
dataria, para evitar los naturales rozamientos que 
trae consigo la discusión en el Parlamento y en la 
prensa de esta materia durante el período crítico de 
las negociaciones. 


"Aun cuando el Cardenal Pacelli me dejó la impre- 
sión de que no esperaba contestación escrita de mi 
nota, le ruego decirme, por cable o carta, si ustedes ` 
creen conveniente gue reitere por escrito mis EXPE (l| 
caciones verbales". E 


15. La segunda contrapropuesta de la Santa Sede 


Esta solamente llegó al Embajador colombiano Echandia 
en marzo de 1938, y de ella da cuenta este plenipotenciario en 
sus telegramas y notas fechadas de marzo a mayo de 1938 *. 
Parecióle a Echandía que la propuesta no mejoraba la situa- 
ción de ese momento en puntos esenciales. 


La posición de la Santa Sede se había afirmado bastante 
con el correr del tiempo, en tanto que Echandía estaba a la 
defensiva. Por ello conviene examinar ahora las respectivas 
posiciones de las partes en este período. 


p MALO cunrr@<€—îh 


1 Archivo Emjabada, Misión Echandía, Volumen XIV, 1938, tele 


gramas Nos. 23 de 18 de marzo de 1938, 24 de 5 de marzo de 1938, 25 de 
_ 20 de mayo de 1938, y notas de 17 y 27 de junio de 1938. 
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Si bien en materia de educación —decía Echandia— que- 
dé suprimida obligación general de someter el conjunto de la 
instrueción oficial a las ensenanzas de la Iglesia y se reconoce 
el derecho a. la inspección y vigilancia del gobierno, en cambio 
la Santa Sede proponía la intervención de los obispos en la 
designación de los maestros de religión y formulaba exigencias 
ilimitadas en cuanto a auxilios para establecimientos católi- 
cos de educación. Luego el Cardenal Pacelli atemperó un poco 
estas exigencias pecuniarias pero insistió en el control sobre 
los maestros de religión. Pero Echandía calificó a tales pro- 
puestas como “inaceptables” y las motejó de “obstáculos gra- 
ves para el examen pormenorizado del resto de la proposición 
de la Santa Sede". | 


En materia de matrimonio, la Santa Sede aceptaba el re- 
gistro civil del mismo, la competencia de los jueces civiles so- 
bre las causas de separación, y suprimia la exigencia de la 
apostasía para los matrimonios civiles; pero en cambio solici- 
taba el transcurso del piazo de un mes para poder contraer 
matrimonio civil y, además, que se resucitara el Privilegio 
Paulino o sea, la anulación del martimonio civil por el católico 
posterior de uno de los cónyuges. En este punto la Santa Sede 
no quiso ceder en todo el tiempo de la discusión. 


En lo referente a los bienes eclesiásticos, pidió la Santa 
Sede que se les sustrajera a lo dispuesto en la Constitución 
vigente y leyes futuras, probablemente por el temor de que 
3€ repitiese en el porvenir la confiscación hecha por los radi- 
cales, de la eual buscaba la Iglesia defenderse. 


A este respecto decía Echandía en nota de 27 de junio de 
1938 al Ministro de Relaciones Exteriores !: 


"La interpretación que le ha dado el Gobierno a la 
estipulación concordataria que somete al derecho 
comun la facultad de la Iglesia de aquirir, poseer y 
administrar bienes muebles e inmuebles, no ha sido 
discutida en las actuales negociaciones con la Santa 
Sede; el propósito de ésta es precisamente obtener 
en un nuevo pacto un tratamiento de excepción que 
no le concede ni el Concordato de 1887 ni ningún 
otro Concordato vigente. En su primera contrapro- 


T = . : 
* Nota de Echandia al Ministro Antonio Rocha, de 27 de junio de 
| Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XIV, ano de 1938. 
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puesta la Santa Sede pedia el mantenimiento de las 
estipulaciones de los articulos 59 y 69 que como se 
le hizo notar en la segunda propuesta de la Emba- 
jada, consagran el “tratamiento nacional” de los bie- 
nes de la Iglesia. 

“En su segunda contra-propuesta, la Santa Sede 
elude toda referencia a los artículos 59 y 89 del Con- 
cordato e insiste en que la Iglesia no puede obligarse 
en un Concordato a someterse a leyes futuras que 
no conoce... 


"Parece pues que la Santa Sede misma interpreta la 
disposición concordataria en la misma forma que el 
Gobierno y que busca una modificación que, como.. 
se manifestó en el apunte para el Secretario de Es- 
tado de 13 de los corrientes, es inaceptable para el 
Gobierno y, por lo demás, no tiene ningún antece- 
dente en el derecho concordatario contemporáneo...”. 


La Santa Sede estaba inclinada a aceptar la propuesta 
colombiana de conversión de la deuda perpetua por una con- 
solidada, pero no se llegó entonces a convenir una fórmula de 
arreglo. 

an suma, la Santa Sede dejaba al gobierno que suprimie- 
ra las estipulaciones doctrinarias a favor de la Iglesia, a cambio 
de recobrar la libertad de nombrar obispos y de un régimen 
pecuniario completo para fomento de la educación católica. 


16. Las leyes sobre registro civil, instituciones 
de utilidad comun y cementerios 


En mayo de 1938 el Congreso aprobó las leyes sobre ins- 
tituciones de utilidad común y registro civil estableciendo 
además la administración municipal de los cementerios. 

El proyecto de ley sobre divorcio no fue sometido a la con- 
sideración del Congreso en las sesiones extraordinarias para 
dar tiempo a que el Embajador Echandía se enterara del efec- 
to de aquellas nuevas leyes en el Vaticano. 


El Ministro de Relaciones Exteriores tuvo varias conferen- 
cias con el Encargado de Negocios Calleri acerca de la ley sobre 
instituciones de utilidad común; y cor Monseñor Serena acer- 
ca del usufructo de las rentas de los cementerios municipales, 
como violatorio del artículo 15 del Convenio de 1892 que dis- 
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puso la entrega de esos cementerios a las autoridades eclesiás- 
ticas para su administración. El Ministro Rocha no estuvo de 
acuerdo con el Nuncio y le dijo que el usufructo de las rentas 
producidas por esos cementerios permitiría al Gobierno inclu- 
sive pedir a la Iglesia rendición de cuentas de la administra- 
ción que había tenido de ellos. 


El Nuncio se quejó el 23 de julio de 1938 al Ministro de 
Relaciones Exteriores por la nueva presentación del proyecto 
de divorcio por algunos representantes del Congreso, lo cual 
en su opinión retrasaria las negociaciones en Roma. 


17. Las ültimas insirucciones de Lopez y Rocha 
a Echandía sobre matrimonio y educación 


Restringe Rocha sus recuerdos de la negociación de la 
reforma del Concordato a] asunto del mairimonio, cuya fór- 
mula original del Presidente López, del Ministro Soto del Co- 
rral y del plenipotenciario Echandia, era la de “que la Santa 
Sede autorizara a los bautizados o católicos para contraer 
matrimonio civil en una. disposición expresa del Concordato”. 
Mas a ello se opuso el Cardenal Secretario de Estado, quien 
calificó la dicha fórmula como “contraria bajo varios aspec- 
tos al mismo Derecho Divino !. 


En las postrimerías del primer gobierno de López, siendo 
Rocha su Ministro de Relaciones Exteriores, ensayaron ellos 
una postura diferente, que quedó consignada en el telegrama 
de 2 de agosto de 1938 enviado por ellos a Echandía: 


“5 


“En vista de que el Congreso ha venido expidiendo 
leyes que de una u otra manera afectan los conve- 
nios con la Santa Sede, sin que se haya producido 
ninguna alteración en las buenas relaciones de la 
Iglesia con el Estado, ni que se haya inquietado la 
conciencia religiosa del país, creemos poder contem- 
plar desde nuevos ángulos la discusión de todos los 
puntos pendientes de la reforma del Concordato, par- 
ticularmente los relativos al matrimonio y a la en- 
señanza. Entre otras cosas, cada día se afianza más 
en nuestro ánimo el convencimiento de que la Santa 


— ma 


1 Antonio Rocha, ob. cit., Matrimonio, etc., p. 28. 
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Sede puede preferir la situación de hecho dentro de 
la cual se mueven actualmente aquellas relaciones, 
a pactar aceptando los términos que nosotros hemos 
propuesto sobre estos dos ültimos puntos. Así las co- 
sas, consideramos que la fórmula del matrimonio 
facultativo podría entrabar la libertad del Congreso 
para establecer el divorcio para los bautizados que 
contraigan matrimonio civil y desearíamos que si 
usted está conforme con nuestras ideas, inquiera si 
la Santa Sede vería bien que por ley se implante el 
matrimonio civil obligatorio, pudiendo los cónyuges 
contraer luégo entre sí el vínculo religioso y quedando 
entonces sujetos a la legislación canónica. Los efectos 
civiles serían reconocidos desde la fecha del matri- 
monio civil. Respecto a las garantías que el Estado 
debe dar a la Iglesia en materia de educación, esta- 
mos conformes con la manera como hemos definido 
la posición del Gobierno. Encontramos impractica- 
bles, no sólo física sino políticamente, atender la 
exigencia de la Santa Sede que el Estado contribuya 
al fomento de la enseñanza profesional y privada 
que ella quiera organizar, en proporción a los recur- 
sos de que disponga el Gobierno para la enseñanza 
pública, recursos que, como usted sabe, no pueden 
ser inferiores al 10% del presupuesto nacional de 
rentas, de acuerdo con el artículo X de la ley 12 de 
1935. Ni entendemos que ésta fuera una aplicación 
lógica de la reforma constitucional del año 36, ni 
las leyes que se han dictado o se dicten en su desa- 


rrollo. Menos aún, que la Santa Sede esté dispuesta "E 


a abandonar la pretensión de que el Estado establez- 
ca la enseñanza religiosa en las escuelas de segunda 
enseñanza a cambio de compensaciones pecuniarias, 
que habrán de destinarse a sostener y estimular la 
educación confesional en competencia con la educa- 
ción oficial. Esie Gobierno ve con buenos ojos que la 
Iglesia católica funde todas las escuelas que juzgue 
conveniente y que en las escuelas públicas primarias 
sea obligatoria la instrucción religiosa; pero no pue- 
de el Gobierno de Colombia cumplir con la obliga- 
ción directa de la educación pública, como está re- 
gulada en la Constitución, y subvencionar, por otra 
parte, la escuela católica en la forma y extensión a 
que aspira la Santa Sede. Firmado Presidente Exte- 
riores”. 
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A ello respondió Echandia de la siguiente manera, por te- 
legrama número 27 de 3 de agosto de 1938: 


Presidente Exteriores, 
Bogotà 
Numero 27 


“Suyo 9. Efectos civiles matrimonio católico es de 
aquellas cuestiones esenciales dogmáticas sobre de- 
recho divino sobre las cuales no hay ejemplo de que 
la Iglesia haya cedido voluntaria o amigablemente. 
Consiste en que el solo sacramento religioso, sin aña- 
didura de contrato civil, produzca, tratándose de 
católicos, los mismos efectos de un verdadero con- 
trato. Talidentidad para los católicos entre la noción 
de sacramento y la de contrato impediría a la Igle- 
sia aceptar que antes o después de celebrado el sa- 
cramento hubiera necesidad de celebrar también el 
contrato civil para que dicho sacramento produjera 
los efectos civiles regulados por la ley civil. Respecto 
a divorcio es evidente que el legislador colombiano 
puede establecerlo para matrimonios exclusivamente 
civiles, sea que ellos han sido contraidos por católi- 
cos o por acatólicos, si io primero porque para la 
igiesia y para el Concordato vigente, el matrimonio 
puramente civil entre católicos no tiene valor y es 
concubinato de donde se deduce que su disolución 
debe ser fomentada, y si el matrimonio ha sido cele- 
brado por acatólicos, éste no cae bajo la jurisdicción 
de la Iglesia ni bajo las cláusulas del Concordato. 
En resumen, el Congreso es libre para legislar sobre 
divorcio de los matrimonios puramente civiles pero 
no lo sería, por motivo del Concordato y de confor- 
midad con las leyes de la iglesia para establecer el 
divorcio en los matrimonios católicos, hayan sido o 
no acompañados de matrimonio civil adjunto o com- 
plementario. Paréceme que sería rechazada de plano 
propuesta supresión por ley efectos civiles matrimo- 
nio católico, como flagrante y gravísima violación 
Concordato, y no podría parangonarse con leyes úl- 
timamente dictadas sobre materias menos importan- 
tes. Creo dicha propuesta podría modificar ambiente 
relativamente tranquilo en que hemos estado mo- 
viéndonos. Ruégole expresar estas consideraciones y 
comunicarme sus órdenes. 


“Firmado EmColombia”. 























916 EL CONCORDATO ECHANDIA-MAGLIONE 


18. El Ministro Rocha encubre y descubre la verdad 
sobre las negociaciones B 


En la Memoria del Ministro de Relaciones Exteriores al 
Congreso Nacional de 1938, el Ministro Antonio Rocha exami- 
nó el tema de las relaciones con 1a Santa Sede ! y en el preám- 
bulo del Capítulo XV traza un cuadro que resulta perturbador 
para quien estudie la política del gobierno al cual pertenecía. 
Las palabras de Rocha describen una especie de imagen nega- 
tiva que una vez impresa revela claramente el fondo verdade- 
ro de sus ideas que sus palabras intentaban encubrir: 


"Conviene declarar —dice Rocha— la absoluta bue- 
na fe del Organo Ejecutivo en todos sus compromisos : 
y declaraciones". | 


Resulta sospechoso que un Estado ande proclamando tal. 
cosa a los cuatro vientos, pues el Estado siempre debe obrar 
de buena fe, a menos que desee engañar al lector en algún 
caso en el cual no obró así. 


“Queremos destacar enfáticamente ——contináa Rocha— | 
que el Estado rechaza todo principio equívoco, toda política * 
dudosa, cuya expresión se halla reducida a la célebre fórmula: 
se obedece pero no se cumple”. Pero esta conclusión no tiene 
nada que ver con la premisa y es por tanto sólo la manera de 
ocultar lo que realmente sucedía: que el Estado colombiano 
aceptaba el Concordato de labios para afuera, pero no estaba 
dispuesto a cumplirlo. 


Esto lo confirman enseguida las palabras de Rocha: “El 
objetivo del Gobierno no consiste en comprometer la fe de la- 
República con el propósito de dilatar el tiempo a fin de ase- 
gurar ciertas posiciones que le permitieran lograr encubierta- 
mente lo que hoy no pudiera alcanzar”. Admirable radiografía 
ésta de lo que el Gobierno precisamente había hecho y hacía 
en ese momento: los liberales del Gobierno y del Congreso 
querían abolir el Concordato y para lograrlo comenzaron eli- 
minando de la Constitución las normas que protegían a la 
Iglesia, luego decretaron la muy discutible apropiación del co- 


2 Páginas XXII y siguientes de este libro editado en Bogotá en la 
Imprenta Nacional. 
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legio jesuita de San Bartolomé, enseguida propusieron las le- 
yes de divorcio, registro civil, cementerios e instituciones de 
utilidad comun y al propio tiempo propusieron la. negociación 
de reforma del Concordato. 


“Y en punto al negociado con la Santa Sede ...—dice 
Rocha— no está nuestra política en hacer declaraciones so- 
lemnes de buena vcluntad y cordialidad con la Iglesia y luego, 
al amparo de ellas desarrollar una acción antirreligiosa, an- 
ticatólica, amenguando así y empobreciendo la zona de in- 
fluencia que los poderes eclesisticos tengan o puedan tener 
en la ciudadanía”. Esa era precisamente la acción que por 
entonces desarrollaban el Presidente López y su Ministro Ro- 
cha: desarmar a la Iglesia para obtener de ella más pronto 
las anheladas concesiones en punto a matrimonio, registro 
civil, cementerios, bienes eclesiásticos, renta concordataria y 
nombramiento de los obispos. | 


Así creía el Gobierno que disminuia a la Iglesia para pre- 
sentarse después ante ella de igual a igual protestando ino- 
cencia: "Ni la dignidad ni la calidad del Estado —explicaba 
Rocha— toleran una posición inicial de inferioridad, eual es la 
que va supuesta y entendida en los sistemas falaces y en las 
prácticas de engaño”... “El país, el Estado, el Gobierno jamás 
han hecho suya la estulta afirmación de que los sentimientos, 
las doctrinas y las instituciones religiosas, singularmente las 
católicas, carecen de valor y de significación para la vida so- 
Cial e histórica de un pueblo”. Mas esto era precisamente lo 
que los nuevos liberales, a remedo de los radicales, proclama- 
ban entonces: “Viva el Liberalismo ateo”. Y a renglón seguido 
admite Rocha la posibilidad de que el Estado entretuviera tales 
ideas: “Mas, incluso admitiendo como propias tales opiniones, 
el Estado no podía convertirlas en factor doloso de negocia- 
ciones oficiales”. 


Pero el hecho es que las negociaciones de Echandía con 
la Santa Sede se iniciaron ya cuando se había consumado el 
despojo de San Bartolomé y la desconstitucionalización de la 
Iglesia y cuando cursaban en el Congreso las leyes a que la 
Iglesia se oponía. Por ello resultan irónicas las palabras de 
Rocha: “Y aunque muchos entienden que las artes diplomáti- 
Cas implican ciertos modos de ser indefinibles, pareció a este 
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Gobierno mejor y más conveniente para la salud y el decoro 
de la Nación ignorarlos, porque no se ve por cuál razón supe- 
rior se puede afirmar que sea necesario o indispensable con- 
fundir para aclarar, hacer inextricable previamente lo que se 
quiera solucionar”; esto fue escrito en los precisos momentos en 
que López y Rocha el 2 de agosto de 1938 telegrafiaban a 
Echandía diciéndole que arriesgara proponer a la Santa Sede 
el matrimonio civil obligatorio ya gue la iglesia colombiana 
no había protestado contra las leyes sobre cementerios e ins- 
tituciones de utilidad común, lo cual facilitaría luego la apro- 
bación de la ley de divorcio. Esto es precisamente lo que les 


dice Rocha: “confundir para aclarar, hacer inextricable pre- 


viamente lo que se quiere solucionar”. No es sino leer el tele- 
grama de respuesta de Echandía para convencerse de que la 
respuesta de López y Rocha confundió al negociador y torna- 
ba inextricable su posición. 

Sentadas asi las premisas de la negociación con la Santa 
Sede pasa Rocha a explicar la posición del Gobierno en el cual 


era Ministro, acerca de la Santa Sede y de los acuerdos que |. 


se hacen con ella. Hay que seguir muy de cerca esta argumen- 
tación pues ella nos da la clave del fracaso de Echandia en el 
Concordato de 1942. 

Para Rocha la naturaleza de la Iglesia le impedia celebrar 
tratados como los concordatos en el mismo pié de igualdad 
con el Estado, pues excluyendo aguella toda igualdad de jerar- 
quía con el Estado, y siendo éste autónomo, soberano y legis- 
lador, el Concordato se convierte en un mandato que el Estado 
no puede aceptar, pues le quita la calidad perfecta de parte 
contractual. 


Por ello la naturaleza jurídica de los concordatos no le 
parecía evidente e inequívoca; además, confundiendo el tra- 
tado con una ley interna, y creyendo que los tratados se diri- 
gen a los súbditos de los dos Estados partes, le parecía que el 
Concordato creaba conílictos al aplicarse a los fieles de la Igle- 
sia y a los súbditos del Estado; pero precisamente, decimos 
nosotros, los Concordatos se hacen para que la Iglesia y el Es- 
tado, al unisono, promulguen reglas jurídicas uniformes para 
que los súbditos no encuentren contradicción entre los man- 
datos espirituales y los estatales. 
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Pero como Rocha no quería entender esto, para resolver 
los grandes conflictos que veía en los Concordatos, decide su- 
jetar la Iglesia al Estado, el cual, desde su posición jurídico- 
política fundamental no puede hacer cosa distinta de conside- 
rar a la Iglesia como apoderada de los sentimientos religiosos 
del pueblo con personeria suficiente para presentarse ante los 
poderes püblicos para que le sean reconocidas y legitimadas 
sus aspiraciones. Así, degrada Rocha la Iglesia ante el Estado 
para concluir que un convenio concordatario es "un estatuto 
legal que se refiere a todos los hechos relacionados con la re- 
ligión católica, estatuto que el Estado elabora y establece pre- 
vio estudio y acuerdo con la Santa Sede". Así, pues, el Con- 
cordato tórnase en una simple ley interna del Estado. 


Respecto a las materias contempladas por el Gobierno 
para reformar el Concordato, refiérese Rocha solamente al 
matrimonio y a. la enseñanza. 

Respecto del matrimonio, considera Rocha que es un ele- 
mento imprescindible del orden social y de la democracia pero 
que las concepciones religiosas y civiles acerca de él establecen 
una diferencia esencial que no es posible reducir a términos 
comunes a las dos; por ello concluye que sólo el Estado es 
competente para establecer el estatuto legal matrimonial y 
que el Estado no puede en absoluto “prescindir de establecerlo 
y regularlo institucional y normativamente”. Y en seguida se 
lanza a su lógica patoja: “El Estado debe ...dar el estatuto 
civil del matrimonio, o, lo gue es idénticamente lo mismo, el 
estatuto del matrimonio civil”. 


Así, bajo este torrente de palabras, surge al fin lo que el 
Ministro quería decir: que en el Estado colombiano sólo ca- 
bía el matrimonio civil, que era precisamente aquello gue el 
Presidente, el Congreso y el partido liberal sostenían desde 
1934: que sólo hubiera matrimonio civil aboliendo el religioso 
del Concordato. 

El segundo punto contemplado por Rocha en su Memoria 
citada, es el de la enseñanza, para considerar el cual se lanza 
a Otra construcción idiomática para ocultar su pensamiento 
y al final dejarlo salir como guien no quiere la cosa. Vuelve 
Rocha a cargar a la democracia el compromiso de ser la base 
de la libertad de conciencia, sin la cual no existe la vida histó- 
rica de la Nación, y además politiza la ciencia al decir que la 
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concepción de ésta coincide esencialmente con la concepción 
democrática de la cultura. Carga luego sobre el Estado la rea- 
jizacion de la cultura como su objeto supremo y por alli le 
confía la enseñanza de la religión católica como forma de cul- 
tura religiosa. Pero esta concepción de la religión está bien 
condicionada: “en cuanto no afecte ni toque la necesidad de 
un saber científico, puede el Estado no sólo tolerar y admitir 
sino amparar y estimular la enseñanza religiosa”. Finalmente, 
Rocha afirma “que la ensenñanza de la doctrina católica debe 
ser incorporada a la del Estado, en cuanto ella es una forma 
auténtica de la cultura, objeto de pensar científico, sustancia 
del saber de ingentes grupos de la ciudadanía y factor prepon- ` 
derante en las costumbres de la sociedad colombiana”. 


Dejó así sentadas Rocha las bases sobre las cuales descan- 
saba la negociación de reforma del Concordato, prescindiendo 
de muchos otros puntos, y concentrándose en aquéllos que 
más preocupaban a Echandía y sobre los cuales no habían po- 
dido hacer avanzar las negociaciones. 

Es evidente que Rocha hizo un esfuerzo dialéctico consi- 
Gerable para ocultar los fines últimos y reales gue se proponía 
alcanzar el Estado frente a la Iglesia, y que los reafirmó en el 
momento en que el Gobierno de que hacia parte tocaba a su 
fin y no podía ya seguir ocupándose de la negociación. Tal vez 
quiso Rocha dejar un poco en el claroscuro las razones que le 
habían perno concluir un rápido arreglo con la Santa Sede, 
tal y como López había insistido en que se hiciera un año 
antes. 


pas 
CD 


Tercera contrapropuesta de lo. Santa Sede 


El 26 de agosto de 1938 respondió la Santa Sede a los 
"apuntes" de Echandía de 13 y 26 de julio de 1938, apuntes 
referentes a la segunda contrapropuesta de la Santa Sede. 

En su nueva posición, la Santa Sede renunció expresa- 
mente a la consagración en el Concordato del privilegio pau- 
lino o privilegio de la fe. 

an cuanto a los bienes de la Iglesia, el Vaticano se con- 
tormaba con los artículos V y Vi del Concordato de 1887. 

En lo referente a la educación, la Santa Sede atenuó sus 
peticiones de auxilios y propuso plan de ensefianza religiosa 
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en escuelas primarias, sin conversión de la deuda concorda- 
taria en consolidada !. 


30. Prolóngase la misión Echamdía. 


La continuación de la negociación se hizo ya bajo el 
gobierno de Eduardo Santos: la Santa Sede desistió de la con- 
sagración concordataria del privilegio de la fe y de la prenoti- 
ficación del matrimonio por parte del juez civil al Ordinario, 
a cambio de que el Estado se limitara a 1a del matrimonio civil 
facultativo para los bautizados católicamente, ya como cosa 
del Estado, y limitándose el Concordato a reconocerle efectos 
civiles al matrimonio canonico. 


Esto implicaba, claro está, la reforma del artículo 1" del 
Concordato y la abrogación de la Ley Concha. 


Ello sucedía a comienzos del segundo semestre de 1938, 
bajo la administración Santos, la cual, dirigida con menos 
fantasía y atrevimiento que la de López, resolvió reducir sus 
objetivos y contraer la negociación del Concordato a la desig- 
nación de Obispos, los efectos civiles del matrimonio católico, 
el régimen de cementerios y el registro del Estado Civil. 


La discusión de Santos y Echandia la transcribe Rocha !. 
Decía Echandia: 


^. 8e conciben varias maneras de relacionar el de- 
recho del Estado a regular la institución del matri- 
monio con el reclamo de la iglesia de que sea de su 
exclusiva competencia la legislación matrimonial: 


“a) el sistema gue establece como obligatoria para 
los católicos la forma religiosa del matrimonio, de- 
jando a la misma Iglesia el determinar a qué perso- 
nas obliga dicha forma y reservándole la jurisdicción 
en las causas o juicios matrimoniales y dando al 
matrimonio católico la totalidad de los efectos ci- 
viles, sistema que no existe actualmente sino en 
Colombia; 


“b) el que se limita a reconocer al matrimonio cató- 
lico todos los efectos civiles, pero sin hacerlo obliga- 





1 Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XV, p. 78: tele- 
grama N° 30 de 27 de agosto de 1938, de Echandía al Presidente y al 
Ministro de Relaciones Exteriores. 

? Ob. cit, Matrimonio, etc. pp. 50 y 51. 
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torio, de manera que allado de aquel exista el civil 
que puede ser libremente preferido, sin trabas por 
causa de la religión de los contrayentes, que es el 
régimen aceptado por la Iglesia en todos los con- 
cordatos con la sola excepción del colombiano y en 
gue solo se reservan a los jueces eclesiásticos aque- 
llas causas que afecten el vínculo; 


“c) y, por último, el sistema en que el único matri- 
monio reconocido para los efectos civiles es el laico, 
de manera que los católicos que quieran casarse de 
acuerdo con su religión, deben agregar al sacramen- 
to el acto civil, bajo pena de que su matrimonio se 
considere como no avenido por las leyes del Estado. 


En este sistema la jurisdicción corresponde del todo: 


a los jueces estatales”. 


Echandía pensaba que no podían aspirar, dentro de una 
política de entendimiento con la Iglesia, a obtener cosa dife- 
rente del sistema del matrimonio católico facultativo, sin ha- 
cerlo obligatorio para los que no profesan la religión católica 
y sin protesta o apostasía previa de su parte, en lo cual estuvo 
de acuerdo Santos ?. 


Pero a fines de 1958 el propio Echandía estaba dispuesto 
2 presionar a la Santa Sede con el espantajo de la ley de 
divorcio que, para los matrimonios civiles solamente, ya le pa- 
recía viable y no violatoria del Concordato. He aquí la propues- 
ta de Echandía a la cual el Presidente Santos no puso atención 
o no le dio importancia *: 


Roma, 14 de noviembre de 1938. 

Presidente Santos. 

Bogotá. 

PERSONAL. 

“... Creo podría aprovecharse composición actual 
Congreso para pasar disposiciones sobre matrimonio 
de que hemos habladc estableciendo que ciudadanos 
pueden escoger libremente entre matrimonio civil y 
católico y que éste, de acuerdo con el Concordato, 
tendrá plenos efectos civiles; fijando obligación pá- 
rrocos pasar dentro de un plazo determinado acta 
matrimonio a funcionario estado civil cuando éste 
no haya presenciado ceremonia, estableciendo san- 


Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XV, p. 106. 
2 Antonio Rocha, ob. cit, Matrimonio, ete., p. 51. 
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ciones correspondientes y derogando Ley 54, 1924. 
Estas medidas... no podrian considerarse, racional 
y equitativamente interpretadas, como violatorias ese 
pacto y desde luego no pueden considerarse contra- 
rios dogma moral cristiana pues han estado vigen- 
tes Italia otros países tienen Concordatos con Santa 
Sede. Creo que con ellos y con las ya citadas para 
registro, cementerios, instituciones de utilidad co- 
mün quedarían satisfactoriamente eliminadas algu- 
nas de las mayores dificultades actuales. - 


“Firmado EmColombia”. 


En cuanto la Secretaría de Estado reclamó al Embajador 
Echandía sobre la Ley 110 de 1937 que dispuso la entrega al 
Gobierno del Colegio Nacional de San Bartolomé, se intercam- 
biaron varios telegramas hasta gue el 20 de diciemre de 1938 
el Presidente Santos dijo al Embajador que “el primero de 
enero firmaráse Acta en que Jesuítas entregan edificio for- 
malmente reconocido propiedad Gobierno despejando toda in- 
cógnita. Gobierno permite uso hasta 20 noviembre de 1939 
especificándose que ello se hace para permitirles concluir edi- 
-ficio en La Merced y para que e! Gobierno tenga también tiem- 
po para organizar establecimiento educación que funcionará 
desde 1940 en el actual local San Bartolomé. Así gueda satis- 
factoriamente solucionado este incidente" !. 


El enviado Echandía también se comunicó con el Presi- 
dente Santos acerca de la ley sobre inspección y vigilancia a 
las instituciones de utilidad comün, que comprendía también 
à las eclesiásticas, para resolver los reclamos de 1a Santa Sede 
a este respecto: | 


“Su nota F-19... paréceme evidente que ley (92 de 
1938) somete a todas las disposiciones sobre inspec- 
ción y vigilancia a las instituciones fundadas por 
decreto canónico cuando reciban auxilio del tesoro 
público. Aún admitiendo que sea contrario al Con- 
cordato la inspección y vigilancia sobre estas entida- 
des, es claro que en la forma condicional en que 
artículo IV las somete a dicha inspección quedan 
incólumes prerrogativas eclesiásticas concordatarias, 
cualquiera que sea la extensión que quiera dárseles, 
pues ni el Concordato obliga al Estado a conceder los 


: a 


1 Archivo Embajada, Misión Echandia, Volumen XV, p. 119. 
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auxilios ni la ley obliga a las CHEIORUER a recibir- 
lOS 5 : 


En febrero de 1939 falleció Pio XI, por lo cual se paralisi 
las negociaciones mientras se hacia la elección del nuevo pon- 
tifice, la cual recayó en el Cardenai Pacelli, negociador del 
Concordato con Echandía, quien adoptó e! nombre de Pío XII. 


21. La tercera propuesta colombiana del 
Presidente Santos 


El 3 de julio de 1939, el enviado Echandía consultó al Pre- 
sidente y al Ministro de Relaciones Exteriores sobre la nueva 
propuesta que él podía presentar a la Santa Sede, a lo cual 
había sido invitado por ésta, circunscrita a los temas de ma- 
trimonio, registro civil y cementerios ?. Proponía Echandia, en 
un telegrama bastante confuso, unas pequeñas modificaciones 
a su propuesta anterior sobre matrimonio facultativo así como 
al régimen de cementerios, considerando, por lo demás, que 
sobre registro civil ya el Congreso había legislado y que solo 

se trataba de obtener la cooperación eclesiástica a este res- 
pecto. x 


El Presidente Eduardo Santos, y su Ministro de Relaciones 
Exteriores, Luis López de Mesa, enviaron a Echandia la pro- 
puesta ya redactada que el Ministro Echandia debia presentar 
a la Santa Sede. Como esta propuesta es la definitiva, es nece- 
sario transcribirla integramente 3: 


“35 - Su 63 consideramos que podría concretarse en 
la forma expresada a continvación nuestro proyecto 
mínimo de parcial reforma concordataria. Rogámos- 
le estudiarlo atentamente, darnos su opinión y, si 
está conforme, presentarlo al Vaticano: 


“MATRIMONIO 


“1. El Estado colombiano en acatamiento a los sen- 
timientos de la Nación, continüa reconociendo ple- 
nos efectos civiles al matrimonio católico, celebrado 


1 Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XVI, año de 1939. 

2 Telegrama N° 63, de 3 de julio de 1939, Archivo Embajada, Misión 
Echandia, Volumen XVI, p. 142. 

3 Telegrama N° 35 de 11 de julio de 1939, Archivo E0380; Misión 
Echandía, Volumen XVI, p. 147. 
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de acuerdo con las prescripciones del derecho canó- 
nico. El sacerdote que deba celebrar este matrimonio 
dará aviso por escrito y por lo menos con tres días 
de anticipación, al funcionario civil competente, de 
la fecha, hora y lugar en que él haya de celebrarse 
y de los nombres de los contrayentes. El Estado po- 
drá ordenar que là ceremonia sea presenciada por 
un funcionario suyo, pero la ausencia de éste no 
afectará los efectos civiles del matrimonio religioso. 


“2. inmediatamente después de la celebración del 
matrimonio, el sacerdote explicará a los esposos los 
efectos civiles del matrimonio, y les leerá los ar- 
tículos de! Código Civil que designen los derechos 
y las obligaciones de los conyuges; el acta respec- 
tiva, extendida en dos ejemplares, será firmada por 
el párroco, los esposos y los testigos y el funciona- 
rio civil si estuviere presente. Copia auténtica de 
esta acta será entregada dentro de los tres dias si- 
guientes al matrimonio, a la autoridad civil compe- 
tente, para los efectos del registro civil. 


“3. Las publicaciones relativas al matrimonio cató- 
co se harán en la forma prescrita por el derecho 
canónico; en el acto de ordenarlas se dará cuenta 
de ello al funcionario competente del Estado, quien 
puede ordenar su publicación civil. 


“4. En el caso de matrimonio in artículo mortis, 
cuando por la premura del tiempo, fuere imposible 
dar a las autoridades civiles el aviso anticipado pre- 
visto, podrá prescindirse de él, pero el sacerdote que 
celebrare un matrimonio en tales circunstancias da- 
rá cuenta de ello a los funcionarios civiles dentro de 
las 24 horas siguientes y les transcribirá el acta res- 
pectiva. 


*5. Los casos de nulidad matrimonial y las dispensas 
del matrimonio rato y no consumado, o del privile- 
gio paulino, son de competencia exclusiva de los Tri- 
bunales o Congregaciones eclesiásticas. 


‘6. Las decisiones y sentencias definitivas en las 
causas a que se refiere el punto anterior serán lle- 
vadas al Supremo Tribunal de la Signatura Apos- 
télica, el cual examinará si se han respetado las 
normas del derecho canónico relativas a la compe- 
tencia del juez, a la citación y a la legítima repre- 
sentación o a la contumacia de las partes. 
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‘7. Dichas decisiones y sentencias definitivas, junto 


con los derechos relativos a ellas, emanadas del Su- 
premo Tribunal de la Signatura, se transmitirán al 
respectivo Tribunal Superior del Distrito Judicial 
para el efecto de que éste declare su ejecutoria y 
ordene su inscripción en el registro correspondiente 
para los efectos civiles. 


“8. La Santa Sede consiente en que las causas de 
separación de cuerpos sean juzgadas por los Tribu- 
nales Civiles. 


“9. Cuando una o ambas de las partes que tengan 
intención de celebrar el acto civil estuviere bautiza- 


da en la religión católica, el juez ante quien ha de. .- 


celebrarse tal acto notificará de dicha intención al 
ordinario respectivo. Esta notificación deberá hacer- 
se por lo menos quince días antes de la celebración 
del mencionado acto civil. 


CEMENTERIOS 


“10. La autoridad eclesiástica conviene en que la 
administración de los cementenrios del país, que ac- 
tualmente está a su cargo, pase a la autoridad civil, 
reconociéndole a la iglesia el derecho de velar, de 
acuerdo con dicha autoridad civil, porque se obser- 
ven el orden y el decoro debidos a estos lugares sagra- 
dos. El Estado dará a la Iglesia todas las facilidades 
necesarias para que ella pueda verificar libremente 
en los cementerios los actos religlosos que considere 
oportunos y para el sostenimiento de las iglesias 0 
capillas que en ellos se ecuentren. 


REGISTRO CIVIL 


“11. Los párrocos y demás funcionarios de la Iglesia 
encargados de llevar el registro eclesiástico de los 
sacramentos y de los actos religiosos, que afecten el 
estado civil de las personas, como bautizos, matri- 
monios, sepelios, pasarám dentro de los tres días 
siguientes un ejemplar auténtico de la respectiva 
partida al funcionario del Estado encargado de lle- 
var el registro civil. 


“(Firmado) Presidente Exteriores”. 
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E] Presidente Santos creyó conveniente afiadir a este pro- 
yecto unas instrucciones generales para Echandía, que abar- 
caban todo el problema de la reforma del Concordato, y que 
estaban redactadas para dar a Echandía y al Vaticano la no- 
ción de urgencia que existía de coneluír el acuerdo y, al propio 
tiempo, la advertencia de que el gobierno colombiano no podía 
esperar mucho tiempo que se concluyera la negociación. Dijo 
así Santos +: Ru 


“Su 64. De acuerdo. Puede usted, al presentar pro- 
puesta, manifestar Vaticano que Colombia considera 
urgente e ineludible ajustar cuanto antes su organi- 
zación civil a esas normas que tienen fuerza de ley en 
lo que a registro civil y cementerios se refiere, y la 
tendrán pronto en lo relativo a matrimonio, y que, 
seguros de que nada de ello pugna con principios re- 
ligiosos ni con intereses legitimos de la Iglesia, con- 
fiamos poder eclesiástico, aceptando cordialmente 
estos irrevocables propósitos nuestros les quite todo 
aspecto de lucha o desacuerdo entre los dos poderes, 
que no está en nuestra intención darle. Puede 
usted agregar que Colombia considera esenciales y 
urgentes esas reformas, cuya aplicación no puede 
seguir demorándose. y que un acuerdo rápido y amis- 
teso sobre esos puntos será la mejor manera de con- 
solidar definitivamente las buenas relaciones entre 
la Iglesia y el Estado que hoy afortunadamente 
existen. Naturalmente nuestro proyecto contiene el 
mínimo de nuestras aspiraciones y, si es evidente 
que deseamos realizarlas de acuerdo con la Iglesia, 
no lo es menos que no podemos subordinar su reali- 
zación a lo que éste resolviere, ni podríamos espe- 
rar mucho tiempo la aceptación que confiadamente 
aguardamos. Afectísimo (Firmado) Presidente San- 
tos". 


El 19 de septiembre estalló la guerra en Europa, por lo 
Cual se modificaron las circunstancias en que se estaba nego- 
cando el Concordato, por los asuntos internacionales que la 
Santa Sede tenía que atender. 


a 


1. Archivo Embajada, Misión Echandia, Volumen XVI, p. 152. 
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22. Posición de las partes en la negociación en el 
momento de la presentación de la propuesta 
del Presidente Santos 


Conviene ahora detenerse un momento para examinar lo 
que habían ganado o perdido las partes después de tres años 
de negociaciones. 


El gobierno de Colombia, que de entrada en 1937 había 
propuesto a la Santa Sede una reforma total del Concordato 
de 1887, se hallaba en franca retirada: el Presidente Santos 
solo deseaba una reforma parcial limitada a los tres temas del - 
matrimonio, los cementerios y el registro civil. Quería Santos, 
además, una reforma rápida que 1e permitiera salir airoso del 
problema en el cual se había metido el partido liberal sin po- 
derse deshacer de él sin declarar 1a derrota. El Ministro Echan- 
día había fracasado en toda la linea (fue Roma su Capua?) y 
a pesar de la guerra europea y del riesgo que para él signifi- 
caba permanecer en Europa, no podía regresar con las manos 
vacías y confesar a su partido liberal que la tan buscada “abo- 
lición” del Concordato no había sido posible llevarla a cabo. 


Las grandes líneas de reforma del gobierno liberal, ex- 
puestas al Vaticano el 5 de julio de 1937, estaban sin resolver 
tres afios después: personería de la Iglesia y de los bienes ecle- 
siásticos; estatuto de las asociaciones religiosas; reducción drás- 
tica de los privilegios de la Iglesia en la enseñanza; reemplazo 
del derecho de presentación de obispos por el de la recomen- 
dación o agrado escrito del Presidente; juramento de fidelidad 
de los obispos; matrimonio canónico facultativo prolijamente 
reglamentado por el Estado; jurisdicción civil para todas las 
causas matrimoniales; el registro civil exclusivamente a cargo 
del Estado; conversión de la cuota concordataria en consoli- 
dada; administración civil de los cementerios; y terminación 
del régimen de misiones. 


De todo ello solo quedaba al gobierno el matrimonio, 10$ 
cementerios y el registro civil, que no era gran cosa, compa- 
rada con las aspiraciones liberales, pero con lo cual se con- 
tentaba. 


Por su parte la Santa Sede había cedido al aceptar el ma- 
trimonio católico facultativo que daba entrada al civil sin ab- 





POSICION DE LAS PARTES O. 0929 


juración; al aceptar que las causas de separación de cuerpos 
las juzgaran los jueces civiles; no se oponía al registro civil 
del Estado ni en principio a la pura administración de los ce- 
menterios. En cambio de estas concesiones, la Iglesia quería 
poner fin al derecho de presentación de obispos, asegurar la 
contribución del Estado a la instrucción católica, conservar 
la jurisdicción para las causas mairimoniales que afectaran 
el vínculo; y pactar solo una reforma parcial que dejara vivas 
las demás estipulaciones del Concordato de 1887. 


Para la negociación que había de continuar, el gobierno 
preferia cambiar el derecho de participación por el juramento 
de fidelidad de los obispos, eliminar aún más la influencia de 
la Iglesia sobre los cementerios y obtener de ella la aceptación 
del registro civil integral. 


La Santa Sede, por su parte, prefería el juramento al 
derecho de presentación, pero a cambio de ello solicitaba el 
privilegio de la fe o privilegio paulino, que se eliminaran las 
formalidades civiles anexas al matrimonio católico, y que la 
trasmisión de los cementerios y del registro civil se hiciera 
salvaguardiando los derechos de la Iglesia. 


Alrededor de estos polos se continuó la negociación du- 
rante un año más. 


23. Ultimas negociaciones de 1940 a 1942 1 


Larguísimas negociaciones de dos años fueron aún nece- 
Sarias para llegar a un acuerdo sobre la reforma parcial del 
Concordato con la Santa Sede. 





1 Archivo Embajada, Misión Echandia, Volumen XVII, 194), tele- 
grama N° 73 de 2 de marzo de 1940, página 33; telegrama sin número 
del Presidente Santos de 10 de septiembre de 1940, página 74: Id. de 
28 de noviembre de 1940, página 90, Volumen XVIII, telegrama número 
99 de 22 de enero de 1941 de Echandía a Presidente y Ministro de 
Relaciones Exteriores, página 55; telegrama número 1 de 26 de enero 
de 1951 del Presidente Santos a Echandía, página 56; telegrama de 11 
de julio de 1941 de Santos a Echandía, página 77; telegrama número 10 
de 14 de julio de 1941 de Echandía a Presidente Santos, pág na 78; te- 
legrama número 5 de 15 de julio de 1941, del Presidente Santos a Echan- 
dia, página 79. 
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Daremos aqui unas someras explicaciones sobre la mane- 
ra como se llegó a una aproximación entre las partes, respecto 
de los varios puntos que aün no habían sido resueltos en marzo 
de 1940: 

Matrimonio: La Santa Sede proponía añadir al texto del 
Presidente Santos la expresión de "deseando conservar al ma- 
trimonio, fundamento de la familia, su dignidad, conforme a 
las tradiciones católicas del pueblo colombiano...", más la 
frase fue tachada por Santos pues consideraba “depresiva” 
para el matrimonio civil la “dignidad” del católico. Además, la 





Santa Sede quería que se dijera que “las leyes civiles que se 


refieren al sacramento del matrimonio se aplicarán solas y su 
efecto es meramente civil", lo cual fue igualmente rechazado 
por las mismas razones. 


Tampoco aceptaba la Santa Sede una serie de formalida- 
des que quedaban a cargo de los curas que presenciaban los 
matrimonios católicos, y solo admitía la presencia del funciona- 
rio civil ad. solemnitatem y no ad validitatem y la falta de la 
firma del funcionario civil no debía afectar la validez del acto. 


Finalmente, algunos de estos exóticos reglamentos fueron 
suprimidos por el gobierno colombiano. 


Sin embargo, la Santa Sede exigió la inclusión de la prohi- 
bición del matrimonio civil a los ligados por órdenes sagradas 
o votos solemnes. Santos consideró “inadmisible la prohibición 
que se pretende establecer para el matrimonio de gentes liga- 
das por votos sagrados en que el Estado no tiene nada que ver, 
y el aviso directo del juez al ordinario sobre la intención de 
quienes aspiren a casarse civilmente”. Finalmente la Santa 
Sede no insistió en estos dos puntos. 


Cementerios: Aquí propuso la Santa Sede lo siguiente: 


^La Sante Sede consiente en que la administración 
de los cementerios pase a la autoridad civil, pero re- 
servando a la eclesiástica competente la plena juris- 
dicción espiritual y el derecho de vigilancia a fin de 
que se observen en ellos el orden y el decoro que con- 
vienen a su carácter sagrado y las prescripciones ca- 
nónicas. El Estado colombiano dará a la autoridad 
eclesiástica todas las facilidades necesarias para que 
se puedan cumplir libremente en los cementerios 
todos los actos religiosos que se estimen oportunos 
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y para el mantenimiento de las iglesias y capillas 
que en ellos se encuentren. Corresponde a los obis- 

| pos decidir de la forma cómo haya de hacerse el trán- 
sito de la administración de la autoridad eclesiástica 
a la civil en las varias diócesis y de las precauciones 
y garantías que deban exigirse. Con este objeto serán 
nombradas comisiones especiales de común acuerdo 
entre las autoridades eclesiástica y civil". 


Acerca de ésto consideró el Presidente Santos que no po- 
día aceptar la frase “plena jurisdicción espiritual y derecho 
de vigilancia", la cual debía reemplazarse por otra que reco- 
nociera a las autoridades eclesiasticas el derecho de velar por- 
que se observara en los cementerios el orden y decoro debidos 
a su carácter sagrado. En cuanto a la manera de traspasar a 
la autoridad civil la administración de los cementerios, acep- 
taba Santos una comisión mixta, con plazo fijo de un afio, 
integrada por un representante de la Iglesia y uno del Estado. 


Pero al tener conocimiento de ésto, la Santa Sede pidió 
que las autoridades civiles respetaran los derechos adquiridos 
por las entidades eclesiásticas y religiosas y reconocieran a las 
parroquias los gastos extraordinarios hechos para sostener y 
decorar los cementerios. 


Pero para Santos tal modificación ocasionaría inacabables 
pleitos entre poder civil y eclesiástico. Decía Santos en tele- 
grama a Echandía: ‘Cementerios han sido creados y sosteni- 
dos por pueblo colombiano y reconocer derechos sobre gastos 
hechos para sostenerlos sería crear enredos inextricables con- 
trarios al propósito que nos anima de robustecer consolidar 
armonía entre poder civil y eclesiástico". 

Las modificaciones de la Santa Sede en cuanto a indem- 
nización no fueron finalmente incluídas en la reforma. 

Registro Civil: La Santa Sede aceptó las propuestas del 
gobierno colombiano para con la salvedad de que la transmi- 
Sión de copias auténticas por los curas al registro civil solo 
pudiera hacerse de aquellos actos que son comunicables se- 
gún las normas de la teología moral y del derecho canónico. 

. También pidió la Santa Sede una indemnización pecunia- 
Ma por el perjuicio económico que sufrían los curas al quitarles 
los estipendios del registro, pero esto fue finalmente abando- 
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nado por la Santa Sede por no haber sido aceptado por Co- 
lombia dado su carácter indefinido y dificil de determinar. 

Derecho de presentación y juramento de obispos: En cam- 
bio de las concesiones que hacía 1a Santa Sede en las materias 
que acabamos de ver, pedía aquélla que se reformara el artícu- 
lo XV del Concordato de 1887 en la siguiente forma: 


“La escogencia de los Arzobispos y Obispos corres- 
ponde a la Santa Sede. Antes de proceder al nombra- 
miento de un arzobispo o de un obispo diocesano o 
de un coadjutor con derecho a la sucesión, la Santa 
Sede comunicará el nombre de la persona escogida 
al Gobierno para cerciorarse de que éste no tiene ra- 
zones de carácter político que oponer al nombra- 
miento. Estas gestiones se desarrollarán con la ma- 
yor rapidez posible y con toda reserva, de modo de 
guardar el secreto sobre la persona escogida mien- 
tras no haya sido nombrada”. 

Desde un comienzo Echandía dijo a Santos que “en cam- 
vio de la reforma sobre nombramiento de obispos podía pedirse 
que éstos presten juramento según la fórmula del Concordato 
italiano” !, Pero Santos pensaba que debía decirse más bien 
que la comunicación al Presidente se hiciere “antes de proce- 
der al nombramiento y no antes de proceder a la publicación” 
. .. pues para la Santa Sede es lo mismo que se rechace un 
obispo ya nombrado a que el rechazado sea solo un candida- 
21075. 


De todas maneras Echandía propuso el juramento de los 
Obispos como compensación de la renuncia al derecho de pre- 
sentación, pero la Santa Sede se resistía a ello pues el episco- 
pado colombiano lo veía “con profunda pena” y el actual 
Papa era enemigo del juramento y lo había negado al Por- 
tugal. 

Fero para Santos “juramento obispos sería única pequeña 
compensación a renuncia actual derecho presentación candi- 
datos”. A este respecto le dijo Santos a Echandia en telegra- 
ma de 15 de julio de 1941 *: 





1 Archivo Embajada, Misión Echandía, Volumen XVII, 1940, p. 33, 
telegrama de 2 de marzo de 1940. 

? Id. Telegrama de 10 de septiembre de 1940, Volumen XVII, p. 74, 
y de 28 de noviembre de 1940, p. 80. 

? Id. Volumen XVIII, 1941, p. 79. 
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“5. Su 10 sobre asunto obispos mi punto de vista es 


claro. Si nos conceden juramento podríamos renun- 


ciar al nominal derecho a presentar candidatos, con- 
servando siempre, naturalmente, consulta anterior 
a nombramientos como está previsto para que Go- 
bierno pueda rechazar nombres indeseables. Si no 
conceden juramento no podriamos modificar situa- 
cién existente. Digame si en su concepto seria po- 
sible dejar intocado ese asunto de obispos y concretar 
reformas a registro civil y cementerios exclusivamen- 
te. Por lo demas, coincido plenamente con punto 
vista expuesto primera parte su cable”.. 


94. Santos, López de Mesa y Echandia ante el dilema de la 
reforma total o parcial, de seguir o no insistiendo en la 
reforma del Concordato, en 1940 y 1941. 


El Presidente Santos decía al Embajador Echandía el 10 de 
septiembre de 1940!: “López de Mesa ha venido inclinándose 
en favor reforma total que por mi parte eonsidero no solo im- 
posible sino de muy escasa conveniencia para nosotros. Insisto 
en pensar que si logramos en forma aceptable reformas esen- 
ciales respecto a matrimonio, cementerios y registro civil, el 
problema quedaría resuelto en la práctica y no sería demasia- 
do caro pagarlo con reformas sobre nombramiento prelados”. 


Cuando recibió Santos el telegrama de Echandía de 22 de 
enero de 1941 en que le presentaba los puntes de vista de la 
Santa Sede sobre las reformas, le telegrafíó a su vez a Echan- 
día: “Cáusame malísima impresión respuesta Secretaría... 
temo que si allá no ceden nada, acuerdo será imposible” ?. 

Y nuevamente seis meses después, el 11 de julio de 1941 
decíale Santos a Echandía: “Canciller inclinase no insistir mu- 
cho en realización reforma, prefiere dar largas al asunto con- 
Siderando que ante profundas transformaciones sufrirá mun- 
do, inclusive en materias religiosas, con resultados actual 
guerra, convendria esperarlos para adoptar rumbos mejor nos 
convengan” 3, | 





Id. Telegrama sin nümero, Volumen XVII, p. 74. 
2 Archivo Embajada, Misión Echandia, telegrama N° 1 de 26 de 
enero de 1941, Volumen XVIII, p. 56. 
3 Archivo Embajada, Misión Echandia, Volumen XVIII, 1941, p. 77. 
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Pero Santos era de otra opinión !: 


"Yo continúo pensando que sería ventajosa reforma 
parcial sobre asuntos prácticos urgentes, sin aspirar 
reforma total. Creo ahora y siempre será. imposible 
acordar fórmulas concordatarias que en materias de 
educación respondan ideas liberales, por lo cual es 
preferible dejar queden actuales disposiciones, que 
en realidad ya no existen en la práctica, y que por 
grave que sea su apariencia, son inofensivas por ca- 
ducas, a aceptar nuevo Concordato que, por mode- 
rado que fuese, siempre impondría al régimen liberal 
obligación cumplirlo concretamente. Situación ac- 
tual en materias de educación y relaciones Iglesia- 
Estado es satisfactoria pues existe plena independen- 
cia ambos poderes que se respetan sinceramente y 
obran cada uno dentro de su órbita...” 


Por su parte Echandía expresaba su opinión como sigue, 


en telegrama al Presidente Santos fechado en Roma el 14 de 
julio de 1941 2: 


“10. Su 4 Respetando mucho punto de vista Canci- 
ller creo implica aplazamiento indefinido reformas 
útiles urgente realizables mediante acuerdo Vatica- 
no. Porque sigo creyendo sólo hay dos caminos: pac- 
tar lo mejor posible o romper unilateralmente Con- 
cordato mediante legislación adecuada. Pero no creo 
en mucho tiempo iglesia allánese renunciar ciertos 
privilegios tiene en Colombia, ni paréceme posible 
conciliar en Concordato las ideas liberales con el 
dogma. No debe olvidarse nuestra posición para ne- 
gociar es pésima porgue en Concordato la Iglesia 


lo tiene todo y sólo podemos ofrecerle como incenti- 


vo para reformar!o nuestro derecho a presentar can- 
didatos obispos, cuya renuncia exige como compen- 


sación juramento”. 


Ante la indecisión en que se hallaba la reforma a media- 


dos de 1941, el Ministro de Relaciones Exteriores, Luis López 
de Mesa, al dar cuenta al Congreso de las negociaciones, fue 
muy cauto: 


1 
2 


Ob. cit., Archivo Emabajada, Misión Echandia. 
Archivo Embajada, Misión Echandia, Volumen XVIII, 1941, p. 78. 
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“El Gobierno de Colombia conceptuaba entonces —di- 
jo el Ministro de Relaciones Exteriores Luis López 
de Mesa !— que algunas de las disposiciones del Con- 
cordato Vélez-Rampolla debian modificarse a fin de 
adecuarlas mejor a las nuevas necesidades que en el. 
país había sucitado su natural crecimiento y la as- 
cendente complejidad de la vida contemporánea de 
las naciones cultas: Un poco más de amplitud en la 
dirección de la educación nacional, un poco más de 
amplitud en los problemas del matrimonio, más ge- 
neroso tratamiento en la jurisdicción y administra- 
ción de los cementerios, mejor adecuación entre las 
legislaciones canónica y civil en materia de socieda- 
des de beneficencia y utilidad común, más naciona- 
lismo en el personal eclesiástico superior y misiones 
catequísticas, nuevas normas sobre registro civil, in- 
demnización concordataria, etc.”. 


“Pero la Iglesia ante esta extensa gama de asuntos, 
“declinó la primera iniciativa por considerarla un 
poco audaz” y reaccionó luego “reafirmando sus te- 

Sis en cuanto a la educación religiosa de la niñez y 
de la juventud, la estructura indisoluble de la fami- 
lia cristiana, la hegemonía e independencia admi- 
nistrativa de sus bienes y de los bienes canónicamen- 
te encomendados a su tutela y dirección, la autonomia 
perfecta suya en la selección y elección episcopal, 
ene Ta 


Y añadió, como por si acaso fracasaba la reforma, y como 
para justificar la tardanza: 


“Mas es preciso que la Nación sepa ya que empeños 
de ésta cuantía no se resuelven en el curso fugaz de 
un cuarto de hora, y que reformas sustanciales no 
se obtienen en ellos sin alguna compensación mora! 
o material equitativa" *. 


En telegrama de 19 de enero de 1942, el Ministro Echan- 
día transmitió al Presidente el texto del proyecto de Concorda- 
to finalmente acordado y que iba a ser firmado; el Gobierno 

! Luis López de Mesa, Memorio presentada al Congreso Nacional de 
1941, p. XXXV. 

? Id. 

3 Carlos Lleras Restrepo, Crónica de mi propia vida, en La Nueva 
Frontera, de 7 de septiembre de 1981, de la cual tomamos los datos 
del contenido de este parágrafo. 
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incluyó algunas modificaciones, pero finalmente por te- 
legrama de 14 de marzo de 1942, otorgó poder à Echandía, 
Embajador de Colombia ante la Santa Sede, para negociar y - 
firmar un acuerdo reformatorio del Concordato de 1887 y la 
Convención adicional de 1892. 


Se convino también en consignar en un previo canje de 
notas las aclaraciones de una y otra parte sobre puntos del 
Concordato. | 


El canje de notas se hizo el 18 de abril de 1942; el Con- 
cordato se firmó el 22 de abril de 1942 por Luigi Cardenal Ma- 
glione por la Santa Sede, y Darío Echandia por Colombia. El 
texto de la reforma del Concordato junto con las notas fueron 
publieadas en el Osservatore Romano el 22 de abril de 1942, en 
italiano. 


25. El Concordato Echandía-Maglione de 22 de abril de 1942, 
su Protocolo Final y el previo canje de notas 
interpretativas de aquéllos. 


Parece increible que un Concordato como éste, producto 
de una larguísima negociación de cinco afios, hubiera llegado 
en su forma final de manera tan poco satisfactoria que hu- 
biera sido necesario que, aün antes de firmarlo, se canjearan 
notas no solamente interpretativas sino aùn modificativas de 
antemano del convenio que se iba a firmar enseguida; y que 
aün le hubieran agregado en un Protocolo final un auxilio 2 
los seminarios para que no apareciera el Estado tan compro- 
metido con la Iglesia en el cuerpo principal del Concordato. 


El Artículo 19 del Convenio atenúa para la Santa Sede un 
compromiso incómodo del Concordato de 1887. En éste se es- 
tipuló que al nombramiento de Obispos precediere “el agrado 
del Presidente de la República”, para lo cual éste podía reco- 
mendar candidatos y la Santa Sede no podía hacer nombra- 
miento alguno sin manifestar antes al Presidente los nombres 
de los candidatos que quisiera promover. En el Concordato de 
1942 se eliminó el derecho de presentación del Presidente y se 
dejó sólo la comunicación de la Santa Sede al Presidente del 
nombre del candidato que deseaba promover, pero se amplió 
ese conocimiento previo al nombramiento de Coadjutores cum 
iure successionis pues los liberales pensaban que el Gobierno . 
también debía aprobar de antemano el nombramiento de 105 
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presuntos sucesores de Arzobispos y Obispos y no solamente 
el de éstos. Pero en este Concordato de 1942, como también en 
el de 1887, se omitió expresar que si el Presidente tenía ob- 
jeciones de carácter político entonces la Santa Sede no podía 
hacer el nombramiento, probablemente por considerar que ello 
era consecuencia lógica de la norma convenida acerca del 
agrado del Presidente. 


En compensación, la Santa Sede convino en nombrar so- 
lamente colombianos como Arzobispos, Obispos o coadjutores 
con derecho a sucesión, pero los sometió al juramento ante el 
Jefe del Estado en los términos siguientes: 


“Delante de Dios y sobre los Santos Evangelios, juro 
y prometo, como conviene a un Obispo, fidelidad al 
Estado Colombiano. Juro y prometo respetar y ha- 
cer que mi clero respete el Gobierno establecido se- 
cun las leyes constitucionales de Colombia. Juro y 
prometo, además, que no participaré, ni permitiré 

| que mi clero participe en ningün acuerdo o consejo 
que pueda perjudicar al orden publico o a los intere- 
ses. de la Nación". 


El Artículo : 39 tocaba a la erección de nuevas diócesis y 
modificación de las existentes, limites de ellas y comprensión 
de su jurisdicción dentro del territorio colombiano. 


El Articulo 49 consagró el llamado matrimonio católico 
facultativo: 


“El Estado Colombiano, acatando las tradiciones y 
sentimientos religiosos de la Nación, reconoce plenos 
efectos civiles al matrimonio católico celebrado en 
conformidad con las normas del derecho canónico”. 


Los siguientes artículos contenían minuciosas reglamen- 
taciones del matrimonio católico: el 59 trataba de las procla- 
mas y del aviso del matrimonio al funcionario civil; el 69 de 
la presencia de éste en la ceremonia religiosa; el 79 de la prue- 
ba de la citación del funcionario civil como condición de que 
pudiera celebrarse el matrimonio católico; el 89 la explicación 
Y lectura a los contrayentes, por el sacerdote oficiante, de los 
efectos civiles de su unión, de los artículos pertinentes del Có- 
digo Civil, y firma del acta civil del matrimonio. Se dedicaban, 
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pues, ocho articulos a las minucias del registro civil como si 
de una tal formalidad colgara la suerte de la Republica! 


En el Articulo 99 ia Santa Sede obtuvo una ventaja de 
primer orden al incluir el privilegio paulino como de su ex- 
clusiva competencia. 

El mismo artículo reafirmó su jurisdicción sobre las cau- 
sas de nulidad matrimonial, las dispensas del matrimonio rato 
y no consumado, la apelación del Supremo Tribunal de 1a Sig- 
natura Apostólica y la ejecución de las sentencias definitivas 
por el Tribunal Superior del Distrito Judicial y su inscripción 
en el registro civil. 


A] Estado quedaron las c&usas de odiata de cuerpos, ^ 
y por el artículo 11 ganó también la administración de los ce- 
menterios y el traspaso a sus autoridades de los que adminis- 
traba la Iglesia. A mas del registro civil de los matrimonios, 
ganó el Estado !a obligación de los párrocos de transmitirle co- 
pias de las partidas eclesiásticas. 


Como ya lo vimos, el Presidente Santos quería ayudar a la 
Iglesia, pero sin que se viera mucho, por lo cual se firmó un 
Protocolo Final dando un auxilio a los seminarios de 40.000 
pesos anuales. 


Mas aun antes de firmar el Concordato se canjearon tres 
notas (no reversibles): por la primera, de 18 de marzo de 1942, 
el Embajador Echandia dijo a la Santa Sede que su gobierno 
consideraba que la inscripción del matrimonio católico en el 
registro civil era condición indispensable para que aquél produ- 
jera efectos civiles. Por la segunda nota de 4 de abril, el Carde- 
nal Maglione, plenipotenciario, manifestó su acuerdo con la 
primera nota, pero recordó a Echandía que toda reglamenta- 
ción del registro civil debía hacerse de acuerdo por las dos 
partes, que los matrimonios secretos no se inscribirían obli- 
eatoriamente, y que en las causas de separación de cuerpos de 
que debían conocer los jueces civiles se aplicara la ley canó- 
nica. Por la tercera nota, de 6 de abril, Echandía manifestó 
su acuerdo con las normas adicionales de la nota del Cardenal 
Maglione. 

El Concordato de 1942 derogó el artículo 17 del de 1887, 
y con ello abrogó tácitamente el acuerdo de 1924, auncuando 
no la Ley Concha de ese año, que seguía vigente mientras el 
Congreso de Colombia no la derogara. 
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Este examen del Concordato de 1942 nos permite poner 
a lado y lado las ganancias de cada parte: 


Lo Iglesia | El Estado 


Fin del derecho de presenta- Agrado del Presidente para 
ción de los Obispos. los coadjutores con derecho 
a sucesión. 


Obispos de nacionalidad co- 
Jombiana. 


Juramento de los obispos. 
Auxilio a los Seminarios. 
Privilegio paulino o de la fe. 


Matrimonio católico faculta- Matrimonio civil facultativo 
tivo con efectos civiles. sin abjuración. 


Causas de nulidad de matri- Causas de separación de cuer- 
monios católicos a los tribu- pos de matrimonios católicos 
nales eclesiásticos. a los jueces civiles. 


Administración de cemente- 
rios. 


Aplicación de la ley canónica 
‘en las causas civiles de sepa- 
ración de Cuerpos. 


26. El Concordato ante la opinión pública. 


El 17 de junio de 1942 apareció en la prensa la fotografía, 
de la ceremonia de la firma del Concordato en Roma, en mo- 
mentos en que el partido conservador atacaba la licitud de 
las elecciones en que López había resultado electo a la presi- 
dencia por segunda vez y cuando el jefe del partido conserva- 
dor, Laureano Gómez, había criticado acremente la visita ofi- 
cial del Arzobispo Perdomo y del Obispo Auxiliar Andrade al 
Presidente electo López. 

La escisión tomó caracteres más graves con motivo de la, 


celebración de la fiesta del Papa el 29 de junio en el Teatro 
Colón, en la cual el Nuncio Apostólico, Monseñor Carlos Se- 
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rena, habia invitado a German Arciniegas, Ministro de Educa- 
ción, notorio masón a quien los conservadores consideraban 
indigno de participar en un homenaje al Papa, y contra quien 
se cometieron ''desafueros' !, que alcanzaron también al Nun- 
cio, por lo cual a éste le enviaron el 6 de julio una carta de 
"desagravio" el Arzobispo, sus auxiliares y todos los canónigos, 
por la “atrevida inconformidad con las decisiones de la Santa 
Sede y de gravísima e injuriosa falta de respeto a la persona 
del Soberano Pontífice”, censurando al propio tiempo el res- 
paldo que el periódico conservador “El Siglo” dio a tales actos. 

En efecto, Laureano Gómez desde “El Siglo” había criti- 
cado a la jerarquía eclesiástica en forma tal que el Arzobispo ' 
de Bogotá envió a los párrocos una pastoral privada advirtien- 
do a los sacerdotes qu: serían suspendidos si adherían a la 
campaña de Gómez y de “El Siglo” contra la Iglesia. “El Siglo” 
calificaba el Concordato como “un acto de coacción, mejor aún 
de extorsión contra el Sumo Pontífice ejercido y consumado 
por fuerzas hostiles a la iglesia y por él aceptada" ?, y en un 
folleto de Laureano Gómez dirigido “a los venerables señores 
curas de todo el pais” *, aquél les decía que la Arquidiócesis de 
Bogotá estaba manejada desde las logias masónicas, y que los 
católicos estaban paralizados porque sus jefes espirituales es- 
taban mudos y conformes. 

Contra Gómez y “El Siglo” expidió el arzobispo una pasto- 
ral pública, rechazando las pretensiones de los laicos que que- 
rían dirigir la Iglesia en lugar de la jerarquía y conminando 
a los eclesiásticos a obedecer a sus obispos, lo cual puso de pre- 
sente la division que existía ya en la Iglesia acerca del Con- 
cordato y de las relaciones con el gobierno liberal. 


Muchas otras acusaciones hacían los conservadores al cle- 
ro y ello originó la petición del Arzobispo a Laureano Gómez 
de que se retractara, a lo cual éste se negó y, en su lugar, sus 
amigos dirigieron carta al Papa para expresar su apoyo contra 
el Arzobispo. 


1 Carlos Lleras Restrepo, Crónica de mi propia vida, en La Nueva 
Frontera, de Y de septiembre de 1981, de la cual tomamos los datos del 
contenido de este parágrafo. 

2 El Siglo, editorial del 3 de julio de 1942. 

3 Circular de 6 de julio de 1942. 
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Además, presentó Laureano Gómez proyecto de Gi al 
Congreso ordenando la devolución del colegio de San Bartolo- 
mé a los jesuítas y otro de acto legislativo destinado a incor- 
porar en el preámbulo de la Constitución la invocación a Dios 


y los artículos protectores de la Iglesia que habían sido abro- 


gados por la reforma de 1936. 


En este ambiente caldeado comenzó en el Congreso el es-- 


tudio del Concordato Echandia-Maglione. 


Salié a la defensa del Concordato el propio Cardenal Ma- 
glione, quien en carta de 17 de mayo de 1942 pidió al clero y 
a los colombianos que apoyaran la reforma !, más ante la Opo- 
sición de Laureano Gómez y de parte del clero, un senador 
conservador, Francisco de Paula Pérez, pidió al Arzobispo de 
Bogotá que le ilustrara acerca de! pensamiento de la Iglesia 
Católica al respecto, para de esa manera fundamentar su voto 
en el Senado acerca de la aprobación del Concordato. Monse- 
fior Perdomo le respondió que “la unica actitud posible para 
todo verdadero católico es acatar plenamente la solución que 
la sede apostólica haya juzgado necesario, conveniente y pru- 
dente adoptar” ? 

En esos días salió publicado un articulo de Laureano Gó- 
mez sobre la reforma? en el cual decía que en ella se había 
pactado “el silencio y la inercia de la Iglesia y el abandono de 
la defensa y la restauración religiosa de Colombia”, con tan- 
tas concesiones sin compensación “y al final la referencia a 
una suma mísera”. Este artículo fue, por supuesto, contradi- 
cho por “El Catolicismo” y toda la prensa se ocupó de ello, 
sin olvidar a los eclesiásticos que tomaban partido en pro o 
en contra del Concordato. 


El ex-presidente Santos, por su parte, defendió la refor- 
ma, como no podía menos de suceder ya que se había firmado 
bajo su gobierno. “Considero —dijo— que para que subsista 
la paz religiosa en Colombia tiene que existir la fórmula con- 
cordataria. Es decir, el reconocimiento de que la Iglesia Caté- 
lica tiene en la Santa Sede su personero autorizado; que es 





1 El Catolicismo de 5 de junto de 1942. 

2 Nueva Frontera, 9 de febrero de 1982. 

3 Revista Colombiana, N° 156 de octubre de 1942, titulado “La 
proyectada reforma del Concordato de 1887”, 
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con la Santa Sede con quien deben estudiarse y resolverse los 
problemas que afecten a la Iglesia y a la religión católica en 
Colombia, y que lo que ella acepte y apruebe tiene el sello su- 
premo de 1a Iglesia y merece el acatamiento y respeto de quie- 
nes la sigan y obedezcan" t, 


27. El Presidente López y el Concordato 


E] Presidente López, en su discurso de posesión a la se- 
gunda presidencia, el 7 de agosto de 1942, expresó su opinión 
favorable a la aprobación del Concordato Echandía-Maglione: 


“La tentativa reciente, realizada por un político. de - 
imponer a la jerarquía eclesiástica sus personales 
puntos de vista de oposición al régimen, acusándola, 
al mismo tiempo, de claudicar ante las exigencias 
del Poder Civil, me determina nuevamente a reafir- 
mar mi concepto de que la paz religiosa en Colombia, 
conseguida al amparo y con base en las reformas 
constiturionales de 1936 —expresión del pensamien- 
to liberal a este respecto—, es una conquista nacio- 
nal que va nada ni nadie podrá poner en serio peli- 
ero. ya por cuanto hace al Gobierno, y seguramente 
por lo que se relaciona con la actitud de la Telesia, 
digna del mayor respeto y consideración del Estado. 


“Después de los incidentes surgidos antes de la apto- 
hación de la reforma institucional, la Iglesia debió 
llegar a la conclusión de oue eran infundados sus 
temores de que el liberalismo en el Gobierno fuera 
Una amenaza para el ejercicio de su apostolado. Los 
hechos han demostrado gue si el régimen liberal que- 
ría precisamente lo que el Excelentísimo señor Ar- 
zobispo Perdomo, al dirigirse al nuevo Presidente, 
en agosto de 1934, señalaba como una fórmula per- 
manente de concordia: “Cuando cada potestad —de- 
cia el Primado— se mueve dentro de su propia es- 
tera y se conserva en su propio plano, sin que haya 
intromisión de la una en la órbita de la otra, no es 
posible el choque”. Los esfuerzos posteriores del Go- 
bierno se han encaminado a definir, hasta donde es 
previsible. las respectivas órbitas de acción, resol- 
viendo, en ciertos casos, dudas antiguas. La Santa 
Sede ha cooperado en esa tarea con ánimo sincero 





1 El Tiempo, editorial titulado “La Reforma del Concordato y la 
paz religiosa en Colombia”. Citado en la Nueva Frontera, 15 de febrero 
de 1982, 
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de acuerdo. Porque así es, tiene el Congreso Nacio- 
nal a su estudio el nuevo estatuto concordatario, 
que sera sustentado ante vosotros por uno de sus 
negociadores, con el carácter de Ministro del Des- 
pacho. | | | 


"Con este estatuto reformado consideró el Gobierno 
anterior y espera también el que hoy se inaugura, 
que los católicos colombianos adquieran la certidum- 
bre de que su conciencia no será perturbada ni co- 
accionada, de que tendrán plena libertad para pro- 
fesar la religión de sus antepasados, para legarla, 
intacta, a sus descendientes, y de que la civilización 
cristiana no sufrirá mengua alguna ni arbitraria 
desviación hacia formas de vida que la contradicen 
y pervierten. 


"Con esa reforma quiere el régimen liberal dar tér- 
mino feliz a la vieja disputa de la supremacia de las 
potestades y liberiad a la Iglesia de todo compromi- 
so que haya juzgado necesario con los partidos que, 
diciéndose católicos, pretenden someterla a su impe- 
rio, para fines terrenales y mezquinos. Y ponerla al 
abrigo de todo conflicto con quienes trataran de 
entrabar su misión evangélica, o quisieran imponer- 
le demandas exorbitantes. Por lo que a mí respecta, 
quiero anticipar gue prefiero ver aplazadas algunas 
reformas de las que la Santa Sede consideró siempre 
inaceptables para la lgiesia, a crear conflictos a la 
auténtica conciencia religiosa del país, gue serían 
explotados pérfidamente por ciertos intereses de opo- 
sición y habrían de prolongar indefinidamente para 
Colombia la carga de litigios, disturbios y agravios 
gue atrasó su progreso de manera. tan notoria y per- 
judicial en la centuria anterior y en los primeros 
seis lustros del presente. Más aún en un tiempo co- 
mo el actual, en que los patriotas buscan la unidad 
nacional y no pueden desear, de manera alguna, 
choques con una de las más grandes fuerzas espiri- 
tuales, que le dan fisonomía uniforme a la Nación 
colombiana. Tal es el caso concreto del divorcio, so- 
bre el cual expuse con entera franqueza mi opinión 
en el debate pasado, la cual, ratificada y aceptada 
por los electores, constituye para mí un compromiso 
irrevocable. | 


“Tengo la seguridad de que en los cuatro años ve- 
nideros la Iglesia no tendrá conflictos ni desacuerdos 
fundamentales con mi Gobierno, y el propósito de 
gue así sea. He seguido, por ello, con interés extra- 
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x 
ordinario el curso de la disputa que ha planteado . a 
la Iglesia un jefe político de la oposición, con el ine- - 
quivoco ánimo de censurarle a la jerarquía colom- 
biana, primero, después a la propia Santa Sede, su 
polítiea religiosa ante el régimen. : 


“La energía con que esta última ha sido defendida 
me hace pensar que jamás la Iglesia volverá a de- 
jarse convertir en un instrumento de agitación al 
servicio de un partido político, cualquiera que él sea, 
y que el espíritu de concordia y de paz que se le cri- 
tica será mantenido para bien de la Patria. Lo cual 
equivale al cumplimiento de una antigua aspiración 
del partido liberal, y, de consiguiente, a la abolición 
de otra frontera política entre nuestros compatrio- 
tas, que no tendrán ya que combatir en la plaza pú- 
blica en defensa de la Iglesia o contra la intervención 
clerical en sus luchas civiles”. 


28. Discusión del Concordato en la Comisión de 
Relaciones Exteriores del Senado ! 


El 7 de agosto de 1942 se inauguró el segundo gobierno 
Alfonso López Pumarejo y uno de los ministros por él nom- 
brados fue Dario Echandia, el Embajador ante la Santa Sede 
del propio López, primero, y luego del Presidente Santos, y 
quien había firmado el Concordato con el Cardenal Maglione. 
El nombramiento de Echandia se explicaba, no sólo como res- 
paldo al Concordato, sino para permitirle defenderlo ante el 
Congreso que debía aprobarlo o improbarlo. 


Quejáronse los liberales porque ese pacto no incluia todas 
las reformas a que el partido liberal había aspirado, a pesar 
de lo cual fue aprobado en el Senado en primer debate. 


La comisión del Senado que estudiaba el proyecto de ley 
aprobatorio de la reforma concordataria, se dividió: corres- 
pondió a Guillermo Nannetti redactar el informe de la mayo- 
ría liberal, que para Carlos Lleras es un trabajo verdadera- 


1 La historia de las viscisitudes del Concordato ante la opinión 
pública, el Congreso y el Gobierno de la época, han sido relatadas por 
D. Carlos Lleras Restrepo, antiguo Presidente, en su Crónica de mi 
propia vida, publicada en La Nueva Frontera en entregas sucesivas, 
y de la cual tomamos los datos de los párrafos siguientes, indicando la 
fecha de su publicación. 
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mente ejemplar que demostraba que la reforma era de una 
extrema moderación +. 

En cambio, critica Lleras el informe de minoría, suscrito 
por Laureano Gómez y José de la Vega por haberse atrevido 
a proponer que se devolviera el convenio para que se negocia- 
ra de nuevo con la Santa Sede un pacto que reconociera a 
ésta la plenitud de sus derechos. 


El informe de mayoria de Nannetti comenzaba diciendo 
que el régimen concordatario respondia al acuerdo tácito a 
que habían llegado los dos grandes partidos políticos tradicio- 
nales en lo concerniente a las relaciones entre la Iglesia y e] 
Estado. | 


Se aludía allí a los numerosos congordatos celebrados por 
la Santa Sede con diferentes países y se afirmaba que “poner 
a tono el Concordato de 1887 con ese moderno derecho con- 
cordatario ha sido la aspiración del Gobierno, realizada en la 
convención en estudio". 

Hablando de la obligación del juramento episcopal, el in- 
forme de mayoría intentó justificar su adopción diciendo: "Es. 
ta institución ha sido establecida por la Santa Sede con el 
propósito de asegurar una efectiva y leal cooperación entre 
las autoridades eclesiásticas y el gobierno civil y para garan- 
tizar la evangélica misión de la Iglesia, cuyos directores su- 
premos y clero en general deben desarrollar sus actividades 
religiosas, dentro de la libertad reconocida por la Constitución 
y las leyes, y con el acatamiento y lealtad debidos a éstas y a 
las autoridades del Estado". 


Para la mayoría, el sistema de la apostasia de la Ley Con- 
cha, para permitir a los católicos celebrar el matrimonio civil, 
era una disposición “que al decir de distinguidos comentado- 
res del derecho canónico, daba origen, en teoria, a innumera- 
bles conflictos, no tenía precedentes ni analogías en la legis- 
. lación universal”, por lo cual era conveniente su modificación 
para admitir que “ciudadanos extranjeros o colombianos, li- 
bremente, celebren el matrimonio civil”. . | 


Terminaba el informe de mayoría pidiendo al Senado dar 
el segundo debate al proyecto aprobatorio de la reforma del 
Concordato. 


mr TESA 
1 Nueva Frontera, 22 de febrero de 1982. 
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Por su parte, el informe de minoría, suscrito por Laurea- 


no Gómez, José de la Vega y Jorge Vélez, fechado el 26 de oc- 
tubre de 1942, estudia en forma extensa y critica el acuerdo 
de reforma del Concordato. 


Las principales objeciones de este informe al acuerdo son 


las siguientes !: 


1 


"—...en 1936 un congreso integrado exclusivamente 
por miembros del partido liberal, por haberse visto 
obligada la oposición a decretar la abstención elec- 
cionaria, aprobó una reforma constitucional que de- 
rogaba todos los artículos de la carta de 1886 sobre 
relaciones entre la Iglesia y el Estado, y en ciertas 
materias, como la relativa a la instrucción pública, 
desconocía abiertamente las obligaciones contraídas 
por el Concordato de 1887. Según un manifiesto del 
Episcopado colombiano publicado con fecha 17 de 
marzo de 1936, aquella reforma equivalía a “cambiar 
la fisonomía de una constitución netamente cristia- 
na para un pueblo cristiano, por la de una consti- 
tución atea”, con el agravante de que en algunas de 
sus disposiciones "se prescindía unilateralmente (son 
palabras del manifiesto) del Concordato vigente, co- 
mo si no fuese una obligación sagrada su cumpli- 
miento”. 

“Ahora se intenta dar una ratificación jurídica y 
contractual a aquellas providencias tan justamente 
incriminadas por nuestros Prelados, y acentuar la 
orientación laicista del Estado que se inició enton- 
ces con mengua de las legítimas prerrogativas de la 
iglesia. Ni es aceptable el argumento de que, levan- 
do esta reforma concordataria la aprobación del Su- 
mo Pontífice, los fieles debemos inclinarnos ante su 
voluntad soberana, porque, en primer término, no 
se trata de materia dogmática definida ex-cátedra, 
y en segundo lugar, porque hay constancia de que 
para conseguir la reforma el gobierno apeló a medios 
coactivos, como la aprobación de leyes hostiles a la 
Iglesia y la amenaza de adoptar doctrinas que equi- 
valían a desconocer el valor jurídico de las estipula- 
ciones concordatarias. 


€ 2. 8 0.0 


Guillermo Camacho Montoya, introducción y recopilación, El 


Concordato ante la Conciencia Católica de Colombia, Bogotá, pp. 89 ss. 
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“__Si esto es asi no se alcanza a comprender la con- 
veniencia de “poner a tono” nuestro Concordato de 
1887 con los arreglos concordatarios de la post-gue- 
. rra concertados para países que se hallan en cir- 
= cunstancias distintas de las nuestras; y ahi radica, 
en nuestro sentir, la falla esencial del pacto que es- 
tudiamos. Era improcedente y temerario, por decir 
lo menos, buscar en el Concordato de Lituania o en 
el modus vivendi de Checoeslovaquia, fórmulas con- 
iractuales aplicables a la situación y necesidades de 
Colombia. 


a o o 6 e 9 


“— Por la nueva disposición se quita al presidente el 
derecho de presentar candidatos, y se le otorga ùni- 
camente la facultad de objetar los nombramientos 
por motivos politicos. Quedan suprimidas las causas 
de orden civil para vetar los nombres propuestos por 
la Santa Sede. En esta ultima parte la reforma no 
es sustancial ni tan favorable a la potestad ecle- 
siástica como se ha dicho, si se tiene en cuenta la 
dificultad de distinguir en la práctica lo civil de lo 
político y la amplitud que un gobierno hostil a la 
Iglesia puede dar al concepto de política, para abu- 
sar de la prerrogativa que se le concede. 


“La simpie defensa de la. verdad católica asumida por 
un eclesiástico para refutar la propaganda masóni- 
ca de un funcionario público, puede convertirse en 
“motivo político” para tachar su elevación a una 
dienidad episcopal, con mengua de la independencia 
y dignidad de la iglesia. De todas suertes la única 
ventaja que ofrece la reforma es suprimir la inicia- 
tiva presidencial en el nombramiento de obispos, re- 
zago del antiguo sistema de patronato, que apenas 
se explica como un privilegio en favor de gobiernos 
reconocidamente católicos y cuidadosos del prestigio 
y engrandecimiento de la religión nacional. Dentro 
de un régimen que se ha señalado por una orienta- 
ción enteramente contraria, como lo demuestran la 
enmienda constitucional de 1936 y el impulso mate- 
rialista dado a la enseñanza oficial, no se concibe el 
fuero extraordinario concedido al Estado por el ar- 
tículo 15 del Concordato vigente. 


a 0 0 06 O 0 


“—La tesis de que la institución del juramento haya 
sido una creación de la Santa Sede es enteramente 
aventurada y pugna no sólo con la verdad histórica, 
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sino con la razón misma. Se comprende que la au- 
toridad civil, en épocas dominadas por un absorben- 
te regalismo, exigiera de los obispos una promesa 
de sumision muy cercana al vasallaje, y que la Igle- 
sia en aras de la concordia entre las dos potestades 
y para evitar males mayores, consintiera en estas 
formas de sometimiento al poder temporal, que des- 
de luego dejan a salvo los deberes emanados del dog- 
ma religioso y la disciplina eclesiástica; pero de allí 
no se deduce que haya sido la Iglesia la iniciadora 
de una promesa jurada que envuelve, cuando me- 
nos, un sentimiento de inmerecida desconfianza res- 


pecto de la lealtad y acatamiento de sus prelados a i 


los gobiernos y leyes civiles. 


“El antecedente del concordato francés, citado en 
primer término por la mayoría de vuestra comisión, 
no abona la teoría sustentada en el aparte trans- 
crito. E] Concordato de 1801 fue resultado de proce- 
deres coercitivos del primer Cónsul, que ya acaricia- 
ba para sus sienes la corona imperial. Siete proyectos, 
todos redactados por los consejeros del déspota, fue- 
ron sometidos al negociador pontificio y rechazados 
por Su Santidad Pio VII. El Cardenal Consalvi, se- 
cretario de Estado, hizo viaje a París para facilitar 
el arreglo. Se habia llegado a un impasse, por la pre- 
tensión cesarista, de subyugar a la Iglesia. Bonaparte 
rechazaba las modificaciones sugeridas por el repre- 
sentante del Papa; dos ultimatums del primer Cón- 
sul estuvieron a punto de provocar el fracaso de las 
negociaciones. Se cuenta que al leer el último con- 
tra-proyecto del Cardenal Consalvi, Napoleón agarró 
violentamente el papel y poseído de cólera lo arrojó 
a la chimenea cercana, Se hizo un postrer esfuerzo 
por llegar a un acuerdo, aprovechando la fiesta na- 
cional del 14 de julio. El Cardenal Consalvi asiste al 
banquete dada esa noche, en las Tullerías, y a SU 
llegada el primer Cónsul se desata en invectivas con- 
tra el Papa, los Cardenales y la política romana, 
“llegando —anota el historiador Mourret— hasta la 
injuria brutal y grosera”. La presencia de espíritu y 
la calma imperturbable del Cardenal evitaron la rup- 
tura definitiva. Al día siguiente se firmaba el Con- 
cordato que contenía la cláusula del juramento y 
otras prerrogativas en favor del poder civil, que no 
impidieron la prisión del santo Pontífice y el calva- 


rio de humillaciones que sufrió la Iglesia durante el 


primer imperio. 
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“Aungue el juramento figura en otros concordatos 
del Siglo XIX, la Iglesia nunca ha dejado de poner- 
le reparos, señaladamente siempre que se pretendió 
establecerlo en favor de gobiernos heterodoxos. Se 
ha citado el caso de las negociaciones con Rusia, 
cuando el representante de la Santa Sede declaró 
que “el juramento de obediencia al Emperador y a 
sus leyes hiere la conciencia de los católicos, en cuan- 
to que ellos (los obispos) no podrían cumplirlo en 
conciencia, porque fuera de la violencia o de la se- 
ducción, es imposible a los católicos renunciar al pre- 
cepto del Evangelio: £untes docete omnes gentes. 
Id y enseñad a todas las naciones”. Este rechazo de 
la Santa Sede fue tanto más significativo cuanto los 
agentes del Zar hacían protestas de que con tal ju- 
ramento no se trataba de imponer a ningún súbdito 
del imperio deber alguno contrario a la moral o a 
la religión. 


* ..]a Santa Sede resistió cuanto pudo por su apro- 
bación al texto que le fue sometido por el negocia- 
dor colombiano, y que éste no vaciló en aducir dos 
razones principales en apoyo de su pretensión: 12 
La renuncia que hace el Estado de su participación 
activa en el nombramiento de obispos, es decir, la. 
circunstancia de no tener en lo sucesivo la facultad 
de proponer candidatos para las sillas vacantes; y 
22 La historia de las relaciones entre el clero colom- 
biano y los gobiernos civiles y “su ingerencia (la del 
clero) en la lucha militante de los partidos", De suer- 
te que por el primer aspecto se revela una especie 
de desconfianza respecto de prelados que no deben 
su nombramiento al presidente de la república y es- 
tán por lo mismo más obligados a jurar su adhesión 
y fidelidad al régimen. La segunda razón o pretexto 
para imponer el juramento entraña, en el ánimo del 
gobierno colombiano, una sanción por actividades 
políticas del clero en épocas pasadas y una garantía 
de que no se repetirán en lo futuro. Según esta ar- 
bitraria y ofensiva interpretación, el juramento obli- 
ga al Episcopado a no mezclarse en “la lucha mili- 
tante de los partidos", esto es, a permanecer neutral, 
indiferente y mudo ante proyectos legislativos, pro- 
gramas electorales o candidaturas políticas que re- 
presenten una amenaza para la Iglesia. O se preten- 
derá sostener que no ha habido ni hay entre nosotros 
partidos, sociedades o grupos adversos al catolicismo 
y a sus doctrinas? 
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“Lo cierto es que se somete a los obispos a una de- 
claración jurada de fidelidad al Etsado, a sus leyes 
y gobernantes que no se exige de ningún funciona- 
rio püblico ni de ningün ciudadano colombiano en 
la forma absoluta e incondicional prevista en el nue- 
vo texio concordatario. Es ésta una disposición in- 
solita en nuestro derecho püblico, que carece de toda 
justificación y que tiende a consagrar una suprema- 
cia humillante del poder civil sobre el eclesiástico. 
Es obvio que las autoridades civiles legítimas y las 
leyes justas merecen respeto del Episcopado, del cle- 
ro y de todos sus fieles; pero son acredoras a igual 
acatamiento las autoridades eclesiásticas y las leyes 
canónicas, de conformidad con expresas estipulacio- 
nes del Concordaio vigente. Para proceder con algu- 
na justicia se ha debido establecer asimismo 1a obli- 
gación del presidente de la repüblica, de los ministros, 
de los gobernadores, de prestar juramento, antes de 
tomar posesión de sus cargos, de respetar y hacer 
respetar las dignidades y normas eclesiásticas. 


"Se ha hecho notar que la fórmula del juramento 
va acompanada de las palabras como conviene a un 
Gbispo (“Sicut decet Episcopum"), que dejan a salvo 
el deber esencial y preferenie de cumplir las leyes 
de la iglesia. Sin embargo, aun concediendo comple- 
ta eficacia a las restricciones mentales que envuelve 
dicha expresión, puede asegurarse que gobernantes 
incrédulos y perseguidores no pararán mientes en 
estos casos de conciencia y tendrán por perjuros a 
los obispos que se aparten del rigor literal del jura- 
mento. Existe, de otro lado, un peligro de desunión 
y anarquía en dejar al criterio individual de cada 
obispo la cuestión de saber cuándo se justifica el 
apartamiento o violación de la fe jurada, y deseando 
evitar tan grave daño a la religión que profesamos, 
un imperativo de nuestra conciencia nos lleva a com- 
batir esta innovación concordataria, cuya propuesta 
por el negociador colombiano fue recibida por el 
eminentísimo Cardenal Maglione con manifestacio- 
nes de “profunda pena”, para valernos de sus pro- 
pias palabras. | 


a a 6 9 G O 


“—Se asegura que la ley Concha ocasionaba, en teo- 
ria, innumerables conflictos, porque era imposible 
sostener la existencia de conflictos reales y no teo- 
ricos cuando un estatuto ha regido durante diez y 
ocho años, sin otras consecuencias que reducir a un 
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minimum el número de matrimonios civiles, elimi- 
nando, por lo mismo, agudos problemas de concien- 
cia y causa de fricción entre los dos poderes. Para 
hablar de dificultades y trastornos originados por la 
ley 54 de 1924 sería. necesario prescindir de una ex- 
periencia histórica incontestable y entrar en los do- 
minios de la novela. Si ese es el verdadero funda- 
mento de la proyectada reforma sobre el matrimonio, 
es preciso convenir en su naturaleza asaz deleznable. 


€ 0 9 : 0 € 


“Tenemos gue confesar que el informe de la mayo- 
ría, estudio. muy laborioso y erudito, no explica ni 
resuelve ninguna de las innümeras dificultades que 
lleva en sí este convenio. Más aün: el informe pres- 
cinde en abosluto de aleunas de sus cláusulas fun- 
damentales, que por cierto no se encuentran en el 
texto de la convención, sino en las notas cruzadas 
entre la Embajada de Colombia y la Secretaria de 
Estado de Su Santidad, insertas en la memoria de 
relaciones exteriores del presente año. Se encuentra 
en este caso Ja de fecha 4 de abril último del Emi- 
 nentísimo señor Cardenal Maglione, según la cual 
“la Santa Sede conviene en considerar la inscrip- 
ción del matrimonio canónico en el registro civil co- 
mo condición necesaria para que el Estado pueda 
reconocer al mismo matrimonio los efectos civiles, 
y en que, como consecuencia, al faltar esa inscrip- 
ción, no podrán reclamarse efectos civiles al matri- 
monio canónico”. 

“Esta interpretación, o más bien, adición al conve- 
noi, desvirtúa y anula completamente el artículo 49 
va citado que otorea “plenos efectos civiles" al ma- 
trimonio religioso. Conforme a la comunicación trans- 
crita, lo que da validez jurídica al sacramento y lo 
que produce efectos civiles, no es el sarramento mis- 
mo, sino la formalidad adicional del registro. Mien- 
tras ésta no se realice para el Estado no existe el 
matrimonio. Puede darse el caso de que por un ol- 
vido del párroco, o por descuido o dañada intención 
del funcionario civil, se omita la inscripción, y si el 
error o la falta no se subsanan oportunamente, la 
descendencia de un matrimonio católico se conside- 
raria ilegítima por el Estado, perdiendo los hijos el 
derecho de heredar a sus padres. 


o e a a Q a 


“—Fuera de aue existe una notoria incompatibilidad 
entre el texto adoptado v el canon 1960 del código 
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de derecho canónico, segun el cual “las causas ma- 
trimoniales entre bautizados, por derecho propio y 
exclusivo competen al juez eclesiástico", no es dable 
prescindir de !& circunstancia de que nuestra admi- 
nistración de justicia atraviesa una crisis de mora- 
lidad que es motivo de serias inquietudes en nuestros 
partidos y clases dirigentes. El actual presidente de 
la república ha denunciado la corrupción del poder 
judicial como el problema capital de nuestra patria, 
y no hay colombiano que ignore los vicios y corrup- 
telas que padece en casi todos sus Órganos y depen- 
dencias esa rama del poder público. 


“Por eso la mencionada cláusula de la reforma con- - 


cordataria es la que ha producido mayor escándalo 
y más explicable estupor en las gentes de bien. Si 
se abriera un plebiscito sobre la oportunidad y con- 
veniencia de la medida, estamos seguros de que una 
abrumadora mayoría sería favorable al mantenimien- 
to de la jurisdicción eclesiástica para las causas ma- 
trimoniales. Es ésta una de aguellas estipulaciones 
servilmente copiadas de concordatos con gobiernos 
extranjeros, sin considerar las condiciones de nues- 
tro medio social, nuestras tradiciones, nuestros há- 
bitos, nuestras creencias más arraigadas y respeta- 
bles. Nineún sector de la opinión nacional, ninguna 
necesidad púhlica ni razón alguna de orden jurídico 
o social justifican la adopoción de un prejuicio lai- 
cista que es exótico entre nosotros y originará raales 
sin cuento. Si la convención que analizamos fuere 
ratificada, el país y la sociedad experimentaràn en 
breve nlazo los estragos de un sistema que confía a 
jueces venales, ignorantes o sectarios los secretos € 
intimidades del hogar y las cuestiones más delicadas 
de la vida doméstica". 


a è 3 o 9$ 0 


"Conforme al artículo 11 de la reforma ‘la Santa Se- 
de y el Gobierno colombiano convienen en que la 
administración de los cementerios del país, que aC 
tualmente están a cargo de las autoridades eclesiás- 
ticas, pase a las civiles, reconociéndose a la Iglesia 
el derecho de velar, de acuerdo con estas ültimas, 
porque se observen el orden y el decoro debidos en 
esos lugares sagrados’. 

“Los términos de esta cláusula adolecen de vague- 


dad e imprecisión, quizás por la necesidad de velar 
una injusticia cometida por el Estado. Muchos de 
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nuestros cementerios han sido construidos por los pa- 
rrocos, y su administración, perfectamente legítima, 
les proporeiona una modesta renta con qué atender 
2 las necesidades espirituales de la parroquia. 


“El convento habla de un traspaso de “administra- 
ción"; pero nada dice sobre el dominio de los cemen- 
terios. Es norma de derecho que el administrador 
debe proceder con sujeción a reglas preestablecidas 
y está obligado a rendir cuentas, periódicamente, al 
propietario. En nuestro caso, ¿por cuánto tiempo se 
cede la adminisiración y qué estatutos se aplican a 
la gestión de la entidad administradora? 


“Sucede también que en buen derecho los productos 
naturales y civiles de la administración son para el 
dueño. Al administrador se le paga un salario por 
su trabajo o se le reconoce un porcentaje sobre los 
productos de la cosa administrada. ¿Ha querido la 
reforma dar ese carácter al Estado, dentro de los 
términos habituales de un contrato de administra- 
ción? 


“Las explicaciones suministradas por el ministro 
Echandía en el seno de la comisión revelan el pro- 
posito del poder civil de obtener de la Iglesia un 
traspaso de dominio a título gratuito. Se trata sim- 
plemente de una donación exigida por el Estado sin 
ninguna razón valedera. La Santa Sede propuso que 
las parroquias perjudicadas por esta, genuina expo- 
liación fueran indemnizadas, de acuerdo con ele- 
mentales nociones jurídicas. Mo se aceptó propuesta 
. tan racional como equitativa. 


“Pero la parte material del asunto es secundaria en 
comparación con los factores espirituales que aquí 
entran en juego. En realidad de lo que se trata es 
de secularizar los cementerios, siguiendo una con- 
signa masónica y racionalista. Se busca que los ce- 
menterios dejen de ser lugares sagrados regidos por 
los cánones de al Iglesia para convertirlos en depen- 
dencias administrativas de índole laica, bajo la di- 
rección de funcionarios civiles guiados por las ten- 
dencias ideológicas que dominan en la educación 
oficial y en casi todos los servicios del Estado. 


“Es cierto que, según la misma reforma, “el Estado 
dará a las autoridades eclesiásticas todas las facili- 
dades para que puedan cumplir libremente en los 
cementerios los actos religiosos que consideren opor- 
tunos, y también para el sostenimiento de las iglesias 
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o capillas que en ellos se encuentren”. Pero bien sa- 
bemos la mala voluntad con que funcionarios des. 
creídos o simplemente sectarios cumplen las dispo- 
siciones que atafien a las prerrogativas y derechos 
de la Iglesia. En España los partidos de izquierda, 


secundados por la francmasoneria, tomaron decidido : 
empefio en obtener la secularización de los cemente- - x 


rios, y esa fue una de las conquistas de las hordas 
revolucionarias, alimentadas por un odio sIn freno 
a! catolicismo y a sus divinas ensefianzas. 


“Entre nosotros la reglamentación de los cemente- 


rios al amparo de la Cruz y en conformidad con los 
cánones de la Iglesia nunca ha dado lugar a dificul-- 
tades, como lo sostiene el informe de la mayoria. 
Ni es cierto, como se afirma en el mismo documento, 
que “todos los cementerios de Colombia se destinan 
exclusivamente a los católicos". Tal aseveración es 
tan exorbitante e infundada que resulta desmentida 
por los hechos de nuestra vida cotidiana y no merece 
que nos detengamos a refutarla. Seria, de otra parte, 
enorme injusticia desconocer la amplitud y benevo- 
lencia con que la Iglesia ecostumbra ejercer sus fue- 
ros en materia de sepulturas eclesiásticas, sin contar 
con que el concordato vigente no sólo reconoce la 
propiedad de algunos municipios sobre los cemente- 
rios, sino que les impone la obligación de fundar los 


que sean necesarios para ‘los cadáveres que no pue- ^" 


dan sepultarse en sagrado”. 


“Otra cosa es que el Estado no haya querido cumplir 

se deber y encuentre más fácil y menos oneroso 
confiscar hábilmente los cementerios eclesiásticos, 
para los fines de secularización gue son conocidos y 
que estamos obligados a combatir en nuestra doble 
calidad de católicos y de colombianos”. 


bn consecuencia de lo expuesto in extenso en el informe 


de la minoría, ésta propuso al Senado la moción siguiente: 


“Devuélvase el proyecto de reforma del Concordato 
de 1887 al Ministerio de Relaciones Exteriores para 
que, en nuevo acuerdo con la Santa Sede, se reconoZ- 
ca a la Iglesia la plenitud de los derechos para el 
ejercicio de su misión divina y social en una nación 
que unánimemente profesa. la fe católica”. 














PROPOSICIONES DE LA OPOSICION Y DEL GOBIERNO OB 
9. Proposiciones de la oposición y del Gobierno. 
Prosigue D. Carlos Lleras su Crónica de mi propia vida: 


“El día 26 de octubre de 1942 comenzó el Senado de 
la República a discutir la reforma concordataria so- 
bre la base de los informes de minoría y mayoría a 

que hice referencia en mi anterior crónica. El senador 
Juan Uribe Cualla, con una de esas “vivezas” que 
fueron tan características de su incansable actividad 
parlamentaria como ayudante de campo de Laureano 
Gómez, presentó la sigiuente proposición : 


“Suspéndase lo que se discute, mientras se considera 
lo siguiente: El Senado de la República, al iniciar el 

estudio del proyecto de ley, por la cual se aprueba 
la Reforma Concordataria, reconoce expresamente el 
hecho de que la religión católica es la profesada por 
la inmensa mayoría de los colombianos y para oír la 
autorizada opinión de auienes gobiernan espiritual- 
mente al pueblo católico, en tan delicada materia, 
que viene a innovar fundamentalmente el régimen 
existente hace más de once lustros, resuelve: dirigirse | 
a todos los ilustres prelados de la Iglesia colombiana, 
a los vicarios apostólicos y a Jos curas párrocos, para 
que expresen el concepto que les merece el pacto so- 
metido a la aprobación del Congreso y que reforma, 
el Concerdato vigente entre la Santa Sede y la Re- 
pública. Comuníquese y publíquese”. 


“Era un intento para generalizar aún más, a través 
de un acto del Senado de la República, la polémica ya 
abierta entre el clero que acataba lo pactado por la 
Santa Sede, respaldado por la Nunciatura y por bue- 
na parte del obispado del país. y aquella otra fracción 
que seguía las orientaciones de Laureano Gómez. Pe- 
ro, además, Uribe Cualla esperaba, sin duda, que 
algún n liberal objetara la primera parte de la propo- 
sición sobre reconocimiento de la catolicidad de la 
mayoría colombiana con la esperanza de estimular 
un conflicto religioso en el país. La maniobra había 
sido, no cabe duda, convenida con el senador Gómez. 


*E] Ministro de Gobierno, Darío Echandía, no iba a 
caer, obviamente en esa trampa, y presentó la siguien- 
te proposición sustitutiva: 


“Suspéndase lo que se discute mientras se considera 
lo siguiente: El Senado de la Republica, al iniciar 
el estudio del proyecto de ley por el cual se aprueba 
la reforma concordataria, reconoce expresamente el 
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hecho de que la religión católica es la profesada por 
la inmensa mayoría de los colombianos, e interpre- 
tando los sentimientos del pueblo que representa, 
manifiesta su intención de acatar, respetuosamente, 
la voluntad del Sumo Pontífice Pío XII, expresada en ` 
dicha reforma y reiterada en claras admoniciones: 
de la Secretaría de Estado de Su Santidad al Episco- - 
pado, al clero y a los católicos colombianos, para que. 
coadyuven a que ese pacto se perfeccione mediante 
la aprobación del Congreso". 


“Defendió Echandia su proposición, comenzando por. 
declarar que con la reforma se contribuía a liquidar 
la vieja pugna religiosa de los tradicionales partidos 
políticos, acatando al mismo tiempo la jerarquía y. 
respetando sus derechos. Agregó que, en vez de soli-. 
citar un plebiscito a los prelados, vicarios y párrocos 
se debía acatar la voluntad expresada por el Sumo. 
Pontífice en el sentido de que se propicie 1a aproba- 
ción de la reforma. Consideró absurda la campaña 
gue en los últimos meses se había adelantado con el. 
propósito de formar una atmósfera de ardiente polé- 
mica; luego afirmó due el tratado tenia el valor de. 
una ley canónica, pues el Papa tiene el derecho de 
pedir que su voluntad sea acatada. Más adelante 
afirmó Echandía que cuando el Papa accediò a la 
reforma que se discutía no hizo entrega graciosa de 
sus derechos y prerrogativas a un gobierno reputado 
de perseguidor y ateo sino que concedió lo que respe- 
tuosa y lealmente le solicitó un gobierno católico 
consciente de las necesidades religiosas y sociales del 
pueblo”. 


30. Los discursos de Laureano Gómez. 


Laureano Gómez, Senador, jefe del partido conservador, 
pronunció memorables discursos en tres sesiones del Senado 
a partir del 27 de octubre de 1942 !. 


Esos discursos fueron pronunciados por Gómez cuando. 
ya el Concordato estaba aprobado en tercer debate por la ma” 
yoría liberal del Senado. Sucedió entonces que Guillermo Nan- 
netti, ponente del informe de mayoría favorable al Concordato, 
no quiso pronunciar en sesiones matinales sino en las ves 
pertinas el discurso que largamente preparado tenía, y como. 


1 Laureano Gómez, Obras Selectas, pp. 695 ss. 
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al Ministro de Relaciones Exteriores, Gabriel Turbay, le su- 
cedía lo mismo, este último se ingenió para trasladar su dis- 
curso a la sesión vespertina, dando así pie a Laureano Gómez 
“para lanzar el más directo y demoledor ataque contra el Pre- 


sidente saliente, su Ministro de Relaciones y su negociador en 


Roma del Concordato, ya para entonces su Ministro de Go- 
 bierno, y principal blanco de los ataques de Gómez. 


Este comenzó por determinar que no existían en Colom- 


“bia problemas ningunos en la aplicación del Concordato de 
1887, que hicieron necesaria su reforma, y que ésta había 
_ sido propuesta por el Gobierno para disminuír de manera di- 


simulada los derechos de la comunidad católica. El juramento 
de los Obispos, por ejemplo, les impediría cumplir sus deberes 
de conciencia; los artículos sobre el matrimonio permitirían 


el matrimonio civil y la implantación del divorcio. 


Solicitó Gómez al Ministro que revelara todos los antece- 


.dentes de la negociación, de la cual resultaría que aquellos 


no fueron limpios y que la Santa Sede no fue informada debi- 


damente. 
Para sostener lo primero acusó Gómez al Gobierno de ha- 


ber tomado el Colegio de San Bartolomé para presionar a la 


Santa Sede a la reforma del Concordato: “Hay que tomar el 
Colegio de San Bartolomé —dijo el Ministro de Educación al 
Senado— porque la Santa Sede no quiere reformar el Concor- 
dato”. Y respecto a lo segundo, había alegado el Ministro en 


€l Senado que el Congreso no podía pedirle al Gobierno cono- 
cimiento de las comunicaciones e instruciones de las negocia- 


Clones dip'omáticas en curso, que tengan carácter reservado. 
A este respecto dijo Gómez !: 


"La disposición constitucional, como es obvio, tiene 
su explicación para las negociaciones en curso: para 
que una indiscreción no perturbe el cuso de una ne- 
gociación que se adelanta. Para que en la discusión 
de ella no se pueda producir perjuicios que se reflejen 
sobre los intereses nacionales, como cuando en un 
tratado de límites, por ejemplo, haya necesidad de 
explicar razones que puedan ser debilitantes, del 
punto de vista propio. Pero en el concordato, que 
afecta a cuestiones religiosas y espirituales de la po- 
blación colombiana únicamente, ¿en dónde está el 


Ob. cit., p. 712. 
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motivo de la reserva? ¿y acaso no se puede deducir 
de esa apelación al concepto de la reserva, una reser- 
va ad-hoc? ¡Reserva masónica, secreto indebido para 
someter a esa inmensa mayoría de la población co- 
lombiana católica, a circunstancias y condiciones 
contrarias a la libre expresión de sus derechos y sus 
aspiraciones y creencias!". 


Quejóse nuevamente Gómez de que para entablar las ne- 
gociaciones con la Santa Sede no se hubiera consultado antes 
a los Obispos colombianos, pues no había ninguna dificultad 
en la aplicación del Concordato de 1887. Dijo Gómez al Se- 


nado !: 


«¿Qué dificultad hay? Ninguna. Entonces, ¿por qué 
se modifica el concordato? ¿Ese afán perturbador, esa 
obsesión ciega y constante de modificar el concor- 
dato, obedece a alguna necesidad real, a un senti 
miento de justicia, a la atención de una necesidad . 
o de un derecho de los ciudadanos? En ninguna ma- 
nera; se trata simplemente de satisfacer el furor 
fanático, la inquina irreligiosa de un pequeño círculo 
de masones existentes en el país, que de todos modos 
necesitan y exigen que algo se haga de estropeo y 
ajamiento de la doctrina. católica. y de alejamiento 
de nuestras instituciones de esa doctrina, y por su 
fanatismo y por su intolerancia, por su sectarismo 
que trabaja incesantemente se busca, se persigue, se 
impone la reforma del concordato; pero en ninguna 
manera, jamás de los jamases, para atender alguna 
necesidad confesable, decente, justa de la población 
colombiana. ] | 


“No hay en esta reforma ningún motivo lícito, nin- 
guna cosa confesable, no existe ningún conflicto, 
porque ningún colombiano prefiere, si es católico, que 
su tumba sea una dependencia municipal y no esté 
cobijada por el amparo de su parroquia; ningún co" 
lombiano, si es católico, prefiere que prime el matri 
monio civil sobre el matrimonio católico, porque de 
acuerdo con su conciencia sólo el católico es valedero. 
Ningún colombiano, si es católico, puede ver con 
buenos ojos el relajamiento, la disminución que re- 
presenta poner a los prelados y príncipes de la Iglesia 
en necesidad de prestar un juramento que no prestan 
ni siquiera los funcionarios públicos al hacerse cargo 
de sus funciones, pues solo juran respetar la consti 


1 Ob. cit, p. 716. 
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tución y las leyes, mientras que aquí para los obispos 
se ha redactado un juramento de índole especial. Y 
si el colombiano es católico, y lo es de verdad, si 
reconoce la autoridad de su prelado, tiene que sentir- 
se ofendido y humillado como nos sentimos nosotros 
al ver, que aquel que representa la autoridad espiri- 
tual, tiene que ir a dar un juramento, que no ebe, 
ante quienes no merecen por ninguna clase de consi- 
deraciones que el más alto se incline ante el más 
bajo; el santo ante el pecador, el hombre espiritual 
ante el hombre carnal, el representante de Dios ante 
los servidores del demonio!”. 


Censuró Gómez a Echandía por haber aceptado represen- 
tar a Colombia ante la Santa Sede siendo masón, lo cual le 
descalificaba para obrar a nombre del pueblo colombiano, ca- 
tólico en su inmensa mayoría !: 


“Cuando al señor Echandía, masón, se le propuso 
aceptar la embajada vaticana, ha debido decirse: 

“¿ante qué autoridad me nombran? Esa autoridad 
para mí no existe, ya no la reconozco y tan cierto 
es que no la reconozco, no la acato, que habiendo ella 
dispuesto que no se puede pertenecer a la masonería 
yo pertenezco a ella”. Si el señor Echandia hubiera 
sido un hombre leal, un hombre sincero, lo hubiera 
hecho. Pero hizo lo contrario, se atuvo a la formula 
externa, a la impostura, a la mentira organizada que 
él no cree, y aceptó investidura. ¿Para qué la acep- 
tó? ¿Fara defender o para atacar las convicciones re- 
lieiosas de este pueblo? Fara defenderlas, no era po- 
sible, porque nadie defiende una convicción religiosa, 
que no profesa. ¡Entonces la aceptó para atacaria! 
¿Y cabe dentro de los términos de la conciencia hu- 
mana que se reciba un poder para ir contra ese mismo 
poder, a sabiendas y deliberadamente? ;No es ese el 
caso nítido, preciso del señor Echandía?". 


| Luego pasó Gómez a examinar el caso del Nuncio Apostó- 
lico en Bogotá, Monsefior Serena, a quien acusó de no haher 
informado a la Santa Sede sobre las verdaderas condiciones 
del Estado y de sus funcionarios, así como de la sociedad en 
Colombia. En primer lugar describió así la personalidad del 
Nuncio 2: 

Eu A 


Ob. cit., p. 726. 
Id., p. 732. 
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"El Senor Nuncio, a no dudarlo, es una eminentísima 
persona, un prelado extranjero formado en esas altas 
y sublimes academias que han recibido la sabiduría 
de los siglos pasados en naciones de muy antigua y 
muy respetable civilización. Avezado a considerar por 
la historia de su patria y de los grandes pueblos 
europeos, los problemas inmensos, complicados, 
abstrusos que deben ser enseñados en esas universi | 
dades insignes, los pequeños problemas de una na- 
cioncita sobre los Andes, distante y desconocida, 
por fuerza de las cosas ante su mente han tenido que . 
aparecer de muy escasa magnitud. El movimiento de 
su espíritu debe estar acostumbrado a problemas de 
extraordinaria cuantía y de mucha trascendencia - 
histórica y política, y esto de aquí probablemente le 
parece de una importancia muy relativa y secum 
daria. 


“Las casualidades de la vida lo trajeron sobre estas 
hispidas cuestas a soportar las incomodidades, las de- 
ficiencias, las pobrezas y miserias de nuestro vivir: 
y ha permanecido con nosotros sin duda haciendo un | 
sacrificio de su comodidad y de sus gustos para acom- 
pañarnos durante un período de tiempo. Y tenemos 
que agradecerle esa compañía, que es otro de los mo- 
tivos por los cuales quiero abundar con él en todas las 
formas del respeto. Pero tal vez por eso mismo se 
podría decir que su actitud en un: si es, no es, un 
poco desdeñosa: Wo ha aprendido el idioma, porque 
ya sabe él tantos y tan ilustres, y tan sabios, que ape 
nas este pobre idioma nuestro lo maneja para lo 
más indispensable y necesario, sin procurar la pro- 
piedad. No conoce la historia del país; a él habituado 
a estudiar esos grandes sucesos, gigantescos y enor- 
mes que dominan la historia universal, los pequeños 
incidentes nuestros, luchas intestinas y guerras Ck 
viles “montoneras” y “peloteras”, deben darle una 
impresión de cosa chica, de cosa más o menos sucia 
y pueril en que un prelado europeo no debe mezclarse 
porque se contamina la púrpura sublime con que está 
vestido su pecho pastoral”. 


En seguida le reprochó no haber dado informes fidedig 
nos cuando se pidió la aceptación de Darío Echandía como 
Ministro Plenipotenciario !: 


1 Ob. cit., p. 735. 
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“Si en el principio ia Nunciatura ignoró la condición 
ideológica absolutamente prohibitiva que tenía el 
señor Echandia para adelantar cualquier negocia- 
ción sobre los intereses católicos, después sí los supo, 
porque yo mismo tuve ocasión de anotar en algún 
escrito, la anomalía absolutamente inaceptable de 
que estuviera manejando los intereses católicos de 
una nación católica un individuo que no pertenece 
a esa religión! | 
“Después, siguen en curso las negociaciones; el señor 
Nuncio, ya sabedor de que el señor Echandia era 
enemigo del catolicismo, enemigo jurado y fundamen- 
tal, tenía, me parece a mí, y no me explico cómo pue- 
da ser de otra manera, la imperiosa necesidad de 
informar con exactitud a la Santa Sede cuál era la 
situación colombiana. ¿Y el señor Nuncio. a su vez, 
cómo podría haberse informado sobre ello? Llamando 
a los obispos, autorizados como nadie para dictami- 
nar sobre la materia; a sacerdotes eminentes, que 
tántos hay por fortuna dentro del clero colombiano; 
a juristas; a laicos desprevenidos, cuyo testimonio le 
prestara fe, que hubieran preparado los expedientes 
correspondientes a cada uno de los puntos sobre los 
cuales hubiera presentado propuestas de modifica- 
ción el Electo Caballero Kadok 1. Y si esa informa- 
ción se hubiera producido, ella no había. sido otra, 
sino igual a la que la Santa Sede habría obtenido 
en el caso de due, ausente el Nuncio, hubiese tenido 
que hacer la, investigación directa con los pastores 
colombianos y con los sacerdotes! Y ahí habría re- 
sultado indiscutible y claramente la ohsoluta falta de 
necesidad de la reforma, la satisfacción de un pue- 
blo entero, contento por la situación jurídica; y la 
inanidad y la falta de respaldo de cualquiera modi- 
ficación. 
“Pero no resultó así .¿Cómo es posible, como expli- 
carlo? Créanme los colombianos aue me escuchan, 
que yo he buscado una explicación afanosamente, 
para justificar por qué el Excelentísimo señor Nun- 
cio no transmitió a la Santa Sede, la realidad viviente 
del país, objetiva, clara y documentada”. 








Y finalmente le increpó por haker aceptado honores del 
Gobierno Colombiano, el cual había obtenido una gran victo- 


rla con la reforma del Concordato ?: 
EP e 





i Nombre masónico de Darío Echandía. 
" Ob. cit. p. 737. 
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“Mientras los católicos, ia inmensa mayoría de la na- - 
ción, están atribulados y amargados, los masones es- ` 
tán radiantes de júbilo: han vencido, han conseguido : 
una victoria descomunal; pero son una minoría ín- - 
fima, una minoría inconfesable y tan poco dignos de < 
respeto como que ellos mismos se declaran que no lo . 
son, al mantener bajo el secreto sus actividades y sus - 
propósitos. Nadie que procede con limpieza esconde . 
sus acciones. Ya lo dijo el Libertador “a la sombra . 
del secreto, no trabaja sino el crimen”, y el que deli- - 
beradamente dice: yo voy a dedicar mis actividades : 
intelectuales a trabajar en secreto, está afirmando - 
que tiene el ánimo y el propósito de hacer cosas tur- * 
blas y vergonzosas. 


“Apenas estalla la reforma, el gobierno masónico, .. 
presidido también por un masón, el señor Santos, ` 
muy complacido coloca la Cruz de Boyacá sobre el . 
pecho del señor Nuncio al lado del Sagrado Pectoral ` 
que representa la Cruz donde Jesucristo dio su san- . 
gre por los hombres. ¿Qué dice al lado de ese simbolo ` 
sacrosano la cruz masónica, la cruz gue da un go- 

bierno masónico cuando cree que ha conseguido una - 
victoria porque puede arrancar a una nación que . 
ha hecho profesión pública y que tiene el orgullo de - 
ser católica, cree haberla podido separar, digo, un 

poco de la sombra protectora de esa otra cruz que el 

Excelentísimo señor Nuncio lleva sobre su museta?”. - 





Volvió Gómez a hablar de la presión que se hizo sobre la ` 
Santa Sede para que aceptara la reforma del Concordato, .. 
cuando se verificó el despojo del Colegio de San Bartolomé 2 
los Jesuítas !: 


“La ley del robo de San Bartolomé y la amenaza de 
nacer pasar la ley de registro civil a la ley de divorcio : 
vincular, surgieron para significar al señor Nuncio 
y por su intermedio a la. Santa Sede el ánimo del go” - 
bierno de obtener esta alternativa: o reformas, o per” 
secución. 


“¡Y esa acta secreta está demostrando que no había 
motivos para la reforma! Y no es compatible este 
alarde de respeto que hacen ahora, con el empleo de 
un delito para doblar el ánimo de un soberano à 
quien, si hubiera razones, habría bastado exponérse - 
las para que ante ellas conviniera en la exigencia. La 





1 Ob. tit, p. 749. 
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demosiración es perfecta. Y lo que no puedo expli- 
carme es cómo mientras el fenómeno de coacción se 
verificó, la negociación pudo adelantar. Una vez pu- 
blicado el acta secreta, sì es que antes el Excelenti- 
simo Sefior Nuncio no sabía del despojo de San 
Bartolomé, tenía ese pe motivo aungue es obvio 
que se hizo presionar, y por consiguiente debió co- 
municarse al Papa. Pero una vez publicada el acta 
secreta en que tan claramente consta que no tuvo 
más fin que la presión, la negociación debió suspen- 
derse a mi parecer. En cualquier asunto que se esté 
tratando cuando uno se siente coaccionado por una 
injusticia ¿qué responde? ¿qué es lo primero que res- 
ponde si no se considera persona libre? “Mientras 
haya esa amenaza, mientras haya esa injusticia co- 
metida contra mí no seguimos negociando. Deshaga 
la injusticia, retire la amenaza y consideramos el pro- 
blema”; pero bajo la presión, bajo la amenaza ¿Cómo 
se compagina esa actitud con el proceder de una per- 
sona libre que está en ejercicio de una soberanía 
espiritual? 


“Una vez publicada el acta de San Bartolomé la ne- 
sociación debió paralizarse mientras el robo hubiera 

estado. como está, vigente. Como había sido E 
i presionar la negociación, me parece que ésta n 
podía haber seguido más adelante! 


“Mas eso no debió conocerlo la Santa Sede; seguro que 
no lo conoce. ¿Y como explicamos que el señor Nuncio 
no haya transmitido a la Santa Sede copia de esa 
acta? ; Acaso no fue publicada, suficientemente y era 
vital para establecer dos cosas, la. primera que no se 
estaba en una negociación limpia y clara, simple- 
mente en el terreno de la justicia, sino en una nego- 
ciación en qne se hacía valer el instrumento odioso 
de la fuerza; y segundo. gue no había razones mas 
que las de la amenaza para conseguir Ja reforma? 


“Y como está vigente la extorsión de San Bartolomé 
la negociación que se queria adelantar con esa ex- 
torsión no es una negociación libre, y no se puede 
dar la impresión de que aquel acto de violencia inicuo 
y. delictuoso fuera decisivo para tener que convenir 
en la modificación de un estatuto satisfactorio, por- 
que ni los Padres Jesuítas, afectados por la pérdida 
del claustro, podían ponerse a reclamar que se hiciera 
lo que se quisiera, a cambio de no perder aquella pro- 
piedad, porgue no lo han hecho; ni el catolicismo 
colombiano, sus prelados y su clero, no tienen la con- 
vicción religiosa arraigada en el alma tan débilmente, 
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que estén listos a prescindir de ella apenas surja una 
amenaza. B 


“Mientras la amenaza esté subsistente no se puede 
dar la impresión de que el catolicismo colombiano es 
un catolicismo cobarde que está temblando de que 
le pase algo por su fe, y que ante el principio de la 
extorsión y la perspetciva de amenazas futuras, en- 
trega todo para no padecer. 

“Esto de la presión ejercida queda probado directa- 
mente pero con la incapacidad en que se ve el régi- 
men de mostrar las intimidades de esta negociación 
que no fue negociación sino extorsión”.. 


Y terminó Gómez su discurso de !a siguiente manera !: 


“En el más humilde escalón de la Iglesia a que per- 
tenezco, con una fe profunda en toda su doctrina y 
creencias, con una seguridad perfecta sobre que no 
se puede ser leal con esa. convicción sino llevándola 
totalmente a todas las manifestaciones del Estado, 
he sentido la necesidad de oponerme a este aleja- 
miento de mi país, infundado, ilógico, antidemocrá- 
tico segün los nefandos principios del 89, este aleja- 
miento de una situación jurídica que era perfecta y 
lógica. Desagrados podrá haber, pero no importa. Lo 
que sí me parece que se debe tener establecido, es que 
el catolicismo colombiano no tiene el ánimo de renun- 
ciar a sus creencias ni retirarse de la vida pública y 
civil por amenazas, aun cuando le quiten más colegios 
de San Bartolomé, aun cuando urdan mayores intri- 
gas contra los hombres eminentes que lo dirigen, aun 
cuando desarrollen toda la serie de campañas, de fa- 
lacias y de persecusiones de que sean capaces! Y en 
este momento de la vida del mundo en que están 
dando el testimonio heroico de su convieción errada 
los comunistas, los racistas, los fascistas. los demó- 
cratas masones, no podrá ser que los católicos no es- 
temos dispuestos a correr todos los peligros inmagina- 
bles y aun los no concebibles para dar testimonio ante 
nuestra propia nación, de que las amenazas no nos 
sirven, de que las opresiones no nos intimidan, y de 
que queremos dar por la fe que profesamos, el sacri 
ficio integro que se la da a las otras anfibologias y 
logomaquias por las cuales se nos quiere pedir". 
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31. El Nuncio Serena responde al discurso 
de Laureano Gomez. 


En El Catolicismo del 29 de octubre de 1942, el Nuncio 
Apostólico replicó así a Laureano: 


“En vista de las declaraciones hechas por el doctor 
Laureano Gómez en su discurso de ayer en el Senado, 
cumplimos con el deber de rectificarlas, no tanto en 
ejercicio del derecho elemental de defender nuestro 
nombre de cargos tan graves e infamantes como se 
nos hicieron, cuanto por volver por los fueros de la 
verdad, más gravemente ultrajados. 


“Es falso e injurioso el cargo de indiferencia y des- 
precio por la nación colombiana, y mucho más por 
sus intereses espirituales cuando a ellos hemos 
consagrado sin descanso todos nuestros esfuerzos y 
desvelos, renunciando aun al reposo más justo e in- 
dispensable". 


Por su parte don Carlos Lleras nos relata la continuación 
de la respuesta del Nuncio: 


“Aclaro el Nuncio cómo se había producido la desig- 
nación de Germán Arciniegas para que llevara la 
palabra en el acto de homenaje al Papa que se cele- 
bró en el Teatro Colón: habló de las gestiones hechas 
por la Nunciatura ante el Gobierno sobre materias 
de interés para la Iglesia, advirtiendo que no le era 
permitido dar cuenta detallada a la opinión publica 
y ponderó la creación del Secretariado Interdiocesano 
de Educación y la Confederación Nacional de Cole- 
gios Católicos, demostraciones ambas de su preocu- 
pación por la misión de la Iglesia en el país; protestò 
por la “inaudita pretensión" de exigirle aclaraciones 
sobre su conducta referente al otorgamiento del 
“agreement” al doctor Echandía, con respecto a la 
- cual “sólo cabe la. declaración más enfática de que el 
Nuncio ha cumplido con el deber de informar ple- 
namente a la Santa Sede, y hoy mismo nada tendría 
que añadir”; afirmó que “siempre que la Santa Sede 
solicitó informes previos a la celebración de la Con- 
vención Reformatoria del Concordato. el Nuncio los 
dio después de consultar el parecer de la comisión 
constituida, con el consentimiento de la Santa Sede, 
para ese efecto y de la cual formaron parte varlos 
prelados y eminentes sacerdotes y religiosos versados 
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en el Derecho Canónico y conocedores de la situación - 
político-religiosa del pais. Después de la Conferencia . 
Episcopal de 1936 se había nombrado un representan- . 
te dei Episcopado en Roma, un egregio colombiano, 
el padre Juan Maria Restrepo, S. J., especialista en - 
materia concordataria. Se habia prevenido oportuna- 
mente a la Santa Sede de la llegada de obispos co- 
lombianos a Roma con ocasión de la visita "ad 
limina", para que pudieran ser oídos en relación 
con las negociaciones en curso, si la Santa Sede juz- . 
gaba oportuno interrogarlos. Claro está que la Santa 
Sede se reservó, como en el caso de otros paises,el 
derecho de adelantar la negociación; de absoluta fal- 
sedad era la firmación de que el Nuncio hubiera ma-- : 
nifestado a cualquier persona que se debía formar 
un grupo parlamentario que tratara de impedir la 
aprobación de la reforma". 


32. Echandía responde a Gómez. 


Dario Echandía, quien babía negociado y firmado el Con- 
cordato con el Cardenal Maglione, fue nombrado Ministro de 
Gobierno en el segundo período del Presidente Alfonso López, 
y se le dio la oportunidad de defender su obra en el Senado 
ante las críticas de Laureano Gómez y de los conservadores. 


Echandia pronunció dos discursos el 2 y 3 de noviembre 
de 1942, los cuales no son las obras maestras que se ha creído 
ver en ellos, pues Echandia se dejó interpelar continuamente 
por los eonservadores, se sostuvo mal frente al adversario y 
perdió la cohesión de su defensa del Concordato, la cual inten- 
taremos restablecer aqui. 





sostuvo Echandia que el partido liberal había evolucio- - 
nado del Estado irreligioso de las Constituciones de 1853 y de. 
1863, al reconocimiento jurídico de la Iglesia Católica como 
entidad de derecho público. | 

Esta nueva posición fue el resultado de la admisión por 
los liberales de que la Religión Católica es la de la gran ma- 
yoría de los colombianos. 

De aquí se siguió que el gobierno liberal hubiera decidido 
tratar con el Papa como representante de los católicos de todo 
el mundo, y no con los obispos colombianos, para manifestarle 
su intención de respetar el Concordato y de buscar su reforma 
de acuerdo con la Santa Sede. | 
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Afirmó Echandía que los obispos colombianos estaban avi- 
sados desde 1935 de la intención del gobierno liberal de refor- 
mar el Concordato, y due ellos hicieron llegar sus opiniones 
a la Santa Sede por intermedio del padre Juan María Restre- 
po, quien aceptó la norma concordataria y las reformas que 
se le proponian. | 

Por otra parte impugnó Echandía 1a opinión de Laureano 
Gómez de que no había conflictos que justificaran la reforma 
del Concordato de 1887, pues para él los hechos religiosos del 
Siglo XIX eran causa suficiente para eliminar el motivo reli- 
gioso como fuente de conflictos. Pero no explicó Echandía la 
manera como 1a reforma del Concordato había de traer la paz 
religiosa, puesto que precisamente la consecuencia de ese pac- 
to había sido, en ese momento, la recrudecencia de la pugna 
religiosa por el cisma gue se había creado en la Iglesia colom- 
biana a propósito de la reforma. 


Escasa parte de sus diseursos los dedicó Echandía a ex- 
plicar la reforma en sí misma. 


Acerca del juramento de los obispos, dijo él que ya había 
sido propuesto por Monseñor Baluffi en 1836, y que en todo 
caso el tal juramento le parecía menos importante que el ne- 
cesario agrado del Presidente al nombramiento de los obispos, 
estipulado en el Concordato de 1887. 

Que el clero fuera exclusivamente nacional, le parecía a 
Fchandía una justa concesión que había otorgado la Santa 
Sede. - 

En cuanto al matrimonio católico facultativo, pensaba 
Echandía que estaba más de acuerdo con el principio de la 
libertad de conciencia. 

La cuestión de los cementerios se había planteado, según 
Echandía, para que los curas no sancionaran a los creyentes 
Vivos al no permitir que se enterrara a sus deudos suicidas en 
los cementerios. Y que si en 1892 se habían exceptuedo varios 
Cementerios de la administración de la Iglesia, el nuevo Con- 
“ordato extendía la excepción a todos los cementerios. 

En lo tocante al registro civil, sólo se le pedia a los párro- 
Ces coraunicar las novedades dentro de los seis días siguientes 
de ocurridas, en lugar del plazo de seis meses del Concordato 
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de 1837, con el objeto de precisar la fecha de los matrimonios 
desde la cual producían ellos efectos civiles. 

Con esta explicación intentó Echandía restar importancia 
a las criticas de Laureano Gomez contra el Concordato, mas 
tuvo la debilidad de negar que las instrucciones que le había 
dado el Presidente López eran diferentes a las posteriores del 
Presidente Santos. Ya hemos visto que la amplitud inicial de 
la misión de Echandia bajo López se redujo drásticamente por 
Santos y vino a quedar reducida a los tres puntos que hemos 
examinado. 

Finalmente, negó Echandía que el Papa hubiera estado 
ignorante de la situación colombiana, o que se le hubiera co- 
accionado para celebrar el Concordato. Afirmó que el prcble- 
ma del Colegio de San Bartolomé era solamente una. cuestión 
de dinero y no arma. de presión contra la Iglesia. Dijo también 
que el Concordato no era contrario a la doctrina de la Iglesia 
ni a los intereses de la religión ?. 

Perdió así Echandia el debate de defensa del Concordato, 
la. cual fue continuada por el Ministro de Relaciones Exterio- 
res, Gabriel Turbay, quien no pudo deshacer el grave daño 
infringido a la causa de la religión con la obstinación del Go- 
bierno de hacer aprobar el Concordato cueste lo que costare 
y a pesar de la oposición naciona! a aquel. 


35. EL discurso del Ministro de Relaciones Exteriores, 
Gabriel Turtay, el 27 de noviembre de 1942. 


En ese día compareció Turbay al Senado y pronunció un 
discurso sobre el origen de la reforma concordataria e hizo una 
sorprendente declaración: 


“Si hubiese de parte de algún colombiano, así sea él 
jerarca de la Iglesia o un hombre civil, la convicción 

o la creencia de que en el curso de estas negociacio- 
nes se ejerció coacción alguna sobre la Santa Sede, 
el pleito no puede ser dirimido por quienes estamos 
demostrando hasta la evidencia que esa coacción no 
existió ni por quienes hacen la afirmación de que 
fue aquélla la que determinó la aceptación de la re 





1 Darío Echandía, Obras Selectas, Tomo IV, Boch Banco de la 
República, 1981, pp. 180 ss, 
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forma que está discutiendo actuaimente la Cámara 
de Representantes. Y como lo que busca el gobierno 
liberal al adoptarla es únicamente el sosiego, la tran- 
quilidad publica, recabando la aprobación por el 
consentimiento general y por las vias que la ley y la 
democracia establecen, yo declaro ante el Senado de 
la República gue basta que el Sumo Pontífice haga 
la más leve sugestión de que el Concordato que está 
actualmente en la Cámara de Representantes sea 
aplazado nara una discusión posterior, o que mani- 
fieste el deseo de reabrir el proceso de las discusiones, 
o de modificarlo, o de establecer las relaciones con 
el Estado colombiano sobre otras bases, para que el 
Gobierno se haga el vocero de esa sugestión o de ese 
anhelo y lo presente a la Cámara de Representantes 
solicitando su acatamiento como una nueva prueba 
del espíritu de concordia en que se inspira” 1. 


Acerca de esta inesperada declaración y sus consecuen- 
cias se expresa asi don Carlos Lleras ?: 


“Muchos tomaron esta actitud del gobierno como 
una muestra de suprema habilidad política. La opo- 
sición gue encabezaba Gomez, quedaba sin bandera 
Otros, más perspicaces, ereyeron percibir en ese ges- 
to un desfallecimiento de la posición presidencial. 
¿Por qué ceder ante la irrazonable acometida de Gó- 
mez? ¿Por qué interrumpir un proceso en el cual los 
voceros del gobierne habían ya rechazado victorio- 
camente los inanes argumentos de la oposición? 
Cuando hoy medito sobre ese y otros actos de la se- 
gunda administración López, pienso que el primer 
mandatario mostraba ya ese cansancio, esas vacila- 
ciones, esa tendencia a ceder ante la oposición que 
caracterizaron sus actuaciones de ese periodo y lo mo- 
vieron a hablar de “la pausa”. Y era algo que se con- 
tagiaba a sus Ministros”. 


En cuanto al alcance de las declaraciones gubernamenta- 
les en relación con el Concordato publicó “El Tiempo” un edi- 
torial el 19 de diciembre de 1942, que expresó ya cierta alarma, 

tamos algunos de sus apartes: 


ti 


Nueva Frontera, 8 de marzo de 1982. 
9 
" Nueva Frontera, 22 de marzo de 1982. 
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"Aun cuando el senor Ministro de Gobierno, en su 
intervención parlamentaria de ayer en el Senado, ra- 
vificó lo dicho por el señor Ministro de Relaciones 
Exteriores en la sesión del viernes, y ambos han sido 
muy claros en la explicación de la actitud del gobier- 
no, queremos decir cómo hemos entendido nosotros 
la declaración oficial y cómo sólo dentro del criterio 
con que la hemos interpretado nos parece ella admi- 
sible. 


“Ya se ha dicho con suficiente claridad que la dis- 
cusión del Concordato no va a ser interrumpida, v 

ayer hubo ya prueba concluyente de este propósito 
al aprobarse la reforma en su primer debate en la 
Cámara de Representantes. La interrupción hubiera 
sido inexplicable y en realidad el gobierno nunca tu- 
vo la intención de provocarla, sobre lo cual el sefior 
Turbay fue muy explícito en su discurso del viernes. 


"Queda por interpretar lo relativo a la declaración 
que se espera de Su Santidad. Esa declaración, segün 
nuestro personal entendimiento del problema, no 
puede versar sobre materia distinta a la simple rec- 
tificación de la burda especie due los opositores nan 
propalado sobre indebida coacción del Gobierno para 
ootener la reforma. Es claro que en este sentido la 
afirmación que ve I del Vaticano no ha de ser otra 
que la de rechazar la calumniosa insinuación de los 
adversarios del pacto... A nuestro modo de ver, la 
declaración de la Santa Sede no puede referirse, por 
lo tanto, a otros puntos gue no sean los d han cons- 
tituido el motivo principal del ataque a la reforma Y 
a sus negociadores. Es decir, que el Vaticano tendrá 
que manifestar si en algún instante se consideró 
coaccionado o violentado durante las conversaciones, 
7 si en su concepto el pacto vulnera derechos ecle- 
siósticos en Colombia. 


“Es esta la unica fórmula admisible de lo que pudié- 
ramos llamar el arbitraje pontificio. Otra consulta, 
por ejemplo, sobre la conveniencia de aprobar ahora 
o de aplazar para mejor oportunidad el tratado 
&chandía-Maglione, constituiría, en verdad, un peli 
groso anteceden! be internacional, porgue ecuivaldria 
a colocar en manos de la otra parte contratante la 
Suerte del convenio firmado, lo que podría tomarse. 
por lo menos en apariencia, como una inaceptable 
disminución de soberanía”. 
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Debo advertir, anade don Carlos Lleras, que la declaración 
del canciller se había transmitido al Papa. cablegráficamente, 
en tanto que, en el Senado, Laureano Gómez continuaba sus 
furibundos ataques, enderezados principalmente contra "el 
masón" Dario Echandía. T 


34. La actitud de la Iglesia y del partido conservador ante el 
Concordato 


La oposición del partido conservador al Concordato Echan- 
día-Maglione produjo a la larga el llamado cisma en la Iglesia 
colombiana. Esta se dividió en dos bandos irreconciliables, el 
uno representado por el Arzobispo Perdomo apoyado por el 
Nuncio Serena, quienes defendian el Concordato por haber 
sido negociado por la Santa Sede y ser un instrumento que 
aplacaba a los liberales, así fuere imperfecto, en cuanto afir- 
maba y les reconocía implicitamente sus conquistas sobre la 
Iglesia obtenidas en ia reforma constitucional de 1936. La opo- 
sición de la Iglesia al nuevo Concordato encontró sus voceros 
más destacados en los obispos, curas y laicos conservadores, 
quienes respaldaban a Laureano Gómez en sus ataques contra 
la política eclesiástica del Gobierno. 


Este, por su parte, estaba acosado por la oposición de los 
conservadores, dirigidos por Laureano Gómez, en éste y en 
otros carapos de la lucha política, y su posición se debilitaba 
ante la opinión pública aun cuando el Senado ya había adop- 
tado el proyecto de ley aprobatoria del Concordato. 

Sin embargo de ello, el Gobierno resolvió inquirir de la 
Santa Sede si ésta deseaba que se abriera de nuevo la nego- 
ciación del Concordato, y entretanto suspendió en la Cámara 
de Representantes la discusión del proyecto, ante la cual había 
basado aquel, proveniente del Senado. 


La Santa Sede se negó cortesmente a contemplar siquiera 
la insinuación del Gobierno colombiano, según se desprende 
de los discursos del Ministro Turbay ante el Senado y la Cá- 
Mara de Representantes. 


Aparentemente la consulta a la Santa Sede y su respuesta 
Se hicieron rápidamente, y la Cámara de Representantes rea- 
Nudo el estudio del proyecto, y lo aprobó antes de la termina- 
ción de las sesiones ordinarias del Congreso de 1942. 
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35. Aprobación del Concordato en el Congreso y derrota 
final de la reforma del Concordato. 


E] 17 de diciembre de 1942 se presentó ante la Cámara de 
Representantes el Ministro de Relaciones Exteriores, Gabriel 
Turbay, e hizo una larga exposición sobre el Concordato Echan- 
día-Maglione minutos después de que aquella hubiera aprobado 
el dicho Concordato, el cual quedó consagrado como ley del 
Congreso, faltándole solamente la sanción presidencial para 
convertirse en Ley de la República. 

Ratificó el Ministro que la política del gobierno liberal era 
la de negociar “con la cabeza visible de la Iglesia” la refórma 
del Concordato de 1887, que tal había sido la política de los 
Presidentes López y Santos, que el partido liberal no era per- 
seguidor de la Iglesia y que, por el contrario, deseaba darle a 


ella “algo más que el partido conservador”. 


El Gobierno impuso la aprobación del Concordato 
con la mayoria que tenia en el Congreso, y acto seguido el 


Ministro Turbay declaró que el Gobierno no canjearia las 


ratificaciones de la Convención reformatoria del Concor- 
dato hasta tanto el Congreso aprobara los reglamentos 
de ejecución de la misma: lo cual equivalia a que nunca 

perfeccionara la Convención pues el Congreso no po- 
día reglamentar una Convención que no estaba perfec 
cionada mediante el canje de los instrumentos de ratifi- 
cación y que por tanto no había entrado en vigencia. Esta 
fue la manera como el Gobierno respondió a sus opositores: 
usando la fuerza de sus votos para aprobar la Convención 
como obra de gobierno y absteniéndose de perfeccionarla para 
no incurrir en una censura nacional mayor de la que ya sé 
le había hecho por la celebración de la dicha Convención ?. 


Sin embargo de ello, y como si quisiera aún convencer 4 


la Nación de la bondad de la reforma, el Ministro explicó nuê- 


vamente el sentido de aquella y la reglamentación que espt- 


1 Memoria de Relaciones Exioorós presentada al Congreso Nd 
cional, fechada el 24 de julio de 1943 en el Palacio de San Carlos, Bogotà 
Imprenta Nacional, pp. XVII, ss. 
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raba que le hiciere como condición para canjear las ratifica- 
ciones y perfeccionar el Concordato. 


Manifestó el Ministro que en ningün país del mundo exis- 
tía el fuero eclesiástico para las causas matrimoniales, ni ce- 
menterios administrados por sacerdotes, pero que dejaban a 
estos los problemas eminentemente mixtos, proponiendo el co- 
nocimiento de las causas matrimoniales por los Tribunales 
Superiores o la Corte Suprema, y no por jueces inferiores. Por 
lo que se ve que ya el Gobierno pensaba interpretar el nuevo 
Concordato en el sentido de que los tribunales civiles tomaban 
el lugar de los eclesiásticos en cuanto a las dichas causas 
matrimoniales, es decir, todas ellas sin excepción. 

En cuanto a la administración de los cementerios por los 
municipios, pensaba el Gobierno que la reglamentación debe- 
ría crear una junta municipal con participación del cura, para 
impedir que éste ultimo negare la sepultura en ellos a las 
personas que murieren fuera de la Iglesia; propuso también 
el Ministro una ley gue compensara a los curas párrocos la 
pérdida de las rentas de los cementerios; pero se mostró dis- 
puesto a escuchar a la jerarquía eclesiástica y a toda la opi- 
nión eolombiana sobre toda esta materia. 


Ante el cisma que se había presentado en la Iglesia co- 
lombiana a propósito del Concordato que entonces se discutía, 
la opinión liberal era la de impedir a toda costa el apoyo de la, 
Iglesia al conservador partido de oposición, y para ello ponía 
Ctra condición para proceder al canje de ratificaciones del 
Concordato. En efecto, pretendía el Ministro que la disidente 
Iglesia colombiana reconociera “en la Silla Romana la supre- 
ma autoridad", obedeciendo así la ley del Estado y la ley ecle- 
Slástica, para cimentar la paz religiosa, sin lo cual carecería 
de objeto mantener un concordato con la Santa Sede. 

Repitió el Ministro que para buscar la paz religiosa el 
Gobierno no vacilaba en prolongar en dos o tres afios la pausa 
de estudio del Concordato, y se mostró arrepentido de que el 
acuerdo se hubiera firmado antes de terminar la guerra, y 
"Ino a sostener que preferiría revisarlo para cambiar el jura- 
Mento de los obispos por la estipulación de armonizar el pacto 
con la Constitución en cuanto a la instrucción pública. 


En esta forma el Ministro expresó las condiciones de la 
reglamentación que deseaba para poder perfeccionar el Con- 
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cordato, pero lo hizo en forma deficiente pues se limitó a] 
punto de los cementerios, en tanto que afiadió las dos condi- 
ciones nuevas de la instrucción pública y del fin del cisma, 
con todo lo cual no alcanzaba a ser una verdadera reglamen- 
tación del Concordato y era solamente una manera de distraer 
la opinión publica, del hecho de que el Gobierno había fraca- 
sado en obtener la aceptación de la opinión publica para el 
Concordato Echandia-Maglione. 

Luego de este discurso, el Ministro de Relaciones Exterio- 
res entró en contacto con las autoridades eclesiásticas com- 
petentes para acordar las bases de la reglamentación de las 
nuevas disposiciones concordatarias, cuyo estudio, segün el 
Ministro, se adelantaba “con toda amplitud y sincero espíritu 
de comprensión", pero no se llegó a ningün resultado, como 
era. previsible. 

Al nuevo Embajador ante el Vaticano, Carlos Arango Vé 
lez, se le instruyó al efecto como la parte principal de su 
misión !. | 

. En su discurso de respuesta al Embajador Arango, el San- 
to Padre le deseó que le fuera concedido el contribuir a impri- 
mir nuevos y durables impulsos al armónico desarrolio de las 
relaciones entre los dos Poderes sobre la base de los acuerdos 
existentes, mas no se refirió para nada al Concordato pen- 
diente de reglamentación o de perfeccionamiento ?. 

Pero tal como había ocurrido en Bogotá, en Roma. no Se 
negoció ninguna reglamentación del Concordato. 


E] canje de ratificaciones del Concordato Echandía-Ma- 
glione no se llevó a cabo y el pacto no se perfeccionó. 


36. El Presidente Lópee, en su Mensaje al Congreso de 1945, 
defendió el Concordato Echandia-Maglione, mas no im 
sistió em. él. | 


El Presidente López, en su Mensaje al Congreso de 1983, 
describió la manera como la oposición había combatido là  . 
reforma del Concordato que, según él, los liberales estaban 


1 Memoria de Relaciones Exteriores presentada al Congreso Na: 
cional, fechada el 14 de noviembre de 1944, Bogotá, Imprenta Nacional 
p. 246. 

2 Id. 
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pidiendo desde 1887 y habían finalmente obtenido en el Echan- 
día-Maglione. Dijo entonces el Presidente: 


“El país entero conoce minuciosamente el proceso 
que siguieron las partes contratantes para ponerse 
de acuerdo sobre las bases de la reforma del Concor- 
dato de 1887, que figuró siempre entre las aue con 
mayor insistencia reclamaba el partido liberal 
durante los anos de su vencimiento politico. Sin 
embargo, el solo anuncio de que el pacto iba a ser 
defendido en el Congreso por el Ministro de Gobierno, 
doctor Echandia, movió agresivamente a los voceros 
de la oposición, que no escatimaron ninguna clase 
de armas para combatir. Se inventó la necesidad de 
que el Gobierno había engafiado a los prudentes y 
eminentísimos Prelados que adelantaron la negocia- 
ción. Se dijo que fuerzas ocultas y misteriosas habían 
coaccionado a la Santa Sede, obteniendo por una es- 
pecie de violencia irresistible la firma del Sumo Pon- 
tíifice, Su Santidad Pío XII. En nada se reparó, ni 
siquiera en la grave consideración de que la contro: 
versia comprometía la concordia entre los católicos, y 
aün el prestigio secular de las autoridades eclesiás- 
ticas. Bien pronto Jos católicos del país, lo mismo los 
fieles humildes que los letrados y eruditos, se vieron 
ante el caso inaudito de que los pastores espirituales 
de la grey colombiana cambiaban encendidas pasto- 
rales de polémica: La voz del Jefe de la Iglesia co- 
lombiana fue desoida. Más aün: se le combatió con 
una acerbia que olvidó las reglas elementales de la 
caridad cristiana. | 

“El deseo de infligir una derrota a mi Gobierno, cegó 
a los líderes de la oposición hasta el extremo de que 
no quisieron ver cómo en el país, y por primera vez, 
se producía el caso inusitado de la rebelión de los 
católicos contra la autoridad de sus guías supremos. 


Mas luego de considerar el Presidente gue ese pacto era 
"n decisivo aporte del liberalismo a la paz de los colombianos, 
con la “liquidación de los conflictos que podrían surgir en las 
relaciones de la Iglesia y el Estado”, se abstuvo de insistir en 
SU perfeccionamiento. Por el contrario, contradiciéndose al 
decir que no contenía todas las aspiraciones del partido liberal 
Y que era sólo una “transacción”, repitió el Presidente la inútil 
e nición del Ministro Turbay de que no se canjearían las 
a R del Concordato hasta tanto no se le reglamentara 

€ modificara en la forma como querian los liberales. 
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St. El Presidente López abandona la reforma 
à causa de la oposición conservadora. 


Pero ya en su Mensaje al Congreso en sus sesiones ex- 
traordinarias de 1945, e] Presidente López se confesó vencido 
ante la oposición del partido conservador y el cisma eclesiás- 
tico; son sus palabras: 


“El Gobierno llegó a un acuerdo con la Santa Sede 
sobre el estatuto que deberá regular las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado, y antes de que fuese 
ratificado, sobrevino un cisma en la alta jerarquia. 
eclesiástica colombiana, el cual entró a formar parte 
de los recursos políticos de la oposición conservado- 
ra. Cuando ya el régimen liberal creía haber coronado 
felizmente el esfuerzo por dar bases ciertas a la paz 
religiosa, el problema resurge asperamente, pero no 
ya con los caracteres de latencia que en otros tiem- 
pos tuvo, sino en toda su plenitud, y con la partici- 
pación de colegios dirigidos por comunidades 
religiosas que lanzan a la calle a sus alumnos y no 
vacilan en azuzarlos a que promuevan desórdenes, 
con el pretexto de combatir al comunismo, para com- 
batir al Gobierno. Precisamente cuando imaginaba 
haber llegado por fin a la cima de la concordia reli- 
giosa, el país vuelve a caer en una nueva época de la 
beligerancia política del clero”. 


Las ratificaciones del Concordato Echandia-Maglione no 
fueron canjeados y no entró nunca en vigencia. Quedó aquél 
como el testimonio de un inmenso e inútil esfuerzo. 
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1. Destrucción de la Nunciatura Apostólica 
en Bogotá en 1948. 


Durante los disturbios ocurridos en Bogotá el 9 de abril 
de 1948, fue incendida y saqueada la Nunciatura Apostólica 
por las turbas, po! lo cual el gobierno colombiano manifestó 
su pesar en nota de 26 de abril de 1948 ?. 

La Ley 40 de diciembre de 1947 había autorizado al go- 
bierno “para adquirir en propiedad UN imueble con destino a 
la Nunciatura Apostólica en Bogotà”, hecho lo cual el gobier- 
no readquiria el “uso y libre disposición” de la casa que en- 
tonces ocupaba. la misión pontificia *. 

En desarrollo de esta ley, el gobierno adquirió una nueva 
residencia, que entregó al Nuncio, y que vino a reemplazar la 
que había sido destruida el 9 de abril de 1948 °. 


E! 8 de julio de 1948 rindióse un homenaje de desagravio 
al Santo Padre y a su Nuncio en Colombia, “con motivo de los 
atropellos innobles Y deliberados” de que fueron victimas el 
primero en la destrucción de la casa arzobispal de Bogotá y 
el segundo en la de la Nunciatura Apostólica de Bogotá el 9 
de abril de ese año. 


1 Del Ministro de Relaciones Exteriores, Eduardo Zuleta Angel 
el Nuncio Apostólico, Monseñor José Beltrami. Memoria de Relaciones 
Exteriores al Congreso de 1947, p. 133. 

2 Diario Oficial número 26616 del 31 de diciembre de 1947, 

3 República de Colombia, Memoria de Relaciones Exteriores, 1949 
Prensas del Ministerio de Educación Nacional, p. 207. 
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Augusto Ramirez Moreno, quien ofreció el homenaje, dijo, 
entre otras cosas: “El nueve de abril es un episodio del duelo en- 
ire el Vaticano y el Kremlin; es un fragmento y es un aspecto 

le ia guerra del Anticristo contra Cristo... ¿Qué partido en Co- 

lombia tiene interés en darle muerte a los embajadores papa- 
les? Yo no sé que tal partido sea colombiano, exista como cosa 
nuestra entre nosotros. El dilema es claro: Si el nueve de abril 
es obra del genio nacional, deberíamos cargar con la respon- 
sabilidad aciaga de haber crucificado nuevamente a Jesús; si 
el nueve de abril no es obra de nuestro genio nacional, enton- 
ces la culpa de los crimenes contra las personas y las cosas 
sagradas recaen sobre los cripto-comunistas que nos afean la 
vida y nos “entristece el azul" con su presencia en nuestro 
medio” !. 


2. La reforma constitucional propuesta por el Presidente 
Laureano Gómez em 1951. 


En el mensaje del Presidente de la Republica, Laureano 
Gomez, al Congreso de 1951, le propuso la convocación de una 
Asamblea Constituyente con el objeto de reformar la Cons- 
titución vigente, que en su concepto había sido desfigurada 
por la reforma liberal de 1936. 

El Congreso de 1951 aprobó en primera legislatura el pro- 
yecto de acto legislativo sobre la convocatoria de una asamblea 
nacional constituyente v la regulación de su funcionamiento, 
y el 9 de diciembre del año siguiente fue promulgado por el 
gobierno, y publicado en el Diario Oficial N° 28075 del 12 de 
diciembre de 1952 como el acto legislativo número uno de 
1952, sancionado por el Presidente encargado Roberto Urda- 
neta Arbelàez; el gobierno, por Decretos 1338 de 31 de mayo 
de 1952 y 1397 del 13 de junio de 1952, creó la Comisión de 
Estudios Constitucionales para examinar la reforma que se 
consideraba conveniente hacerle a la Constitución Nacional. 


1 Augusto Ramírez Moreno, Obras Selectas, colección “Pensado- 
res Políticos Colombianos", Cámara de Representantes, Bogotá, inr 
prenta Nacional, 1948. | 








PROYECTO DE REFORMA DE LA CONFERENCIA EPISCOPAL DE COLOMBIA 981 i 


3. Proyecto de reforma de la venerable 
Conferencia Episcopal de Colombia. 


En 1951 se reunió la Conferencia Episcopal de Colombia, 
la cual adopió una resolución sobre problemas constitucio- 
nales, la cual fue enviada a la Comisión de Estudios Constitu- 
cionales, por el Arzobispo Primado de Colombia, Crisanto Lu- 
que, por medio de la nota de 5 de agosto de 1952 !. 

La Conferencia Episcopal consideró "que la Constitución 
Nacional de 1936 suprimió y modificó algunos artículos, entre 
ellos el 38, el 41, el 53, que servían a apoyo al Concordato de 
1887, en sus artículos 5 y del 10 al 14, con 1o cual se intentó 
crear en la Iglesia una situación de hecho en que las nuevas 
disposiciones constitucionales parecieran en pugna o lo estu- 
vieran realmente con otras del Concordato”. 


Con fundamento en esta consideración la Conferencia 
Episcopal resolvió que vería con agrado que en lo posible, en 
la proyectada reforma de la constitución,.se incluyeran las 
siguientes disposiciones: 


Artículo 19—La Religión Católica, Apostolica, Roma- 
na, es la de la Nación. Los poderes públicos la prote- 
cerán y harán. due sea respetada como esencial 
elemento del orden social. El Estado tributará a Dios 
culto público. (Artículo 38, Constitución 1886). Se 
entiende que la Iglesia Católica no es ni será oficial 
y conservará su independencia. 
Articulo 29—La unidad nacional en la profesión de 
esta única. fe religiosa es patrimonio inestimable co- 
mo factor poderoso para la conservación de la paz 
y de la moralidad, y por tanto, debe ser cuidadosa- 
mente conservada. 
Artículo 3°—La Iglesia es soberana e independiente 
en sus asuntos propios, lo mismo que la sociedad civil 
en los suyos. En los asuntos comunes a ambas, pro- 
cederan de acuerdo. 
Artículo 49—La Iglesia Católica podrá libremente en 
Colombia administrar sus asuntos interiores y ejer- 
cer actos de autoridad espiritual y de jurisdicción 
eclesiástica, sin autorización del poder civil; y como 
persona jurídica, representada en cada Diócesis por 
el respectivo legítimo Prelado, igualmente ejercer ac- 

— 

. 1 Republica de Colombia. Ministerio de Gobierno. Estudios Cons- 

litucionales. Tomo I, Bogotá, Imprenta Nacional, 1953, p. 58. 
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tos civiles por derecho propio, que la presente Cons- 
titución le reconoce. (Articulo 5$, Constitución 
1886). 


Podran igualmente adquirir, poseer y administrar 
sus bienes, las entidades canónicas inferiores recono- 
cidas como personas jurídicas por la respectiva auto- 
ridad diocesana. 

Artículo 59—4Además la Constitución reconoce a la 
Iglesia, explícita y especialmente, los siguientes de- 
rechos: 


a) El de nombrar libremente sus autoridades, digna- 
tarios y| empleados. 


b) El de la libre comunicación mutua sale la Santa 
Sede y la Iglesia colombiana. 

c) El derecno de propiedad y administración de los 
cementerios católicos, salvo derechos ya adquiridos 
de terceros, en conformidad con el artículo 15 del 
Concordato. 


d) El de regular los contratos matrimoniales tanto 
entre los católicos corno los mixtos, según las leyes 
canónicas, los cuales surtirán todos los efectos que de 
ellos resulten. 

e} El dei fuero eclesiástico, según las leyes canóni- 
cas; y las sentencias de sus tribunales serán ecatadas 
con ¿todos los efectos que de ellas dimanen. 


f) El de fundar escuelas primarias y secundarias y 
universidades. La educación Ud será organizada 
y dirigida en concordancia con ia Religion Católica. 


Articulo 60—El derecho canónico no forma parte de 
la legislación AA pero será amparado y Te- 
conocido por ella 


Articulo 79—Hi ministerio sacerdotal es incompatible 
con el desempeño de cargos públicos. Podrán, sin 
embargo, los sacerdotes católicos. ser empleados en 
la instrucción y beneficencia. (Articulo 54, Constitu- 
ción 1886). 


Ariículo 6°— Las cuestiones referentes a este título 
y Sus congéneres serán regulados por convenios mu” 
tuos entre la Santa Sede y el Gobierno. 


Ya veremos las disposiciones que la Comisión propusó 


para la reforma de la Constitución, basadas en estas sugestio- 


mnes de la jerarquía eclesiástica. 
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4. La libertad de cultos consagrada por la reforma 
Constitucional de 1936 y la propaganda anticatólica. 


Como hemos visto en el capitulo correspondiente de esta 
obra, la Reforma Constitucional de 1936, llevada a cabo ente- 
ramente por el partido liberal, tuvo por objeto primordial el 
de abrogar en 1a Constitución de 1886 los artículos referentes 
a la Iglesia Católica, y reemplazarlos por otros que, en criterio 
de los liberales, terminaban lo que ellos llamaban el “Estado 
confesional" en Colombia, o el “Estado Teocrático", consa- 
grando la entera libertad de cultos, y negando preminencia a 
la religión o a 1a Iglesia Católica en Colombia. 


Con el advenimiento de los gobiernos conservadores en 
1946, v con todos los &contecimientos políticos que se suce- 
dieron en esa época, se incrementó notablemente la entrada 
al país de grupos religiosos anglosajones, protestantes, que se 
dedicaron a una activa labor proselitista tanto en las ciudades 
como en los campos. Esto dio lugar a numerosos choques entre 
las autoridades eclesiásticas en Colombia y los grupos recién 
venidos de protestantes, con el resultado de que principal- 
mente los Estados Unidos e Inglaterra intervinieron diplomá- 
ticamente en favor de sübditos suyos que se consideraban 
atropellados por las autoridades establecidas, que en muchos 
casos protegían a los sacerdotes católicos en las diferentes 
localidades, bien urbanas o bien rurales. 


Esta labor proselitista de los protestantes en Colombia 
pronto tomó un rumbo diferente, nuesto que fue utilizada por 
los opositores al régimen conservador para hacer reuniones 
llamadas filosófico-religiosas, pero gue en realidad eran 
reuniones de pura propaganda nolitica contra el régimen con- 
Servador, en las cuales se exponían los más variados argumen- 
tos contra el Gobierno y se invitaba a su desobedecimiento, 
Siguiendo las líneas subterráneas de la política liberal que 
entonces consistía en mantenerse neutral frente al Gobierno 
Pero haciéndole la guerra en todo sentido. | 


., Parece pues conveniente examinar cuáles eran las dispo- 
“iclones de los tratados celebrados con los países mencionados 
> los cuales se consagraban normas sobre el ejercicio del culto 
religioso por parte de los nacionales de esos estados cuando 
“Stuvieren establecidos en Colombia. 
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5. Los tratados con los Países Bajos, 
los Estados Unidos e Inglaterra. 


E] primer tratado es el de 19 de mayo de 1829, celebrado 
entre Colombia y los Países Bajos, cuyo artículo 15 dice lo 
siguiente !. | 


“Artículo Petos súbditos de Su Majestad el Rey 
de los Países Bajos, residentes en el territorio de Co- 
lombia, aun cuando no profesen la Religión Católica, — 
gozaran la más perfecta y entera seguridad de con- 


ciencia, sin quedar expuestos a ser molestados, in- 


quietados ni perturbados en razón de su creencia 
religiosa, ni en los ejercicios propios de su religión. 
con tal que los hagan en casas privadas y con el 
decoro debido al culto divino, respetando las leyes, 
usos y costumbres establecidos. También tendrán 
libertad para enterrar, en los lugares destinados al 
efecto, a sus compatriotas que mueran en los dichos - 
territorios y los funerales y sepulcros no serán tras- 


tornados de modo alguno ni por ningún motivo. Los 
ciudadanos de Colombia gozarán, en todos los domi- > 


nios de Su Majestad, del libre ejercicio de su religión 
en público o en privado, dentro de sus casas o en los 
templos destinados al culto, según el principio de 


tolerancia universal establecido por las leyes funda- 


mentales del Reino”. 


Es de observar en el tratado anterior que en tanto que 
los súbditos del Rey de los Países Bajos en Colombia podían 
ejercer el culto en casas privadas y con el decoro debido, los 
colombianos en los Países Bajos lo podían hacer en publico 0 . 
en privado, dentro de sus casas o en los templos destinados al - 
culto. A pesar de que el tratado dice que los colombianos po 
dían ejercer libremente su religión según el principio de tole- 
rancia del Reino de los Países Bajos, en realidad, según la - 
distinción que se ha hecho, en los Países Bajos había libertad 
de cultos en tanto que en Colombia había solamente mera 
tolerancia, la cual no implica la entera libertad de cultos, 
Sino solamente quiere decir que se permite el ejercicio de 
ciertos cultos en casas privadas. 


1 Germán Cavelier, Tratados de Colombia, Tomo 1, 1811-1910, Bo- 
gota, 1982, p. 79. | 
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Por otra parte el tratado de 12 de diciembre de 1846, 
entre la Nueva Granada y los Estados Unidos de América, dice 
en su artículo 14 lo siguiente !: 


“Artículo 14.—Los ciudadanos de la República de la 
Nueva Granada residentes en territorio de los Esta- 
dos Unidos, gozarán de una perfecta e ilimitada li- 
bertad de conciencia, sin ser molestados, inquietados 
ni perturbados en el ejercicio de su religión, en casas 
privadas o en capillas o lugares de adoración desig- 
nados al efecto, con el decoro debido a la Divinidad, 
y respeto a las leyes, usos y costumbres del pais. 
También tendrán libertad para enterrar los ciudada- 
nos de la Nueva Granada que mueran en territorio 
de los Estados Unidos, en los lugares convenienes y 
adecuados, designados y establecidos por ellos con 
acuerdo de las autoridades locales, o en los lugares 
de sepultura que elijan los amigos de los muertos; los 
funerales y sepulcros no serán trastornados de modo 
alguno ni por ningún motivo. 

De la misma manera, los ciudadanos de los Estados 
Unidos gozarán en territorio de la Republica de la 
Nueva Granada, perfecta, e ilimitada libertad de con- 
ciencia, y ejercerán su religión, pública o privada- 
mente, en sus mismas habitaciones, o en las capillas 
o lu cares de oración designados al efecto, de confor- 
midad con las leyes, usos v costumbres de la Repú- 
blica de la Nueva Granada”. 


En este tratado con los Estados Unidos se concede el 
mismo tratamiento a los nacionales de uno y otro país en 
cuanto al ejercicio de las respectivas religiones, pero debe 
Observarse gue lo que aquí se concede es libertad de concien- 
cia pero no libertad del ejercicio del culto religioso de cada 
uno, puesto que, a diferencia del tratado con los Países Bajos, 
el ejercicio de las respectivas religiones debe hacerse en casas 
Privadas o en capillas o lugares de adoración designados al 
efecto, pero no en público o en privado, sino solamente en 
Privado, a diferencia de la facultad concedida por los Países 
Bajos a los ciudadanos de la Nueva Granada. 


El tratado de amistad, comercio y navegación, celebrado 
entre los Estados Unidos de Colombia y la aran Bretaña de 
16 de febrero de 1866, dice en su artículo 15? 


_—, 
German Cavelier, ob. cit., p. 171. 
5 


^ Id., p. 298. 
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"Los ciudadanos o subditos de las dos Altas Partes 

contratantes, residentes en los territorios de la otra, 
gozarán de la más completa, absoiuta y entera liber- 
tad de conciencia, sin que sean molestados ni pertur- 
bados a causa de sus creencias religiosas. Tampoco 
serán molestados ni perturbados en el ejercicio legi- 
timo de su religión en casas privadas, iglesias, capi- 
llas, o lugares destiandos para el culto, con tal que ` 
alejercerla observen el deeoro debido a la adoración 
de la Divinidad;.y el debido respeto a las leyes del 
país. También se concede libertad para enterrar a los 
ciudadanos o súbditos de una de las dos Altas Partes 
contratantes, que mueran en los territorios de !a 
otra, en lugares convenientes y adecuados, que sean 
designados, por los dichos ciudadanos o súbditos re- 
sidentes, con este objeto, y con conocimiento de las 
autoridades locales, o en cualquiera otro lugar de 
sepultura que los parientes del difunto puedan es 
coger; y los funerales o sepulcros de los muertos no 
serán perturbados ni profanados de ninguna manera, 
ni por ningún motivo”. 


Esta disposición es más completa gue las de los dos tra- 
tados anteriores, por cuanto hace perfecia distinción entre 
la libertad de conciencia y el ejercicio del culto, ya que la 
primera no tiene restricciones pero el ejercicio del culto debe 
siempre hacerse en lugares privados o en lugares destinados 
al efecto y no es público para ninguno de las súbditos o ciu- 
dadanos de ninguna de las partes contratantes. 

Sin embargo, todas estas disposiciones daban pie para 
que extranjeros pertenecientes a religiones distintas de la Ca- 
tólica vinieran a Colombia y reclamaran una completa liber” 
tad de ejercer su religión. 


Debe agregarse aqui que durante el tiempo de vigencia de 
estos tratados y de la Constitución de 1886 no se presentaron 
ningunos incidentes con ciudadanos extranjeros, de esos paí- 
ses, con motivo del ejercicio de su religión. 


6. La tesis de Alfredo Vázquez Carrizosa 
ante la Comisión de Estudios Constitucionales. 


Ante la Comisión de Estudios Constitucionales com- 
pareció el 30 de septiembre de 1952 el doctor Alfredo Vázquez 
Carrizosa, entonces Secretario General del Ministerio de Re” 
laciones Exteriores, por invitación del Presidente de la Comi 
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sión el jurista Francisco de Paula Pérez, con el objeto de que 
la ilustrara sobre los aspectos internacionales que tenia la re- 
gulación constitucional respecto a la Religión Católica y a la 
Iglesia colombiana. | | 
E] Secretario Vázquez comenzó su exposición sentando el 
principio de que, además de la Constitución de Colombia, su 
derecho público interno lo integran los tratados públicos per- 
feccionados de acuerdo con la misma constitución, y en pri- 
mer lugar el concordato de 31 de diciembre de 1887, cuyo 
artículo 19, según Vázquez, resume la doctrina del Estado co- 
lombiano en lo tocante a las relaciones entre las dos potes- 
tades, ya que ese artículo dice que: “La Religión Católica, 
Apostólica y Romana es la de Colombia. Los poderes públicos 
la reconocen como elemento esencial del orden social y se 
obligan a protegerla y a hacerla respetar, lo mismo que a sus 
ministros, conservándola a la vez en pleno goce de sus 
derechos y prerrogativas”; además encontraba Vázquez que 
regían en Colombia los acuerdos complementarios del Con- 
cordato, uno de los cuales, suscrito el 5 de mayo de 1928, sobre 
misiones, estipulaba que se excluía toda enseñanza o labor 
proselitista distinta a la católica en los territorios misionales. 
Igualmente invocaba Vázquez Carrizosa los tres tratados que 
.ya hemos examinado con los Países Bajos, con los Estados 
Unidos y con Inglaterra, donde en mayor o menor grado se 
establecía la tolerancia religiosa entre los estados contratantes. 
Consideraba Vázquez Carrizosa que mientras rigió la 
constitución de 1886, en esta parte, de acuerdo con el Con- 
cordato de 1887, no se presentaron conflictos ni problemas 
en la interpretación de los tratados con aquellos países, por 
cuanto la Constitución de 1886 consagraba precisamente la 
tolerancia en materia religiosa, lo cual estaba de acuerdo con 
los tratados y con el Concordato. Pero la reforma constitu- 
Cional de 1936 eliminó la antigua regla de la tolerancia de 
cultos y adoptó el principio de la libertad de cultos y de 
libertad de. enseñanza, que contradecía lo estipulado en e! 
Concordato, por lo cual el Estado colombiano desde entonces 
se veía obligado a adoptar una interpretación cambiante y 
caprichosa por cuanto no era posible armonizar las disposi- 
Clones constitucionales con las del Concordato v las de los 
tratados dichos. 
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Decia el Secretario General Vázquez a la Comisión que 
en ese momento la posición del Gobierno era la de "respetar, 
mientras estas normas se hallaren vigentes, las estipulaciones 
de los tratados públicos —todos ellos a comenzar por el Concor- 
dato y el convenio adicional sobre misiones—, por una parte; y 
la constitución, en cuanto ella consagre la libertad del ejer- 
cicio de los cultos. Pero nos vemos en la necesidad de aplicar 
estatutos jurídicos que encierran principios diferentes, como 
lo son el articulo 19 del Concordato de 1887 y el artículo 13 
del acto legislativo N? 1 de 1936. Hemos tenido que inspirar- 
nos, à la vez, em una Biblia Católica y en otra protestante. 
Y esta situación no podría durar sin perjuicio de nacionales - 
y extranjeros, porque unos y otros invocan en Colombia re- 
glas incompatibles entre sí". 


Por eso aconsejaba Vázquez Carrizosa a la Comisión 
restablecer la antigua unidad de doctrina entre la Constitu- 
ción y los tratados públicos, entre las normas de derecho 
público interno y las suscritas y aceptadas por Colombia se- 
gún el derecho internacional. 

También advirtió el Secretario Vázquez a la Comisión 
que, no habiendo aceptado la Santa Sede la reforma consti- 
tucional de 1936, se abrió una grieta entre esta reforma y el 
Concordato, que subsistía hasta ese momento en 1952 en que 
la Comisión se ocupaba de un nuevo proyecto de reforma de 
ia Constitución. 

Agregaba el Secretario Vázquez que la libertad de cultos 
nabía suscitado una serie de conflictos locales que, sin com- 
prometer gravemente el orden público interno del país, ha- 
bian trascendido muchas veces a la prensa extranjera y dado 
margen para pensar gue existía en Colombia una supuesta 
persecución religiosa. “Mas, agregaba Vázquez, el principio de 
la libertad de cultos es una facultad mal entendida de aues 
tro derecho. Para algunos extranjeros esa libertad debe sel 
considerada como el poder ilimitado de adelantar la propa- 
ganda religiosa, y esto da origen al llamado problema protes 
tante. El problema no existiría si los extranjeros se mantu- 
vieran dentro de la órbita del estricto ejercicio de una libertad 
individual; si no intervinieran en la conciencia de católicos 
colombianos para invitarlos.a adherirse a otras religiones, Y 
si, en una palabra, ellos comprendieran la dificultad de cam 
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biar la religión que lleva tres siglos de práctica constante en- 
tre nosotros... Así tenemos la explicación numana de 1os 
pequeños conflictos locales que han ocurrido en nuestro te- 
rriterio y sobre los cuales no cabe nacer inculpaciones a las. 
autoridades colombianas... Todo ésto Ocurre porque los par- 
ticulares no saben a punto fijo cuál es la regla aplicable a 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado. Hay elementos 22- 
télicos que hacen hincapié, exclusivamente, en el Concordato; 
y hay elementos protestantes que tan solo han consultado el 
artículo 58 de la constitución nacional”. 

Ensayó enseguida el Secretario Vázquez a proponer una 
soria, que él llamó provisional, según la cual “Si se quiere 
conocer el estado actual del derecho público interno de Co- 
lombia en materia religiosa, no es posible fijar la atención 
exclusivamente en el Concordato, ni en el artículo 53 de la 
Constitución vigente. Mas la libertad de cultos que ésta con- 
sagra no puede ser ilimitada, aun en el caso de que el cons- 
ttuyente de 1933 lo hubiera dispuesto de esa manera, aten- 
dida la consideración de que al lado de la constitución y de 
las leyes están las obligaciones pactadas en los tratados pú- 
blieos", No fue muy afortunada la expresión de esta tesis 
Vamada provisional, porque de ella lo único que resulta es que 
el Estado colombiano no podía aplicar ninguna norma de las 
Vigentes por ser ellas contradictorias entre sí. “Mientras no 
se lleve a cabo una reforma constitucional, agregaba Váz- 
quez, tenemos que aceptar que hay limitaciones y condiciones 
en el ejercicio de los cultos, impuestas por los tratados mis- 
mos. Y a ello se agrega la conveniencia de preservar la uni- 
dad religiosa a los colombianos". 

Mostróse el Secretario Vázquez partidario de restablecer 
las disposiciones de la Constitución de 1886 sobre la base de 
là tolerancia de cultos, no la libertad de ellos, como la Unica 
manera de evitar la contradicción entre la Constitución y al 
Concordato y los tratados publicos. Para el Secretario Vázquez 
ninguno de los tratados perfeecionados por Colombia auto- 
riza a los individuos o sociedades extranjeras para desarro- 
lar une propaganda religiosa fuerà de los templos o capillas. 
"La tolerancia establecida en dichos tratados a favor de los 
extranjeros, según Vázquez, es una facultad de practicar los 
cultos no católicos a título individual, pero esa tolerancia no 
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los autoriza para vulnerar otros derechos, ni la condición tan 
esencial para nosotros de la unidad religiosa de los colom- 
bianos". 


Fara el Secretario Vázquez seria necesario ud a a adop- 
iar La norma del i inciso 19 del ar po o 40 de la Constitución 
de 1886, que ordenaba: “Es permitido ES ejercicio de odos los 


culto S que no sean contrarios a la moral cristiana ni a las 


leyes", agrezándole la prohibición de la propaganda religiosa 
fuere de los templos o capillas, ya que en la época de la cons- 
titución de 1886 no existía el fenómeno de la dicha propa- 
ganda. 


Terminó así la exposición del Secretario de Kelaciones 
Xxteriores, Alfredo Vázquez Carrizosa, ante la Comisión de 
Estudios Constitucionales. 


7. La propuesta de Francisco de Paula Pérez 
y el dictamen de Abel Naranjo Villegas. 


El Presidente de la Camisión de Estudios Constituciona- 
les, Francisco de Paula Pérez, luego de estos debates que bu- 
vieron lugar en la dicha comisión, presentó a ella un informe 
cuya conclusión en el punto de los asuntos religiosos es la 
siguiente: 


“La comisión de Estudios Constitucionales es de 
concepto que deben reincorporarse en la carta los 
ríículos 38, 38, 40, 41, 53 y 55 de la Constitución de 
È gue fueron derogados por el acto legislativo 


fn 


Estas conclusiones, así como la propuesta de la venerable 
Conferencia Episcopal, fueron transmitidas en comisión a 
Abel Naranjo Villegas, uno de los miembros de la Coraisión de 
Estudios Constitucionales, quien en su informe está de acuer- 

do con Francisco de Faula Pérez en cuanto “ngdiante la, rein- 
corporacion de esos articulos se armonizan nuevamente las 
disposiciones constitucionales, con las normas concordatarias 
vigentes y se reafirma un acuerdo tácito a que han llegado 
todos los colombianos en el proceso de sus diversas posiciones 
frente al problema de relaciones entre la Iglesia y el Estado. 
&Kesucitando los sabios artículos consagrados por el cor stitu- 
yenie en 1886, automáticamente readguieren todo su valor 108 
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propiamente reglamentarios contenidos en el concordato vi- 
gente y que son, esencialmente, los que la venerable Conferen- 
cia Episcopal quiere ver actualizados en la reforma”. 

Consideraba Naranjo Villegas que “la consagración de 
hecho religioso en la constitución de los pueblos readquisre 
inusitado valor en nuestro tiempo y ha dejado de ser ya una 
tesis más o menos discutible y nacional para convertirse en 
una poltiica internacional. Mediante esta declaración el Estado 
define su posición frente a un hecho nuevo presentado en la 
poltiica mundial, que es la presencia de un estado oficial 

mente ateo, con un ateismo militante que promueve por to- 
das las zonas sociales y por todas las naciones la subversión 
armada contra la concepción religiosa de la vida". 

También decia Naranjo Villegas que “teniendo nosctros 
un patrimonio de fe religiosa que consideramos la mas per- 
fecta expresión de la solidaridad y, sociológicamente, la más 
fuerte entre las diversas formas de religiosidad, no es ni un 
anacronismo ni una autopía reforzar i Su 
valor como inspirador de la legislación y tutora Ge nuestras 
costumbres". 

Terminaba su informe Naranjo Villegas diciendo que 
“No hacemos, pues, un retroceso sino que afianzamos una 
tradición que tiene honda raigambre en nuesira i 


cuando solicitamos, invocando exclusivamente factores nu- 
manos, que se reincorporen a ia carta fundamental del pais 


los artículos gue ha solicitado el doctor Francisco de Paula 
Pérez”, y por eso pidió a la comisión que aceptara la reforma 
Propuesta por el Presidente de la Comisión, a la cual ya nos 
hemos referido. 


8. El proyecto de reforma Constitucional de la Comisión 
re 


de Estudios Constitucionales, estudiado em 1952 
y presentado em 1953. 


UM ao = 
imucionales 


Las labores de la Comisión de Estudos Const 
Concluyeron el 10 de febrero de 1953 con el envío que aouélla 
hizo al Gobierno del proyecto de reforma de la constitución 
que había sido acordado en su seno”. 


an RN 
1 Republica de Colombia. Ministerio de Gobierno. Estudios Cons- 


har 


titucionales, Tomo Il, Bogotá, Imprenta Nacional, 1953. Las transcrip- 
ciones que siguen se toman de esta obra. 
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En su proyecto final la Comisión no adoptó de nuevo los ` 


artículos de la Comisión de 1886, como 1o había propuesto su 
Presidente y apoyado el comisionado Naranjo Villegas, sino 
que en su lugar introdujo unas modificaciones sobre los asun- 
tos religiosos, de que trataremos enseguida. 

Propuso la Comisión que el artículo 44 de la Constitución 
quedara modificado así: 


"Es permitido formar compañías, asociaciones y fun- 
daciones que no sean contrarias a la moral cristiana 
o al orden legal. Las asociaciones y fundaciones pue- 


den obtener su reconocimiento como personas iurí. | 


dicas. 


"Las asociaciones religiosas deberán presentar a la 
autoridad civil, para que puedan quedar bajo la pro- 


eso ARM gs tora i 











tección de las leyes, autorización expedida vor là 


respectiva superioridad eclesiástica”. 


Otro punto susceptible de reforma estaba en el Título V, 
titulado “De las Relaciones entre la Iglesia y el Estado”, y al 
respecto se propuso que el Artículo 53 quedara así: 


“La Iglesia. y ei Estado son, cada una en su orden, 
independientes y soberanas, Sus relaciones están re- 
guladas ppr las convenciones celebradas entre la 
Santa Sede y Colombia, especialmente en el Concor- 
date de 1887 y su convención adicional de 1892. 


“Los nuevos acuerdos o las modificaciones de los 
existentes, que realicen las dos potestades, llenarán 
las formalidades correspondientes a los tratados pū- 
blicos”. 


También se planteó una modificación del Artículo 54, 
el cual debería decir así: 


“Los individuos del clero secular y regular no podrán 
ser obligados a desempeñar cargos públicos, incom- 
patibles con su ministerio y profesión, y estarán 
siempre exentos del servicio militar”. 
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9. El convenio de misiones de 1953. 


Debemos hacer un paréntesis en el estudio de la propues- 
ta Reforma Constitucional para exponer lo relativo ai Con- 
venio de Misiones de 1953. 


Como ya hemos visto, el Convenio de Misiones de 5 de 
mayo de 1928 había sido acordado con una duración de 25 
afios que terminaban precisamente en 1953, por lo cual el 
Gobierno de Colombia se vio obligado a avocar el estudio de 
un nuevo acuerdo al respecto junto con los representantes 
de la Santa Sede, y así se llegó a la celebración del Convenio 
de Misiones del 29 de enero de 1953. 


En primer lugar las partes aceptan los ofrecimientos de 
las diferentes órdenes y congregaciones religiosas de continuar 
con las misiones que entonces tenían o de tomar a su cargo 
- aquéllas que les fueren asignadas, suministrando el personal 

que el sostenimiento y desarrollo de dichas misiones exigiera. 


Las misiones incluían once territorios erigidos en vicaria- 
tos apostólicos, y siete territorios erigidos en prefecturas apos- 
tólicas; se acardó que la Santa Sede podría crear libremente 
otros vicariatos y prefecturas apostólicas, así como dividir o 
hacer segregaciones de los que entonces existían, dando previo 
aviso al Gobierno de Colombia, cuya conformidad era necesaria 
para que las estipulaciones de varios artículos del convenio 
se extendieran a los Vicariatos o Prefecturas establecidas en 
todo o en parte en terirtorios no incluidos dentro de los espe- 
cificados en el artículo 29 del Convenio. 


Los límites de las misiones se determinaron en un mapa 
anexo al Convenio y se estipuló que las misiones que adminis- 
traran territorios colindantes con los países vecinos de Calom- 
bia se esforzarian en establecer residencias o centros misionales 
en los principales puntos limítrofes, agregando que la funda- 
ción de pueblos en dichos puntos sería objeto del apoyo mas 
decidido por parte de las autoridades colombianas. 


El Gobierno de Colombia, por su parte y como compen- 
Sación del trabajo misional, se obligaba a proveer los auxilios 
fiscales que se fijaron en los artículos 6° y 79, de los cuales 
los jefes de las misiones deberían dar cuenta a la Nunciatura 
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Apostolica de Colombia y ésta a su vez al Ministerio de Rela. 
ciones Exteriores del mismo país. 


E] artículo 99 estableció unas normas importantes en lo 
tocante a la educación en los territorios misionales, la cual 
debía adelantarse dentro del espíritu y de acuerdo con las en- 
señanzas de la Iglesia Católica, Apostólica y Romana, dando 
facultades especiales a los Prelados Jefes de misiones, como 
las de crear y trasladar las escuelas públicas primarias, voca- 
cionales agrícolas y normales, haciendo los nombramientos 
de maestros y sefialando sus sue'dos, inspeccionando la ense- 


fianza en los centros educativos para que se orientaran decon-  . 
formidad con las normas del Concordato vigente, y finalmente 


la distribución de los útiles y organización de los restaurantes 
escolares en las escuelas primarias. 


Además el Gobierno de Colombia daba a los misioneros 
especial apoyo y protección para que pudieran desarrollar su 
obra libremente sin obstáculos, consiguiendo la cantidad de 
tierras baldias requeridas, en concepto del gobierno, para ser- 
vicio de las misiones obligándose además a fomentar la buena 
inteligencia entre los agentes del Gobierno y los jefes de las 
misiones con el objeto de evitar cualquier peligro de presión 
para los indígenas; el nombramiento de los agentes del Go- 
bierno debía recaer en personas desde todo punto de vista 
recomendables y reconocidamente favorables a las misiones 
y religiosos misioneros. Igualmente se daban normas pará 
estimular a los indígenas a reunirse en familias y luego eb 
pueblos. 

Un artículo final establecía la vigencia de la dicha con- 
vención por otros 25 años, que expiraban el 19 de enero de 
1978. 


Estudiado aquí este Convenio de Misiones entre la Santa... -- 


Sede y el Gobierno de Colombia, continuaremos el examen de 
los diversos proyectos de reforma constitucional que por en- 
tonces se debatian en el país. 








È 
> 
è 
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10. La convocatoria de ia Asambiea Constituyente 
y el Proyecto de Reforma Constitucional. 
del Presidente Laureano Gómez. 


Por Decreto 29 de 1953 el Gobierno reglarmentó el acto 
legislativo número 1 de 1952, determinando la fecha de reu- 
nión de la Asamblea Constituyente y la forma de su integra- 
ción. E 

El Gobierno recibió de la Comisión de Estudios Consti- 
tucionales el proyecto de reforma, mas prefirió introducirle 
modificaciones y al efecto presentó a la Asamblea Nacional 
Constituyente en 1953 un nuevo proyecto de reforma consti- 
tucional del propio gobierno. Este tiene una Exposición de Mo- 
tivos en la cual se explica la razón de ser de los diferentes 
artículos dei pruyecto. Alli se dice que “mantenemos la in- 
vocación a Dios como fuente suprema de la autoridad”, la cua? 
aparece en el preámbulo del proyecto, invocación que había 
sido eliminada en la reforma de 1936 !. 

Respecto a la religión, la Exposición de Motivos dice lo 
siguiente: 


“Siguiendo a los constituyentes de 1886, se invoca el 
nombre de Dios en el preámbulo de este Acto legis- 
lativo como fuente suprema de la autoridad; y con- 
cretamenite todas las disposiciones de la reforma se 
inspiran en los principios dogmáéticos y morales de 
la Religión Católica, Apostólica y Romana, que es la 
de la mayoría del pueblo colombiano y que consti- 
tuye el fundamento de las doctrinas jurídicas de la 
verdadera civilización. Por consiguiente, la educa- 
ción tiene que ser cristiana. La ordenación de las 
relaciones entre el capital y el trabajo, entre patro- 
nos y obreros, se debe inspirar en los mandatos evan- 
gélicos. Las relaciones entre la Iglesia y el Estado 
se normalizan reconociéndole a aquéila la libertad 
e independencia para los asuntos que les son pro- 
pios; y en los comunes a las dos potestades se pre- 
coniza y sostiene el régimen concordatario, o sea 


—— 

1 Proyecto de Reforma Constitucional que el Gobierno presenta 
a la consideración de la Asamblea Nacional Constituyente de 1953. Bo. 
Eotá, Imprenta Nacional, 1953, p. 12. 
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el del acuerdo de procedimiento, para que, existiendo . 
como existe identidad virtual entre gobernados y. 
fieles, se logren por ese medio los fines comunes a la 
Iglesia y a la autoridad civil, y se alcance el bie- 
nestar general. | 


“Como consecuencia del respeto a los fueros de la 
persona humana, se admite la llamada libertad de 
conciencia; a los católicos se les garantiza el ejerci- 
cio pleno de su culto, por ser éllos la inmensa ma- 
yoría de la Nación; y al mismo tiempo se establece 
la tolerancia del culto privado para quienes profesan 
confesión distinta, siempre que sus actividades reli- 
giosas no atenten a la moral cristiana ni al orden. 
social. Estos principios fueron objeto de declaración 
conjunta de los directorios de los partidos tradicio- 
nales de Colombia el 3 de noviembre de 1909". 


También se propuso el nuevo articulado para el Titulo IV, 
De las relaciones entre la Iglesia y el Estado, en la siguiente 
forma: 


Artículo 53. 


La Iglesia y el Estado, como sociedades perfectas e 
independientes cada una en su esfera, continuarán 
regulando sus relaciones mediante convenios cele- 
brados entre la Santa Sede y la Nación Colombiana. 


También se refirió la Exposición de Motivos a las socie- 
dades secretas, y respecto de ellas dijo que “si debe ser preo- 
cupación del constituyente... la protección de la opinión 
pública honesta y veraz, en forma que su prudencia beneficie 
la comunidad, del propio modo debemos proscribir las activi- 
dades ocultas o secretas". 


Respecto al Título III de la Constitución, intitulado “de 
los derechos civiles y garantías sociales", propuso el Gobierno 
que se llamara en adelante “de la religión y de los derechos 
y garantías civiles”, con el objeto de incluír dentro de él las 
disposiciones que se refieren al orden religioso junto con 105 
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fueros civiles de los habitantes del país, dejando los derechos 
tales como materia de un título especial. 


Dentro de esta nueva ordenación, proponía el Gobierno 
el primer artículo de tal Título 111, como base del mismo, en la . 
siguiente forma: 





“La Religión Católica, Apostólica, Romana, es la de 
la Nación; el Poder Público la protegerá y hará que 
sea respetada como Esencial elemento del orden so- 
cial”. 


Se adoptó así la propuesta de la Comisión de Estudios 
Constitucionales, reviviendo el artículo 38 de la Constitución 
de 1886, suprimido en 1936, y se armonizaba nuevamente la 
Constitución con el Concordato de 1887. 


Propúsose también el texto de la Comisión que reprodu- 
cía el 39 de la Constitución de 1886, sin la garantía de la 
libertad de conciencia por considerar que este punto queda 
reservado al fuero interno de los individuos y de todas ma- 
neras luni Ab: por el texto propuesto, que era del siguiente 


“Nadie será molestado por razón de sus opiniones 
religiosas, ni compelido por las autoridades a pro- 
fesar creencias ni a observar prácticas contrarias a 
su conciencia”. 


Por un nuevo artículo se restringió la profesión de otros 
cultos no católicos en la siguiente forma: 


“El culto católico, apostólico, romano, podrá ejer- 
cerse pública y privadamente; los otros, en cuanto 
no pugnen con la moral cristiana y con las leyes, 
sólo son permitidos en templos o en recintos priva- 
dos. | 


“Los actos contrarios a la moral cristiana o subver- 
sivos del orden público, que se ejecuten con ocasión 
o protexto del ejercicio de un culto, quedan someti- 
dos al derecho común”. 


Este artículo restablecía parte de la Constitución de 1836 
mas introducía la novedad de la restricción a los cultos pü- 
blicos no católicos. 
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Respecto de la educación católica, tan combatida en todo 
tiempo por los liberales, aún hoy 1989, se volvía a restablecer 
el artículo 41 de la Constitución de 1886 en armonía con al 
12 del Concordato, en la siguiente forma; 


“La educación publica, costeada o auxiliada por e 
Estado, será organizada y dirigida en concordancia 
con los dogmas y la moral de la Religión Católica”. 


En cuanto al Título IV de la Constitución, sobre las Re- 
laciones entre la Iglesia y el Estaóo, materia tratada con cx- 








tensión en los objetivos de la reforma de 1953, se intentó - . | 


restablecer la jerarquia de tratado del Concordato, para im- 
pedir su reforma por medio de leyes, y subrayar al propio 
tiempo su necesidad e intangibilidad, lo cual se hizo en la 
forma siguiente: 


um a iglesia y el Estado, como sociedades perfectas e 

ndevendientes cada una en su esfera, continuarán 
RE sus relaciones mediante convenios cele- 
brados entre la Santa Sede y la Nación Colombiana. 
“En consecuencia, dichos convenios, especialmente 
el vigente Concordato de 1887 y su € Convención. adi- 
cional de 1892, no podrán ser modificados ni extin- 
guidos sino por acuerdos bilaterales de las dos 
potestades, que llenen las formalidades propias de 
los tratados públicos””. 


Aquí se elevaron los concordatos a la categoria de trata- 
dos públicos, tal cual aceptado universalmente ahora treinta 
años después, mas se omitió mencionar que la celebración 
de tales concordatos es atribución exclusiva del Presidente, 
como todos los demás tratados, y gue los que celebre los hace 
el Presidente a nombre de la Nación. 

Para restablecer el reconocimiento de la personería ju- 

ridica de la Iglesia Católica, desconocido en 1883, restable- 


d, 


cido en 1886 y vuelto a eliminar en 1936, propuso el Gobierno 
reinstaurar el antiguo artículo 53 de la Constitución de 1886 
en la siguiente forma: 
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“La Iglesia Católica podrá libremente en Colombia 
administrar sus asuntos interiores, y ejercer actos 
de autoridad espiritual y de jurisdicción eclesiástica 
sin necesidad de autorización del poder civil; y como 
persona jurídica, representada en cada diócesis por 
el respectivo legitimo prelado, podrá igualmente ejer- 
cer actos civiles, por derecho propio que la presente 
Constitución le reconoce". 


Encontramos en este propuesto artículo el antecedente de 
las luchas de los conservadores y de la Iglesia con los radicales, 
que le negaban toda personería jurídica y toda capacidad 
para obligarse o para designar libremente sus representantes 
y administrar sus asuntos interiores en entera libertad. 

Por otra parte, se complementaba el régimen eclesiástico 
con el artículo 44, que quedaría así: 


Es permitido formar compañías, asociaciones, corpo- 
raciones y fundaciones que no sean contrarias a la 
moral cristiana o al orden legal, las cuales podrán 
obtener su reconocimiento como personas jurídicas. 
Las ascciaciones relieiosas deberán presentar a la 
autoridad civil, para que puedan quedar bajo la pro- 
tección de las leyes, autorización expedida por la 
recpectiva superioridad eclesiástica. 


Quedan pi ‘ohibidas las sociedades secretas. 


El Gobierno explicó a este respecto que “la disposición 
vigente y la propuesta por la Comisión de Estudios Constitu- 
cionales se mantienen con modificaciones de redacción. El 
principal fundamento de la enmienda que se propone es la 
Prohibición de las sociedades secretas, y sintéticamente sc 
encuentra en la fase del Padre de la Patria: “A la sombra 
no trabaja sino el crimen", 

Para rechazar de nuevo las expoliaciones hechas a la 
Slesia, se propuso restablecer el articulo 55 de la Constitu- 
ión de 1886 que decía: 


O p<] 


“Tos edificios destinados al culto católico, los semi- 

narios conciliares y las casas episcopales no podrán 
ser gravadas con contribuciones ni ocupados para 
aplicarlos a otros servicios” 
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En esta materia de la religión y de las relaciones entre . 
la Iglesia y el Estado, las propuestas de la Comisión <staban 
dirigidas a restablecer la situación de la Iglesia tal cual ha- 
bia existido en la Constitución de 1886! y que habia sido 
injustamente eliminado en parte por la reforma de 1936. 


11. El golpe de estado de Gustavo Rojas Pinilla. 


E] 13 de junio de 1953, el Comandante del Ejército, General 
Gustavo Rojas Pinillas, en medio de circunstancias políticas 


muy desfavorables para el Gobierno, resolvió dar un golp? de - 


estado y tomar posesión de la Presidencia de la Republica, lo 
cual pudo lograr ese mismo día, y, habiendo sido depuesto el 
Presidente Laureano Gómez, en los días siguientes fue exi 
lado del país. 

Este hecho creò una serie de condiciones nuevas en el 
personal del Gobierno y en las orientaciones que sobre la 
reforma constitueional había dado el Presidente Gómez y en 
su lugar se establecieron nuevas bases para la proyectada 
reforma de la Constitución. 


12. La nueva Comisión de Estudios Constitucionales 
de 1953 y su anteproyecto de ese año. 


La Asamblea Constituyente convocada por el legislador 
por medio del acto legislativo número 1 de 1952 se reunió el 
15 de junio de 1953 pero abandonó el proyecto de constitu- 
ción del Presidente Gómez. 

Por Decreto de 2 de julio de 1954 el gobierno creó una 
nueva comisión de estudios constitucionales con participa- 
ción minoritaria del liberalismo, la cual se instaló el 14 de 





— 


1 Respecto del proyecto de reforma constitucional del Presidente 
Laureano Gómez, véase el excelente artículo de Antonio José Núñez 
Trujillo, El proyecto de reforma constitucional de 1953: Una aproxi- 
mación critica, en Universitas, N° 74, junio 1988, pp. 259 ss. También 
el certero ensayo titulado Las Ideas de Laureano Gómez, de James D. 
Henderson, Tercer Mundo, Bogotà, 1985, passim. 
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diciembre de 1953; en este acto los comisionados Eleuterio 
Serna, Francisco de Paula Pérez y Rafael Bernal Jiménez en- 
tregaron el texto de proyecto de reformas a la Constitución 
que habían elaborado ”. s | 

En este proyecto de constitucion, como en el anterior, se 
consideraba intangible al Concordato de 1887, atendiendo así 
a las solicitudes que habia elevado la jerarquía eclesiástica. 
Ya hemos visto que la Conferencia Episcopal se dirigió el 21 
de noviembre de 1951 a la comisión para que en el proyecto 
se restablecieran los artículos constitucionales del texto ori- 
ginal de 1886 que el constituyente liberal de 1936 había dero- 
gado, y añadió otros nuevos * En junio de 1953 la dicha 
jerarquía extendió aún más sus peticiones a la nueva comisión. 
Otra solicitud sobre materia religiosa constitucional fue en- 
viada por la Conferencia de Superiores Mayores Religiosos 3. 


En este anteproyecto de la Comisión de 1953 se proponían 
respecto de la religión tres artículos nuevos en el Título 111: 
“De los derechos y garantías civiles” gue decían lo siguiente *: 


Artículo nuevo. 


La Religión Católica, Apostólica y Romana es la de 
la Nación; las autoridades la protegerán y harán 
que sea respetada como esencial elemento del orden 
social. 


Articulo nuevo. 


Es permitido el ejercicio de todos los cultos que no 
sean contrarios a la moral cristiana ni a las leyes. 
Los actos contrarios a la moral cristiana o subver- 
tivos del orden público, que se ejecuten con ocasión 





1 República de Colomb:a. Ministerio de Gobierno. La Reforma 
Constitucional. Anteproyecto de Reforma de la Constitución Naciona!, 
presentado por los Honorables Miembros de la Comisión de Estudios 
Constitucionales, Eleuterio Serna, Francisco de P. Pérez, Rafael Bernal 
Jiménez, Bogotá, Imprenta Nacional, 1953. | 

? Estudios Constitucionales, ob. cit., Tomo I, pp. 58 y 59. 

Carlos Restrepo Piedrahita, 23 años de evolución político-constitu- 
cional, 1950-1955, Bogotá, Publicaciones Universidad Externado de Co- 
lombia, 1976, pp. 37 ss. 

* Anales de la Comisión de Estudios Constitucionales, N° 5 de 30 
de enero de 1954 y N° 16 de 6 de abril de 1954, 


o 
Q 
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o pretexto del ejercicio de un culto, quedan someti. 
dos al derecho comun. E | 


Se entiende que la Iglesia Católica no es ni será 
oficial, y conservará su independencia. 


Artículo nuevo. 
La educación püblica, primaria, secundaria o profe- 


sional, costeada por el Estado, será organizada y 
dirigida en concordancia con la Religión Católica. 


Por otra parte ej Artículo 44 se redactaba en la siguiente 
forma: 


“Es permitido formar compañías, asociaciones, cor- 
poraciones y fundaciones gue no sean contrarias 2 
la moral cristiana o al orden legal. Las corporacio- 
19s, asociaciones y fundaciones puecen obtener su 
reconocimiento como personas jurídicas. | 
“Las asociaciones religiosas deberán presentar a la 
autoridad civil, para que puedan quedar bajo la pro- .. 
tección de las leyes, autorización expedida pcr la 


respectiva autoridad eclesiástica”. 


Este anteproyecto, segundo de 1953, conservó el nuevo Tí- 


tulo V, “De las Relaciones entre la Iglesia y el Estado”, el cual 
comprendía los siguientes artículos: 


“Artículo 53. 


La Iglesia Católica podrá libremente en Colombia 
administrar sus asuntos interiores y ejercer actos de 
autoridad espiritual y de jurisdicción eclesiástica, 
sin necesidad de autorización del Poder Cl 
vil; y como persona jurídica, representada en cada 
Diócesis por el respectivo legítimo Prelado, podra, 
igualmente, ejercer por derecho propio los actos C. 
viles que la presente Constitución reconoce. 


“Artículo 54. 
Las personas del clero secular y regular no podrán 


ser obligadas a desempeñar cargos públicos incom 
patibles con su ministerio y profesión, y estara! 


. Siempre exentas del servicio militar. 
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* Artículo nuevo. 


Los edificios destinados al culto católico, los Semina- 
rios Conciliares y las Casas Episcopales y Curales, 
no podrán ser gravadas con contribuciones o im- 
puestos, ni ocupados para aplicarlos a otros servicios. 


“Articulo nuevo. 


La Iglesia y el Estado son, cada uno en su orden, 
independientes y soberanos. Sus relaciones estón 
reguladas por las Convenciones celebradas entre la 
Santa Sede y Colombia, especialmente por el Con- 
cordato de 1887 y la Convención adicional de 1892. 
Los nuevos acuerdos o las modificaciones de los exis- 
tentes, que realicen las dos potestades, llenarán las 
formalidades correspondientes a los tratados pübli- 
cos”. 


Este proyecto presentado el 10 de diciembre de 1953, no 
fue considerado por la Asamblea Nacional Constituyente. 


13. Proyecto de reforma constitucional de 1954. 


La Comisión de Estudios Constitucionales, con su per- 
sonal modificado, presentó un nuevo proyecto de reforma cons- 
titucional el 8 de mayo de 1954, en el cual se propusieron las 
siguientes modificaciones a la Constitución ?. 

Respecto del Título 111 “de los Derechos Civiles, y de los 


Derechos y Garantias Sociales” se propusieron los siguientes 
artículos: 


Artículo 16. 


Las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra y bienes, y para asegu- 
rar el cumplimiento de los deberes sociales del Es- 
tado y de los particulares. (Corresponde al vigente). 


HA 


cr, 


! Comisión de Estudios Constitucionales. 1954. Proyecto de Refor- 


ma Constitucional. Bogotá, Imprenta Nacional, 1954, 


) 
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Artículo 17. 
(Nuevo). 


La religión católica y romana, es la de la Nación; 
el Poder Público la protegerá y hará que sea respe-: 
tada como esencial elemento del orden social. | 


Se entiende que la Iglesia Católica no es oficial, y- 
conservará su independencia. x 


Articulo 18. 
(Nuevo). 


Nadie será molestado por razón de sus opiniones 
religiosas, ni compelido a profesar creencias ni a. 
observar prácticas contrarias a su conciencia. (Re-. 
produce el 39 de la Carta de 1886). i 


Articulo 19. 
(Nuevo). 


Es permitido el ejercicio de todas los cultos que no 
sean contrarios a la moral cristiana ni a las leyes. 


Los actos religiosos y la actividad proselitista de las. 
religiones acatólicas, que no sean contrarias a la. 
moral cristiana ni a lasleyes, serán permitidos dentro 
de los templos y recintos destinados a su respectivo 
culto. 


Los actos contrarios a la moral cristiana o subver- 
sivos del orden público que se ejecuten con ocasión 
o pretexto del ejercicio de un culto, quedan someti- 
dos al derecho común. (El inciso final es igual a 
parte del inciso 3% del artículo 53 vigente). 


Igualmente se propusieron en este título los siguientes 


artículos nuevos: 


Artículo 45. 


Es permitido formar compañías, asociaciones, corpo- 
raciones y fundaciones que no sean contrarias a la 
moral o al orden legal. Las corporaciones, asociacio" 
nes y fundaciones pueden obtener su reconocimiento. 
como personas jurídicas. 


Los partidos políticos colombianos también podran 
tener personería jurídica. 


Las asociaciones religiosas de la Iglesia Católica 


| para quedar bajo la protección de las leyes, deberán 
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presentar ante los funcionarios civiles autorización 
expedida por la correspondiente superioridad ecle- 
siástica. (Corresponde al 44 vigente. El 29 inciso 
sustituye al 47 vigente). | | 


Artículo 58. 
(Nuevo). 


Fl matrimonio, ligado con vínculo indisoluble, goza- 
rá de especial protección del Estado. 


El Título IV, “de las Relaciones entre la iglesia y el 
Estado", fue redactado nuevamente en la siguiente forma: 





Artículo 68. 
(Nuevo). 


La Iglesia Católica podrá administrar libremente sus 
asuntos interiores y ejercer actos de autoridad espi- 
ritual y de jurisdicción eclesióstica sin necesidad 
.de autorización del Poder Civil. Como persona jurí- 
dica, representada en cada Diócesis por e] respectivo 
legítimo Prelado, podrá ejercer derechos civiles, por 
potestad propia que la presente Constitución le re- 
conoce. (Reproduce el 53 de la Carta del 89). 


Articulo 69. 


Los individuos del clero secular y los religiosos no 
podrán ser obligados a desempeñar cargos públicos 
incompatibles con su ministerio y profesión, y esta- 
rán siempre exentos de servicio militar. (Correspon- 
de al 54 vigente). 


Artículo 70. 
(Nuevo). 


Los edificios destinados al culto católico, los Semi- 
narios Conciliares y las Casas Episcopales y Curales 
no podrán ser gravados con contribuciones ni ocu- 
pados para aplicarlos a otros servicios. (Reproduce 
el 55 de la Carta de 1886). 


Artículo 71. 
(Nuevo). 


La Iglesia y el Estado son, cada uno en su orden, 
independientes y soberanos; sus relaciones continua- 
ran siendo reguladas por convenciones entre Co- 
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lombia y la Santa Sede, especialmente por el 


Concordato de 1886 y la Convención adicional de 1 


1892. | 

Los nuevos acuerdos o las modificaciones de los exis- 
tentes que realicen las dos potestades, llenarán las 
formalidades correspondientes a los tratados públi- 
cos. (Correspondiente en parte al inciso 4° del ar- 
tículo 53 vigente). 


- Ninguna de estas modificaciones propuestas fue aprobada 
por la Asamblea Constituyente, ni se incorporaron a la Cons- 
titución Nacional. | 


Dentro de los trabajos de la Comisión de Estudios Cons- 
titucionales de 1954, presentó uno el doctor Luis López de Mesa, 
respecto de los asuntos religiosos y particularmente del pa- 
rágrafo tercero del artículo 53 que proponía 1a Comisión; 
en su lugar el doctor López de Mesa sugirió que se dijera: 
“Todo culto que no contrarie la moral cristiana ni las leyes 
será libre". Este articulo no fue aceptado pero para sostener 
esta proposión el doctor López de Mesa hizo una interesante 
exposición gue transcribimos integramente aqui +: 


Artículo 53.—Parraio 3? (1954). 


Todo culto que no contrarie Ja moral cristiana ni 
las leyes sera libre. 


I 


Establece el inciso tercero del artículo 53 de la Cons- 
titución que “garantiza la libertad de todos los cultos 
que no sean contrarios a la moral cristiana nia las 
leyes”, pero nuestra subcomisión 1? propone añadir 
el que tales cultos solo pueden realizarse en recinto 
privado, es decir, casi a escondidas. 


Los dos preceptos se contradicen, pues lo que n^ 
puede hacerse en público no es perfectamente libre. 
Si se dijera, verbigracia, “no hay libertad de cultos 
en Colombia, pero los no contrarios a la moral cris 
tiana pueden ejercer en privado”, sería una barbari- 
dad jurídica mas no un disparate lógico 


1 Luis López de Mesa, Opiniones Constitucionales, Bogotá, Im 
prenta Nacional, 1958, p. 167. 
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El tema es de suma delicadeza sentimental entre 


nosotros, pero también prefiado de conflictos con- 
ceptuales en sí e internacionales a la postre. 


Veamos precauloriamente de esas consideraciones y 
consecuencias posibles. | 


En primer término, a nosotros no nos han encomen- 
dado misión alguna de teologia moral sino de de- 
recho, y aun esa, restricta a lo muy prudente. 


Ei culto de una religión solo puede prohibirse, jurí- 
aicamente, considerado, o por evidencia de su ìn- 
moralidad, o por evidencia de desorden püblico que 
esencialmente emane de él Presuponer verbigracia, 
que el cristianismo profesado por los pueblos más 
virtuosos de la tierra sea indecente, u ocasionado de 
suyo a turbacion social aiguna, es airevimiento de 
favuidad, que esas naciones, amigas de la nuestra, 
contemplarian como insulto gratuito, amén de vio- 
latorio de paetos internacionales que nos honran, y 
que no podemos derogar nosotros, constituyentes 
adventicios. 


La misma Iglesia Católica, madre espiritual nuestra 
y nuestro orgullo, no iria tan lejos: Las confesiones 
cristianas disidentes, anglicana u ortodoxa, por 
ejemplo, no las juzga dignas de oprobio, antes frater- 
niza con ellas en el amor de Cristo, y en algunos 
paises acepta convivir en casa común a judios o 
protestantes, con altar y púlpito lado a lado, respe- 
tuosa y amistosamente. 

Este pleito moral iue dirimido por el mismo Reden- 
tor en sus parábolas, y por Pablo, ei sumo apóstol, 
cuando ampliaron el redil para que cupieran ovejas 
de vario origen pero de comun denominador en el 
espiritu, y no sé qué pensarían ellos de nuestra acti- 
tud excomulgante a estas horas del mundo y en este 
rincón de la cristiandad universa]. 


Presiento que nos estamos dejando llevar de un ex- 
ceso de preocupaciones. El catolicismo estadouni- 
dense, por ejemplo, es ético-social en tanto que el 
nuestro es teológico-litúrgico: allá importa sobre to- 
do la buena conducta de los fieles; aquí el culto 
externo. Allá creer; aquí, decir que se cree. Ellos 
aman al prójimo y le favorecen sin distinción de 
opiniones intimas, nosptros... bueno, ustedes dirán 


lo que nos Ccurre, pues yo creo que Cristo no pueda 
felicitarnos muy efusivamente por nuestra conducta. 





. 1007. — 
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Dejemos, pues, el magno Estatuto como està, y no 
acrezcamos nuestras culpas de conportamiento con 
errores de juicio, no les digamos infieles a otros an- 
tes de corregir en nosotros nuestra infidelidad a 
Cristo. Las buenas doctrinas se defienden con argu: 
mentos de razón en el noble ámbito de la libertad, 
como lo reclamaron los primeros Padres de la Iglesia 
y lo practicaron luego algunos de sus eximios doc- 
tores, Mercier, Newman y Leòn XIII, verbigracia, en 
nuestro tiempo. 


II 


La Constitución de 1886, intérprete irrecusable del | 


sentimiento católico del pueblo colombiano, y con- 
firmada en esa interpretación por las disposiciones 
jurídicas del Concordato y la subsiguiente actitud 
de los Romanos Pontifices, estableció la norma de 
que "es permitido el ejercicio de todos los cultos que 
no sean contrarios a la moral cristiana ni a las 
leyes", Definió así mismo que la Iglesia no era ofl- 
cial de! Estado, y decidió en fin, que en el territorio 
de 1a Republica hubiese firme libertad de conciencia. 


La reforma de 1936 adelantó el concepto, pasando 
de la fórmula permisiva a la enfática, que dice: 


“Se garantiza la libertad de todos los cultos que no 
sean contrarios a la moral cristiana..." y en con- 
secuencia, añadió: “Se garantiza la libertad de en- 


senanza...", conservando, esto sí, el derecho con- 


cordatario de la Iglesia a la preservación de sus 
dogmas en la tarea oficial docente. 


A la Comisión de Esudios Constitucionales, se pre 
sentaron, y fueron aprobados con visible inquietud 
jurídica general, algunos preceptos excesivos, por 
los cuales los cultos no católicos sólo podrán ejer- 
cerse en recinto privado o profesarse la respectiva 
religión sin “actividades proselitistas”, y la ense 
ñanza de los institutos escolares de otro credo igual- 
mente sujetarse a condición, cuando a alumnos de 
origen católico, yendo más allá de lo pactado Con 
Roma, y repitiendo aquella incongruente actitu 
de nuestros conductores políticos, que desconcel” 
taba un poco al Vaticano, cuando rechazamos €l 
Concordato Camargo-Nina para firmar efusivamel- 
te luego el Vélez-Rampol!a. 
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Y aunque ello ya fue votado con gran sorpresa de 
quienes guardamos silencio por convicción de que 
no ocurriría así, y obvios motivos de discreción po- 
litica, permítanme analizar un tanto, así sea a pos- 
teriori, este muy serio asunto. 


Es, pues, mi caso, el insólito de hablar para explicar 
un silencio... 


Libertad de conciencia que no pueda manifestarse 
es a la cultura como un tesoro oculto a la na- 
turaleza sería a la economia común, inexistente, o 

nugatorio a lo menos. ò 
Religion que no pueda practicarse a plena luz de 
Dios, no es libre, y nadie atinaría a entender cómo 
pueden coexistir en una misma norma la libertad 
de culto y de conciencia con la prohibición de acre- 
ditar públicamente su valor de verdad y mérito re- 
ligioso de salud: no poder, en una palabra, expresar 
públicamente, por temor de que conquiste algún 
“prosélito”. 

Nuestra gentilísima religión se colocaría asi en la 
insoluble paradoja de poseer la verdad absoluta, de 
estar garantizada por Dios de que nadie podrá des- 
iruirla, de ser favorecida por el Estado con emi- 
nentes privilegios, de apoyarse en el asentimiento 
casi unánime de la Nación, de poseer en el mundo 
quinientos mil sacerdotes ilustrados que la defien- 
den, dos mil quinientos obispos que la vigilan, un 
Pontificado infalible, y atemorizarse, sin embargo, 
de un ingenuo catequista heterodoxo en esie O 
aquel rincón de la República. 


Porque la enunciada reforma tiene nombre propio 
en la presencia nacional de algunos pastores pro- 
testantes —presbiterianos, bautistas, adventistas, O 
qué sé yo— que quieren llevar a Dios a algunos de 
nuestros conciudadanos por el camino de sus litur- 
gias, o éstas profesar candorosa y buenamente. 


Las religiones todas tienen un común denominador 
respetable, en cuanto vínculo de hombre con la Di- 
vinidad. Las cristianas participan de varias esencias 
comunes, como son, su fe en un mismo Dios Padre, 
en Cristo, camino de salvación, en un fin espiritual 
y en una conducta de caridad entre los hombres. 
Todas ellas son religiones de salud. Todas de 
evangélica estirpe. Ante la historia constituyen un 





1010 LA IGLESIA EN COLOMBIA ANTE LOS CAMBIOS DEL MEDIO SIGLO Xx 


patrimonio unívoco de cultura, o sea lo que deno. 
minamos “Civilización Cristiana". 


Es algo precioso en toda suerte de valores espi. 
rituales. 


La católica muy principalmente. Representa la. 
floración religiosa del espíritu mediterráneo, es. 
plendoroso y estético, caudalosamente efusivo. Tomó 
este nombre desde el Siglo 11 de nuestra era, por 
la universalidad con que asentían a su credo los 
catecümenos, y luego, por la universalidad geográ- 
fica de su dogma, y aunque anglicanos y ortodoxos 
se dicen a sí mismo tales, León XIII circunscribió . 
en 1892 este apelativo a lo romano meramente, según -` 
las definiciones de Nicea y la organización discipli- 
naria de Trento. 


Las Iglesias cristianas disidentes encarnan el tem- 
peramento social nórdico, más disciplinado y cir- 
cunspecto, más autónomo personalmente y sin duda 
mejor asociado en procomún. 


Esto se conoce aún en la conducta de una misma 
religión observada en zonas diversas: El Catolicismo 
norteamericano es ético-social, principalmente; y es 
entre nosotros, teológico-litúrgico, ritual por ende, 
como antes dije. El nórdico le interesa que uno se 
conduzca bien, aunque no crea: al tropical o medi- 
terráneo le basta con que uno diga que cree, aunque 
sea perfecto Herodes y crucificue diariamente a 
Cristo. 


Esta esencia moral comün del Cristianismo se ad- 
vierte en el grupo de protestantes que tenemos en 
el Archipiélago de San Andrés y Providencia, donde 
la población se conduce ejemplarmente, sin la delin- 
cuencia que es de uso frecuente entre nosotros, 
donde para un minúsculo censo de siete mil qui- 
nientos habitantes existen siete escuelas de educa- 
ción y seis templos de culto religioso. Alli no hay 
analfabetismo ni casos delictivos graves, ni crueldad 
de costumbres. Pobres son, pero, a decir verdad, 
honran su fe y la Republica. © 


Es que protestantes, católicos, ortodoxos y judíos, 
son primos hermanos en la comunión de un Dios 
providente, como se puede observar en la conviven- 
cia y mutuo apoyo que guardan en Estados Unidos 
y otras naciones pluriconfesionales de nuestra civi- 
lización. Tratarlos con safia anatematista es impru- 
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dencia deplorable en momento en que el Anticristo 
se ha apoderado de medio mundo y tiene el otro 
medio en peligro. El Vaticano lo enüende así y 
es cauteloso « en el orden internacional de su con- 
ducta. 


Todos en Colombia amamos A religion de nuestros 
mayores y estamos orguliosos de su clero. En la 
indeleble perturbación de espíritu que padecimos 
hace poco, cuando con suma imprudencia la auto- 
ridad civil derogó las normas morales del Cristia- 
nismo y homa tuvo que conceder varias veces el 
galardón de la Orden Piana para evitar un cisma, 
factible entonces, y ciertamente grave para el por- 
venir de la Nación, jerarcas nuestros, pastores ge- 
nuinos de su grey, no vacilaron en jugarse el propio 
destino defendiéndola, y padecer luego, y suirirlos 
heróicamente, ataques n E LOS. 


Pero nosotros los de la C. E. C. no estamos aqui € 
concilio de religión, sino E^. junta consultiva de 
jurisprudencia. Nos atanen las cosas de derecho en 
su órbita civil, en cuanio dice justicia, moral ciu- 
dadana y orden publico, y yo no veo con claridad 
de certidumbre por qué ni para qué vayamos a 
subrogar procesos constitucionales que operaron 
bien durante mas de medio siglo con otros ae añeja 
derrota inconveniente. 


La separación de las dos potestades, promulgada 
por Cristo en su réplica contundente: “Dad al 
César...” fue un día soslayada por el valeroso Gre- 
gorio VII, Papa Hildebrand, pero restituida adelan- 
te por la ecuanimidad de otros Foniliices, y Man- 
tenida hoy incolume. La caridad de San Pablo hacia 
los gentiles fue minorada por Benedicto Lit, erudito 
Papa Conti, en la represión inmisericordiosa de los 
Albigenses (o Catharis, propiamente), y esto no 
evito que años después los cismas renacieran y 
triunfasen en medio mundo. 


Tampoco podemos nosotros, católicos de Colombia, 
negar a nuestros primos cristianos de naciones hete- 
rodoxas lo que allá les pedimos en justicia, es decir, 
equipolencia de libertad para triuniar con nuestras 
tesis en buena lid, de hombre a hombre, igualmente; 
ni olvidar que esto mismo demandaron de los em- 
peradores de la gentílica Roma los primeros Padres 
de la Iglesia y Tertuliano, el jurisconsulto eminente. 
Que sea democrático restringir la libertad de las 
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minorias disidentes porque la casi unanimidad de 
nuestra fe constituye fuerza mayor, es presuponer 
que el derecho es de suyo fragmentable en porcio- 
nes alícuotas de tanto por ciento, y no esencia in- 
divisiole, Que el derecho de un hombre es sagrado 
en sí, como si fuese de toda la humanidad. Que el 
derecho nos hace personas, y que Cristo nos redimió 
a cada uno de nosotros personalmente, intuita per- 
sonae, y no a una mayoría fungible, ni a un grupo 
teológico. 

No estando, pues, calificada la Comisión de Estu- 
dios Constitucionales para decidir teológicamente 


un pleito de autenticidad de las religiones causaha- + 


bientes ael Cristianismo, ni pudiendo recusar a los 
proséiitos de las minoritarias en Colombia, de mala 
conducta moral o desorden público, ni ser ellas en 
su tierra de origen mas pecaminosas que nosotros 
infortunadamente lo hemos sido, miremos con cau- 
tela si no seria también de nuesira parte estigma 
de ingratitud el retribuir con tacna peyorativa a 
muchas instituciones culturales o benéricas, y aun 
estatales, espiritualmente vinculadas a esas religio- 
nes, que nos favorecen con sumo bien. Y miremos, 
así mismo, que aquellas minorias moral y aun civil- 
mente corresponden a pueblos cuitos coo quienes 
cultivamos relaciones de amistad y grande estima, 
y hasta de coniederación de cierto orden. 


Y aunque nada de esto existiera o fuere indeclina- 
ble, miremos que bien vale la pena obra; motu 
proprio con senorio de estirpe. 


Negocios de esta indele plurivalente, que ataquel 
a diversas funciones de la comunidad deben sel 
deímidos en sola su esencia eximia y muy parca- 
mente: Que la Constitución establezca las normas 
perennes y atribuya a la ley las circunstanciales, 
prudenciales de ocasión o convencionalmente eX 
ceptivas”, 


Hasta aquí el Profesor López de Mesa. 
Como puede bien verse de esta defensa de la libertad de 


cultos hecha por López de Mesa ante la Comisión de Asuntos 
Constitucionales, proponía él, siguiendo la tesis liberal, 12 
completa libertad de cultos, en lo cual aparentemente no es 
taba de acuerdo con los demás miembros de la Comisión pol 











ACUERDOS DE 1951, 1956 Y 1961 SOBRE EL ARTICULO 25 DEL CONCORDATO 1013 


cuanto este artículo en la forma propuesta por López de Mesa 
no fue finalmente aceptado, como 1o vimos arriba. 


14. Acuerdos de 1951, 1956 y 1961 en aan del articu- 
lo 25 del Concor dato. 


a) Acuerdo de 15 de marzo de 1951. 


Entre el Ministro de Relaciones Exteriores, Gonzalo Res- 
trepo Jaramillo y el Nuncio Apostólico, Monseñor Antonio 
Samoré, se celebró el 15 de marzo de 1951 un acuerdo en 
desarrollo del artículo 25 del Concordato, modificatorio del 
de 19 de enero de 1919. 


b) Acuerdo de 29 de diciembre de 1956. 


He aquí las notas contentivas de este Acuerdo: 


No. D. 18. 


Bogotá, 29 de diciembre de 1956. 
Excelencia Reverendisima: 


Tengo el honor de contestar a la nota de Vuestra 
Excelencia distinguida con el numero 8080 del 28 
de diciembre de 1956, que a la letra dice: 


«Nunciatura Apostólica. 
NO 8080 


Bogotà, 29 de diciembre de 1956. 


Excelentisimo senor: 


Refiriéndome a las conversaciones que he tenido el 
honor de celebrar con Vuestra Excelencia sobre las 
estipulaciones que debe contener el nuevo Acuerdo 
entre la Santa Sede y el Gobierno de Colombia, en 
desarrollo del articulo 25 del Concordato vigente y 
para sustituir el Acuerdo firmado en Bogotà el 15 
de marzo de 1951, me permito proponer las siguien- 
tes bases que, una vez aceptadas, constituirán un 
acuerdo entre las dos Partes. Su texto es el siguiente: 
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T. El Gobierno de Colombia, teniendo en cuenta 
la erección de las nuevas circunscripciones ecle-. 
siásticas creadas durante el periodo de vigencia de]  . 
Acuerdo firmado el 15 de marzo de 1951 y las ne- ` 


cesidades actuales de sostenimiento a las diócesis 
de Colombia, acepta que el auxilio a las diócesis, 
cabildos, seminarios y otras obras propias de la 
acción civilizadora de la Iglesia sea de ochocientos 
setenta mil pesos ($ 870.000.00) anuales, moneda 
corriente, pagaderos por semestres vencidos. 


Y. El Gobierno de Colombia acepta que los auxi- 


lios especiales que leyes vigentes colombianas con-  . 


ceden à determinadas diócesis en vista de circuns- 
tancias particulares no pueden ser incluidos en la 
cifra anterior. 


TII. La distribución de la suma global indicada en 
el párrafo i se hará en la siguiente forma: el aumen- 
to de la cuota, fijado en cuatrocientos treinta y cinco 
mil pesos ($ 435.000. 00) anuales, moneda corriente, 
se distribuirá a las diócesis de común acuerdo entre 
el Gobierno de Colombia y la Nunciatura Apostolica, 
teniendo en cuenta el proyecto que ésta presente, 
mientras que se deja al libre criterio de la Nuncia- 
tura Apostólica y del Excelentísimo Episcopado de 
Colombia la distribución de la cuota anteriormente 
vigente, al tenor del Acuerdo del 15 de marzo de 
1951. 


iV. En la eventualidad de erecciones de nuevas dió- 
cesis durante el período de vigencia de este Acuerdo, 
el Gobierno tomará en consideración las propuestas 
que le fueren presentzdas por la Santa Sede para 
nacer frente a las necesidades económicas inheren- 
ies a tales erecciones y, también, a las posibilidades 
de sostenimiento de las nuevas diócesis. 


V. El presente Acuerdo entrará en vigor el 19 de 
enero de 1957 y durará hasta el 19 de enero de 1962. 


Reitero a vuestra Excelencia las seguridades de mi 
más alta y distinguida consideración. 


'(Firmado) Paolo Bertoli, Nuncio Apostólico. 








ini i 


v 
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‘A Su Excelencia el señor doctor 
José Manuel Rivas Sacconi, 
Ministro de Relaciones Exteriores. 


Me complazco en comunicar a Vuestra Excelencia 
que el Gobierno de Colombia acepta las estipulacio- 
nes contenidas en la nota transcrita y que, en con- 
formidad con la sugerencia allí incluída, Ja nota en 
referencia y esta de respuesta se considerarán como 
un Acuerdo entre el gobierno de Colombia y la San- 
ta Sede, en desarrollo del artículo 25 del Concordato 
vigente, Acuerdo que sustituye el contenido en el 
canje de notas del 15 de marzo de 1951. 

Aprovecho esta oportunidad para reiterar a Vuestra 
Excelencia los sentimientos de m! más alta y dis- 
tinguida consideración. 


José Manuel Rivas Sacconi 


A Su Excelencia Reverendisima Monsefior Paolo Bertoli, 
Nuncio Aposidlico. . 
La ciudad 1. 


En desarrollo del convenio anterior, por medio del siguien- 
te canje de notas verbales entre la Nunciatura Apostólica y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, se convino la distribución 
del aumento de la cuota concordataria del acuerdo entre Co- 
lombia y la Santa Sede de 29 de diciembre de 1956: 


ia | 
1 Memoria de Relaciones Exteriores, julio de 1957 a julio de 1958, 
Tomo IT, p. 151. 





NO 9387. 

La Nunciatura Apostólica saluda muy atentamente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y tiene el ho- 
nor de enviarle, en cumplimiento del numeral 111 


. del cuerdo sobre la cuota concordataria, del 29 de 


diciembre de 1956, el adjunto proyecto de distribu- 
ción del aumento de la cuota, fijado en cuatrocien- 
tos treinta y cinco mil pesos ($ 425.000.00) para las 
diócesis, a fin de que el honorable Gobierno tenga 
a hien hacer conocer su conformidad al respecto. 

La Nunciatura Apostólica aprovecha la oportunidad 


para reiterar ai honorable Ministerio de Relaciones 
Exteriores los sentimientos de sv alta consideración. 


Bogotá, 30 de agosto de 1997. 
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Al honorable 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 
Bogotá. 


N? D. 19089. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores saluda aten- 
tamente a ia Nunciatura Apostólica, y en respuesta 
a Su atenta nota verbal nùmero 9387 de fecha 30 de 
agosto ültimo, tiene el honor de manifestarle su 
conformidad respecto a la distribución del aumento 
de la cuota concordataria, fijado en. $ 435.000.00 
para las Diócesis, segün el Acuerdo suscrito entre el 
Gobierno de Colombia y la Santa Sede el 29 de di- 
ciembre de 1956. 


E] Ministerio de Relaciones Exteriores agradece de- 
bidamente a la honorable Nunciatura Apostólica el 
envío que le ha hecho, y se vale de la ocasión para 
reiterarle las seguridades de su mas alta y distingui- 
da consideración. | 


Bogotá, septiembre 2 de 195" !. 
c) Convento de 1961 


Como a fines del año de 1961 venció el término del acuer- 
do existente con la Santa Sede sobre auxilios a las Diócesis, 
se procedió a celebrar uno nuevo por medio de un canje de 
notas entre la Nunciatura de Su Santidad y el Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 


El acuerdo aumentaba en $ 10.000.00, es decir subía de 
$ 30.000.00 a $ 40.000.00 el auxilio para cada Diócesis, au- 
mento este que se justificaba ampliamente por el mayor trabajo 
en las Diócesis y la necesidad de atender a nuevas y apremian- 
tes obligaciones espirituales ?. 


1 Memoria de Relaciones Exteriores al Congreso de 1958, p. 53. Es 
irregular que sea el Ministro y no el Gobierno quien aparezca colmo 
parte de este Acuerdo. | 

? Memoria de Relaciones Exteriores de 1961-1962, Tomo Í, v. 34. 
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15. Final del Gobierno de Rojas Pinilla y 
convocatoria de un plebiscito nacional 


Ej Gobierno de Rojas Pinilla tuvo un abrupto fin el 10 
de mayo de 1957, cuando a consecuencia de una huelga gene- 
ral el Presidente se vio obligado a renunciar el poder en ma- 
nos de una Junta Militar y a alejarse del país. 


La Junta Militar, entre otras cosas, convocó a un plebis- 
cito, el cual tuvo lugar el 19 de diciembre de 1957 y en este 
se propuso a los colombianos la forma que habría de encabezar 
la reforma constitucional que se proponía en el dicho plebiscito. 


La fórmula del preámbulo del plebiscito y que sirvió luego 
para el decreto que adopté las modificaciones a la constitu- 
ción y que la promulgó modificada, dice lo siguiente: 


En nombre de Dios, fuente suprema de toda autori- 
dad, y con el fin de afianzar la unidad nacional, 
una de cuyas bases es el reconocimiento hecho por 
los partidos políticos de que la Religion Católica, 
Apoztólica y Romana es la de la Nación, y que como 
tal loz poderes públicos la protegerán y háran que 
sea respetada como esencial elemento del orden so- 
cial, y para esegurar los bienes de la justicia, la li- 
bertad y la pez, el pueblo colombiano, en plebiscito 
nacional. 


DECRETA: 


La Constitución Politica de Colombia es la de 1886, 
con las reformas de carácter permanente, introdu- 
cidas hasta el Acto Legislativo número 1 de 1947 
inclusive, y con las siguientes modificaciones ?: 


Consecuente con esta convocatoria, el preámbulo de la 
Constitución quedé rebautizado en la forma que se acaba de 
transcribir. Así quedó de nuevo consagrado en la Constitu- 
ción el mismo preámbulo que había tenido desde 1886 hasta 
el año de 1935, y la única compensación que obtuvo finalmen- 
te el partido conservador, fue la de restablecer el preámbulo, 


— 


— —— 


! Plebiscito de 1° de diciembre de 1958. Decretos Legislativos Nos. 


214 de octubre 4 de 1957 y 251 de octubre 9 de 1957. 
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por cuanto después de una lucha tan intensa no logró que se 
reinirodujeran en la Constitución los artículos que garantiza- 
ban su status a la Iglesia, como había sido el pensamiento y 
el deseo del Presidente Gómez y de Jas dos Comisiones de Es- 
tudios Constitucionales de Jos anos de 1952 y 1953. 


16. Interpretación Judicial del Concordato 


a) Recepción del derecho canónico en la sentencia del 
Magistrado Dario Echandía, del 15 de mayo de 1954. 


Hemos de recordar que en 1941 la Corte Suprema había -: 


dado al Concordato categoría constitucional en la jerarquía 
de las normas y considerando como inscontitucionales las le- 
yes ordinarias que le fueren contrarias. 


Trece años más tarde dictó la Corte otra sentencia, de 
quien fue ponente Darío Echandía, el negociador del fracasa- 
do Concordato de 1942, en la cual acepta plenamente la re- 
cepción del derecho canónico dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano !. 

Dice la parte motiva de la sentencia que en virtud de lo dis- 
puesto en los artículos 29, 30 y 40 del Concordato, “el Estado 
colombiano reconoció a la iglesia católica como persona jurí- 
dica de derecho público eclesiástico con potestad legislativa, 
administrativa y jurisdiccional... y al derecho canónico como 
un ordenamiento jurídico independiente del ordenamiento ju- 
rídico del Estado colombiano, pero que puede producir efectos 
dentro del ámbito de nuestra legislación civil, cuando ésta 
aefiere, en ciertas materias, expresamente, al derecho de la 
Iglesia”. Para los canonistas tal situación es de referencia for- 
malo no recepticia, en cuanto las normas canónicas continúan 
siendo extrañas al ordenamiento jurídico que las recibe y con- 
servando sus características de origen. A este respecto dijo 12 
sentencia: 


“I—En los casos y materias en que la legislación 
colombiana defiere a la canónica, esa referencia £€5 
formal y no recepticia. Así resulta, indudablemente, 
de los artículos 29, 39 y 49 del Concordato. De e$ 
1 Sentencia de 15 de mayo de 1954, Gaceta Judicial, Tomo LXXVI: 
N° 2141, p. 579. | 
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se desprenden consecuencias importantes, entre las 
cuales pueden citarse la posibilidad de denunciar las 
violaciones de la norma canónica, aún en casación, 
de acuerdo con el Art. 520 del C. I. la aplicación de 
esas normas por los jueces del Estado aun cuando 
no sean expresamente invocadas por las partes en 
los juicios civiles; la necesidad de que su interpre- 
tación sea hecha según los criterios que establece el 
nismo derecho canónico; la no aplicabilidad, respec- 
to de las normas canónicas, de algunos criterios pro- 
pios del derecho del Estado, que están en oposición 
con los del Derecho Canónico, por ejemplo, del prin- 
cipio rígido de que la ignorancia de la ley no sirve 
de excusa; y, particularmente, la imposibilidad de 
considerar que pueda haber conflicto entre la nor- 
ma civil y la eclesiástica, pues cuando el derecho 
del Estado defiere formalmente a una institución 
de derecho canónico, esa deferencia implica que el 
derecho civil admite la reglamentación canónica re- 
lativa a esa institución”. 


Dejó sentado la Corte que los expositores de derecho ecle- 
siástico distinguen tres clases de personas jurídicas: 





“12—La Iglesia y la Santa Sede que son personas 
jurídicas a jure divino; 


“22— Las personas jurídicas 4 jure, es decir, las que 
existen por ministerio de la ley eclesiástica; y 
“32—Las personas jurídicas ab homine, es decir las 
creadas por decreto de autoridad eclesiástica com- 
petente. 


“En la segunda categoría se cuentan los institutos 
jerárquicos, que pertenecen al derecho público ecle- 
siástico y hacen parte de la jerarquía activa de la 
Iglesia, como las diócesis, Capítulos, ete. 


“De la tercera categoría son, entre otros, los institu- 
tos regulares, es decir, las comunidades, órdenes 0 
congregaciones de religiosos, como dominicos, fran- 
ciscanos, jesuítas, etc. | 


"A esta categoría pertenecen también los institutos 
laicos, constituídos por asociaciones de fieles, sean 
o no fieles con fines religiosos o de beneficencia, co- 
mo las cofradías, uniones pías, órdenes terceras, aso- 
ciaciones de acción católica, etc., ete." 
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Encontró la Corte que en el derecho público y en el pri- 
vado colombiano, la personalidad de las personas jurídicas. 
eclesiásticas a jure divino y a jure estaban reconocidas por los. 
artículos 2, 3, y 4 del Concordato; en tanto que las personas 
morales eclesiásticas ab homine estaban regidas por el artícu- 
lo 10 del Concordato, según el cual las órdenes y asociaciones 
religiosas de un sexo y otro han de regirse por las constitu-. 
ciones propias de su instituto; y para gozar de personería ju- 
rídica y quedar bajo la protección de las leyes debían presentar 
al poder civil la autorización canónica expedida por la res- 
pectiva superioridad eclesiástica. El adjetivo religiosas usado : 
por el dicho artículo 10 del Concordato (lo mismo que el 16. 
de la Ley 153 de 1887) no se refiere sino a las asociaciones de. 
fieles en status religiosus, quedando por fuera las otras perso- 
nas jurídicas eclesiásticas que no son colegiales, que no son. 
corporaciones sino fundaciones, y las que siendo colegiales no 
tienen el carácter de órdenes o asociaciones de religiosos. 


En seguida se preguntó la Corte: 


“Ahora bien: estas personas jurídicas eclesiásticas ' 
no comprendidas en la disposición del artículo 16 de 
Ja ley 153 de 1887 y 109 del Concordato, ¿por que nor- 
ma jurídica se rigen para el efecto del reconocimiento 
de su capacidad civil y su representación legal por 
los jueces del Estado? De acuerdo con lo dicho atrás 
sobre el significado y alcance de los artículos 29, 39 
y 42 del Concordato y 24, 25 y 26 de la ley 57 de 1887, 
es aplicable en esta materia la legislación canónica, 
el derecho común de la Iglesia, el Codex Juris Car 
nonict, ya que dichas entidades no han sido, como 
sí lo fueron las comunidades o asociaciones religl0 
sas, materia de reglamentación especial por el acuer- . 
do concordatario. En consecuencia, para saber si la 
“Hermandad del Clero” tiene conforme a nuestro de 
recho civil colombiano aptitud para realizar actos. 
de la vida civil y para comparecer en juicio debe e5- : 
tarse a lo que sobre ello prescribe el derecho cano . 
nico. Esto equivale a decir que fuera de las órdenes : 
comunidades o asociaciones de religiosos, las demás 
personas morales canónicas no necesitan de ningu- 
na formalidad peculiar, distinta de las que les Jm. 
pongan los cánones, para alcanzar la protección de 
las leyes colombianas”. | 
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También determinó la Corte que la capacidad de los entes 
canónicos para cumplir actos de derecho privado está deter- 
minada por los cánones 1495, 1497, 1498, 1500 y 1532 del Có- 
digo de Derecho Canónico, de los cuales se desprende que por 
bienes eclesiásticos hay que entender no sólo los que pertene- 
cen a la Iglesia Universal y a la Santa Sede, sino también los 
que estàn en el patrimonio de cualquier persona juridica de. 
derecho canónico, sea a jure 6 ab homine. 


Esta sentencia es importante, no por haberse negado a 
casar una sentencia injusta por un punto de prueba, sino por- 
que reconoció y aplicó las normas concordatarias y las del 
Código de derecho canónico en un proceso en Colombia, inter- 
pretándolas precisamente conforme al derecho canónico que 
era el aplicable al caso. 


b) La sentencia. en casación del Magistrado 
José Hernandez Arbeláez, de 30 de noviembre de 1961. 


En esta sentencia !, el Magistrado José Hernandez Arbe- 
láez hubo de estudiar el alcance de la legislación canónica 
frente a la civil y frente al mandado concordatario de que 
aquella ha de ser solemnemente respetada por las autoridades 
de la Republica. 


En efecto, allí dijo que “no es de competencia de la jus- 
ticia civil la tarea de sefialar hasta dónde se extiende la potes- 
tad legislativa de los sefiores Obispos en sus diócesis o de las 
Conferencias Episcopales en cuanto respecta a toda !a Iglesia 
. €n Colombia. Menos aún competería a los jueces civiles el pa- 
pel de medir y valorar si las ordenanzas o decretos de los se- 
Bores Obispos colombianos reunidos en asamblea para resolver 
Sobre puntos que atafien a su autoridad espiritual y su juris- 
dicción eclesiástica, están amparados y armonizan o pugnan 
con las leyes promulgadas para la Iglesia universal por auto- 
tidad de los Concilios Ecuménicos. Se invadirían los fueros de 
la Iglesia, cuya libertad e independencia de la potestad civil, 
con capacidad de gobernarse y administrarse por sus propias 
leyes y de ejercer su autoridad espiritual y su jurisdicción ca- 
Doniea, como persona jurídica perfecta y soberana de derecho 
isa 


: Gaceta Judicial, Tomo XCVII, Nos. 2246, 2247, 2248 y 2249 de 
Septiembre a diciembre de 1961, p. 202. 
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publico se hallan garantizadas por las leyes civiles y muy con- 
cretamente por la Ley 35 de 1888, aprobatoria del Concordato 
con la Santa Sede, superior en rango y estabilidad a las pro- 
. pias leyes comunes". 


Subrayó esta sentencia que la legislación eanónica sola- 
mente se aplica cuando hay una referencia formal no recepticia 
de la ley civil a ella, y por esta razón rechazó la pretención 
del recurrente en casación de que a las actas eclesiásticas de 
matrimonio se aplicara la ley canónica, ya que ni el Concordato 
ni la ley civil hacen referencia a ellas a ese respecto, y aplicó 
la sentencia, en cambio, la propia ley civil a tales actas. 


c) Competencia de los tribunales eclesiásticos en cuanto 
a las causas matrimoniales que se derivan del 
matrimonio católico. 


Hay varias providencias de la Corte Suprema que recono- 
cen la competencia de las autoridades eclesiásticas en lo re- 
lativo al matrimonio católico. 


E] salvamento de voto del Magistrado Enrique López de 
la Pava, a la sentencia de la Corte de 8 de septiembre de 1962, 
resume así la historia de dichas providencias !: 


5. En Acuerdo nümero 464, de ocho de octubre de 
1889, esto es, de afio y medio después de adoptado 
el Concordato por la Ley 35 de 1888, expresó la Cor- 
te que, de acuerdo con el ordinal 69 del artícuio 113 
del Código Judicial entonces vigente, la competen- 
cia para entender en los juicios de nulidad y de dk 
vorcio de matrimonios civiles correspondía a las au- 
toridades civiles, y que las mismas causas relativas 
a! matrimonio católico eran de la jurisdicción de las 
autoridades eclesiásticas. (G. J., t. IV, N° 161, p. 34). 
En casación del 14 de febrero de 1890 la Corte sos- 
tuvo de nuevo que los Jueces Civiles conocen en 108 
juicios de divorcio de matrimonio civil, pero no €n. 
las causas de divorcio de matrimonio católico, pol” 
que en este caso la competencia radica en las auto" 
ridades eclesiásticas (G. J., t. IV, NO 191, p. 267). 


1 Véase Gaceta Judicial, Tomo C, N° 2265 de: septembre y: dile m 
. bre de 1962, p. 819, segunda columna in fine. 
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En casación de ocho de octubre de 1940 la misma 
Corte, fundéndose precisamente en lo dispuesto por 
el artículo 19 de la Ley 35 de 1888 (Concordato), 
asentó esta doctrina: “La: autoridad civil conoce,- 
pues, no solamente acerca de la validez o nulidad de 
los matrimonios civiles, sino también de las conse- 
cuencias c efectos civiles que se derivan del matri- 
monio católico, y tienen plena jurisdicción para re- 
sular tales efectos del matrimonio religioso". (G. J., 
t. L, N? 1964, p. 363). | 

En casación de 15 de diciembre de 1941 se expresó 
asi la Corte: “Reconocidos por nuestra legislación 
ambos matrimonios, el civil y el canónico, cada uno 
de ellos, segùn el caso, se celebra en la forma deter- 
minada por el legislador civil o por el legislador ecle- 
siástico: el primero ante el Juez Municipal del do- 
micilio de la mujer, mediante el lleno de ciertos 
requisitos; el segundo ante el Cura Párroco de la 
vecindad de la mujer, previas determinadas forma- 
lidades. Ni ia autoridad eclesiástica tiene competen- 
cia o jurisdicción para intervenir en un matrimonio 
civil, ni fallar sobre su existencia en sí misma, va- 
lidez o nulidad, ni tampoco el poder civil puede 
hacerio respecto de los matrimonios eclesiásticos. 
son dos jurisdicciones distintas que entremezclan a 
ese respecto, de donde resulta uno de los aspectos de 
la independencia de las dos potestades, y el respeto 
a la legislación canónica, que no forme parte de la 
civil". (G. J., t. LIT, NO 1981, p. 843). 

En casación de 31 de mayo de 1947 la Corte infirmó 
la sentencia recurrida, y en fallo de instancia decla- 
ró nulo un matrimonio civil por haber sido celebrado 
sin el cumplimiento exacto del requisito de la apos- 
tasía. (G. J., ùt. LXII, N? 2048, p. 408). 

En casación de abril seis de 1956 la Corte expresó 
que, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 19 
de! Concordato, “la Iglesia es la única potestad com- 
petente para conocer —tanto en Colombia como en 
el extranjero— de juicios de divorcio, por las causa- 
les contempladas en la legislación canónica, en re- 
lación con matrimonios celebrados conforme al rito 
católico". (LXKXXII-2167, 564). 

En auto de cuatro de septiembre de 1931 !a Sala 
Penal del Tribunal Superior de Bogotá, al decidir 
una apelación en proceso por bigamia, apreció asi 
el alcance del artículo 19 del Concordato: “El an- 
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terior artículo naturalmente debe entenderse del 
matrimonio católico, pues el puramente civil, con- 
traído por los no católicos, como simple contrato 
que es, seguirá las reglas comunes de las leyes na- 
cionales”. (Revista “Justicia”, t. It, NO 11, p. 87). 


Los expositores colombianos confirman en sus doctrinas 


la jurisprudencia de la Corte !: 


6. Los expositores Champeau y Uribe sostienen en 
su “Tratado de Derecho Civil Colombiano”, número 
326 y 336, que el artículo 19 del Concordato confir- 


ma el principio establecido por los artículos 17 y 18... 


de la Ley 57, y 51 de la Ley 153, ambas de 1887, de 
que los tribunales eclesiásticos son los competentes 
para conocer en los juicios de nulidad y de divorcio 
de matrimonios católicos. 


Citando las mismas disposiciones mencionadas, dice 
el doctor Rodríguez Piñeres que “la autoridad ecle- 
siástica es la única que tiene jurisdición para cono- 
cer de las causas de nulidad y divorcio de los matri- 
monios celebrados conforme al rito católico". (Curso 
Elemental de Derecho Civil Colombiano, t. II, N° 
389). 


También don Fernando Vélez, con respaldo en las 
normas expresadas, afirma que las causas de nulidad 
y de divorcio de matrimonios católicos se rigen por 
el derecho canónico y son de la competencia de las 
autoridades eclesiásticas (Estudio sobre el Derecho 
Civil Colombiano, t. T, Nros. 236 y 364). 


La opinión del Magistrado Enrique López de la Pava 


Para este Magistrado los jueces civiles en Colombia son 


los únicos competentes para conocer todas las causas relativas 


ai matrimonio civil: 


[^ 


...la jurisprudencia ha considerado 


siempre que las causas de nulidad y de divorcio de matrimo- 
nios civiles son de la competencia privativa de los Jueces Ci- 


viles" 2, 
Para el mismo Magistrado el artículo 18 del Concordato 


“no se refiere sino a las causas matrimoniales que se derivan 
del matrimonio católico" y explica así su pensamiento: 


1 Gaceta Judicial N° 2265, ob. cit., p. 33. 
2 Salvamento de voto citado, p. 33. 
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^7. El Concordato no hace mención del matrimonio 
sino en sus artículos 17, 18 y 19, y todos estos pre- 
ceptos solo se refieren al matrimonio católico: el 
primero, de manera expresa, para reconocerle vali- 
dez y efectos jurídicos en Colombia; el segundo, 
también en forma explícita, para senalar el medio 
de comprobarlo, y el tercero, de modo implícito, para 
deferiries competencia a las autoridades eclesiásticas 
en todas las causas referentes a dicho matrimonio. 
Ninguna de estas disposiciones aiude ni puede en- 
tenderse referida, expresa ni implicitamente, al ma- 
trimonio civil, porque esta institución fue ajena a 
las estipulaciones del Concordato, y es del resorte 
xclusivo del poder civi! que la estableció, la regula 
y la conserva en coexistencia con el matrimonio ca- 
tólico. 3: Concordato ignora por completo el matri- 
monio civil, y sus cláusulas sólo hacen referencia al 
matrimonio católico para los fines antes indicados. 
Del matrimonio “de los afiliados a otra religión, li- 
brepensadores o no-católicos, no tenía el Concordato 
qué hablar: su derecho y su obligación de acogerse 
a las leyes civiles eran perfectamente claros". (José 
de la Vega, “El Concordato”. Revista Colombiana, 
Volumen i1, N° 13, p. 3 y ss. Octubre de 1933). 


"8. El artículo 18 del Concordato contiene dos par- 
es, en cada una de las cuales se habla en general 
de “matrimonio”, sin discernir expresamente si se 
trata del católico o del civil. Esta circunstancia da 
pie para pensar que el precepto se refiere en térmi- 
nos genéricos a la institución del matrimonio y no 
a una u otra forma específica del mismo matrimonio. 


Sin embargo, esta apreciación no se concilia con las 
propias voces de la norma ni con las antecedentes 
y conexiones que de ella vienen expuestos. En efecto, 
la parte final del artículo dispone: “Los efectos ci- 
viles del matrimonio se regirán por el Poder Civil”. 
Este precepto no puede referirse a la institución ge- 
neral del matrimonio, ni al matrimonio civil, sino 
sólo a la forma especifica del matrimonio católico. 
No se refiere a la institución general del matrimo- 
nio, porque ello implicaría el reconocimiento de efec- 
tos jurídicos a todas las formas imaginables de ma- 
trimonio, cuando lo cierto es que nuestra ley civil 
no admite más que dos formas de matrimonio valido, 
la civil y la católica. Tampoco hace referencia al 
matrimonio civil, porgue éste produce por sí mismo 
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los efectos jurídicos que le asigna la propia ley civil 
que lo consagra y regula, sin necesidad de celebrar 
para ello ningún pacto o convención con otra potes- 
tad internacional. 9] Concordato no se celebró para 
que Colombia pudiera atribuirle efectos jurídicos al 
matrimonio civil que tenía y tiene establecido en 
uso de su soberanía. Descartadas estas dos hipótesis, 
fuerza es concluír que el “matrimonio” de que habla 
esta parte final del artículo no es ni puede ser otro 
ave el católico, primero, porque la celebracién del 
Concordato tenía por objeto, entre otras cosas, ad- 
mitir y reconocerle efectos jurídicos a ese matrimo- 
nio, y segundo, porque esta disposición no hizo sino 


ratificar lo que, en referencia expresa al mismo ma- - 


trimonio católico, tenía ya establecido el artículo 12 
de la Ley 57 de 1887, que atrás se transcribió. De 
lo cual se infiere también que el matrimonio a que 
alude este precepto es el católico únicamente y no 
el civil ni ninguna otra forma de unión matrimonial. 


“9. Queda así establecido que el artículo 19 del Con- 
cordato no se refiere sino al matrimonio católico, y 
gue la jurisdicción que la misma norma defiere a 
los tribunales eclesiásticos sólo comprende las causas 
o litigios relacionados con ese matrimonio. También 
se ha demostrado que los litigios relativos al matri- 
monio civil son de la competencia exclusiva de los 
Jueces Civiles. Cumple ahora analizar el punto rela- 
tivo a la disolución del matrimonio. 


“El Título 6° del Libro Primero del Código Civil no 
contiene sino un artículo, que es el 152, y que dis- 
pone: “El matrimonio se disuelve por la muerte de 
uno de los cónyuges”. De este solo precepto se infiere 
que el matrimonio civil es entre nosotros indisolu- 
ble, puesto que la ley no reconoce otra causa de di- 
solución que el deceso de uno de los consortes. Nl 
aun la muerte presunta de un cónyuge es bastante 
a disolver el vínculo matrimonial. Como el matrimo- 
nio civil es indisoluble, el Código Judicial no organiza 
ningún juicio ni atribuye a ningún funcionario 
competencia para dirimir o decretar la disolución 
del vínculo. De suerte que por este aspecto no puede 
hablarse de causa o litigio relativo a la disolución 
del matrimonio civil". 








| È 
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e) El privilegio de la fe 


E] derecho canónico consagra a favor de la Iglesia dos 
privilegios llamados de la fe: el paulino, según el cual el infiel 
no bautizado, casado en su religión o civilmente, puede obte- 
ner, sì se convierte al catolicismo, que la Iglesia declare di- 
suelto su matrimonio anterior y pueda entonces contraer un 
nuevo matrimonio con otra persona católica. El privilegio pe- 
trino tiene iguales efectos pero se otorga a los cristianos bau- 
tizados pero no católicos. La diferencia entre uno y otro es 
que el petrino produce la disolución del matrimonio anterior 
desde la fecha en que el privilegio es otorgado, en tanto que 
el paulino sólo produce efectos desde la fecha del matrimonio 
católico del nuevo converso con otra persona católica. En am- 
bos casos, el matrimonio anterior queda disuelto. 


Ninguno de los privilegios de la fe fue incluído en el Con- 
cordato de 1887; el privilegio paulino fue estipulado en el 
Concordato de 1942, pero como éste no fue nunca perfeccio- 
nado, debemos dar por sentado que en Colombia sólo regían 
tales privilegios de la fe por la referencia que a 1a legislación 
canonica hacia ei Concordato de 1887 en su artículo 39. 


Explica así el Magistrado López de la Pava en su salva- 
mento de voto citado” la diferencia entre los dos privilegios: 


"Cuanto al privilegio Paulino (c. 1120) y a la diso- 
lueión del vínculo en favor de la fe (c. 1125), los 
distingue, pues si bien dicen ambos relación al ma- 
trimonio de no católicos, el primero, el Paulino, con- 
templa el de infieles, en tanto cue el segundo, lla- 
mado privilegio Petrino, se aplica a matrimonios 
legitimos cuando uno de los cónyuges, sin ser cató- 
lico, ha sido válidamente bautizado fuera de la 
Iglesia. En el primero, la competencia para los efectos 
de los cáncnes 1121 y ss. corresponde al Ordinario 
del cónyuge convertido y, salvo en el caso de dispen- 
sa de las interpelaciones, no requiere intervención 
de la Silla Apostólica; mientras que cuando se trata 
de disolver el vínculo en favor de la fe por virtud 
del canon 1125, si bien la competencia corresponde 
al Ordinario para instruír el proceso, la decisión 
ASAS j 
! Sentencia de 8 de septiembre de 1962, Gaceta Judicial, Tomo C, 
Nos. 2261 a 2264, septiembre a diciembre de 1962, p. 33. 
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ultima y el rescripto incumben a la Sagrada Con- 
eregación del Santo Oficio y al Soberano Pontífice 
personalmente, en virtud de su facultad vicaria. En 
el privilegio Paulino “la disolución del vínculo sólo 


se realiza cuando el cónyuge convertido contrae | . 
nuevo matrimonio con persona católica, mientras ^ 
“que en el caso de disolución del vínculo en favor de . è 
la fe (c. 1125) la disolución se efectúa desde la fecha | 
del rescripto". | i 


f) El artículo 54 de la Ley 30 de 1888 


Esta norma dispuso que el matrimonio católico posterior. - 
disolvía el matrimonio civil anterior así fuese éste contraído . 
con otra persona. Esta ley sólo proveía a la legitimidad de los |. 
hijos del matrimonio civil pero no protegía los derechos del . 
cónyuge del primer matrimonio civil que no pasaba a otras . 
nupcias por lo católico. 


CBR YS rh uet p B se ini ii ivi ER E 


El dicho artículo 34 decía: 





“El matrimonio contraído conforme a los ritos dela . © 
religión católica anula ipso jure el matrimonio pu  : 
ramente civil, celebrado antes por los contrayentes ^ | 

con otra persona". 












Esta era una norma del derecho civil colombiano con res- : 
petables antecedentes históricos pero que no consagró ningún u$s. 
privilegio de la £e de la legislación canónica. owe 

El contenido de este artículo 34 de la Ley 30 de 1888 n0 
estaba incluído en el Concordato de 1887, y fue finalmente : 
derogado por la Ley 54 de 1924 (Ley Concha). | 


g) El privilegio de la fe en la jurisprudencia colombiana . 


Ya hemos visto que el privilegio de la fe no estaba consa- . 
grado en la legislación colombiana y tampoco en el Concordato : 
de 1887, y que su inclusión en el Concordato de 1942 no 9". 
canzó a tener vigencia por no haberse perfeccionado este COT" 
cordato. | * 

En 1960 se incoó proceso ante el Juez Primero en lo civil 
del Circuito de Bogotá demandando la nulidad de un mall” 
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- monio civil. Los antecedentes del asunto eran que un bautizado 
‘cristiano no católico contrajo matrimonio civil en Colombia 
© eon infiel en un todo de acuerdo con la ley. El cónyuge cris- 
J tiano no católico se convirtió al catolicismo y solicitó del Papa 
.un rescripto, concedido el cual por la Sagrada Congregación 
| del Santo Oficio en Roma, disolvió en. favor de la fe, el ma- 
.. trimonio civil anterior para que el peticionario que había 
abrazado la religión católica pudiera contraer válida y lícita- 
mente nuevas nupcias con mujer católica. El cónyuge del pri- 
mer matrimonio así disuelto contrajo nuevo matrimonio ca- 
 . tólico, en tanto que la cónyuge no cristiana pasó también a 
- Nuevas nupcias pero en matrimonio civil. El nuevo cónyuge 
- en este matrimonio civil fue quien pidió su nulidad por con- 
. Siderar que había bigamia pues el primer matrimonio de la 
| mujer (el que había sido disuelto por el privilegio petrino) 
estaba aún vigente ante la ley civil. | 
| Tanto el Juzgado sentenciador como el Tribunal Superior 
de Bogotá en apelación, rechazaron la demanda (“por falta 
de acción”) por cuanto el segundo matrimonio civil de la in- 
fiel se celebró luego de la disolución del anterior por el res- 
cripto papal, y no estaba subsistente el vínculo anterior. 


.. La Corte Suprema no casó la setencia del Tribunal y por 
consiguiente la dejó vigente. Las razones que tuvo la Corte 
para ello fueron las siguientes !: : 


"1. Por su esencia la disolución de un vínculo re- 
cíproco produce en derecho el efecto necesario de 
romper para ambas partes el lazo que hasta enton- 
ces las ligara. De donde también por necesidad se 
desprende que la competencia para desatar a una 
de Jas dos partes envuelve la liberación de la otra, 
que en lo jurídieo mal podría permanecer unida por 
vínculo mutuo con quien ha venido a ser ajena a 
esa misma relación. 

*2. No incumbe a la jurisdicción civil definir si las 
providencias eclesiásticas están ajustadas a los ca- 
nones. Seria el desconocimiento de la autonomia de 
la Iglesia, cuya libertad e independencia del poder 
civil, con soberania para regirse por sus propias le- 





a ie Gaceta Judicial, Tomo C, Nos. 2261, 2262, 2263 y 2264, de sep- 
i LE a diciembre de 1982, p. 27, 29, Ponencia de José Hernández Ar- 
aez. Sentencia del 8 de septiembre de 1962. 
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yes y de ejercer su autoridad espiritual y su juris- 
dicción canónica, como persona jurídica perfecta de 
derecho público, se halla respetada en Colombia, 
en concreto por la Ley 35 de 1888, que aprobó el 
Concordato, con fuerza obligatoria tan grave como 
la que surge de los tratados publicos, y mayor fir- 
meza y estabilidad que las leyes comunes. | 


“3. Por imperativo reiterado “la legislación canóni- 
ca es independiente de la civil, y no forma parte de 
ésta; pero será solemnemente respetada por las au- 
toridades de la Republica”. ~ Ley 153 de 1887. - 30 
Concordato-Ley 35 de 1888) 


“Este modo de respetar el derecho canónico por re- 
ferencia formal, en conformidad con doctrina de la 
Corte en fallos de casación de 15 de mayo de 1954 
(LXXVII 
1961 (no publicado todavía por la Gaceta Judicial !), 
significa de plano que las leyes eclesiásticas son exe- 
quibles y válidas para el derecho civil “con las ca- 
racterísticas intrinsicas y la vigencia y validez que 
tienen en el ordenamiento de origen", como emana- 
das de persona jurídica de derecho publico eclesiás- 
tico, en la que ej Estado reconoce potestad legislativa, 
administrativa. y jurisdiccional. 


^Y dentro de las consecuencias que de ello se des- 
pr fue senalada en la sentencia de 15 de mayo 
de 1954 ‘a imposibilidad de considerar que pueda 
haber conflicto entre la norma civil y la eclesiástica, 
pues cuando el derecho del iîstado defiere formal- 
mente a una institución de derecho canónico, esa 
deferencia implica que el derecho civil admite la 
reglamentación canónica relativa a esa institución. 
O sea precisamente lo que sucede con el matrimonio 
de los que proiesan la religión católica, por referen- 
cia al derecho canónico del artículo 17, Concordato- 
Ley 35 de 1888; y para “las causas matrimoniales 
que afecten el vínculo del inatrimonio y la cohabi- 
tación de los cónyuges, así como las que se refieran 
a la validez de los esponsales”, por el artículo 19, 
ibidem. 


"4. El matrimonio entre infieles no está regido en 
su celebración por los cánones. Pero la infidelida 
es susceptible de desaparecer. “Por el bautismo que 
da el hombre constituído persona en Ja Iglesia de 





1 Gaceta Judicial, Tomo XCVII, Nos. 2246 a 2249, septiembre a di: 


 ciembre de 1961, pp. 202 a 210 (nota G.C.G.). 
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Cristo, con todos los derechos y obligaciones de los 
cristianos”, según el canon 87. 

^8. Por cuanto el privilegio se concede por el derecho 
canónico estrictamente en favor de la fe, es obvio y 
necesario que quien lo recibe quede en capacidad de 
contraer nuevo matrimonio, pero nada más gue por 
el rito católico, y de ningún modo matrimonio civil, 
que repugna a la naturaleza, significación y alcance 
del propio privilegio en favor de la fe. | 


“En consecuencia, el beneficiario del privilegio no 
puede ante el Estado celebrar nuevo matrimonio 
civil mientras viva quien contrajo el anterior matri- 
monio civil con tal beneficiario. 


“9. Con los privilegios en favor de la fe podría pen- 
sarse Que en punto de indisolubilidad del matrimo- 
nio fuese más estricto y exigente el derecho civil 
colombiano que el propio derecho canónico, mas no 
que dejen de estar regidos los supuestos de hecho 
por los cánones a que formalmente refiere 1a ley del 
Estado. 


“Sin embargo, en la mayoría los dos derechos coin- 
ciden a virtud de la referencia formal. Pues si por 
privilegio en favor de la fe la Santa Sede disuelve 
el matrimonio legítimo —que es el civil para los no 
catolicos— y ei derecho laico defiere a esa institu- 
ción canónica, no otra cosa que armonía puede ha- 
llarse entre las dos legislaciones y las dos potestades 
de que las normas emanan. 


"pe la manera expuesta el privilegio en favor de la 
fe es recibido por el derecho civil sin lesión de la 
norma según la cual “el matrimonio se disuelve por 
la muerte de uno de los cónvuges”. (152). En forma 
expresa no ha dadc la lev civil ninguna otra causa 
de disolución del matrimonio, ni siquiera el divorcio, 
que apenas “suspende la vida común de los cónyu- 
ges” (153); pero sí implícitamente por las causas 
canónicas que el mismo derecho civil adopta por 
virtud de referencia formal. 


“10. El rescripto de la Santa Sede no menciona el 
privilegio Paulino, sino que expresa por materia “la 
disolución del matrimonio en favor de la fe”. Lo cual 
induce a la inteligencia de que se trata no propia- 
mente del privilegio Paulino para matrimonio con- 
traido por infieles, sino de gracia pontificia en favor 
de la fe, en cuanto Rothschild profesara el protes- 
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tantismo y estuviese bautizado como cristiano, aun- 
que no en el seno del catolicismo. Lo indudable en 
uno u otro caso, y lo indiscutible ante el Concordato- 
Ley 35 de 1888, consiste en la potestad canónica del 
Soberano Pontifice y de la Curia Romana para di- 
solver en favor de la fe el vinculo de matrimonio 
civil legítimo entre no cató'icos. Y como este evento 
de ruptura depende de autoridad tan alta y respe- 
table en la historia, hay distancia para considerar 
que por ello hubiese en el matrimonio civil inciden- 
cia de modalidad suspensiva o resolutoria alguna 
como potestativa simple de cualquiera de los con- 
trayentes. 


“11. Es indudable que el rescripto de la suprema i 


autoridad eclesiástica se ha limitado a disolver el 
vínculo matrimonial, sin inmiscuirse en los efectos 
civiles que de la ruptura se originan. En la secuela 
poseen plenitud de competencia la ley y las juris- 
dicciones civiles, sobre la base indiscutible de aquella 
causa eficiente. 


“12. Con la partida eclesiástica de matrimonio es 
obvio que no se ha pretendido probar aquí el estado 
civil de Hans Rothschild como cónyuge de Marina 
Gómez, sino simplemente acreditar el supuesto de 
hecho de haberse casado por el rito católico con mu- 
jer católica para efectos canónicos en favor de la fe 
(1126). Y en ello es indiscutible el valor pleno e in- 
mediato de la atestación eclesiástica expedida por el 
Párroco. Lo que además hace presumir que se cum- 
plieron a cabalidad las exigencias y condiciones pre- 
vias para la validez del matrimonio católico, tales 
como, en su caso, la ejecutoria del rescripto pontificio 
y las interpelaciones canónicas a la parte no bautl- 
zada del anterior matrimonio. Tales requerimientos 
están al cuidado de la Iglesia, y si se alega falta de 
alguno, ante la partida de matrimonio católico, la 
contraprueba habría de surgir de la respectiva de- 
claración eclesiástica, que el recurrente no señala 
por no existir en los autos”. 


El salvamento de voto del Magistrado 
Enrique López de la Pava 


Este salvamento a la anterior sentencia de la Corte, qué 


ya hemos citado de paso, sostuvo que el matrimonio civil n 
podía ser disuelto por la autoridad eclesiástica, que era incom" 
petente para ello. Dijose allí: 
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“Desde luego, ni el artículo 53 presta asidero a se- 
mejante interpretación, ni el 38 permite siquiera la 
menor duda. ‘Se entiende (dice este último artículo) 
que la Iglesia no es ni será oficial y conservará su 
independencia”, y esto se preceptúa después de ha- 
berse declarado que “la Religión Católica, Apostólica, 
Romana, es la de la Nación”, y que ‘los poderes pú- 
blicos la protegerán y harán que sea respetada como : 
esencial elemento del orden social’. 


“Así, lo que pertenece a la religión (no lo que es 
asunto de disciplina eclesiástica, cosa variable) es 
elemento del orden social, y debe ser respetado y 
protegido, por cuanto la Nación declara que aquella 
religión es la suya. Pero de ningún modo queda com- 
prendido en esta disposición el Derecho Canónico, 
por dos razones incontrovertibles: primera, porque 
la Iglesia Católica no es ni será oficial, y se volvería 
oficial si su legislación fuese legislación obligatoria 
de Colombia; y segunda, porque en Colombia no es 
ley, ni puede tener fuerza de tal, sino lo que emana 


del Congreso, con las formalidades constitucionales 
del caso. 


“Cuanto al artículo 53, él no ha querido, en manera 
alguna, dar a la Iglesia Católica autoridad ni juris- 
dicción en asuntos temporales; ni podía tener ta! 
objeto, porque en tal caso estaban de más la Cons- 
titución y el Gobierno, y más sencillo era poner la 
República a disposición de la Santa Sede. Cónsono 
este artículo con el 38 que reconoce su independen- 
cia a la Iglesia Católica, reconoce a esta Iglesia el 
derecho propio de disponer de sus asuntos interiores, 
de ejercer actos de autoridad espiritual y de juris- 
dicción eclesiástica; y reconociéndole también la per- 
sonería civil, le permite (podrá) ejercer actos civiles, 
como son los contratos, la adquisición y posesión de 
bienes, la comparecencia en juicio, y lo demás que 
el Código Civil permita a las personas civiles. La in- 
dependencia de la Iglesia Católica (no oficial) con- 
siste precisamente en que ella obre con libertad y 
separación en su esfera, que es la divina, la de las 
almas; y si de otro modo se entendieran las cosas, 
la República perdería su independencia en su propio 
campo, que es el de los negocios temporales. En és- 


tos ninguna autoridad tiene ni puede ejercer la 
Iglesia. | 
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“Desde entonces Ja nueva persona en la Iglesia que- 
da regida y amparada por el derecho eclesiastico, a 
que el derecho civil, cuanto a las dichas materias 
matrimoniales, hace referencia formal con todas sus 
consecuencias y sin conflicto alguno. Y lo habría 
por la interferencia del poder civil que suprimiese 
o recortara e! efecto de la regulación canónica sobre 
la suerte del matrimonio legítimo contraído en la 
infidelidad por quien abraza después la fe católica 
mediante el bautismo, o sobre las nupcias de persona 
‘no bautizada con otra bautizada en la Iglesia ca- 
tólica o convertida a ella de la herejía o del cisma’. 
“5. La cuestión en materia matrimonia! canónica, 
a que refiere el derecho civil se encuentra especial 
y expresamente prevista y regulada en las normas 
eclesiásticas: 

“Es nulo el matrimonio contraído por una persona 
no bautizada con otra bautizada en la Iglesia, o con- 
vertida a ella de la herejía o del cisma”. (1-1070 C. 
D. C.). 


“El matrimonio legítimo entre no bautizados, aun- 





que esté consumado, se disuelve en favor de la fe aaa 


per el privilegio Paulino". (1-1120). 


“Bl vínculo del matrimonio anterior celebrado en 
la infidelidad, se disuelve en el momento preciso en 
que la parte bautizada celebre válidamente nuevo 
matrimonio”. (1126). 


“En caso de duda, el privilegio de la fe goza del fa- 
vor del derecho”. (1127). 


“6. Cuando hombre y mujer permanecen por fuera 
de la Iglesia, el matrimonio civil entre ellos conti- 
nuará inmutable bajo el imperio privativo de la re- 
gulación laica. Mas no cuando el Sumo Pontífice de 
la lg esia católica ha disuelto en favor de la fe el 
vinculo matrimonial, por cuanto uno de los cónyuges 
abrazara el catolicismo, y la ley civil defiere a lo que 
con respecto a los bautizados prescribe el derecho . 
canónico. Y la referencia está hecha por el artículo . 
19 del Concordato a la autoridad eclesiástica como 
exclusivamente competente en “las causas matrimo- 
niales que afecten el vínculo del matrimonio”. Esto . 
es, según el derecho canónico, ya que no otro apli - 
can las jurisdicciones eclesiásticas. No por implicito | 
es menos claro al respecto el acuerdo del Estado CO* 
lombiano con la Sede Apostólica. 
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‘7. No corresponde sin conflicto al poder civil dis- 
cutir la competencia de la Curia Romana para desa- 
tar, en favor de la fe, de quien se bautiza o recibe 
el credo católico, el vínculo legítimo que por matri- 
inonio civil lo uniera con persona que de su parte 
continua en la infidelidad. El'o es materia propia 
del derecho eclesiastico, que regula y concede los 
privilegios en favor de la fe, con independencia y 
solemne respeto del poder civil. 


“Roto asi el vínculo matrimonial, desligado sia 
necesariamente tanto el cónyuge que ingresa y per- 
manece en el catolicismo en razón de su fe, como 
el que no es ni ha sido persona en la Iglesia por 
estar en la infidelidad. Y si ese vinculo anterior no 
subsiste desde cuando vino a quedar disuelto en fa- 
vor de la fe del marido, no se predica con respecto 
a la mujer no bautizada que con posterioridad con- 
trae nuevo matrimonio civil con otra persona, la 
causal de nulidad que bajo el número 12 estatuye 
el artículo 140 del Código Civil”. 


De las doctrinas anteriores y de los preceptos posi- 
tivos que las respaldan, se pueden deducir y destacar 
estos postulados: 


“a) La legislación canónica es independiente de la 
civil, y no “forma parte de ésta, lo cual significa que 
el derecho canónico no es el derecho civil nacional, 
no hace parte integrante de éste, ni es por lo tanto, 
aplicable en términos generales entre nosotros. 


“b) Hay casos especiales en que, respecto de una 
materia determinada y concreta, el ordenamiento 
civil defiere expresamente a la ley canónica la regu- 
lación jurídica del punto previsto. En este supuesto 
la referencia es simplemente formal o no recepticia, 
vale decir, que la ley civil se remite a la regulación 
canónica de la cuestión prevista, y acepta este orde- 
namiento para todos sus efectos jurídicos. 


“c) Como la legislación canónica no es el ordena- 
miento jurídico nacional ni forma parte de éste, los 
casos y materias determinadas en que la ley civil 
defiere a la canónica, son de naturaleza excepcio- 
nal y, por tanto, de interpretación y aplicación es- 
trictas, o sea, que no pueden ser entendidos ni apli- 
cados por extensión ni por analogía. (Excepto est 
strictissimae interpretationis) . | 














1036 


LA IGLESIA EN COLOMBIA ANTE LOS CAMBIOS DEL MEDIO SIGLO XX 


“Aplicando estos postulados al caso presente, se tie- 
ne que ninguna norma civil ha deferido, expresa ni 
implicitamente, a la ley canónica la aplicación del 
privilegio de la fe, Paulino o Petrino, al matrimonio 
civil colombiano, esto es, al enlace matrimonial de 
personas que ante el Juez respectivo manifestaron 
en forma paladina y solemne que no profesaban la 
fe católica. En consecuencia, ese privilegio no es 
aplicable en Colombia, porque la legislación canóni- 
ca no es parte de la civil ni disfruta de preponderan- 
cia sobre ésta en las materias que no se le han de- 
ferido de manera explícita y concreta. 


“Con base en que la ley y las autoridades nacionales B 


deben respeto y protección a la Iglesia Católica y a 
su legislación, se ha pretendido hacer prosperar la 
tesis de que el derecho canónico tiene prevalencia 
sobre la civil en todas las materias reguladas por él. 
Como uno de los corolarios de esta tesis se cita el de 
la aplicación al matrimonio civil del privilegio de 
la fe estab'ecido y regulado por el derecho canónico. 
Tal tesis fue ya refutada por el doctor José Maria 
Samper, coautor de la Constitución de 1886, en los 
siguientes términos, que no han perdido su mérito 
y que bien valen la pena de reproducirse: “Un gra- 
vísimo incidente oficial, y algunos actos legislativos 
posteriores a la Constitución, hacen comprender que 
el artículo 53 de ésta ha sido mal interpretado. De 
él se ha querido deducir (no obstante su clarisimo 
lenguaje y lo terminantemente dispuesto por el Se 
gundo miembro del artículo 38) que el Derecho Ca- 
nónico de la Iglesia Católica hace parte de la legis- 
lación nacional; y un Ministro de Estado ha llevado 
su ortodoxia (católica, tal vez, pero no constitucio- 
nal) hasta declarar, por resolución gubernativa, que, 
en caso de oposición, el Derecho Canónico (que nO 


emana del Congreso) prevalece sobre las leyes de là v. 


Republica, que son de fuente constitucional. 


**...Así, ya que impropiamente se declaró en el ar 
tículo 38 que la religión de la Nación es la católica 
(no debiendo ser sino de los colombianos en su gran 
mayoría, según lo reconocieron las Bases), es claro 


que este reconocimiento de un hecho social ten! ' 


por principales efectos los tres enumerados en 


mismas Bases, y que la Constitución ha incluído € : 


el Titulo IV. De ningün modo se pensó en dar a di 
ora 


1bli- : Ds 


Iglesia carácter oficial ni, por lo tanto, incorp 
el Derecho Canónico en la legislación de la Repu 
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ca; antes bien, se declaró expresamente que la Igle- 
sia Católica no era ni sería oficial. Es, pues, incues- 
tionab!e que el artículo 53 sólo ha querido dar a dicha 
Iglesia las legítimas garantías a que tiene derecho, 
como poder espiritual, como persona jurídica y como 
autoridad en lo que es de su exclusivo dominio; pero 
de ningún modo para inmiscuirse ni ejercer auto- 
ridad en los asuntos temporales o que afecten a la 
soberanía colombiana’. (Derecho Público Interno 
de Colombia, t. II, p. 102 y ss.). a 


"Pambién el doctor Tulio Enrique Tascón afirma 
que el respeto a la legislación canónica “debe enten- 
derse en cuanto (ésta) no se oponga a la Constitu- 
ción y leyes nacionales, porque la independencia del 
Estado así lo exige". (Derecho Constitucional Co- 
lombiano, p. 124). 


“La actual Carta constitucional señala como bases 
de las relaciones entre el Estado y la Iglesia la re- 
cíproca deferencia y el respeto mutuo, principio éste 
que deja sin piso a la simplista teoría que de paso 
se ha querido recordar. | 

“15. En resumen se tiene: el artículo 19 del Concor- 
dato sólo se refiere al matrimonio católico, y la ju- 
risdicción que dicho precepto confiere a los tribunales 
eclesiásticos no comprende sino las causas o litigios 
referentes a dicho matrimonio. Ni esa norma ni nin- 
guna otra disposición civil defiere competencia a las 
autoridades eclesiásticas para decretar la disolución 
del matrimonio civil colombiano por ninguna causa 
ni por medio alguno, ni para exonerar a los cónyu- 
ges de sus correspondientes obligaciones. La disolu- 
ción del matrimonio civil mediante la aplicación del 
privilegio de la fe por las autoridades eclesiásticas 
es acto que no concilia con el respeto que estas au- 
toridades deben a la legislación nacional, y que en- 
trafia el desconocimiento o menosprecio de la sobe- 
ranía de la Nación en punto de tal matrimonio”. 


1) Las dos soluciones propuestas conducían a 
conflicto insoluble 


La sentencia de la Corte, en el caso que nos ocupa, dice 
que e] rescripto papal que concede el privilegio petrino disuel- 
RS matrimonio civil anterior desde la fecha del rescripto, 

orme a la legislación canónica, la cual debe aceptarse en 
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su integridad, pero que las consecuencias civiles que se des. 
prenden de su aplicación quedan sujetas a la competencia de 
las jurisdicciones civiles. 

En esa forma la Corte aseguró la vigencia integral de las 
leyes canónicas a través del Concordato en Colombia, pero no 
se cuidó de dilucidar las graves consecuencias que surgian de 
su jurisprudencia, pues no sentenció sobre la validez o invali- 
dez del segundo matrimonio civil posterior del cónyuge infiel 
cuyo matrimonio civil primitivo había sido disuelto por la 
aplicación del privilegio de la fe. 

Pero para el Magistrado disidente López de la Pava, la le- 


gislación canónica del privilegio de la fe no puede modificar el | 


código civil para el cual el matrimonio es indisoluble, y por 
tanto la concesión del privilegio petrino no puede disolver un 
matrimonio civil anterior en Colombia sin una disposición le- 
cislativa o concordataria expresa. 


p  Deslinde de la. jurisdicción matrimonial de la relativa 
al estado civil de las personas 


Por sentencia de 24 de mayo de 19€3, la Corte Suprema 
reconoció nuevamente la fuerza legal de los follos de los tri- 
bunales eclesiásticos, pero los limitò en cuanto a sus efectos. 


La doctrina de esta sentencia, es la siguiente, según el re- 
sumen hecho por el Relator ! 


“Por su causa, por su objeto y por los sujetos de la 
relación jurídico-procesal, Jos litigios sobre nulidad 
del matrimonio o sobre divorcio o sobre separación 
de los cónyuges, son distintos e independientes de 
los procesos sobre impugnación de la filiación pa- 
terna o materna, o de la legitimidad de la misma 
filiación. Por este motivo la competencia deferida 2 
las autoridades ec'esiásticas para entender en las 
primeras causas mencionadas, cuando ellas dimanan 
de matrimonios cat ólicos, no comprende el conocl- 
miento de las segundas. Este conocimiento corres- 
ponde de manera privativa a los Jueces Civiles, de 
tal modo que sólo las decisiones de estos funciona- 
rios producen los efectos que prevén las normas re- 
guladoras de las controversias sobre impugnación 
de la filiación legítima o natural. 


— 


1 Gaceta Judicial, Tomo CIT, N° 2287, abriljunio de 1983 


q 
en 
CO 





[3 


Pacta AR ic 








POSICION DE LA IGLESIA EN COLOMBIA DURANTE ESTE PERIODO 1039 ` 


Conforme a lo prescrito por el artículo 59 de la Ley 

.. 95 de 1890, además del fallo de divorcio o separación 
de los cónyuges por adulterio de la mujer, se requie- 
re demostrar también que el marido no hacía vida 


conyugal con ésta durante el periodo legal de la con- 
cepción del hijo cuya legitimidad se impugna. | 


El fallo del Tribunal Diocesano tiene pleno valor 
y produce todos sus efectos en cuanto concierne a 
la separación de los cónyuges, pero no en lo refe- 
rente a la declaración de que el menor no es hijo 
de quien impugna su legitimidad. Respecto de este 
segundo punto, la decisión eclesiástica no creó nin- 
guna situación jurídica entre el demandante y el 
menor, y, de consiguiente, carece de solidez el argu- 
mento de que la sentencia acusada modificó esa si- 
tuación. El fallo canónico prueba el adulterio de la 
cónyuge, pero esta sola circunstancia no es suficien- 
te para tener por destruída la presunción de pater- 
nidad legítima que la ley atribuye al actor en relación 
con el aludido menor”. 


17. Posición de la Iglesia en Colombia durante este periodo 


La muerte de Gaitán en 1948 hizo ver al partido liberal 
que no tenía candidato que oponer victoriosamente a los con- 
servadores en 1950, y resolvió en 1949 lanzarse a la 
guerra política contra el Presidente Ospina quien aceptó el 
reto y cerró el Congreso. Ante ello los liberales apelaron a 
la guerra civil encubierto contra el Gobierno, desencadenando 
con este acto no sólo las fuerzas anárquicas que existen en 
toda sociedad, sino invitando la intervención extranjera. del 
comunismo internaciona!. A la sombra de las guerrillas autén- 
ticas que se crearon en los campos, se organizaron fuerzas ar- 
madas comunistas, para quienes no cuentan los intereses del 
país sino los de las fuerzas foráneas que las sostienen. 


La Iglesia hizo esfuerzos para evitar la propagación de la 


guerra, pero sin resultado. Cuando el general Rojas Pinilla 
llegó al poder por un golpe de estado, el Arzobispo de Bogotá 
le reconoció como gobernante legítimo y apoyó a su gobierno, 
el cual logró en un principio la cesación de la lucha civil por 
parte de los guerrilleros liberales. - i 

| Los errores políticos de Rojas Pinilla le llevaron a su caí- 
da, la eual produjo una unión de los dos partidos tradicionales 
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liberal y conservador, los cuales, en el preámbulo de la Cons- 
titución, volvieron a consagrar la invocación a Dios que había 
sido eliminada en 1936 y reconocieron que la religión Católica, 
Apostólica y Romana es la de la Nación, y esencial elemento 
del orden social. 


À partir de 1958, la Iglesia colombiana otea un cambio en 
las circunstancias y se vuelca de lleno en la acción social y la 
lucha en favor de los trabajadores y los campesinos: es 1a res- 
puesta de la, Iglesia a las ganancias que en esos sectores había 
hecho el comunismo; “los católicos se convierten entonces en 
agentes de: cambio que trabajan más para la sociedad que para 
intereses específicamente católicos" !. 

El Concilio Vaticano II, por otra parte, fue la sefial de 
comenzar un cambio aün más profundo en la Iglesia. Aparecen 
los grupos progresistas del clero que piden la aplicación inme- 
diata de las normas conciliares. Luego de la enciclica Populo- 
rum. progressio ? se acentúa el deseo de la Iglesia de participar 
en el cambio social apoyando la reforma agraria y despren- 
diéndose de sus bienes. Se formaron grupos de sacerdotes co- 
mo los llamados de Golconda, de Sal y otros, destinados a 
desarrollar una base de poder para romper la organización 
civil y religiosa del país?, adoptando para ello el lenguaje y 
los métodos marxistas. 












Esta posición surgió en abierta contradicción con la de ~ 
los obispos, quienes declararon temer a. la revolución violenta, 
la penetración marxista y la politización del clero. Pero 105 
sacerdotes progresistas pensaban que la jerarquía eclesiástica 
se ocupa más del lenguaje que de la práctica *. | 

El grupo sacerdotal llamado de Golconda se propuso ter- 
minar las relaciones entre la Iglesia y el Estado 5. 


Con este paisaje en el fondo se iniciaron las negociaciones 
que llevaron a la conclusión del Concordato de 1973. 


Historia General de la Iglesia en la América Latina, ob. Cit. 


27 de marzo de 1967. 

Ob. cit., Historia, etc., p. 575. 
4 Ob. cit., p. 580 dice cosas como ésta: "Es indudable que nuestro 

sistema de vida social está al servicio de minorías privilegiadas qué 

controlan la riqueza, el poder y la cultura”. 
9 .Ob. cit., p. 582. 


1 
p. 540. 
2 
3 
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LOS PROBLEMAS DEL MATRIMONIO RESULTANTES DEL | 
CONCORDATO Y DE LA LEY CONCHA. 


1. La Corte Suprema. plantea el problema 


La sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 31 de 
mayo de 1947 !, en casación civil, examinó el caso de un matri- 
monio civil contraído por bautizados en Colombia, en el cual 
los contrayentes hicieron al Juez la manifestación escrita de 
que trata la Ley 54 de 1924 (Ley Concha) pero no cumplieron . 
los otros tres requisitos de inserción de esa manifestación en . 
el edicto que el Juez publica antes del matrimonio, el aviso del - 
Juez al Ordinario sobre la apostasía dado con un mes de an- - 
ticipación, y la ratificación de la apostasía que los contrayentes . 
han de hacer ante el Juez y los testigos en el acto mismo del - 
matrimonio. 


La Corte consideró que los cuatro requisitos de la Ley 
Concha tenían valor sustancial pues tal Ley debía considerar- . 
se incorporada en el Código Civil, y tácitamente estableció la . 
Corte que la omisión de esos requisitos constituía una causal 
de nulidad, no consagrada expresamente, ya que declaró que 
el contrato de matrimonio así celebrado deficientemente desde 
el punto de vista formal, era un contrato que adolecia de ob- 
jeto ilícito (artículo 1523 del Código Civil). 

Calificó la Corte tal contrato de matrimonio como nulo 
por ir contra prohibición legal, y nulo por haberse efectuado 
sin el requisito de la apostasía, exigido por la ley como indis- 
pensable para el acto o contrato y por consiguiente para la 
validez del mismo. 


1 Gaceta Judicial, Tomo LXII, Nos. 2046-2047 de abril-mayo de 
1947, p. 408. ! 
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Esta sentencia de la Corte reconoció sin fundamento le- 
gal la existencia de una causal de nulidad del matrimonio no 
contemplada en la propia Ley Concha, lo cual ocasionó una | 
bien fundamentada critica del Magistrado Hernán Salamanca ELS 
en su salvamento de voto, en el cual dijo: | E 


“Todo el régimen de la nulidad, que es la sanción 
que ampara la organización jurídica, pertenece al | e 
orden público, y las leyes que la establecen y gobier- : MENU 
nan, por su propia naturaleza y por ser contentivas | A ws 
de una sanción, están. sometidas .à interpretación 
restricta que excluye de manera absoluta toda apli- "x 
cación extensiva o analógica. Y respecto de ningún prt Sed 
acto jurídico tienen más rigidez y operancia estos : "cs 
principios que en relación con el matrimonio —mas | BT 
institución jurídica que simple contrato de derecho | el 
civil— porque es el eimiento de la organización so- | A 
cial y la fuente más abundante de las relaciones de 
derecho. La necesidad imperiosa de hacer excepcio- 
 nalmente estable este contrato familiar indujo al 
legislador a establecer, exclusivamente para él, el 
régimen de las nulidades únicas y expresas, con el 
objeto de sustraer su validez y su estabilidad del ré- 
gimen general de las nulidades virtuales por con- 
travención a disposiciones expresas de la ley, impi- 
diendo de esta manera que quedara expuesto como 
cualquier otro acto jurídico a las conclusiones, no 
siempre acertadas y socialmente aconsejables, de la 
libre interpretación de los jueces en el análisis de la 
eficacia y validez de los negocios jurídicos. 


“Champeau y Uribe, después de enumerar las cau- 
sales legales, dicen a la página 205 de su Tratado de 
Derecho Civil Colombiano, tomo I: “Tales son los 
casos de nulidad absoluta del matrimonio, y la enu- 
meración de ellos es limitativa, así como la de los de 
nulidad relativa. En materia de matrimonio no hay 
nulidades virtuales, según resulta del artículo 16 de 
la ley 57 de 1887, que reemplaza al 147 del Código: 


“Fuera de las causas de matrimonios civiles enume- 
radas en el artículo 140 del Código y el 13 de esta 
ley, no hay otras que invaliden el contrato matri- 
monial. Las demás faltas que en su celebración se 
cometan, someterán a los culpables a las penas que 
el Código Penal establezca’. 


“Principio de grande importancia es éste, del cual 
hemos hecho ya varias aplicaciones. Sin embargo, 
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no hay que exagerar el alcance del articulo. No pue- 
de referirse sino a las disposiciones anteriores a él; 
si una ley posterior establece nuevos casos de nuli- 
dad, el texto que estudiamos no será motivo para . 
dejar de aplicar la nueva disposición; lo que sí deberá 
exigirse es que se haya decretado formal y terminan- 

temente la nulidad". | 


"Y don Fernando Vélez en el Tomo 1 de su Estudio 
sobre el Derecho Civil Colombiano, a la página 123, 
comentando el citado artículo 16 de la ley 57 de 
1887 dice 'Este principio modifica de una manera 
sustancial el derecho comün que acepta como nuli- 
dad toda contravención a ley prohibitoria (artículo 
69), aunque la nulidad no esté expresamente deter- 
minada por la ley. Tratándose del matrimonio, a 
causa de su grande importancia, puesto que es la 
base de la sociedad, ha querido el legislador reglar- 
lo todo, sin dejar nada, ni al arbitrio de los cónyu- 
ges, ni a la interpretación de la ley. De ahí que el 
matrimonio no pueda anularse sino en virtud de nu- ` 
lidades expresamente indicadas por la ley, y no de 
acuerdo con motivos que pudieran tomarse como 
nulidades £dácitas'.. : 
“A la luz de estos principios, que fue la que alum- 
bró la sentencia de segunda instancia casada por la 
Corte, !a decisión acertada del caso es obvia y trivial: 
las omisiones aducidas como motivo de la nulidad 
matrimonial no están erigidas como tales de mane- 
ra expresa en la ley 54 de 1924 que las establecio, 
ni en ninguna otra, y por tanto no pueden producir 
la nulidad matrimonial. La calidad y sentido que 2 
tales omisiones corresponde es de "faltas en su cele- 
bración”, cuyas consecuencias son distintas de la 
nulidad, ya conforme al artículo 16 de la ley 57 de 
1887, como a la luz del artículo 69 del C. C. que es 
tablece la nulidad como sanción tácita de la violación 
de la ley, ‘si en ella misma no se dispone otra cosa. 


"Dentro del conjunto de esos requisitos se ve clara 
mente separables, la apostasía, probable con 1a decla 
ración escrita ante el Juez, y el resto, destinadas t0- 
das a la publicación o promulgación de la apostasia 
con finalidades exclusivamente de carácter canónico, 
Está claro, y todos los comentadores de la ley 54 !0 
afirman, que el aviso que el Juez debe dar al ordi- 
nario eclesiástico, como el término judicial de treinta 
| días no tiene otro objeto que el de que dicho ordina" 
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rio esté en posibilidad de cumplir las instrucciones 
dadas al respecto por la Santa Sede a los Obispos co- 
lombianos, en el sentido de que deben llamar a los 


presuntos contrayentes para excitarlos a que renun- 


cien a su proyecto pecaminoso, y para que, si no se 
logra la renuncia, puedan proceder a excomulgarios 
con excomunión mayor, cuyo levantamiento se re- 
serva el Soberano Pontífice. Todas estas formalida- 
des para dar publicidad a la apostasia persiguen la 
finalidad religiosa de someter a los apóstatas a una 
legítima coerción espiritual que los vuelva al seno 
de la Religión y les evite los castigos de Dios y de la 
Iglesia; pero en el estricto campo del derecho civil 
no pueden estimarse como requisitos establecidos 
por la ley en consideración a la naturaleza o especie 
del contrato matrimonial. Su insignificancia desde 
este punto de vista la revela la circunstancia de que 
no pueden usarse para impedir el matrimonio, pues 
la insistencia de los contrayentes los reduce al fin 
y al cabo a efectos meramente religiosos. 


“Hoy no existe, por razones de forma, otra causal 
de nulidad del matrimonio civil que la consistente 
en no celebrarse ante el Juez y los testigos compe- 
tentes (Art. 13, ley 57 de 1887). Los requisitos for- 
males sobre publicidad de la apostasía a que estoy 
aludiendo, los estableció la ley, como sin lugar a du- 
da resulta del sentido de las negociaciones concor- 
datarias y de su propia finalidad, con fines religiosos 
en consideración a la calidad de sacramento que co- 
rresponde al matrimonio católico; pero es evidente 
“que no se les puede catalogar, según el artículo 1741 
del C. C., como formalidades prescritas para el valor 
del matrimonio en consideración a la naturaleza 
jurídica de este contrato civil, con lo cual no puede 
vérseles ninguna conexidad. 

“Al margen de estas consideraciones sobre funda- 
mento jurídico del fallo de la Corte, pueden anotar- 
Se serios reparos de inconvenientes a la inclinación 


jurisprudencial que me parece ver en la tesis triun- 


fante, hacía la facilitación de la invalidez del víncu- 
lo matrimonial civil, legalmente idéntico en su res- 
petabilidad y efectos al católieo, al dejar a 1a libre 
interpretación de los Jueces !a calificación del motivo 
o causa dentro de la teoría de las nulidades del matri- 
les. Así, en este caso, la nulidad absoluta del matri- 
monio aparece como una sanción lógicamente des- 
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conectada y jurídicamente desmesurada en relación 
con las formalidades pretermitidas en que se basa; 
con su significación y alcance, sobre todo. Con la 
adopción de esta doctrina puede llegarse a no servir 
adecuadamente los altos fines que corresponden a 
la institución de la nulidad como garantía del dere- 
cho y del orden jurídico en interés de la sociedad y 
de la moral, porque ablanda la cepa familiar y queda 
expuesta a que se utilice por quienes sean capaces 
de usar dolosamente el matrimonio civil como medio 
para consumar las tradiciones del amor”. 


2. El tratadista Caicedo Castilla sigue la sentencia de la Corte . 


Suprema. 


El tratadista José Joaquin Caicedo Castilla, en su Dere- 
cho Internacional Frivado!, sostuvo, respecto del matrimonio, 
las siguientes opiniones: 


“221. Matrimonio colombiano en el exterior. El ar- 
tículo 19 del Código Civil somete a los colombianos 
que se encuentran en el exterior a la ley colombiana, 
en lo relativo al estado civil. De consiguiente, 10$ 
colombianos residentes o domiciliados en el extran- 
jero quedan sometidos a las leyes colombianas sobre 
matrimonio; si son bautizados deben contraer ma- 
trimonio cató.ico. Si desean contraer matrimonio 
civil deberán lienar las formalidades de apostasía y 
demás prescritas por la Ley 54 de 1924. Ahora bien: 
como esas formalidades es imposible cumplirlas en 
país extranjero, puesto que la ley colombiana carece 
de fuerza para imponer ese cumplimiento a los fun- 
cionarios extranjeros, hay que liegar a la conclusión 
de que los colombianos bautizados en el seno de la 
Iglesia Católica no pueden contraer válidamente ma- 
trimonio civil en el exterior. Ese matrimonio no tiene 
vida jurídica a la luz del derecho colombiano. 
Esta opinión se basaba en la sentencia de la Corte Suprema 
de 30 de mayo de 1947, según la cual era nulo el matrimonio 
civil de colombianos sin llenar los requisitos de la Ley Concha, 
jurisprudencia que ei Tribunal Superior de Bogotá, por senten- 
cia del 16 de octubre de 1950, hizo extensiva a los matrimonios 


1 Bogotá, Editorial Temis, 1960, pp. 370 a 373. 
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civiles de colombianos en el exterior en los cuales no se había 
dado cumplimiento a la dicha Ley Concha. Basta leer la sen- 
tencia de la Corte Suprema para. concluir lo infundado de la 
sentencia del Tribunal Superior de Bogotà cuando extendió la 
nulidad por jurisprudencia de la Corte a los matrimonios ci- 
viles de colombianos en el exterior. 


Este endeble fundamento jurisprudencial, que no iba al 
fondo del problema, ocasiono graves problemas a los colom- 
bianos casados civilmente en el exterior, a quienes el Ministerio 
de Relaciones Exteriores consideraba como solteros y negaba 
visa de residente a sus cónyuges a quienes tampoco reconocía 
el estado marital. 


Para Caicedo Castilla la regla locus regit actum es de 
excepción en el derecho civil (sólo para actos de registro civil 
y testamentos otorgados en e! exterior, y documentos públicos 
allí otorgados) y no para el matrimonio. Asimismo, que el ma- 
trimonio es de orden público, tiene objeto ilícito si se violan 
sus normas y la nulidad por objeto ilícito ez absoluta. 


Luego de sacar esta conclusión extrema y equivocada en 
derecho internacional privado, Caicedo Castilla sostuvo oue 
el Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 
1889 sólo rige para las relaciones con los Estados partes de él 
y que por tanto ia regia locus regit actum alli adoptada. es 
válida sólo para ios matrimonios civiles de colombianos caté- 
licos en Argentina, Bolivia, Perú, Uruguay y Paraguay, y no 
para los demás contraídos en otros países. Aqui hay otro error 
pues el dicho Tratado de Montevideo no regula las relaciones 
entre los Estados DR solamente sino que crea, completa o 
abroga las legislaciones nacionales en cuanto a las materias 
comprendidas en a Si ese Tratado consagra la regla locus 
regit actum para el matrimonio, esto quiere decir que la legis- 
lación colombiana fue abrogada a este respecto por el Tratado 
y que el matrimonio de colombianos se rige por la ley del lugar 
donde se efectúe el matrimonio, en cuanto a su forma y sus 
efectos: si el vínculo se perfecciona en Colombia, sigue gober- 
nado por la ley colombiana; si ocurre en otro país, por la ley 
de éste, sea o no parte del Tratado de Montevideo. A más de 
agrupar indebidamente este Tratado con el Código Bustaman- 
te, pues son dos instrumentos distintos, Caicedo Castilla en su 
Obra citada extiende la invalidez al divorcio pronunciado en el 





1048 LOS PROBLEMAS DEL MATRIMONIO EN EL CONCORDATO Y LA LEY CONCHA 


extranjero del matrimonio civil o religioso de colombiano ca- 
tólico celebrado en Colombia o en el extranjero, a pesar de la 
regla general del Tratado de Montevideo, por considerar que 
la legislación colombiana no admitía entonces el divorcio vincu- 
lar y la competencia vara. ello era exclusiva de la autoridad 
eclesiástica. 


3. La opinión del Ministro Caicedo Castilla, la refutación por 
el Procurador Andrés Holguín, y la adopción de la tesis 
de éste por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 


En el año de 1962 el Embajador Francisco José Chaux 


consultó al Ministerio de Relaciones Exteriores sobre la validez 
de los divorcios y matrimonios civiles contraídos por colom- 
bianos católicos fuera de Colombia, y a este respecto el Mi- 
nisterio impartió al Embajador las siguientes instrucciones !: 


“De acuerdo con el artículo 19 del Código Civil y con 
el 16 del Concordato, el único matrimonio válido en 
Colombia, para los colombianos bautizados, es el 


matrimonio católico. Por lo tanto, los colombianos... 


bautizados gue se encuentren en el exterior deben 
contraer matrimonio católico, si desean que el víncu- 
lo sea válido y surta efectos en Colombia. La norma 
general locus regit actum no tiene aplicación en este 
caso, porque el artículo 19 del Código Civil sujeta la 
capacidad, el estado civil y las relaciones de familia 
de los colombianos, aunque se encuentren en el ex- 
tranjero, a la ley colombiana. 


“Desde luego, el colombiano que no ha sido bautiza- 
do, o que ha apostatado de la fe católica en la forma 
establecida por la Ley 54 de 1924, puede contraer 
válidamente matrimonio civil en el exterior, ya que 
esta es la forma establecida en Colombia para el ma- 
trimonio de los no bautizados y de los apóstatas. 
Pero es necesario la prueba fehaciente de tal circuns- 
tancia, no bastando la simple afirmación de los Wr 
teresados. 


“La forma católica, que es también obligatoria par 
los colombianos bautizados cuando se encuentran 
en el exterior, tiene una excepción importante. 

la del matrimonio celebrado en uno de los paises 





1 Memoria de Relaciones Exteriores, de 1962-1963, por Alvaro 
Herrán Medina, Bogotá, Imprenta Nacional, 1963, p. 501, nota de 
de marzo de 1962. 
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obligados por el Tratado sobre Derecho Civil Inter- 
nacional de Montevideo, de 1889 (Argentina, Bolivia, 
Perù, Uruguay y Paraguay), pues este Tratado su- 
jeta la validez del matrimonio a la ley del lugar de 
su celebración y modifica, por lo tanto, el sistema 
del artículo 19 del Código Civil. Si en los países men- 
cionados la ley local admite como válido el matri- 
monio civil, los colombianos pueden casarse allí 
civilmente y el vinculo será válido en Colombia, 
independientemente de su condición de bautizados. 


“En cuanto a la mención que del estado civil deben 
hacer los Cónsules en los pasaportes que otorguen, 
hay que tener en cuenta las reglas anteriores. La 
jurisprudencia naciona! está de acuerdo en que un 
matrimonio contraido por colombianos que no res- 
pete dichas reglas, es inexistente, no tiene vida ju- 
rídica alguna para la ley colombiana. Por lo cual los 
Cónsules no pueden dejar constancia de que los in- 
teresados son casados, en un instrumento público 
como es el pasaporte cuando en realidad el vínculo 
no existe a los ojos de nuestro sistema legal, 


“Sobre el frecuente problema de los divorcios, es cla- 
rò que un SERE que se haya casado en el pais 
no puede casarse de nuevo validamente en el exterior, 
aunque haya i Opt enido sentencia de divorcio en el 
extranjero, no solamente porque asi lo establece 
nuestra iey civil sino porque lo relativo a la disolu- 
ción del vínculo matrimonial se rige, según el tra- 
tado de Montevideo, por la ley del lugar de su cele- 
bración. Mo podrán entonces los Cónsules mencionar 
el hecho de divorcio, ni poner la anotación de casa- 
dos en los pasaportes de personas que, siendo casados 
en Colombia, obtienen divorcio en el extranjero y 
luégo contraen un matrimonio civil. 


El Embajador Chaux disintió de la tesis del Ministro Cai- 
cedo Castilla, no admitió la inexistencia del matrimonio civil 


de católicos colombianos en el exterior sin abjuración, negó 


que el artículo 19 del Código Civil fuere regla aplicable al 
matrimonio, y rechazó la conclusión de ser ilegítimos los hijos 
de matrimonio civil de colombianos en el extranjero, ilegiti- 
Midad que resultaba de la tesis de inexistencia de tal matri- 
monio. 
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El Ministro Caicedo Castilla, en forma olimpica hizo a un 
lado los argumentos del Embajador, sin rebatirlos, y para dar- 
le fin al asunto resolvió citarse a si mismo, como puede verse 
en la siguiente respuesta !: 


La equivocada tesis del Ministerio se prolongó en el tiempo. 


Para aclarar las diferentes cuestiones reproduzco las 
partes pertinentes de mi obra “Derecho Internacio- 
nal Privado”, 5% edición de 1960. cuyas doctrinas son 
generalmente aceptadas y esa Embajada debe tener 
en cuenta para resolver los casos que se presentan, 
ya que ellas constituyen asimismo la doctrina. oficial 
del Ministerio. 


Véase la nota dirigida por aquél a un ciudadano colombiano ?: 


i bo. — 





a) Condiciones para que el proyectado matrimonio 
tenga validez legal en Colombia. De acuerdo con la 
reiterada doctrina de este Ministerio, que tiene fun- 
damento en la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia * el colombiano que desee casarse en el 
exterior debe hacerlo en las condiciones y con los 
requisitos establecidos por la ley colombiana, porque 
el artículo 19 del Código Civil sujeta la capacidad, 
el estado civil v las relaciones de familia de los Co- 
lombianos a la ley nacional. Como nuestro sistema 
concordetorio admite solamente la validez del ma- 
irimonio católico para quienes hayan sido bautizados, 
resulta que esta forma también es obligatoria para 
los colombianos gue deseen casarse en el exterior, a 
menos que no hayan sido bautizados o gue aposta- 
ten de la fe católica en las condiciones establecidas 
por la Ley 54 de 1924. 


Aplicando los anteriores principios al caso de su hl 
jo, tenemos que si él fue bautizado debe contraer 
matrimonio católico para sue el vínculo sea válido 
en Co'ombia, o si desea contraer matrimonio civil 
debe apostatar previamente. Me doy perfecta cuenta 
de que la aplicación de este sistema a los matrimo 
nios gue puedan celebrarse en Rusia por colombla- 
nos es poco menos que imposible, pero ello no puede 
influir en la validez legal de las conclusiones ante- 
riores. 


. cit., p. 507, nota de 11 de mayo de 1962. 
. cit., p. 912, nota de 12 de enero de 1963. 


hemos visto que no existía tal jurisprudencia — (G.C.G.). 
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Un matrimonio que se haya celebrado en contraven- 
ción a la ley colombiana es inexistente, segün se 
deduce de la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia. Por lo tanto no puede producir ninguna 
clase de efectos, entre los cuales se encuentra el de- 
recho que tiene el cónyuge extranjero de entrar a 
Colombia con visa ordinaria y de residir en el país 
con el cónyuge de nacionalidad colombiana. Por lo 
tanto, si su hijo contrae matrimonio civil en Rusia 
en contravención a las normas colombianas sobre 
matrimonio, su esposa de nacionalidad rusa no ten- 
drá derecho a entrar a Colombia como residente, con 
visa ordinaria. (Artículo 2 del Decreto 2240 de 1954). 


Tengo conocimiento de que el señor Procurador Gene- 
ral de la Nación en respuesta a una consulta similar 
suya, emitió conceptos que difieren un poco de los 
de este Ministerio. Como bien lo dice el señor Procu- 
rador en su nota de respuesta, su concepto no obliga 
a la Rama Ejecutiva del Poder Público, por cuyo 
motivo e! Ministerio, llegado el caso, deberá atenerse 
a los puntos de vista que anteriormente le he ex- 
presado. 


Por el contrario, el Procurador General de la Nación, An- 
drés Holguín, ante el mismo caso, había adoptado postura di- 
ferente y así se lo dijo al Ministro de Relaciones Exteriores !: 


a 


——— 


Senor Ministro: 

Muy respetuosamente me refiero a la atenta nota de 
ese Ministerio, de fecha 12 de enero del presente año, 
junto con la cual recibí la comunicación dirigida por 
el Despacho a su digno cargo, el mismo día, al señor 
Félix Rojas Lozada, quien había consultado tanto al 
Ministerio como a la Procuraduría General sobre al- 
gunos aspectos jurídicos relacionados con el matri- 
monio civil que su hijo proyectó contraer en Moscú 


con una joven soviética. 


Este Despacho, dada la importancia del tema y la 
disparidad de los criterios expuestos por el Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores y la Procuraduría Gene- 
ral al dar respuestas muy distintas al señor Rojas 


Lozada, ha estudiado nuevamente la cuestión y ha 


llegado, reiterando y ampliando sus anteriores pun- 
tos de vista, a las siguientes conclusiones: 


" Ob. cit, p. 514, nota de 23 de marzo de 1963. 
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Primera. El matrimonio civil contraído por un co- 
lombiano en el exterior (bien sea con persona de: 
nacionalidad colombiana o extranjera) es válido — 
frente a la legislación colombiana— si se ciñe a las: 
normas del país donde se celebra. _ 


Para ello se requiere, naturalmente, que el colom- 
biano sea capaz de contraer matrimonio y que el: 
contrato no esté viciado por falta de consentimiento: 
o por cualquiera de las prohibiciones legales. | 


Pero si el colombiano es capaz —a la luz de la ley. 
colombiana— y el vínculo civil no tiene vicio de otra. 
indole, el matrimonio celebrado en el exterior es vá-. 
lido si —respecto de los otros aspectos y formalida-: 
des— se ajusta a la ley del país donde se celebra. 
La norma general, en esta materia como en tantas. 
otras, respecto de las formalidades del acto jurídico, 
es que éste se rige por la ley del lugar: locus regit: 
actum. Las formalidades se rigen por la ley local. 


Esta tesis fue la acogida por Colombia —con muy. 
pocas excepciones allí taxativamente enumeradas— : 
al suscribir el Tratado de Montevideo, cuyo artículo. 
11 dice: 


“La capacidad de las personas para contraer matri- 
monio, la forma del acto y la existencia y validez del - 
mismo, se rigen por la ley del lugar en que se cele-. 
bra...". 


De este modo, respecto de los países signatarios del. 
Tratado de Montevideo (Colombia, Argentina, Boll-: 
via, Paraguay, Perù y Uruguay) no hay problema: 
alguno: Colombia, en virtud de un tratado público: 
que la obliga jurídicamente, reconoce plena validez. 
al matrimonio civil celebrado por sus nacionales en. 
cualquiera de aquellos Estados ?. : 


En relación con los demás países, no hay razón aL: 
guna para que Colombia no sostenga, en lo concer 
niente a la forma, existencia y validez del matrimo 
nio, la misma tesis. 


El Tratado de La Haya y el Código Bustamanli 
pueden citarse como antecedente doctrinario sobre É 
particular. Tal Tratado y tal Código establecen QU 


1 Esta es una equivocación del Procurador, pues el artículo 11 de 
Tratado de Montevideo es de estricta aplicación por Colombia respecto © 
todos lo matrimonios de colombianos en el exterior, y no solamente © 
los que aquellos contraigan en esos países (GCG). 
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respecto de las formalidades, debe aplicarse la ley 
local. Exceptúan expresamente el caso en que la le- 
gislación del país de uno de los contrayentes le exija, 
forzosa. y exclusivamente, la celebración del matri- 
monio religioso. Pero ese no es el caso de la legisla- 
ción colombiana, la cual no sólo reconoce expresa- 
mente validez al matrimonio civil, sino que, inclusive, . 
lo autoriza —previos ciertos requisitos o trámites— 
en relación con el colombiano que ha profesado la 
religión católica. El colombiano bautizado puede con- 
traer el matrimonio civil sometiéndose a las formali- 
dades previstas en la Ley 54 de 1924 (e incluso sin 
ellas, el matrimonio civil es válido, como luégo se 
verá). De este modo, el caso de la legislación colom- 
biana no es el de la excepción contemplada por el 
Tratado de La Haya y el Código Bustamante. El prin- 
cipio que estos estatutos consagran —el de que la 
ley local rige las formalidades del acto— es la norma 
que, acogida en el Tratado de Montevideo en mate- 
ria matrimonial, debe sostener Colombia con carác- 
ter general, en opinión de esta Procuraduría. 


Como interesante antecedente histórico puede citar- 
se el texto del artículo 31 de la Ley 20 de 1853, que 
decía: 

“El matrimonio contraido en país extranjero entre 
granadincs i extranjeros, es válido con tal de que 
haya sido celebrado según las formalidades estable- 
cidas por las leyes del país en que se ha contraído”. 


La tesis contenida en esta norma, igual a la soste- 
nida por el Convenio de Montevideo, es, sin duda, 
desde un punto de vista jurídico, la más aceptable. 
Segunda. Las disposiciones de la Ley 54 de 1924 so- 
bre abjuración previa del colombiano católico para 
celebrar válidamente el matrimonio civil, no son 
aplicables fuera de Colombia. Ello, por varias razo- 
nes: ! 
a) E! Concordato celebrado entre Colombia y la San- 
ta Sede en 1887, aprobado por la Ley 35 del aíio 
siguiente, es un pacto que tiene aplicación exclusi- 
vamente en Colombia. La Ley 54 de 1924 fue expe- 
dida por el Congreso —previo acuerdo entre el Go- 
bierno colombiano y la Santa Sede —para aclarar el 
articulo 17 del Concordato. Por tanto, !a Ley 54, co- 
mo el Concordato que ella aclara, sólo puede tener 
aplicación dentro de la Republica. Puede agregarse, 
como regla de carácter más general, que los conve- 
nios publicos sólo obligan a los países que los sus- 
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criben. El Concordato de 1887 y la Ley que lo aclara 
no obligan sino a Colombia y a la Santa Sede. Por 
consiguiente, no puede pedirse a otros Estados que 


den aplicación, dentro de su territorio, a las normas 


de la Ley 54 de 1924; 


b) La Ley 54 de 1924 —como ya se observo— fue el 
resultado de un acuerdo efectuado mediante canje 
de notas diplemáticas entre Colombia y la Santa Se 
de. En la nota numero 27643 de fecha 27 de febrero 
de 1924, dirigida por el Cardenal Gasparri, Secreta- 
rio de Estado del Vaticano, al representante de Co- 
lombia, se dice “...el Gobierno debería dictar por 


propia iniciativa un decreto que, en primer término, .. 


declare que dentro del territorio colombiano sólo po- 
drán admitir al acto civil distinto del matrimonio 
religioso eatólico" (he subrayado) quienes cumplan 
los requisitos allí indicados, que fueron precisamente 
los que, más tarde, quedaron consignados en la Ley 
54. Esto muestra claramente que la Santa Sede nun- 
ca pensó que Colombia debía dictar una ley que pro- 
duiera efectos no sé'o en su territorio sino fuera de 
sus fronteras; el Vaticano sugirió solamente, como 
era apenas lo natural, que Colombia expidiera una 
ley o decreto que produjera efectos dentro del terri- 
torio colombiano; 


c) El artículo 19 del Código Civil dice que los colom- 
bianos residentes o domiciliados en el exterior per- 
manecerán sujetos a las leyes colombianas “en lo 
relativo 21 estado de las personas y su capacidad 
para efectuar ciertos actos” que deban producir efec- 
toz en el país (numeral 10) asi como “en las obliga- 
ciones y derechos de familia” (numeral 29). Pero el 
artículo 19 no establece que los trámites, solemni- 
dades o formalidades del matrimonio celebrado en el 
exterior se sujetarán a ley colombiana. 


Segun la citada disposición, el colombiano sigue SU 
jeto a la ley nacional respecto de su capacidad (V. 
gr., el menor sigue siendo menor en el exterior, © 
incapaz también, etc,); pero, respecto de las forma- 
lidades o procedimientos, es claro que el matrimonio 
se rige por las disposiciones del país donde se celebra. 


El artículo 17 del Concordato dice que el matrimo 
nio que deberán celebrar los que profesan la religión 
católica es el ajustado a las normas del Concilio dé 
Trento. Cuando los que fueron antes católicos han 
cejado de profesar dicha religión, se aplica la Ley 
54 de 1924, es decir, que no tiene operación la PIU 


j 
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mera parte del articulo 17 del Concordato cuando 


los contrayentes declaren que se han separado for- 
malmente de la Iglesia y religión católica, declara- 
ción que debe ser hecha por escrito ante el juez mu- 


nicipal competente, indicando la época en que se 


separaron de la iglesia, y que debe ser insertada en 
el edicto respectivo y comunicada por el Juez al Or- 
dinario católico; esa declaración debe ratificarse en 
el acto de la celebración del matrimonio civil y éste 
no puede contraerse antes de determinado piazo. 


Nada de ello dice relación a un problema de “capa- 
cidad" de 1os contrayentes, sino e! trámite que deben 
cumplir los que antes fueron católicos para poder 
contraer matrimonio civil. No es, pues, cuestión de 
capacidad sino de procedimienio o forma. 


Los antecedentes de la. Ley 54 aclaran completamente 
este aspecio. El Gobierno colombiano impartió ins- 
trucciones al doctor Concha para acordar con la San- 
ta Sede la aclaración dei artículo 17 del Concordato, 
que daba lugar a graves conflictos. En tales instruc- 
ciones, consignadas en el memorándum numero 
3329/2 de fecha 21 ae junio de 1925, se lee: “...La 
dificultad que nunca se reso.vió, y que subsiste ahora 
como en un principio, es la de determinar qué prue- 
ba sea menester aducir dei hecho de no protesar Ja 
religión católica, sobre todo en el caso de que el in- 
dividuo que declara hallarse en esas condiciones no 
ha abrazado otra religión”. ste memorándum fue 
enviado por el doctor Concha al Cardenal Gasparri, 
Secretario del Estado Vaticano, junto con oficio nú- 
mero 331/1 de la misma fecha, y alli expresa el re- 
presentante de Colombia que "si se considera que la 
cuestión se reduce a un punto meramente procedi- 
mental, cual es la naturaleza de una prueba en casos 
que se relacionan con la disposición del Concordato, 
parece que no nabrá obstáculo para llegar a una 
pronta solución...” (he subrayado). Quien tal afir- 
ma como representante de Colombia es el doctor 
José Vicente Concha, es decir, una de las más altas 
autoridades en materia de derecho que ha tenido el 
país, y, según él, la cuestión —aclarada luégo en la 
iey que lieva su nombre— es un punto meramente 
procedimental. Ai oficio del doctor Concha respondió 
el Cardenal Gasparri mediante la nota número 27643, 
comentada atrás, y en ella el Secretario de Estado 
dice que “semejante procedimiento debería ser el si- 
guiente...” (indicando aquí el trámite que poste- 
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riormente senaló la Ley 54 de 1924). Estos antece- 
dentes muestran, con claridad, que la Ley 54 fue 
expedida para determinar el trámite mediante el 
cual debía acreditarse que un colombiano no profe- 
sa ya la religión católica, es decir, que sus normas 
son materia meramente procedimental y que no dicen 
relación à la capacidad sustantiva del católico co- 
lombiano para contraer matrimonio civil. La fórmula 
hallada para dar solución al problema que se había 
suscitado fue una de mecánica puramente procedi- 
mental, como acaba de indicarse. 


En consecuencia, si la Ley 54 tiene un carácter es- 
trictamente procedimental, no puede aplicarse, res- 
pecto de sus normas, la disposición del artículo 19 
del Código Civil referente a la “capacidad” para ce- 
lebrar ciertos actos que deban producir efectos en el 
país. La extraterritorialidad de la ley colombiana, 
aplicable a la capacidad del nacional, no puede ope- 
rar en relación con las normas procedimentales de 
la ley Concha. 


d) El colombiano que va a contraer matrimonio ci- 
vil en el exterior no puede pedir al juez respectivo 
que aplique las formalidades, trámites o procedi- 
mientos señalados por la ley colombiana. Todo juez, 
en cualquier país del mundo, se negará a hacerlo. 
Y se negará, además, con plena razón, pues jueces 
y tribunales aplican, pcr principio, las disposiciones 
sobre formalidades establecidas en las leyes de su 
país, en virtud de elementales normas de soberania 
nacional. Bien sabido es, por lo demás, que las dis- 
posiciones sobre procedimientos son de orden públi- 
co, de manera que el juez extranjero aplicará —res- 
pecto de la forma de contraer el matrimonio civil, 
necesariamente, su propia legislación. Y lo hara, 
además, dando aplicación a la norma romana, de 
alcance universal en materia de procedimiento Y 
formalidades: locus regit actum. 


Pedirle al juez de inglaterra o Francia, dei Japón 
o la Argentina —o de la Unión Soviética, er. el caso 
aquí comprobado— que, en lugar de aplicar su pro- 
pia legislación nacional, aplique la Ley 54 de 1924 
expedida por el Congreso colombiano (y que aquel 
juez desconoce obviamente), es, además de inútil, 
antijuridico. El colombiano, en tales circunstancias, 
se halla en una imposibilidad invencible de obtener 
la aplicación de su ley nacional La ley no puede 
obligar a lo imposible. 
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Debe observarse, además que la Ley 54 exige —como 
ya se vio— un determinado trámite ante el respec- | E 
tivo ordinario católico; pero ocurre que en algunos | | 
países —seguramente es el caso de la consulta— no 

hay Ordinario católico ante el cual pueda efectuarse 

dicho trámite, relativo a la abjuración. También por 

este aspecto, el colombiano se halla frente a un obs- 

táculo insalvable. 


En suma, hay una doble imposibilidad jurídica para 
que se aplique la ley Concha fuera del territorio na- | 
cional. | 
Tercera. La falta de aplicación de las disposiciones 
de la Ley 54 de 1924, no produce la nulidad del ma- 
trimonio civil. | 


Las nulidades del matrimonio civil están taxativa- 
mente enumeradas por los artículos 140 del Código 
Civil y 13 de la Ley 57 de 1887. Así, en materia ma- 
trimonia! no hay nulidad sin texto. Este es el prin- 
cipio universal. Además, de manera expresa, el ar- 

. tículo 16 de la misma Ley 57 dice.que “fuera de las 
causas de nulidad matrimonial civiles enumeradas 
en el artículo 140 del Código Civil y en el artículo 
13 de esta Ley, no hay otras que invaliden el con- 
trato matrimonial". 


La falta de cumplimiento de los trámites senalados 
en la Ley 54 de 1924 no ha sido consagrada como 
causal de nulidad del raatrimonio civil. No toda irre- 
gularidad o vicio procedimental constituye causal de 
nulidad. 


E] legislador sabia —frente al texto explicito de la 
Ley 57 de 1887 que acaba de citarse— que si estable- 
cia como causal nueva de nulidad el incumplimiento 
de lo dispuesto por la Ley 54, esa falta quedaría re- 
ducida a un vicio o irregularidad no constitutiva de 
nulidad del acto. Y en la Ley 54 no se establece ex- 
presamente esa nueva causal de nulidad del matri- 
monio. No estando expresamente establecida por el 
legislador, esa causal no puede surgir por interpre- 
tación a analogía. En suma si el legislador hubiera 
querido erigir en nulidad la ausencia del trámite 
señalado en la Ley Concha, así lo hubiera hecho de 
modo expreso; si no lo hizo, no puede el intérprete 
afirmar que la ausencia de esas formalidades cons- 
tituye causal de nulidad del matrimonio. Esta tesis 
que viene sosteniendo la Procuraduría General, fue 
ampliamente expuesta por el Magistrado de la Corte 
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Suprema de Justicia, doctor Hernán Salamanca, en 
un célebre salvamento de voto. 


Cuarta. La falta de aplicación de las normas de la 
Ley 54 de 1924 —suponiendo que debieran aplicarse 
en el exterior— no produce nulidad del matrimonio 
civil celebrado en otro país. 


Ya se ha visto —segün lo indicado en el punto an- 
terior— que las nulidades son taxativas, que no hay 
en materia matrimonial causas de nulidad distintas 
de las enumeradas por el artículo 140 del Código Ci- 
vil y por el artículo 13 de la Ley 57 de 1887, que en 
esta cuestión no hay nulidad sin texto y que, ade- 


más de ser esta la tesis universalmente aceptada, .. 


en el derecho colombiano hay norma expresa que la 
consagra. 


Si el matrimonio civil celebrado dentro de Colombia 
no es nulo porque «e haya incumplido io dispuesto 
por la Ley Concha, con mayor razón es válido el 
matrimonio celebrado en el exterior aunque se haya 
omitido el cumplimiento del trámite de la abjuración 
de que trata la Ley 54. 


A Jas razones expuestas en el punto anterior habría 
que agregar las ya indicadas para sostener que las 
normas de la Ley 24 sólo pueden tener aplicación 
dentro del territorio nacional. Las formalidades pro- 
pias del matrimonio se rigen por la ley local —locus 
regit actum—, de manera que es improcedente pedir 
que se apligue el procedimiento señalado en la Ley 
54 cuando se trata de matrimonios civiles contraídos 
en el exterior. 


Pero, si se admitiera —en gracia de discusión— que 


las normas de la Ley Concha deben aplicarse fuera 


de Colombia, la omisión respectiva no produce nu 
lidad, ya que esa omisión tampoco es causa de null- 
dad del acto matrimonial civil contraído en el pals. 
Sería imposible hacer más grave esa omisión fuera 
del país que dentro de él. 


Quinta. De ninguna manera, el matrimonio civil Ce” 
lebrado en el exterior sin cumplir las formalidades 
previstas por la Ley 54 de 1924, es —por esa Omi- 
sión— un acto inexistente. 

Dice el Ministro de Relaciones Exteriores, en la nota 


dirigida al señor Rojas Lozada, que “un matrimonio 
que se haya celebrado en contravención a la ley CO 








NP INCAS e? an UII PP f Drop arvis tn 








LAS OPINIONES DEL MINISTRO Y DEL PROCURADOR .1059 - 


lombiana es inexistente" y que, por tanto, “no puede 
producir ninguna clase de efectos". 


Cree la Proeuraduría General, por el contrario, que 
tal matrimonio civil —celebrado por un colombiano 
en el exterior sin cumplir el trámite sefialado por la 
Ley Concha— no es un acto inexistente, por las si- 
guientes razones: 


a) El acto inexistente es aquel que no tiene ni la 
apariencia de ser juridicamente válido o que, tenien- 
do apenas esa apariencia, carece de uno de los ele- 
mentos constitutivos que le son esenciales. 


Un ejemplo claro de acto inexistente es el de la venta 
de un inmueble por documento privado. En materia 
matrimonial, un ejemplo ilustrativo es el celebrado 
entre dos personas pertenecientes al mismo sexo. 


Tal caso extremo de inexistencia no es, evidentemen- 
te, el de un matrimonio contraido por un colombiano 
en el exterior cuando ha sido celebrado con el lleno 
de todas las solemnidades y formalidades y ante el 
juez competente segün la iegislación del respectivo 
país. Ese matrimonio es, en principio, válido ante 
todas las legislaciones dei mundo. Si el Gobierno co- 
lombiano, haciendo una forzada interpretación de 
su legislación interna, afirma que ese matrimonio 
debe cefiirse, en su forma, a las disposiciones de la 
Ley 54 de 1924, acaso pudiere alegar el Gobierno 
que ese acto es nulo, pero jamás que es inexistente; 


b) Segün la ley colombiana, cuando el matrimonio 
se celebra ante un juez incompetente —v. gr., el que 
no es el del domicilio de la mujer—, se produce una 
simple nulidad relativa, subsanable por los mismos 
contrayentes. Resulta ilógico afirmar que si el ma- 
trimonio se celebra ante un funcionario competente 
—como lo es el juez extranjero, v. gr., por ser el del 
domicilio de la esposa—, pero faltando un tramite 
o requisito —como es la abjuración previa— el acto 
no ya sólo es nulo sino absolutamente inexistente; 


c) La tesis de que el matrimonio celebrado por un 
colombiano en el exterior debe ceñirse al trámite 
fijado por la Ley 54 se funda en que, según el artícu- 
lo 19 del Código Civil, el colombiano sigue sujeto a 
la ley nacional, hallándose fuera del país, en lo re- 
lativo a su capacidad para celebrar ciertos actos que 
deban producir efectos en la República. La Procura- 
duría no comparte esa tesis, por las razones atrás 
expuestas; pero, sì se la acepta, hay que llegar en- 
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tonces a la conclusiòn de que el matrimonio asi ce- 
lebrado es nulo, porque la falta de capacidad en 
materia matrimonial implica nulidad y no inexisten- 
cia del acto, como afirman, acordes, los tratadistas 
de Derecho. Además, el artículo 140 del Código Civil 
dice que el matrimonio es nulo “cuando se ha con- 
traído entre un varón menor de catorce anos y una 
mujer menor de doce, o cuando cualquiera de los 
dos sea respectivamente menor de aquella edad". De 
este modo, cuando el matrimonio tiene un vicio re- 
lacionado con ia capacidad —como es la falta de la 
edad requerida por la ley—, el acto es nulo, no ine- 
xistente. Es mas: el matrimonio contraído por varón 
menor de catorce anos o mujer menor de doce, es 
apenas nulo relativamente, pues subsanado o va- 
lidado por el transcurso de tiempo (segün dispone 
el artículo 143 del Código Civil). Es decir, que la 
falta de capacidad —en uno de los casos más graves 
contemplados por la ley colombiana— implica sólo 
nulidad (nulidad relativa subsanable), jamás ine- 
xistencia del acto mismo. Resulta, pues, incongruen- 
te la tesis expuesta por el Ministerio al afirmar, de 

un !ado, que la Ley Concha se refiere a una cuestión 
de capacidad del contrayente católico y, de otro, 
que la inobservancia de sus disposiciones acarrea la 
inexistencia del acto. 


d) Los tratadistas de derecho sólo señalan tres casos 
de inexistencia del matrimonio: cuando los dos con- 
irayentes pertenecen al mismo sexo, cuando hay 
absoluta falta de consentimiento y cuando no ha in- 
tervenido el funcionario señalado por la ley. 

Louis Josserand, en su “Cours de Droit Civil Positif 
Francais”, observa que la inexistencia del matrimo- 
nio “implica la ausencia de un elemento constitu- 
tivo" e indica que la doctrina dominante en esta 
materia admite la inexistencia en tres casos: 


“10 Por identidad de sexo; 

“20 Por falta de intervención del funcionario del es- 
tado civil; 

"99 Por ausencia de consentimiento" (Véase página 
419). 


De otro lado, en su obra “El derecho de familia en 
la legislación comparada”, el prorgsoi L. Fernández 
Clérigo dice: 
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"Esos casos de inexistencia del matrimonio, quedan 
reducidos a tres, a saber: 


“A. La identidad del sexo; 


“B. La ausencia total de consentimiento de cual- 
quiera de los cónyuges; 


“C. La falta de intervención del oficial o funcionario 
designado por la ley para autorizar la celebración 
del matrimonio" (página 91). 


De esta manera, la falta de capacidad no da open 
nunca a un matrimonio inexistente. Y como esa es, 
en suma, la tesis del Ministerio, parece que ella que- 
da viciada en su base misma. 


Debe observarse, en este punto, que tampoco 1a falta 
de solemnidades o de formalidades implica inexis- 
tencia del acto matrimonia!. Sólo conduce a 1a ine- 
xistencia la falta de intervención del funcionario 
señalada por la ley —el juez municipal, según la le- 
gislación colombiana—, lo cual es muy distinto de 
la falta de intervención del funcionario competente. 
Si interviene un juez, en lugar de otro que sea en 
realidad el competente, el matrimonio no es inexis- 
tente. En cambio, es acto inexistente si, en Colombia, 
el matrimonio se celebra, no ante un juez como exi- 
ge la ley, sino ante un notario o ante un personero 
municipal. Cuando el matrimonio se celebra ante un 
juez incompetente, el matrimonio es apenas relati- 
vamente nulo (numeral 1? del artículo 13 de la Ley 
o4 de 1887). 


La falta de formalidades —asi sean graves— no im- 
plica nulidad del matrimonio, pues esa causal no 
està establecida como tal ni en el articulo 140 del 
Código Civil ni en el artículo 16 de la Ley 57 de 1887. 
Y, segün el artículo 16 de este ùltimo estatuto, fuera 
de esas causas de nulidad de matrimonios civiles “no 
hay otras que invaliden el contrato matrimonial". 


“Las demás faltas —agrega el mismo artículo 16— . 
que en su celebración se cometan, someterán a los 
culpables a las penas que el Código Penal establezca". 
Lo anterior significa que la falta de formalidades 
—entre ellas las señaladas en la Ley Concha— no 
implica nulidad del acto matrimonial y, desde lue- 
£0, con más poderosa razón, mucho menos implica 
inexistencia del acto. 
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Sexta. Las nulidades, en general, y las relacionadas 
con el matrimonio, en especial, sólo pueden ser de- 
claradas por la Rama Jurisdiccional. 


Las nulidades no pueden ser declaradas por la Rama 
Ejecutiva del Poder Publico. Esa declaración es de 
competencia exclusiva de la Rama Jurisdiccional. 
Este principio general tiene necesaria aplicación res- 
pecto del matrimonio civil, cuya nulidad sólo puede. 
ser decretada por el juez competente, con citación y 
audiencia de las partes interesadas. La nulidad del 
acto matrimonial implica una sentencia judicial. 


De allí se sigue que, si el Ministerio acepta la tesis 
de que el matrimonio civil celebrado sin dar cum- 
plimiento a las normas de la Ley Concha es nulo 
—en lugar de inexistente como viene sosteniendo—, 
así debe declararse mediante fallo judicial (sea que 
se trate de matrimonio celebrado dentro o fuera de 
Colombia) y no solamente por las autoridades ad- 
ministrativas. 


Este punto tiene la mayor trascendencia, pues el 
acto viciado de nulidad produce todos sus efectos 
mientras no sea declarado nulo por la Rama Juris- 
diccional, e incluso algunos efectos del acto nulo 
perduran después, como el carácter de hijos legíti- 
mos de los hijos nacidos del matrimonio nulo. 


De este modo, piensa la Procuraduría —no aceptan- 
do la tesis de la inexistencia— que el matrimonio 
civil celebrado sin los requisitos de la Ley Concha 
(dentro o fuera del país) debe reputarse válido mien- 
ras no sea declarado nulo por juez competente. 


Ya se observó que, según el criterio de la Procura- - 
duría General, el matrimonio civil contraído sin el 
lleno de las formalidades de la Ley Concha, no es 
ni existente ni nulo; pero, si se acepta que es nulo, 
ta! declaración sólo puede ser hecha por la Rama 
Jurisdiccional. Y, mientras no sobrevenga fallo de- 
finitivo, tal matrimonio debe ser considerado válido, 
para todos sus efectos, por la autoridad colombiana. 
Séptima. La persona casada civilmente incurre en 
el delito de bigamia si contrae un nuevo matrimonl0, | 
civil o católico. 


El articulo 34 de la Ley 30 de 1889 decía: 


“El matrimonio contraído conforme a los ritos de 12 
religión católica anula ipso iure el matrimonio pU 
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ramente civil, celebrado antes por los contrayentes 
con otra persona". 


Esta disposición fue rats derogada por el 
artículo 39 de la Ley 54 de 1924. 


Dicha derogatoria significa que, actualmente, el ma- 
trimonio católico no anula, ipso iure, el matrimonio 
civil contraído antes por uno de los cónyuges con - 
otra persona, o por ambos con otras. 


De este modo, si hoy existe un matrimonio civil con- 
traido válidamente es imposible la celebración pos- 
terior de un nuevo matrimonio, sea civil o católico. 


Si los dos contrayentes, o uno de ellos, lo contraen 
con persona distinta, incurre en el delito de bigamia 
de que trata el artículo 358 del Código Penal, que 
establece: 


“El que estando ligado por un matrimonio válido 
contraiga otro, y el que siendo libre contraiga ma- 
trimonio con una persona válidamente casada, a 
sabiendas de la existencia de tal vínculo, estará su- 
jeto a la pena de seis meses a dos años de prisión”. 


Así, la bigamia no consiste en contraer un segundo 
matrimonio válido —lo cual es jurídicamente impo- 
sible— sino en celebrar un segundo matrimonio —por 
definición, inválido—, civil o católico, habiendo con- 
Rue antes un matrimonio válido —civil o católi- 
co—, dentro o fuera del país. — 


De =" modo, si se acepta, como debe aceptarse en 
opinión de la Prccuraduría General, que el matri- 
monio civil contraído por los colombianos en el ex- 
terior, incluso sin cumplir los requisitos de la Ley 
Concha, es en principio válido, resulta forzoso con- 
cluír que la persona así casada no puede, a su re- 
greso al país, contraer otro matrimonio —civil o 
católico— con persona diferente, pues incurre cla- 
ramente en el delito de bigamia. 


En vista de las anteriores conclusiones y de las ra- 
zones en que se apoyan, la Procuraduría General 
sugiere muy atentamente al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores que, bien sea por parte de la Comisión 
Asesora o bien por la Oficina Jurídica del Ministerio, 
se estudien nuevamente los distintos aspectos juri- 
dicos de esta importante cuestión, a fin de fijar el 
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criterio que en defintiva deba adoptar el Gobierno, 
en lo futuro, para casos de esta naturaleza. 


La Procuraduría, entre cuyas funciones constitu- 
cionales está la de promover la ejecución de las leyes, 
ha creído pertinente —frente al caso concreto con- 
sultado— llevar a conocimiento de ese Ministerio las 
anteriores observaciones. 


La “doctrina de la inexistencia”, tan soberbiamente pro- 
clamada por e! Ministro Caicedo Castilla como la ünica válida 
sólo por haber sido expuesta por él en su libro, hubo de ser 
reformada enteramente por el Ministerio en razón de las ob- 
servaciones del Procurador, lo cual hizo mediante el concepto 
del Asesor Jurídico del Ministerio, Ernesto Vásquez Rocha, en 
nota de 19 de febrero de 1963, que dice !: 


La doctrina sostenida por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 


El Ministerio ha sostenido que el matrimonio civil 
contraído en el exterior por un colombiano bautizado 
es inexistente y no produce ninguna clase de efectos 
en Colombia, si no ha sido precedido de la apostasía 
formal en los términos y de la manera establecida 
en la Ley 54 de 1924. Esta tesis se apoya en ei argu- 
mento legal de que segün el artículo 19 del Código 
Civil y el 17 del Concordato con la Santa Sede la 
forma católica, que es obligatoria en Colombia para 
los bautizados, se hace extensiva al vínculo matrimo- 
nial adquirido fuera del territorio. La única excep- 
ción a ese principio es la de los matrimonios que sé 
celebren en la Argentina, Bolivia, Perú, Uruguay y 
Paraguay, de acuerdo con la ley del lugar, puesto 
que el Tratado de Derecho Civil Internacional de 
Montevideo de 1889, legalmente aprobado gor Co- 
lombia (Ley 40 de 1933) modifica el sistema del es- 
tatuto personal establecido por e! artículo 19 del 
Código Civil y lo reemplaza, en cuanto a los paises 
mencionados, por la vigencia de la ley del Jugar de 
la celebración del matrimonio ?. 


——— C — — 


1 Ob. cit. p. 522. 


^ Lo reemplaza para todos los países y no solamente para los Esta- 
dos Partes del Tratado de Montevideo (G.C.G.). 
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Como un acto inexistente no produce efecto alguno 
ni aun desde el punto de vista administrativo, el 
Ministerio ha considerado que los colombianos bau- 
tizados casados civilmente en el exterior sin previa 
apostasía, no tienen derecho à que en su pasaporte 
se consigne el estado civil de casados, y que los cón- 
yuges extranjeros no tienen derecho, en la misma 
hipótesis, a entrar a Colombia con visa ordinaria 
como casados legalmente con colombianos. 


Las anteriores conclusiones fueron reforzadas por el 
doctor José Joaquín Caicedo Castilla cuando desem- 
peñó de 1961 a 1962 el Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores. En efecto, el doctor Caicedo Castilla en su 
obra "Derecho Internacional Privado" sostiene, con 
base en una jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia, contenida en la sentencia del 30 de junio 
de 1947 ', que esos matrimonios son inexistentes, no 
produciendo por lo tante ningún efecto, ni aun los 
simplemente administrativos (páginas 370 y siguien- 
tes de la obra citada, Editorial Temis, Bogota, 1960). 
Bajo la inspiración de la doctrina del doctor Caicedo 
Castilla el Ministerio, por medio de la nota 0J307/103 
del 23 de marzo de 1962, dirigida al señor Embaja- 
dor de Colombia en Caracas, puntualizó los efectos 
prácticos de esa tesis, de la siguiente manera: 


“Cuando colombianos que se encuentren en el exte- 
rior se acerquen a una Oficina Consular para que 
en el pasaporte se les ponga la anotación de casados, 
o cuando pidan un pasaporte con esta mención, el 
Cónsul debe hacerlo solamente en los siguientes 
casos: 


“a) Cuando la prueba presentada sea la de un ma- 
trimonio católico; 


^b) Cuando la prueba presentada sea la de un ma- 
trimonio civil celebrado de acuerdo con la ley del 
lugar, si se trata de colombianos no bautizados, O 
que prueben haber apostatado según la Ley 54 de 
1924, o si se trata de un matrimonio celebrado en 
uno de los países obligados por el Tratado de Mon- 
tevideo de 1889, antes mencionado. 


. Debe ser 31 de mayo de 1947. (Gaceta Judicial, Tomo LXII, Nos. 
2046 a 2047 de abril y mayo de 1947, p. 408). Pero la sentencia no dice 
que tales matrimonios sean inexistentes, sino nulos, lo cual es distinto 
(nota de G, C. G). 
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"c) En todos los demás casos el Cónsul no puede 
dejar constancia de que el titular del pasaporte es 
casado, pues su matrimonio civil no existe, según la 
ley colombiana. 


“Manifiesto al señor Embajador que esta noia ha 
sido revisada y aprobada personalmente por el señor 
Ministro, y contiene, por lo tanto, instrucciones pre- 
cisas sobre la materia”. 

Sin embargo, después de haber estudiado cuidado- 
samente el problema, surge la necesidad de revisar 
las instrucciones anteriores, con base en las siguien- 
tes consideraciones: 


a) Ei matrimonio civil contraido en ei exterior por 
colombianos bautizados no es inexistente, sino nulo 
de nulidad absoluta. 


La docirina francesa de la primera parte de este si- 
alo ideó al lado de la teoría sobre las nulidades, la 
teoría de la inexistencia para sancionar los vicios O 
irregularidades en que pudieran incurrir los actos 
jurídicos. En efecto, un acto jurídico es ineficaz 
cuando no reúne las condiciones exigidas por la ley 
para su valdez, v las sanciones poniente a 
dicha ineficacia consisten en la inexistencia del ac- 
to, en su i absoluta o en su nulidad relativa, 
según la gravedad del vicio en que se haya incurrido. 
Según 2 ("Derecho Civil”, Tomo I, Bosch y 
Cía. Buenos Aires, 1852, págimas 134 y siguientes), 
“el acto inexistente es ag uel que carece de un ele- 
mento esencial, de un órgano vital de suerte que no 
responde ni aun a la deti inición genérica que da de 
él] la a Esta doctrina surgió precisamente con 
respecto al contrato e atrimonial, con el objeto de 
a adecuadamente ciertos casos extremos que 
no tenían ni siquiera la apariencia de legalidad, CO- 
mo el matrimonio entre dos personas del mismo se- 
xo o cuando en el momento de contraer el vínculo 
uno de los esposos dice “no”, por lo cual es indudable 
que e! consentimiento falta completamente hasta el 
punto de no poder afirmarse que el contrato haya 
realmente existido. 

Otro ejemplo de acto inexistente lo encontramos en 
la obra de Planiol (“Traité Élémentaire de Droit Ci- 
vil”, París, 1950), cuando en una compraventa nO 
se establece el precio o si dicho contrato, debiendo 
constar por escritura publica se hace en forma con- 
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sensual. Por otra parte Fernando Vélez (“Estudio 
sobre el Derecho Civil Colombiano”, Tomo VI, París, 
página 374), dice que también hay inexistencia cuan- 
do un matrimonio se celebra solamente ante dos 
testigos y no ante el juez del domicilio de la esposa. 
La diferencia fundamental entre el acto inexistente 
y el acto nulo radica en que el primero, precisamen- 
te por ser inexistente, no produce ninguna clase de 
efectos y deke ser tenido como tal desde el primer 
momento, por cualquier persona o por cualquier au- 
toridad; la inexistencia no debe ser declarada judi- 
cialmente. En cambio, cuando se trata de nulidad, 
el acto conserva la apariencia de legalidad mientras 
la autoridad competente no declare lo contrario, y 
produce ciertos efectos desde el momento en que se 
celebró hasta que la nulidad se declare judicial- 
mente. 


Lo anterior basta para demostrar el interés de de- 
terminar si el matrimonio de colombianos bautizados 
contraído en el exterior sin previa apostasía (Ley 54 
de 1924) es nulo o inexistente. £n la primera hipó- 
tesis, ese matrimonio debe producir efectos y consi- 
derarse como válido mientras un juez competente 
no declare lo contrario. En la segunda, una autori- 
dad administrativa debería abstenerse ce considerar- 
lo aun cin necesidad de que intervenga una declara- 
ción judicial, puesto que por definición no puede 
producir ninsuna clase de efectos. 


in 


Afirmar gue un matrimonio contraído en las condi- 
ciones anotadas es inexistenie, es ir contra la natu- 
raleza de las cosas y contra el buen sentido o la 
lógica natural. En efecto, se trata de un matrimonio 
contraído por personas capaces según la respectiva 
ley nacional, con pleno consentimiento en cuanto 
a la voluntad de casarse válidamente, sin vicios 0 
errores, ante una autoridad gue según la iey del país 
en donde el matrimonio se celebró, tenía competen- 
cia para presenciar el matrimonio. Más aún, lejos 
de considerarse como nulo o inexistente, ese vínculo 
resulta plenamente válido en el país donde se celebró 
y en muchos otros que tienen legislaciones más am- 
plias y científicas que la nuestra. Luego la preten- 
dida inexistencia resulta una sanción completamente 
desproporcionada a la gravedad de la infracción re- 
sultante de no haberse observado las formalidades 
que sobre apostasía trae la Ley 54 de 1924. 
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Pero la tesis de la inexistencia sostenida por el doc- 
tor Caicedo Castilla y por el Ministerio tiene base en 
la jurisprudencia sentada por ia Corte Suprema de 
Justicia en una sentencia de casación civil del 31 de 
mayo de 1947 (Magistrado ponente, doctor José An- 
tonio Montalvo, “Gaceta Judicial, Tomo LXII, nü- 
mero 2048-2049, páginas 408 y siguientes). El aparte 
de esa sentencia, que fue tomado literalmente por el 
doctor Caicedo Castilla para fundamentar su argu- 
mentación, dice así: 


"De lo anteriormente expuesto se deduce que un 
matrimonio civil de personas bautizadas católica- 
mente en la celebración del cual es han omitido los 
requisitos que dispone la Ley 54 de 1924, en desa- 
rrolo del acuerdo celebrado entre Colombia y la 
Santa Sede sobre interpretación del artículo 17 del 
Concordato, es un acto en el cual se han contrave- 
nido las formas, solemnidades y requisitos que para. 
la existencia jurídica del matrimonio civil exige el 
Código Civil, del cual es parte la Ley 54 de 1924". 


Sin embargo, un cuidadoso estudio de esa providen- 
cia lleva a la conclusión de que la Corte no quiso, 
en ningün momento, afirmar que se trataba real- 
mente de un matrimonio inexistente, en el sentido 
que esta expresión tiene en l2 doctrina civil, sino por 
el contrario de un matrimonio nulo de nulidad ab- 
soluta, por no haberse cumplido previamente los 
requisitos sobre apostasía establecidos por la Ley 94 
de 1924, y teniendo en cuenta que en ese caso habla 
configurado nulidad por objeto i'ícito según lo dis- 
puesto por el articulo 1519 del Código Civil. 

Los siguientes apartes de la sentencia son mas qué 
suficientes para refutar la conclusión prohijada po! 
el doctor Caicedo Castilla y por el Ministerio: 


“Por otra parte, faltó un requisito que la ley pres 
cribe para e! valor del mismo acto o contrato, segun 
su especie (artículo 1740 del mismo Código), pues 
para que personas que han profesado la religión Ca- 
tólica puedan contraer válidamente matrimonio Cl 
vil se requiere que apostaten de dicha religión en la 
forma puntualizada por el artículo 29 de la Ley 94 
de 1924, requisitos que para el matrimonio civil Quim- 
baya-Molina no se cumplieron. 

“El artículo 19 de la Ley 54 de 1924 es simplemente 
permisivo (no es un precepto imperativo); y el al” 
tículo 29 impone condiciones tales a la permision, 
que si no se cumplen a cabalidad, ésta se torna en 
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prohibición, al quebrantar la cual, el acto adolece 
de objeto ilícito, es decir, nulo, por ir contra prohibi- 
ción legal; y es también nulo, por haberse efectuado 
sin un requisito (el de la apostasía ‘idoneamente’ 
producida), exigido por la ley como indispensable pa- 
ra el acto o contrato y, de consiguiente, para la va- 
lidee del mismo. .. 


“En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema, Sala 
de Casación Civil, administrando justicia en nombre 
de la República de Colombia y por autoridad de la 
ley, invalida la sentencia del Tribunal Superior de 
Bogotá fechada el diez y ocho de mayo de mil nove- 
cientos cuarenta y cinco; y, revocando la de primera 
instancia que profirió el Juzgado 49 Civil del Circui- 
to de Bogotá el 19 de junio de 1944, declara nulo con 
nulidad absoluta el matrimonio civil de Milcíades 
Quimbaya y María Cecilia Molina, contraído ante el 
Juez 29 Civil Municipal de Bogotá, el ocho de abril 
de mil novecientos treinta y ocho". 


De lo anterior se deduce que los matrimonios de 
bautizados celebrados sin previa apostasía son nulos 
absolutamente por violación de las condiciones exi- 
gidas por la Ley 54 de 1924, para acceder al matri- 
monio civil, lo cual determina objeto ilícito. Esto es 
también aplicable a los matrimonios de colombianos 
en el exterior, en virtud de la aplicación del estatuto 
personal (artículo 19 del Código Civil) y con la ex- 
cepción de los matrimonios que puedan estar regu- 
lados por el Tratado de Montevideo de 1889. 


b) La decisión sobre la validez de los matrimonios 
celebrados en el exterior no corresponde al Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores. 


Cuando el Ministerio de Relaciones Exteriores apli- 
ca las instrucciones de que atrás se dio cuenta, está 
decidiendo por la vía administrativa sobre la validez 
del vínculo matrimonial contraído por un colombia- 
no en el exterior, puesto que está afirmando, al ne- 
garse a consignar en el pasaporte respectivo el estado 
civil de casado, que ese vínculo es inexistente. 


Nuestra Constitución en los artículos 55 y siguientes 
establece el principio de la separación de funciones 
entre las Ramas del Poder Público, y el artículo 58 
dice que la función de administrar justicia, es decir, 
la que corresponde a la Rama Jurisdiccional, es pri- 
vativa de la Corte Suprema de Justicia y de los Tri- 
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bunales y Juzgados de la Republica. Por otra parte, 
según los artículos 1502 y siguientes del Código Ci. 
vil, la falta de los elementos necesarios para la va- ` 
lidez de los actos jurídicos se sanciona mediante la - 
nulidad de esos actos, la cuai debe ser declarada ` 
judicialmente previo ejercicio de la acción de nuli- = 
dad. Todo lo anterior nos está indicando gue la nu- © 
lidad puede ser declarada únicamente por los Jueces ` 
que resulten. competentes segün las normas de la 
Constitución y del Código Judicial, y que mientras 
ello no ocurra el acto jurídico conserva su apariencia 

de validez y debe producir todos sus efectos. Luego 

la declaración de nulidad de un acto o contrato co- . 
rresponde a la Rama Jurisdiccional del Poder Pú- : 
blico y no a la Ejecutiva o Administrativa. 


Cuando el Ministerio decide entonces, al negarse a 
consignar en un pasaporte el estado civil que resulte - 
de un matrimonio civil celebrado en el exterior, que . 
ese matrimonio es inexistente o nulo, está usurpan- . 
do las funciones que corresponden a los Jueces dela - 
República, y pronunciando por la vía administrativa 
una decisión de claro cerácter jurisdiccional. 


Si de acuerdo con la jurisprudencia nacional los 
matrimonios celebrados en las condiciones anotadas 
fueran inexistentes, habría aleuna base legal para 
mantener la tesis que hasta ahora ha practicado el 
Ministerio; cero, como ya se vio, la jurisprudencia 
atrás citada no sostiene la tesis de la inexistencia 
sino de la nulidad, por lc cual resultan carentes de . 
legalidad las instrucciones a que nos hemos referido. . 
Luego el Ministerio debe atenerse a la simple apa- 
riencia de legalidad que resulte de las pruebas pre 
sentadas por los interesados, siempre que ellas estén 
en la forma establecida por el artículo 1? de la Ley > 
29 de 1933, es decir, autenticadas por un Agente Con- . 
sular de la República y debidamente traducidas al 
español, si se trata de actas del estado civil otorga- 
das en el extranjero, y no puede negarse a consigna! : 
en los pasaportes el estado civil que se demuestre - 
de esa manera. 





















e) Carácter jurídico del pasaporte. 





De acuerdo con las disposiciones sobre la materia el 
pasaporte es un documento público que identifica 
físicamente a una persona y que la habilita pará 
salir del país. Como tal, el pasaporte no es apto pará 
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demostrar nacionalidad en estricto derecho, cuando 
ese vínculo juridico-politico se halla sub judice, pues- 
io que, a pesar de que por regla general se otorga 
solamente a los colombianos, 1a nacionalidad se prue- 
ba técnicamente mediante la demostración del hecho 
del nacimiento dentro del territorio, junto con la 
nacionalidad de los padres y el hecho del domicilio, 
según los casos previstos en el artículo 8% de la Cons- 
titución Nacional. u 

El pasaporte tampoco demuestra estado civil, ya que 
la. Ley 92 de 1938 y el Decreto 1003 de 1939 estable- 
cen que éste se prueba mediante las copias de las 
actas de registro del mismo o las copias de las parti- 
das eclesiásticas, segün los casos. Luego la mención 
del estado civil que se haga en un pasaporte sirve 
solamente para mejor identificar a su titular me- 
diante el nombre que comunmente usa en la vida 
civil, y no puede tenerse como prueba legal de ese 
estado, sino simplemente como una referencia ad- 
ministrativa para los fines de la identificación del 

- titular. 


siendo ello así, resulta intrascendente y carente de 
consecuencias legales la mención del estado civil que 
se consigna en un pasaporte. Esa mención no puede 
tener la virtud de conceder al titular del pasaporte 
un estado civil que en realidad no tiene y por lo mis- 
mo ello no puede engañar a nadie, y mucho menos 
inducir a error respecto de las autoridades que en 
definitiva deben decidir sobre el estado civil de las 
personas. Por lo cual resulta aún más ilégica y ca- 

| rente de razón la actitud que hasta ahora ha obser- 
vado el Ministerio. 





d) El problema de los divorcios decreiados en el 
exterior. 


Ocurre con frecuencia que personas casadas válida- 
mente según las leyes colombianas obtienen divorcio 
vincular en el extranjero, y luégo contraen un nuevo 
matrimonio civil, también en el extranjero, con otra 
persona. En el caso de la mujer, se pregunta si en 
Su pasaporte se debe consignar su nuevo estado ci- 
vil, es decir, su apellido de soltera y el apellido del 
segundo marido, precedido de la partícula “de”. 

El numeral 12 del artículo 140 del Código Civil esta- 
blece que la existencia de un matrimonio anterior 
ocasiona nulidad absoluta del nuevo vínculo. Como 
la nulidad sólo puede ser declarada por los jueces 








1072 LOS PROBLEMAS DEL MATRIMONIO EN EL CONCORDATO Y LA LEY CONCHA 


competentes resulta que el nuevo matrimonio tiene 

una apariencia de legalidad mientras una autoridad 

judicial no declare lo contrario. Por ello el Ministerio ^ 
deberá consignar en el pasaporte de la mujer el ape ` 
lido del segundo marido, aunque conozca por cual : 
quier causa la existencia del vínculo anterior. n 
Igualmente, en la hipótesis de que se haya obtenido . 
en el exterior una sentencia de divorcio vincular - 
respecto de un matrimonio celebrado de acuerdo con .- 
las leyes colombianas, pero no se haya pasado a ` 
otras nupcias, se pregunta si en los pasaportes res- ` 
pectivos se debe consignar el estado civil de divor- © 
clado, y si la mujer tiene derecho a que se mencione - 
únicamente su apellido de soltera sin agregarle el > 
apellido del marido. E 


Este caso debe ser resuelto con el auxilio de concep- . 
tos jurídicos diversos, pues ya no se trata de respetar ` 
una apariencia de legalidad, sino de saber si la sen- `. 
tencia de divorcio pronunciada en el exterior puede 
tener efectos en Colombia, respecto de un matrimo- 
nio que según nuestra ley es indisoluble. 


Sin entrar en el fondo del problema, basta tener en . : 
cuenta que toda sentencia pronunciada en el exterior = — 
no tiene efectos en Colombia mientras no sea exa =- 
minada por la Corte Suprema de Justicia por medio . 
del procedimiento llamado del “exequátur”. Luego 
el Ministerio no podrá iener en cuenta el estado 
civil de divorciado adquirido por colombianos en el 
exterior, sino cuando los interesados demuesiren que 
la correspondiente sentencia se halla provista del 
"exequátur" de la Corte Suprema de Justicia. 


biis AA 



















e) Constitucionalidad del ordinal f) del artículo 33 — 
del Decreto 1790 de 1941. 


Esta disposición establece que las personas extran- 
jeras casadas con colombianos tienen derecho a visa 
ordinaria sin depósito inmigratorio siempre que acre 
diten “de manera fehaciente el matrimonio y su va- . 
lidez ante las leyes colombianas”. La misma dispo- 
sición se repite en el ordinal f) del artículo 29 del 
Decreto 3380 de 1948. 


Según ese mandato legal el Ministerio, en el momen- 
to de decidir si otorga una visa ordinaria al cónyuge 
extranjero de nacional colombiano, debe calificar la 
validez del vínculo, y conceder la visa en el caso de - 
que e! matrimonio sea válido según la ley colombia- 
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na, o negarla si resulta inválido. En otras palabras, 
los cónyuges extranjeros de colombianos bautizados 
sólo tendrán derecho a la residencia en Colombia 
cuando el matrimonio haya sido católico, 0 si siendo 
civil se ha cumplido la Ley 54 de 1924, o si resulta ' 
aplicable el Tratado de Montevideo de 1889, por ra- 
zón de la nacionalidad del cónyuge extranjero en 
donde el matrimonio se celebró. 


Las disposiciones en estudio confieren entonces al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, entidad admi- 
nistrativa que forma parte de la Rama Ejecutiva del 
Poder Püblico, la facultad de decidir sobre la validez 
de un matrimonio, siendo así que esa función, según 
lo visto, es privativa del Organo Jurisdiccional. Por 
lo tanto, ellas contrarían abiertamente las normas 
de la Constitución Naciunal sobre separación de po- 
deres y de funciones. 


E] artículo 215 de la Carta establece el control de la 
constitucionalidad de las leyes por vía de excepción, 
cuando dice que en caso de incompatibilidad entre 

la Constitución y la ley se aplicará de preferencia 
aquélla. Ley se toma en este caso en su sentido ma- 
terial, es decir, como toda disposición de carácter 
general, no en su sentido formal, como mandamiento 
proveniente del Congreso Nacional. 


En opinión de esta Oficina es el caso de aplicar de 
preferencia las normas constitucionales sobre sepa- 
ración de poderes, ya que e! Ministerio, como entidad 
administrativa, no puede tener facultades jurisdic- 
cionales, y debe entonces otorgar visa ordinaria a 
cónyuges extranjeros de colombianos casados en el 
exterior basándose en la apariencia de legalidad del 
respectivo matrimonio segün Jas pruebas idóneas que 
presenten los interesados. 











Conclusiones 


19 El Ministerio de Relaciones Exteriores no tiene 
facultad legal para decidir sobre la validez de los ac- 
tos constitutivos del estado civil. Por lo tanto, debe 
atenerse a la apariencia o verdad formal que pre- 
senten dichos actos, sin entrar a calificar su confor- 
midad con la ley colombiana. 


20 Cuando se trate de expedir o revalidar pasaportes, 
el Ministerio o los funcionarios que tengan la facul- 
tad de otorgarlos en Colombia o en el exterior, deben 
consignar el estado civil que resulte de las pruebas 
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presentadas por los interesados, siempre que éstas 
vengan en la forma ordenada por la Ley 92 de 1938, 
el Decreto 1003 de 1939, y la Ley 39 de 1933. 

39 La misma conclusión se impone cuando se trata 
de modificar el estado civil que aparece consignado 
en un pasaporte. Sin einbargo, si se desea que se deje 
constancia del estado de divorciado con base en una 
sentencia pronunciada en el extranjero, debe exigir- 
se el "exequátur" de la Corte Suprema de Justicia. 
49 El Ministerio debe otorgar visa ordinaria a favor 
de cónyuges extranjeros de colombianos casados en 
el exterior sin entrar a calificar la validez que ese 
vínculo pueda tener en Colombia. 


El Asesor Jurídico envió copia de este concepto al Procu- 
rador General de la Nación, el 19 de abril de 1963, advirtiéndole 
que aquél había sido acogido en su integridad por el Minis- 
terio, y comunicado a las embajadas y consulados de Colombia, 
y agregó: 


Como decía antes, en ese concepto no entro a estu- 
diar la cuestión de fondo, aunque en mi personal 
opinion considero que los matrimonios civiles con- 
traídos por colombianos en el exterior sin previa 
apostasía son nulos absolutamente en Colombia, por 
aplicación del artículo 19 del Código Civil y en au- 
sencia de una disposición de carácter general que 
establezca la validez de la ley del lugar, aunque con 
la excepción muy importante de los matrimonios 
que puedan celebrarse en uno de los países obligados 
por el Tratado de Montevideo de 1889. 


Por oficio de 15 de septiembre de 1969, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores reafirmó la opinión de Vásquez Rocha 
de que los colombianos católicos pueden casarse civilmente 
en Colombia y en el exterior, a condición de que apostaten 
previamente de acuerdo con la Ley 54 de 1924 (“Ley Concha”). 
Si no apostatan, el matrimonio civil así contraído en cualquier - 
parte quedaba viciado de nulidad absoluta que podía ser dè- - 
clarada por un juez colombiano. “Mientras no sea declarada i 
dicha nulidad absoluta —agregaba— este Ministerio conside- 
ra, para los efectos administrativos de su competencia, quê el ! 
matrimonio civil es aparentemente válido y puede hacerlo . 
constar en pasaportes y admitirlo para la expedición de visas. 
Los hijos procreados, aunque el matrimonio se declare nulo, 
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son legítimos, quedan bajo la potestad del padre y serán ali- 
mentados por ambos cónyuges, porque asi lo dispone el artícu- 
lo 149 del Código Civil Colombiano" t. 


4. La sentencia de 6 de septiembre de 1966 


La sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 6 de sep- . 
tiembre de 1966, en casación civil ?, sostuvo el criterio anterior 
de que los colombianos bautizados, católicos, deben contraer 
matrimonio de acuerdo con el derecho canónico, bien se casen 
en Colombia o en el extranjero. Para que el régimen de bienes 
establecido para el matrimonio en país extranjero gobierne el 
de un colombiano no católico casado en el extranjero, se re- 
quiere probar la ley extranjera respectiva; si esto no se hace, 
el matrimonio de un colombiano en el extranjero cae bajo el 
régimen de la sociedad conyugal establecido por el artículo 
180 del Código civil para todos los colombianos. 


Para la Corte, en esta sentencia, no era válido el matri- 
monio civil celebrado por colombiano católico en el extranje- 
ro, pero sí lo era si el dicho colombiano no fuere católico. 


En esta forma la Corte, sin tomar partido entre la nulidad 
o la inexistencia, se acercó a ésta, pues sólo dio efectos a ma- 
trimonio civil de colombiano en el extranjero por no haberse 
probado que ese ciudadano había sido bautizado. 


Esta sentencia demuestra que la Corte seguía vacilando 
acerca del matrimonio civil de colombianos en el extranjero. 


9). La Corte Suprema reforma su jurisprudencia sobre validez 
del matrimonio civil celebrado por colombiano católico 
fuera de Colombia. 


La sentencia de 11 de agosto de 1972 no varió la. jurispru- 
dencia de la Corte de ser causal de nulidad la falta del requi- 
Sito de la apostasía: “La sanción que establece el referido 
Artículo 17 (del Concordato) es, por lo tanto, la de nulidad 
absoluta del matrimonio civil”. 


Lc 


i 1 Memoria de Relaciones Exteriores, Tomo I, 1969-1970, de Alfonso 
López Michelsen, p. 190. 
^ Gaceta Judicial, Tomo CXVII, N° 2282, p. 277, de julio a septiem- 
bre de 1966. 
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Pero en la misma sentencia restringió la Corte el alcance 
del Concordato y de la Ley Concha, al declarar: "El precepto 
del artículo 17 del Concordato sólo es aplicable a matrimonios . 
celebrados en el territorio colombiano y que por tanto la san- ^ 


ción de nulidad que él consagre no comprende a los realizados 
en el país extranjero” ?. 


Con lo cual aceptó la Corte que el colombiano católico 
que se Case en el extranjero no está obligado a observar las 
formalidades de la ley colombiana, sino las del lugar del ma- 
trimonio: locus regit actum. 


“La cireunstancia —dijo— de que el artículo 17 del Con- 


cordato imponga a los católicos que se casan en Colombia, el 


deber de hacerlo por los ritos católicos, es cuestión que atañe 


a las solemnidades del acto y no a la capacidad de los contra- 
ventes”. 


Y reinterpretó la Corte el sentido de la Ley Concha al 


decir: “De otra parte, la Ley 54 de 1924, no tiene carácter 


prohibitivo. Ella se dictó precisamente para abrir la vía del o 


matrimonio civil a los católicos, que por haberse separado de 
ia Iglesia y de la religión católica, no querían someterse a la 
forma canónica. Por tanto, ella no priva a los católicos de su 
aptitud para casarse por la vía civil, sino que, por el contrario, 
tos autoriza para hacerlo. Lo único que les exige es la declara- 
ción de no pertenecer a la religión católica, porque abjuraron 
ae ella”. 


En esta forma la inexistencia se trocó en nulidad absoluta 
y esta se convirtió en una mera ausencia de formalidades. 


6. La opinión de Leopoldo Uprimny 


El académico Leopoldo Uprimny en estudio relativo 
a los efectos de una sentencia dictada por un Tribunal de la 
República. Dominicana sobre divorcio vincular, se refirió al 
matrimonio en Colombia bajo el título de Divorcio vincula? 
decretado por un tribunal extranjero ?. 


1 Gaceta Judicial, Tomo CXLIII, Nos. 2358 a 2363, p. 51. 


?^ Revista de la Academia Colombiana de Jurisprudencia, N° 200, 
de abril de 1973, p. 53. 
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Este estudio, ajustado a la ley escrita mas no a la ley na- 
tural, puso de presente las consecuencias del régimen matri- 
monial colombiano: | 


(2) 


(b) 


(c) 


(d) 


(e) 





Si uno de los cónyuges es católico, el mairimo- 
nio debe celebrarse conforme al derecho canó- 
nico. 


Las causas matrimoniales son de la EROS 
competencia de la Iglesia. 


Los colombianos residentes o domiciiisdos en 
país extranjero están sujetos a las leyes colom- 
bianas en euanto a su estado civil. 


El divorcio vincular de un matrimonio católico 
de dos colombianos, celebrado en Colombia, de- 
cretado por un juez extranjero, carece de efecto 
en Colombia. 


E! segundo matrimonio de los cónyuges, celebra- 
do en un país que reconoce tal divorcio, es nulo 
en Colombia por impedimento del vínculo an- 
terior. 


Si el primer matrimonio es católico, el matrimo- 
nio civil celebrado después dei divorcio vincular 
decretado por un juez extranjero, carece de 
validez y es inexistente, pero constituiria biga- 
mia. ante el derecho canónico. 


E] juez pena) colombiano debe condenar por 
bigamia a los colombianos que así obren. — 


Los jueces penales colombianos están eguivoca- 
dos en sus tesis de que no hay delito de bigamia 
sobre la base de que el segundo matrimonio es 
inexistente. 
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CAPITULO XIX 


EL CONCORDATO DE 1973 


1. Nuevos proyectos de reforma del Concordato de 1887 
y el memorandum de Echandia (1968-1969). 


Los sucesivos gobiernos conservadores de los Presidentes 
Laureano Gòmez y Gustavo Rojas Pinilla no tuvieron éxito 
en restablecer en la Constitución, a través de una reforma 
constitueional, los artículos de la primitiva Constitución de 
1886 que habían sido abrogados por la reforma liberal de 
1936. 


La reforma que se llevó a cabo por medio del plebiscito 
de 1957 restableció en la Constitución el preámbulo de la de 
1886, con la invocación a Dios y el reconocimiento de ser la 
Religión Católica la de la Nación. Ello sirvió para que la Na- 
ción en general y el partido conservador en particular, acep- 
taran el contenido de la reforma de 1936 como parte de la 
Constitución que ya no guedaba sujeta a debate. 


Por otra parte nadie intentó resucitar el fallido intento 
de reforma del Concordato Echandia-Maglione hasta que en 
1966 fue elegido Presidente don Carlos Lleras Restrepo y 
nombrado Ministro de Relaciones Exteriores don Germán Zea 
Hernández, quien se propuso intentar de nuevo la reforma 
del Concordato. Nos dice Zea !: 





! Senado de la Revública. El Concordato ante el Senado. German 
Zea Hernández. Intervenciones del Senador Germán Zea Hernández du- 
rante la consideración del proyecto de ley por la cual se aprueba el 
Concordato suscrito entre el Gobierno Nacional y la Santa Sede. Bogotá, 
Imprenta Nacional, 1974. En adelante citaremos esta obra así: Germán 
Zea Hernández, El Concordato ante el Senado. 





. Michelsen, Bogotá, Imprenta Nacional, Tomo I, p. 23. 
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"Le expresé mi preocupación al Presidente Lleras 
desde el comienzo de su mandato y comencé a alle- 
gar por conducto de nuestras misiones diplomaticas 
en diversos paises informaciones sobre la manera 
como se regulaban en ellos las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado. Pero el Presidente Lleras, com- 
prometido entonces en lo que fue luego la Reforma 
Constitucionall de 1968, no consideró aconsejable que 
se agregaran otros ingredientes a las dificultades que 
entonces tenía con el Congreso” 1. 


No era el Ministro Zea la persona adecuada para nego- 
ciar una reforma al Concordato pues siendo librepensador no 
podía intentar siquiera interesar a la Santa Sede en tal em- 
presa. Su ministerio tuvo un abrupto final con motivo de la 
visita a Colombia del Papa Reinante Paulo VI. 


. Aconteció que habiéndose anunciado dicha visita, el Mi- 
nistro Zea dio imprudentes declaraciones a la prensa mos- 
trándoss partidario de una política diametralmente opuesta 
a la del Sumo Pontífice en materia de control de natalidad, 
lo cual ocasionó que el Presidente Lleras le pidiera la renun- 


cia de su alto cargo. | 

Nuevo Ministro de Relaciones Exteriores fue designado 
Alfonso Lépez Michelsen, politico liberal a quien cupo recibir 
al Legado Pontificio y luego —en asocio del Presidente Lleras— 
al propio Papa Paulo VI. Tanto uno como otro se mostraron 
fieles a la politica preconizada de entendimiento con la Igle- 
sia y con la Santa Sede en todos los puntos de contacto de 


las dos potestades. 


En estos términos se refirió el Ministro López a la visita 
del Papa a Colombia ?: 


“La presencia del Sumo Pontífice Romano en suelo 
colombiano significaba para nuestra patria un gran 
honor. El haber escogido a Colombia entre todas las - 
naciones latinoamericanas, para llevar a cabo, como | 
Papa reinante, su primera visita a este Continente, 
era una distinción singularísima, que comprometia 
igual al pueblo y al Gobierno Nacional. Así lo enten- 
dimos y, como si hubiera mediado un acuerdo tácito 
1 Germán Zea Hernández, El Concordato ante el Senado, p. 36. 
2 Memoria de Relaciones Exteriores, 1988-1969, de Alfonso LÓPe? | 
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entre todos los componentes del conglomerado social, 
el mas perfecto orden y la mas rigurosa disciplina 
imperaron durante la augusta visita”. 


Y luego, en la ceremonia de imposición al Ministro López 
de la Gran Cruz de la Orden Piana, que le fue otorgada por 
Su Santidad Paulo VI, el 12 de febrero de 1969, dijo !: 


“Su Santidad, durante su visita a Bogotá, abrió nue- 
vos horizontes a esta cooperación del poder espiritual 
y del poder temporal, con sus palabras de esperanza 
y estímulo para quienes luchan contra las desigual- 
dades sociales. Si, en el pasado, la Iglesia colombiana 
contribuyó con el prestigio y la autoridad de sus es- 
clarecidos conductores a la defensa de las libertades 
páblieas, cuandoquiera que éstas sufrieron eclipse, 
bien podemos ufanarnos los colombianos de que, en 
el presente, cuando la lucha por la libertad se ha 
trocado en la de la conquista por la igualdad, sea 
también 1a Iglesia, por boca de sus prelados progre- 
sistas, quien desempeña un papel de primera línea 
en el logro de los mismos objetivos que persigue ei 
Gobierno de Transformación Nacional". 


El Presidente Lleras, a su vez, al recibir el Collar de la 
Orden Piana de manos del Nuncio Apostólico, expresó ?: 


“La paz religiosa ha sido una de las grandes con- 
quistas nacionales; là cooperación entre el Estado y 
la Iglesia es indispensable para la transformación 
del país. Una y otra encontrarán en mí el apoyo na- 
cido de la convieción más profunda". 


Pero a pesar de todo lo que decía el Gobierno, éste quería 
de todas maneras llevar a cabo la reforma del Concordato. 
A este respecto conviene precisar que ya durante el gobierno 
del Presidente Carlos Lleras se iniciaron los primeros contac- 
tos a través del Nuncio Apostólico en Bogotá: 


EXER E 


l ! Alfonso López Michelsen, Discursos y Exposiciones sobre cues- 
tiones internacionales y otros temas. Publicación del Ministerio de Re- 
laciones Exteriores, Bogotá, 1968, p. 73. En la página 7 de esta obra se 
halla igualmente el discurso de bienvenida del Ministro López a Su 

Minencia Reverendísima el Señor Cardenal Giacomo Lecaro, Legado 
è Latere de Su Santidad Paulo VI, el dia 17 de agosto de 1968. 


9 


* Id. p. 73, 
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“El sefior Presidente de la Republica —nos dice el 
Ministro López *— y el Ministro de Relaciones Exte- 
riores han conversado en Bogotá con el Excelentísi. 
mo senor Nuncio Apostólico sobre la conveniencia de 
actualizar las disposiciones obsoletas complementa- 
rias del Concordato, tales como la Ley Concha, en- 
contrando eco favorable para la posición colombia. 
na”. 


E] propio Ministro de Relaciones Exteriores reiteró ante. 
la Cámara de Representantes “el viejo anhelo de actualizar 
el Concordato vigente", cuya reforma no había sido posible . 
en 1942. ..— E 


El primer paso que se dio en esta dirección fue el de 
nombrar de nuevo como Embajador ante la Santa Sede a“ 
Dario Echandía, el fracasado negociador del Concordato 
Echandía-Maglione de 1942, en una segunda misión que sólo - 
tuvo un éxito muy parcial. En efecto, nos dice el Ministro 
López ?: 


“Con el propósito de obtener la modificación de las : 
condiciones existentes, principalmente en lo relativo . 
al llamado 'Convenio de Misiones”, que asimila a 
tierras habitadas por indígenas, propias para la evan- 
gelización, a regiones enteras de los Departamentos, 
Intendencias y Comisarías, se designó como Emba- 
jador ante la Santa Sede al doctor Darío Echandía, 
quien a su gran autoridad moral, como dirigente 
politico, aúna una singular erudición en estas ma- 
terias. Fruto tangible de esta gestión fue, en el curso 
del año, que aquí se reseña, la erección en Diócesis 
Episcopal de los antiguos territorios de Buenaven: 
tura, Valledupar, Magangué, Sincelejo y la creació 
ae la prelatura del Alto Sinú. Es de esperarse qué 
este proceso siga cumpliéndose igualmente hasta 
conseguir que, como su nombre lo indica, solamente 
queden sometidos a régimen de “territorios para evan 
gelizar' aquellos en donde la población indígena nO 
haya recibido las luces de la religión cristiana. El 
aplicar un tratamiento de tales a los habitantes de 
regiones, como las que acabo de señalar, constituye 
evidentemente una distorsión del concepto, pero, el 


1 Memoria de Relaciones Exteriores de 1968-1969, Tomo 1, p. 13. 
2 Td., p. 2A, 
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justicia, cabe anotar que el proposito que ha venido 
animando a la Iglesia en muchos casos para mantener 
este estado de cosas, no ha sido otro que el de poder 
allegar recursos económicos para el mantenimiento 
del culto en regiones en donde todavía la feligresía 
no está en capacidad de hacerlo. En efecto, la con- 
dición de 'territorio de misiones' permite a la respec- 
tiva autoridad eclesiástica recurrir al fondo Vaticano 
llamado ‘Propaganda Fide’ creado para las necesi- 
dades del culto. El Estado colombiano, al hacerse 
cargo, bajo su jurisdicción completa de los nuevos 
territorios, deberán proveer por un tiempo a las ne- 
cesidades económicas que demande el culto. En este 
sentido el señor Presidente de la República ha or- 
denado auxiliar a cada una de las nuevas diócesis con 
una partida anual de $ 150.000.00, destinada a su 
sostenimiento". 


. Al Ministro López le parecía que en el asunto de las Mi- 
siones no había dificultad para llegar a un acuerdo con la 
Santa Sede. Y agregaba !: 


Tum 


"Como puede apreciarse, se trata, en este caso, de 
un tema sobre el cual no es difícil llegar aun acuerdo 
con la sede Romana y sobre el cual no existen di- 
vergencias en el seno de la opinión nacional. No 
sucede otro tanto en otros aspectos de las relaciones 
concordatarias, algunos de los cuales, como el pro- 
blema del divorcio vincular, rebasan el concepto mis- 
mo del concordato o pacto con la Iglesia, como que 
se trata de una de aquellas materias sobre las cuales 
no existe terreno comun para una negociación, por 
considerarlas la Iglesia como reservadas a su juris- 
dicción. Otras, como las ya contempladas en la pro- 
yectada. reforma. de 1942, tales como la administra- 
ción de los cementerios, la jurisdicción en los juicios 
de separación, los registros del Estado Civil, cues- 
tiones de suyo adjetivas, si podrian ser materia de 
una negociación, como ya se vio. En el mismo sen- 
tido podrían obtenerse reformas en cuanto a algu- 
nas de las cláusulas extremas, relativas a ]a educa- 
ción que, por su naturaleza misma, se han hecho 
anacrónicas e inaplicables, como es el caso de la apro- 
bación de los textos y los profesores universitarios 
por las autoridades eclesiásticas. En realidad, e! 
dilema que se presenta para Colombia es el de pro- 


.1 Ob. cit, Memoria de Relaciones Exteriores de 1960-1969, Tomo 1. 
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seguir en el régimen concordatario con las limita- 
ciones que este impone, principalmente en cuanto 
al divorcio vincular y a la educación, o buscar un 
statu quo diferente, dentro del cual el Estado, como 
poder civil, pudiera asumir la totalidad de sus pre- 
rrogativas. A nadie escapa, conocidos los anteceden- 
tes histórico-políticos de la controversia religiosa, 
que solo la primera solución cabe dentro del régimen 
bipartidista del Frente Nacional, institucionalizado 
en la Constitución vigente por medio del plebiscito. 
La anterior eguivale a afirmar que, en Último 
término, el rumbo que seguirán las relaciones con la 
Sede Romana en el futuro será consecuencia refleja 
del desenlace del problema político colombiano, al ` 
expirar el régimen plebiscitario”. B 


En esta forma los liberales volvieron a poner en discu- 
sión todo el arsenal de reformas que no habían obtenido en 
1942: cementerios, registro civil, jurisdicción en procesos de 
separación matrimonial, y educación, no dejando de advertir, 
como de costumbre, gue si no se llegaba a un acuerdo con la 
Santa Sede, se apelaría a la separación de la Iglesia del Estado 
sin Concordato, una vez que terminara el sistema del Frente 
Nacional. 


E] Embajador Echandia presentó a la Santa Sede un 
Memorandum sobre el asunto de las Misiones, en el cual decía: 


“El Gobierno de Colombia somete a la consideración 
de la Excelentísima Secretaría de Estado de Su San- 
tidad, la necesidad y conveniencia de introducir algu" 
nas reformas a la Convención de Misiones celebrada 
el día 29 de enero de 1953, por el entonces Nuncio 
Apostólico en Bogotá, Excelentísimo Monseñor Anto- 
nio Samoré y el Ministro de Relaciones Exteriores de 
Colombia, doctor Juan Uribe Holguín. 


“Para fundar esta atenta solicitud el Gobierno hà 
considerado: 


“a) En aleunas estipulaciones del Convenio cuya 
reforma se propone, se confieren a los jefes de 185. 
misiones facultades que, según conocidos preceptos 
Cel derecho público, pertenecen a las autoridades. 
civiles; | 
“) La libertad de cultos, consagrada internacional 
mente como uno de los derechos humanos, debe man 
tenerse sin perjuicio de la evangelización, dentro. 
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de la enseñanza católica, de los grupos de población 
indigena que hayan menester de eila; 


"c) La educación primaria oficial, en virtud de las 
estipulaciones del Concordato que liga a Colombia 
con la Santa Sede, debe darse de contormidad con 
la religión católica; pero la educación privada, se- 
gün tesis constantemente sostenida por la Iglesia, 
es libre en cualquier grado. Este principio debe ser 
válido también en los territorios misionarios; y 


“d) Algunas de las regiones sometidas al régimen 
especial de misiones, han logrado un apreciable de- 
sarrollo económico y cultural. Otras veces han en- 
trado al régimen politico ordinario, es decir, que se 
han convertido en departamentos o han venido a 
formar parte de éstos, lo que resulta incompatible, 
2 juicio del gobierno, con el régimen peculiar pacta- 
do para los territorios de misiones. 


“Como consecuencia de las razones expresadas, los 
objetivos principales de las ni. reformas 
deberían ser: 

“19—Deierminar los límites de los territorios. misio- 
narios, de manera de excluir de ellos aguellas regio- 
nes gue nayan enirado al régimen político ordinario 
constitucional cei pais o que se encuentren en esta- 
do de importante desarrollo religioso y cultural; 


«29 Que el nombramiento del personal docente, en 
las escuelas oficiales que hayan de funcionar en los 
territorios misionarios, se haga por las competentes 
autoridades civiles, sin. perjuicio de oir las Objeeio- 
nes fundadas due puedan hacerse por los misioneros 
y, en toda caso, tratando de buscar la buena armo- 

nia entre las autoridades eclesiásticas y las civiles en 
materia que suele ser ocasionada a contra: dicciones; 


“SO—Las obras que deben Ten en los E rrito- 
rios misionarios, deberán estar comprendidas O 
de los planes oficiales del Liu en los setos 
educativos y sociales, preservando, enc o sea 
conveniente a juicio Cel gobierno, ios valores autóc- 
tonos; 

"49 1,4 acción misional debe estar a cargo de per- 
sonal especializado y capacitado a juicio del gobierno 
y la Santa Sede; 

“Bo La acción misional será adelantada mediante 
vicariatos y prefecturas apostólicas. La determina- 
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ción de esos vicariatos y prefecturas se hará siempre - 
de acuerdo con el gobierno; : 


“6% Los vicariatos y prefecturas apostólicas auto- 
rizadas en zonas colindantes con los países vecinos 
de Colombia, se esforzarán por establecer residencia 
y centros misionales en los sitios que determine el 
Gobierno, de conformidad con los planes nacionales 
de desarrollo; z 


“7ọ0—La educación privada será libre en los territo- 
rios de misiones; 


“8°—Los bienes muebles o inmuebles que se adquie- 
ran o construyan, con sumas destinadas para este 
efecto por el Gobierno, quedarán de propiedad de la 
Nación; | 


“92 Cuando hubiere tierras baldias en los territo- 
rios en que actüan las misiones, el Gobierno se com- 
promete a poner 2 disposición de éstas para usarlos 
y disfrutarlos durante ei tiempo que se estipule en 
cada caso y dentro de la vigencia de la Convención, 
los terrenos baldíos que, en concepto del Gobierno, 
fueren necesarios para el mejor servicio de las mi- 
siones. Tales terrenos se destinarán a huertas, sem-. 
brados, dehesas, etc., dentro de los planes generales 
de desarrollo; 


“10.—Los Jefes misionarios unirán al cumplimiento 
del fin principal de su cargo, o sea, el de la evange- 
lización, el fomento de la prosperidad material del 
territorio y de los indígenas, estudiando diligente- 
mente las características de la región a su cargo, 
informando al gobierno y proponiéndole proyectos 
para derivar mejores ventajas de esos territorios, 
como también sobre vías de comunicación y trans- 
porte de los productos a las zonas de consumo, siem- 
pre dentro de los planes generales de desarrollo. 


“Roma, abril de 1969. 


“A la Excelentísima Secretaría de Estado de Su Santi- 
dad. Vaticano”. 


Sin embargo, esta solicitud no fue seguida de negociacio - 


nes inmediatas al respecto. 
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9. La Ley Concha ante la Corte Suprema de Justicia. 
a) La demanda. 


Un estudiante de derecho, don Pablo Jaramillo Salazar, 
presentò ante la Corte Suprema de Justicia, el 18 de septiem- 
bre de 1970, una demanda por medio de la cual solicitaba a 
la Corte que declarara la inexequibilidad de la Ley 54 de 
1924, comúnmente llamada Ley Concha, basándose, entre 
otras, en las siguientes razones 1: 


^Una Ley como lo es la Ley 54 de 1924, no puede 
modificar un convenio internacional como es el Con- 
cordato. El espíritu de la Ley 54/24 fue modificar 
como en efecto lo hizo, dejando sin vigencia la pri- 
mera parte del articulo 17 del Concordato. Asi lo 
dice la Ley en mención: “No es aplicable la dispo- 
sición de la primera parte del artículo 17 del Con- 
cordato' modificando, así, el Concordato en ese ar- 
ticulo 17 en el fondo. Establece también la Ley 54/24 
un procedimiento (apostasia) no previsto en el Con- 
cordato y delito ante la Ley Canónica. Modificando 
también el Concordato que obligaba antes a ‘todos’ 
los católicos a eoniraer segün las disposiciones del 
Concilio de Trento, estableciendo que podrán con- 
traer civilmente realizando una declaración pública 
y otros requisitos no previstos antes, pues al tenor 
del artículo 17 no les era dable contraer a los cató- 
licos civilmente. “El matrimonio que deberán cele- 
brar todos los que profesan la religión católica...”. 
(artículo 17 del Concordato en su primera parte. 
Parte esta gue la Ley 54 de 1924 varió dejando sin 
vigencia o aplicabilidad). 


“Queda así demostrado cómo la Ley 54 de 1924 mo- 
dificó, en el fondo, el artículo 17 del concordato en 
varios aspectos, siendo otro el procedimiento esta- 
blecido por la Corte para la celebración y modifica- 
ción de los tratados y concordatos. Como no es dable 
a una ley modificar, alterar o derogar un concordato, 
la Corte debe declarar inexeguible una ley en tal 
sentido, como en efecto lo hizo ese Supremo Tribunal 


c 


1 ; "o 
Epítome de la Ley Concha, por Pablo Jaramillo Salazar, Unt 


versidad Javeriana, 1972, pp. 69 a 72. 
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con los artículos 7, 21, 22 y 23 de la Ley 92 de 1938, 
deelarados inexequibles ya que contenían normas 
Sobre cementerios que modificaban el concordato y 
como también lo hizo con los ordinales 2 y 4 del ar- 
tículo 28 de la Ley 23 de 1918, sobre modificaciones 
que hizo dicha ley del concordato, desconociendo de- 
rechos adquiridos en virtud del mismo. (Sentencias 
del 18 de marzo de 1941 y de novierabre 18 de 1930, 
respectivamente). Establecido, entonces, un procedi- 
miento claro en la Constitución para la celebración 
y modificación de tratados y concordatos, una simple 
ley no puede modificar un tratado y así lo vio la 
Corte en dos oportunidades como es lógico que sea, 


y en fallos precisamente de leyes que modificaban el pes 


concordato. 
"Dijo la Corte: 


“Un tratado publico es un pacto gue da nacimiento 
a derechos y obligaciones entre las partes que lo 
celebran, y que se aprueba por medio de una ley 
conforme al numeral 22 (hoy 18) del artículo 76 de 
la Constitución v, por consiguiente, cuando una ley 
viene a vulnerarlos cualquier ciudadano puede, en 
ejercicio de la autoridad que le reconoce el artículo 
214, quejarse de esta violación". (Sentencia de no- 
viembre 18 de 1930). 


“Queda, con los anteriores razonamientos, demostra- 
do que la Ley 54 de 1924 viola el artículo 53, inciso 
4, que da atribución a la rama Ejecutiva para cele- 
brar concordatos y modificarlos, de común acuerdo 
y segün el procedimiento constitucional. Queda tam- 
bién demostrado, con todos ios anteriores razona- 
mientos, cómo también viola dicha ley el artículo 76, 
NO 18 de la Constitución, que solo le da al Congreso, 
en materia de tratados y concordatos, la facultad de 
aprobar o improbar y no modificarlos, tanto como el 
artículo 120, N° 20 que le da al Ejecutivo esa facul- 
tad de dirigir las relaciones internacionales, de Cê- 
lebrar tratados, concordatos, ete., y de modificarlos 
según el procedimiento establecido. Dicho artículo 
también fue violado por la Ley 54/24, por las razones 
anteriormente expuestas. 


“Queda por explicar la razón de la violación del al” 
tículo 78, N° 2, que prohibe al Congreso intervenlr 


en asuntos privativos de otras ramas del poder PU” - > 


plico, y aunque las razones anteriores explican en 
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qué manera la Ley 54 de 1924 violó este artículo 
constitucional, me permito agregar otros. 


“Alvaro Copete Lizarralde, en su obra “Lecciones de 
Derecho Constitucional", siendo (sic) que la Corte 
debe declarar inexequible una ley que quebrante o 
modifique unilateralmente un tratado público dice: 
“La razón para hacerlo no está en la violación del 
tratado sino en la contravención del artículo 78 de 
la Carta que prohibe al Congreso inmiscuirse en 
asuntos de competencia privativa de otras ramas" 
(Copete, op cit., pág. 231). Así lo expresó también la 
Corte en otra sentencia. | 


“Como las relaciones internacionales y su dirección, 
como la conclusión de tratados y concordatos están 
atribuidos al Ejecutivo (artículos 53 y 120, ordinal 
20), resulta evidente que euando el Congreso dicta 
una ley que modifica un tratado püblico, invade una 
órbita que no le corresponde, por euyos motivos las 
normas en ella contenidas son inexequibles". (Sen- 
tencia del 18 de marzo de 1941). 


“No es razonable que un solo Estado modifique un 
tratado unilateralmente. Es principio universal, tan- 
to de Derecho Internacional como privado, que los 
pactos y contratos bilaterales no pueden modificarse 
o alterarse sino en el mutuo acuerdo de las partes 
y llenando las formalidades de rigor, tanto de dere- 
cho internacional como de la constitución misma 
de los Estados contratantes, entre nosotros plena- 
mente establecidas y ya enumeradas y demostrada 
su violación. También es claro que el Congreso no 
puede intervenir en asuntos propios del régimen con- 
cordatario que están atribuidos al Presidente de la 
República. Quedó también demostrado cómo dicha 
Ley 54 de 1924 lesiona gravemente la libertad de 
conciencia que garantiza el Estado. De buscarse en 
1924 aclarar los problemas que se venían presentan- 
do con motivo del artículo 17 del Concordato, debía 
haberse reformado éste en la manera prescrita por 
la Constitución para los tratados internacionales, 
según precedentes de la Convención adicional al mis- 
mo, aprobada por ley. 


“Por todas estas razones queda demostrado cómo la 
Ley 54 de 1924 viola los artículos constitucionales 53, 
incisos 1, 2, 4, 78, 120 n. 18, 120, n. 20, según se afir- 
ma al principio de esta demanda, por lo cual queda 
establecida la inconstitucionalidad de la Ley 54 de 
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1924, y me permito solicitarle a la Corte la declara- 
ción de inexequibilidad para la misma, en ejercicio 
de la acción pública que me confiere el artículo 214 
de la Constitución". 


La demanda fue aceptada por la Corte y se le dio el trá- 
mite legal. 


b) El dictamen del Procurador. 


El antiguo Procurador General de la Nación, Andrés 
Holguín, ya había manifestado su opinión contraria a la Ley 
Concha. Dijo Holguín que el Concordato de 1887 armonizaba. 
con la Constitución de 1886, pero que ésta había sido objeto 
de sucesivas reformas, por lo cual el dicho Concordato había 
quedado en abierta oposición con la Constitución actual. Así 
en cuanto a la enseñanza de la religión, la aprobación de tex- 
tos por la Iglesia, y, en fin, el asunto del matrimonio único ca- 
nónico obligatorio para los colombianos. Para remediar la 
absurda situación que se presentaba a los colombianos no ca- 
tólicos, se imaginó la fórmula aceptada por Concha, solución 
que fue prohijada por el Congreso estableciendo en la Ley 
Concha “un régimen verdaderamente inquisitorial, que repug- 
na no sólo con la libertad de conciencia sino con aquellas otras 
libertades que garantiza la Carta”. 


Para Holguín “una ley no puede derogar un tratado 
público. Y, en el fondo, lo que se pretendía era modificar lo 
dispuesto por el artículo 17 Cel Concordato, que es un ver- 
dadero tratado público. Por eso, buscando alguna apariencia 
de juricidad, la Ley Concha fue expedida como “Aclaratoria” 
de la legislación existente sobre matrimonio civil” !. 

Pero el nuevo Procurador, Mario Aramburo Restrepo, no 
fue de la misma opinión que su antecesor y consideré que la 
Ley Concha no violaba la Constitución, según lo expuso en el 
siguiente capítulo del concepto que rindió a la Corte: 





1 Ob. cit. p. 75. 
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“79— Resumen y Conclusiones” 


“1. Es evidente, como lo afirma el demandante, que 
la Ley 54 de 1974 no es aprobatoria'de un tratado O 
convenio internacional y, en consecuencia, la Corte 
Suprema de Justicia es competente para asumir el 
conocimiento de la acusación de inconstitucionali- 


dad de acuerdo con la doctrina que la misma entidad 


ha venido sosteniendo. 


“Pero aún en el supuesto de que la Ley 54 de 1924 
lieve implicita la aprobación de un convenio interna- 
cional, esta Procuraduría conceptúa que la Corte 
Suprema de Justicia tiene competencia para pro- 
nunciarse sobre su alegada inexegquibilidad. 


“2. Carece de fundamento la afirmación del actor 
en el sentido de que la Ley 34 de 1924 modifica el 
articulo 17 ael Concordato, pues como en su mismo 
titulo se indica, y se deduce de sus antecedentes, 
su principal finalidad fue aclarar v reglamentar la 
legislación existente sobre matrimonio civil". 


“3. Es cierto que en Colombia existen, legalmente 
. reconocidas, dos formas de matrimonio con efectos 
civiles: el celebrado segün las normas canónicas, que 
deberán contraer quienes profesan la Religión Cató- 
lica (Concordato, artículo i7) y el contraido de 
acuerdo con la legislación civil, reservado a quienes 
nunca han profesado la Relieión Católica o se han 
separado de ella (Código Civil y Lev 54 de 1924). 
Pero de ahi no se puede concluir que la ley sea vio- 
latoria ae la garantía constitucional sobre libertad de 
conciencia, como dice el demandante: el católico 


coza de libertad garantizada por la Constitución y. 


no coartada, por la ley acusada, para permanecer en 
la Iglesia o separarse de ella. Si lo primero, es lógico 
que deba. someterse a todas las normas de su religión 
y, desde luego, a las que rigen el sacramento del ma- 
trimonio, siendo inaceptable que un bautizado que 
siga afirmando su condición de católico pretenda 
contraer matrimonio segün formas no admitidas por 
la Iglesia para sus súbditos. Si lo segundo, puede 
hacerlo libremente, y entonces es también lógico 
que la Iglesia le niegue el sacramento, pero el poder 
civil lo “admite al contrato matrimonial si expone 
esa circunstancia en la forma prevista en la Ley 54 
de 1924. 
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“En cuanto a que los católicos deben contraer el ma- 
trimonio segün los ritos del Concilio de Trento, es 
exigencia contenida en el Concordato y ni éste ni 
su ley aprobatoria son objeto de acusación". 


“De otra parte, la Ley 54 de 1924 no obliga a los 
católicos a apostatar para admitirlos al matrimonio 
civil como la afirma el actor, pues la apostasía o 
separación de la Iglesia es un hecho anterior a la 
solicitud que los interesados formulan ante el Juez . 
Civil y la Ley se limita a establecer la prueba de . 
esa situación y el procedimiento que ha de cumplirse 
previamente a la solemnización del acto raatrimo- 
nal. 


“4. En conclusión, esta Procuraduría no encuentra 
que la Ley acusada infrinja los preceptos de la Cons- 
titución invocada por el actor, ni otra alguna del 
mismo estatuto". 


Las observaciones de Leopoldo Uprimny 


Este concepto del Procurador mereció unas observacio- 


nes muy juiciosas del abogado Leopoldo Uprimny !: 


“I—La Ley Concha modifica el artículo 17 
del Concordato. 


“El señor Procurador General de la Nación considera 
que la Ley 54 de 1924 no ‘modifica el artículo 17 del 
Concordato, pues como en su mismo título se indica, 
y se deduce de sus antecedentes, su principal fina- 
lidad fue aclarar y reglamentar la legislación exis- 
tente sobre matrimonio civil’ (Punto 2° del resumen 

y conclusión de su concepto). l 
“Me aparto, con todo debido respeto, en este punto 
del concepto del señor Procurador General y consi- 
dero que dicha Ley, modificando el artículo 17 del 
Concordato, con fundamento en un Convenio cele- 
brado con la Santa Sede y no aprobado por el 
Congreso, viola los artículos 53, 76, numeral 18 Y 
120, numeral 20 de la Constitución. | 


“En efecto, si bien la Ley 54 de 1924 pretende tan 
solo ‘aclarar’ el artículo 17 del Concordato, lo modi- 
fico en los siguientes puntos: 


1 Ob. cit, p. 113. 
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““a) Mientras que el artículo 17 del Concordato hace 
obligatorio el matrimonio celebrado conforme a lo 
De en el Derecho Canónico para ‘los que pro- 

fesan la Religión Católica”, por lo cual no están obli- 
gados a dicha forma los que no la profesan, sin que 
el texto concordatario excluyera de osta facultad de 

contraer matrimonio civil a los apóstatas que hubie- 
ran recibido órdenes sagradas o hubieran hecho vo- 
tos solemnes como religioso, la Ley Concha excluye 
dichas personas. Mas me permito preguntar: ¿puede 
decirse que profesa la religión católica un antiguo 
sacerdote catélico que apostató y es hoy pastor pro- 
testante? Según el texto del artículo 17 del Concor- 

dato puede contraer matrimonio civil; según la Ley 


Concha no. 


“b) Según el artículo 17 del Concordato no se nece- 
sita el procedimi iento realmente repugnante previsto 
en la Ley Concha de tener que declarar expresamente 
la apostasía con la subsiguiente excomunión, sino 
que basta el hecho objetivo de no profesar los con- 
trayentes respectivos la Religión Católica, sea porque 
no fueron bautizados en la Iglesia Católica ni se 
convirtieron después a ella, sea porque bautizados en 
lao. Iglesia Católica, la abandonaron después adhi- 
riéndose a otra. religión, o declarándose ateos o ha- 
ber hecho públicamente en tiempo no sospechoso 
profesión de aue no son católicos. 


“Tiste mismo problema fue solucionado en Espana, 
después del Concordato celebrado por dicho naís con 
la Santa Sede en 1953, al reformarse en virtud dei 
artículo 19 de la Ley 24 de abril de 1958,, el artículo 
48 del Código Civil Español, de tal manera que quedó 
asi: 


“La Ley reconoce dos clases de matrimonios, el ca- 
tólico y el civil. El matrimonio habrá de contraerse 
canónicamente cuando uno al menos de los contra- 
yentes protese la religión católica. Se autoriza el 
matrimonio civil cuando se pruebe gue ninguno de 
los contrayentes profesan la religión católica’. 


“Y el ilustre canonista español Eduardo R. Regati- 
llo, interpreta dicha disposición así: 


* 10. EF] matrimonio civil, con plenos, efectos civiles, 
solo puede permitirse a los apóstatas de la fe cató- 
lica, cuando quieren casarse con personas católicas; 
probando que no DA ninguna de las dos par- 
tes a la religión católica". 
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‘“‘29—Se entiende aqui apostatas los que, habiendo: 
sido alguna vez católicos, aun por el solo bautismo - 
en la Iglesia Católica, abandonaron la fe católica, 
bien adhiriéndose a una secta hereje, cismática, o. 
atea; bien, según juzgamiento, sin adherirse a secta. 
Así los protestantes, griegos, ortodoxos, los sin Dios; 
los que públicamente han hecho profesión de que. 
no son católicos, aunque no pertenecen a ninguna 
secta...” (El Concordato Español de 1953, Sal Te- 
rrae, Santander, 1961, pag. 609). | 


"[L—El convenio con la Santa Sede de 1924 no vale 
porque no fue aprobado por el Comgreso. No. 
refleja exactamente lo acordado. 


"Ahora bien: es cierto que la Ley Concha es resul- 
tado de un acuerdo con la Santa Sede, segün anota 
acertadamente el señor Procurador General de la. 
Nación, pero es igualmente cierto que dicho acuerdo 
no tiene validez porque no fue aprobado por el Con-. 
greso. 


“Se había equivocado gravemente la Comisión de 
Relaciones Exteriores del Senado, citada por el señor 
Procurador, al afirmar lo siguiente: 


“ “El acuerdo en cuestión no es un tratado, ni tampoco 
un convenio, ni es reforma de ellos, aue son los úni- 
cos pactos internacionales que reconoce la Consti- 
tución de Colombia, y que ésta manda someter a la 
consideración del Congreso. Se trata sólo de un 
acuerdo gue consta en notas de Cancillería, y que 
para hacerlo efectivo es necesario dar al pensamiento 
que lo informa el carátcer de Ley aclaratoria de la 
Legislación existente sobre matrimonio civil”. 


“Porque no cabe duda que la Reforma Constitucional 
de 1910, al exigir la aprobación por parte del Con- 
greso no solamente de los tratados, sino también de 
los convenios, quería impedir que cualquier acuerdo 
internacional pudiera ser sustraído a la necesaria 
aprobación del Congreso. 


"En efecto, es sabido que el artículo 120, ordinal 10? 
de la Constitución de 1886 dispuso: 


“‘Los tratados se someterán a la aprobación del 
Congreso, y los convenios serán aprobados por € 
Presidente en receso de las Cámaras, previo dicta: 
men favorable de los Ministros y del Consejo de 
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Estado’ (artículo 120, ordinal 10). Mas el artículo 
34 del Acto Legislativo 3 de 1910, extendió la obli- 
gatoria aprobación del Congreso también a los Con- 
venios (‘corresponde al Presidente de la Republica..., 


celebrar con potencias extranjeras Tratados y Con- 


venios, que se someterán a la aprobación del Con- 
greso ). 


“Esta distinción de la Carta entre tratados y conve- 
nios no corresponde a la doctrina en el Derecho de 
Gentes, ni de 1886 ni de hoy. 


“Para la mayoría de los internacionalistas los térmi- 
nos “convención” (ia palabra castellana ‘convenio’ 
corresponde a ‘Convenciòn’), tratado” y ‘pacto’ eran 
y son sinónimos”. 


“Ahora bien, existen, según la terminología usada en 
el Derecho constitucional colombiano, fuera de tra- 
tados y convenios, otros compromisos de la Repú- 
blica con Estados y demás sujetos de Derecho Inter- 
nacional (como la Santa Sede)? Farece que no. 
Porque según la terminologia de la Carta, son ‘tra- 
tados” los compromisos internacionales de carácter 
general y permanente y los compromisos que se 
refieren a asuntos particulares y de carácter tran- 
sitorio son convenios. Con otras palabras: Todos los 
compromisos internacionales que no sean ‘tratados’ 
son considerados por la Constitución como conve- 
nios’. 


"f Luego el “acuerdo” entre la Santa Sede y la Repú- 
blica de Colombia que consta n las notas de 10 y 
28 de junio de 1924, es según la terminología cons- 
titucional colombiana, un tratado, poroue siendo 
una supuesta interpretación (y, en realidad, una 
reforma) del artículo 17 del Concordato, es de ca- 
rácter general y permanente. Mas aún cuando fuera 
un ‘convenio’ habría debido ser aprobado por el 
Congreso, en virtud de la reforma de 1910. 


“Y no se diga que se trataba ni de un tratado, ni de 
un convenio, sino de algo distinto, o sea, de un 
“acuerdo”, porque según la terminología de la Cons- 
titución colombiana no existen sino tratados y con- 
venios entre Colombia y otros sujetos de Derecho 
Internacional y la denominación en el instrumento 
respectivo carece de importancia. 


“El término ‘convenio’ no es un término técnico del 
Derecho Internacional. 
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“Dice por ejemplo Alberto Ulica: 


“(El Acuerdo y el Convenio no expresan sino una 
variedad de denominación que convendría por igual . 
a todos los Tratados. No hay ninguna razón técnica 
que determine su empleo' (Derecbo internacional 
Público, 48 edición, Madrid, 1957, Tomo 2, N° 1013, 
Nota 683). Py 


“Lo mismo afirman los ilustres internacionalistas . 


Charles Rousseau (Derecho Internacional Público, : 


edición española, Barcelona, 1957, NO 13), Paul Gug- 
genheim (Traité de Droit international public, Gi- ©. 
nebra, 1953, Tomo I, pág. 56) y Lord McNair, The .. 
law of treaties, Oxford, 1961, págs. 22 ss.). E 


“También la Corte Suprema de Argentina ‘ha usado, - 
según observa el insigne internacionalista de aquel ~ 
país, Isidoro Ruiz Moreno, los términos Tratado, Con- ~ 
venio, Pacto y Convención como sinónimos...” (El < 


Derecho Internacional Público ante la Corte Supre- == f- 
ma, Buenos Aires, 1941, N° 58 y la jurisdicción citada A. ; 


alli). 


“Otros autores distinguen entre tratados y conve- ^. 


nios (o convenciones). Dijo don Amdrés Bello (a 


quien sigue posiblemente la Constitución de 1886 en ^ ^ : 


su artículo citado) con respecto a las diversas espe-  . 
cies de tratados: E 


“Segunda división: Tratados propiamente dichos y 


convenciones. Los primeros están destinados a durar ^. © 
perpetuamente por largo tiempo, verbigracia, un tra- |. | 


tado de paz, de comercio o de límites. Las segundas 
se consuman por un acto único, pasado el cual, que- 
dando enteramente cumplidas las obligaciones y 
extinguidos los derechos, de los contratantes, verbi- 
gracia, “una convención para el canje de los prisio- 
neros que dos beligerantes se han hecho uno a otro.. 


“Y anota el mismo autor: “Dase también no pocas ve- 

ces el nombre de convenciones o tratados cuyos efet- - 
tos son generales y permanentes... La palabra conve . 
nio se toma en castellano en el sentido general de 
pacto, que también suele darse a la palabra conven- 
ción”. (Principios de Derecho Internacional, Parte 
Primera, capítulo noveno, pág. 2. Utilizo las “Obras 
Completas de Andrés Bello”, Vol. X, I, Caracas, 1954, 
pág. 164). ! 
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“Por esta razón, da José María Samper el siguiente 
comentario al ordinai 10 del artículo 120 de la Cons- 
titución de 1886: e 


«Fin cuanto a los tratados y convenios públicos, el 


inciso 10 hace una importante distinción: los pri- 
meros, que son de carácter general y permanente, 
deben ser sometidos en todo caso a la aprobación 
del Congreso, sin 1a cual no tiene fuerza obligatoria; 
mientras que los convenios, que se refieren a asuntos 
particulares y de carácter iransitorio, pueden ser 
aprobados solamente por el Gobierno en receso de 
las Cámaras, previo dictamen favorable de los Mi- 
nistros y del Consejo de Estado. Si el dictamen de 
este cuerpo y de los Ministros no es favorable, no 
puede el Presidente aprobar por sí ningün convenio 
ni tampoco puede hacerlo si las Cámaras están reu- 
nidas. | 


““Es de notar, sin embargo, un grave defecto del 
inciso 10: él no determina las condiciones caracte- 
rísticas de un tratado y de un convenio, respectiva- 
mente; por donde se ve que pueden ocurrir dudas 
y dificultades en la practica. El Derecho Internacio- 
nalda reglas sobre ésto, pero generales, sin la rigu- 
rosa precisión necesaria. Por punto general, los 
tratados se refieren a materias esenciales a la 
soberanía, como son los pactos sobre límites, paz, 
amistad, comercio y navegación, adquisición de te- 
rritorios, extradición y otros asuntos de capital im- 
portancia; mientras que, de ordinario, los convenios 
(que se asemejan a las Convenciones, relativas a 
correos, monedas, telégrafos, faros y otros servicios 
comunes), frecuentemente tiene por objeto arreglar 
cuestiones pendientes y transitorias sobre pagos de 
deudas, reconocimiento de créditos, indemnizacio- 
nes, ejecución de tratados y otros asuntos subalter- 
nos. Como quiera, creemos conveniente que una ley 
defina lo que se entiende por convenios, y distinguir 
los comprendidos en el inciso 10 que comentamos, 
de aquellos de que trata la atribución 14 (del Con- 
greso) del artículo 76°. (Derecho Público Interno de 
Colombia, II, Bogotá, 1951, págs. 295 a 296). 


“Así las cosas, no parece dudoso que según la termi- 
nología empleada por la Constitución colombiana, el 
Concordato con la Santa Sede de 1887 es un tratado 
(aun cuando en el texto español del mismo denomina 
‘Convenio’) y es igualmente tratado la llamada 
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'Convención Adicional al Concordato de 20 de julio de 
1892°. Por esta razón el Congreso aprobó los citados 
documentos por leyes 35 de 1888 y 34 de 1892 y des- 
pués del canje de los instrumentos de ratificación e] . 
Gobierno por Decreto 816 de 1888 y 1455 de 1893 - 
declaró que regian estos Convenios como leyes de la - 
Republica”. : 


d) El proyecto de sentencia del Magistrado 
Luis Sarmiento Buitrago 


La Sala Constitucional de la Corte Suprema aprobó un E. 
proyecto de sentencia del Magistrado Luis Sarmiento Bui- E 
trago mediante la cual declaraba inexequible la Ley Concha, = 
fundada principalmente en las siguientes razones !: E. 


“La lectura del abundante material diplomatico que | 
sanciona los antecedentes de la Ley 54 de 1924, pone . 
en claro dos cosas: Ja una que el Congreso se limitó - 
a adoptar como ley una fórmula entre el Gobierno 
de Colombia y la Santa Sede; y la otra, que esa 
fórmula no fue para aclarar las disposiciones del 
Código Civil, sobre matrimonio civil, sino para fijar 
el sentido de la primera parte del artículo 17 del 
Concordato, es decir, para reformar o limitar un 
acuerdo celebrado anteriormente entre el gobierno 
de Colombia y la Santa Sede. 


"Novena.—Los antecedentes indicados demuestran ©. 
que el legislador adoptó una posición o actitud que - 
no le correspondía, porque, tratándose de un acuer- . 
do como el que queda relacionado, él no podía ser - 
fruto de las deliberaciones de las dos partes con- 
tratantes, debidamente suscrito por ellas, y el Con- 
greso apenas podía aprobar o desaprobar est 
acuerdo; si en ese caso de leyes se incluye el texto 
de los acuerdos es precisamente para determinar cua- 
les son los que se aprueban, mas no para expedir, 
como obra del Congreso, las disposiciones fruto de los 
acuerdos. 


“De manera, pues, que el legislador invadió el campo . 
de acción del Presidente de la República, al introdu- 
cir modificaciones al Concordato, que, como convenió 
celebrado entre el Gobierno de Colombia y la Santa 
Sede, solamente podría ser interpretado, reformado 


! Ob. cit., p. 95. 
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o revisado por las mismas partes contratantes, exac- 
tamente como ocurre en todas las declaraciones bi- | 
laterales de voluntad. Desde este punto de vista es | | 
evidentemente inconstitucional la Ley 54 de 1924, | 
por cuanto es al Presidente a quien corresponde tc- | | 
mar la iniciativa y acordar los términos de los tra- bos | 
tados y convenios con otros estados o entidades de | 
derecho internacional. Al Congreso no fue presen- 
tado realmente un convenio debidamente. celebrado 
entre las dos entidades contratantes, como lo dis- 
pone el numeral 16 del artículo 76 de la Carta para 
que una vez convertida en Ley y realizado el corres- 
pondiente canje de ratificación entrara a regir como | 
acuerdo declaratorio o reformatorio del Concordato, | 
sino el texto de unas simples conversaciones y notas | 
encaminadas a discutir una fórmula para hacer 
viable el matrimonio de los católicos separados de la. 
Iglesia. | 








“Décima.—Pero si lo anterior no es verdadero, es 
decir, si se acepta el concepto del Procurador 
y se prefiere el título de la ley sobre su texto 
o el contenido de sus preceptos. para concluir ci 
que la ley 54 de 1924 no reformó el Concordato 
sino meramente las disposiciones del Código sobre 
el matrimonio civil, también resulta opuesta a las 
garantías consagradas en el artículo 39 de la Cons- 
titución de 1886, nadie puede ser compelido por las 
autoridades a 'observar prácticas contrarias a su 
conciencia’. Ya desde ese entonces, y como se repi- 
tió de manera más enfática en la reforma constitu- | 
cional de 1936 ‘El Estado garantiza la libertad de | 
conciencia”. 


“Tan importante es esta libertad, que el Estado la 
varantiza directamente; todas las otras libertades 
las respalda en forma distinta: derecho de huelga. 
propiedad privada, libertad de empresa, libertad de 
enseñanza, libertad de todos los cultos, etc. 








“En otras palabras, analizada como ley de orden 
meramente interno y de carácter civil, la ley 54 de 
1924 resultaría inexequible, ya no por contraria al 
orden constitucional en cuanto a la celebración de 
los acuerdos internacionales, que es función del Pre- 
sidente de la República, sino por contrariar esta 
garantía individual que se ha llamado la libertad de 
conciencia. Este aspecto de la cuestión también es 
de fácil entendimiento, toda vez que la ley acusada 
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obliga a los católicos que quieran celebrar matrimo- 
nio civil a observar una práctica que puede ser con- 
traria a su conciencia, decretada imperativamente 
en el articulo 19 y regulada procesalmente en el ar- 
tículo 2° de dicha ley. Por el artículo 19 se condiciona 


el ejercicio de un derecho civil consagrado para todo. 


varón mayor de 21 años y toda mujer mayor de 15 
años, para contraer matrimonio libremente (artículo 
116 C. C.) a una separación formal de la Iglesia y 
de la religión católica. 


“La exigencia de renegar de su religión, hecha por el 


propio legislador, representa, precisamente, una vio- 
lación clara del principio consagrado por el artículo 
23 de la Constitución, en el cual se prohibe compeler 
u obligar a alguna persona a observar prácticas que 
resulten o pueden resultar contrarias a su conciencia. 
Es cierto que la ley 54 no obliga a nadie a celebrar un 
matrimonio puramente civil, y, por consiguiente, no 
obliga directamente a renegar de su fe a los con- 
trayentes. Pero 1a celebración de un matrimonio 
civil es una facultad o ua derecho consagrado en el 
Código Civil, que puede ser ejercido en principio, 
por toda clase de personas, con sujeción únicamente 
a la reglamentación prevista en el mismo Código. Y 
por tratarse de un derecho de esa clase no puede 
subordinarse a la observancia de una práctica in- 
trinseca opuesta a la libertad de conciencia. La sub- 
ordinación de ese derecho a la práctica establecida 
por la ley 54 vulnera el articulo 53 de la Carta. 


“A lo anterior debe agregarse que la defección de la 
Iglesia y de la Religión Católica constituye un delito 
sancionado con la excomunión y la infamia cuva 
absolución está reservada speciali modo a la Santa 
Sede Apostólica (articulo 2314 C. I. C.), de donde 
se deduce que la exigencia de la Ley 54 no solamente 
obliga a la observancia de una práctica, contraria 2 
la libertad de conciencia, sino a la comisión de un 
delito eclesial cuya legislación debe ser solemnemen- 
te respetada por mandato del propio Concordato. 


“Refuerza estas razones el canonista citado antes 
Padre Arboleda Valencia, cuyo valor concetpual está 
respaldado por el ‘Imprimatur’ de la jerarquía ecle- 
siástica; dice así: “Como ya lo vimos no le correspon 
de al Estado ser árbitro de la religión. Le compete 
tutelar el derecho de todos los ciudadanos a estar 
inmunes de coacción de suerte que con la religión, 


ni se obligue a nadie a actuar contra la conciencia, 
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ni se le impida que actüe conforme a ella en privado 
y en publico, solo o asociado, dentro de los límites 
debidos’. ME 

““La aplicación de la Ley Concha hace que el Estado . 
venga a ser árbitro de la religión, pues debe compro- 
bar la existencia de la apostasía en determinado 
sujeto, lo cual no parece avenirse con su función pro- 
pia. Al Estado le compete otorgar efectos civiles tan- 
to al matrimonio religioso como al civil; pero no le 
corresponde discernir la condición religiosa de cada 
ciudadano para, segün ella, conceder o no la forma 
civil del matrimonio. En este sentido se puede decir 
que la Ley Concha ya no está en consonancia con la 
doctrina sobre libertad religiosa’ (Op. cit., pág. 256). 


*Once.—Y si la Ley de 1924 no modifica directamen- 
te y por sí sola el Concordato ni reforma o adiciona 
simplemente el título IV del Libro 1 del Código Civil, 
sino que aprueba un convenio colebrado entre el 
Gobierno colombiano y la Santa Sede, también resul- 
ta inconstitucional dicha ley, como violatoria Gel 
principio de libertad de conciencia y de opiniones 
religiosas, y la Corte puede y debe declararlo asi, 
por cuanto la guarda de la integridad de la Consti- 
tución le corresponde eri relación con todas las leyes 
que expida el Congreso, sin distinciones o limitacio- 
nes de niguna clase. Porgue si con un acuerdo cele- 
brado por ei Presidente con un Estado extranjero 
se quebranta la Constitución, el Congreso no puede 
aprobar, sino que debe desaprobar ese acuerdo. 
Si por ejemplo, el Gobierno de Colombia con alguno 
o algunos de los Estados Americanos que tienen 
adoptada la pena de muerte, un tratado por medio 
del cual se obligue a sancionar con dicha pena cierta 
clase de delitos, como la piratería aérea, ese tratado 
no puede ser aprobado por el Congreso, por más que 
lo celebre el Presidente, mientras que no se modifique 
el precepto constitucional que prohibe la pena capi- 
tal. Una Ley aprobatoria de tal acuerdo sería aten- 
tatoria de la carta y, como tal, inexequible. 


“Esta hipótesis se plantea, por abundar en las consi- 
deraciones hechas sobre la inexequibilidad de la Ley 
54 de 1924, porque, como lo ha dicho el Procurador, 
dicha Ley no ha tenido por objeto realmente apro- 
bar un convenio con la Santa Sede. La Ley regula 
una materia que es objeto de un tratado público 
que la constitución atribuye al Presidente de la Re- 
Pública, de ahí la inconstitucionalidad. 
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“Pero sila Ley tuviese el sentido de aprobar un con- 
venio con la Santa Sede, la Corte también tendría 
que declarar su inexequibilidad por contrariar el 
principio constitucional de la libertad de conciencia. 
en la forma atrás indicada. | | 


"Acertadamente dice el Procurador en su concepto: 
€ : È r . 

Cuando el Presidente de la República celebre un tra. 
tado o una convención con otro Estado o Entidad de 
derecho internacional, tiene que sunjetarse estricta- 
mente a las normas constitucionales. Si en un acto 
de esa naturaleza acuerda cláusulas conirarias a 
normas de la Constitución y el Congreso imparte su 
aprobación al tratado o convenio, parece claro que .. 
cualquier ciudadano pueda ejercer la acción publica 
que la Carta contempla y no se ve argumento aten- 
dible para exonerar a la Corte Suprema del cumpli- 
miento de la misión de velar por la integridad de la 
Constitución. En efecto, 1a Ley hará obligatorias nor- 
mas que segün la Carta son inválidas, erigiéndolas, 
por virtud de la aprobación legislativa, en verdade- 
ras leyes que como tales deberían armonizar con los 
cánones constitucionales y no sería posible, de acuer- 
do con la tesis sobre incompetencia, hacerlas ineje- 
cutables mediante el procedimiento de la inexequi- 
bilidad? 


“Y no puede ser de otro modo, ya que el Presidente 
de la República, aunque tiene a su cargo la direc- 
ción de las relaciones diplomáticas y la celebración 
de tales acuerdos, no puede hacerlo sino dentro del 
marco de la Constitución; y el Congreso, a su vez, 
que controla políticamente esa actividad o función 
del Presidente, aprobando a desaprobando los acuer- 
dos que se celebren, antes que empiecen a regir, no 
puede autorizar o prohibir ninguna violación de la 
Carta. 


“Doce.—En los antecedentes diplomáticos de la Ley 
54, no aparece por parte alguna que los plenipoten- 
ciarios hubiesen convenido la derogatoria del al- 
tículo 34 de la Ley 30 de 1888, o sea, lo dispuesto en 
el artículo 3% de la la citada Ley. ] 


“Esta innovación, no convenida, crea nuevas situa- 


ciones que el padre Arboleda Valencia comenta 35! 


‘La derogación de este artículo tuvo por objeto ase- 
gurar la indisolubilidad del matrimonio civil y €e- 
rrar el caso a la poligamia. Pero no fue tramitada 
con la Santa Sede, sino añadidura de los legisiadores 
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de 1924, que quizá no alcanzaron a ver que el ar- 
tículo derogado no atentaba contra la indisolubilidad 
del matrimonio civil, pues no había de entender del 
matrimonio católico válido (el subrayado está en 


bastardilla en el texto), que no podía ser tal si sub- 


sistía el vínculo de un matrimonio anterior civil 
válido ante la Iglesia, por tratarse de personas no 
obligadas a la forma canónica del matrimonio; y el 
caso del privilegio paulino o de la fe era una simple 
excepción que dejaba intacto el carácter general de 
indisolubilidad del matrimonio civil y debía admitirse 
para salvaguardar los derechos de la Iglesia que se 
comprometió a respetar el Estado Colombiano en los 
primeros artículos del Concordato”. 


“Y concluye: 'Con toda razón, por consiguiente, 
puede tenerse ese artículo 3? de la Ley Concha como 
anticonstitucional, y es la mayor falla que ella tiene 
desde el punto de vista jurídico” (Op. cit., pags. 242 
a 245). 


"Ahora bien, la Ley 54 de 1924 ‘no es pues, aproba- 
toria de una convención adicional al Concordato’, 
según observa muy bien el señor Procurador Gene- 
ral de la Nación. Pero sí modifica, según dejé ex 
puesto, el artículo 17 del Concordato. 


"Observo de paso que la Ley Concha no solamente 
no es aprobatoria del Convenio celebrado en 1924, 
porque tendría que decirlo expresamente y tales 


leyes son leyes tan solo formales, sino gue hay aun 


una discrepancia entre el Acuerdo celebrado con 1a 
Santa Sede y la Ley 54 de 1924. 


“En la nota de 10 de junio de 1924, dirigida por el 
doctor José Vicente Concha al Cardenal Secretario 
de Estado, citada por el senor Procurador Generai 
de la Nación y que contiene el Convenio con la Santa 
Sede, se dice en el inciso 29: 


“‘No es aplicable la disposición de la primera parte 
del articulo XVII del Concordato cuando los indivi- 
duos que pretenden contraer matrimonio declaren 
que se han separado formalmente de la Iglesia y de 
la religión católica, siempre que quienes hagan tal 
declaración no sean sacerdotes o religiosos que ha- 
yan hecho votos solemnes, los que están en todo 
caso sometidos a las prescripciones del Derecho Ca- 
nénico’. (Lo subrayado es mío). 
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“Mas la Ley Concha exceptüa no solamente a los 
sacerdotes sino aún a los Diáconos y Subdiáconos, 
porque dicha ley habla de las personas que ‘han 
recibido órdenes sagradas’ y es sabido que también 


Diáconos y Subdiáconos reciben órdenes sagradas. 


Con otras palabras: El Congreso de Colombia resul- 
tó más papal que el Papa". 


e) La sentencia de ia Corte Suprema 


Pero la Corte Suprema se apartó de la ponencia del Ma- 


gistrado Sarmiento Buiirago, acogió el concepto del Procu- 
rador Aramburo y pronunció la exequibilidad de la Ley 54 de 
1924 en sentencia de 26 de abril de 1971 1: 


“Consideraciones. 


‘“1°—La Ley 54 de 1924 refleja un convenio del Go- 
bierno con la Santa Sede, ajustado por medio de un 
intercambio de notas, reproducido textualmente por 
dicha ley y conforme, desde los principios de la ne- 
gociación hasta zu remate, al procedimiento cons- 
titucional que precede, acompaña y termina esa clase 
de actos, los cuales tienen una indole peculiar: no 
obstante emanar de un acuerdo concertado entre 
potestades diferentes, traducen de ordinario regula- 
ciones que solo conciernen al orden jurídico del Es- 
tado que los incluye y adopta como normas internas, 
de su competencia exclusiva. Circunstancias que ex- 
plican el título de la Ley 54, redactado de la siguiente 
manera: ‘Por la cual se aclara la legislación existente 
sobre matrimonio civil”. 


“20—Habida consideración de lo anterior, leído tl 
texto de la Ley 54 y comparados sus artículos 1? Y 
2% con los preceptos 53 (inciso 4), 76-18 y 120-20 
(parte final), de la Carta, que ¡el actor señala como 
violados, se impone concluir que los primeros, 1ejo8 
de contrariar dichos mandatos superiores, se avien? 
con ellos en todo punto. Basta observar en apoyo de 
esta conclusión que los trámites previstos en 105 
textos constitucionales que acaban de citarse se obe 
decieron con rigor siendo de revelarse que una vez 
firmado por el plenipotenciario de Colombia el acuer 
do con la Santa Sede, el Gobierno lo presentó 8l 


1 Gaceta Judicial, Tomo CXXXVIII, Nos. 2340, 2341, 2342, año de 
1971, pp. 166-170. 
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Congreso en forma de proyecto, y convertido en 
ley, ésta recibió la sanción del Ejecutivo. 


“3°—De esta suerte cumplió el Gobierno cuanto ha- 
bia prometido a la Santa Sede: Proceder ‘en la forma 
constitucional, a la adopción de una disposición legis- 
lativa’, cuyo tenor se fijó de antemano. 


"^49—Importa recordar ese contenido obligatorio para 
gobernantes y gobernados, y cuyo alcance se aprecia 
al compararlo con otra norma que venía rigiendo de 
la Ley 35 de 1888, por la cual se aprobó el Concordato 
celebrado entre el Gobierno y la Santa Sede en 31 
de diciembre de 1887, cuyo artículo 17, en su primera 
parte, estaba concebido asi: ‘Articulo 17. El matri- 
monio que deberán celebrar todos los que profesan la 
Religión Católica producirá efectos civiles respecto a 
las personas y bienes de los cónyuges y sus descen- 
dientes sólo cuando se celebre de conformidad con 
las disposiciones del Concilio de Trento'. 


“Los católicos colombianos deberán celebrar matri- 
monio ‘de conformidad con las disposiciones del Con- 
cilio de Trento’, y unicamente con ella. De otra 
manera el acto sería irrito, sin mérito para producir 
efectos civiles, en cuaiquier sentido. 


^59 Pero la expresión ‘todos los que profesan la 
Religión Católica' originó dificultades de aplicación, 
pues algunos jueces y otros funcionarios estimaron 
que todo bautizado, aun apóstata, había de casarse 
católicamente sin posibilidad de apartarse de tal 
sacramento, mientras otros reputaban que ej matri- 
monio civil les era posible mediante manifestación 
de haberse separado de la Iglesia Católica. Las au- 
toridades eclesiasticas, por su lado, adoptaron san- 
ciones contra agentes del poder civil y seguían 
conduetas a menudo diferentes. Ciertos matrimonios 
civiles quedaban revestidos asi de validez dudosa, por 
decir lo menos. 


‘“60—Aparece de resalto la entidad de tamaño desa- 
rreglo juridico. 


“Para remediar, el Gobierno tomó empeño en 
que, por neferirse a materias tanto civiles como reli- 
giosas, se acordara con el Vaticano una fórmula de 
general acatamiento, inspirada en la finalidad os- 
tensible de permitir el matrimonio civil para bautiza- 
dos que al momento de contraerlo no continuaran en 
el seno de la Iglesia Católica, 








1108 








EL CONCORDATO DE 1973 


“ge—A este resuliado se llegó, previa conformidad 
de la Santa Sede, por raedio de los artículos i? y 20 
de la Ley 54 de 1824. Desde entonces el matrimonio 
civil es posible, sin lugar a dudas, para los bautiza- 
dos que no profesan la religión católica, siempre que 
demuestren esta última circunstancia. Y la prueba 
de ello exigida consiste en declaración escrita de 
hakerse separado de la referida Iglesia. Del matri- 
monio civil sí quedan excluidos —asunto de regla- 
mentación eclesiástica— quienes hayan recibido 
órdenes sagradas, o sean religiosos, sometidos a las 
prescripciones del Derecho Canónico. 


0 0 o $9 o 0. a 5*5 o ^ e 


“11. Sobre la libertad de conciencia, esta Corpora- 
ción, en sentencia del ii de diciembre de 1989, dijo: 


‘En virtud de tal facultad, garantizada por el Estado, 
nadie puede ser constreñido a profesar una religión 
en la cual no cree, ni a participar en sus ritos, ni a 
ejecutar acto alguno inspirado en una fe que no 
se profesa. Por esta razón el mismo artículo 53 pre- 
cisa mas la orientación que acaba de señalarse en 
los siguientes términos: ‘Nadie será molestado por 
razón de sus opiniones religiosas, ni compelido a 
profesar creencias ni a observar prácticas conira 
rias a su conciencia”. 


"Si un católico, por deberes de conciencia, quiere 
contraer matrimonio de conformidad con las dispo- 
siciones del Concilio de Trento, la ley le permite 
celebrarlo sin oponer dificultad. Y si una persona, 
que no profesa la religión católica, o de ella se ha 
separado después del bautismo, quiere casarse civil 
menie, también se le abren las ví2s de este ültimo 
acto para que, sin pugna con sus creencias, lo cele- 
bre de manera cumplida. Violar su libertad de con- 
ciencia sería, por el contrario, forzarlo a ejecutar un 
acto, como sería el matrimonio católico, “inspirado 
en una fe que no se profesa’ segün lo ha dicho la 
Corte. Estas parejas aptitudes entrañan, a no dudal- 
lo, un legítimo avance civil, que no se desprendla 
seguramente del artículo i7 del Concordato de 1887, 
y que si representa la Ley 54. 


“12. Por medio del artículo 3 de la Ley 54, se derog* 
el 34 de la Ley 30 de 1888, cuyo tenor es asl: 


matrimonio contraído conforme e los ritos de la Ye- 
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ligion católica anula ipso jure al matrimonio pura- 
mente civil celebrado antes por los contrayentes con 
otra persona’. 


“Motivos de conveniencia, tales además, movieron 
de fijo al legislador cuando adoptó la derogación 
que ahora se examina: Antes de la Ley 57 de 1887 
los matrimonios civiles imperaban en Colombia y, 
no se olvida que eran indisolubles. Anularlos de ple- 
no derecho cuando, con posterioridad a ellos se hu- 
biese celebrado un matrimonio católico, podría 
significar desconocimiento de derechos adquiridos, 
y más todavía, riesgos de una especie de dualidad 
matrimonial insólita. Más grave aün: el articulo 34 
de la Ley 30, antes de su derogación, hacía factible 
que personas casadas civilmente deshicieran el lazo 
matrimonial mediante celebración de un matrimo- 
nio católico. Extraña manera legal de consagrar un 
repudio o un divorcio vincular por mutuo consenti- 
miento, al amparo de un rito religioso. 


413. De otra parie, admitidos los matrimonios civi- 
les para bautizados en las condiciones de la Ley 54 
de 1924, era fuerza colocar esas dos clases de acto en 
pie de igualdad en cuanto a sus efectos civiles, res- 
petando entonces si la libertad de conciencia, sin 
desventajas encaminadas a desvirtuar ia garantía 
que consagra el artículo 53 de la Carta. De esta ma- 
nera se tomó una medida, con plena competencia 
por parte del legislador, y se borró un tratamiento | 
que no se amolda al estatuto fundamental. Si los | 
artículos 1? y 29 de la Ley 54, según se vio, represen- 
tan un avance civil en asuntos matrimoniales, por 
haber abierto, con certeza, esa vía de actividad ju- 
ridica a los católicos que después de bautizados se 
hubieran separado de la Iglesia, el artículo 39 del 
mismo ordenamiento reafirma tal progreso, al batir 
en brecha un desequilibrio que ni las antiguas ni las 
subsiguientes modalidades del matrimonio justifica- 
ban en manera alguna. 











*14. La Constitución del artículo 3?, vista desde el 
ángulo de sus efectos, es intachable. 


“15. Como ninguno de los artículos 1, 2 y 3 de la 
Ley 54 incurre en las violaciones formuladas en la 
demanda, ni en otra de naturaleza constitucional], 
precisa declararlos exequibles". 
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“Resolución: 


“A mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Jus- 
ticia en pleno, previo estudio de la Sala Constitucio- 
nal, y oído el Procurador General de la Nación, 
resuelve: Es exequible la Ley 54 de 1924, ‘por la cual 
se aclara la legislación existente sobre matrimonio 
civil ”. 


Por medio de esta sentencia. la Corte abdicó de su misión 
de guardar la integridad de la Constitución por cuanto en 
lugar de adoptar la recta interpretación del artículo 17 del < 
Concordato (lo cual hubiera podido hacer) en el sentido de .- 


que cuando los colombianos se casen por lo católico deben .. 


hacerlo según las normas del Concilio de Trento, caso en el 
cual su matrimonio tiene efectos civiles, en lugar de ésto, 
repito, aceptó la Corte el despropósito jurídico de la Ley 
Concha. 


También esa sentencia descalificó a la Corte por siempre 
en las pretensiones de algunos magistrados y abogados de 
que ella sea juez de los tratados públicos, que ya tienen su 
control político en el Congreso, pues no pudo la Corte juzgar 
como inconstitucional una manera original, pero contraria 
a la Carta y al Derecho internacional, de interpretar un tra- 
vado público. 

La Corte en esta sentencia, al cerrar los oídos a razones 
en contrario, precipitó la reforma del Concordato, cuyo eS . 
tudio se inició inmediatamente después. 


3. La ofensiva contra el Concordato de 1887. 


Andrés Holguín, antiguo Procurador General de la Repú- 
blica, del partido conservador, suscitó en 1971 la tesis de qué 
el Concordato de 1887 debía “abolirse” !. 


La tesis de Andrés Holguín es la de que el Concordato 
de 1887 armonizaba con la Constitución de 1886 pero que 
las modificaciones sucesivas de ésta se refieren a las mismas 
cuestiones reguladas por el Concordato, en especial a la li- 


1 Andrés Holguín, Hacia la abolición del Contordato. Publicado | 
en La Nueva Economía, Tomo IV, N? 2 de 1971. Este artículo fue tam 
bién publicado en El Tiempo del domingo 21 de marzo de 1971. 
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bertad de conciencia, la libertad de opinión, de religión y 
de culto, y a la libertad de enseñanza, en las cuales el Con- 
cordato ha legado a quedar en abierta oposición con la 
Constitución. | | | 

Este punto lo ilustra Holguin diciendo que mientras el 
Artículo 41 de la Constitución garantiza la libertad de 
ensefianza, el Articulo 12 del Concordato exige que la 
educación se dirija conforme a los dogmas y la moral 
de la religión católica; el Concordato da a los ordinarios dio- 
cesanos el poder de inspección y revisión de textos y el artículo 
14 preceptüa que si la enseñanza de la religión y la moral no 
están conforme con la doctrina católica, el ordinario diocesano 
podrá retirar a los profesores y maestros la facultad de enseñar 
tales materias. 


También criticò Holguin la disposición del artículo 17 
del Concordato que obliga a los colombianos al matrimonio 
católico, por cuanto esta facultad la debe asumir el Estado 
y no la Iglesia; también consideró Holguín que la Ley Ha- 
mada “Concha” de 1924 estableció un trámite verdadera- 
mente inquisitorial, que repugnaba no sólo con la libertad de 


conciencia sino con aquellas otras libertades eue garantiza la 
Carta. 


Vetó también Holguín el artículo 31 del Concordato que 
establece que los convenios sobre misiones que se celebren 
entre Colombia y la Santa Sede no requieren aprobación 
ulterior del Congreso, por pugnar con el artículo 53 de la 
Constitución el cual prescribe due los convenios con la Santa 
Sede quedan sujetos a la posterior aprobación del Congreso. 


Para Holguin las materias que básicamente regula el 
"anacrónico" tratado de 1887 ya hoy no pueden pactarse sin 
violar las libertades que garantiza plenamente la Constitu- 
ción, Se oponía Holguín a que se celebrara un nuevo Concor- 
dato, pues si eso llegara a hacerse, o bien pugnaría nueva- 
mente con la Carta, o bien resultaría completamente inane. 
En tales circunstancias le parecía a Holguín un evidente error 
de ambas partes proceder a reformar el Concordato o 
el Convenio de Misiones de 1953, o la citada Ley Con- 
cha. En su opinión lo que procedía era “abolir” el Con- 
cordato. Esta pintoresca figura de Holguín la traducia ense- 
Suida como una denuncia formal hecha por Colombia, como 
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“medida urgentísima” para reformar el ambiente invivible 
que se había formado en la República por el Concordato y que 
va no estaba de acuerdo ni siquiera con los dogmas de la 
iglesia propugnados por Juan XXIII y por el Concilio Vati- 
cano Ii. Para Holguin, en esa fecha de 1971, ni Colombia ni 
la Santa Sede necesitaban un Concordato, pues las bases 
jurídicas de la Constitución y los fundamentos ideológicos 
cel Concilio Vaticano II lo hacían del todo imposible. 
segün Holguín, una vez abolido el Concordato, el Esta- 
do recobraria lo que jamás ha debido dejar: su plena auto- 
nomia para legislar sobre el estado civil de las personas, 


sobre el matrimonio civil, sus efectos y su disolución, y sobre 


la enseñanza. Esto lo calificaba Holguín como los grandes 
anhelos de la mayoría del pueblo colombiano: abolir el Con- 
cordato y la Ley Concha y legislar libremente sobre el matri- 
monio y el divorcio civil. 

Posteriormente, 17 de agosto de 1971, la señora Consuelo 
de Montejo, representante a la Cámara, presentó un proyecto 
ce ley, “por el cual se deroga la Ley 35 de 1888 (Concordato) 
r3e regresa 2 la plena vigencia de la Constitución de la Re- 
ública”. 

Este proyecto de ley sólo tenia un artículo derogatorio 
de la Ley 35 de 1888 y una larga exposición de motivos en la 
cual se reunían las críticas que ya había hecho Andrée Holguín 
al Concordato y se añadian unas nuevas, muchas de ellas 
completamente ingenuas. 

Para la señora de Montejo el Concordato estaba en oposi- 
ción con los siguientes artículos de la Constitución Nacional: 
el artículo 41 que garantiza la libertad de enseñanza pública 
y privada en tanto que el Concordato exige que ésta se orga- 
nice de acuerdo con la moral católica; el artículo 52 qué 
garantiza la libertad de conciencia y de cultos, a la cual se 
oponen las normas del Concordato; el artículo 120 de la 
Constitución que da al Presidente la facultad de intervención 
en la educación, y no al arzobispo y al clero como lo hace e! 
Concordato en cuanto a la enseñanza de la religión católica, 
y el artículo 50 de la Constitución que determina que las 
leyes fijarán y reglamentarán lo relativo al estado civil de 
las personas, y no la legislación canónica como lo prescribe 
el Concordato. 


y «d 
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Este proyecto de ley también tenía los usuales ataques 
liberales al Concordato desde puntos de vista meramente 
formales, a saber: que en la época en que se celebró el Con- 
cordato, éste no era tratado público sino un convenio entre 
dos potestades dentro de un Estado, o sea concesiones que el 
Estado hacía a la Iglesia; que el Concordato necesitaba de una 
ley de la República para que fuera firme ya que no era un - 
tratado internacional; que cuando el Congreso de 1888 aprobó 
el Concordato ni siquiera había recibido el original del mismo 
y que fue solamente por medio de esa Ley que el Concordato ad- 
quirió fuerza de ley; que el General Joaquín F. Vélez, quien 
negoció el Concordato a nombre del gobierno de Colombia, se 
apartó de las instrucciones que le había dado el Presidente 
| Núñez porque no había salvaguardado la soberanía de la na- 
ción; que el Concordato de 1887 no es válido porque el Cardenal 
Mariano Rampolla del Tíndaro obró “en nombre de la Santi- 
- sima e Individual Trinidad” y que no siendo ésta un Estado, 
no puede celebrar Concordato; que el Congreso puede aprobar 
o improbar las leyes y que en ejercicio de esta facultad puede 
improbar la ley 35 de 1988 que aprobó el Concordato; apa- 
rece aquí la figura de la “abolición” del Concordato, que se 
la debemos a Andrés Holguín, y que la recoge la señora de 
Montejo para decir que con la abolición del Concordato el 
Congreso puede legislar libremente sobre el matrimonio y el 
divorcio civil, como obra un país civilizado en el siglo XX. 
. Finalmente, la sefiora de Montejo dice que aquéllo que el pue- 
blo colombiano desea es “una iglesia libre dentro del Estado 
libre de manera que éste no prevalezca sobre el poder civil como 
Sucede actualmente", con lo cual recoge sin saberlo la ban- 
dera de los liberales de 1849 que lanzaron al país a una serie 
de disturbios internos y graves conílictos sociales durante 
40 afios al propugnar la separación de la Iglesia del Estado. 


Estas dos fueron las críticas primordiales que i 
la ofensiva contra el Concordato de 1887. 


En artículo publicado en El Tiempo el 19 de marzo de 
1971, Andrés Holguín amplió su pensamiento sobre la “abo- 
lición” del Concordato diciendo que en los tratados públicos 
Va implícita la cláusula “rebus sic stantibus" o sea que las 
- altas partes se comprometen mientras las cosas continúan o 
en la misma situación que tenían al momento de pactar, de 
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modo que si cambian las circunstancias que dieron origen 


al tratado, una de las partes puede jurìdicamente obtener la 
“abolición” del convenio bien mediante acuerdo o bien me- 
diante denuncia. Y agrega Holguín que en el caso del Con- 
cordato las dos vías son posibles. 


E] aserto anterior era y es equivocado, puesto que en la 
misma Convención de Viena sobre el derecho de los tratados 
no queda al arbitrio de las partes alegar la dicha cláusula y 
desligarse de las obligaciones de un tratado porque en su opi- 
nión las circunstancias hayan cambiado. 

Afirmó Holguín en esta oportunidad lo siguiente: “Y si 
Caro y Holguín transformaron, junto con Núñez, las estruc- 
turas políticas en 1886, creo que ellos abogarían hoy por 
cambios no menos decisivos. Ellos verían hoy, si vivieran, que 
el Concordato ha llegado a quedar en abierta pugna con la 
Constitución. La doctrina de que el derecho debe amoldarse 
a las nuevas circunstancias sociales y ser expresión de ellas 
—Ssostenida reiteradamente por el señor Caro— los llevaría 
ahora, como a mí, a pedir la abolición de un pacto anacró- 
nico”. 

Poco tiempo después se llevó a. cabo en el diario £} Tiempo, 
el 22 de marzo de 1981, un diálogo sobre la reforma del Con- 
cordato a propósito de la reciente sentencia de la Corte Su- 
prema de Justicia sobre la Ley Concha. En este diálogo par- 
Geiparon Andrés Holguín, cuyos puntos de vista ya conocemos, 
Leopoldo Uprimny y el padre Antonio Eguren, sacerdote je- 
suita. 

Andrés Holguín reafirmó la tesis que ya había expuesto 
Ge abolición del Concordato auncuando la amplió un poco 
para cemostrar jas soluciones jurídicas absurdas a que con- 
ducia la aplicación de la Ley Concha. A su modo de ver, ésta 
atentaba contre, la libertad de conciencia garantizada por la 
Constitución en su artículo 53, por cuanto se exigía a todo 
católico casarse por lo católico y por cuanto el dicho artículo 
garantiza que nadie será molestado por razón de sus opinio- 
nes religiosas ni compelido a profesar creencias contrarias 4 


su conciencia, disposición que quedaba violada cuando 12- 


Ley Concha le exigía abjurar püblicamente de la religión 
católica en una diligencia que Andrés Holeuín calificó de 
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"repugnante". De este hecho se derivaban muchas consecuen- 

cias que no estaban contempladas en la ley y que eran de 
todo punto de vista desfavorables para los colombianos en cuan- 
to al matrimonio se trataba, como eran los casos de matrimonio 
de colombianos en el exterior, sujetos a la ley de su domicilio, 

que en Colombia se consideraban inexistentes o aún nulos. 

El punto de vista de Andrés Holguín quedaba, pues, reafir- 
mado en cuanto a que debia abolirse el Concordato por no 
estar ya de acuerdo con las normas constitucionales. | 


Leopoldo Uprimny, un abogado de derecha, canonista, 
opinaba que el Concordato solamente debía reformarse y con- 
sideraba igualmente que la Ley Concha era un despropósito 
jurídico que era necesario corregir, pero él pensaba que 
debía adoptarse la fórmula facultativa del Concordato Echan- 
día-Maglione de 1942, o sea la opción entre el matrimonio 
civil y el matrimonio católico. 

El Padre Eguren, totalmente desprovisto de criterio ju- 
rídico al respecto, consideraba que la Ley Concha era una in- 
terpretación unilateral del Concordato y que por lo tanto 
bastaba al Congreso colombiano derogarla para que la Santa 
Sede estuviera de acuerdo en prescindir de ese procedimiento 
tan engorroso; pero por otra parte pensaba el Padre Egu- 
ren que la Santa Sede no aceptaría la abolición del Concor- 
dato por parte del Estado colombiano y reafirmó la importancia 
que el Concilio Vaticano 11 y el Papa le habian dado al con- 
cordato para el régimen de la Iglesia y de las diversas naciones. 
Según el Padre Eguren, la Iglesia considera que el Concordato 
no sería necesario si la Iglesia estuviera cierta de que todos 
los gobiernos van a garantizar estos principios en todo tiem- 
Po, cosa que no ha sido verdadera en todas partes. 


Por otra parte, la Convención Liberal de 1971 declaró que 
debía existir “la mayor armonía entre las autoridades del Es- 
tado y las de la Iglesia Católica”, que la paz religiosa estaba 
consolidada en el país, gue el Concordato de 1887 había sido 
“superado por la historia”, que estaba en “abierta contradic- 
ción” con la Constitución, por lo cual debía ser “abolido en 
todas sus partes” para que el Estado pudiera consagrar el ma- 
trimonio civil como único válido y el divorcio vincular, además 











1116 EL CONCORDATO DE 1973 


de que los Convenios (sic) sobre misiones debia ser "termi- 
nados" !. 


Todos esos pronunciamientos de los extremistas de iz. 
quierda y de derecha indicaban que existía entre ellos un : 
consenso para obtener como fuere bien la abolición o al menos . 
la, reforma del Concordato de 1887. l 


4. Los Concordatos de nuevo examinados. 


Ante tan dispares opiniones sobre los Concordatos, a las ` 
cuales habrían de añadirse otras como la del Senador Germán . 
Zea, lo cual, como veremos, no era sino fruto del apasiona- 
miento político y de la ignorancia del tema, conviene en este - 
lugar refrescar las ideas que sobre los concordatos y su natu- a 
raleza jurídica se habían expuesto en el siglo XX. 


En primer lugar, conviene recordar que por el Concor- . 
dato de 1929 el Reino de Italia regularizó sus relaciones con 
la Santa Sede, suspendidas desde 1870, sobre la base del re- 
conocimiento de la personeria internacional del Fontificado 
y de su plena capacidad para regular por concordato sus rela- 
ciones con los demás Estados. “En consecuencia podemos decir 
—sostuvo Anzilotti— que el Tratado presupone la existencia —. 
de la personalidad de la Iglesia Católica aún en el dominio ~ 
del Derecho Internacional” ?. E 

Aruto Carlo Iemelo sostiene que es “un hecho que las ^ 
relaciones diplomáticas entre los Estados y la Santa Sede ^ 
y la conclusión de Concordatos ha tenido siempre lugar según . 
las reglas establecidas por el derecho internacional para las : 
relaciones entre Estados, en lo que concierne la conclusión — 
de tratados internacionales” ?. 


Más recientemente, Nuccitelli* reconoce la soberanía de 
la Iglesia Católica y la define como “soberanía espiritual de 
carácter universal". 





SÓ 


1 Citada por Germán Zea Hernández en El Concordato ante el : 
Senado, Bogotá, 1974, p. 18. | 


2 La condizione giuridica della Santa Sede in segurito agli Accor d 
del Laterano, Rev. di Dir. Int., 1929, p. 165. 


2 


3 La Santa Sede sodgelo di diritto internazionale, Rev. di Dir. 
Inter., pubbl., 1925, p. 428. | 
4 Ob. cit., p. 72. 











LA POSICION DEL GOBIERNO DEL PRESIDENTE PASTRANA a, 


Finalmente, es oportuno citar aqui a uno de los más 
grandes tratadistas de derecho internacional publico respec- 
to del tema de los concordatos. | 

Según Charles Rousseau ', "es menester distinguir aqui 
con cuidado el punto de vista material del punto de vista 
formal. Desde el punto de vista material no es dudoso que el 


objeto de los concordatos es el de regular materias de orden . 


interno que a este título dependen de la competencia exclu- 
siva del Estado contratante (organización de los cultos, dis- 
ciplina eclesiástica, relaciones de los fieles y el gobierno, etc.). 
Esto explica la oposición de ciertos autores, como Hauriou en 
otra época, a la doctrina corriente, que analiza el concorda- 
to como un verdadero Tratado. Pero desde el punto de vista 
forma] la duda no es posible: habiendo sido celebrado entre 
dos sujetos de derecho de gentes —la ausencia de la calidad 
estadual del Papa importa poco a este respecto—, el concor- 
dato es por hipótesis un tratado internacional. La doctrina 
actual es unánime sobre este punto. Aquélla descarta con ra- 
zón las dos teorías extremas, la teoria legal (la cual, basada 
sobre la superioridad del Estado, no ve en el concordato sino 
una simple norme de derecho interno) y la teoria llamada de 
los privilegios (la cual, partiendo a la inversa de la suprema- 
cla de la Iglesia, no ve en el concordato, sino una concesión 
unilateral y revocable consentida por el Papa)”. 


Es supérfluo seguir citando tratadistas sobre este punto, 
acerca del cual la doctrina es unánime, pero no faltaban, ni 
faltan, en Colombia, espíritus opuestos a ella, que quieren 
ver en el Concordato un acuerdo de derecho interno sujeto en 
un todo a la Constitución política y no al derecho interna- 
cional. 


ò. La posición del Gobierno del Presidente Pastrana 
frente a la abolición del Concordato. 


En su mensaje al Congreso Nacional de 20 de Julio de 
1971, el Presidente Misael Pastrana Borrero le informó haber 
dado instrucciones al Ministro de Relaciones Exteriores, Al- 
fredo Vázquez Carrizosa, para iniciar conversaciones con el 





. 1 Droit International Public, Tomo I, Introduction et Sources, Paris, 
Sirey, 1970, p. 64. 
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Nuncio Apostólico acreditado en Bogotá para la reforma in. 
tegral del Concordato vigente con la Santa Sede; afiadió el 
Presidente que la reforma habia comenzado con la propuesta 
colombiana para la abrogación de la Ley 54 de 1924 sobre 
régimen del matrimonio y del Convenio de Misiones de 1953 
para entrar después en el estudio de los otros temas de 
Concordato. 


Entre tanto fue presentado al Congreso el proyecto de 
ley, de que ya hemos hablado, de là senadora Consuelo de 
Montejo, que buscaba la abrogación de la Ley 35 de 1888, 
aprobatoria del Concordato de 1887. | 


El Ministro de Relaciones Exteriores fue citado a !a 


Comisión Primera de la Cámara de Representantes, donde 
se discutía el dicho proyecto de ley, y allí hizo las siguientes 
aclaraciones para demostrar la inconveniencia del proyecto: 


“1. El proyecto es inútil porque el fin buscado por 
éste, de la Reforma del Concordato lo adelanta el 
Gobierno Nacional por las vías constitucionales or- 
dinarias sin necesidad de una medida heroica que 
quebrantaría, en el caso de ser aprobada, muy claros 


principios del Derecho Internacional sobre la modi- 


ficación de los tratados públicos. 
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^4, El objetivo que persigue el Gobierno Nacional 
es el de llegar a un nuevo Concordato oue consulte 
la tradición católica del país, los programas de los 
partidos nacionales así como ios cambios constitu- 
cionales ocurridos desde 1886 a esta parte en el 
Estado colombiano y las nuevas doctrinas de la Igle- 
sia católica emanadas del Concilio Vaticano Segun- 
do. 


«5. El proyecto de ley conlleva un precedente jurí- 
dico que nunca hasta ahora se ha aceptado en C9- 
lombia: la abolición unilateral de un acuerdo 
internacional que tiene todos los caracteres de UN 
Tratado público, suscrito y ratificado por el Estado 
colombiano y una persona del Derecho Internacional 
como es el Soberano Pontífice. Entre muchos publi- 
cistas don Andrés Bello, desde 1832 en sus ‘Prince’ 
pios de Derecho de Gentes” conceptuó que 105 
Concordatos pertenecen a la categoría de los Trata- 
dos Internacionales. 
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*6. Una inmodificable tradición internacional del 
pais ha rechazado la posibilidad de una abrogación 
unilateral de los Tratados públicos. De esta manera 
lo ordenan diversas cartas y Tratados vigentes para. 
Colombia a saber: La carta de las Naciones Unidas 
y la de la Organización de los Estados Americanos, 
la Convención sobre Tratados suscrita en La Habana 
en 1928 en la VI Conferencia Internacional Ameri- 
cana y la Convención de Viena de 1968 suscrita por 
todas las naciones desde el principado de Mónaco 
hasta la Unión de las Repüblicas Socialistas Sovié- 
ticas. | 


“7. La Convención sobre Tratados de La Habana 
de 1928 dispone: | 


“ ‘Artículo 10.—Ningün Estado puede eximirse de las 
obligaciones del Tratado o modificar sus estipula- 
ciones sino con el acuerdo, pacificamente obtenido, 
de los otros contratantes”. 


. ““Artiículo 11.—Los Tratados continuarán surtiendo 
sus efectos aun cuando llegue a modificarse la cons- 
titución interna de los Estados contratantes?. 


“g. La Convención de Viena sobre el derecho de 
los Tratados igualmente dispone: 


“Artículo 26.—Todo Tratado en vigor obliga a las 
partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe”. 


“ “Artículo 27.—Una parte no podrá invocar las dis- 
. posiciones de su Derecho interno como justificación 
de incumplimiento de un Tratado. Esta norma se 
entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
46°. | 

“8. El Congreso de Colombia al aprobar la Ley 12 
de 1951 sobre la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos consignó en el articulo 29 la que 
allí se denomina interpretación colombiana del ar- 
tículo 14 de este Tratado sobre el respeto y fiel 
observancia de los acuerdos internacionales. Dicho 
artículo es del tenor siguiente: 


“El Congreso de Colombia al aprobar la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos declara: 


“ ‘10__El respeto y la fiel observancia de los Tratados 
constituyen norma indispensable para el desarrollo 
de las relaciones pacíficas entre los Estados, y 
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““20—Los Tratados públicos que se hallen vigentes 
entre la República de Colombia y otros Estados Ame- 
ricanos o no, tan sólo podrán ser revisados mediante 
acuerdo de las partes. 


"'Parágrafo.—La presente declaración deberá figu. 
rar en el instrumento de ratificación respectivo de 
la carta de la Organización de los Estados America- 
nos por la Republica de Colombia, v se entenderá 
como la interpretación colombiana del artículo 14 
de este Tratado. | 


“9. Por último, la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema de Justicia confirma las doctrinas anteriores 
sobre la no revisión unilateral de los Tratados Pú- 


blicos, especialmente los siguientes fallos que se re- 


fieren a materias concordatarias: Sentencia del 18 
de marzo de 1941; Sentencia del 26 de abril de 1571 
y del 10 de septiembre del mismo año”. 


Este fue el primer pronunciamiento del Gobierno sobre 
la llamada “abolición” del Concordato o terminación unila- 
teral del mismo y no dejó duda de que el gobierno se proponía 
alcanzar una reforma, por la via de la negociación directa, de 
todo el conjunto del Concordato de 1837. 


6. El gobierno del Presidente Pastrana y las negociaciones 
preliminares de un nuevo Concordato. 


El gobierno de Misael Pastrana Borrero, inaugurado el 
7 de agosto de 1970, gobierno bipartidista y el último de la 
serie llamada del Frente Nacional, se hizo eco de los reclamos 
de los colombianos contra el Concordato y entabló negocia- 
ciones con la Santa Sede para su reforma. total. 


El Ministro Vázquez Carrizosa explicó la gestación de las 
negociaciones sobre el Concordato en la siguiente forma. 


“El país meditaba y discutía su problema concorda- 
tario sin poderlo resolver. Que la cuestión estuviera 
latente parecía indudable. Para muchos ei Conco 
dato de 1827, fuera de pugnar con la Constitución 


1 Alfredo Vázquez Carrizosa, Memoria de Relaciones Exteriores e 
1971-1972, Bogotá, Imprenta Nacional, 1973, p. 41. El numeral 8° e$ 
repetido en el texto. 
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reformada, no respondia tampoco a las necesidades 
de los nuevos tiempos. Algunas de sus disposiciones 
permanecian inaplicadas. Otras han dado lugar a 
enrevesadas interpretaciones. En lo que hace al ma- 
trimonio, la Ley 54 de 1924 ha impuesto la obligación 
de declarar la no adhesión a la Iglesia Católica para 
celebrar nupcias con arreglo a las leyes civiles, lo 
que equivale en puridad a una abjuración. Sumado 
al Convenio de Misiones de 1953, que delegó a los 
vicarios apostólicos y prefectos en los territorios lla- 
mados de misiones una serie de funciones propias 
de la autoridad civil en materia educativa, podría 
decirse que entre los mayores problemas nacionales 
ha estado el que genéricamente se conoce con el 
nombre de el Concordato. 


“Era necesario el clima político del Frente Nacional 
para que una reforma concordataria fuera viable. 
in los gobiernos anteriores, la modificación dei 
Concordato de 1887, de los acuerdos complementa- 
rios y del Convenio de Misiones de 1953, además de 
la Ley Concha de 1924, suscitaba enconadas polémi- 


cas encendidas y levantaba la marea de las pasiones. 


Era indispensable, también, que se produjera el cam- 
bio del ‘aggiornamento’ de la Iglesia Católica post- 
conciliar que acepta la libertad religiosa y se sitúa 
en postura de avanzada frente a los problemas mo- 
dernos de la economía y del trabajo. Con las nuevas 
constituciones emanadas del Concilio Vaticano Il, 
sobre todo ‘Gaudium ei Spes’ y ‘Dignitatis Humanae’ 
la reforma concordataria no solamente era deseable 
sino que era posible” !. 


Por otra parte el Ministro agregaba: 


"te 


“Pero los tiempos y circunstancias no permitían lle 
gar a una solución satisfactoria para todas las ten- 
dencias nacionales. La enemistad entre los partidos 
impedía todo acuerdo con el Vaticano. El probiema 
era político y el ánimo de los hombres públicos era 
de combate. En el Parlamento como en la prensa y 
la plaza pública el espectáculo cuotidiano era el 
enfrentamiento. Sin embargo, el Concordato de 1857 
nunca fue denunciado oficialmente. 


P. ! Alfredo Vazquez Carrizosa, El Concordato de Colombia con la 
Santa Sede, Julio 12 de 1983, Bogotá, Colombia, Ministerio de Relaciones 


Exteriores, 1983. 
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“Los propios gobiernos que anhelaban su reforma - 
lo consideraron como un convenio internacional vá- : 
lido según las reglas del derecho internacional hasta : 
que fuera objeto de modificaciones por el mutuo . 
acuerdo entre las partes contratantes. Colombia da ` 
una nueva demostración de su espíritu jurídico y de. : 
su fidelidad a la palabra empeñada en los tratados . 


publicos” !, 


En estas palabras de Vazquez Carrizosa vemos que elcri- - 


terio que presidio la negociación con un nuevo Concordato fue 


el de reconocer la plena validez del de 1887 y asimismo quela ^ 


ünica manera de modificarlo era por acuerdo entre las partes, 


y no por medio de la llamada “abolición” ni por medio de la a 
denuncia que no estaba autorizada en el propio Concordato 


de 1887 ?. 


. Los pasos preliminares de la reforma del Concordato los È 


relata el propio Ministro Vásquez Carrizosa así ?: 


“Desde los primeros meses del corriente año, hemos = | - 
adelantado conversaciones en Bogotá con el Exce- ^ + 
lentisimo Señor Nuncio Apostólico para examinar  . > 


las perspectivas y posibilidades de una reforma del 


Concordato vigente con la Santa Sede, siguiendo | 
las instrucciones y el pensamiento del Señor Presi- . 


dente de la Repüblica. 


Hd S . p i 4 : ` : 
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“En junio llegamos a un acuerdo preliminar con la > : 


Santa Sede para iniciar inmediatamente las negocia- . 
ciones en Bogotá, por intermedio del Excelentísimo ^ 
Señor Nuncio Apostólico y del suscrito y con una ^. 
precisa ordenación de temas de manera que le evite 
al país cualquier dificultad para las relaciones poi . 
demás amistosas y cordiales entre la Iglesia y €l - 


Estado y para la paz religiosa de la nación. El grave 
asunto de estas negociaciones requiere profundo es- 
tudio y meditación y el propósito del Gobierno Na- 
cional y de la Santa Sede es adelantar estas 


negociaciones por etapas, dándole prioridad a la Ie 


visión de la Ley 54 de 1924 sobre matrimonio civil Y 
al Convenio Misional de 1953. | 


ob. cit. 
pA 


| fredo Vazquez Carrizosa, Bogotá, Imprenta Nacional, 1972, p. 25. 


1 Vázquez Carrizosa. El Concordato de Colombia con la Santa Sede 


2 Memoria de Relaciones Exteriores de 1970-1971, Tomo 1, de AL 
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"Ambos estatutos han quedado superados por las 
nuevas circunstancias de la Iglesia Católica y del 
Estado colombiano. El primero, por imponer la apos- 
tasía para los católicos que quieran contraer el ma- 


trimonio civil, lo que no corresponde ya a las. 


decisiones doctrinales del Concilio Vaticano II tocan- 
tes a la libertad religiosa, ni a la situación consti- 
tucional del Estado colombiano. El segundo, por 
haberse modificado grandemente la condición de los 
antiguos territorios misionales, muchos de los cuales 
han sido elevados a la categoría de departamentos 
y cuentan con importantes centros urbanos, donde 
los problemas sociales no son los que se contempla. 
ban en 1953. Aparte de otras consideraciones, son 
éstas las razones primordiales que han llevado al 
Gobierno Nacional a iniciar una reforma que el país 
solicita y que no pocos elementos y prelados de la 
Iglesia Católica comprenden y acatan. 
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*Agotados estos dos temas iniciales, continuaremos 
la consulta que mantenemos con la Santa Sede para 
señalar los aspectos adicionales que puedan ser ob- 
jeto de negociaciones entre las dos potestades. La 
finalidad del Gobierno Nacional es llegar al nuevo 
Concordato que tenga en cuenta la situación consti- 
tucional y la mentalidad de la nación y que signifi- 
que la permanente armonía en las relaciones entre 
la Iglesia Católica y el Estado colombiano. De todas 
estas negociaciones, una vez concluídas, el Gobierno 
Nacional dará oportuna cuenta al Congreso y le so- 
 meterá los acuerdos a que se llegue para los fines de 
su aprobación legislativa. 


“Afortunadamente, en este capítulo, el pueblo co- 
lombiano cuya inmensa mayoría profesa la fe caió- 
lica, ha rebasado las viejas discordias religiosas y 
los partidos históricos, en el Plebiscito del 1° de 
diciembre de 1957, aceptaron el hecho fundamental 
de que la Constitución Politica de la nación es la de 
1886 con las reformas de caracter permanente, in- 
troducidas hasta el Acto Legislativo número 1 de 
1947. Con lo cual se realizó la unión de los colombia- 
nos en torno de disposiciones que, en su tiempo, fue- 
ron motivo de ardorosos debates sobre la libertad de 
conciencia, la libertad de celebrar todos los cultos 
que no sean contrarios a la moral cristiana ni a las 
leyes y la libertad de enseñanza. 
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"La paz religiosa es uno de los hechos históricos fun- 
damentales de la nación colombiana”. 


A este efecto se confió la negociación “preliminar de eg. 
tudio” a los señores Antonio Rocha, Aurelio Caicedo Ayerbe 
y Fernando Gómez Martinez, quienes la adelantaron con los 
representantes de la Santa Sede, Excelentísimos Señores Obis- 
pos José de Jesús Pimiento, Presidente entonces de la Con- 
terencia fipiscopal Colombiana, Dario Castrillón, y el R. P. 
Jorge Ardila. 

También intervinieron en las negociaciones los integran- 
tes de la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores, Antonio 
rocha como Presidente, y Alfonso López Michelsen, Alvaro 
Gómez Hurtado, Fabio Lozano Simonelli, José Gabriel de la 
Vega y Jesús María Arias. Todo el esfuerzo de negociación 
estaba encabezado por el Presidente Misael Pastrana y su 
Ministro de Relaciones Exteriores Alfredo Vázquez Carrizosa. 


lntortunadamente no se han publicado las Acias de las 
reuniones de los comisionados de las paries y por ello es 
imposible seguir el curso de las deliberaciones y las diferentes 
opiniones en ellas expresadas; solamente de cuando en cuan- 
do afloran noticias parciales acerca de lo allí acontecido, 
como lo veremos en varios lugares de la exposición que hare- 
mos en seguida, pero que no son suficienies Soda dustral 
todos los puntos entonces debatidos. Por ello pasaremos direc- 
tamente a examinar las normas del Concordato m fueron 
el fruto de dichas deliberaciones. 


7. Et Concordato de 1973 


El nuevo Concordato fue firmado en Bogotá ei 12 de 
julio de 1973 por el Ministro de Relaciones Exteriores, Alfredo 
Vazquez Carrizosa, en representación de Colombia, y por 
Monseñor Angelo Palmas, Nuncio Apostólico en Bogotá. 


El Concordato de 1973, como lo llamaremos de ahora en 
adelante, está encabezado por un preámbulo que dice lo si- 
guiente: 
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“La República de Colombia y la Santa Sede con el 
propósito de asegurar una fecunda colaboración para 
el mayor bien de la nación colombiana, animadas 
por el deseo de tener en cuenta las nuevas circuns- - 
tancias que nan ocurrido, tanto para la iglesia Ca- 
tólica, Apostólica. y Romana, como para la República 
de Colombia desde 1887, fecha del concordato sus- 
crito entre ellas, han determinado celebrar un nue- 
vo Concordato, que constituye la norma que regulará 
en lo sucesivo, sobre bases de reciproca deferencia y 

mutuo respeto, las relaciones entre la iglesia : Católica 
o el Estado”.. 


Así las dos potestades reconocieron que había ocurrido 
un cambio en las circunstancias que justificaba la celebración 
de un nuevo Concordato que había de reemplazar al de 1887 
y tomaron prestadas las palabras de la Constitución colom- 
biana de 1936 para decir que el Concordato regulará en 1o 
sucesivo, “sobre bases de recíproca deferencia y mutuo respeto”, 


las relaciones entre las dos potestades. 


Conviene por tanto examinar los artículos del Concordato 
de 1973 para ver si ellos reflejan estos anhelos de las partes 
expresadas en su preámbulo, agrupando las materias de que 
aquel trata en once capitulos. 


Primero; Derechos de ig. Iglesia. Los derechos de la 
Iglesia están consagrados en los artículos 1% 20, 39, 49, 23, 
24 y 25, cuyo comentario hacemos enseguida, 


El artículo i9 dispone lo siguiente: 


«El Estado, en atención al tradicional sentimiento 
católico de la Nación colombiana, considera la Reli- 
gión Católica, Apostólica y Romana como elemento 
fundamental del bien común y del desarrollo inte- 
gral de la comunidad nacional. 

“El Estado garantiza a la Iglesia Católica y a cuienes 
a ella pertenecen el pieno goce de sus derechos reli- 
giosos, sin perjuicio de la justa libertad religiosa de 
las demás confesiones y de sus miembros, lo mismo 
que de todo ciudadano”. 


A tiempo que el Concordato de 1887 decía que “la Reli- 
gión Católica, Apostólica y Romana es la de Colombia”, el 
Concordato de 1973 solamente se refiere “al tradicional sen- 











1126 EL CONCORDATO DE 1973 


miento católico de la nación colombiana" y hace una in- 
ceniosa transposición de palabras solamente, por cuanto si 
ei Concordato de 1887 decía que reconocia a la religión “como 
elemento esencial del orden social”, el de 1973 la considera 

"como elemento fundamental del bien comün y del desarrollo 
integral de la comunidad nacional” que viene a ser exacta- 
mente lo mismo. Hasta aqui no se ha tocado para nada la 
Constitución Nacional, pero ya se introdujo de nuevo la noción 
de la catolicidad coiombiana abrogada de ella por la reforma 
ce 1936. 

En el inciso 29 del articulo 1? es donde encontramos una 

variante fundamental respecto del Concordato de 1887, porque 
en éste de 1973 el Estado es el que garantiza a la Iglesia Ca- 
tólica y a los católicos el goce de sus derechos religiosos, cosa 
que en el Concordato de 1887 se daba por sentado que exis- 
tia porque toda la Constitución y todo el Estado sólo existia 
tuadado sobre la base de reconocer a los católicos ei goce 
de sus derechos religiosos. Pero aqui, ahora, se agrega que 
el Estado no solamente garantiza a los católicos sino a las 
demás confesiones y a sus miembros la libertad religiosa de 
todo ciudadano. Esta no es más que la consagreción en el 
Concordato de la liberiad de culios establecida en la Consti- 
tución por la reforma de 1936. En vez de tan enrevesados 
conceptos hubiera sido mejor decir de una vez que las dos 
poiestades reconocen la libertad de cultos. 
“© Ri articulo 4° es transcripción completa del artículo 2? 
del Concordato de 1887, con la sola omisión de que ia iglesia 
puede ejercer su autoridad y jurisdicción “sin ninguna in- 
tervención” de la potestad civil, frase ésta que era solamente 
el reflejo de la situación vivida antes de 1887 en que la po- 
testad civil intervenia continuamente en los asunios de la 
Iglesia Catélica atentando contra su libertad e independen- 
cia. Asi pues no hay en realidad ninguna variación en este 
punto de la libertad de la Iglesia. 


El artículo 39 dice lo siguiente: 
“La legislación canónica es independiente de la civil 


y no forma parte de ésta, pero será respetada po! 
las autoridades de la República”. 
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Este artículo 3° es idéntico al articulo 39 del Concordato 
de 1887, solamente que se le eliminò el adjetivo “solemnemen- 
te” en cuanto al respeto por las autoridades. Sigue, pues, la 
legislación canónica respetada por las autoridades de la 
República, es decir que en cuanto la canónica rija situaciones 
dentro de la República, como por ejemplo las relativas a la 
nulidad del matrimonio católico, debe ser respetada por las 
autoridades de la República. 


El artículo 49 dice lo siguiente: 


“El Estado reconoce verdadera y propia personería, 
jurídica a la Iglesia Católica. Igualmente a las Dió- 
cesis. comunidades religiosas v demás entidades ecle- 
siásticas a las gue la ley canónica otorga personería 
jurídica, representadas por su legítima autoridad. 
“Gozarán de igual reconocimiento las entidades ecle- 
ciásticas que hayan recibido personería jurídica nor 
un acto de legítima autoridad, de conformidad 
eon las leyes canónicas. Para aue sea efectivo el re- 
conocimiento civil de estas últimas basta que acre- 
diten con certificación su existencia canónica”. 
Este artículo es una combinación de los artículos 49 y 
109 del Concordato de 1887 en cuanto reconoce personería 
jurídica a la Iglesia Católica, acto este superfluo, pues la 
dicha personeria quedaba reconocida con el hecho de cele- 
brar el concordato; añade que la dicha personería es “verda- 
dera y propia” como si esto hubiera necesidad de decirlo, en 
el mismo supuesto. Tal cosa es un rezago de las leyes anticle- 
ricales dictadas e partir de 1861, que no reconocían personería 
a la Iglesia, ni a la Santa Sede ni a las asociaciones religiosas. 
Por lo demás, este artículo 4° también reconoce personería, 
a las diócesis, a jas comunidades religiosas y demás entida- 
des religiosas a las cuales la ley canónica, presumiblemente, 
otorga personería sin necesidad de reconocimiento especial. 
El inciso segundo hace la distinción de las entidades eclesiás- 
ticas que forzosamente han de recibir personería jurídica por 
acto de una legítima autoridad que no se menciona, y que no 
sabemos si es la civil o la eclesiástica, y además no expresa 
de quién debe provenir la “certificación” de que allí se habla, 
en tanto aue el Concordato de 1887 decía muy claro que era 
la “expedida por la respectiva superioridad eclesiástica”. 
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Los otros artículos referentes a los derechos de la Igle- 
sia, tal como el 23, se hallan colocados en lugar diferente del 
que tenían en el Concordato de 1887. El artículo 23 del Con. 


cordato de 1973 dice lo siguiente: 


“La Iglesia Católica y las demás personas jurídicas 
de que trata el Artículo IV del presente Concordato 
tienen facultad de adquirir, poseer, enajenar y ad- 
ministrar libremente bienes muebles e inmuebles en 
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para todos los ciudadanos, y sus propiedades, fun- 
daciones y derechos serán no menos inviolables que 
los pertenecientes a las demás personas naturales y 


jurídicas”. 
El artículo 24 dice: 


“Las propiedades eclesiásticas podrán ser gravadas 
en la misma forma y extensión que las de los parti- 
culares. Sin embargo, en consideración a su peculiar 
finalidad se exceptúan los edificios destinados al 
culto, las curias dicesanas, las casas episcopales y 
curales y los seminarios. 


“Los bienes de utilidad común sin ánimo de lucro 
pertenecientes a la iglesia y a las demás personas 
jurídicas de que trata el Atriculo IV del presente 
Concordato, tales como los destinados a cbras de cul- 


to, de educación o beneficencia se regirán en materia 


tributaria por las disposiciones legales establecidas 


para las demás instituciones de la misma natura- | 


leza”. 

Este artículo reproduce lo que se decía en el Articulo 6" 
del Concordato de 1887, pero se eliminò infortunadamente 
la prohibición de la ocupación de las propiedades eclesiásticas 
o su destinación a usos diferentes de los que naturalmente 
tienen, que existían en el Artículo 69 del Concordato de 1887. 


El artículo 25 dice lo siguiente: 


“El Estado reconoce el derecho de la Iglesia a reca- -— 


bar libremente de los fieles contribuciones y ofren- 
das para el culto divino, la sustentación de SUS 
ministros y otros fines propios de su misión". 
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Este artículo es una refundición y simplificación del Ar- 
ticulo 9° del Concordato de 1887, pero se eliminò el apoyo 
del Gobierno para que los actos y compromisos que tuvieren 
origen er contribuciones y ofrendas para el culto divino pro- 
dujeran efectos civiles, por lo cual tales actos quedaron sujetos 
alaley comun. | 


También es rezago este artículo de las leyes anticlerica- 
les dictadas a partir de 1861 que negaron a la Iglesia el dere- 
cho de pedir contribución a los fieles vara el sostenimiento 
del culto: 


Segundo: Mision Social de la Iglesia, articulos 59, 69 y 28. 
Los artículos que tocan con la misión social de la Iglesia, arri- 
ba enumerados, repiten los actos que la Iglesia siempre ha 
llevado a cabo, como se verán en la transcripción del artículo 
99, que hacemos en seguida: 


“La Iglesia, consciente de la misión que le compete 
Ge servir a la persona humana, continuará cooperan- 
do para el desarrollo de ésta y Ge 1a comunidad por 
medio de sus instituciones y servicios pastorales, en 
particular mediante la educación, la enseñanza, la 
promoción social y otras actividades de público be- 
neficio”. 


El artículo 69 reemplazó al régimen de misiones, que quedó 
abrogado por el Concordato de 1973, y dice lo siguiente: 


“El Estado y la Iglesia colaborarán en la pronta y 
eficaz promoción de las condiciones humanas y so- 
ciales de los indigenas y de la población residente 
en zonas marginadas susceptibles de un régimen cta- 
nónico especial. Una Comisión Permanente integra- 
da por funcioaarios designados por el Gobierno 
Nacional y prelados elegidos por la Conferencia 
Episcoval, reglamentará de común acuerdo, progra- 
mara y vigilará el desarrollo progresivo de los pla- 
nes que se adopten. | 


“Las funciones de la Comisión Permanente serán 
ejercidas sin perjuicio de la autoridad propia de 
planeación del Estado y sin cue la iglesia tenga a 
su cargo actividades ajenas a su naturaleza y 
misión". 
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&s de observar aquí que la Comisión Permanente que se 
crea por este artículo no es una comisión de la jerarquía ge 
la Iglesia sino una Comisión formada por el Gobierno y la 
Conferencia Episcopal, que se menciona por primera vez en 
este Concordato, y que no forma parte de la jerarquía de la 
iglesia, lo cual no deja de ser novedoso por cuanto se le da un 
poder de regiamentación extraordinario que no tienen ni la 
Santa Sede ni los ordinarios diocesanos. 


| También forma parte de este grupo el Articulo 28 del 
Concordato, que dice lo siguiente: 


“En defensa y promoción del patrimonio cultural 
colombiano la Iglesia y el Estado colaborarán en el 
inventario del arte religioso nacional, que incluirá 
monumentos, objetos de culto, archivos, bibliotecas 
y otros que por su valor histórico o estético sean dig- 
nos de conjunta atención para conservarse, restau- 
rarse o exponerse con fines de educación social”. 


Esta tarea que se le impone a la Iglesia y al Estado puede 
considerarse como una extensión de la misión social de la 
iglesia que el Estado ahora reconoce. 


Tercero: Fuero Eclesiástico: Artículos 18, 19, 20, 21 y 22. 
Las disposiciones relativas al fuero eclesiástico, que forman 
parte de los derechos de la Iglesia, son de mucha importancia 
poraue continúan consagrando una serie de privilegios para 
ia iglesia. Veámoslos: 

El Artículo 18 dice lo siguiente: 


“Los clérigos y religiosos no podrán ser obligados a 
desempeñar cargos públicos incompatibles con SU 
ministerio y profesión religiosa y estarán ademas 
exentos del servicio militar”. 


Este era el antiguo Artículo 79 del Concordato que pasó 
sin variación al nuevo Concordato de 1973. 


El artículo 19 dice: 


“Continuarán deferidas a los Tribunales del Estado 
las causas civiles de los clérigos y religiosos y las Que 
e refieren a la propiedad y derechos temporales de 
as personas jurídicas eclesiásticas, como también 108 
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procesos penales conira aquellos por contravenciones | 


y delitos ajenos al ministerio eclesiástico, sancionados 
por las leyes de la República. Se exceptúan, sin em- 
bargo, los procesos penales contra Obispos y quienes 


están asimilados a éstos en el derecho eclesiástico, 


que son de competencia exclusiva de la Sede Apos- 
tólica”. : 


El contenido de este articulo 19 es esencialmente el an- 
tiguo Artículo 89 del Concordato de 1887 y 9? de la Convención 
de 1892. En el antiguo Concordato la única obligación era la 
del Estado de adoptar en las leyes de procedimiento criminal 
disposiciones que salvaren la dignidad sacerdotal, en tanto que 
en el nuevo Concordato los procesos penales contra los obispos 
y quienes están asimilados a éstos en el derecho eclesiástico, 
son de competencia exc!usiva de la Sede Apostólica. 


El artículo 20 reproduce los artículos 49 y 79 de la Con- 
vención de 1892: 


“En caso de procesos penales contra clérigos y reli- 
giosos, conocerán en primera instancia, sin interven- 
ción de Jurado, los Jueces Superiores o quienes los 
reemplacen y en segunda, los "Tribunales Superiores. 
Al iniciarse el proceso se comunicarán el hecho al 
Ordinario propio, el cual no pondrá obstáculo al pro- 
ceso judicial. 


“Los juicios no serán públicos. En la detención y 
arresto, antes y durante el proceso, no podrán aque- 
llos ser recluidos en cárceles comunes, pero si fueren 
condenados en última instancia se les aplicará el ré- 
gimen ordinario sobre ejecución de las penas”. 


El fuero eclesiástico quedó restringido, ya que se elimi- 
naron varias salvaguardias a la dignidad sacerdotal de los 
artículos 60, 89 y 12 del Convenio de 1892. 


El artículo 21 forma parte también del fuero de la Iglesia 
y es una nueva redacción del articulo 11 del Concordato de 
1892. artículo nuevo 21 que no existía en el Concordato de 
1887 y dice lo siguiente: 


“Los funcionarios de las Ramas Jurisdiccional y Eje- 
cutiva del Estado, si fuere necesario, prestarán su 
colaboración en la ejecución de las providencias de 
los Tribunales Eclesiásticos, con el fin de proteger 
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los derechos de las personas que podrian ser lesiona- - 
das por ejecución incompleta o fallida de tales pro- i 
videncias”. 


La disposición del artículo 22 es una disposición nueva . 
por la cual el Estado se compromete a considerar como usur-- 
pación de funciones püblicas la que haga alguna persona que : 
usurpe funciones eclesiásticas, y no está muy claro cuál es el ` 
sentido de esta disposición ni el origen de ella, a menos que se 
retorne a la Ley de 1843 que se aplicó a los eclesiásticos como . 
si fueran funcionarios públicos. i 


Cuarto: Matrimonio. 


El cuarto grupo de disposiciones del Concordato se refiere . 
al matrimonio y es tal vez en el lugar donde se han introducido — $- 
mayores variaciones respecto del Concordato de 1887. En efec- | 
to, el artículo 79 dice lo siguiente: | 


“El Estado reconoce plenos efectos civiles al matri- .. 
monio celebrado de conformidad con las normas del ^ 
derecho canónico. Para la efectividad de este reco" = 
nocimiento la competente autoridad eclesiástica = 
transmitirá copia auténtica del Acta al correspon” .- 
diente funcionario del Estado quien deberá inseri- 
birla en el registro civil”. | 


Hay una variación muy sutil respecto del artículo 17 del . 
antiguo Concordato, por cuanto la nueva disposición se limita 
a reconocer plenos efectos civiles al matrimonio canónico, pero 
no obliga al funcionario civil a estar presente en el matrimo 
nio canónico sino solamente a aue la autoridad eclesiástica 
transmita copia del acta al correspondiente funcionario del 
Estado, con lo cual se le retira toda participación en este asun- 
to a los propios contrayentes del matrimonio, quienes por si 
mismos no pueden hacer inscribir su matrimonio en el regis 
tro civil, sino tienen que quedar pendientes de que el funcio” 
nario eclesiástico lo envíe al funcionario del Estado y que éste 
haga la correspondiente inscripción, lo cual no deja de tene! 
inconvenientes vista la poca eficacia de los funcionarios pr 
blicos. 


Por ello fue necesario que se introdujera adición a este 
Concordato en el punto 1 del Protocolo Adicional, en el sel” 











^ MATRIMONIO | 1133 o ; 


tido de que ambos cónyuges, o cualquier interesado, podran 
hacer la inscripción del matrimonio en el registro civil. Sola- 
mente puede entenderse el defecto inicial, que fue necesario 


corregir por el Protocolo Adicional, como vicio resultante del. 


pesado y engorroso sistema del Concordato Echandía-Maglio- 
ne, gue traía disposición similar, y que en este como en otros 
puntos fue seguido servilmente o muy de cerca por los nego- 
ciadores de hogaño. 

El artículo 89 introduce variación respecto del Concordato 
de 1887: | 


"Las causas relativas a la nulidad o a la disolución 
del vínculo de los matrimonios canónicos, incluidas 
las que se refieren a las dispensas del matrimonio 
rato no consumado, son de competencia exclusiva de 
los Tribunales Eclesiásticos y Congregaciones de la 
Sede Apostolica. 

"Las decisiones y sentencias de éstas, cuando sean 
firmes y ejecutivas, conforme al derecho canónico, 
serán transmitidas al Tribunal Superior del Distrito 
Judicial territorialmente competente, el cual decre- 
tará su ejecución en cuanto a efectos civiles y orde- 
nará su inscripción en el registro civil". 


Como veremos más adelante, este artículo fue mas lejos 
que los Concordatos de 1887 y de 1942, por cuanto atribuyó a 
los tribunales eclesiásticos no solamente las causas relativas 
a la nulidad de los matrimonios, sino también las causas rela- 
tivas a la disolución del vínculo, así como las dispensas del 
matrimonio rato y no consumado. 

Segün este artículo 89, el Tribunal ordena la inscripción 
en el registro civil, pero no se dice si ella queda a cargo dei 
Tribunal eclesiástico o de los interesados. 

El artículo 99 es enteramente nuevo por cuanto da com- 
petencia a los jueces del Estado para los procesos de separación 
de cuerpos de los matrimonios canónicos. En efecto el dicho 
articulo 99 dice lo siguiente: 


"Las Altas Fartes Contratantes convienen en que las 
causas de separación de cuerpos de los matrimonios 
canénicos sean tramitadas por los Jueces del Estado, 
en primera instancia ante el Tribunal Superior res- 
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pectivo y en segunda instancia ante la Corte Supre- 
ma de Justicia. 

“A solicitud de uno de los cónyuges la causa respec- 
tiva se suspenderá en primera instancia y por una 
Sola vez, durante treinta días, para dar lugar a la 
acción conciliadora. y pastoral de la Iglesia, salvo la 
competencia del Tribunal para adoptar las medidas 
precautelativas que estime convenientes. Vencido el 
plazo el respectivo Tribunal reanudará el trámite 
correspondiente”. 


Respecto del matrimonio se suscribió al mismo tiempo 
que el Concordato un Protocolo Final, novedoso como proce- 
dimiento pues no se entiende bien por qué estas disposiciones 
no se incluyeron en el lugar correspondiente del Concordato. 


En efecto, el dicho Protocolo Final dice lo siguiente en 
relación con el artículo 70 del Concordato, aclaración impor- 
tante en cuanto a la inscripción de un matrimonio canónico 
en el registro civil, la cual consta de dos partes, como sigue: 


GET 


De acuerdo con la legislación vigente en el Esta- 
do colombiano, la inscripción de un matrimonio ca- 
nonico que no haya sido anotado en el registro civil 
al tiempo de su celebración, podrá siempre efectuarse 
à requerimiento de cualquiera de los cónyuges o de 
quien tenga un interés legítimo en dicho matrimo- 
nio. Con tal fin será suficienie la presentación de 
una copia auténtica. de la respectiva partida eclesias- 
tica. La muerte de uno o de ambos cónvuges no sera 
obstáculo para efectuar dicha inscrinciòn. 


“11. Los efectos civiles del matrimonio canónico de- 
bidamente inscrito en el registro civil regirán a par 
tir de la fecha de la celebración canónica de dicho 
matrimonio". 
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también se hace en el Protocolo Final una declaración 
ue es una materia nueva, inexistente en el Concordato de 
1887 y que dice 1o siguiente: 


“La República de Colombia reconoce la competencia 

exclusiva de la autoridad eclesiástica en cuanto Se 

ue a los aspectos canónicos del Privilegio de la 
e. | 
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“Por lo que se refiere a los efectos civiles correspon- 
dientes se tendrá en cuenta lo dispuesto por la ju- 
risprudencia y la legislación civil colombiana de 
inanera que sean respetados tanto los derechos ad- 
quidos por los cónyuges como los derechos de las 
personas legalmente amparadas en la sociedad con - 
yugal”. 


Esta declaración consagra en realidad un privilegio extra- 
ordinario porque de acuerdo con el privilegio de la fe la Telesia 
puede autorizar un matrimonio de un converso o de un bau- 
tizado no católico, con un católico aún cuando aquellos hubie- 
ran estado ya casados de acuerdo con su antigua religión. Este 
artículo se remite a lo dispuesto por la jurisprudencia y la 
legislación civil colombiana (la cual hasta ahora no ha dis- 
puesto nada al respecto) en una forma por lo demás suma- 
mente vaga respecto de los derechos adquiridos y de las 
personas legalmente amparadas en la sociedad conyugal, lo 
cual va a ser una fuente de problemas cuando tales casos se 
presenten. | 

Finalmente se hace otra deciaracion en el Protocolo Final 
respecto del artícuio 99, declaración que dice: 


“La determinación que hace este artículo de que las 
causas de separación del matrimonio canónico serán 
dirimidas ante el Tribunal Superior y la Corte Su- 
prema de Justicia de Colombia, no impedirá, que, en 
el futuro, el Estado colombiano pueda establecer una 
instancia especial para examinar y juzgar las causas 
reiativas al derecho de familia y que tenga un nivel 
equivalente al de aquellas entidades". 


Esta declaración viene a subsanar el hecho totalmente 
irregular de que sea el Tribuna! Superior el que conozca en 
primera instancia de tales procesos, en lugar de ser el juez de 
Circuito, como sucede regularmente con todos los demás pro- 
Cesos. Pero en vista de que se habla de un "nivel equivalente”, 
no podrá nunca el Estado deferir la primera instancia de dichos 
procesos a un juez de circuito, sino a un tribunal especial, que 
No existe aún en la Constitución. 

No precisó este artículo si tales procesos se regirán, en lo 
Sustantivo, por la ley civil o la canónica; siendo el matrimo- 
nio católico regido por la ley canónica, el juez civil se vería 
Obligado a aplicar la ley canónica, que no conoce, mas la Corte 








1136 EL CONCORDATO DE 1973 


Suprema. ya sentenció que las causales de separación son las 
mismas de la ley civil, no las del derecho canónico ?. 


Quinto: Educación. Respecto a este tema se adoptaron 
los artículos 10, 11, 12 y 13 en el nuevo Concordato, los cuales 
examinaremos enseguida. 

El artículo 10 dice lo siguiente: 


^19—E] Estado garantiza a la iglesia Católica la l- 
bertad de fundar, organizar y dirigir bajo ia depen- 
dencia de la autoridad eclesiástica centros de 
educación en cualquier nivel, especialidad y rama 
de la enseñanza, sin menoscato del derecho de ins- 
pección y vigilancia que corresponde al Estado. 
“20—La Iglesia Católica conservará su autonomia 
para establecer, organizar y dirigir facultades, insti: 
tutos de ciencias eclesiásticas, seminarios y casas de 
formación de religiosos. El reconocimiento por el 
Estado de los estudios y de los titulos otorgados por 
dichos centros será otjeto de reglamentación poste- 
rior”. 

El inciso 19 de este artículo garantiza a la Iglesia la liber- 
tad de enseñariza en sus propios centros de educación, con 
intervención del Estado; pero el inciso 29 elimina totalmente 
la intervención del Estado, o su vigilancia, en cuanto se trata 
de los institutos de ciencias eclesiásticas y seminarios, donde 
el Estado no puede intervenir sino para reconocer o no los 
títulos por aquéllos otorgados: 

Otro artículo que trata de la educación es el artículo 11, 
que dice lo siguiente: 


“A fin de hacer más viable el derecho que tienen las 
familias de escoger libremente centros de educacion 
bara. sus hijos, el Estado contribuirà equitativamente. 
con fondos de Presupuesto Nacional, al sostenimiento 
de planteles católicos". 


Este articulo es importante por cuanto el Estado se obli- 
ga a contribuir al sostenimiento de los centros de educación 
de los planteles católicos, cosa que no se hace con los plam 
ieles de otras confesiones religiosas. 





1 Sentencia del 3 de marzo de 1977. Gaceta Judicial, Tomo CLVI, 
N? 2396, p. 106. 
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El articulo 12 dice: 


“En desarrollo del derecho que tienen las famiilas 


católicas de gue sus hijos reciban educación religiosa 


acorde con su fe, los planes educativos, en los niveles 
de primaria. y secundaria, incluirán en los estableci- 
mientos oficiales enseñanza y formación religiosa 
según el Magisterio de la iglesia. Para la efectividad 
de este derecho, corresponde a la competente autori- 
dad eclesiástica suministrar los programas, aprobar 
los textos de enseñanza religiosa y comprobar cómo 
se imparte dicha enseñanza. La autoridad civil ten- 
drá en cuenta los certificados de idoneidad para 
enseñar la religión, expedidos por la competente au- 
toridad eclesiástica. 

“El Estado propiciará en los niveles de educación su- 
perior la creación de institutos o departamentos de 
ciencias superiores religiosas donde los estudiantes 
católicos tengan opción de perfeccionar su cultura 
en armonia con su fe”. 


También en lo referente a la educación en los antiguos 
territorios misionales, que ahora se llaman “zonas margina- 
das”, se estableció un régimen especial en el artículo 13, que 
dice: 


“Como servicio a la comunidad en las zonas margi- 
nadas, necesitadas temporalmente de un régimen 
canónico especial, ia. Iglesia colaborará en el sector 
de la educación oficial mediante contratos que desa- 
xrcilen los programas oficiales respectivos y contem- 
plen las circunstancias y exigencias específicas de 
cada lugar. Tales contratos celebrados con el Gobier- 
no Nacional se ajustarán a criterios previamente 
acordados entre éste y la Conferencia Episcopal, ae 
conformidad ccn lo dispuesto en el Artículo VI”. 


Es notable en este articulo que también la iglesia firma 
el contrato pero gueda sujeta a lo que al respecto se haya 


convenido previamente entre el Gobierno y la Conferencia 


Episcopal, con lo cual se le da a ésta, por segunda oportunidad, 
la facultad de intervenir con un poder más grande gue el de 
la propia Iglesia o el de la Santa Sede. 


Sexto: Derecho de prenotijicación y de variación de dió- 
cesis: Artículos 14, 15 y 16. 
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Este derecho, ahora bautizado como de “prenotificación”, - 
viene del antiguo patronato eclesiástico pasando por el dere. . 
cho de presentación desarrollado en el artículo 15 del Concor. - 


dato de 1887; el artículo 14 del nuevo Concordato dice: 


“El derecho de nombrar arzobispos y obispos corres- i 
ponde exclusivamente al Romano Pontífice. La Santa — 


Sede antes de proceder al nombramiento de un ar- 


zobispo y obispo residencial, o de un coadjutor con o 4d 
derecho a sucesión, que deberá recaer en ciudadano > 


colombiano, comunicará a la Presidencia de la Repú- 
blica el nombre de la persona escogida, a fin de saber 


si tiene objeciones de carácter civil o político. Se en- -- 
tenderá que ellas no existen si no las manifiesta den- ` 
tro de treinta días. Estas gestiones se adelantarán . 
por ambas partes con la mayor diligencia y reserva”. _ 


Esta norma consagró las tesis liberales sostenidas t 
desde 1937 y consagradas en el frustrado Concordato © 


Echandia-Maglione, a saber: que los obispos sean de naciona- 


lidad colombiana, que se extienda a los obispos coadjutores o 


con derecho a sucesión el derecho de “prenotificación” al 


Presidente de la República, que se haga esta notificación pre- * 


viamente al nombramiento y abandonar el derecho de presen- 


tación que tenía el Presidente bajo el Concordato de 1887. En z 
realidad la Santa Sede prefería liberarse de la obligación de . 
hacer los nombramientos de obispos en los candidatos presen- . 


tados por el Presidente y ahora lo obtuvo. 


El artículo 15 se refiere a la facultad que conserva la p 
Santa Sede sobre los límites de las diócesis, y dice lo sigiuente: .. 


“La Santa Sede podrá erigir nuevas circunscripcio- . 3 
nes eclesiásticas y modificar los límites de las exis- E 


tentes, cuando lo creyere oportuno para el mejor. 
desempeño de la misión de la Iglesia. Con tal final . 
dad informará previamente al Gobierno, acogiendo- 
las indicaciones justas y convenientes que de él 
reciba". 


También forma parte de este grupo el artículo 16 que vino: 
a reemplazar las antiguas jurisdicciones misionales, en la Sl. 
guiente forma: 
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“La Santa Sede conviene en elevar con la mayor ce- 
leridad posible las jurisdicciones misionales a la cate- 
goría de diócesis, a medida que el desarrollo de las 
regiones resulte armónico con las exigencias pasto- 
rales diocesanas". 


Séptimo: Vicaría castrense: Articulo 17. Este asunto, 
del cual trataba en forma por demás esquemática el Concor- 
dato de 1887 en el artículo 20, desarroliado por un convenio 
posterior de 1929, se condensa aquí en este artículo 17 del 
Concordato de 1973, pero se remite a posteriores reglamentos 
que han de dictarse por la Santa Sede de acuerdo con el Go- 
bierno. 


Dice el artículo 17: 


“La atención espiritual y pastoral de los miembros 
de las Fuerzas Armadas se ejercerá por medio de la 
Vicaria Castrense, segün normas y reglamentos dic- 
tados al efecto por la Santa Sede, de acuerdo con el 
Gobierno". 


Octavo: Obligaciones financieras del Estado: Artículos 
ll y 26. Las obligaciones pecuniarias del Gobierno colombia- 
no para con la Iglesia, según los Concordatos, son las siguien- 
tes: 


“10 La renta nominal, asi llamada desde el decreto 
de desamortización de 1861, consiste en los intere- 
ses que el Gobierno se obligó a vagar a la Iglesia por 
los bienes que le fueron confiscados a ella, y que mon- 
taba al seis por ciento (6%) anual del valor de los 
bienes” !. *, 





1 Guerra Azuola. Lecciones de legislación fiscal, pp. 88-93, citadas 
por D. Juan Pablo Restrepo, La Iglesia y el Estado en Colombia, p. 415. 


9 


^ “Según las cuentas generales del Presupuesto y del Tesoro, el pro- 
ducto de los bienes desamortizados, desde 1864 hasta 1879, alcanzaron a 
$ 12.707.694 de pesos. A esto, débese añadir el valor de las fincas 
cedidas a los particulares, cuyo valor pasó a dos millones de pesos; 
luego, el valor de las fincas cedidas a los Estados a los cuales se les 
distribuyó asi: el Estado de Antioquia, una casa de dos terrenos; al de 
Bolívar, los conventos de la Merced y de Santa Teresa con un terreno 
*n Manatí; al de Boyacá, los conventos de Santa Clarae, Santo Domigo, 
la Concepción de Tunja, y el del Carmen de Leiva, al del Cauca los 
Conventos de San Francisco y e! Carmen de Popayán, las tiendas de la 
Ermita, y el solar y parte del Convento de la Encarnación; al de Cun- 
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Baste recordar aquí que en 1887 don Carlos Martínez 
Silva, entonces Ministro del Tesoro, transmitió a don Joaquín 
F. Vélez el valor que en los libros del Gobierno tenía tal deuda 
del Estado, cuando Vélez discutia con la Santa Sede el Concor- 
dato de 1887 y el pago de los intereses sobre la renta nominal. 


Recordemos, además, que dicha renta nominal fue redu- 
cida al tres por ciento (3%) en 1872 y luego enteramente . . 
suprimida por una ley de 1877, en venganza de la supuesta 
participación de la Iglesia en la revolución de ese ano. 

Por esta razón en el Concordato de 1887 el Gobierno re- .. 
conoció esta deuda, y se obligó a pagar a la Iglesia intereses 
anuales del 4.5%, en el Artículo 22, que decía: 


“El Gobierno de la Repüblica reconoce a perpetuidad 
en calidad de deuda consolidada el valor de los 
censos redimidos en su Tesoro y de los bienes desamor- 
tizados pertenecientes a iglesias, cofradías, patrona- 
tos, capellanías y establecimientos de instrucción y ` 
teneficencia regidos por la Iglesia, que haya sido en 
cualquier tiempo inscrita en la deuda püblica de la 
Nación. Esta deuda reconocida ganará sin disminu- 
ción el interés anual líquido de cuatro y medio pot. 
ciento, que se pagará por semestres vencidos”. 
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En septiembre de 1974, la renta nominal anual era de 
$ 125.535 1, 


20—-La renta concordataria, que es la estipulada en el 
Artículo 25 del Concordato de 1887 en concordancia con el 
artículo 24 del mismo. 


Para entender bien el origen de esta renta, es menester 
determinar exactamente a lo que ella se refiere: 


dinamarca, lov conventos de San Diego y San Francisco, y cuatro 
hectáreas de terreno en las afueras de Bogotá; al del Magdalena, el 
convento de Santa Teresa y el Terreno del Sacramento; y finalmente 
al de Panamá, el convento de San Juan de Dios y los terrenos del 
Santísimo. El Gobierno genera! conservaba los conventos de Santo Do- 
mingo, la Candelaria, Santa Inés, Santa Clara, el Carmen y San Agus: 
tín; y quedaban todavía por venderse 135 fincas en los diversos Estados. 

“Este, sólo es el producto de los bienes desamortizados desde 1864 
hasta 1879”. | 

! Declaración del Ministro Liévano Aguirre en la Comisión 2 de 
la Cámara de Representantes, el 3 de septiembre de 1974. El Tiempo, 
4 de septiembre de 1974. 
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“La Santa Sede —dice el artículo 24 del Concordato 
de 1887— en vista del estado en que se halla el Te- 
sore Nacional de Colombia y de la utilidad que deriva 
la Iglesia de la observancia del Convenio, hace a la 
Republica las siguientes condonaciones: a) del valor 
. del capital no reconocido hasta ahora en ninguna 
forma de los bienes desamortizados pertenecientes 
en su mayor parte a conventos o asociaciones reli- 
giosas de uno y otro sexo ya extinguidas y no com- 
prendidas en los anteriores artículos; b) de lo que 
deba per créditos o intereses vencidos, ò por cualquier 
otro motivo, de la desamortización de entidades ecle- 
siásticas, hasta el 31 de diciembre de 1887”. 


De conformidad con este artículo, la Iglesia condonaba el 
capital de los bienes desamortizados que no eran bienes de la 
Iglesia y que habían pertenecido a órdenes o asociaciones re- 
ligiosas ya extinguidas. 


Por otra parte condonaba la Iglesia los intereses no paga- 
dos desde 1877, cuando la ley suspendió su pago, hasta el 31 
de diciembre de 1887. 


Por tanto, la Iglesia se despojaba a favor del Estado del 
crédito contra éste por bienes desamortizados y por los intere- 
ses no pagados sobre éstos o sobre los otros bienes eclesiásticos 
que ya hemos visto como bienes de la Iglesia en el artículo 22: 


“En compensación de esta gracia el Gobierno de Co- 
lombia —decía el Artículo 25 del Concordato de 1851— 
se obliga a asignar a perpetuidad una suma anual lí- 
quida, gue desde luego se fija en cien mil pesos colom- 
bianos que se aumentará equitativamente cuando 
mejore la situación del Tesoro, los cuales se destina- 
rán en la proporción y términos que se convengan 
entre las dos Supremas Potestades, al auxilio de 
diócesis, cabildos, seminarios, misiones y otras obras 
propias de la acción civilizadora de la Iglesia”. 

Las leyes 61 de 1894 y 54 de 1903 aumentaron la cuota 
concordataria a $ 116.000, y la ley 12 de 1902 la aumentó en 
$ 100.000 más, pero por los cambios en la moneda, se fijó toda 
la renta concordataria en $ 82.000 pesos oro en 1918, suma 
que se continuó pagando hasta 1932. En este año el Gobierno 
Pidió a la Santa Sede que los 50.000 pesos destinados al auxi- 
lio de las Misiones se redujeran a 25.000, lo cual se hizo en 
los años de 1933 y siguientes. 
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Segün declaración del Ministro de Relaciones Exteriores 
en la Comisión 22 de la Cámara, hecha en 1974 ?5, para esta 
fecha la renta concordataria se había ajustado en la suma de 
$ 1.640.000 más dos millones de pesos para las misiones. 

O sea, que a tiempo de perfeccionarse el Concordato de 
1973, el Gobierno pagaba a la Iglesia: 


a) Por la renta nominal $ 125.585 anuales 
b) Por la renta concordataria $ 1.640.000 anuales 
c) Por el auxilio a las misiones $ 2.000.000 anuales 





Total $ 3.765.585 anuales 


Ahora sí podemos ver cómo se reglamentaron las obliga- 
ciones financieras del Estado Colombiano en el Concordato 
de 1973. 

En primer lugar el compromiso del articulo 11 que ya 
hemos examinado en otro contexto, por medio del cual el Es- 


tado se obliga a contribuir equitativamente, con fondos del 


presupuesto nacional, al sostenimiento de planteles católicos. 


En segundo lugar, por el artículo 26 se resolvió unificar 
las obligaciones financieras del Estado, en la siguiente forma: 


“Las altas partes contratantes unifican las obliga- 
ciones financieras adquiridas por el Estado en virtud 
del Concordato de 1887 y de la Convención sobre MI- 
siones de 1953. En consecuencia reglamentarán su 
cuantía en forma que permita atender debidamente 
aquellas obligaciones. Será también reglamentada 
la contribución del Estado para la creación de nuevas 
diócesis y para el sostenimiento de las que funcionen 
en los anteriormente liamados territorios de mislo- 
nes. El Estado concederá a las entidades eclesiásticas 
que reciben la llamada renta nominal la posibilida 
de redimirla". 


Noveno: Cementerios: Artículo 27. En este artículo sê 
reglamentó lo relativo a los cementerios pertenecientes a 12 
Iglesia y las atribuciones de ésta en los cementerios adminis- 
trados por el Estado, en la siguiente forma: 





1. El Tiempo, 4 de septiembre de 1974, 
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“El Estado garantiza a la Iglesia el derecho de poseer 
y administrar sus propios cementerios, que estarán 
sometidos a la vigilancia oficial en lo referente a hi- 


giene y orden público. En los cementerios dependien- 


ves de la autoridad civil la Iglesia podrá ejercer su 
ministerio en la inhumación de católicos”. 


Décimo: Derogación de convenios anteriores: Artículo 30. 
El Artículo 30 del Concordato de 1973 dejó sin vigor ni efec- 
to el Concordato de 1887 y todas las demás convenciones adi- 
cionales a este Concordato, excepto las obligaciones financieras 
adquridas por el Estado en virtud del Concordato de 1887 y de 
la Convención sobre Misiones de 1953. 


Por el artículo 32 se dispuso que el Concordato entraría 
en vigencia en la fecha del canje de las ratificaciones de las 
dos partes contratantes. | | 


Undécimo: Reglameníación del Concordato: Artículos 6, 
13, 17, 26 y 29. Hemos agrupado en este párrafo todos los ar- 
ticulos que dan a las partes una facultad de reglamentación, 
por lo demás bastante amplia, sobre algunos puntos del Con- 
cordato, que son los siguientes: 


Por el artículo 69, las dos partes reglamentan la obra 
de la Iglesia en las llamadas zonas marginadas. 


Por el artículo 13, las dos partes contratantes se 
comprometen a adoptar reglamentos para la educa- 
ción en las mismas zonas marginadas. 


Por el 17, se puede reglamentar la Vicaría Castrense. 


Por el artículo 26, se establece que se reglamentarán 
las rentas nominal y concordataria, así como la con- 
tribución del Estado para la creación de nuevas dio- 
cesis y para el sostenimiento de las que funcionen 
en los anteriormente llamados territorios de misiones. 


En el artículo 29, se dice gue en la resolución amis- 
tosa de eventuales dificultades relativas a la inter- 
pretación y aplicación del Concordato, las altas partes 
contratantes procederán de común acuerdo, así co- 
mo en las reglamentaciones del Concordato. 


Final: Ojeada general al Concordato de 1973. Por este 
Concordato la Iglesia conservó su posición preminente dentro 
del Estado Colombiano y el derecho de aplicar su propia ley 
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canónica en materias tales como el fuero eclesiástico y el ma. 
trimonio canónico; siguió gozando del reconocimiento de su 
personería jurídica así como la de las entidades eclesiásticas; 
su libertad de aquirir y poseer bienes de toda clase quedó in- 
cólume; conservó algunas de sus prerrogativas en la educación .- 
religiosa; y consolidó sus derechos a la renta nominal y a la 
concordataria. 


Las ganancias de la Iglesia fueron importantes: mayor. 
precisión y extensión del fuero eclesiástico; obligación del Es- 
tado de ejecutar las sentencias de los tribunales eclesiásticos; - 
jurisdicción de ellos no solamente sobre las causas de nulidad - 
del matrimonio sino también sobre las relativas a la disolución ` 
del vínculo; imposibilidad para la Corte Suprema colombiana < 
de otorgar el exequatur a sentencias civiles extranjeras de nu- - 
lidad o disolución del vínculo de matrimonios canónicos cuya . 
ejecución se pidiere en Colombia; consagración del Privilegio - 
de la Fe, bien vetrino, bien paulino; derecho de recibir del 
Estado contribución para el sostenimiento de los planteles de = 
educación católica; libertad de nombramiento de obispos; y >. 
reconocimiento de su propiedad sobre los cementerios funda- — : 
dos y poseídos por la Iglesia. E 

Por su parte el Estado disminuyó la importancia de la ~ 
Religión Católica ante el Estado; consagró la libertad religiosa " 
que los liberales habían introducido en 1a Constitución por la | 
reforma de 1936; ganó la posibilidad de gravar las propiedades ..- 
eclesiásticas así como eventualmente destinarlas a otros usos; Li 
retiró el efecto coactivo a las obligaciones adquiridas por los = 
fieles con la Iglesia; puso fin al régimen de misiones; obtuvo .. : 
el matrimonio católico facultativo así como la competencia . 
sobre los procesos de separación de cuerpos de matrimonios . 
católicos; terminó también el derecho de presentación de los . 
obispos a cambio de que éstos sean colombianos y de que ell 
derecho de “pre-notificación” se extendiera a los obispos coad- 
jutores con derecho a sucesión y, finalmente, recuperó la ad- 
ministración de los cementerios. Lo único que le faltó de lo 
que el Estado quería en 1942 fue el juramento de los obispos | 
pero todo lo demás lo obtuvo finalmente en 1973. Ò 
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8. Exposición de motivos del proyecto de ley aprobatoria del 
Concordato, presentado por el Ministro Alfredo Vazquez 
Carrizosa. | 


E] Ministro de Relaciones Exteriores, Alfredo Vázquez Ca- 
rrizosa, presentó a la consideración del Congreso de la Repü- 
blica un proyecto de ley “por la cual se aprueba el Concordato 
y su Protocolo Final suscritos entre la Repüblica de Colombia 
y la Santa Sede”. Es ésta una exposición bastante larga que 
tiene una pequeña introducción sobre las negociaciones, a las 
cuales ya nos hemos referido en Ja parte formal, y una segun- 
da parte de antecedentes históricos, en la cual el Ministro 
historia el desarrollo de la Iglesia en América bajo el patronato 
del rey de España (con un error porque el rey de Fs- 
pafia nunca fue Vicario Real como lo dice el Ministro); y pasa 
luego a historiar e! patronato republicano, como herencia co- 
lonial, hasta que se llega a la separación entre la Iglesia y el 
Estado en 1853 y el régimen concordatario que comenzó en 
1887; se refiere el Ministro a los varios proyectos de Concor- 
dato hasta el acuerdo celebrado por don Joaquín F. Vélez bajo 
la administración de don Rafael Núñez. 


Una tercera parte de la exposición de motivos del Ministro 
se refiere a los factores de cambio y de reconciliación. A ellos 
se refiere en cuanto describe un nuevo “clima nacional” en 
cuanto a la política, el plebiscito de 1957 por medio del cual 
se adoptó la libertad de conciencia que los liberales habían 

introducido en la Constitución por la reforma de 1936 y final- 
mente la libertad religiosa que vino con el Concilio Vaticano II 


En la cuarta parte el Ministro Vázquez describe en detalle 
e: contenido del nuevo Concordato, y lo defiende. 


| Establece la indisputada personalidad internacional de la 

Iglesia Católica, que ha sido negada por muchas personas, 
pero que el Ministro con muy kuen criterio sostiene basándose 
en los principales expositores del derecho internacional. 


Critica el Ministro la ley Concha y el Convenio de Misio- 
nes, por ser la primera contraria a la libertad de conciencia 
establecida en el artículo 53 de la Constitución y ser imprac- 
ticable para los colombianos en el extranjero, fruto de todo 
un proceso de equivocaciones; y en cuanto al Convenio de Mi- 
siones de 1953, encuentra que ya no se justifica hablar de te- 
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rritorios misionales en lugares en donde ya existen ciudades. 


populosas Y donde se ha cumplido la labor vivificadora de la 


Iglesia. 
| En cuanto al análisis jurídico del Concordato, el Ministro. d 
Vázquez considera que las ventajas del mismo pueden res E 
mirse en SU contenido: la clara determinación del prinicipio - 
de libertad religiosa para todas las confesiones y ciudadanos; 
la autonomía y libertad de la Iglesia y del Estado, uno frente | 
a, otro por la cual “ni el Estado interviene en los asuntos de - 
la Iglesia Católica, ni ésta en los del Estado"; la sustitución . 
del régimen misional y la eliminación de privilegios, ya que UE 
lo obra evangelizadora se hará en lo sucesivo dentro de los l- p, 
mites normales de la competencia que es propia a la fled “de 
Católica y del Estado; los contratos de cooperación en las "zo- =- i 
nas marginadas” en lugar de "territorios misionales” con lo; 
cual se reemplazó el antiguo régimen con el objeto de con- 
sograr el "pleno imperio de la soberanía en el terirtorio = 
del Estado”; la separación del matrimonio canónico y - 
del matrimonio civil, para permitir a los colombianos 
casarse por la ley civil si lo desean, por lo cual en lo *. 
sucesivo habrá en Colombia dos formas de contraer nup- "T 
cias, opcionales para el ciudadano frente a la ley, o sean la x 
del derecho canónico y la de la ley civil; la atribución de com- - E 
petencia a los jueces del Estado para los procesos de separación | 
de cuerpos; la libertad de enseñanza con educación religiosa. 
voluntaria; el cambio del privilegio de presentación de obispos ea 
por el que ahora llama ”prenotificación”, con derecho a for- 
mular objeciones condicionantes, disposición del nuevo Con- E 
cordato que él encuentra más clara pues deja ilesa la autoridad ~ 
del Romano Pontifice y le permite al Jefe del Estado formular 
esas objeciones al nombramiento, en guarda de 1a armonia - 
oue debe reinar entre las dos potestades; y finalmente la unifi- 
cación y simplificación de las rentas debidas a la Iglesia, pun- - 
to sobre el cual el Ministro no se detiene casi y que fue 
posteriormente motivo de aclaraciones del Gobierno en el 
Congreso. xd 
Esta exposición de motivos es una pieza muy completa 
que termina diciendo que “el Concordato de 1973 busca superar 


definitivamente esa etapa de las luchas de campanario y sa- 
cristía al establecer el dualismo de las dos potestades cada 
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una en su Órbita. Ni el Estado debe intervenir en la Iglesia, 
ni ésta en las cosas del Estedo”. Continúa diciendo el Ministro 
que el nuevo Concordato ha sido elaborado con miras a una 
sociedad pluralista en lo político, social y religioso, con funda- 
mento en la Constitución y en las declaraciones internaciona- 
les sobre los derechos de la persona humana, entre los cuales 
figura de manera destacada la libertad de creencias sin coac- 
ciones del Estado. dai 


9. El Concordato en ia Comision Segunda del Senado. 


Esta Comision, a la cual correspondia el estudio del Con- 
cordato, resolvió dar una gran amplitud al debate sobre el 
nuevo pacto, y lo hizo púbdico. 

Alli concurrió Andrés Holguín quien repitió sus argumen- 
tos contra el Concordato que, según él, solo introdujo “unas 
pálidas reformas" al de 1887. Le hizo la objeción de fondo 
de estar en contradicción con las obligaciones asumidas por 
Colombia cuando ratificó en 1967 el convenio relativo a la pro- 
tección e integración de las poblaciones indígenas y otras po- 
blaciones tribuales y semitribuales de los países independientes 
suscrito en Ginebra bajo la OIT en 1957; en la opinión de 
Holguín, el régimen de los indígenas en el Concordato con- 
trariaba el dicho convenio pues les negaba la igualdad de de- 
rechos y oportunidades, les sometía a una asimilación artificial, 
y diseriminaba en su contra. 

Por su parte, el Senador Germán Zea Hernández dijo en 
la Comisión que “la reforma concordataria de 1973 parece re- 
dactada con la mentalidad confesional de 1886”, que sus de- 
fensores lo que habían dicho era “que algo estaba mal y que 
esta reforma lo mejora”, y se explayó en los argumentos contra 
ei Concordato de que luego hablaremos específicamente. 


Por su parte el Ministro Vázquez Carrizosa advirtió que 
Para salir de todos los inconvenientes del Concordato de 1887 
No quedaba otra via que la de reformarlo y que el nuevo Con- 
cordato tenía las siguientes ventajas: abierta libertad religiosa 
Para todos; libertad de enseñanza; distinción entre matrimonio 
canónico y civil para efectos del trámite de su nulidad o di- 
Vorcio; y supresión del Convenio de Misiones. 

Se produjo entonces el pronunciamiento del candidato 
liberal a la Presidencia, Alfonso López Michelsen, quien orde- 











_———]EE::“I(GE. CERE FEDERER 


1148 EL CONCORDATO DE 1973 


nó a sus partidarios en el Congreso que votaran por la apro- 
bación del nuevo Concordato, para evitar nuevos problemas 
religiosos al próximo gobierno, con lo cual los senadores ami. 
gos presionaron la aprobación del proyecto en la Comisión 
Segunda, lo cual se llevó a cabo en circunstancias que Zea 
calificó de casi clandestinas * y el Concordato pasó a la consi- 
deración del Senado en pleno. 


E] Senador Zea explicó cómo había sucedido 1a aprobación 
en ]a Comisión Segunda ?: 


"Este proyecto que estaba derrotado contaba con el 
peor ambiente. En principio, los 12 senadores de la 
Comisión, siete estábamos en contra y cinco a favor. 
Pero después de que el candidato López pidió su 
aprobación en un discurso en Monteria, cambiaron 
su posición y pasaron a defenderlo... Los siete de- 
fensores resolvieron reunirse hoy antes de la hora 
acostumbrada junto con el canciller, que nunca es- 
tuvo a esa hora en la Comisión, se confabularon para 
aprobarlo en forma que yo llamaría subrepticia". 


El candidato Alfonso López Michelsen, en carta al Presi- 
dente de la Comisión Segunda del Senado, le agradeció la apro- 
bación del Concordato en primer debate en la Comisión y le 
dijo que auncuando la reforma no satisfacia las aspiraciones 
de todos los liberales, era un avance en muchos aspectos, que 
permitía legislar ea cuanto a matrimonio civil y exoneración 
de gravámenes a los templos de todos los cultos *. 


10. La opinión de Andrés Holguín. 


Nos parece conveniente transcribir aquí los conceptos ex 
presados por Andrés Holguín ante la Comisión Segunda del 
Senado, que luego fueron repetidas por él en un libro que Se 
llama “Análisis del Nuevo Concordato" publicado en Bogotá 
en 1973. Como las diferentes declaraciones que hizo Andrés 
Holguín en la Comisión del Senado y en la prensa quedaron 
resumidas en este libro, nos referimos a él para explicar sa 
posición respecto del nuevo Concordato mientras se discutla 
la ley aprobatoria en la Comisión Segunda del Senado: 


El Concordato ante el Senado, ob. cit., p. 26. 
El Tiempo, 13 de diciembre de 1973. 
El Tiempo, 13 de diciembre de 1973. 
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«¡a—El gobierno na colocado al Congreso ante un 
gravisimo dilema: aprobar o improbar el nuevo Con- 
cordato. No puede aprobarlo, por ser algunas de sus 
cláusulas inconvenientes y, sobre todo, inconstitu- 
cionales. Y, al improbarlo, continuarán vigentes el 
Concordato de 1887, la Ley Concha y el Convenio de 
Misiones de 1953; -` 


«92——Frente a ese dilema, una fórmula aconsejable 
puede ser que el Congreso niegue su aprobación a 
determinadas cláusulas del nuevo Convenio, para 
que, quedando así rechazado, el gobierno puede en- 
trar en nuevas negociaciones conociendo por anti- 
cipado el criterio del Congreso; 


“32—En realidad, ni el gobierno puede juridicamen- 
te suscribir un pacto inconstitucional ni el Congreso 
aprobarlo, por lo cual no queda alternativa distinta 
de la de rechazar el nuevo texto; 


«48 E] nuevo Concordato está en pugna con la 
Constitucion: 


.*a)—Establece “reglamentaciones posteriores”, en 


materias fundamentales, para regular las relaciones 
entre Colombia y la Santa Sede, al paso que el ar- 
tículo 53 exige que esas relaciones se regulen por con- 
venios aprobados por el Congreso. El Presidente ca- 
rece de la potestad reglamentaria respecto de los 
convenios internacionales y, de todos modos, es una 
atribución constitucional que no puede compartir. 
Aquellas reglamentaciones posteriores no pueden ha- 
cerse con base en ia Ley 24 de 1959, que se refiere a 
asistencia técnica. Ninguna ley puede modificar, por 
lo demás la exigencia del articulo 53 de la Consti- 
tución; m 

“b)—Los artículos 2, 10, 55 y 58 de la Constitución 
no permiten que haya en el país una legislación y 
jurisdicción distintas de las colombianas; y el nuevo 
Concordato reconoce la legislación y la jurisdicción 
eclesiástica no solo en materia matrimonial sino 
penal; 


"e).—RE] artículo 31 de la Constitución prohibe los 


privilegios, y, sin embargo, el nuevo texto consagra 
muchos a favor de la Iglesia, en especial la coniri- 
bución del Estado —exclusiva en la practica— para 
el sostenimiento de los colegios catélicos; 


“qQ)—E] artículo 120 de la Constitución otorga al 
Presidente de la Republica la inspección de la edu- 
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cación, al paso que el nuevo Concordato la concede 
en los establecimientos oficiales, a la Iglesia respecto 
de la enseñanza y formación religiosa; además, con - 
la facultad de la autoridad eclesiástica para expedir . 
los certificados de idoneidad, se merma la libertad . 
del gobierno para el nombramiento de profesores ofi- ^ 
ciales, con lo cual se viola el artículo 120 de la Carta, 


“e) —La Constitución prescribe que solo el Congreso, — 
las Asambleas y los Concejos pueden establecer con- > 
tribuciones, y el nuevo Concordato asigna esta fa- 
cultad a la iglesia; 


"f)—La manera como el nuevo texto reconoce la >. 
personería jurídica de las asociaciones religiosas, glo- =~ 
balmente y defiriendo ello a la ley canónica, viola ` 
el artículo 12 de la Carta y desconoce el requisito 
especial fijado por el artículo 44 de la misma; 


“g)—La libertad de conciencia, de creencias religio- E 


sas y de enseñanza, que la Constitución garantiza 
en sus artículos 41 y 53, podrán quedar violadas en 
las “zonas marginadas” a que se refiere el nuevo = 
Convenio, en virtud de las reglamentaciones y Con-..... 
tratos con la Iglesia previstos en el mismo texto; 


^99—HE] principal avance que representa el nuevo ~ 
pacto concordatario es la posibilidad del colombiano  .. 
bautizado de contraer matrimonio civil sin abjura- 
ción. Pero, como se reconocen los aspectos canónicos 
del Privilegio de Ja Fe, ello hace perder estabilidad 
por lo menos a algunos de los matrimonios civiles. 
Con este reconocimiento, contenido en el protocolo 
final (contra el criterio de la propia comisión nego- 
ciadora designada por el Gobierno), se reproduce en 
parte la situación que vivió el país de 1888 a 1924. 


La nueva cláusula sobre ese Privilegio —que no exis- 
tía en el de 1887— es tan oscura que resulta com- 
pletamente contradictoria, sobre esta cuestión qué 
exige la mayor claridad dada su trascendencia; 


"6?—Las otras ventajas que presenta el nuevo Con- 
cordato son: deferir las causas sobre separación dé 
cuerpos de los matrimonios canónicos a los tribuna” 
les del Estado; suprimir el Convenio de Misiones de 
1953; abolir el régimen educativo fijado en el Con- 
cordato de 1887; y suprimir la atribución del Presi- 
dente de presentar para las vacantes de los Obispos, 
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«Ta En cambio, con el nuevo Concordato se retro- 
cede, o se mantiene una situación muy inconvenien- 
te, en varias cuestiones: en reconocer a la Iglesia 


como elemento fundamental del desarrollo integral 


de la comunidad; en establecer, como obligatoria, la 
atención espiritual y pastoral de los miembros de 
las Fuerzas Armadas por medio de una Vicaría Cas- 
trense reglamentada por la Santa Sede, y centros 
de enseñanza de ciencias superiores religiosas en la 
Universidad Nacional; deferir el régimen que haya 
de funcionar en las "zonas marginadas” a reglamen- 
taciones y contratos ulteriores, que no se sabe hasta 
qué medida reproducirán exactamente el Convenio 
de Misiones de 1953, que se deroga, sobre la base de 
que este ültimo era transitorio y el nuevo régimen 
será permanente; reconocer los aspectos canónicos 
del Privilegio de la Fe; establecer una contribución 
especial para el sostenimiento de los colegios cató- 
licos privados, en forma tal que no existía en el Con- 
cordato anterior; y en reconocer directamente 1a per- 
sonería de las asociaciones religiosas; 


«ga—En materia matrimonial lo que el país requiere 
es que el Estado solo reconozca validez a] matrimonio 
civil, dejando plena libertad — como lo garantiza la 
Constitución— para que el creyente contraiga su 
matrimonio religioso; 


«92— E] Congreso puede, mediante la expedición de 
una ley, establecer el divorcio vincular para el ma- 
trimonio civil; o para todo matrimonio si adopta. la 
fórmula de que el único matrimonio válido sea el 
civil. En la implantación del divorcio nada tiene que 
ver el Concordato. Ni el de 1887 lo prohibía ni el de 
1973 lo autoriza; 


*102—Desaparece, es cierto, el régimen de misiones 
del Convenio de 1953, pero se implanta otro que, me- 
diante reglamentaciones y contratos, aplicable en las 
“sonas marginadas” puede llegar a ser exectamente 
lo mismo que el régimen que expresamente se de- 
roga; 


“¡12 Respecto del nombramiento de Obispos, se 
prescinde de la facultad del Presidente de postular 
candidatos, pero se mantiene —contra el expreso 
ruego del Concilio Vaticano II— el veto del Presiden- 
te por motivos de carácter político, medida con 1a 
cual se prolonga la ingerencia de la política local 
en el nombramiento o no nombramiento de obispos; 








1152 





£L CONCORDATO DE 1975 


“128_—Los Obispos quedan sujetos a un régimen pe- 
nal de excepción, igual al que está vigente desde el 
siglo pasado: sus procesos son de competencia exclu- 
siva de la Sede Apostólica, con lo cual se viola la 
Constitución (articulos 2, 10, 55 y 58), por cuanto 
no podrán ser juzgados por la justicia colombiana, 
y se llega a la impunidad, se estimula el delito —en- 
tre ellos la subversión— o se llega a la aplicación de 
sanciones que nuestra Constitución prohibe; 


“152—8l nuevo texto concordatario está en pugna 
con la Declaración de los Derechos Humanos, suscri- 
ta por Colombia, y con ias Declaraciones del Conci- 
lio Vaticano II; 


“142 —Por otra parte, el régimen concordatario no 
es obligatorio en el país. El articu'o 53 de la Consti- 
tución solo puede interpretarse en el sentido de que 
confiere una facultad u otorga una autorización al 
gobierno para celebrar convenios con la Santa Sede. 


“El gobierno podrá”, dice el texto constitucional. 
Ninguna interpreteción puede cambiar la expresión 
"podrá celebrar” por “deberá celebrar”; 

“152% —La abolición del Concordato de 1887 podría ha- 
cerse mediante un diálogo directo con la Santa Sede. 
O, de lo contrario, mediante el procedimiento jurídico 
de la “denuncia”, alegando el cambio fundamental 
en las circunstancias (“rebus sic stantibus"). Esa de- 
nuncia, lejos de estar prohibida por la Convención 
de Viena, puede fundamentarse precisamente en los 
artículos 62 y siguientes de ese pacto internacional. 
La doctrina de nuestra Corte Suprema de Justicia 
puede invocarse también para aquélla denuncia; 


“162 —En las circunstancias anotadas, el Congreso 
—en mi opinión— debe abstenerse de dar su apro- 
bación al nuevo Concordato, no solo por contenel 
algunas cláusulas inconvenientes sino también M- 
constitucionales: la ley que aprueba un convenio M- 
ternacional debe estar bien avenida a los cánones 
de la Constitución, como ha dicho la Corte Suprema. 
El Congreso podría negar su aprobación a los articu- 
los más inconvenientes o claramente inconstitució- 
nales, con io cual quedaría rechazado el pacto, pero 
el gobierno podría iniciar nuevas conversaciones CO" 
nociendo ya el criterio del Congreso; 
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“172—$i el Congreso de la República no aprueba el 
Concordato 1973, como es lo más aconsejable, el go- 
bierno podrá abrir nuevas negociaciones con la Santa 
Sede, bien para obtener la abolición del régimen ac- 
tual, o bien para lograr, al menos, una radical refor- 
ma. del Concordato de 1887, de la Ley Concha y del 
Convenio de Misiones de 1953, mediante un nuevo 
pacto que armonice con nuestra Constitución y con- 
sulte las conveniencias nacionales”. 


11. La oposición de Germán Zea Hernández 


El Senador Germán Zea Hernández, antiguo Ministro de 
Relaciones Exteriores, se opuso a la aprobación del Concordato 
de 1973 por el Senado, con fundamento en las tesis por él sos- 
tenidas en la Comisión Segunda del Senado y en el pleno de 
esa corporación, tal como fueron publicadas por él ?. 

Comenzó Zea declarando que auncuando el Concordato 
fue negociado y aprobado por liberales y conservadores “a ti- 
tulo simplemente personal” /o sea por los negociadores, los 
miembros de la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores y 
los dos candidatos presidenciales Alvaro Gómez y Alfonso Ló- 
pez, (quienes formaban parte de la Comisión Asesora), “este 
Concordato no ha sido el resultado de un acuerdo de los par- 
tidos” liberal y conservador, por lo cual no obliga a los otros 
miembros del partido a que ellos pertenecen, no considerán- 
se él, Zea, obligado a nada distinto de examinar el Concordato 
“con serenidad, en un plano reflexivo”, teniendo en cuenta 
que la Convención Liberal de 1971 había pedido la “abolición” 
de ese pacto y la “terminación” del Convenio de Misiones, y 
aparténdose de la opinión del candidato liberal Alfonso López 
quien consideraba que el Concordato debía aprobarse. 

Rechazó Zea. la noción de que las relaciones del Estado y 
la Iglesia deben estar regidas por un concordato, ateniéndose 


exclusivamente al artículo 53 de la Carta que hace facultativa | 


la celebración de concordato por el Gobierno, y adoptando un 
aire de suficiencia y de gran ilustración sobre el tema, dijo 
que no podía menos de “sonreír con escepticismo” ante la 
afirmación del Presidente Pastrana y del Ministro Vázquez de 
que el Concordato de 1887 fue celebrado con “respetabilidad 
y altura”. 


i; 
1 El Concordato ante el Senado, ob. cit. 
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Afirmo Zea a renglón seguido: 


“Hay suficientes hechos y documentos que comprue- 
ban cómo, tanto la Santa Sede como el Gobierno de 
Colombia de entonces, claudicaron de sus postula- 
dos, los de la Iglesia y los del Estado, y se avinieron 
a una componenda no muy recomendable para sal- 
var ciertas situaciones. No fue esa, ciertamente, una 
historia muy edificante” !. 


Con esie exabrupto se descalificó Zea a sí mismo, pues no 
. Solamente demostró un conocimiento superficial de la historia 
sino que carecía de la altura, lo serenidad y la reflexión que 
se había adjudicado modestamente al comenzar su discurso ?. 
La torpe alusión al matrimonio del Presidente Nüfiez y la ca- 
lumnia de que el Concordato de 1887 fue celebrado para “sal- 
var” la situación personal de aquél, resta seriedad al Senador 
Zea. 


Continuó éste soslayando el derecho internacional y el 
concordatario, cuando afirmó que “los concordatos no son 
tratados públicos”, que el Concordato de 1887 no fué “un ver- 
dadero tratado”, que la Santa Sede esencialmente “no es un 
poder político”, todo ello basado en lo que Tascón le enseñó: 
“Porque la verdad es que los concordatos no son tratados 
públicos celebrados entre dos potencias extranjeras sino con- 
venios celebrados entre las dos potestades, civil y eclesiástica, 
de un mismo Estado para regular sus relaciones políticas y 
jurídicas, y no diplomáticas”; y también enseñó Tascón a 
Zea: “Con el Papa pueden, sí, celebrarse tratados públicos, no 
para regular las relaciones entre la Iglesia colombiana (sic) 
y el Estado colombiano, sino para regular las relaciones diplo- 
máticas entre Colombia y el Estado extranjero denominado 
Ciudad del Vaticano, del que el Papa es soberano y jefe tem- 
poral, con derecho de constituir (sic) Enviados diplomáticos” * 
No es necesario detenerse aquí a refutar tan equivocados 
asertos, fruto de la pasión política y de la equivocación sobre 
el tema. 


Enseguida Zea llama en su apoyo a la Convención de Vie- 
ne sobre el derecho de los tratados para decir que no encuentra 

1 Ob. cit. p. 35. 

2 Id, p. 17, 

3 Id, p. 41. 
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los concordatos incluidos en su definición, sin caer en cuenta 
que la dicha Convención no incluye en su seno todos los tra- 
. tados sino sólo una parte de ellos y que no incluye ciertamente 
los concordatos. Pero de aquí concluye Zea con mucha lige- 

reza que entre los tratados regidos por el Derecho Internacio- 
nal] no se encuentra "lo que se desarrolle y ocurra dentro de 
su territorio, que es privativo de su soberania, como son las 
materias que se regulan en un concordato" +. 

Y acude Zea en su ayuda a la propia Constitución que en 
el artículo 53 autorizó al Gobierno para celebrar concordatos 
con la Santa Sede, y no con el Estado Vaticano, para conciuir 
que los concordatos no som íratados de los que el Presidente 
puede celebrar segun el artículo 120, sino simples acuerdos 
con la Iglesia Católica que no pueden prevalecer sobre la Cons- 
titución, ni recortar su soberanía; pero como acto seguido pro- 
pone Zea la misma limitación constitucional a los demás tra- 
tados, destruye su propio argumento. 


Zea no había estudiado bien el punto, o prefería la teoría 
.Tegalista de supremacía del Estado sobre la Iglesia, pero lo 
cierto es que aún en ese momento la doctrina dominante con- 
Sideraba al Concordato como un tratado ?. 


Otra cosa es que los liberales se complacen en pensar que 
el Coneordato es solo una ley interna que puede abrogarse o 
modificarse a voluntad. 


A este Ultimo respecto conviene citar el muy completo 
estudio de Rafael Nieto Navia, escrito con ocasión de las in- 
doctas afirmaciones de Zea”: 


*Los tratados celebrados por la Iglesia y uno o más 
Estados tienen el régimen que el Derecho Interna- 
cional senala para todos los tratados. La circuns- 
tancia de que la Convención de Viena de 1969 sobre 
el Derecho de los Tratados no se aplique a los tra- 
tados que celebra la Iglesia no afecta “al valor jurí- 
dico de tales acuerdos", para emplear la expresión 
que usa la misma Convención, como entramos a 
demostrarlo a continuación. 


Exc na 

1 Zea, ob. cit., p. 43. 

? Charles Rousseau, ob. cit., Tomo I, p. 64. 

3 La objetividad internacional de la Iglesia, en Universitas, nú- 
Mero 49, Bogotá, noviembre de 1975, p. 251. 
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“La Convención de Viena (que aún no está en vigor) 
fue diseñada para recoger y codificar lo que normas 
dispersas de carácter consuetudinario indicaban para 
el régimen contractual entre Estados o entre éstos 
y Otros sujetos de Derecho internacional. 


“Por razones políticas y prácticas, especialmente 
referentes a Organizaciones internacionales, se re- . ` 
solvió que la Convención se redactara para tratados i 
entre Estados y aün entre estos sólo los celebrados i 
por escrito. For eso la Convención definió el tra- 
tado como “un acuerdo internacional celebrado por 
escrito entre Estados”. Pero resulta obvio que el 
régimen de la Convención afecta un grupo de trata- 
dos, no todos los tratados. La convención misma lo 
reconoce en su artículo tercero que se refiere a “acuer- 
dos internacionales no comprendidos en e! ámbito de 
la presente Convención" según el cual “el hecho de 
que la presente Convención no se aplique ni a los 
acuerdos internacionales entre Estados y otros suje- 
tos de derecho internacional o entre esos otros su- 
jetos de derecho internacional, ni à los acuerdos in- 
ternacionales no celebrados por escrito, no afectará: 


a) al valor juridico de tales acuerdos; 


b) ala aplicación a los mismos de las normas enun- 
ciadas en la presente Convención a que estuvieren 
sometidos en virtud del derecho internacional, 
independientemente de esta Convención; 

c) ala aplicación de la Convención a las relaciones 
de los Estados entre sí en virtud de acuerdos In- 
ternacionales en que fueren asimismo partes 
otros sujetos de derecho internacional". 

“De donde se concluye con claridad que la circuns- 

tancia de que los tratados celebrados por la Iglesia 

no estén regidos por ia Convención de Viena nada 
significa en cuanto a su naturaleza y, mucho menos, 
en cuanto a la subjetividad de la misma”. 

Es lamentable la fe de Zea en la reforma constitucional 

de 1938, mediante la cual “salió Colombia del oscurantismo 

del Estado Confesional en que había vivido por cincuenta 
años”? Y aún va más lejos cuando dice que la libertad de 
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1 Zea, ob. cit, p. 50. 
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cultos establecida en 1936 consagró “la separación de la Iglesia 
y el Estado” !. El cambio de circunstancias era para Zea, como 
para Holguín, motivo suficiente parar modificar el Concordaro 
.de 1887. | 

Continúa Zea su areton diciendo que el Concilio Va- 
 ticano II estableció nuevas pautas para la Igiesia, que el ré- 
gimen de los concordatos se volvió anacrónico, que la Iglesia 
. no necesita de él para ejercer su misión ESPADA, y que la 
libertad de cultos se la garantiza. 


Analiza enseguida Zea el Concordato artículo por artícu- 
lo. Considera él que la libertad de la Iglesia ya estaba estable- 
cida en la Constitución; que no podía aceptarse la existencia 
de personas jurídicas formadas bajo la ley eclesiástica, como 
eran las entidades religiosas; que el Convenio de Misiones de 
1953 no fue aprobado por el Congreso y por tanto no obligaba, 
que la actividad misional de la Iglesia continuaba con el nuevo 
- Concordato según una reglamentación futura y desconocida; 
que el Estado no se podía comprometer a dar poder a los clé- 
rigos católicos por ser elio un privilegio inconstitucional que 
atentaba contra las libertades de la Constitución; que aún en 
el nuevo Concordato se entregaba la educación a la Iglesia 
Católica por cuanto ésta quedaba con el derecho de aprobar 
los nombramientos de profesores de religión; que en el Con- 
cordato se reconocían parcialmente efectos civiles al matrimo- 
nio católico y se aceptaba: una jurisdicción extraña a la de 
los tribunales colombianos para dirimir los problemas de esa 
clase de matrimonios; los privilegios de la fe, el paulino y el 
petrino, consagrados en el protocolo final del Concordato, pa- 
recían a Zea la consagración a favor de la Iglesia de una fa- 
cultad de anular un matrimonio civil para que puedan con- 
traerse nuevas nupcias por un matrimonio sacramental, algo 
“inconcebible y aberrante” ?; la Vicaría Castrense la consideró 
Zea como una imposición de la atención pastoral y espiritual 
a las fuerzas armadas, que atentaba contra su libertad; final- 


mente las estipulaciones económicas a favor de la Iglesia im- 


Plican gravar a los no católicos para sostener el culto católico, 
el cual solamente debe ser costeado por los católicos. 


——— 
1 Zea, ob. cit., p. 52. 
2 Id., p. 118. 
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Sugirió Zea que el Congreso no debía, aprobar el nuevo Con. 
cordato "que de manera tan ostensible" atenta contra la, Cons: 
titución; que debían entablarse nuevas negociaciones con là 
Iglesia; y que el Estado podía derogar y eliminar el Concordato 
| de 1887 puesto que no era un tratado público, y que si lo fuera 
se podía denunciar por cambio en las circunstancias según la 
Convención de Viena !. $ 
12. La opinión de Leopoldo Uprimny ? 

Este respetado profesor y abogado salió a] encuentro de . 
las críticas formuladas al nuevo Concordato por Zea y Hol- 
guín. 

Hubo de corregir Uprimny a Zea y a Camargo? y rectifi- 
car una afirmación del Ministro Vázquez *, en el sentido de & 
que hasta 1972 existían 53 Concordatos vigentes (no 57 como > 
lo decía Vázquez), y que 11 de ellos habían sido celebrados e 
después del Concilio Vaticano 11. 

En cuanto a la tacha de inconstitucionalidad del Concor- a 
dato de 1973, arguyó Uprimny que si el Constituyente de 1936 
hubiera considerado que el Concordato de 1887 era incompa- 
tible con la Reforma de aquel año, habría suprimido toda re- 
ferencia al régimen concordatario en lugar de consagrarlo, 
como lo hizo en el artículo 53. “H] Constituyente —-escribió a 
Uprimny— lejos de... denunciar el Concordato, buscó su re- ^ 





forma que culminó en el Convenio de 22 de abril de 1942”, el E. 


cual fue también aprobado por el Presidente Santos y por el 


Congreso, manteniendo el régimen concordatario, lo que no - n 
habían podido hacer si hubieran considerado que los artículos 


reformados del Concordato de 1887 pugnaban con la reforma 
constitucional de 1936. Todo lo cual fue una vez más reafir- 
mado en el piebiscito de 1977. 


Es más: la reforma de 1968 incluyó nueva redacción del 
ordinal 20 del artículo 120, según la cual el Presidente puede 





1 Zea, ob. cit., p. 131. 

2 ¿Es inconstitucional, anacrónico y contrario al Vaticano III el 
Concordato de 1973? Revista Foro Colombiano, N° 63, p. 324, 

3 Pedro Pablo Camargo, El Régimen concordatario colombiano, - 
Bogotá, Sociedad Colombiana de Abogados, 1974. 

* El Concordato de Colombia con la Santa Sede, ob. cit., p. 293. 
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“celebrar con otros Estados y entidades de derecho internacio- 
nal, tratados y convenios”, lo cual —segün Uprimny— alude 
ala Santa Sede! con lo cual se despejó toda duda respecto del 


régimen concordatario y su viabilidad constitucional a la par 


de todo otro tratado. La sentencia de la Corte Suprema de 18 
de marzo de 1941 consideró que el Concordato tiene la jerar- 
quía de las normas constitucionales. 

También rectificó Uprimny a Zea, Holguín, Camargo, y 
a algunos sacerdotes, cuando sostuvieron que los concordatos 
pugnan con la doctrina del Concilio Vaticano II, o son, por 
lo menos superfluos, puesto que el dicho Concilio no solamente 
no rechaza el régimen concordataria sino que insinúa que las 
otras confesiones religiosas reciban los mismos beneficios. 

Cité Uprimny el Motu Proprio de Pablo VI, Sollicitudo 
omnium Ecclesiarum, de 24 de junio de 1989, sobre los Nuncios 
Apostólicos, en el cual el Papa da instrucciones detalladas a 
los Nuncios de cómo deben llevar a cabo los concordatos y de- 
más acuerdos con los gobiernos civiles. “¿Es posible imaginar- 
se —dice Uprimny— que el Papa obre de esta manera si tales 
concordatos y.demás acuerdos estuvieran en desacuerdo con 
el Vaticano II o si la Iglesia ya no estuviera interesada en que 
suscribieran nuevos Concordatos? -—¿Y quién es más compe- 
tente para interpretar el Vaticano Segundo, el Sumo Pontífice 
c los doctores Zea Hernández y Andrés Holguin, y unos pa- 
drecitos del Tercer y Cuarto Concilio Vaticano?”. 


Hace enseguida Uprimny un análisis detallado de todos 
los once concordatos celebrados después del Concilio Vaticano 
Segundo, para demostrar que el de Colombia de 1973 se inspira 
en la doctrina de dicho Concilio: consagra la libertad religio- 
Sa; permite el matrimonio civil sin abjuración; y deroga el 
Convenio de Misiones. 


También opinó Uprimny que el nuevo Concordato es con- 
veniente porque impide una imposición unilateral del Estado 


0 de la Iglesia; tiene la ventaja de la estabilidad gue impide 


la vigencia de reformas inconsultas sobre el matrimonio y 
Otros puntos; y que era también necesario el nuevo Concordato 


—— 
1 La nueva redacción que se menciona aquí fue sugerida por Ger- 
màn Cavelier, y también alude a las otras entidades de derecho inter- 


Nacional, a más de la Santa Sede. G.C.G. 
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para sustituir el anterior y para impedir que se abrogara el 
Concordato por una ley como lo proponía una congresista !. 


13. El concepto de Monseñor Rafael Gómez Hoyos 


Monseñor Gómez Hoyos publicó en EI Tiempo una serie 
ce artículos sobre el nuevo Concordato *, celebrado por el Go- 
bierno como personero de los dos partidos históricos para 
afianzar y consolidar la paz religiosa, y por el Sumo Pontífice 
con la preparación, estudio y aprobación de los obispos colom- 
bianos. | 

Para Gómez Hoyos el Concordato de 1973 acuerda solem- 
nemente la libertad religiosa pero “ni la Iglesia se politiza ni 
el Estado se sacraliza", y las dos entidades cooperan mutua- 
mente al bien comün. 


Para aquél, el Concordato de 1973 garantiza la libertad 
de enseñanza, que la Iglesia reclama, mas sin que aquella no 
se pueda otorgar a otras confesiones religiosas. 

Las normas de orden económico le parecen a Gomez Hoyos 
ajustadas a lo que se dispone en el Vaticano II respecto de los 
bienes materiales de la Iglesia. También acorde con aquél està 
la renuncia del Presidente de Colombia a presentar ternas de 
candidatos para el nombramiento de obispos, así como las otras 
disposiciones que consagran el fuero eclesiástico en algunas 
materias. 


Gómez Hoyos resumió así su opinión sobre el nuevo Con- 
cordato: “No se establece supremacía del Estado sobre la Igle- 
sia, como en el patronato monarquista republicano; ni separa- 
ción hostil, como en la etapa tremendamente conflictiva Y 
azaroza que siguió a la Constitución del 63; ni proteccionismo 


estatal a la Iglesia como en el régimen del 87. Porque hemos —- 


llegado a la síntesis de la cooperación, dentro de la propia 
eutonomía de las dos entidades”. 


+ ¿Es conveniente y necesario el nuevo Concordato? en El Tiempo 
cel 29 de julio de 1973. 

^ En septiembre y octubre de 1983, titulados: Caracteres del Nuevo 
Concordato, El Estado y la Iglesia, La libertad de enseñanza, Normas 
de orden económico, Otros temas concordatarios, y Valoración Final 
del Concordato. 
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14. El estudio de Marco Gerardo Monroy Cabra 


Este distinguido profesor y autor publicó en 1974 sus “Co- 
mentarios al Nuevo Concordato” 1, en los cuales hace algunas 
reflexiones acerca del nuevo Concordato de 1973. 


Entre ellas las más interesantes son las que se refieren a 
los aspectos más controvertidos de aquél. En primer lugar con- 
sideraba Monroy que no era posible denunciar el Conocrdato 
por no incluír la cláusula de renuncia; y que no se le podía 
terminar pues no había habido cambio en la circunstancia 
de ser la católica la religión de los colombianos. 

En cuanto a la aprobación del Concordato, consideraba 
Monroy que ella era necesaria, pues de no hacerlo quedaba 
vigente el de 1887 sin posibilidad de denunciarlo ni terminarlo 
por cambio en las circunstancias. Consideraba que el Concor- 
dato no era inconstitucional pues nada prohibía la reglamen- 
tación de un convenio como ese por las dos partes contratantes. 


Examinó también Monroy la cuestión del divorcio, al cual 
se oponía; de los privilegios Paulino y Petrino, que compartía. 


15. La prop? testa de Diego Uribe Vargas 

El Senador Uribe Vargas, durante el debate sobre el nuevo 
Concordato en la Comisión Segunda del Senado, hizo una in- 
teresante exposición, cuyo resumen es ei siguiente: 


i. La Santa Sede ha actuado y sigue siendo un su- 
je to de derecho intern acional que se asimila a 
un Estado; 
2. El Concordato es un tratado público; 


3. Los tratados internacionales prevalecen sobre la 
Constitución Nacional; 


4. En consecuencia no se puede atacar al Concor- 
dato, señalándole fallas de orden constitucional, 
porque en todo tratado público los países fir- 
-mantes ceden parte de sus mandatos constitu- 
cionales; 


5. Lo que hay que valorar es el número de compe- 
tencias que el pais entrega en el caso del Con- 
cordato y el tiempo durante el cual se ceden; 

—M 


l Ediciones Rosaristas. 
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6. Por lo tanto, debe incluirse en el texto del pro- 
tocolo final de la reforma, o en una nota adjun- 
ta de las dos partes, un término fijo al cabo del. 
cual se revisará el texto del tratado. E 

“El Estado —dijo Uribe Vargas-— puede renunciar - 

a algunos de sus postulados constitucionales, me- ^ 

diante un tratado público, es decir mediante un con- .. 

venio internacional, pero no puede renunciar a re- > 
cuperarlos; no podemos echar al mar las llaves de - 
la soberanía, sabiendo que un tratado de ese carác- ` 
ter está por encima de la Constitución; por eso Sería ^ 
conveniente pactar también la renovación del texto -> 
cada tantos años” !. È 


16. El Concordato ante el Senado 


El Ministro Vázquez, invocando en su apoyo todas las + 
aprobaciones que le habían dado los negociadores, la Co- ^. i. 
misión Asesora y los candidatos presidenciales, anotó: "Con = 
esta reforma se logra un Concordato en que ni la Iglesia pre- + 
valezca sobre el Estado, ni el Estado sobre 1a Iglesia". l| I 

Vázquez hizo una defensa completa del Concordato: "El ^ 
Concordato —dijo— no es una imposición; no estamos hacien- 
do un Concordato en el aire, sino un Concordato para Co- 
lombia en razón de su historia". Agregó que "si mañana otro . 
gobierno quiere hacer un Concordato con otras religiones, pue- ^ 
de hacerlo". Y al anunciar que se acababa el Convenio de Mi- | | 
siones, expresó que en esa forma “todo el territorio está abierto ^ 
a la libertad de todas las religiones y todas las o i: Ei 

Dijo también que se acababa el Patronato (sic), “y así el — 
Estado no recomendará candidatos a las sillas de los Bite È 
como tainpoco el Estado aceptaria que sus candidatos pr n 
denciales fueran recomendados por la jerarquía eclesiástica” ' 


Añadió Vázquez: "No hay coacción para los colombianos 
y yo diría que este Concordato es un instrumento de separa- - 
ción pactado entre la iglesia y el Estado”. | 

Correspondióle a! Senador Lucio Pabón Núñez elaborar la 
ponencia para primer debate del proyecto de ley sobre el Conr 


1 El Tiempo, 12 de diciembre de 1973. 
? Clara alusión al caso de su propio padre, Alfredo Vásquez Cobo, 
quien culpó al arzobispo por su derrota en las elecciones presidenciales: 


3 El Tiempo, 14 de diciembre de 1973. 
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` cordato y el Protocolo Final, en la Comisión Segunda del 
- Senado. 

| La ponencia de Pabón Núñez solamente es un resumen 
muy corto de los puntos que toca el Ministro Vázquez Carri- 
zosa en su propia exposición y no tiene ninguna idea o examen 
crítico profundo sobre las disposiciones del Concordato. Aparte 
. de arreglar las diferentes materias del Concordato, agrupán- 
. dolas, la ponencia solamente tiene alguna aclaración en cuan- 
to a las obligaciones económicas del Estado, punto que quedó 
“oscuro en la exposición de motivos del Ministro Vázquez, pero 
que aun necesitaba tratamiento más completo y que solamen- 
te lo precisó el Ministro Liévano en la Cámara de Represen- 
tantes el año siguiente. En este libro hemos visto ya la extensión 
de tales obligaciones y su origen. 

El ponente Pabón Núñez defendió el Concordato en la 
sesión del 13 de diciembre y propuso a la Comisión Segunda 
del Senado que se diera primer debate al proyecto de ley 

aprobatoria del Concordato. 
| Tan pronto como el Concordato fue aprobado en esa 
. Comisión, el Presidente Misael Pastrana envió un mensaje de 
insistencia al Presidente del Senado el 12 de diciembre de 
1973 en el cual le dijo: 


“Con especial complacencia he tenido conocimiento 
de que la Comisión Segunda del Senado ha aprobado 
en la mafiana de hoy en primer debate el Concor- 
dato celebrado entre là Santa Sede Apostólica y el 
Gobierno de Colombia. Por la importancia que tiene 
este transcendental tratado para el país en cuanto 
al fortalecimiento de la concordia en el campo reli- 
gioso, y dada la circunstancia de que los dos parti- 
dos políticos a través de sus más destacados voceros, 
entre ellos los dos candidatos de nuestras colectivi- 
dades históricas a la presidencia de la Repüblica, 
han expresado su asentimiento para que sea Ley de 
la Republica, me permito solicitarle muy atentamen- 


te sea incorporado en el orden de! día de mañana 


con la prioridad debida" !. 


El Senador Zea impugnó el Concordato en el Senado, en 
forma tal que su aprobación no fue posible antes de que ter- 


Minaran las sesiones ordinarias el 15 de diciembre de 1973. 
= 


1 El Tiempo, 13 de diciembre de 1973, 
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El Gobierno se vió obligado a convocar al Congreso a se- 
siones extraordinarias por cinco días !, e incluyó al Concordato 
en la agenda, el cual a pesar de la oposición de los Senadores 
Zea Hernández y Milton Puentes, fue aprobado el 19 de di- 
ciembre de 1983 por 53 votos a favor y 7 en contra. Los sena- 
dores opuestos a la reforma expresaron así las razones que 
tenían para ello: 


“Constancia dejada al ser aprobado el proyecto en 
segundo debate. 


“Los suscritos, Senadores de la República, ante la 
aprobación dada al proyecto de ley por medio del 
cual se aprueba el Concordato celebrado entre el 
Gobierno Nacional y la Santa Sede, hacemos cons- 
tar lo siguiente: 


“Primero. A través del debate que se adelantó en 
la Comisión Segunda Constitucional del Senado se 
demostró, en las exposiciones de varios de los par- 
ticipantes en el proceso de las audiencias autoriza- 
das por la Ley 72 de 1945, y en intervenciones de 
algunos de los miembros del Congreso, que el referi- 
do proyecto de Concordato suscrito el 12 de julio 
último, infringe de manera inequívoca varias dispo- 
siciones de la Constitución de la República. Esa vio- 
lación de nuestra Carta Fundamental no pudo ser 
desvirtuada en forma alguna por quienes han de- 
fendido el nuevo estatuto concordatario. 



























"Segundo. Entre otras disposiciones de la Consti- . 
tución, pueden citarse como infringidas por el nuevo . 
Concordato los siguientes artículos: El artículo 29, . 
que establece que la soberanía reside esencial y €X- < 
clusivamente en la Nación y que de ella emanan los 
poderes püb'icos que se ejercerán en los términos 
que la Constitución establece; el artículo 10, en cuan- 
to determina que es deber de todos los nacionales Y 
extranjeros en Colombia vivir sometidos a la Cons 
titución y a las leyes; el 12, que dice que la capaci” 
dad, el reconocimiento y, en general, el régimen Ce 
las sociedades y demás personas jurídicas se deter" 
minan por la ley colombiana; el 30, sobre garantia : 
de los derechos adquiridos con arreglo a las leyes 
civiles, que no pueden ser desconocidos ni vulnera 





1 Decreto 2589 de 15 de diciembre de 1973. 
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dos por leyes posteriores; el 31, en cuanto establece 
que no podrán concederse privilegios distintos de los 
que se refieran a inventos ütiles o a vías de comuni- 
cación; el 41, que garantiza la libertad de ensefianza 
y atribuye al Estado !a suprema inspección y vigi- 
lancia de los institutos docentes públicos y privados; 
el 44, en lo relativo a la obligación de las asociacio- 
nes religiosas de presentar a la autoridad civil, para 
que puedan quedar bajo la protección de las leyes, 
la autorización expedida por la respectiva superiori- 
dad eclesiástica; el 50, cuando dice que las leyes de- 
terminan lo relativo al estado civil de las personas; 
el 53, que consagra la libertad de conciencia y la 
prohibición de que nadie podrá ser molestado por 
razón de sus ideas religiosas, ni compelido a observar 
creencias ni prácticas contrarias a su conciencia, y 
al propio tiempo consagra la libertad de todos los 
cultos que no sean contrarios a la moral ni a las le- 
yes y la Obligación del Gobierno de someter a la 
consideración del Congreso los convenios que celebre 
para regular las relaciones entre el Estado y la Igle- 
sia Católica; el 55, en cuanto establece que son ra- 
‚mas del poder público, la legislativa, la ejecutiva y 
la jurisdiccional; el 58, en cuanto determina que so- 
lamente administran justicia en Colombia la Corte 
Suprema, los Tribunales Superiores de Distrito y 
demás Tribunales y Juzgados que establezca la ley, 
y agrega que la justicia es un servicio público de 
cargo de la Nación; y el 120, en sus ordinales 39, 5° 
y 12, que se refieren, en su orden, a la potestad re- 
glamentaria del Presidente de la República como 
Jefe del Estado, que le es privativa, y que en el nuevo 
estatuto queda entregada a al Conferencia Episcopal, 
a la facultad privativa de nombrar las personas que 
deben desempeñar cualquiera emp'eos nacionales, y 
a la de reglamentar, dirigir e inspeccionar la instruc- 
ción pública nacional. 


“Tercero. El nuevo Concordato, al reconocer parcial- 
mente efectos civiles al matrimonio católico y al 
establecer una doble jurisdicción, la canónica y la 
de la ley civil, para conocer de las causas matrimo- 
niales, ocasionará seguramente conflictos entre la 
legislación canónica y la legislación civil, debiendo 
la segunda, esto es, la de la ley colombiana, ceder 
a la legislación canónica. Por otra parte, consagra 
una discriminación inaceptable en contra de las per- 
sonas que hayan contraído matrimonio católico, que 
es el celebrado por la casi totalidad de los colombia- 
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nos noy en Colombia, los cuales no tendrán acceso 
al divorcio vincular, aunque esta institución quede 
estatuida en la ley colombiana. 


"Cuarto. En todo el contexto del nuevo estatuto eon- 
cordatario se consagra la supeditación de la potestad 
civil a la potestad eclesiástica. El artículo 19 del es- 
tatuto establece, como el elemento fundamental del 
bien comun y del desarrollo integral de la naciona- 
lidad colombiana, la religión católica, apostólica y 
romana, lo que indica que toda medida del Estado 
encaminada a mejorar las condiciones de vida de los 
colombianos debe estar subordinada al concepto re- 
ligioso católico. Queda así nuevamente configurado 
el Estado confesional del cual se había liberado Co- 
lombia con la reforma constitucional de 1938. 


"Quinto. La posibilidad de que e! Estado tome por 
fin a su cuidado, con independencia de cualquier 
credo religioso, el tratamiento de las agrupaciones 
indígenas para liberarlas de un sistema que tan du- 
dosos resultados ha dado para el mejoramiento y el 
orogreso cultural de esos hijos de Colombia, queda 
eliminada en el nuevo estatuto, que no hace otra 
cosa que consolidar para una gran porción de! terri- 
torio colombiano el régimen misional de la Iglesia 
Católica, establecido en la Convención de Misiones 
de 1953. 


“Sexto. El nuevo estatuto refuerza la obligación eco- 
nómica del Estado para con la Iglesia Católica, es- 
tablecida a perpetuidad por el Concordato de 1887. 
sisas obligaciones, provenientes de actos de gobierno 
que tienen ya má: de un siglo, es lo único que en 
forma expresa queda vigente del anterior Concorda- 
to, v así se determina el sostenimiento de la Iglesia 
Católica con fondos de todos los contribuyentes CO 
iombianos, entre los cuales habrá pocos o muchos 
que no profesan esa religión. 


“Por todo lo anteriormente dicho y por otros moti- 
vos que fueron expuestos con amplitud, con prec 
sión y claridad en el curso del debate, 10s suscritos 
hemos votado negativamente el nuevo estatuto CoP- 
cordatario. Lo consideramos perjudicial para Colom- 
bia, regresivo, opuesto a las nuevas orientaciones de 
la Iglesia Católica expresadas con tanta elocuencia 
en las admirables conclusiones del Concilio Vaticano 
Segundo. Nuestra actitud no es, en contra de la Igle 
sia Católica, pues lo que queremos es que ella PI* 
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cisamente, dentro de la libertad de conciencia, de 
creencias, de cultos y de enseñanza, pueda ejercer 
sin trabas su misión espiritual en nuestro país. Pero 
queremos la independencia del Estado colombiano, 
Su plena autonomía para resolver las cuestiones de 
orden interno de la vida de los colombianos y el res- 
peto a su soberanía, quebrantada con el nuevo es- 
tatuto. 


“Milton Puentes, Ciro Ríos Nieto, German Bula Ho- 
yos, Carlos Martin Leyes, Hernando Garavito Muñoz, 
Germán Zea”. 


El Cardenal Muñoz Duque dirigió un mensaje de felicita- 
ción al Presidente Pastrana por la aprobación del Concordato 
en el Senado, en el cual le dijo: “Ha correspondido a usted el 
mérito histórico de firmar el nuevo pacto concordatario con 
la Santa Sede. Lo ha hecho con la alta comprensión del hecho 
católico colombiano y con el reconocimiento del principio de 
libertad religiosa, tan profundamente ligado al reconocimiento 
de la dignidad y vocación de todo hombre”. 


A lo cual respondió el Presidente, entre otras cosas: “Estoy 
Seguro —y además así lo ha comprendido la inmensa mayoría 
de la nación— de que este instrumento (el Concordato) que 
en sus cláusulas recoge el pensamiento actualizado de la Iglesia 
en materias tan trascendentales como la libertad de credos, 
consolidará la concordia religiosa que es fundamento de la paz 
nacional” 1, 


También respondió al Cardenal e! Ministro Vázquez, reci- 
. Plendario de similar misiva, en términos inequívocos sobre su 
opinión acerca del Concordato. Dijo entonces Vázquez 2: 


“Estoy convencido de que el nuevo Concordato es el 
resultado afortunado de la politica de colaboración 
de los partidos en el gobierno del Frente Nacional 
y, al propio tiempo, de la necesidad que tanto la 
Iglesia Católica como el Estado Colombiano han ad- 
mitido de llevar a cabo un gran cambio en los ac- 
tuales estatutos concordatarios de 1887 y en los 
acuerdos complementarios de los años posteriores, 
que ya no corresponden a las normas de la Carta 


El Siglo, 21 de diciembre de 1973. 
° El Sigio, 22 de diciembre de 1973. 
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Fundamental de la Nación, ni a las decisiones del. 
Concilio Vaticano I1. n 


“Hemos reafirmado, al propio tiempo, la mutua con- - 
veniencia para las dos potestades de llegar a un. 
acuerdo por la vía concordataria que señala la Cons- 
titución de Colombia y por los medios de la nego- 
ciación del Derecho Internacional. Algunos han sos- 
tenido la idea de una denuncia del Concordato que 
el Senado de la República rechazó por abrumadora 


mayoría y que no corresponde a la manera como 
durante ciento cincuenta años ha sostenido Colom- 


bia la tesis irrefragable del respeto a los convenios - 
internacionales o su modificación por acuerdo entre =- 


las partes. 


“El nuevo Concordato liquida situaciones como la - 


de la Ley Concha de 1924 y del Convenio de Misiones 


de 1953 que desde hacía tiempo la opinión colom- - 


biana denunciaba como incompatibles con la libertad 
religiosa y las normas constitucionales. Pero se debe 


añadir que ese nuevo Concordato permite el ejercicio 
cabal de la libertad religiosa para todas las confe- .- 


siones y la de enseñanza en la totalidad del terri- 
torio”. 


Modificación del Concordato de 1973 por canje de 
notas de 17 y 18 de julio de 1974. 


La propuesta del Senador Diego Uribe Vargas hecha en 
la Comisión Segunda del Senado cuando se discutía allí el 


Concordato, de pactar una revisión del mismo diez años des- 


pués, fue recogida por el candidato liberal a la Presidencia, - 


Alfonso López Michelsen, en un discurso pronunciado en Bo- 


gotá en homenaje que se le tributó luego de su elección a la 2 


presidencia. 


E! Presidente Pastrana cuyo período terminaba el 7 de 
agosto de 1974, y su Ministro Vázquez, quienes no podían ya 
esperar bajo su gobierno que el Concordato fuera aprobado, 
adoptaron seguidamente la insinuación de López y negociaron 
con el Nuncio Apostólico la propuesta revisión del Concordato 
a los diez años. : 

Recordemos por un momento que Marco Gerardo Monroy 
Cabra, en su estudio citado sobre el Concordato, había encon- | 
trado —equivocadamente en mi sentir— que el Concordato. 
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x podía adicionarse en ese sentido sin que ello implicara modifi- 
< cación de sus términos, como si la introducción en ellos de tal 
i especie de revisión no se tradujera en un cambio sustancial 
del acuerdo. | | | 
En todo caso, la modificación se negoció y se llegó à un 
convenio al respecto por el canje de notas que tuvo lugar en 
Bogotá el 17 y 18 de julio de 1974, notas que dicen así: 


Nota del Ministro: 


“A su Excelencia Reverendísima Monsefior Angelo 
Palmas, Nuncio Apostolico, Bogotà. 


“Excelentísimo señor: 


“Como vuestra excelencia está informada, el Con- 
cordato suscrito el 12 de julio de 1973 entre la Repú- 
blica de Colombia y la Santa Sede fue ya objeto de 
la aprobación impartida por el Senado de la Repú- 
blica y deberá ser discutido también en las próximas 
sesiones ordinarias del Congreso Nacional por la Cá- 
mara de Representantes, para los efectos del artículo 
- 120, numeral 20 de la Constitución Nacional. 


“El gobierno nacional, teniendo en cuenta las cir- 
cunstancias que se han manifestado posteriormente 
y el vivo deseo de coadyuvar a su pronta aprobación, 
estima oportuno sugerir a la Santa Sede, como por 
la presente lo hago, que las dos altas partes contra- 
tantes acuerden fijar un término de diez años con- 
tados a partir de la fecha de notificación (sic, debe 
ser ratificación) del Concordato, para determinar la 
revisión y eventual modificación del mismo instru- 
mento dentro de la armonía que debe reinar entre 
la Iglesia Católica y el Estado colombiano. 


“Ruego de manera muy atenta a Vuestra Excelencia 
se sirva transmitir a la Santa Sede los anteriores 
puntos de vista de mi gobierno, en el entendido de 
que la respuesta favorable de Vuestra Excelencia y la 
nota que ahora le dirijo, constituirán, llegado el ca- 
so, una expresión de su recíproca voluntad de pro- 
ceder de la manera indicada en el plazo señalado 
anteriormente. 


“Aprovecho la oportunidad para suscribirme de 
Vuestra Excelencia con el testimonio de mi más alta 
y distinguida consideración, Alfredo Vázquez Carri- 
zosa, Ministro de Relaciones Exteriores. : 
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Respuesta del Nuncio: 


“Excelentísimo señor: 


"Tengo el honor de aviser recibo de la nota de vues. P: 
tra excelencia, distinguida con el N° DM-583 del 17 


de julio de 1974. 


“En consecuencia, me comp'azco en informar a vues- — 


tra excelencia que la Santa Sede acepta las propues- 
tas contenidas en la citada nota y que, de acuerdo 


con la sugerencia alli incluida, la nota referida y- 
ésta de respuesta constituyen una expresión de la 


recíproca voluntad de la misma Santa Sede y del 
gobierno nacional de Colombia, de proceder de la 
manera indicada en el plazo señalado anteriormente. 


“Aprovecho la oportunidad para reiterar a vuestra 
excelencia los sentimientos de mi más alta y distin- 
guida consideración. Monseñor Angelo Palmas, Nun- 
cio Apostólico". 


18. El Concordato en la Comisión Segunda de la 
Cámara de Representantes. 


Las sesiones extraordinarias de cinco días a las cuales fuera 
convocado el Congreso el 15 de diciembre de 1973 solamente 
permitieron al Senado aprobar el Concordato pero no dieron 
tiempo a la Cámara de Representantes de aprobarlo a su vez, 
por lo cual el proyecto pasó a la legislatura de 1974 para que 
en ésta fuera discutido por la dicha Cámara. 


La oposición liberal al Concordato se manifestó de nuevo, 
auncuando con menor virulencia pues ya el nuevo Presidente 
Alfonso López, como hemos visto, apoyaba la reforma del Con- 
cordato. 


El ex-ministro Fernando Hinestrosa encabezó el ataque 
recién instalado el Congreso !, manifestando que el nuevo Con- 
cordato es un regreso al estado del asunto en 1853, pero con 
un contenido y una redacción que en oportunidades es la mis 
ma del texto concordatario de 1887. 


1 Conferencia pronunciada en la Asociación de Cultura Popular 
“José Antonio Galán” el 23 de julio de 1974, según El Tiempo de 2% 
de julio de 1974. 
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Negó Hinestrosa que el Concordato fuera un tratado pues 
‘considerò que la Iglesia no es un Estado y que por eso no se 
puede crear derecho con ella ni celebrar Concordato. Se refirió 


a la teoria canonista y dijo que “la Iglesia tiene primacía por . 


fines, por organización, por constitución, sobre el Estado. En- 
tonces el Concordato vincula al £stado pero no a la Iglesia, 
pues para ella el Concordato es simplemente un privilegio 
gracioso que como lo da Jo puede quitar, en tanto que para el 
Estado si es vinculante". | 


Repitió Hinestrosa que el Concordato de 1887 vulneraba 
los principios del Estado y de la iglesia “post-conciliar”, así 
como los principios constitucionales de 1886 y también los de 
1936. 

Entretanto la Comisión Segunda de la Cámara designó a 
Fabio Lozano Simonelli y a Eugenio Sánchez Cárdenas como 
ponentes para que estudiaran e! proyecto de ley aprobatoria 
del Concordato. 
|J Al momento Fabio Lozano respondió a la disciplina de su 
partido y al querer del Presidente López y manifestó anticipa- 
damente que su informe sería favorable a la aprobación del 
Concordato auncuando sus ideas le movían a desear y a pro- 
pugnar un régimen distinto de relaciones entre el Estado y la 
Iglesia !. En otra oportunidad manifesto ques era partidario de 
la “abolición” del Concordato. 


La ponencia favorable así anunciada, fue presentada el 
26 de agosto de 1974?, advirtiendo que los concordatos ya no 
se usan en el mundo, pero que la aprobación del colombiano 
fue ofrecida por el Presidente López como prenda de paz reli- 
glosa. En vista de ello defendieron los ponentes el texto del 
Concordato en cuanto a la eliminación de las misiones, la 
educación y el matrimonio, y consideraron que la Iglesia Ca- 
tólica dejaba de ser la Iglesia Oficial pero que seguía siendo 
una Iglesia protegida. 


Comenzó Lozano por historiar la posición del partido li- 


beral frente al Concordato, al cual no se mostró adverso ni 
Pidió su abolición o su denuncia, sino el entendimiento con la 
Santa Sede. Esto, por supuesto, contradecía la postura liberal 
Tc 


1 El Espectador, 14 de agosto de 1974. 
2 El Tiempo, de 27 de agosto de 1974. 
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de antaño y de hogaño. Examina Lozano enseguida, muy su- 
perficialmente, los puntos salientes del Concordato, para con- 
cluír recomendando su aprobación por motivos sobretodo de 
conveniencia política del momento. 


Esta ponencia fue recibida por la Comisión Segunda el 
29 de agosto de 1974 * y se dio comienzo a la discusión pública 
dei Concordato. 


Al nuevo Ministro de Relaciones Exteriores, Indalecio Lié- 
vano Aguirre, le correspondió defender el Concordato, también 
por disciplina de partido y no por convicción íntima por lo cual 
la defensa fue muy pobre. Por ejemplo, en la sesión del 3 de 
septiembre de 1974, Liévano sostuvo que la contribución del 
Estado a los centros educativos católicos era igual para todas 
las confesiones religiosas, y que no existía en el Concordato 
ningún privilegio a favor de la Iglesia Católica. Añadió que el 
fracaso de las misiones católicas se debía al Estado y no a la 
Iglesia ?. 

A las sesiones públicas de la Comisión Segunda fueron 
invitadas varias personas perienecientes a diferentes agrupa- 
ciones religiosas y políticas. 


Se repitieron allí las muchas veces propuestas objeciones 
contra el Concordato, como eran las de que establece un “cuar- 
to poder” público, instaura privilegios, crea jurisdicciones 
paralelas a las estatales, viola la libertad de conciencia y de 
enseñanza "^. Se propuso la separación definitiva de la iglesia 
y el Estado! Andrés Holguín repitió sus objeciones constitu- 
cionales, una de conveniencia, otras jurídicas: “Si sólo hay 
una religión privilegiada —en eso consiste el Concordato—, 
solo se reconoce un matrimonio religioso, solo se da contribu- 
ción a unos colegios religiosos, solo se dan privilegios penales 
a los miembros de una religión, es claro que la libertad de con- 
ciencia y de religión desaparecen en la práctica” 5. El repre- 
sentante conservador Fernando Sanclemente Molina acuso à 





1 El Espectador, de 30 de agosto de 1974. 

* ELl Espectador, de 30 de agosto de 1974. 

! Pedro Pablo Camargo: El Espectador, 16 de septiembre de 1974. 

4 Por los Representantes Alfonso Chegwin y Edmundo Guevara, 
El Espectador, de 6 de septiembre de 1974. 

5 El Tiempo, de 5 de septiembre de 1974. 
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sus copartidarios de haber engañado al país y al Papa durante 


la discusión del nuevo Concordato !. 


Pero finalmente la Comisión Segunda de la Cámara apro- 
bó la ponencia favorable al Concordato, y el proyecto pasó al 
pleno de la Cámara el 3 de octubre de 1974 *. 


19. La ponencia de Fabio Lozano Simonelli para segundo 
debate. 


La ponencia de Lozano para el segundo debate * se refiere 
al examen de la alegada. inconstitucionalidad del Concordato. 
Encontró Lozano que este pacto se “ajusta al texto y al espí- 
ritu de la Carta Fundamental”, siguiendo la recomendación 
de varios magistrados de la Corte en la sentencia de 10 de sep- 
tiembre de 1971 que tachó de mal “avenidos” con la Constitu- 
ción los artículos siguientes del Concordato de 1887: 12, 13 y 14 
sobre educación; 17, 18 y 19 sobre matrimonio; y 31 sobre mi- 
siones, todos los cuales fueron modificados por el Concordato 
de 1973. Enseguida examinó Lozano las objeciones de incompa- 
tibilidad que se le habian hecho al nuevo Concordato, que no 
encontró válidas, por lo cual propuso a la Cámara su aproba- 
ción. 


En el debate general que tuvo lugar en la Cámara para 
discutir su ponencia, el representante Lozano defendió el Con- 
cordato en todos sus puntos *. 


20. El Concordato ante la Cámara 
de Representantes en pleno. 


Luego del debate que tuvo lugar en la Comisión Segunda, 
se repitieron los consabidos argumentos contra el Concordato, 
por sus opositores, en las sesiones plenarias de la Cámara, 





1 El Tiempo, de 9 de octubre de 1974. 
* El Espectador, de 9 de octubre de 1974. 
3 El Representante Lozano reunió sus dos ponencias, junto con 
otros documentos relativos al Concordato, en un volumen, del cual to- 
mamos las citas que siguen: El Concordato colombiano de 1973, Bre- 
viarios Colombianos, N* 8, Bogotá, 1981. Ediciones del Banco de la 
República. 

+ Ob. cit, p. 47. 
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A pesar de haberse inscrito veinte oradores, el Concor- . 


dato no tuvo verdadero contrincante en la Cámara V el 


Ministro Liévano, en discurso més histérico que jurídico, con. 


siguió la aprobación del Concordato en la sesión del 20 de 
noviembre de 1974 !. 


21. Aprobación congresional del Concordato de 1973 
y sanción de la Ley por el Presidente. 


La ley aprobatoria del Concordato oue fue finalmente 
adoptada por el Congreso de Colombia el 20 de noviembre de 
1974, tiene dos artículos: el primero dice: “Apruébase el Con- 
cordato y el Protocolo Final, suscrito en Bogotá el 12 de julio 
de 1973, entre el Excelentísimo Señor Nuncio Apostólico y el 
Señor Ministro de Relaciones Exteriores”. El texto completo de 
este Concordato, de su Protocolo Final, y Gel Acta de Canje 
de los Instrumentos de Ratificación, se trascriben al final de 
este volumen junto con los demás Concordatos. 


El artículo 29 dice: “Derógase la Ley 54 de 1924, por la-- 


cual se aclara la legislación existente sobre mairimonio civil 
y todas las disposiciones contrarias al Concordato y al Proto- 
colo Final aprobados por 1a presente ley". 

La ley fue sancionada por el Presidente Alfonso López 
Michelsen el 18 de diciembre de 1974 y publicada en el Diario 
Oficial número 34.234 de 14 de enero de 1975 como la “Ley 
20 de 1974 (diciexobxe 18)". 


22. Canje de ratificaciones del Concordato de 1973 


Dice el Ministro Liévano en su Memoria a los Congresos 
de 1974 a i976 * que después de obtener la aprobación de la 
ley aprobatoria del Concordato “procedí a negociar una deta- 
llada Acta de Canje del Concordato con el señor Nuncio Apos- 
tólico, Acta que se apartó del tradicional formulismo y rutina 
propios de tales instrumentos porque procuré precisar en ella 


1 El Espectador, de 21 de noviembre de 1974. 
2 Memoria de Relaciones Exteriores, 1974-1976, Bogotá, imprenta 
. Nacional, 1977, pp. 7 ss. 
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algunos aspectos del Concordato que podían prestarse o inter- 
pretaciones inconvenientes o contradictorias. Tales negocia- 
ciones se prolongaron por cerca de cuatro meses”. 


El canje de los instrumentos de ratificación del Concor- 
dato tuvo lugar en Roma el 2 de julio de 1975, entre el Carde- 
nal Jean Villot, Secretario de Estado de Su Santidad Paulo 
VI, y Antonio Rocha Alvira, &mbajador de Colombia ante la 
Santa Sede. 


Se dice allí que las Partes se acogen al Artículo XXIX 
del Concordato, para ejecutar las disposiciones contenidas en 
él y para adoptar las reglamentaciones necesarias, así como 
para resolver las eventuales dificultades relativas a su inter- 
pretación, lo cual hacen solo en parte pues en cuanto al ordi- 
nal g) y al paragrafo final introducen modificación al Con- 
eordato sin que ello sea interpretación o reglamentación de él. 


En efecto, por los ordinales a) a.d) del Acta se reglamenta 
là reunión de la Comisión Permanente del Artículo Sexto del 
Concordato para convenir los contratos y demás detalles refe- 
rentes a la educación oficial y a la católica, precisando el plazo 
final del 31 de diciembre de 1975 para dejar terminadas dichos 
contratos y traspaso de planteles de educación de la Iglesia 
al Estado. 


Por el ordinal e) se moditica el Artículo Doce del Concor- 
dato, por cuanto la asistencia a la enseñanza y formación 
religiosa de la iglesia Católica no es obligatoria en los esta- 
blecimientos oficiales para los alumnos menores cuyos padres 
pidan 1a dispensa de asistir a los cursos o para los mayores 
que lo pidan, en salvaguardia del principio de la libertad re- 
ligiosa de la Constitución colombiana. 


Por el ordinal f) se dispone que los procesos pendientes 
de separación de cuerpos seguirán su curso ante los Tribuna- 
les Eclesiásticos v los nuevamente incoados lo serán por ante 
los jueces civiles. Se dice aquí que ésto se estipula “en virtud 
del principio de los derechos adquiridos”, pero no había alli 
derechos adquiridos sino el efecto usual de la vigencia de las 
leyes de procedimiento que deja los procesos ya iniciados su- 
jetos al procedimiento de las leyes anteriores para no alterar 

là buena marcha de 1a justicia. 











EL CONCORDATO DE 1973 


1176 


Por el ordinal g) se modifica el Articulo Octavo del Con. 
cordato, ya que las partes convienen en que los matrimonios 
católicos celebrados en virtud del privilegio de la fe no pueden 
tener efectos civiles mientras no medie del estado de libertad 
civil de los contrayentes segun là ley colombiana, con lo 
cual se le retira el efecto pactado ya del privilegio de la fe, 
pues precisamente éste privilegio dejaba insuksistenie un ma- 
trimonio civil anterior, mientras que por esta modificación 
es necesario que ambos contrayentes estén libres de vínculo 
matrimonial civil para que el nuevo matrimonio católico pro- 
duzca. efectos civiles. 

El parágrafo final del Acta modifica igualmente el Con- 
cordato en cuanto “reafirma” el canje de notas de julio de 
1974 sobre revisión del Concordato dentro de los Ciez años 
siguientes, a pesar de no contener el Concordato ninguna 
cláusula de duración o denuncia. Probablemente las partes 
pensaron simplísticamente que repitiendo un acto ilegal éste 
se podría volver legal. Lo cierto es que tanto el canje de notas 
dicho como este párrafo intentaron modificar, sin éxito, 


el Concordato en esta parte. 


23. Actos complementarios del Concordato de 1973 


Por medio del Decreto 1520 de 1975, el gobierno colom- 
biano creó la Comisión Permanente que habia de encargarse 
en aplicar lo dispuesto en los artículos sexto y trece del Con- 
cordato !. 

Segün el artículo 69, la Comisión Permanente había de 
programar y vigilar el desarrollo progresivo de los planes de 
colaboración que e! Estado colombiano y la Iglesia Católica 
pudieran acordar para la promoción de Jas condiciones huma- 
nas y sociales de los indigenas, y de las poblaciones residentes 
en las zonas marginadas. 

Dispuso también el dicho Decreto que las funciones de la 
Comisión Permanente serían ejercidas, sin perjuicio de la auto- 
ridad propia de planeación del Estado y del derecho de supre- 


1 Diario Oficial, número 34383 del 22 de agosto de 1975. 
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ma inspección y vigilancia que corresponde al Estado en los 
institutos docentes públicos y privados. 


Se estipuló también allí que en los programas concretos 
de cooperación que se adoptaren, la iglesia no tendría a su 
cargo actividades ajenas a su naturaleza y misión. 


La Comisión Permanente así creada por el Gobierno que- 
dó encargada de determinar: a) los criterios a que debían 
ajustarse los eventuales contratos que el Gobierno pudiera ce- 
lebrar con el ordinario competente en e! sector de la educación 
oficial en los respectivos territorios; y b) los centros educati- 
vos que no quedaren incluídos por contratos de servicios en 
el sector.de la educación oficial, con el fin de gue las autori- 
dades civiles tomaran la direción de dichos centros antes del 
31 de diciembre de 1975. | 

Otros artículos del Decreto se ocupan de los detalles de 
funcionamiento de la Comisión y ei Decreto 1519 de 30 de julio 
de 1975 designó los representantes del Gobierno en ella. 


En lo relativo a la celebración de los contratos del 
Gobierno con la Iglesia para desarrollar los programas ofi- 
ciales en el sector de la educación, los cuales contratos debian 
ajustarse a criterios previamente acordados por el Gobierno 
con la Conferencia Episcopal, todo conforme a los artículos 13 
y 69 del Concordato, no enconiró la Comisión norma legal que 
le permitiera celebrar contratos legalmente válidos, por lo cual 
Optó por solicitar al Gobierno que dictara éste las normas 
pertinentes, lo cual hizo por medio del Decreto 2768 de 17 de 
diciembre de 19751. 

Esta es una disposición unilateral del Gobierno colombia- 
No, que establece las reglas a las cuales deben someterse los 
contratos que habían de celebrarse entre la iglesia Católica y 
el Gobierno colombiano en el sector de la educación oficial en 
las llamadas zonas marginadas del Artículo Sexto del Concor- 
dato (que aquí se le llama “Tratado”). 

El nombramiento de rectores y directores del personal 
docente, administrativo y de servicio, de los centros educativos 





1 Diario Oficial, número 34479 del 30 de enero de 1976. 
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bajo contrato, reglamentado en el Artículo 4% del Decreto, 
fue modificado por el Decreto 2434 de 26 de noviembre de 1976. 


Así el Ministro Liévano pudo decir al Congreso la manera 


como había operado aquello que él llamaba tan enatacana- 
mente “el desmonte” del Convenio de Misiones ?: 





. cit., Memoria... de 1974-1976, p. 9. 


“El 19 de diciembre de 1975 culminó sus tareas la 
Comisión Permanente y después de 45 sesiones de 
trabajo se firmaron los contratos con los respectivos 
Vicarios y Prefectos Apostólicos de Florencia, Rioha- 
cha, Casanere, Buenaventura, Sibundoy, Quibdo, 
istmina, Arauca, Tumaco, San Andrés, Tierradentro, 
Guapi, Ariari, Vichada, Mitú y Leticia. Por tener un 


régimen canónico ordinario, no se celebraron con- 


tratos con las diócesis y prelaturas que tenían terri- 
torios misionales: Valledupar, Barrancabermeja, San 
Jorge, Urabá y Montelíbano. 


Después de un estudio detenido de la situación edu- 
cativa en cada territorio, los resultados del desmonte 
de las misiones católicas en Colombia fue el siguiente: 


19—8e estableció la propiedad de los centros educa- 
tivos en los antiguos territorios de misiones. Propie- 
dad Eclesiástica: 250 centros educativos, 11% del 
total; Propiedad Oficial: 1.820 centros educativos, 
97.45,; propiedad privada: 10 centros educativos, 
0.48%; propiedad no Católica: 10 centros educati 
vos 0.4255; propiedad mixta (Estado-Iglesia Católi- 
ca»: 12 centros educativos, 0.63%. 


20—F] 31 de diciembre de 1975, pasaron bajo la 
dirección directa de las autoridades civiles, 1.337 
centros educativos, o sea el 64,25%, que se distri- 
buyen de la siguiente manera: 


Centros Nacionales de secundaria ........... 28 
Centros Nacionales de primaria ............. 19 


Centros Departamentales, Comisariales, Inten- 
deneiales de secundaria 25 


e. 0 e o a e o a o * 9 u a 98 ^? ^ 


Centros Departamentales, Comisariales, Inten- 
denciales de primaria 


o 
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Bajo contrato entre el Gobierno Nacional y la Ig'esia 
Católica, fueron colocados los siguientes. centros edu- 
cativos o sea el 34.76%: 


Centros de la Iglesia Católica, de secundaria, ba- 
JU CONTADO: criadas pei tl a 46 


Centros de la Iglesia Católica, de primaria, bajo 
CONDE ta si sota dé 177 


Centros Nacionales, de secundaria, bajo contrato 60 
Centros Nacionales, de primaria, bajo contrato.. 402 


Centros Mixtos de primaria, bajo contrato ..... 11 
Centros Mixtos de secundaria, bajo contrato ... 1 
Centros Departamentales de primaria, bajo con- 
A AE RO RR REA ORI 21 
Centros educativos privados, de secundaria, con 
auxilios intendenciales ................... 3 
Centros educativos privados, de primaria, con 
auxilios intendenciales ................... 7 
Centros no católicos, de secundaria, con auxilios 
ințendenciales sogno TOPPED 2 
Centros no católicos, de primaria, con auxilios - 
¡ntendenciales: aia aa IAE 8 
Centros de la Iglesia Católica, de educación no 
formal, bajo contrato ................... 4 


Centros de ia Iglesia Católica, de educación es- 
pecial, bajo contrato 


C 


a o 0 a o0 o a a 9 a s à e o a Q Ò o o o 


Cabe anotar que el Gobierno Nacional, a partir del 
2 de julio de 1975, volvió a ejercer la p'enitud del 
derecho de inspección y vigilancia sobre todos los 
centros educativos existentes en el territorio nacio- 
nal, derecho que había menoscabado el artículo 99 
del Convenio de Misiones de 1953. En esta tarea fue 
extraordinariamente efectiva la labor adelantada 
por el señor Ministro de Educación, doctor Hernan- 
do Durán Dussan”. 
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24. La constitucionalidad de la ley aprobatoria 
del Concordato. 


Tan pronto como fue sancionada por el Presidente la ley | 
aprobatoria del Concordato, y antes del canje de ratificaciones, 
fue demandada ante la Corte en acción de inconstituciona- 
lidad. 


Pretendía el demandante que la Corte dijera al Gobierno 
que se abstuviera de ratificar el Concordato por cuanto éste 
se hallaba sub-judice ante la Corte, a lo cual ésta se negó, 
declarando inepta la demanda, por no poder inmiscuirse en 
la esfera de la negociación y perfeccionamiento de lcs trata- 
dos públicos, que la Carta ha reservado al Presidente de la 
Republica. 

E] principal ataque, sin embargo, fue dirigido contra el . 
Concordato que el Congreso había aprobado mediante el ar- 5 
ticulo primero de la ley dicha. 


Un grupo de Magistrados de la Corte ensayó a teorizar 
sobre la naturaleza jurídica del Concordato, como fundamento 
de su opinión de que la Corte podía y debía considerar la ley =- 
en sí y declararla inexequible, pero no limitarse a declararse 
incompetente para conocer de Ja demanda. | 

Este grupo intentó demostrar que, constitucionalmente, 
el Concordato es diferente de los demás tratados públicos. Ba- 
sóse para ello en que a tiempo que los tratados los aprueba 
el Congreso por medio de leyes, existe una norma distinta y 
separada que hace facultativo para el Gobierno celebrar Con- 
cordatos con la Santa Sede, los cuales en caso afirmativo de- 
ben ser aprobados por el Congreso, sin que se mencione espe . 
cificamente que ello ha de hacerse por ey. 


Por otra parte, encontraron los dichos magistrados qué 
la materia u objeto de los tratados eran intereses estrictamente 
terrenos, en tanto que los Concordatos tocan a la “perdura: 
ción de una doctrina religiosa". 


Por ültimo, en tanto que los tratados han de celebrarse 
"sobre bases de igualdad y reciprocidad”, lo cual para ellos êS 
un concepto jurídico fáci'mente definible, los Concordatos han 
de realizarse “sobre bases de recíproca deferencia y mutuo res- 
peto", concepto éste subjetivo que les parecía imposible de 
calificar. 
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Basados en estas diferencias, sostenfan los dichos Magis- 
trados que no siendo el Concordato estrictamente un tratado, 
sino cosa diferente, no le era aplicable la doctrina tradicional de 


la Corte sobre ser incompetente para. decidir sobre tratados, y . 


que en su lugar debía la Corte declararse competente y al 
propio tiempo pronunciar como constitucional !a ley aproba- 
toria que había sido acusada. Por aquí quería abrirse la puerta 
para que la Corte extendiera su competencia a los Concordatos 
(como cosa distinta de los tratados) y pudiera así en el futuro 
entrar a juzgar si las disposiciones de un Concordato eran o 
no constitucionales. ! | 


Ignoraban estos Magistrados, sin embargo, que el] artículo 
76 de la Constitución sólo exige la igualdad y reciprocidad pa- 
ra los tratados de integración económica y no para los demás; 
que desde todo tiempo los Concordatos han sido considerados 
como tratados públicos, así no presenten todas las caracterís- 
ticas de éstos; que el Congreso aprueba los tratados por medio 
de leyes y que no puede aprobar nada si no es por ley, pues 
los antiguos decretos congresionales desaparecieron desde 
1886; y que, además, como ellos mismos dijeron, el concepto 
de la “recíproca deferencia y mutuo respeto” no es jurídico 
y por ello reserva la Constitución su control al Congreso, que 
es político, y no al de la Corte, que es jurídico. 


Ese punto de vista de los Magistrados disidentes no fue 


acogido por la mayoría de la Corte, y en sentencia de 18 de 


septiembre de 1975 esa corporación declaró que era incompe- 
tente para conocer de demandas de inexequibilidad de tratados 
Públicos. Dijo la Corte en la parte motiva de su sentencia di 


"Ha sido invariable la posición doctrinaria de la Cor- 
te al afirmar, cuando se trata de leyes aprobatorias 
de tratados y convenios internacionales, su incom- 
petencia para conocer de las demandas respectivas. 
Se funda tal doctrina en la necesidad de no someter 
la estabilidad de los tratados a la decisión unilatera! 


de uno de los contratantes, Colombia en este CASO, 


con manifiesto peligro para la seriedad de nuestras 
relaciones internacionales". 


DNE MX a c ccc ec TT 


* Gaceta Judicial, Tomos CLII y CLII, Nos. 2303.2394 de 1975, 
Dp. 169-170. 
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“A lo anterior se agrega que, nuestra Constitución 
no prevé ninguna participación de la rama juris- 
diecional en la celebración de ‘os tratados públicos, 


los cuales se acuerdan por el presidente de la Repú- .. 
blica como jefe de las relaciones internacionales 
(120-20), se someten al Congreso para su aprobación 


definitiva (76-18) y se rematan con un canje de ra- 
tificaciones. Cuando el tratado se celebra, por sus 
cláusulas queda comprometido en su buena fe el 
Estado colombiano con todas las ramas que consti- 
tucionalmente integran el poder público (artículo 
28). Si se aceptara que una vez celebrado el tratado, 
una de tales ramas, la jurisdiccional en este caso, 
puede declarar inválido el tratado, en todo o en par- 
te, a través de una declaración de inexequibilidad, 
habria que admitir que aquel compromiso no obli- 
garía totalmente al Estado, sino con reservas, y por 
lo mismo, la capacidad de negociación del país con 
otros Estados se vería disminuida o menguada por 
el riesgo de la decisión unilateral que en cualquier 
momento podría sobrevenir respecto de las cláusulas 
que con arreglo a la Carta fueron convenidas con el 
Presidente y aprobadas por el Congreso. Esto es cuan- 
to ha dicho la Corte en otras ocasiones y con otras 
palabras, en materia sobre la cual no se ven razones 
que justifiquen una rectificación”. 


Esta sentencia reafirmé el carácter de tratado público 
que tienen los Concordatos y rechazó la teoría de que ellos 
tienen una fisonomía diferente y de que son contemplados 
por la Constitución de manera distinta de los demás tratados 
en cuanto a su aprobación congresional. 


95. La defensa del Concordato por Antonio Rocha, 
negociador liberal designado por el Gobierno 


Ya hemos visto que el Gobierno del Presidente Misael Pas” - 


trana, siendo Ministro Alfredo Vázquez, designó a Antonio 
Rocha y 2 Aurelio Caicedo Ayerbe como negociadores de la 
etapa de estudio de la reforma de! Concordato de 1887 con los 
representantes de la Santa Sede, en Bogotá. 

Antonio Rocha, luego del perfeccionamiento del Concor- 
dato de 1973, publicó un libro que ya hemos citado ' en el cual 





1 Matrimonio, educación y actualidad concordataria, Bogota. 
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explicó los antecedentes que sirvieron a los negociadores para 
celebrar el Concordato; mas este libro se limita a tratar los 
antecedentes de la frustrada reforma de 1942, así como lo re- 
ferente al matrimonio y a la educación religiosa católica, sin 
tocar ni explicar los otros temas del Concordato que fueron 
objeto de tanto debate en esa época. 


La negociación iniciada en 1971 por Rocha y Ayerbe lleva 
la señal, en lo que a Rocha concierne, del influjo de las nego- 
ciaciones de 1937 que culminaron años más tarde en el Con- 
cordato Echandia-Maglione. En efecto, Rocha trae a cuento 
dichos antecedentes para mostrar que la posición de las partes 
seguia siendo similar en cuanto a los problemas que debian 
tratarse y, en lo posible, resolverse. 


Respecto del matrimonio, parte Rocha de la premisa de 
que la Iglesia Católica no ha celebrado ningún Concordato en 
que el divorcio figure como tema y que en cuanto a este punto 
del matrimonio, ios tiempos posteriores al Concilio Vaticano 
Il no han traído cambio sino en el rito y en el idioma de la 
ceremonia, pero se mantiene su origen como institución divi- 
na, ünico e indisoluble, no susceptible de divorcio. 


Siendo ello así, la única fórmula susceptible de ser acep- 
tada por la Santa Sede era la del matrimonio facultativo para 
los católicos, al cual, según Rocha podía llegarse solamente 
si el Concordato daba efectos civiles al matrimonio católico, 
con lo cual quedaba libre el Estado para legislar sobre ma- 
trimonio civil, pues la Santa Sede no acepta que en un con- 
cordato se diga explícitamente que los católicos pueden escoger 
libremente su rito eclesial o civil. 

La Comisión mixta de 1971 aceptó la fórmula del matri- 
monio civil facultativo, que habían presentado los comisiona- 
dos del Gobierno a pesar de su defectuosa redacción, gue 
es la siguiente: ‘fe reconocen plenos efectos civiles a las 
Personas y bienes de los cónyuges y sus descendientes, al ma- 
trimonio contraído de conformidad con las normas del derecho 
canónico”. | 

Dice Rocha gue los comisionados gubernaraentales agre- 
saron, a modo de parámetro, las siguientes aclaraciones que, 


Sn embargo, no se consignaron en el Concordato *: 
———— 


P DE. tte 26: 
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“—a) Es entendido que en su momento surtirán ki 
también plenos efectos civiles sobre personas, bienes 0 


y descendientes, (herederos), los matrimonios que - 


se celebren conforme a los ritos y disposiciones de p 
los cultos que no sean contrarios a la moral cristiana ^. 


ni a las leyes. 


“—b) Es entendido asimismo que el matrimonio ci- 


vil de los colombianos tendrá plenos efectos civiles. 


Quien contraiga ante la ley civil no podrá pasar a 
nuevas nupcias en vida de su cónyuge mientras no 
medie la comprobación de su estado de libertad". 


Los consejeros eclesiásticos adoptaron las declaraciones 


anteriores y a su vez hicieron constar que: 


“—(Queda excluida la imposición del matrimonio ci- 
vil obligatorio a quienes contraigan o hayan contraí- 
do matrimonio canónico, como lógica consecuencia 
del texto propuesto y de acuerdo con los principios 
constitucionales que aseguran la libertad de concien- 
cia y de cultos; 


"—Que de igual manera los matrimonios contraídos 
canónicamente quedan excluídos de la jurisdicción 
m" i o - Poa aa » 
civil en lo relativo a la permanencia del vinculo”. 


Confiesa también Rocha la imposibilidad de adoptar otra 


fórmula distinta !; 


1 


Ob. cit., p. 55. 


“No he sabido de ninguna observación en contra de 
la enunciación de la fórmula adoptada en el Con- 
venio de 1973 por el Sr. Presidente Pastrana Bo- 
rrrero y la Santa Sede, ni en cuanto al fondo ni a la 
forma, pues ya corresponde, por su consagración en 
el uso, a una técnica bien probada por gobiernos y 
por ésta. Por otro aspecto de fondo, dentro del e$ 
quema trazado antes en estas notas, no podíamos ês- 
coger otro alguno, pues el primero, el del matrimonio 
cató'ico Obligatorio según el convenio de 1887, era € 
que se trataba de sustituir, y el tercer sistema, el de 
matrimonio civil obligatorio, mal podría ser consr 
derado por la Santa Sede. Necesariamente resultaba 
por exclusión adoptable el segundo sistema descrito 
en el esquema”. 
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De todo lo cual resultaba, para Rocha, que la fórmula 
adoptada en 1973 era la de 1942, con la cual coincidía en los 
puntos siguientes !: | 


“1. La libertad para los católicos de elegir la forma 
de matrimonio, civil o religioso, que más les intere- 
E | se, sin necesidad de privada ni pública manifestación 
e de apostasía o abandono de la fe cuando prefieran el 
i contrato civil al contrato sacramental; i | 





SER ale tib 


“2. Las causales de nulidad y de disolución del ma- 
5 trimonio se rigen por la ley del contrato, es decir, 
* por el derecho canónico o el civil segün se haya ce- 
lebrado, en cuanto afecten el vínculo, o sea la indiso- 
lubilidad del matrimonio sacramental o la disolución 
o no disolución del civil (si la ley !a establece). Cada 
jurisdicción, la eclesiástica o la civil, tiene exclusiva 
aplicación y competencia para las respectivas causa- 
les que afecten el vínculo, o sea la existencia o ine- 
xistencia de! matrimonio; 


PENN a C i 


5 


“3. Quando se trate de simple separación de cuerpos, 
conocida también por el nombre de separación de 
lecho, mesa y habitación, la única autoridad compe- 
tente, aun tratándose de matrimonios católicos cele- 
brados por este rito, es la jurisdiccional civil. Ello no 
obsta para una discreta intervención pastoral de la 
autoridad eclesiástica de corta duración cuando el 
matrimonio haya sido canónico; 





‘4. Los tribunales superiores decretarán la ejecu- 
cién de las sentencias y decisiones eclesiasticas que 
afecten ya en firme el vinculo matrimonial; 


“5. Las actas de matrimonio eclesiástico también 
deben llevarse al registro civil de matrimonios y las 
que afecten luego ese mismo vínculo". 







Fero lo que no dice Rocha es que la fórmula del mairimo- 
nio civil facultativo era la de Núñez en las instrucciones de 
1887 a Joaquín F. Vélez, por lo cual no había nada nuevo en 


ya propuesto por el autor de la regeneración. 


Los opositores liberales de! Concordato en el Senado pre- 
ferian la separación de la Iglesia del Estado, la eliminación 





el Concordato de 1942 ni en e! de 1973 que no hubiera sido 























1186 i EL CONCORDATO DE 1973 


del Concordato y la instauración por el Estado del matrimonio 


civil obligatorio, único válido ante la ley civil, acompañado de 


la jurisdicción única civil para regular todos los efectos del 


matrimonio. Esto, para Rocha era inconstitucional pues era . 
más conforme con el espíritu de la Carta el “garantizar al in- ` 


dividuo la libertad de conciencia y de cultos, tan íntimamente 


unidos entre sí, dándole directamente al credo de su profesión — 


los efectos civiles, que reconociéndoles solamente en la fór- 
mula de la ley o el código. También es más práctico, directo 
e inmediato, un sólo matrimonio que dos, esto es, el obligado 
por el Estado y el elegido por la conciencia”. 


Pero al decir esto no caía en cuenta Rocha, o prefería - 


ignorarlo, que el establecimiento del matrimonio facultativo, 
católico y civil, implica la aceptación de la jurisdicción ecle- 
siástica para las causas de nulidad y de disolución del vínculo, 


a las que la Santa Sede no renuncia, aceptando así una ju- 


risdicción paralela no consagrada en la Constitución y cayendo, 


por tanto, bajo la censura de inconstitucional que los oposito- 
res hacen al reconocimiento en el Concordato de la legislación 
canónica y de los tribunales eclesiásticos. 


La comisión conjunta de estudio del nuevo Concordato se 
dedicó también a examinar hipótesis de lo que ocurriría con 


situaciones matrimoniales no contempladas en el nuevo Con- 


cordato !: 


* Matrimonios de credos mo católicos 


“La reunión del 10 de septiembre de 1971 de las co- 
misiones de estudio de la reforma concordataria, se 
caracterizó por su claridad, franqueza y resultados 
positivos sobre el matrimonio civil y ei canónico. 
Quedaron delimitados los dos campos y algo mas: 
que la fórmula del matrimonio facultativo para los 
católicos con sus plenos efectos civiles no impedía 
reconocerle los mismos efectos a los matrimonios 


celebrados conforme a otros cultos, el de los protes- .— 


tantes por ejemplo, que en el país eran más de 90.000, 


con 47 denominaciones diferentes y dos de ellas reu. . 


nían más de 49.000 adeptos. Ninguna discriminación 
contra esos credos hay en la fórmula adoptada para 
la Iglesia Católica; al contrario, el primer artículo 


1 Ob. cit., pp. 59 a 61. 





Uu 
È 
EL 
x 

x 

















LA DEFENSA DEL CONCORDATO POR ANTONIO ROCHA O18" v 


del proyecto de Concordato les confiere derecho a 
un tratamiento igual por parte del Estado: estos 
conceptos son textuales de los comisiona dos eclesiás- 
ticos y existen en Actas. 


“El divorcio en el matrimonio civil 


"En esa misma sesión fueron adoptados los pará- 
metros que ambas partes presentaron para darles 
mayor claridad a las atribuciones de las dos Potes- 
tades civil y eclesiástica. Los eclesiásticos habían 
hecho presente que el matrimonio contraído de con- 
formidad con las normas del derecho canónico es 
indisoluble. Los comisionados del gobierno, en forma 
igualmente clara y expresa, hicimos constar por 
nuestra parte que la regulación del matrimonio civil 
con disolución o divorcio vincular, era atribución ex- 
clusiva del Congreso de la Republica. No encontra- 
mos ninguna objeción que formular a los criterios 
expuestos hasta el momento. Esto corresponde a !a 
sesión plena del día 10 de septiembre de 1971. 


“Pero con anterioridad ya habíamos presentado la 
cuestión del divorcio vincular del matrimonio civil 
como de soberanía privativa del Estado por medio 
de sus órganos constitucionales, en este caso el Con- 
greso Nacional: 


“—¿Suprimida que sea la ley Concha, nos pregun- 
taron los delegados de la Curia Romana, prohijaría 
el Gobierno la disolución del vínculo matrimonial 
civil?". 

Contestamos: 


“—La ley civil puede autorizar a sus jueces para 
decretar la disolución del vínculo matrimonial de ese 
género. Es un asunto que cae bajo el imperio del 
Código Civil. Ei Estado debe quedar libre por razón 
de su soberanía para tomar esa medida segün su 
libre y recto juicio”. 


“Esta opinión no fue objeto de debate. Y en la se- 


sión del 10 de septiembre fue nuevamente conver- 
sada. En todo caso, sobre esa piedra los comisionados 
del Gobierno entendimos edificar el proyecto con- 
cordatario: Que la Iglesia respete la independencia 
y autonomía del Estado para legislar sobre matrimo- 
nio civil, que incluye, fundamentalmente, la posibili- 
dad legal de que el vínculo se disuelva por causales 
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científicas, morales y sociales acogidas cuidadosa. 
mente por la técnica juridica de naciones civilizadas. ` 


"Este lenguaje no habría sido posible en cambio 


usarlo hace años, sin que sepa decir hasta cuándo © 
La voz general ha convenido en referir todo cambio -= 
liberal de la Iglesia al Concilio Vaticano II (1965). < 


La intangibilidad no subsiste después sino en su te- 
rreno del dogma y de! derecho divino. Guardaba - 
también para sí con riguroso celo los terrenos que le > 
habia cedido y reconocido el concordato de 1887, el 
Convenio de 1892, la ley de 1924, los Convenios sobre 
misiones de 1902, 1928 y 1953, y las concesiones so- 
bre administración de cementerios y de registro del 
estado civil de las personas bautizadas. En todo tiem- 
po la iglesia le opuso a! Congreso de la Republica 
un veto para que pudiera legislar sobre divorcio de 
los matrimonios civiles, en nombre del dogma y del 
artículo 17 del Concordato". 


Sostiene Rocha que aparte del plebiscito de 1957 que vol- 
vió a invocar a Dios en la Constitución, no ha habido hechos 
nuevos en Colombia que permitieran a! Gobierno invocar la 
cláusula rebus sic stantibus para terminar el Concordato. 


Además sustenta Rocha su alegato en favor del Concor- 
dato, que los críticos de su partido quisieran que hubiera de- 
saparecido en lugar de haber acordado uno nuevo, en el hecho 
de haberse celebrado numerosos concordatos antes y después 
del Concilio Vaticano II, para demostrar que las premisas de 





éste sobre la catolicidad no habían descartado la celebración  . 


de Concordatos, sino todo lo contrario. Para ello detalló e in- 
ventarió Rocha todos esos concordatos con la lista que le en- 
tregó Monsefior Agostino Casaroli, luego Secretario de Estado 
de Su Santidad, desde el celebrado con Napoleón e! 15 de julio 
de 1801 en cuanto a Alsacia y Lorena, hasta las dos conven  .- 
ciones firmadas con la misma Francia el 4 y el 25 de mayo de . 
1974, que completaban la lista hasta ese año, de 24 concorda- - 
tos posteriores al Concilio Vaticano II. 


Además de la defensa de la solución adoptada para e! ma- 
trimonio en el Concordato de 1973, la del matrimonio facul- 
tativo, propugna Rocha las soluciones allí mismo consagradas 
para el problema de la enseñanza privada; el Concordato de 
1973 consagra la libertad de la Iglesia Católica para enseña!, el 
derecho del Estado a vigilar la ensefianza y a reglamentar Jos 











LA DEFENSA DEL CONCORDATO POR ANTONIO ROCHA 1189. 


altos estudios privados de la Iglesia, y la obligación del Estado 
de contribuir al sostenimiento de los planteles católicos de 
educación de la Iglesia. A este respecto dice Rocha que este 
derecho de la Iglesia está reconocido por el uso internacional 
mundial, aún sin necesidad de Concordato !. 


En lo tocante a la inspección y vigilancia del Estado sobre 
la educación, la encuentra Rocha consagrada en la Constitu- 
ción, y en lo que respecta a la reglamentación por el Estado 
de los altos estudios eclesiásticos, no le parece a Rocha que 
implique tratamiento especial o privilegiado para la Iglesia ° 
pues solo se refiere a los reglamentos necesarios para el reco- 
nocimiento de estudios, grados y títulos de todo establecimien- 
to de educación superior, tal y como existe en otras ramas del 
Saber. 


Respecto a la contribución del Estado para el sostenimien- 
to de las escuelas de la Iglesia que había sido tachada de pri- 
| vilegio, no le parece tal a Rocha, quien encuentra que cualquier 
otra confesión religiosa puede acordar con el Estado similar 
contribución, lo cual es corriente en los concordatos con Ale- 
mania, por ejemplo. 

Pasando a la educación publica, es decir a la ensenanza 
de la religión católica en las escuelas oficiales de primaria y 
secundaria, dice Rocha que sólo obliga dicha enseñanza a los 
católicos cuyos padres no la rechacen *. 

Quiere así Rocha salirle al paso a la crítica formulada en 
el Senado al artículo 12 del Concordato, el cual evidentemente 
deja la nítida impresión de que los planes educativos en las 
escuelas oficiales deben incluir enseñanza y formación reli- 
giosas impartida según el magisterio de la Iglesia. 


No es posible escapar a la conclusión de que tal artículo 
instauró la enseñanza religiosa para todos, lo cual se consideró 
violatorio de la libertad de religión de los alumnos no católicos 
que puedan verse obligados a profesar una que no es la de 
su conciencia. | 


MÀ: 

Ob. cit., p. 130. 
Id., p. 123. 

Id., p. 142. 
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La defensa de Rocha estriba en que el Ministro de Rela- 
ciones Exteriores dijo que la educación religiosa prevista en 
el Concordato era solo para los hijos de familias católicas; en 
que las actas de las sesiones de los negociadores dejaron claro 
ésto; y que hay otros tratados que obligan a Colombia a con- 
ceder la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 
Pero esto Ultimo nadie lo discutía. 


Finaliza la obra de Antonio Rocha con capítulo en el cual 
vuelve sobre la cuestión del matrimonio para discutir las di- 
ferentes eventualidades del matrimonio civil de colombianos 
en el extranjero, donde se ordenan los casos que pueden ocu- 
rrir y las soluciones que a ellos les da !. 


26. El concepto de Fernando Hinestrosa sobre el Concordato. 


El expresidente Carlos Lleras Restrepo invitó a su antiguo 
ministro de justicia, Fernando Hinestrosa, para gue diera 
unas conferencias sobre el Concordato en la Sociedad Econó- 
mica de Amigos del País. Fruto de ello fue el libro en el cual 
bajo el título de Concordato, matrimonio y divorcio, recogió 
Hinestrosa el texto de sus conferencias y que ahora vamos a 
examinar ”. 

En su primer capítulo describe minuciosamente los ori 
genes y fundación de la iglesia, desde los primeros tiempos, 
pasando por su reconocimiento oticial bajo Justiniano, su 
traslado a Roma en busca de independencia del imperio Ro- 
mano de Oriente, luego su alianza con los pueblos germánicos, 
la lucha de las investiduras, la formación de la institución del 
Papa y del Papado que niega cualquier poder al Estado de 
inmiscuirse en su ordenamiento y rechaza toda intervención 
extraña en sus asuntos internos. De aqui deriva Hinestrosa 
la supremacía del que él llama “el Estado social de derecho, 
aconfesional o agnóstico”, cuyas normas reguladoras del ejer- 
cicio religioso de sus súbditos “han de estar encuadradas den- 
tro de las garantías básicas de la Constitución, ya sean dictadas 
unilateralmente por él, ya se deriven para lo católico de com 


1 Ob. ci, p. 
2 Biblioteca Sociedad Económica de Amigos del País, Ediciones 
Tercer Mundo, octubre de 1974, 
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cordato, de modo que la libertad religiosa, y la consiguiente 
responsabilidad, sean comunes a todos los ciudadanos, sin 
discriminaciones y sin restricción de su empleo, incluso en el 


cambio de sus creencias”, para lo cual cita el artículo 53 de la - 


Constitución colombiana que dispone que las relaciones de 
Estado e Iglesia han de regirse por concordatos. 

Pasa enseguida a examinar las relaciones de la Iglesia 
y el Estado, comenzando por la posición de la Iglesia dentro 
de la comunidad internacional, cuyas características propias 
y sui generis la distinguen de los Estados. En efecto, la Iglesia 
sostiene que es un sujeto de derecho público interno e inter- 
nacional, pero el ordenamiento de la Iglesia es universal, abarca 
a todos sus fieles, quienes quiera que sean y dondequiera que 
se encuentren. La Santa Sede es titular de la soberanía inter- 
na, como supremo legislador, administrador y juez, y así mis- 
mo de la soberanía internacional. 


Una de las manifestaciones de la personería internacional 
de la Iglesia es la celebración de concordatos. A este respecto 
se estudian las diversas teorías jurídicas acerca de tal pacto 
y concluye Hinestrosa que las partes del concordato son el 
Estado y la Iglesia-Santa Sede, dándole a esta última la per- 
sonificación de la Iglesia. 

Adopta aquí Hinestrosa una posición extrema al exponer 
que la Iglesia, jurisprudencialmente por el derecho canónico, 
se ha irrogado la facultad de modificar unilateralmente los 
concordatos, de lo cual no hay ejemplos, a tiempo que vela- 
damente reclama para el Estado tal facultad de variar su 
Constitución, “ordinaria o revolucionariamente” y así restrin- 
gir las concesiones concordatarias en vigencia. 

Trae a cuento Hinestrosa la posición de Miguel Antonio 
Caro, quien rectamente consideraba que el Concordato, como 
tratado que es, es superior a la Censtitución y no puede ser 
modificado por ésta, ni aún por la vía de la interpretación. 


Hinestrosa cree que es posible someter el Concordato a la 


Corte Internacional de Justicia en proceso incoado por el Esta- 
do con la Santa Sede como contraparte. 


Continúa Hinestrosa examinando la posibilidad, para él 
atractiva, de aplicarle al concordato las diversas maneras de 
terminación de los tratados, tales como la denuncia unilateral 
nO prevista en ei tratado que Hinestrosa cree erróneamente 
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que puede hacerse “con el depósito de la denuncia en la Se- 
cretaría de las Naciones Unidas"; la denuncia por desuso, 
caso en el cual Hinestrosa confiere al Estado el poder exorbi- 
tante de demandar la terminación del pacto por tal causa 
0 de tenerlo por extinguido; y finalmente, forma novedosa de 
terminación de los tratados, que no es de recibo, calificada por 
Hinestrosa como la “decadencia de tratados y concordatos”. 
según la cual el cambio de mentalidad de las partes (del Es- 
tado?) y la ausencia de acuerdo sobre la reforma, llevarían a 
la “extinción” del concordato, que vendría a ser reemplazado 
tado. Cree ingenuamente Hinestrosa que todo lo que hace el 
Estado es bueno y que si el Estado consagra tal libertad reli- 
ciosa en la Constitución, ya no es necesario el Concordato. 

El capítulo tercero de Hinestrosa se refiere a la evolución 
de las relaciones entre la Repüblica y la Santa Sede, a partir 
del descubrimiento de América, pasando por la independencia, 
censurando a la Santa Sede por un eventual fracaso de los 
concordatos propuestos por la Republica de Colombia y luego 
por la de la Nueva Granada, “y de sus fracasos hay constancia 
en documentos oficiales", cuando la verdad es que no hay nin- 
guna "constancia" de tal caso pues la Repüblica no se preocu- 
pó por llegar a un concordato, pues pensaba que era inütil ya 
que se consideraba heredera del Rey de Espafia en cuanto al 
patronato, y, por el contrario, ni siquiera estudió el proyecto 
de Monsefior Barilli, primer Internuncio Papal en la Nueva 
Granada. También se equivoca Hinestrosa al atribuir al Inter- 
nuncio participación en actividades políticas, allá por los aiios 
de la primera presidencia de Mosquera, participación alega- 
damente rechazada por el Secretario Mallarino. 

Verra igualmente Hinestrosa al decir que Monsefior Ba- 
rilli, “cuyas relaciones con el Congreso habían sido hostiles", 
fue invitado a abandonar el país. El dicho Internuncio nunca 
tuvo relaciones con el Congreso sino con el Secretario de Re- 
laciones Exteriores, con quien disputó por correspondencia Ja 
razón que alegaba el Secretario le asistían para separar a la 
Iglesia del Estado. Mas el Internuncio, tan pronto fue aprobada 
la ley de separación de la Iglesia del Estado, motu proprio se 
asilò en la Legación de Francia ya que sus funciones como 
Internuncio habían cesado por disposición del propio Congre- 
so neogranadino, el cual no quería continuar relaciones con 
el Papa ni con su enviado. 
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Tal ley de separación. siguió, sin embargo, vigente, y lasg 
relaciones con la Santa Sede no fueron reanudadas oficial- 
mente en 1957, como dice Hinestrosa, sino sólo de manera 


informal. | | 

No escatima Hinestrosa alabanzas a la Constitución de 
1862, adornándola con los calificativos de carácter, nobleza, 
dignidad y patriotismo, “que —según él, y ya sabemos a quién 
dirige la saeta— tanto han faltado a detractores más tácticos 
y menos respetuosos de las ideas republicanas y democráticas”. 
Pero no examina Hinestrosa las graves violaciones que los ra- 
dicales hicieron de la dicha Constitución, con plena conciencia, 
en perjuicio de la Iglesia, de sus ministros y de los católicos. 

Rebaja Hinestrosa el nivel de su estudio cuando, sin mayor 
examen, en referencia al Convenio Camargo-Nina, dice que 
“el Presidente Núñez se opuso a ella al parecer por intereses 
personales, y así no fue ratificada”, cometiendo doble error: 
Núñez no la tachó por razón personal sino constitucional, y 
fue el Congreso radical el que no aprobó la dicha Convención 
(no “ratificada”, pues es el Congreso guien “aprueba” y el 
Presidente quien “ratifica”). 

Es fatigante tener que estar rectificando inexactitudes a 
cada momento sobre este escrito de Hinestrosa, pero no puede 
dejarse pasar sin comentario la reforma de 1886 de la Consti- 
tución de 1863, que se hizo siguiendo exactamente el mismo 
procedimiento que adoptó Mosquera para la de 1833, y para 
la cual el Gobierno de Núñez no habló “eufemisticamente de 
Su caducidad", pues no era ello necesario habiendo convocado 
el Consejo de Delegatarios. 

Pasa luego Hinestrosa al fallido concordato Echandía-Ma- 
glione, el cual, según él, no tuvo vigencia “por la falta del 
Cruce de nota final” (gue no era tal sino “canje de ratifica- 
ciones”), y porque “la Santa Sede no se pronunció” siendo la 
verdad que el Gobierno forzó la aprobación del concordato 
Para demostrar su fuerza en el Congreso y acto seguido renun- 
ció a canjear las ratificaciones, de motu proprio, según el dis- 
Curso del Ministro Turbay, sin que la Santa Sede tuviera nada 
que ver con esta decisión. 

El capítulo cuarto de la obra de Hinestrosa es el mejor 
logrado, ya que trata del régimen de matrimonio tal cual existía 
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antes del concordato de 1973, segün la regulación del mismo 
hecha por las leyes 57 y 153 de 1887 y el propio concordato 
de 1887. | 

Hace Hinestrosa un fino análisis del artículo XVII del 
Concordato, en su texto latino y la traducción cue fue adop- 
tada entonces. No es cierto que fuera don Miguel Antonio Caro 
quien tradujera el texto latino del concordato al español (como 
lo dice Hinestrosa), pues aquél no intervino para nada en la 
negociación del concordato, como tuvimos ocasión de verlo; 
y no se puede saber, ni se podrá saber nunca, quién introdujo 
este texto en el concerdato y quién hizo la traducción al es- 
pañol. Esta fue malamente hecha pues expresó cosa distinta 
de la que decía en el texto latino. A este respecto Hinestrosa 
trae una traducción al español, mucho más fiel al latín del 
concordato, y que es la siguiente del artículo XVII del con- 
cordato de 1887: 





“Para que el matrimonio de los que profesan la reli- 
gión católica produzca efectos civiles en cuanto a las 
personas de los contrayentes, la prole y los bienes, 
ha de ser contraído con arreglo a la forma justa 
prescrita por (el) Concilio Tridentino”. 


A més de ello examina Hinestrosa la infortunada Ley Con- 
cha y la sentencia que la declaró constitucional, que critica 
con razón tal cual lo hemos hecho en este libro, para llegar 2 
formular esta complicada situación del matrimonio en 
Colombia antes del Concordato de 1973 1: 


“1. Nacionales colombianos en Colombia: Si aca- 
tólicos o católicos no profesantes (apóstatas), 
matrimonio civil, regido en sus efectos personales Y 
patrimoniales por el derecho civil y sometido en todo 
a la jurisdicción civil; si católicos profesantes, matri 
monio canónico, sometido a la ley y justicia canónicas 
para su celebración, nulidad, dispensa y separacion 
personal, y a la legislación y jurisdicción civiles en 
cuanto al régimen personal y patrimonial y a las T€ 
laciones con la descendencia”. 


“2. Nacionales colombianos en el exterior: Pueden 
contraer matrimonio, sea acogiéndose a la ley colont 
biana y, por tanto, según la forma civil o la canónica, 
de acuerdo con su condición religiosa; sea optando por 


1 Ob, cit. 
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la ley del país en donde se encuentren, caso en el 
cual y si dicha norma prescribe o autoriza el matri- 
monio civil para católicos, sin exigir, como es absolu- 
tamente seguro, el reguisito de la apostasía, pueden 
contraer matrimonio válido y civilmente eficaz por 
la via civil sin la observancia de la declaración formal 
de abandono religioso. A este propósito conviene re- 
cordar la polémica entre los canonistas y los civilistas 
(el Procurador Andrés Holguín, el profesor Vásquez 
Rocha y el magistrado Enrique López de la Pava, 
cuyo salvamento de voto en casación civil de 6 de sep- 
tiembre de 1966 y en contra. de la de 6 de noviembre 
de 1958, vino luego a convertirse en jurisprudencia 
prevaleciente) y mencionar la casación de 11 de 
agosto de 1972, según la cual los colombianos en el 
exterior están sometidos a la ley nacional, en cuanto 
a la capacidad y al estado de las personas en la cele- 
bración de actos que hayan de tener efecto en Co- 
lombia, pero no en cuanto a la forma de éstos, y por 
tanto no es exigible la apostasía para los católicos 
que deseen contraer matrimonio civil, sino en cuanto 
sean colombianos y se hallen en el territorio nacio- 
nal". 


“En todo caso, los colombianos por más que estén 
fuera del país siguen sometidos a la ley personal en 
los requisitos de su matrimonio: estado civil y capa- 
cidad, v en los efectos, ley canónica en lo jurisdiccio- 
nal, si el matrimonio fue canónico, ley civil en lo 
personal si fue civil, y en ambos casos ley y jurisdic- 
ción civiles en todos los efectos civiles, en las relacio- 
nes entre cónyuges y entre estos v su descendencia, 
proyectadas sobre el territorio nacional. 


“3. Extranjeros en el territorio colombiano: En cuan- 
to atañe a los efectos de su matrimonio en Colombia, 
se reconoce igualmente el que celebren al tenor de 
su ley nacional, como el que contraigan segün la ley 
colombiana: civil o católica, al compás de su religión, 
sin perjuicio de lo que prescriban los tratados publi- 
cos con el país del cual sean nacionales v de si la 
forma canónica colombiana no es reconocida en el 
extranjero”. 


“En este caso estarán sometidos a la jurisdicción 
civil, si el matrimonio fue civil o religioso no católico, 
y a la canónica si fue católico, y en ambos eventos a 
la ley y justicia civiles en todos los efectos civiles 
proyectables sobre personas y bienes que se hallen en 
el territorio (C.C., artículos 18 y 20)”. 
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"4. Extranjeros en el exterior: Contraerán matrimo- 
nio, según las leyes y su decisión persona! con arreglo 
a su estatuto nacional o al del territorio, y se consi- 
derarán casados regularmente al llegar a Colombia 
donde estarán sometidos a la competencia canónica 
o a la civil, en lo personal, según que su matrimonio 
haya sido religioso, católico o civil, y a la ley y a la 
jurisdicción. del Estado en las relaciones civiles, para 
las cuales, en lo patrimonial se iuzgarán como sepa- 
rados de bienes, a menos que la ley del territorio 
donde se casaron establezca la comunidad de ganan- 
ciales o sociedad conyugal (C.C., artículos 18 y 
180) n : 


De este punto pasa Hinestrosa a examinar el entendi- 


miento de la recepción del derecho canónico por parte del 
Estado colombiano dentro de su normatividad legal, según los 
artículos 39, 17 a 19, del Concordato de 1887, mas limita su 
examen a la materia matrimonial. Arerca de ésto se plantea 
Hinestrosa las siguientes preguntas: 


“¿Pero en qué forma y con gué alcances? ¿Se trata de 
una recepción formal que implica la incorporación 
del estatuto canónico imperante en el momento de 
la remisión a él, para convertirlo en derecho nacio- 
nal, como normas que el Estado introduce en su or- 
denamiento civil por vía de uns recepción material? 
;O, por el contrario, se trata de una referencia for- 
mal: El Estado lo reconoce y señala como obligatorio 
para sus súbditos católicos. considerandolo como vna 
unidad abstracta, atemporal, sometiéndose por eso 
de antemano a eualauier cambio unilateral gue alli 
se opere por la autoridad competente? O, por últi- 
mo. se trata de la creación de un sistema matrimonial 
distinto, que no es ni el canónico, ni el civil, sino el 
concordatario, “de coordinación o aproximación en- 
tre las leyes civiles v las canónicas y de colaboración 
de las dos actividades jurídicas v sociales, según el 
cual las leyes canónicas tienen efectos civiles solo en 
cuanto las leves del Estado (las ordinarias o la que 
apruebe el concordato) se los atribuyen y dentro de 
los límites de tal atribución? (Bova, ob. cit., p. 10)”. 


A este respecto quéjase Hinestrosa de la receptividad for- 


mal del derecho canónico en el derecho nacional colombiano, 
que desequilibra la soberanía de las dos partes, Estado e Igle- 
sia, pues a tiempo que ésta puede cambiar sus normas SID 
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pedir permiso al Estado, éste se ve obligado a aplicarlas por 
medio de sus jueces, así sean contrarias a las suyas propias. 
Quéjase también Hinestrosa a este respetco, de la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema al respecto, comenzando con la 
sentencia de 15 de mayo de 1954, proyecto de Echandia, que 
hemos examinado aquí, y que consagró la receptividad formal 
del derecho canónico en el colombiano, seguida por jurispru- 
dencia posterior. E 
Arranca Hinestrosa su critica del Concordato de 1387 y 
también del de 1973, en cuanto él considera que el Estado no 
puede bajo ninguna circunstancia claudicar su funcién de lle- 
var el registro civil, y por tanto el de los matrimonios católicos, 
y que la única posible regulación de este punto es la de que 
el matrimonio católico se cina a los mismos trámites del civil: 
emplazamientos anticipados, la lectura de los textos del Código 
Civil en el acto cel matrimonio, y la inscripción en el registro 
civil. Esta ha sido siempre la postura de los radicales y libe- 


rales quienes sostienen a ultranza que la Iglesia no puede 


estar encargada de! registro civil, ni siquiera de los matrimo- 
nios católicos, ni intervenir en él en forma alguna, bajo acu- 
sación de invasión de la soberanía. del Estado. Lo Cierto es 
que con el paso del tiempo, todos los colombianos saben que 
el registro civil del Estado es el que tienen cue llevar a cabo 
para nacer, casarse, adquirir derechos políticos y morir, y por 
tanto se preocupan todo el tiempo de que el registro civil de 
su matrimonio católico se lleve a efecto ante el notario civil. 


Examina enseguida Hinestrosa la situación que presen- 
tábase a tiempo de escribir su estudio, en lo tocante al matri- 
monio y divorcio de los colombianos en el exterior, que no 
cambiaba con la forma del concordato de 1973, a menos Que 
Se adoptara enseguida una ley de divorcio civil, como en efecto 
se hizo luego de aprobado el concordato, por lo cual no nos 
detenemos más en este punto del examen que hace Hinestrosa. 


En el capítulo V de su libro, Hinestrosa entra a examinar 
el Concordato de 1973 como resultado de “todo el cúmulo de 
transformaciones en la mentalidad universal y en la mentali- 
dad de ambas partes, durante el cual en el seno de los dos 
ordenamientos han ocurrido cambios institucionales de indu- 
dable trascendencia", que habían llegado a poner el espíritu 
del Concordato de 1887 “en contradieción con las orientacio- 
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nes presentes, prescindiendo de la dificultad de justificacié: 
en su época” !. 


Cita Hinestrosa los diversos documentos pontifieios que, 
según él, han transformado la Iglesia, y por el lado estatal 
menciona la reforma de la Constitución en 1936 como gestora 
del fracasado concordato Echandia-Maglione, cuyo insuceso lo 
achaca a que no se canjearon las ratificaciones ?, cuando en 
verdad el Gobierno colombiano no quiso canjearlas para no 
adentrarse en el proceloso camino del cisma y de la lucha 
religiosa. 

Continúa Hinestrosa historiando las negociaciones que se 
entablaron durante el gobierno del Presidente Carlos Lleras, 
sin mucho éxito hasta que en 1973, bajo el gobierno de Pas- 
trana, se adelanta en la negociación, para sustituir el Concor- 
dato de 1887, el cual, para Hinestrosa, no es sino un cúmulo 
de desaciertos: “Ordenación sobrepasada y superada —dice 
él— por el pensamiento genuino de ambas partes, algunas de 
cuyas cláusulas han decaído por completo y subsisten única- 
mente porque no han sido derogadas oficialmente, pero sin 
posibilidad de imperio alguno, pues ninguna de las partes sería 
osada a demandar o acatar su ejecución, y que hien se quiera 
borrar como muestra de una época ingrata, para ‘mirar hacia 


2323 


adelante’, olvidando lo que queda atrás” ?. 


De aquí pasa Hinestrosa a repetir su dilema favorito, de 
denuncia unilateral o modificación bilateral, que resulta un 


1 El libro de Hinestrosa está lleno de pequeñas saetas contra los 
conservadores, como ésta, que desdoran del ropaje de rigorismo jurídico 
que lo envuelve. En esta cita de Hinestrosa, no podemos dejar de mara: 
villarnos de la “dificultad de justificación en su época” del Concordato 
de 1887, que nos dio paz religiosa durante cincuenta años, lo cual le 
justifica de sobra. 

2 Su “ratificación con el canje de notas" dice Hinestrosa, incorrect- 
tamente ya que en este acto se canjean instrumentos de ratificación, 
no notas. | 

? Ob. cit, p. 86. A lo cual conviene observar. en primer luga! 
que no dice cuál de las estipulaciones del Concordato de 1887 era 
vergonzoso aplicar, que no lo eran, ni en qué consistió esa "époc? 
ingrata", que más fue grata para los colombianos en general, quienes 
se vieron libres de la persecusión religiosa del Estado que los aherroJo 
de 1848 a 1885, con las muchas muestras de instransigencia de los rad! 
cales que descendían de sus bonitas cláusulas constitucionales sobre 3 
libertad, que no se aplicaban ni a Ja Iglesia ni a los conservadores: 
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poco anacrónico para cuando escribió pues ya se había modi- 
ficado bilateralmente el concordato. Sin embargo, debemos 
precisar que ni los concordatos ni los tratados en general se 
pueden denunciar, como lo cree equivocadamente Hinestrosa, 
por simple denuncia unilateral basada en la cláusula rebus 
sic stantibus. 


Aprovecha aquí Hinestrosa este exordio al nuevo Concot 
«dato de 1973 para estampar una profesión de fe liberal o ra- 
dical, con intento de ennoblecer a quienes persiguieron a 12 
Iglesia “por alcanzar la libertad de conciencia y religiosa”, 
que no lo fue ¿al bajo el régimen radical, como lo hemos visto, 
y denostando a quienes restablecieron la libertad y el orden 
en el país. He aquí las palabras de Hinestrosa: 


“La actitud observada en el presente estudio es la 
de mera explicación para un conocimiento global y 
desprevenido de estas materias, que considero no riñe 
con la expresión de la opinión ‘personal acerca de la 
historia, en este caso de la historia de la vida republi- 
cana nacional, para no seguir recitando una version 
unilateral y escolar, resultado precisamente de la im- 
posición dogmática de la Regeneración y de las clau- 
sulas de un Concordato rechazado por la conciencia 
nacional, y también por la religiosa. Sin duda es 
alentadora la comprobación de un consenso para de- 
rogar normas que nunca debieron regir la vida co- 
lombiana, comprobable en la adhesión de señalados 
personeros del partido conservador, comunidad polí- 
tica aue tradicionalmente se identificò con la defensa 
de los fueros de la Iglesia, hasta la demasía de trazar 
pautas a prelados y clérigos en su actividad civil y en 
la orientación de los feligreses y de demandar y obte- 
ner la adhesión de aquellos en la contienda partidista, 
cue condujo en ocasiones al enfrentamiento bélico. 
Sin embargo, ni lógica, ni históricamente puede 
justificarse la necesidad de superar el pasado, o de 
olvidarlo por incómodo, con argumentos que envuel- 
ven una visión maniqueísta de los hechos, de modo 
de cargar íntegra la responsabilidad del conflicto a 
quienes lucharcn hasta el sacrificio por alcanzar la 
libertad de conciencia y religiosa, hoy celebradas 
como una conquista reciente. Al propio tiempo que 
exaltar el comportamiento de quienes dictaron una 
constitución dogmática y y absoluti sta, solo a cuyo arn- 
paro pudo establecerse el régimen hoy denostado y 
cuya superación se busca por todos, como facedores 
de la paz religiosa y el orden y la tranquilidad pú- 
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blicas. La exposición de motivos y la ponencia, en i 
fundamentación de là necesidad o conveniencia de 
la reforma, si que también los textos conciliares de. 
la última década en que ellas se sustentan, muestran 
cómo el sistema hoy condenado es indefensable ho. 
solo a la luz de la segunda mitad del siglo XX, sino. 
que lo fue en su dia. Qué diferente la referencia a 
una legislación, según se la esté padeciendo por su. 
imperio in continenti e incontinente, o se le mire como 
un rezago y lastre, derogado formalmente o supera: 
do, antes que por simple desuetud, por repudio”. A 


«Cerrando esta digresión, no simplemente emocional, 
de quien se debe fie! a una tradición radical, tolerante . 
pero no indiferente, creo indispensable hacer la- 
mayor claridad sobre el espíritu de la Regeneración, 
porque su espectro subsiste como acechanza contra. 
las libertades republicanas y democráticas, pues si se - 
afirma que la Constitución de 1886 sigue rigiéndonos, | 
no debe olvidarse due su ortodoxia y rigidez se ate- 


nuaron en la reforma de 1910, y que su orientación T 
dio un vuelco en la reforma de 1936. Así que oos - 
han sido los factores de paz y equilibrio nacional y E. 
no “el magisterio de la concordia y tolerancia, ejer- 1... 
cido por el Presidenie Rafael Núñez de 1885 en ade- ^ o 
lante” y sin que a ese fin los colombianos tengamos es 


q 


» 1 


someter entonces 


Continúa Hinestrosa considerando los artículos 19 y 29 del. ^R 
Concordato de 1973, que encuentra acordes con la Constitu- == 


ción, mas l | E 
Canónico del Artículo 39, acerca del cual dice, sin resolver SU — 


inquietud: 

“Es lo que había dicho ya la Ley 153 de 1887 en su à 
artículo 20. La inquietud que surge al respecto es la 
formulada anteriormente: ¿Cuál es el tipo de recep- 
ción, cuál es el título de la referencia a la normativi - 
dad canónica y cuáles son las consecuencias de esa  . 
referencia? Si la referencia es formal, lo que ocurre — 

no es que la legislación nacional se integre con las ` 
normas canónicas en materia de derecho eclesiástico, 
ni con normas de su propia cosecha, sino que remite 
o envía a sus súbditos, fieles de esa religión, a 105. 
preceptos de ésta, con una aceptación integral de- 





1 Ob. cit., pp. 90 y 91. 





ue vivir atados a perpetuidad irremediabiemente al c 
confesionalismo político y religioso a que se les quiso. 


e entran dudas respecto a la recepción del Derecho WU 
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aguel ordenamiento, como un todo o unidad 
atemporal. De suerte que al variar esas normas, uni- 
lateralmente como es obvio dentro del respeto a la 
soberanía de cada ordenamiento primario, en este 
caso, de !a iglesia, gue puede de por sí modificar su 
propia organización, su jurisdicción y su interpreta- 
ción, automáticamente las reglas nuevas entrarían 
en vigor como ley del Estado, sin la parücipación de 
este, ni posinilidad de oposición a sus efectos civiles. 
Lo cual propone la inguietud de hasta dónde habría 
paridad o ecuilibrio entre las dos partes, y si en hipó- 
tesis, una reforma dei ordenamiento canónico podría 
ser repudiada por contener disposiciones contrarias 
al Concordato o a la Constitución nacional; como a 
la inversa, pero con alcances diferentes, una ley y 
con más gravedad, una alteración constitucional, 
como fue el caso de la reforma de 1936, con principio 
o resultados opvestos al Concordato o a la ordena- 
ción canónica "podría ser rechazada o rehusada por 
la otra parte en lo que se refiere al convenio vigente. 
Entonces se palpa con más precisión el significado 
de la posición que se adopte frente a la referencia, 
«material o formal, al ordenamiento canónico y qué 
quiere decir, en sus efectos, la recepción forma! como 
tesis acogida jurisprudencialmente”. 


En cuanto al artículo 4% por el cual “El Estado reconoce 
verdadera y propia personalidad jurídica a la Iglesia Católica”, 
dice Hinestrosa que “la Iglesia en sí no puede tener ni usar 
personería de derecho civil, comercial o laboral”, aserto que 
no explica y que pros ablemente no es sino Tesakio de su origen 
radical y anticlerical. 


Censura enseguida Hinestrosa el artículo 6% referente a 
la labor de la Iglesia en las zonas marginadas. No deja pasar 
la oportunidad de decir gue los anteriores convenios de misio- 
nes tenían “ilegitimidad manifiesta" y censura la nueva dis- 
Posición por considerar que implica el mantenimienio de la 
situación precedente “con una redacción más sutil”, la cual 
Critica en la forma siguiente: 


“Volviendo ahora la vista al texto del convenio & 
1873 se encuentra que alli no se habla de misione 

en tribus bárbaras, sino de promoción de indígenas 
y de zonas marginadas, susceptibles de un régimen 
canónico especial, pero si se mantiene la delegación 
al Gobierno para fijar, como personero único del Es- 
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tado Colombiano, en acuerdo con la Iglesia, por medio 
de comisión mixta, el programa y la vigilancia del 
desarrollo progresivo de los planes que se adopten. 
¿Por quién? Si por parte del Estado, Presidente y 
Congreso, junto con la Iglesia, no cabría objeción de 
legitimidad, pero si, como parece desprenderse de la 
redacción ambigua del precepto, ello iría a dar por 
parte del Estado a manos de autoridades adminis- 
trativas subalternas, o aun al solo Presidente, sub- 
sistiría la vulneración constitucional unánime 
reconocida, en cuanto hace a las competencias, en un 
tiempo en que el punto ha sido esclarecido y en que 
se trata de enmendar los yerros cel pasado. En otras 
palabras, los planes, en la acepción más amplia del 
término: política, económica y social, no pueden ser 
determinados por el solo Gobierno, cualquiera que él 
sea, según la Constitución, tanto la de 1886, como la 
vigente desde 1936, sin que el artículo 31 del Concor- 
dato de 1887 pueda servir de base, a manera de 
privilegio, para su incorporación en el nuevo, que 
tendría la misma falla de aquél”. 


Al pasar a estudiar las clóusulas concordatarias relativas 
a la educación, en primer término lanza Hinestrosa el consa- 
bido ataque: “La Regeneración —dice— impuso un Estado 
confesional, con enseñanza dogmática político-religiosa y dis- 
criminatoria, que provocó dos guerras suicidas y generò estra- 
gos que aún subsisten y repercuten duramente sobre la men- 
talidad colombiana. Este estigma no puede permanecer en la 
norma (concordataria), porque es afrentoso de suyo y más 
en la actualidad” !. 


Critica Hinestrosa que el Gobierno, por el Concordato de 
1973, se obligue a contribuir eguitativamente al sostenimiento 
de los planteles católicos de educación, porque diluye la acción 
pública en numerosos auxilios presupuestales, olvidando que 
la reforma de la Constitución en 1968 creó la vergonzosa pat- 
tija del presupuesto entre los congresistas en sumas astronó- 


1 Fueron los liberales quienes provocaron las dos “guerras suici- 
das" de 1885 para ver de derrocar a Núñez, y la de 1899-1901 para ver 
de derrocar a los conservadores, fracasados en ambos intentos, razón 
por la cual se las achacan a los conservadores, sin razón alguna, y Con 
total desprecio de la verdadera historia. 








CONCEPTO DE FERNANDO HINESTROSA SOBRE EL CONCORDATO 1203 . 


micamente mayores que las que el Estado destina a los 
establecimientos de educación católicos !. 


Los articulos del Concordato sobre nombramiento de pre- 


lados, y de erección y modificación de circunseripciones ecle- 


siásticas, le parecen a Hinestrosa suprimir los privilegios del 
Estado para refugiarse “en el plano de la mera cortesía" ?. 

Para Hinestrosa el Artículo 17 sobre la Vicaria Castrense 
no tiene antecedentes y probablemente deriva del Concordato 
de 1957 con la Argentina, pero lo cierto es que ello deriva 
del Convenio de Colombia con la Santa Sede de 1929 sobre la 
Vicaría Castrense, celebrado en ejecución de las viejas nego- 
ciaciones del Presidente Pavan, en tiempos de la denigrada 
Regeneración. 


Acerca del fuero eclesiástico de los Artículos 19 y 20, que 
reproducen en lo esencial los Artículos 19 a 14 del Convenio 
de 1892, considera Hinestrosa que "hace pensar en si es nece- 
sario y conveniente la referencia a algün recurso ante la auto- 
ridad nacional frente a sanciones y decisiones en general, 
excesivas o irregulares, dictadas por la autoridad eclesiastica 
en torno de súbditos del Estado” ”. 

Sobre el ejercicio ilegítimo de funciones eclesiásticas, que 
el Concordato asimila a usurpación de funciones públicas, tiene 
razón Hinestrosa en preguntarse por qué la iglesia propuso 0 
aceptó este artículo, que asimila la función eclesiástica a la 
pública, y que tristemente recuerda la ley de 1843 tan com- 
batida entonces por la Iglesia y que sirvió al Estado para 
deponer obispos y para enviar al destierro al Arzobispo Mos- 
quera. 

Respecío al pago de la renta nominal y la renta concor- 
dataria por parte del Estado a la Iglesia, estipuladas en el 
Concordato, Hinestrosa encuentra ambigua la reglamentación, 
pues él considera que los Convenios que se celebren a este 
lespecto entre el Estado y la Iglesia deben seguir el mismo trá- 


mite de todos los tratados, según el derecho internacional ya - 


que versan sobre obligaciones a cargo del tesoro público, las 
Cuales exigen ley. Dice Hinestrosa: “En otros términos, cual- 
quiera que sea su alcance o magnitud, por su naturaleza, los 
—— 

Ob. cit., p. 100. 

Ob. cit., pp. 102 y 103. 

Ob. cit., p. 108. 


Co 129 A 
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convenios que hayan de determinar la cuantia y la forma de 


los pagos exigen la intervención del Congreso no señalada en - 
el artículo comentado, que de remitirse al gobierno sólo iría 


contra las pautas constitucionales”. Se equivoca aquí Hines. 
trosa por cuanto el gobierno bien puede por un Concordato 
estipular que este mismo sea reglamentado por las partes, y 
tal reglamentación no infringe la Constitución, pues ya está 
prevista en el propio Concordato. De esta manera se actuó de 
1887 en adelante en lo referente a la cuota concordataria, sin 
que hubiera violación alguna. de la constitución. 

Dedica Hinestrosa el capítulo Vi al matrimonio en el Con- 
venio de 1973, al cual le reprocha que se hubiera omitido 
toda participación del Estado y la ley civil en los anteceden- 
tes y en al ceremonia misma del matrimonio religioso, pues 
para él es preferible esta engorrosa serie de requisitos que 
exigía el Concordato Echandia-Maglione de 1942, que no fueron 
adoptados en el Concordato de 1973, A este respecto dice 


Hinestrosa: “Porque el caso es que con arreglo de la ley civil 


no es factible por ningún motivo distinto de la inminencia 
de muerte prescindir de tales proclamas por emplazamiento 
y acelerar disecrecionaimente la celebración del matrimonio. 
La ley civil no concide exactamente con la católica en 
materia de impedimentos. Y la legitimidad y la legitima- 
ción de los hijos, la separación de cuerpos, el régimen 
de bienes, la patria potestad y la custodia de ios hijos son 
materias confiadas, ineluso concordatariamente, a la ley civil 
sin discusión y sobre las cuales deben ser advertidos oportuna- 
mente los contrayentes”. Es verdaderamente extraña esta in 
sistencia en agregarle al matrimonio católico una serie de 
artículos del Código Civil, que como ley que son deben ser cono- 
cidos por todos los colombianos y que no es necesario leer en 
el acto del matrimonio católico. | 

En capítulo siguiente Hinestrosa hace referencia al ma- 
trimonio canónico, que explica en detalle y en el capítulo VIII 
lo hace respecto a la legislación civil en torno del matri 
monio; el capítulo IX trata del divorcio con gran erudicción, 
y en el X escribe sobre el divorcio y la legislación nacional, 
que ya quedó un poco desaetualizado por la adopción que llegó 
luego de la ley colombiana sobre divorcio. 





A 
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Termina el libro de Binestrosa con un apéndice que es 


como un resumen de sus convicciones al respecto, fechado el 
9 de septiembre de 1974, y del cual tomamos 193 siguientes 
reflexiones, que son apasionadas y gue desdicen de ia impar- 
cialidad que ha debido tener el libro v del conocimiento ver- 
dadero y profundo que sobre estos temas exhibe el autor. 


Véase este párrafo que está lleno de inexactitudes y exa- 


geraciones sobre los gobiernos conservadores que vinieron 
después de la Constitución de 1886 y de la firma del Concordato 
del 31 de diciembre de 1387: 


"Así se instauro la denominada Regeneración, como 
régimen absolutista y coniesional en todos los domi- 
nios, cuya práctica de poder supremo de policía fue 
autorizada en las disposiciones transitorias de la 
Constitución y en la interpretación relajada de ésta. 
De manera aue su contendor ideológico no llegó a 
tener más de un representante por espacio de un 
cuarto de siglo en un Congreso que solo podría reu- 
nirse cada. dos años, durante cuatro meses, y sus 
personeros más autorizados fueron silenciados con la 
clausura de su prensa, el destierro y la exacción. Dos 
pronunciamientos bélicos heróicos y desesperados y 
la pérdida de Panama movieron ai militar civilista 
triunfador al mando de tropas estatales a implantar 
la ley de minorías y admitir que la patria a sus con- 
trarios, con cierta proporcionalidad, incluye para la 
aplicación de sus demasías, que lo llevaron a renun- 
ciar la Presidencia en razón de movimiento cívico 
que concluyó en reforma de la Constitución política 
y la ortodoxia imperantes, la oposición consiguió la 
supervivencia y un principio de control de la legali- 
dad de los actos oficiales”. 


También anematiza Hinestrosa los gobiernos conservado- 


res que se sucedieron después de 1910 en la forma siguiente: 


“Tras un periodo de efusión patriótica, se retornó a 
la práctica ominosa, con preocupación circunscrita 
al formalismo, aceptando resignadamente la manio- 
bra electoral como una especie de fatum inevitable. 
La única inconformidad que se manifestó frente al 
Concordato fue la relacionada con la forma matrimo- 
nial canónica impuesta aún para quienes habían 
abandonado su religión de origen. Y por eso se saludó 
como un avance el texto dictado por la Secretaría 
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de la Santa Sede que fuerza a la apostasía para el - 


ejercicio de los derechos estatuidos por la ley civil. 


“El país llegó a acostumbrarse a las cláusulas absolu- 
tistas de la Constitución y del Tratado y a considerar - 
que la catolicidad general de los colombianos debía 
tener esa expresión normativa, como única garantía 
de los fueros de la Iglesia, del respeto al sentimiento 
religioso de la nación y de la paz política. Y la orto- 
doxia en la educación, aunada al espectro de la guerra 
fratricida, fueron formando una mentalidad remitida 
a postulados indiscutibles de denostación del radica- 
lismo, culpable y único responsable de contiendas 
inútiles y de intentos de desfiguración del rumbo 
genuino de la patria”. 


Se queja de nuevo Hinestrosa de la categoría que tiene 


el Concordato frente a la Constitución en los siguientes tér- 


minos: 


“La supremacía del tratado sobre la constitución ha- 
kia sido tesis expuesta por el señor Caro en 1894 para 
contener un intento de reforma de la Carta sin la 
anuencia de la Santa Sede, en materia gue había 
sido definida concordatariamente, gue la Corte Su- 
prema de Justicia vino a acoger para los convenios 
internacionales ordinarios veinte años más tarde: la 
jerarquía normativa y la adscripción del manejo de 
las relaciones exteriores al Presidente de la República 
con la aprobación ulterior del Congreso, han sido 
desde entonces los argumentos para la intangibilidad 
de lo acordado en 1887, sin preocupación alguna por 
la salvaguarda de los principios fundamentales que 
3 la organización y el comportamiento del Es- 
tado”. 


También tiene estas frases amargas sobre el Concordato 


Echandia-Maglione de 1942, que solo traslucen el fracaso que 
sufrieron los gobiernos de López y Santos al tratar de modl- 
ficar el concordato: 





“Cuatro lustros luego, después de consagradas la li- 
Lertad de enseñanza, con la inspección suprema de 
Estado, y la libertad religiosa, con la posibilidad de 
regulación diferente y respetuosa de las relaciones 
entre las potestades católica y civil, en la enmienda 
constitucional de 1936, el gobierno solicitó la reforma 
del Concordato fundado en el cambio introducido en 
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la Carta. A lo cual respondió la Santa Sede con el 
argumento mencionado de la primacía del convenio 
sobre là Constitución y de la autoridad espiritual y 
moral de la Iglesia, para acceder a la iniciación de 
las negociaciones solo sobre la base de la convenien- 
cia de ajustar los términos del pacto a los cambios 
universales producidos y a las necesidades de la 
época". 
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“Sin embargo, de esa circunscripción y de la concor- 
dancia plena de los poderes en torno de la reforma, 
el Concordato nuevo ro llegó a regir. Su discusión en 
el Congreso sirvió para enarbolar otra vez el estan- 
darte religioso y reanimar la participación activa y 
sectaria del clero en !a polítiea partidista. Una vez 
más salieron a relucir los anatemas pontificales a! 
liberalismo y la demostración que un caudillo, gue- 
rrero y letrado, había hecho de oue el liberalismo 
colombiano no es pecado. Prelados, clérigos y seglares 
no acertaran a entender una ortodoxia político-reli- 
giosa más estricta que la del Papa, que hacia recordar 
el índice y la censura establecidos por los Austrias 
en el Reino de las Todias para las comunicaciones de 
la Sede Apostólica, v la actitud pasiva de esta frente 
a ese repudio de su conducta reciente. El hecho es 
que no obstante la expedición de la ley aprobatoria, 
el Gobierno Nacional prefirió no ratificar el tratado, 
ante el temor suyo de perturbación de la, paz religiosa, 
y hubieron de pasar cerca de treinta años antes de 
oue se pudiera mencionar el deseo de modificación 
de los términos de las relaciones entre la Iglesia y 
el Estado”. | 


Enseguida se pregunta Hinestrosa “si es necesario que 
las relaciones entre el Estado y la Iglesia hayan de estar re- 
guladas por Convenio o Concordato”, y a este respecto dice 
la siguiente: 


“Sin duda la conciencia pública actual no permite 


abrigar recelo alguno acerca. de 1a actitud del Estado | 


en cuanto se refiere a la libertad teórica y práctica de 
la Iglesia y sus fieles en Colomkia. La preocupación 
no puede ser la de mengua de los derechos religiosos, 
sino 1a de continuidad en el ejercicio de religión ofi- 
cial, asi la constitución la haya excluido formalmen- 
te". 
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"Sin que en manera alguna sea admirable el cuestio. 
namiento de la seriedad y corrección de las autorida. 
des civiles en el cumplimiento de la Constitución, 
como para exigir una garantía más sólida a su pala. 
bra o a la vigencia de jas libertades religiosas. Si 
“la religión católica es la de la Nación y como tal, los 
poderes publicos la protegerón y harán que sea res- 
netada como esencial elemento del orden social se- 
gún reza cl preámbulo pleciscitario de 1957, o es 
‘elemento fundamental del bien común y del desarro- 
llo integral de la comunidad” como lo enuncia el ar- 
tículo 19 del convenio de 1973, y si tales declaracio- 
nes no crean una situación nueva, sino que recogen 
o reconocen el “hecho católico”, no se explica el temor 
de que esa realidad pueda ser desconocida o supri- 
mida por la ausencia de régimen concordatario para 
la regulación de las relaciones Iglesia-Estado, que en 
cuanto se refiere a las garantías ciudadanas tiene el 
respaldo adicional de los convenios y pactos univer- 
sales sobre los derechos humanos, que en muchos lu- 
cares v tiempos, por desgracia son conculcados, sin 
que el dictado constitucional, sumado al supraestatal, 
puedan conjurar o remediar ese siniestro”. 


Finalmente, Hinestrosa es muy pesimista acerca del Con- 


cordato de 1973, el cual compara con el de 1827 y saca las si- 
guientes conclusiones: 


CA 


Se suavizan las expresiones, se elimina el saldo de 
patronato, cambiado por consultas corteses para la 
erección de nuevas diócesis, la variación de límites 
ce las existentes y el nombramiento de prelados, se 
introduce la vicaría castrense, se declara la libertad 
de establecer cementerios y se ofrece un trabajo com 
junto para la preservación del patrimonio histórico 
nacional en lo relativo al arte religioso. Se suprime 
la obligación del matrimonio canónico para todos los 
bautizados católicamente y se adscribe el conocimien- 
to de los procesos de separación personal de los con- 
yuges casados por la forma canónica a determinadas 
autoridades civiles. Y se suprime la obligatoriedad de 
que la educación sea organizada y dirigida en con- 
cordancia con la religión católica, sus dogmas y SU 
moral, para en su lugar disponer la inclusión forzosa 
de la enseñanza y formación religiosa en los niveles 
de primaria y secundaria de los establecimientos ofi- 
ciales, según el magisterio de la Iglesia”. 








È 

sò. 
E 
UE. 
E 
X 
* 








LA LEY DE DIVORCIO ANTE EL CONGRESO 1209 - 


“Las lindes propias de la oportunidad impiden la 
comparación pormenorizada de los textos para de- 
mostrar gráficamente el cuadro anterior, que rea- 
sume una evidencia insoslayable. La diferencia entre 
los dos convenios, en cuanto a restauración de los 
fueros, no de la autoridad civil, sino de los ciudada- 
nos, se circunscrite a la permisión del matrimonio 
civil de católicos por parte del Estado, sin el requisito 
de la apostasía y sus efectos canónicos y sociales; a 
la atribución del conocimiento de la separación de 
cuerpos a determinadas autoridades civiles; y al cam- 
bio de la enseñanza ortodoxa en todo el si istema edu- 
cativo por la instrucción y la educación segün el 
magisterio de la Iglesia en los planteles primarios 
y secundarios del Estado”. 

“En lo demés, las disposiciones concordatarias se 
mantienen en su integridad, a veces conservan in- 
clusive el léxico, otras lo modernizan, ora el poder 
dispositivo sustraído al Con ereso, pasa del gobierno 2 
comisiones oficiales en asocio de voceros religiosos, 
ora se suaviza o mimetiza el mandamiento”. 


Termina la obra de Hinestrosa con un examen de la po- 
sibilidad de que ao fuere aprobado en ese momento el Con- 
cordato de 1972, por ser éste inconveniente, en su concepto, 
lo cual no sucedió, pues el Convenio fue finalmente aprobado 
como lo hemos. visto. 


27. La ley de divorcio ante el Congreso. 


Luego de aprobado el Concordato de 1973 por el Senado 
en las sesiones de ese año, la siguiente legislatura, antes de 
que se convirtiera en ley la aprobatoria del Concordato, vio el 
proyecto de ley sobre divorcio del Senador Iván López Botero, 
cuyas características fueron resumidas así !: 


El artículo 153 del Código Civil quedará así: “El di- 
vorcio disuelve el matrimonio y produce la suspensión 
de los efectos personales y civiles entre los casados”. 


El artículo 154 quedará así: “Son causes de divorcio 
el adulterio de la mujer en todo caso y el del marido 
cuando produzca escéndaio público o menosprecio e 


ar REA 

1 El Espectador, 4 de agosto de 1974; véase también el reportaje 
del senador López Botero en El Tiempo del 10 de marzo de 1975, donde 
explica ampliamente su posición. 
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injuria grave para la esposa, la embriaguez compul- ^ 
siva y consuetudinaria o el uso habital e incurable de — 
estupefacientes y drogas heroicas de uno de los cón. 
yuges. El desamparo o atandono malicioso, por parte 
del padre o de la madre, de sus deberes para con los — 
hijos por dos años, a lo menos. La separación de 
cuerpos, bien sea de hecho o mediante sentencia js 
dicial, no seguida de reconciliación durante dos años. 


“Los ultrajes y los maltratamientos de obra si con 3 
ellos peligra la vida ola salud de uno de los cónyuges ` 


y se hacen imposibles la paz y el sosiego doméstico". 


&l articulo quinto del proyecto de Iván López Botero . 
sobre el divorcio señala que “las causas relativas a `>- 
la nulidad de los matrimonios canónicos, incluidas  . 
las que se refieren a la dispensa del matrimonio rato © 
y no consumado, son de competencia exclusiva de los | 


tribunales eclesiásticos y congregaciones religiosas. 








“No obstante el reconocimiento anterior, cuando los = 


contrayentes de un matrimonio canónico hagan ma- 
nifestación formal de haberse separado de la Iglesia —— 
Católica o de que han abrazado otro credo religioso, - 
por e! hecho de la abjuración o del cambio de reli- .. 
ción, todo su régimen matrimonial, incluidas las 


causas de disolución del vínculo por divorcio, queda 
sometido a la jurisdicción civil del Estado. 


“Todo colombiano puede contraer matrimonio civil — 
en cualquier país extranjero y la capacidad para - 
contraerlo, la forma. el acto v la existencia y validez K 
del mismo, se rigen por la ley del lugar en que sé 


celebra”, 


Por su parte el Gobierno nombró una comisión de juristas |. 
para que elaborara un proyecto de ley sobre divorcio, en cumF  — 
plimiento de la promesa del entonces candidato Alfonso LÓpez Di 
de que durante su gobierno se establecería el divorcio par. 


ei matrimonio civil. 


a Texto en El Tiempo de 2 de octubre de 1974. 


E] proyecto del Gobierno!, preparado para aprovechar la 
abrogación del artículo 17 del Concordato de 1887 (que dizqué © 
establecía el matrimonio católico obligatorio para los colom |. 
bianos), no hace la salvedad del proyecto de López Botero 
cuanto a no ser aplicable a los matrimonios católicos, PO p 
blemente por considerar que la disolución de éstos quedaba 


en 
sc 
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^ reservada a la legislación canónica y a los tribunales ecle- 


. Siásticos. 


E] senador ponente, Gregorio Becerra, unificó los dos pro- 
yectos, el gubernamental y el de López Botero, e introdujo 
novedad en cuanto a que el divorcio civil también podía pro- 
nunciarse para los matrimonios católicos, que cuedarian sin 
efectos civiles en caso de divorcio, dejando subsistente sola- 
mente el vínculo sacramental !. E 

Mas en la ültima sesión del ano de la Comisión Primera 
del Senado, el 4 de diciembre de 1974, el Gobierno declaró que 
sólo apoyaba la disolubilidad del contrato civil, mas no del 
vínculo católico ?, posiblemente por declaraciones que sus dele- 
gados habían hecho en este sentido durante la discusión .del 
Concordato. El Ministro Reyes declaró en la Comisión Primera 
que el proyecto del ponente Becerra violaba la Constitución 
y nose ajustaba al nuevo Concordato, pero no pudo explicar 
por qué ?. 

Clausuradas las sesiones del Congreso de 1974, y aún sin 
aprobar el Concordato, el proyecto de divorcio quedó pendien- 
te para la legislatura de 1975. 


28. El caso de la gobernadora de Risaralda. 


El Presidente López nombró gobernadora de Risaralda a 
la señora Dora Luz Campo de Botero, casada católicamente 
en primeras nupcias, divorciada civilmente en el exterior y 
Vuelta a casar por lo civil allí mismo. 


| El obispo de Pereira y el Coadjutor de la misma ciudad, 
objetaron el nombramiento para ese cargo político “por ofen- 
a sentimientos cristianos y la dignidad del pueblo risaral- 
ense”. 


. El Presidente aprovechó esta ocasión para sentar la opi- 
nión del Gobierno acerca del punto *, y afirmó que cuando 
lormaba parte de la Comisión Asesora de Relaciones Exterio- 
res y se discutía en ella el Concordato, el Ministro Vázquez y 


El Tiempo, 8 de noviembre de 1974. 
Id., del 5 de diciembre de 1974. 

Id. 

El Tiempo, 5 de marzo de 1975. 
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sus asesores le aseguraron que eran legitimos los hijos de log 
matrimonios declarados nulos por no haber observado la Ley 
Concha o no haberse celebrado mediante un divorcio extran- 


LÀ 


jero, matrimonios que no eran inexistentes sino nulos, pero 
cuya nulidad debía ser declarada por sentencia judicial. : 


Afirmó el Presidente: 


Elevar a la categoria de una descalificación por mala - 
conducta de una persona su divorcio y matrimonio ` 
posterior por una legislación extranjera es algo que - 
legítimamente puede hacer la Iglesia Católica, pero - 
que el Estado debe respetar como un privilegio del . 
fuero interno de cada ciudadano. De otro modo el . 
divorcio civil para el matrimonio civil, que la Iglesia ` 
Católica implicitamente admitió como una posibili- 

dad, frente de la autonomia de la legislación colom- 


biana, a la luz del nuevo Concordato quedaría bur- |. 
lado, si, al mismo tiempo, la Iglesia aspirara no sola- == 


mente a desconceptuar a las personas divorciadas, 


como es su derecho, sino que el Estado también las = 
discriminara, lo cual constituiría una invasión en el ^. 


fuero interno de los ciudadanos. 


Rehusó el Presidente acceder a la presión pública en el sd 


caso de que se trataba, y dijo no podía declarar insubsistente 


el nombramiento de la Gobernadora a quien consideraba per- ^. 


sona honrada y de comportamiento social que hacía impro- 


cedente la amonestación pública de la diócesis de Pereira, Y .- 


agregó que: 


“Lo que ciertamente no puedo hacer, es sentar el 


precedente discriminatorio de que solamente la per- ~ 
sona casada por el rito católico y no divorciada pueda e 


desempeñar cargos públicos en Colombia. | 


“La conducta de quienes no participan de nuestras  .. 
creencias es algo eminentemente personal, pero, para . 


quien está al frente del Estado Colombiano la pos! 
| cién tiene que ser la de que, aún siendo reprobable 
el matrimonio civil para los católicos, no constituye 


una ofensa para la sociedad el practicarlo, según, à => 


mi entender, y al de otros colegas de la comisión 
asesora, se nos explicó en el curso de las deliberacio- 


nes sobre el Concordato, cuando se dio por sentado . a 
gue la Iglesia admitía la soberanía del Congreso Na- = 


cional para establecerlo”. 
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El pensamiento del Presidente López fue ampliado en la 
‘ carta que su Secretario Jurídico envió al ex-Presidente Carlos 
Lleras Restrepo, en respuesta a algún comentario suyo, en la 


cual le confirmó que las autoridades administrativas deben . 


presumir la validez de los matrimonios civiles en el extranjero, 

aunque conozcan la existencia de un vínculo anterior, mientras 
no se les aduzca un fallo judicial ejecutoriado y en contrario 
pues sólo a los jueces compete decretar la legalidad o nulidad 


. de aquellos actos. 


Jg. La complejidad del problema planteado quedó en claro 
-. eon las preguntas que en seguida hizo el mismo Carlos Lleras 
al Ministro de Relaciones Exteriores, a las cuales éste no res- 


. pondió nunca: 


“Primera: Considera el Gobierno que un ciudadano 
colombiano que se haya casado por los ritos de la re- 
ligión católica se puede divorciar válidamente ante 
un juez civil de país extranjero? 


“Segunda: Si la respuesta es afirmativa, ¿cuál es la 
razón pàra tener como válida la sentencia de divorcio 
que pronuncie un juez extranjero, al tiempo que tal 
sentencia no puede ser pronunciada por un juez na- 
cional? 


“Tercera: Si la respuesta a la primera pregunta es 
negativa, ¿considera el Gobierno que puede casarse 
válidamente por lo civil en el extranjero quien está 
aün ligado por el vinculo canónico a otra persona? 


¿Y por qué razón se considera válido el matrimonio 
que en tales condiciones se celebre en el extranjero 
cuando el matrimonio civil no tendría validez en Co- 


lombia? 


“Cuarta: ¿Si se considera que tiene vida jurídica el 
matrimonio civil que contraiga una persona ligada 
aún por el vínculo canónico, no se configura al cele- 
brarlo el delito de bigamia? | 


inccr O NTN 
1 La Nueva Frontera, N° 24 de 5 de abril de 1975. 
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“Quinta: ¿El matrimonio civil contraído en el ex. i 


tranjero por una persona casada antes según los 
ritos canónicos deja sin valor alguno los derechos 
del otro cónyuge? ;O, por el contrario, éste puede 
invocarlos? 


“Sexta: ¿Enel caso, por ejemplo, de que el Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales tuviera que pagar 
el seguro de una persona colocada en las circunstan- 
cias descritas arriba, lo cubrirá al cónyuge sobrevi- 
viente que celebró el matrimonio por el rito católico 
o al que es casó después por lo civil sin que se hubiera 
desatado el vinculo canónico? 


«Séptima: ¿Quién hereda la porción conyugal en caso 
de muerte: el cónyuge que se casó primero por el 
rito católico o el del segundo matrimenio contraído 
conforme a la ley de un pais extranjero? 


“Octava: ¿El Estado, al expedir la cédula de identi- 
ficación O el pasaporte a una mujer casada civilmen- 
te en el extranjero con un colombiano que estaba 
aún ligado por el vínculo canónico, le da el apellido 
del marido? ¿Para expedir los mismos documentos 
le puede negar el apellido del marido a la primera 
mujer? 


“Novena: En resumen, ¿los efectos civiles que el Con- 
cordato reconoce al matrimonio católico desaparecen 
por virtud de la sentencia de un juez extranjero aun- 
que tales efectos tengan que cumplirse en el territo- 
rio naciona1? ¿El vínculo creado por el matrimonio 
canónico no vuelve a tener valor sino cuando el ma- 
trimonio civil venga a ser declarado nulo por una 
sentencia de juez colombiano? ¿Pueden considerarse 
simultáneamente válidos, mientras no intervenga 
una sentencia de nulidad, el matrimonio católico 
contraido en Colombia y el matrimonio civil con- 
traído posteriormente en el extranjero?" !. 


Estos interrogantes sobre el matrimonio tal cual existía, 
y los problemas que suscitaba, que se intentaba regular en el 
nuevo Concordato, quedaron en pie aún después de la promul- 
gación del Concordato de 1973, y eran de aquéllos que se in- 
tentaron. resolver con la ley de divorcio que había de propo- 
nerse, como veremos enseguida. 


— MÀ — €@€ 


1 La Nueva Frontera, N° 25 de 12 de abril de 1975. 
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99. El debate sobre el divorcio: El ponente 
Gregorio Bacerra. 


Más cue en el Congreso, el debate sobre el divorcio se 
- hizo por la prensa y en los libros, donde los interesados expu- 
= sieron diversos puntos de vista, que examinaremos en este 
parágrafo y a continuación. | 
o Primeramente, el del ponente en el Senado, Gregorio Bece- 
. rra Becerra !, quien partía del deslinde de los campos de acción 
de las dos potestades, el Estado y la Iglesia, dando a las normas 
"religiosas validez jurídica sólo como emanación del recono- 
cimiento que de aquéllas haga el Estado porque, según él, “no 
pueden existir en un mismo territorio dos poderes políticos, 
dos Estados”. Sin renunciar el Estado a su soberanía, tiene que 
reconocer como personas jurídicas perfectas a las organizacio- 
nes religiosas por cuanto aquél se ha. comprometido a garan- 
tizar la libertad de conciencia y de cultos. 


Reconoce Becerra validez a los Concordatos, auncuando 
la Iglesia no tenga soberanía territorial. 


Considera Becerra que la libertad y la tolerancia religiosas 
del Concilio Vaticano II ya estaban consagradas en las cons- 
lituciones colombianas desde siempre, con lo cual se aproxi- 
maron Estado e Iglesia pero regulando sus relaciones en el 
Concordato en condiciones de reciproca deferencia y mutuo 
respeto, lo cual significa que ni el Estado interfiere en el 
matrimonio canónico ni la Iglesia en el civil, ni en los efectos 
civiles del canónico, cuya regulación deja al Estado. 

Nada se opone, segün Becerra, a que el Estado decrete la 
cesación de los efectos civiles de los matrimonios canónicos, V 
su cancelación del registro civil “cuando la armonía social y 
el Justo Orden Público (sic) así lo exigen”. 

El Senador Becerra no cayó en la cuenta de que el Estado 
da "pleno efecto civil" al matrimonio católico en. el Concor- 
dato, por lo cual no le podían retirar esos efectos decretando 
el divorcio para los matrimonios católicos. Pero para el Sena- 
dor Becerra eso recortaría indebidamente las atribuciones del 
Estado e implicaría desigualdad entre las partes del Concorda- 





1 Matrimonio, divorcio, esencia y consecuencia de la soberanía 


i 


del Estado, en Lecturas Dominicales de 16 de marzo de 1975. 
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to, ya que el Estado quedaría supeditado a la iglesia v no 
podria cumplir sus obligaciones para con los asociados en el 
sentido de facilitarles la búsqueda de la felicidad. 


Así, pues, cara el dicho Senador no existía obstáculo en 
el Concordato para que el Congreso decretara el divorcio para 
los matrimonios canónicos, dejando a éstos sin efectos civiles. 


30. El detate sobre el divorcio. 
Andrés Holguín y Antonio Rocha. 


. En primer lugar, Andrés Holguín pidió ave no se canjea: 
ran las ratificaciones del Concordato de 1973 y que en su lugar 
se denunciara el de 1887; pero comprendiendo que el Presi- 
dente López no había sido partidario de esa fórmula, Holguin 
decidió examinar el problema del divorcio a la luz del nuevo 
Concordato !. | 

El Presidente López había ofrecido el divorcio civil a los 
colombianos durante su campaña presidencial, pero en tanto 
que él entendía que era sólo el divorcio para el matrimonio 
civil, éstos interpretaron que lo era para el canónico. En todo 
caso, el proyecto de López (que era ambivalente), no fue apro 
bado en el Congreso de 1974. Mas para Holguín el dicho pre 
yecto fue rechazado por “las fuerzas movidas directamente 
por la Iglesia Católica”, cuya posición no comprendía pues los 
casados civilmente quedan excomulgados, fuera de la Iglesia. 
y a ésta ¿qué le interesa lo que aquéllos hagan con su matrimo 
nio civil? 

No habiendo divorcio para los matrimonios católicos y t" 
niendo ellos efectos civiles, le atrajo a Holguín la idea de AU 
el Estado obtuviera la facultad de “invalidar los efectos civiles 
del matrimonio católico” para que los así casados pudieran 
divorciarse y contraer un nuevo matrimonio válido, o sea = 
fórmula italiana de la Ley Fortuna. Esta era la solución | € 
Senador Becerra, la cual hizo fracasar en el Congreso 109 pro- 
yectos unidos sobre el divorcio. 


cio, P > 


1 Gobierno en un estado confesional: Matrimonio y divo? 
El Tiempo de 6 de abril de 1975. 
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Holguín vio claramente que el Congreso colombiano ya no 
podía hacer tal cosa estando vigente el Concordato de 1373, 
pero sostuvo que “es antijuridico que los ciudadanos quedan 
divididos en dos categorias: divorciables y no divorciables. Lo 
cual torna la ley inoperante por desueta y los ciudadanos 
tienen que buscar remedio a sus males en un matrimonio 
civil en el exterior". Y el Concordato de 1973 dejó bien “tapo- 
nada" la vía de escape (para impedir la adopción de ley como 
ia Fortuna italiana), pues en tanto que el de 1887 solamente 
dejaba a la jurisdicción eclasiástica las causas de nulidad del 
vínculo, el de 1973 añadió también las causas de disolución, 
con lo eual impide cualquier medio dado por 1a ley civil para 
que los jueces del Estado decreten la disolución del vínculo 
de los matrimonios católicos. “El dilema es clarísimo —dijo 
Holguin—: la invalidación de los efectos civiles del matrimonio. 
católico (como en Italia) disuelve o no disuelve el vínculo. 
Si lo disuelve, Colombia viola el Concordato de 1973. Si no lo 
disuelve, e) matrimonio sigue vigente y los que lo celebraron 
no pueden contraer un segundo mairimonio válido". La solu- 
dón del problema tampoco tiene esperanza por el lado de la 
Corte Suprema, la cual declararía inconstitucional toda ley 
violatoria del Concordato. 


Rechazó Holguín la propuesta del Senador Recerra, de 
"cancelar" el registro civil luego de una sentencia de divorcio, 
la cual “no resulta jurídicamente aceptable por ser la inscrip- 
ción sólo una formalidad que, además, el Estado, por el Con- 
cordato, debe hacer, y que no puede invalidar sin violarlo”. Y 
agregaba Holguín: “Si se entiende que la invalidación de ese 
registro disuelve el vínculo, el trámite no podría ser ante los 
Jueces del Estado sino ante los tribunales eclesiásticos (artículo 
9? del nuevo Concordato); y si no lo disuelve, no puede haber 
Un nuevo matrimonio. Es decir, que no habría juez del Estado 
ante el cual pudiera surtirse el trámite propuesto por el parla- 
mentario Becerra. La situación sigue ‘taponada’ ”. 


Era evidente vara Holguín que el Concordato prohibe a 
las funcionarios del Estado que se ocupen de la disolución del 
“neulo matrimonial (por aguello de los “plenos efectos ci- 
Miles” y de “la disolución del vínculo”) por lo cual no hay 
‘alida ni esperanza para quienes anhelan una “solución jurí- 
Ca propiciada, si no por la Iglesia, al menos por el Estado”. 
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El galimatias jurídico cue se creó desde la Ley Concha 
no quedó destruido por el nuevo Concordato. Al respecto dice 
Andrés Holguin: 


“XIV 


“Se ha dicho —se dijo hasta el cansancio en otro 
debate televisado— que la nulidad del matrimonio 
católico (siendo cada día más ancho el abanico de 
las causales) puede remplazar al divorcio. Y se pre- 
gunta: entonces, ¿el divorcio para qué? Basta acudir 
a la nulidad canónica. 


“Esto es confundir las nociones més elementales. Una 
cosa es que, al celeprarse el matrimonio, exista una 
causal de nulidad, que permita luego a los jueces 
eclesiásticos invalidar el acto. Otra, muy distinta, es 
que, siendo el matrimonio plenamente válido, surja, 
posteriormente, un motivo suficientemente poderoso 
para que justifique romper del todo la vida en común 
de los cónyuges. Y que permita a uno de ellos, o a 
ambos, contraer vélidamente un segundo enlace, 
Es el divorcio, tal como está instituido en todos los 
paises civilizados. Pero divorcio no es nulidad. Y la 
nulidad no puede remplazar jamás al divorcio; son 
dos fenómenos jurídicos que Operan en casos entera- 
mente distintos. 


“(Además, la búsqueda de causales ficticias de nuli- 
dad, destroza. psicológica y emotivamente a los con- 
yuges y a los hijos). 


“XV 


“Dentro del triste cuadro que atrás he trazado, que 
es el de un Estado confesional que parece no habe! 
llegado todavía al siglo XX, es apenas natural que sé 
presenten episodios tan lamentables y pintorescos 
como el del veto de los obispos a la posesión de la 
gobernadora de Risaralda. Veto: aunque los obispos 
no le pusieran ese nombre. El país conoce suficiente- 
mente lo ocurrido. Frente a la autonomía del Estado, 
triunfó el veto. Y queda como precedente sombrio. 
mañana podrá ser vetado cualquier otro funcionario. 
Si resultó eficaz, tan terriblemente eficaz en el c250 
de Risaralda, ¿por qué no en otras regiones y a Otros 
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niveles? Es el antiguo régimen de misiones, extendido 
a todo el pais. Y sin necesidad de pactos, por el solo 
valor de las cláusulas concordatarias y de la tradicio- 
nal injerencia de la Iglesia en los asuntos políticos 
del Estado colombiano. 


“Y si mañana viene otro veto eclesiástico, explícito 
(ya algunos de menor cuantía han aparecido; el mal 
ejemplo cunde), la jerarquía podrá justificarlo invo- 
cando la cláusula primera del Concordato, ya citada. 
Todo ello es posible dentro de un Estado confesional 
que, con un-Concordato como el del año pasado, es- 
tablece el co-gobierno'. ¿Por qué quejarnos? 


“Es cierto, sin embargo que el veto de los obispos de 
Pereira ha contribuido a debilitar la posición de la 
Iglesia. V que hubo un inmenso respaldo público a 
la gobernadora, lo que significa un general repudio 
del veto episcopal. Si hoy hubiera un plebiscito sobre 
divorcio y concordato, no hay duda de cuál sería la 
respuesta del pueblo colombiano. 


“XVI 


“Queda otra cuestión de mucha trascendencia, que 
el Presidente López Michelsen analizó en su carta a 
los obispos. Es esta: ¿qué validez tiene un segundo 
matrimonio civil, cuando sigue vigente el matrimonio 
canónico anterior? Muchos equívocos han jugado en 
esta materia. 


“Jurídicamente, hay actos inexistentes, nulos y ple- 
 namente válidos. Los primeros son los que no tienen 
ni siquiera la posibilidad o la apariencia de existir, 
como una venta de inmueble por documento privado 
o el matrimonio celebrado por dos personas del mismo 


sexo. Los segundos, los que adolecen de alguna causal 


que los invalida legalmente, como un vicio en el con- 
sentimiento. Y los terceros, los que, cumpliendo las 
formalidades propias del acto, no adolecen de causal 
alguna (de las gue taxativamente enumera la ley) 
que permita anularlos. 


“Un segundo matrimonio civil, celebrado en Colom- 
bia por inadvertencia o error del juez (por ejemplo, 
por desconocimiento del vínculo anterior) o en el 
extranjero mediando un divorcio previo que allí es 
enteramente legítimo, ¿cómo puede clasificarse? ¿Es 
inexistente, nulo o válido? Pienso que es nulo ya que 
la ley colombiana define como tal al que ha sido 
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contraído cuando está vigente otro vínculo matrimo: 
nial. (El caso del celebrado en el exterior es discuti. 
ble, pues cabría la posibilidad de sostener que el acto 
se rige por la ley del pais donde se efectúa, ‘locus regit 
actum’. Y como respaldo podría aducirse la doctrina 
de la Corte Suprema segün la cual el matrimonio del 


colombiano soltero en el exterior es plenamente vá. 
lido, sin la abjuración de la Ley Concha). Pero, in- 
clusive aceptando que el segundo matrimonio, el civil 
sea nulo, es en todas formas un acto gue debe ser 
declarado nulo por la rama jurisdiccional. V, mien- 
tras así no ocurra, debe presumirse enteramente 
válido. Sucede por ello, aue los efectos cumplidos bajo 
el imperio de un acto nulo. están en gran medida. 
protegidos por el derecho, hasta el punto de que, como ` 
lo recordó oportunamente el Presidente López en su - 
carta a los obispos, los hijos de un matrimonio nulo : 
son hijos legítimos, según lo establece nuestro Código : 
Civil (artículo 149). i 


“Esto significa que un segundo matrimonio (aunque. 
teóricamente pueda dar lugar a una denuncia por ' 
bigamia) se presume válido mientras los jueces no lo. 
declaren nulo. Alli es donde, jurídicamente, estaba . 
más viciada la actitud de los obispos pereiranos, pues ~. 
estaban desconociendo un matrimonio en principio: 
válido, que los jueces no habían anulado. Ellos alega- ^ 
rían que el veto era de carácter moral; pero cuan ^ 
difícil resulta, a la luz de ética cristiana, justificar <: 
esa actitud carente de la esencial virtud cristiana: = 
la caridad, el amor. Desenfoque jurídico, desenfoque . 
moral. 


“XVII 


“Sobre este mismo punto terció el doctor Carlos Lle- 
ras Restrepo desde una nueva frontera jurídica. Baj0 
el título de ‘una extraña tesis jurídica’ criticò al Pre- 
sidente López por sostener la misma que acabo de 
exponer o sea la necesidad de que el segundo matri- 
monio sea declarado nulo por la rama jurisdiccional. 
‘Semejante interpretación —dice el doctor Lleras— 
no resiste el menor análisis ni a a la luz del antiguo 
Concordato ni en presencia del nuevo texto. Como € 
vinculo que crea el matrimonio catélico no puede ser 
desatado por la sentencia de un juez, sea este nació” 


nal o extranjero, ya que las causas de disolución 9E 
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dad canónica y van a seguir siéndolo, el matrimonio 
civil que se contraiga en el exterior tiene gue consi- 
derarse inexistente... Si no se acepta este criterio 
—continüa— llegaríamos a la necesidad de tener 
como bigama a la persona que, estando aún ligada 
por el matrimonio católico, contrae un matrimonio 
civil". 


“En este punto concreto estoy de acuerdo con el 
doctor López Michelsen, y no con el doctor Lleras Res- 
trepo, aunque este me cite en apoyo de su interpre- 
tación. Lo que yo he sostenido es, precisamente que 
el segundo matrimonio debe presumirse válido mien- 
tras no sea declarado nulo judicialmente. Y pienso 
que ese segundo matrimonio, celebrado en el exte- 
rior, es un acto ‘nulo’ y no un acto “inexistente”. Si 
el nuevo vínculo está celebrado por ejemplo, en Ve- 
nezuela, ante el juez competente allí, con todas las 
formalidades que la ley venezolana exige, ¿puede pen- 
sarse que ese acto es inexistente? No. Jamás. Además: 
alli es plenamente válido, lo aue no es poca cosa. 
Puede gue tenga un vicio de nulidad” ante la ley 
colombiana. 


“En efecto: el artículo 140 del Código Civil dice que 
el matrimonio (civil) es nulo: *...120—Cuando res- 
pecto del hombre o de la mujer, o de ambos, estuvie- 
re subsistente el vínculo de un matrimonio anterior”. 
Este artículo resulta decisivo en la polémica, pues 
es el propio legislador quien establece que el segundo 
matrimonio es ‘nulo’ (no inexistente) cuando sub- 
siste un vínculo matrimonial anterior. El hecho de 
que un juez civil no pueda legalmente disolver el 
matrimonio católico (ni a la luz del antiguo ni a la 
sombra del nuevo Concordato) es precisamente lo 
que constituye la causal de nulidad. Pero no implica 
‘inexistencia’ del acto. El artículo 146 del Código 
civil agrega aue la nulidad del numeral 12 no es sub- 
sanable ‘y el juez deberá declarar. aun de oficio, 
nulos los matrimonios que se hayan celebrado en con- 
travención a aquellas disposiciones prohibitivas’. E! 
hecho de que el juez deba declarar la ‘nulidad’ de- 

muestra que no se trata de un acto inexistente. | 


“La distinción que puede establecerse, a la cual alude 
el texto legal citado, es entre nulidades relativas, sub- 
sanables, y nulidades absolutas, no subsanables. La 
primera, como en el caso de la edad de un contra- 
vente. La segunda, como en el evento de un vínculo 
matrimonial anterior. Pero la circunstancia de que 
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se trate de nulidad absoiuta no significa aue no deba 
ser declarada judicialmente. Tiene que serlo y, mien- 
tras tanto, el matrimonio se reputa válido. 


“La conclusión gue de allí extrae el ilustre expresi- 
dente Lleras no es tampoco válida: la persona que, 
estando casada por lo católico, contrae un segundo 
matrimonio en el exterior, no es bigama, pues ese 
segundo acto, aunque sea nulo, no es delito en el 
país donde se efectúa. Esta polémica lo que demues- 
tra, hasta l2 saciedad, es la imperiosa. necesidad de 
modificar nuestra legislación. Y establecer que Co- 
lombia reconoce validez al matrimonio y al divorcio 
efectuados en el exterior. (En lo que sí estoy entera- 
mente de acuerdo con el doctor Lleras Restrepo es 
que, bajo el mandato oscuro del nuevo Concordato, 
no puede propiciarse la tesis del senador Becerra). 


“Màs a fondo, lo que Colorabia requiere es un nuevo 
régimen en materia matrimonial. A ello solo se lle- 
gará cuando se establezca que el único matrimonio 
reconocido por el Estado es el matrimonio civil. Pero 
esta solución solo será posible cuando desaparezca 
el régimen concordatario actual. ¿Cuándo podrá ocu- 
rrir esto? No lo satemos. El nuevo Concordato —ya 
lo observé— está suscrito, como el anterior, a térmi- 
no indefinido. Zn notas de cancillería, posteriores, se 
ha indicado que se estudiará una revisión dentro de 
diez años. ¿Y si no hay acuerdo para esa reforma? 
Si no hay acuerdo continuará vigente el Concordato 
de 1973; aunque entonces el Estado tendría ya una 
razón valedera para proceder a denunciarlo. Es una 
esperanza, una remotísima esperanza. En tales cir- 
cunstancias, lo más aconsejable es buscar la aboll- 
ción del régimen concordatario —como lo han hecho 
los países vecinos a Colombia— mediante un franco 
dialogo entre el Estado y la Iglesia Católica. ¿Sera 
ello posible algún día?”. 


Pero, como dice Holguín, sobre la aprobación del Concor- 
dato de 1973: “El Gobierno insistió —sin esgrimir razones. El 
Congreso aprobó el Concordato— sin oír razones” y los oposi- 
tores del Concordato, como él, fueron derrotados sin que sus 
argumentos hubieran sido rebatidos. 


En segundo lugar, saltó a la liza el negociador liberal del 
Concordato de 1973, Antonio Rocha, por “la alusión indirecta 
y sin nombre propio" que le hizo Andrés Holguín. Éste 






















EL DEBATE SOBRE EL DIVORCIO: HOLGUIN ROCHA 1223 |. 


escribió en el artículo citado que una ley de divorcio del ma- 
trimonio católico no era posible pues la Corte la declararía 
inconstitucional, ya que la solución italiana de disolución del 
vínculo por los jueces civiles “la taponaron los negociadores 
eclesiásticos y los del Gobierno ingenuamente cayeron en la 
celada" al aprobar la frase “o a la disolución del vínculo" del 
artículo 89". 


Critica Rocha la sentencia de la Corte del afio 1841, re- 
prochándole haber declarado inexequible la ley de cementerios 
hecha por él en gobierno de López, puesto que la Corte, proyec- 
tando el Concordato al plano del derecho internacional, único 
competente para decidir sobre la violación de un tratado, se 
niega competencia a sí misma, a la Corte, para declarar incons- 
titucional ley del Estado oue aprueba tal tratado. 


Pero omitiendo sacar las conclusiones de su tesis, Rocha 
salta ensegunda a decir que la famosa frase “o a la disolución 
del vínculo" no es de los negociadores sino que la agregó el 
“alto gobierno” (¿Pastrana o Vázauez?). Y enseguida acude 
alas interminables citas de todos los jerarcas liberales y sa- 
cerdotales ave han aprobado todo lo hecho desde 1937 hasta 
1973 por los liberales en materia de concordatos! Mas a 
pesar de que trata, equivocadamente, de “texto razonado" 
el libro de Vázquez Carrizosa. sobre el Concordato ?, donde se 
halla el texto definitivo de éste con la adición de la dicha 
frase, no pudo acudir a las Actas de las negociaciones para 
sustentar su aserto, pues no están publicadas (¿y es que exis- 
ten?). Y nadie después io ha apoyado o contradicho al res- 
pecto. No se sabe, pues, a menos que se publiquen las Actas, 
quien agregó la mencionada frase. 

Por otra parte, rechazó Rocha indignado la posibilidad 
de que se dictara tal Ley de divorcio (que Holguín había dese- 
chado enteramente), propuesta que achacó injustamente a 
Holguín, como camino sesgado y sin gallardía alguna. La final 
admonición de Rocha a la para él “rabiosa” afirmación de 
Holguín, es aún más dura: 


ET aaa 

1 Aquello del mutuo respeto y la recíproca deferencia, en el Ma- 
gazin Dominical de 15 de junio de 1975. 
T Ob. cit. El Concordato de Colombia con la Santa Sede, Bogotá, 

















1224 





EL CONCORDATO DE 1973 


“Hay, pues, un ambiente de lealtad que rige las rela. 

ciones de la Iglesia y del Estado, primero como con- 
trato o tratado, presididos, como todo convenio, por 
la buena fe y la rectitud de la vida comùn, y después 
por la reciproca deferencia y mutuo respeto previsto 
por los constituyentes en varios preceptos de la Carta 
Fundamental, renidos con el recurso curialesco de 
buscar el divorcio vincular de los matrimonios cató- 
licos por el medio sesgado del pretexto de regularle 
los efectos civiles del matrimonio, o sea de crearle o 


darle vida, precisamente cuando lo destruye, que es 


lo contrario”. 


Por su parte Andrés Holguín publicó una respuesta a las 


afirmaciones de Rocha. En su artículo titulado E! Concordato, 
serie de errores acumulados *, dijo Holguín que las observa- 
ciones de Rocha sobre la famosa frase de la nulidad y disolu- 
ción, y la doctrina de la Corte, no tenian demasiada trascen- 
dencia, y que el problema era otro. 


1 Magazín Dominical, de 6 de julio de 1975. 


Dijo allí Holguín : 


“Pienso que ni una cosa ni otra son de demasiada 
trascendencia. Ni interesan mucho a la opinión. El 
problema es otro. Lo grave, lo supremamente grave 
fue que Colombia aceptara las cláusulas del nuevo 
Concordato, que, entre muchos otros defectos, tiene 
orecisamente el de cerrar toda posibilidad para que 
los innumerables matrimonios católicos desavenidos. 
o dramáticamente rotos, puedan hallar una. solucion 
favorable, si no frente a la Iglesia —para la cual el 
matrimonio es indisoluble— al menos ante la ley y 
el Estado colombianos. 


“¿Qué los negociadores colombianos y el Gobierno 
procedieron a conciencia? Es de lamentarlo. ¿QUE 
los negociadores presentaron una fórmula distinta? 
Bay que observar que era distinta solo en su redac 
ción, pues atribuía a los jueces eclesiásticos “as 
causas que afecten el vínculo de los matrimonios 
católicos”, de modo que —respecto de la posibilidad 
de invalidar sus efectos civiles mediante un trámite 
de divorcio— equivale exactamente a la cláusula fi- 
nalmente aprobada. 
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“¿Que la doctrina de la Corte Suprema es errónea? 
Esa es una polémica del doctor Rocha con la Corte. 
No conmigo. Pues yo nunca he dicho que esté de 
acuerdo con esa doctrina. Me he limitado a afirmar 
que si ei Congreso dicta una ley como la italiana 
—que permita invalidar los efectos civiles del matri- 
monio católico— lo más probable es que la Corte 
Suprema la declare inconstitucional. por ser viola- 
toria del Concordato, de acuerdo con la doctrina que 
esa corporación ha sentado sobre el particular. ;Que 
el doctor Rocha tenga reparos a esa doctrina? ¡En- 
horabuena! Y ojalá la Corte, llegado el caso, los tenga 
en cuenta. 


“Pero no es que la Corte Suprema haya confundido 
lamentatlemente un convenio con la Constitución. 
Ha sostenido que, como el tratado compromete al Es- 
tado, todo entero, no puede una de sus ramas, como 
la Legislativa, dictar normas que lo quebranten. Y 
que, si lo hace, la nueva ley viola indirectamente 1a 
Constitución, que atribuye al presidente 12, dirección 
de las relaciones internacionales. 


"Sostiene el doctor Rocha que, en el caso aludido, la 
Corte. Suprema no es competente. Piensa que 'son 
otras las vías v otras las entidades, Corte Interna. 
cional de La Haya, por ejemplo, las llamadas a cono- 
cer y fallar esas demandas. pero a peticion, no de 
un particular, como decia, sino de los Estados partes 
en el Tratado internacional’. Es tesis muy discutibile 
v peligrosa, pero que celebro ver expuesta por el 
ilustre jurista, pues ello llevaría a que si el Congreso 
dictara una ley como la italiana sobre divorcio, u 
otra que derogara la aprobatoria del Concordato, se- 
ria la Santa Sede la que tendría due recurrir a un 
tribunal internacional para enderezar el entuerto. 
Y mientras tanto, la nueva ley quedaria vigente. 


“¿NO ES INDISPENSABLE EL REGIMEN 
CONCORDATARIO? 


“En medio de todo ello, hay algo que me ha dejado 
perplejo. Dice el doctor Rocha, al criticar la sentencia 
de la Corte Suprema, dictada en 1941, que de ese 
fallo proviene la creencia general de que cuando el 
artículo 53 de la Constitución indica que el gobierno 
‘podrá’ celebrar convenios con la Santa Sede ‘hay 
que leer que debe celebrarlo”, tesis con la cual se 
muestra inconforme el embajador, pues “si ello fuera 
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así, constituiria una inexplicable orden para el jef: 
del Estado contraria a la simple vista v oído a la letra 
clara de la carta’ —segün agrega el doctor Rocha, 


“Mi sorpresa proviene de que, cuando el doctor Ger- 
mén Zea Hernández y yo tratamos de demostrar. 
hesta la saciedad, due no era necesario celebrar un 
Concordato, que la Constitución en parte alguna lo 
exige y que la norma del artículo 53 constituye una 
simple autorización o facultad que el Constituyente 
otorga al Gobierno, fueron los defensores del nuevo 
pacto, con el doctor Echandía a la cabeza, quienes 
impuenaron fuertemente esa tesis en la Comisión II 
del Senado. Y sostuvieron que era absolutamente in- 
dispensable el régimen concordatario. Fara prescindir 
del Concordato -—sostuvo el doctor Echandia— ha- 
bría cue modificar la Constitución. 


“Hay que celebrar sin duda que el doctor Rocha se 
halle de acuerdo con esa tesis, pero hay que lamentar 
que no la hubiera expuesto en la comisión del Sena: 
do, pues ello habría podido modificar sustancialmente 
la decisión que se adoptó al aprobar el Concordato. 
Los congresistas lo aprobaron en el convencimiento 
de que el régimen concordatario era indispensable 
a la luz de la Constitución. Una palabra del doctor 
Rocha los habría hecho cambiar de opinión. Me pa- 
rece que ahora esta polémica del doctor Rocha tiene 
que ser con el doctor Darío Echandia. 


“¿UN CAMINO SESGADO? 


“Per lo demás, yo no he sugerido jamás que el Go- 
bierno y los negociadores colombianos adoptaran un 
camino sesgado y sin gallardía —son las palabras 
del doctor Rocha— para llegar al divorcio del ma- 
trimonio católico. 


“Creo que mi posición no ha podido ser más nítida. 
Sostuve, a la luz del sol y a los cuatro vientos, y €M 
polémica pública incluso con el canciller y los doc: 
tores Echandía y Rocha, que era mejor para el pais 
prescindir del régimen concordatario; que ello podía 
hacerse a la luz de nuestra Constitución: que bien 
podía denunciarse el de 1887, dado el cambio radical 
de circunstancias; que, en muchos aspectos, el nue 
vo es peor que el anterior; y que, respecto del reg! 
men familiar, lo aue debía implantarse era V 
matrimonio, civil obligatorio. dejando plena liberta 

para que los creyentes, además, contrajeran el vincu- 
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lo religioso de acuerdo con su conciencia. Ya apro- 
bado el nuevo pacto, he sostenido públicamente, en 
conferencias y en artículos como el que comenta el 
doctor Rocha, que ya no puede adoptarse la fórmula 
italiana (o sea el camino sesgado) porque ello impli- 
caría violar el Concordato. 


“Pienso, eso sí, que manteniendo el mutuo respeto y 
la reciproca deferencia entre Estado e Iglesia, el Go- 
bierno colombiano y sus negociadores habrían podido 
pop a la Santa Sede, en su momento, aceptar 
la invalidación de los efectos civiles del matrimonio 
católico. Abierta y claramente. Esto no implicaba 
sesgo alguno vedado. Es precisamente lo que acaba 
de hacer Portugal, obteniendo una plena aceptación 
por parte de la Iglesia. Se llegó asi, en Portugal, a 
la misma solución gue Italia hubo de imponer por 
medio del célebre plebiscito. Pero nadie puede pensar 
me parece— que Portugal adoptó un camino ses- 
gado y sin gallardía. Todo lo contrario. Reconquis- 
tando el Estado sus legítimos fueros, propuso y 
obtuvo la reforma de su caduco Concordato y esta- 
bleció un régimen en que el católico easado puede 
divorciarse y casarse nuevamente en un acto plena- 
mente válido ante la ley del Estado. 


“¿POR QUE NO SE ABRIO ESTA POSIBILIDAD 
EN COLOMBIA? 


“Si no se quería llegar a la solución que han adoptado 
todos nuestros países vecinos, la de que el mairimo- 
nio civil sea el ùnico reconocido por el Estado, la po- 
sibilidad que quedaba abierta era la que consistía en 
vermitir la invalidación de los efectos civiles del ma- 
trimonio católico. ¿Por qué no se llegó a esta fórmula? 
¿Por qué, a conciencia, se cerró definitivamente esa 
via? 


“El doctor Rocha dice que la tesis del Gobierno y 
los comisionados (que tenian diferencias de matiz 
solamente) tenta el antecedente ‘recto y honorable’ 


del acuerdo celebrado por el doctor Echandía y el 


Vaticano en 1942. Pienso que esta frase es muy reve- 
ladora: indica cuál fue el criterio adoptado en las 
negociaciones. Gobierno y comisionados se anclaron 
en la solución hallada en 1942. Y como fue la que 
suscitò entonces la violenta resistencia del conser- 
vatismo, creyeron que esta fórmula representaba un 
eran avance. Pero olvidaron que habían transcurrido 
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más de treinta anos, que en el intervalo estaba el 
Concilio Vaticano 11 y que el acuerdo de 1942 era 
una timida reforma del Concordato de 1887: ni si. 
quiera era un nuevo Concordato. 


“Pero hay algo muy grave. Es que el texto del nuevo 
Concordato no es, ni siquiera, igual al pacto Maglio- 
ne-Echandia. Este era igual al Concordato italiano: 
es decir, que atribuía las causas de “nulidad” de los 
matrimonios católicos a los tribunales eclesiásticos, 
pero no estipulaba —aue es lo esencial— que los jui- 
cios sobre “disolución” del matrimonio católico fueran 
también de competencia exclusiva de los jueces ecle- 
siásticos. Tampoco empleaba la fórmula propuesta 
por los negociadores del pacto de 1973: las causas 
que afecten el vínculo. Y lo que quedó establecido 
en el nuevo texto es aue todo juicio sobre disolución 
de los matrimonios católicos es de competencia pri- 
vativa de los tribunales de la Iglesia: es lo que im- 
pide que se tramite hoy ante los jueces del Estado 
la invalidación de los efectos civiles del vínculo cató- 
lico. Esto mismo era lo que decía el Concordato cele- 
brado por la Iglesia con Portugal. Por eso, allí se 
necesitó una reforma concordafaria. Y por eso en 
Italia, donde el Concordato no habla de ‘disolución’ 
sino de ‘nulidad’. fue posible expedir la Ley Fortuna 
sobre invalidación de los efectos civiles del matrimo- 
nio católico. 


¡O sea que con el nuevo Concordato se retrocedió en 
materia matrimonial, respecto de lo que se establecía 


‘en el acuerdo Maglione-Echandia de 1942! La dife- 


rencia es radical. Tan importante, que a la luz de 
ese acuerdo de 1942 se habría. podido establecer la 
invalidación de los efectos civiles del matrimonio 
católico. Ello no puede hacerse hoy. a la luz del nue- 
vo Concordato, que siendo isual al anterior de Por- 
tugal, remite las causas sobre “disolución” a los 
tribunales eclesiásticos. Todo esto es oscuro para el 
público lector —bien me doy cuenta—, pero precisa 
mente por ello hay que tratar de aclararlo. 


“Lo que resulta más desconcertante es que el doctor 
Rocha cree que la fórmula concordataria adoptada 
en Colombia es igual a la del Concordato italiano. El 
canónigo Romero sostuvo lo mismo en un artículo 
publicado en “El Tiemvo”. Con ese criterio. el doctor 
Rocha empieza su artículo sosteniendo que la Lev 
Fortuna viola abiertamente el Concordato italiano. 
Pero la cosa no es tan sencilla. La Corte Suprema 
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italiana sostuvo lo contrario, al afirmar que con esa 
ley no se violò ni el concordato ni la Constitución. 
¿Por qué? Por la poderosa razón de que el Concor- 
dato italiano no remite a los jueces eclesiásticos las 
causas de 'disolución' sino las de ‘nulidad’ de los 
matrimonios católicos, por lo cual era posible, jurídi- 
camente, que una nueva ley, como la Fortuna, esta- 
bleciera que el mismo Estado que reconoce los efectos 
civiles del matrimonio católico los invalidara me- 
diante un juicio de divorcio. Así el matrimonio queda 
‘disuelto’, en lo que respecta a sus efectos civiles. Y 
la persona puede contraer válidamente otro matri- 
monio ante el Estado. Es esto lo que —para bien o 
para mal— ha quedado vedado en Colombia, en vir- 
tud de la cláusula. concordataria que atribuye la 
competencia de las causas sobre “disolución” del ma- 
trimonio católico a los jueces de la Iglesia: una com: 
petencia “exclusiva”. La situación de Italia y Colombia 
a la luz de los dos Concordatos —el de 1929 y el de 
1973— es. pues, enteramente distinta. Y la solución 
que obtuvieron los italianos, primero con la Ley For- 
tuna y luego con la sentencia de la Corte Suprema 
y con el Plebiscito que ratificó aquella ley. no puede 
lograrse hov en Colombia. El nuevo Cocordato lo im- 
pide. Hoy se requeriría, en Colombia, una reforma 
concordataria similar a la de Portugal. 


LAS PALABRAS DEL CANDIDATO 
LOPEZ MICHELSEN 





“Cita el doctor Antonio Rocha las palabras del can: 
didato López Michelsen en Bucaramanga cuando dijc 
que “con el plebiscito de 1957, el Partido Conservador 
refrendó las reformas liberales de 1936 y 1945, y el 
Partido Liberal acogió la situación creada por el Par- 
tido Conservador en el Gobierno por medio del régi- 
men concordatario’. Nada más cierto histórica y 
doctrinariamente. Y de ahí que yo, como conservador, 
actúe en forma estrictamente lógica, dentro de la 


filosofía política, al tratar de defender las libertades 


consagradas en la Constitución, libertades que en- 
cuentro quebrantadas por el nuevo Concordato. Lo 
que resulta paradójico es que los dirigentes liberales 
—si se exceptúa al doctor Zea Hernández— no de- 
fiendan esas libertades con igual convicción a la 
mía. Y que sea el gobierno liberal y el Congreso de 
inmensa mayoría liberal los gue recomienden v 
aprueben el nuevo Concordato. Porque, inclusive si 
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se aceptara que, politicamente, fuera más aconseja- 
ble continuar con el régimen concordatario, nada 
exigía llegar a un texto como el que se aprobó. 


“El doctor López Michelsen agregó: ‘Otra cosa es 
que la iglesia no acepta discutir sobre ciertos temas 
que son de su dogma: uno de ellos lo constituye pre- 
cisamente la cuestión del divorcio vincular.. °. Pero. 
ocurre que la Iglesia sí acepta discutir sobre ese 
tema. Y sobre cualquiera otro —me parece—. La 
Jglesia es inconmovible respecto de la indisolubilidad 
del matrimonio religioso. No lo es respecto de los 
efectos civiles del vínculo religioso. Se requiera, na- 
turalmente, gue el respectivo gobierno, o sus comi 
sionados, planteen la cuestión. Como —repito— aca- 
ba de hacerlo Portugal. Es claro que la Iglesia no 
acepta nada que sea contrario a su dogma, pero 
acepta que el Estado legisle sobre los efectos civiles - 
de todo matrimonio. Ya dio un paso muy largo al 
adoptar esa política. Y ahora ha dado otro paso de 
mucha trascendencia, al aceptar en Portugal que el 
Estado invalide los efectos civiles del matrimonio 
católico. La Iglesia va, evidentemente, en un proceso 
de ‘aggiornamento’. Pero si gobierno y negociadores 
colombianos pensaban, para empezar a negociar, en 
1972 que la solución ideal era la del pacto de 1942 
—como lo revelan las palabras del doctor Rocha—, 
todo estaba perdido de antemano. Y si, además, con- 
fundian la disolución con la nulidad, no es raro 
que llegaran a una fórmula (la del artículo 89 del 
nuevo Concordato) menos avanzada que la de 1942. 


“LO TRISTE ES ASI 


To triste es así, como dijo el otro. Y la única solu- 
ción que se avizora en el horizonte, para llegar a un 
régimen matrimonial aceptable, es pensar en nego 
ciar otro Concordato, cuando todavía no se ha hecho 

2 canje de ratificaciones para poner en vigencia € 
e 1073. 


“El gobierno anterior, en su momento; el doctor RO 
cha y el doctor Caicedo Ayerbe al negociar el nuevo 
pacto; el gobierno del doctor López Michelsen y © 
Congreso, consideraron que es mejor continuar con 
el régimen concordatario, y, dentro de este, segulr 
reconociendo plenos efectos civiles al matrimonio 
católico, así como remitir las cansas de nulidad Y 
disolución de los matrimonios católicos (¡arabas €% 
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sas!) a los tribunales eclesiásticos (dejando estable- 
cida una doble jurisdicción y una doble legislación 
en el país), sin que los matrimonios desavenidos o 
rotos encuentren solución alguna ante la ley. Es una 
posición a ia vez juridica, política, humana. Yo dis- 
crepo radicalmente de esa soiución. Y, con profundo 
respeto, sigo creyendo que esas fórmulas constitu- 
yeron otros tantos errores. Todo ello muestra, sin 
embargo, que no estoy atacando al doctor Rocha sino 
criticando un vasto proceso estatal que culminó con 
la aprobación del pacto de 1973. Todo lo cual no 
obsta para que yo siga profesando una profunda, 
sincera admiración hacia el doctor Antonio Rocha, 
de quien he sido su discípulo en muchas materias... 
menos en las concordatarias, evidentemente”. 


El debate soore el divorcio: 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 


Por su parte, Marco Gerardo Monroy Cabra, en su artículo 
Matrimonio Civil de los Colombianos en el Exterior *, fue muy 
claro acerca del proyecto de ley de divorcio: 


—_—r e 


“El ar tículo 7 9 del nuevo Concordato reconoce efectos 
civiles al matri monio celebrado de conformidad con 
el derecho canónico y el 80 expresa que las causas de 
nulidad o disolución del vínculo de matrimonios ca- 
nónicos son de competencia de los tripunales ecle- 
siásticos y Congregaciones de la Sede Apostólica. Esto 


significa que no es posible que una ley reconozca el 


divorcio vincular para los casados católicamente por 
cuanto por esencia el matrimonio católico es indiso- 
luble v el Estado lo respeta reconociéndole efectos 
civiles. Además, la disolución del matrimonio católico 
es de competencia exclusiva de los tribunales ecle- 
siásticos y Congregaciones de la Sede Apostólica v 
por tanto ningün juez ni ninguna ley podría otorgar 
competencia a la jurisdicción civil o de familia para 
disolver dicho vínculo. Si se llega a establecer una ley 
sobre divorcios de matrimonios católicos así se hable 
de cesación de efectos civiles, lo cierto es que se disol- 
veria el vínculo canonico, lo cual implicaria aue dicha 
ley sería inconstitucional por violar un Tratado como 
es el Concordato. Si el Estado negoció e! Concordato, 


1 Magazín Dominical, de 25 de mayo de 1975. 
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no lo podía violar pactando divorcio de matrimonios 


católicos y por esto en el proyecto que presentó e]  - 3 


Gobierno se dice que no se aplica el divorcio a los 
matrimonios católicos. La situación colombiana mo 
es la raisma italiana ya que allí el Concordato habla 
de nulidad y dispensa de matrimonio católico, pero — 
en el Concordato de 1973 se habló además de ‘disolu- 
ción? con lo cual se impidió que los legisladores co- 
lombianos copiaran la ley Fortuna no siendo por ende 
hoy posible violar el Concordato estableciendo divor- 
cio vincular de matrimonios canónicos". 


El debate sobre el divorcio: 
el Episcopado colombiano. 


Mientras se desarrollaba el debate sobre el divorcio ocu- 


rrió el canje de los instrumentos de ratificación del Concor- 
dato de 1973, en julio de 1975, en Roma, y el acuerdo entró 
en vigencia. 


En esta ocasión el Secretario General del Epicopado co- 


lombiano, hizo la siguiente declaración !: 


“La opinión publica se ha agitado en estos últimos 
días con ocasión de la ratificación del Concordato, 
pero no precisamente por lo que el Concordato signi- 
fica para la estabilización y los nuevos rumbos de las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado, sino por la 
cuestión del matrimonio civil. ‘Hay que advertir que 
el matrimonio civil no es tratado en el Concordato, 
como es obvio. Se deduce simplemente del hecho de 
que se abolió la Ley Concha, pero el matrimonio civil 
es una institución en la legislación colombiana. La 
consecuencia en ese sector de la ratificación del Con- 
cordato es solamente que los católicos que se casen 
por la Iglesia deben hacerlo como una. opción de fe, 
conscientes de las responsabilidades que ese acto con- 
lleva y no motivados simplemente por el peso de la. 
tradición o la fuerza de la ley, y en ese sentido ese 
hecho representará una mayor autenticidad para los 
matrimonios católicos. 


“Se ha dicho que ahora sí los católicos pueden Ca- 
sarse por lo civil, y esto necesita una explicación: 
pueden hacerlo en el sentido de que la ley civil no 


1 Por boca de su Secretario, padre Jorge Ardila. El Tiempo, 4 de 


julio de 1975. 
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les obliga a optar por determinada forma de matri- 
monio, pero un católico sabe que el matrimonio reli- 
gioso forma parte de su fe, que un católico que se 
case por 1o civil no está en situación correcta ni le- 
gitima ante la Iglesia y que si opta por el vínculo 
civil, se separa de la genuina práctica de su religión. 
“También ha causado impresión el hecho de que el 
gobierno quiera rodear de solemnidad al matrimonio 
civil. Está bien que así sea para que los cónyuges 
caigan en la cuenta de que esa opción es algo serio, 
respetable y comprometedor. Por eso me parece su- 
mamente extraño que al mismo tiempo que se quiera 
dar tal solemnidad al matrimonio civil se hable de 
divorcio de ese matrimonio. Tal posición es contradic- 
toria, porque si se quiere que el matrimonio civil sea 
serio, es absolutamente necesario que sea estable e 
indisoluble”. 


Por su parte la propia XXXI Asamblea Episcopal Colom- 
biana, por entonces reunida, declaró por boca de los obispos 
Darío Castrillón, Pedro Rubiano y Hernando Rojas, “que los 
católicos casados por lo civil no pueden recibir el sacramento 
de la eucaristia ni ser admitidos como padrinos de bautizo ni 
matrimonio” !. | 

Seguidamente la misma Asamblea Episcopal anunció su 
radical oposición al divorcio en su declaración de 14 de julio 
de 1975 * dirigida especialmente al Congreso, en la que exhor- 
tó a éste a no dejarse llevar por la “importación de soluciones 
elaboradas en otras latitudes” que han llevado al fracaso a 
otros pueblos y a reconocer que “hay, pues, limites que no 
es honesto traspasar”. 

Senadores liberales. como Zea Hernéndez y Espinosa Val- 
derrama se mostraron también partidarios de que el Congreso 
legislara el divorcio para matrimonios canónicos, sin parar 
mientes en la disposición concordataria, ya vigente ?. 


——————— 
1 E 
2 E 


l Tiempo, 17 de julio de 1975. 
! Espectador, 18 de julio de 1975. 
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33. El debate sobre el divorcio: imposibilidad de dar 
el exequatur al pronunciado en el extranjero: 
la tesis de Carlos Gallón. 


El artículo 19 del Concordato de 1897 consagraba la ju. E 
risdicción de la autoridad eclesiástica en las causas que afec: = 
taren la nulidad del matrimonio y la cohabitación de los ` 
cónyuges, así como a la validez de los esponsales. De aquí 5 
resultaba que los jueces civiles colomtianos no podían conocer |. 
de las causas de separación, que correspondian exclusivamente PS 


a las autoridades eclesiasticas. 
Apenas perfeccionado el Concordato de 1973, se vio que 


éste cerraba la posibilidad a los colombianos casados cató- A 
licamente, de divorciarse en país extranjero y obtenerun 


exequatur en Colombia para tal sentencia de divorcio. 


Un distinguido tratadista colombiano! encontró que esa 


competencia exclusiva de las autoridades eclesiasticas excluye 
la de los jueces colombianos y también la. de los jueces extran- 
jeros. Y dentro del régimen del Concordato de 1973 también 
queda excluída la competencia de aquellos jueces civiles co- 
lombianos o extranjeros en cuanto a la nulidad o disolución 
del vínculo de Jos matrimonios canónicos, que sólo pueden ser 
declaradas por sentencias proferidas por los tribunales ecle- 
siásticos y las congregaciones de la Sede Apostólica. 


De aquí concluye Gallón que la Corte Suprema. de Justicia 
no puede hoy, bajo el Concordato de 1873, dar el exequatur 
a una sentencia de divorcio de matrimonio católico de colom- 
bianos proferida por un juez exiranjero: 


*60——En síntesis, si la competencia (jurisdicción) ex 
clusiva de jueces colombianos enerva una petición 
de exequatur sobre una sentencia proferida por un 
juez extranjero, la competencia exclusiva (jurisdic- 
ción) de las autoridades eclesiásticas, deferida po! 
convenio internacional, presta mayores razones para 


l Carlos Gallón Giraldo, Las sentencias eclesiásticas y las provi 
dencias proferidas en pais extranjero, en Universitas, N° 49, p. 213, 


noviembre de 1975. 
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hacerlo, toda vez que, además de estar comprometido 
el orden publico y la voluntad soberana del Estado 
frente al derecho de gentes, las normas concordata- 
rias tienen una jerarquía superior por cuanto existe 
‘la imposibilidad de considerar que pueda haber con- 
flicto entre la norma civil v la eclesiástica, pues cuan- 
do el derecho del Estado defiere formalmente a una 
institución de derecho canónico, esa deferencia im- 
plica que el Derecho Civil admite la reglamentación 
canónica relativa a esa institución” (ob. cit. id.)”. - 


34. Nuevo proyecto de ley sobre el divorcio 
y aprobación de la misma. 


Ante el Senado de la República, en la legislatura de 1975, 
presentó el Gobierno un nuevo proyecto de ley de divorcio, 
específicamente dirigido al matrimonio civil *, el cua! fue de- 
fendido por el Ministro de Relaciones Exteriores, indalecio 
Liévano, como asunto de la competencia exclusiva del Estado 
sobre el cual nada tenía que tratar con la Iglesia ?. El proyecto 
fue aprobado, a pesar de la oposición conservadora. del Sena- 
dor Arismendi Posada, sobre el proyecto del gobierno con mo- 
dificaciones del Senador Becerra, quien para entonces ya habia 
abandonado su posición anterior y se había plegado a la del 
gobierno aue contemplaba el divorcio solamente para el matri- 
monio civil. 

Prontamente el proyecto pasó a la Comisión Primera de 
la Cámara de Representantes, la cual lo aprobó el 11 de diciem- 
bre de 1975, y la Cámara en pleno lo hizo seguidamente, 
quedando convertido en la Ley 12 de 1976, mediante la sanción 
presidencial que le fue impartida el 19 de enero de ese ano *. 


El epilogo de la ley de divorcio lo constituyó el de la mal 
llamada “epístola” del matrimonio civil. El Gobierno, por de- 
creto 1298 de 2 de julio de 1975, ya perfeccionado el Concor- 
dato, dispuso que antes de la firma del Acta del matrimonio 
civil, el juez debía leer la admonición contenida en el decreto, 
de pésimo gusto, la cual fue declarada inconstitucional por la 


__——t.i 

1 EI Espectador, 5 de septiembre de 1975. 

^ El Tiempo, 20 de noviembre de 1975. 

3 La aprobación fue dada el 27 de noviembre de 1975. El Tiempo 
de 28 de noviembre de 1975. Ver ponencia de Becerra en Anales del 
Congreso, N? 78 de noviembre de 1975. 
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Corte Suprema por sentencia de 22 de enero de 1976, por haber 
el Presidente desbordado las facultades que le habia conferido 
la ley para consagrar la igualdad entre hombres y mujeres 
ante la legislación civil 1. 


35. Elogios finales al Concordato de 1973. 


A medida que la iglesia concedía la Orden Piana a los 
autores y propugnadores del Concordato, se suscitó el coro 
de los elogios a este instrumento. 

El primero el expresidente Misael Pastrana, quien en dis- 
curso de 6 de abril de 1976, apeló a todos los antecedentes del 
Concordato por él gestado, ignoró las críticas y alabó a los 
negociadores *. | 

E] segundo, el Ministro Indalecio Liévano el i6 de julio 
de 1976, en insincero discurso” alabó también el Concordato. 

Pero un año mas tarde las cosas no se presentaban tan 
claras a los políticos colombianos. El Presidente López, quien 
había ordenado a su partido votar por el Concordato en el 


Congreso, luego de naberlo aprobado durante su campaña 


presidencial, al recibir del Papa la Orden Piana, “reiteró su 
inocencia por la eventual culpabilidad de haber permitido con- 
cordar y descargó la responsabilidad del acuerdo sobre el 
gobierno de Pastrana” *. Mejor le hubiera sido no aceptar la 
Orden Piana. 

Por su parte, en esa época, el candidato Turbay, quien 
fue luego Presidente, declaró que su partido liberai no había 
quedado satisfecho con el concordato y anunció la explora: 
ción de otras formas de relación con la Iglesia” jo cual no 
llevó a cabo durante su gobierno. Pero de todas maneras, ante 
tales pronunciamientos, el negociador Caicedo Ayerbe subrayó 
por la prensa 5 el carácter bipartidista que había tenido la ne- 
gociación del Concordato, y cómo los dos negociadores se habían 


1 El Tiempo, 23 de enero de 1976. Gaceta Judicial. Tomos CLII y 
CLIIT, Nos. 2393-2394 de 1975 y 1976, p. 307. l 

2 La República, 7 de abril de 1976. 

> El Tiempo, 17 de julio de 1976. 

4 Aurelio Caicedo Ayerbe, El Concordato y sus razones, en Guión, 
del 1319 de junio de 1977, 

5 Id. 

6 Id. 
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sentido en capacidad de interpretar la posición de sus respec- 
tivos partidos y al propio tiempo defender el interés y los de- 
rechos del Estado, tarea en la cual fueron apoyados por el 
Ministro Vázquez. Nos dice Ceicedo Ayerbe: 


“Obviamente una de las posibilidades era no concor- 
dar. Sabíamos bien —el gobierno y nosotros— que 
la libertad religiosa y la armonía de las dos potestades 
podía lograrse —teóricamente— en situaciones de 
modus vivendi, de colaboración restringida, de sepa- 
ración absoluta dentro de un respeto recíproco. Sin 
embargo se creyó que là realidad nacional, no por 
razón de atraso relativo sino al contrario por venta- 
josa herencia histórica, hacía más aconsejable con- 
cordar. Evidentemente, salir del molde de 1887 para 
caer en un diferendo congelado o no acuerdo repre- 
sentaba una ruptura y un trauma". 


Todo este exordio lo publicó Caicedo Ayerbe no solamente 
para explicar a grandes rasgos la gestión del Concordato, sino 
también para reclamar la publicación de las actas de las ne- 
 gociaciones, que se mantenían secretas, y que aün en este 
momento no han sido todas aprobadas ni mucho menos pu- 
blicadas. 


E] ex-Ministro Vázquez Carrizosa respondió prontamente 
al artículo de Caicedo Ayerbe con una carta para éste?. Allí 
dice que desde 1936 la reforma del Concordato era un magno 
problema que requería obtener el consentimiento de liberales 
y conservadores, y el dela Santa Sede, para firmar un Concorda- 
to sobre el terreno de la libertad religiosa, lo cual hubiera sido 
imposible bajo un gobierno hegemónico de cualquiera de los 
dos partidos. Vázquez subrayó que los voceros Rocha y Caicedo 
Ayerbe obraban a nombre de sus respectivos partidos. Sin em- 
bargo, algunos liberales no lo consideraron así. 


Vázquez buscó en seguida involucrar a los liberales de ma- 


nera firme en la reforma y dijo que el punto de partida de 
ella fue el memorandum de Echandia de 1969 sobre las misio- 


nes, documento demagógico que apenas muestra la decadencia 
de la personalidad de Echandia, pero que le sirve a Vázquez 


——— 


Octubre de 1989. 
? Igualmente publicada en Guión, N° 27, de agosto 15-21, 1977. 
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para encontrar el apoyo liberal de Echandia, asi fuera nat! 
rio como que el propio Echandia dijo en el Congreso que el p 
Concordato de 1973 era "un mal menor". A pesar de ello 


3 





Vázquez afirmó que Echandía apoyó en el Congreso el Concor- a 


dato negociado por aquél. 


En seguida hace Vázquez el consabido catálogo de ud 


nes no se opusieron al Concordato, tales como Alfonso López, 
julio César Turbay, Alvaro Gómez, así como otros liberales, 
para afirmar luego que Antonio Rocha no estaba solo, ni obra- 








ba aisladamente: “A su lado —dice —Vázquez— estuvieron 


Echandía y otras muchas eminencias coronadas", mas a pesar 
de esta afirmación lo cierto fue que los liberales dejaron solo 
a Rocha y que aprobaron el Concordato sólo por disciplina de 
partido y más que todo por no crearle problemas al Presidente 
López en la iniciación de su mandato. | 


| Finalmente, relata Vázquez que “la aprobación del acuer- 
do a término fijo” fue negociado por él mismo con Alfonso - 
López para satisfacer a los liberales, y luego celebrado por él 
mismo con la Santa Sede. Pero no cayó en cuenta el propio 
Vázquez, negociador, que tal estipulación no era de ponerle 
término fijo al Concordato sino sólo de prometer negociar 
su reforma en diez afios, lo cual] es diferente. 


36. La interpretación judicial del nuevo Concordato de 1973. 


1. Caso de Lucía Toro de Cordoba vs. 
David Córdoba Roca. 


En auto de 2 de abril de 1984, la Sala de Casación Civil 
de la Corte Suprema de Justicia precisó la situación jurídica 
de los matrimonios civiles y eclesiásticos, bajo el actual Con- 
cordato de 1973, en lo que se refiere a nulidad, divorcio, y Se 
paración de cuerpos de matrimonios canónicos, en la siguiente 


forma: 


“Él actual Concordato cambió la situación descrita 
en varios aspectos, pero la mantuvo en cuanto a la 
explícita declaración que contiene el artículo 3°, 
según el cual “La Legislación canónica es indepen” 
diente de la civil y no forma parte de ésta, pero sera 
respetada por las autoridades de la República”. Como 
atrás se vio, el Concordato de 1387 contenía. en SU 
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artículo 39 una declaración idéntica a la que se deja 
transcrita. 


“El Concordato anterior, en su artículo 19, estable- 


cía lo siguiente: 'Serán de 1a exclusiva competencia 


de la autoridad eclesiastica las causas matrimoniales 
que afecten el vínculo y la cohabitación de los cón- 
yuges... Losefectos civiles del matrimonio se regirán 
por el poder civil. 


“La innovación, muy importante por cierto que in- 
trodujo a este respecto el acuerdo concordatario en 
vigencia, consistió en lo siguiente: el artículo 89 con- 
servó la competencia de los Tribunales Eclasiásticos 
para conccer de las causas relativas a la nulidad o a 
la disolución del vínculo de los matrimonios canóni- 
cos, incluidas las que se refieren a la dispensa del 
matrimonio rato y no consumado, luego el articulo 
17 de la Ley 57 de 1887 está aún en vigor. En cambio, 
en el articulo 99, las Altas Partes Contratantes con- 
vinieron en ‘que las causas de separación de cuerpos 
de los matrimonios canónicos sean tramitadas por 
los Jueces del Estado, en primera instancia ante el 
Tribunal Superior respectivo y en segunda instancia 
ante la Corte Suprema de Justicia". 
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“En vista de lo expuesto, en contra de lo que se dice 
en el auto recurrido, cuando entró. a regir el Con- 
cordato de 1973 los procesos de separación de matri- 
monios canónicos Quedaron sujetos exclusivamente 
a las normas de la legisiación civil, a todas ellas, y 
no sólo en punto a causales como lo sostiene el auto 
impugnado. Ello estaría en contradicción con la nor- 
ma. del artículo 39 que reitera la total independencia 
que existe entre las legislaciones civil y canónica. 


"La citada Ley 12, en armonía con el artículo noveno 
del Concordato de 1973. vino a establecer dos com- 
petencias, según que se trate de separaciones de 
cuerpos de matrimonios civiles o canónicos. #1 cono- 
cimiento de aquéllos, corresponde en primera instan- 


cia. a los Jueces Civiles del Circuito y en segunda a 


los Tribunales Superiores, al paso que tratándose de 
matrimonios católicos, e! proceso de separación com- 
pete a los Tribunales en primera instancia, con ape- 
lación o consulta ante la Corte Suprema de Justicia. 
Unos y otros están. someticos a las causales que 
señala la Ley 12; lo único que cambia es la compe- 
tencia, 
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2. Caso de Horacio López Lopez vs. Blanca 
Lilia Galeano de Lopez. 


En providencia de 24 de agosto de 1984 en el caso del 
acápite, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 
Justicia, confirmó la jurisprudencia de la misma Sala en auto 
precedentemente mencionado de 2 de abril de 1984 (Lucía 
Toro de Córdoba vs. David Córdoba) en el sentido de que los 
procesos de separación de cuerpos de matrimonios católicos son 
de competencia de los Tribunales Superiores en primera ins- 
tancia y de la Corte Suprema en la segunda, bien sea que las 
causales de la separación sean las del Código de Derecho Canó- 
nico o las nuevas causales civiles de separación de la Ley 12 
de 1976. 


Igualmente afirmó la Corte su jurisprudencia anterior ! de 
que los Tribunales eclesiásticos no son competentes en ningún 
caso para los dichos procesos de separación de cuerpos, asi se 
funden ellos en causas puramente canónicas. 


La Corte explicó así su pensamiento: 


"10. La derogación expresa de la Ley 35 de 1888 y 
la tácita de todas las leyes y decretos que se opongan 
al nuevo Concordato muestran gue el artículo 18 de 
la Lev 57 de 1887 quedó abolido integramente. La 
previsión del artículo IX, conforme al cual las Altas 
Partes Contratantes convienen en que las causas de 
separación de cuerpos de los matrimonios canonicos 
sean tramitadas por los Jueces del Estado, se opone 
perentoriamente a que pueda haber subsistido una 
norma legal que permita a los Tribunales eclesiástl- 
cos conocer de tales procesos en conformidad con las 
leyes de la Iglesia, como que tal atribución de com- 
petencia fue hecha por el Concordato a una jurisdic- 
ción extraña a la propia organización institucional 
de la República y era compatible con un régimen 
excepcional que le permitía a la Iglesia Católica 
conocer en ciertas materias de contenciones entre 
esposos, a condición de que hubieran contraído ma- 
trimonio conforme al rito católico. 

“11. La proposición contraria también es evidente. 
Si de los procesos de separación de cuerpos de ma- 
trimonios celebrados conforme al rito canónico cono 


1 Sentencia de 14 de febrero de 1977, Gaceta Judicial, Tomo CLV, 
p. 50. | 
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cen actualmente los Jueces del Estado por mandato 
del articulo IX del Concordato vigente, ninguna duda 
puede quedar en cuanto a que la jurisdicción civil 
no puede decidir las contenciones respectivas con 
arreglo a las leyes canónicas, porque la regla especial 
del artículo 18 de la Ley 57 de 1887 no puede prolon- 
gar su vigor normativo o su naturaleza de origen 
para regir situaciones distintas de aquellas a que se 


referían los supuestos pretéritos de aplicación. de la 
norma. 


“12. Por el contrario, el artículo 17 de la Ley 57 de 
1887 y la interpretación auténtica que de él hizo la 
Ley 153 del mismo afio, no fueron derogados por el 
artículo XXX del Concordato vigente. Como se ha 
explicado someramente, tales disposiciones, referen- 
tes a la competencia eclesiástica para conocer de las 
causas de nulidad de matrimonios católicos con arre- 
glo a las leyes canónicas, fueron subsumidas en la 
expresión “causas matrimoniales que afecten el 
vínculo del matrimonio’, contenida en el artículo 19 
de la. Lev 35 de 1888, el cual. a su vez, ha quedado 
. subrogado por el artículo VIII de la Ley 20 de 1974, 
siendo esta norma, en verdad, explícita en la materia 
pues señala con claridad que ‘las causas relativas 
a la nulidad o a la disolución del vinculo de los ma- 
trimonios canónicos, incluidas las aue se refieren a 
la dispensa del matrimonio rato v no consumado, 
son de competencia exclusiva de los Tribunales Ecle- 
siásticos y Congregaciones de la Sede Apostólica”. 
Nada se opone, por tanto, a seguir entendiendo que 
las causas relativas a la nulidad de matrimonios ca- 
tólicos continúan adscritas a la competencia ecle- 
siástica y a la aplicación por esos Tribunales del 
derecho de la Iglesia, aungue no se vea la importancia 
de esta subrogación en relación con el contenido más 
amplio del mencionado artículo VITI. 


13. El artículo 18 de la Ley 57 de 1887 y la norma 
interpretativa contenida en parte del artículo 51 de 
la Ley 153 del mismo año, se encuentran pues dero- 
gados no sólo en cuanto fueron subsumidos en el 


artículo 19 de la Ley 35 de 1888 y esta ley a su vez ' 


fue inequívocamente abolida por el artículo XXX de 
la Ley 20 de 1974, sino en cuanto se oponen también 
al artículo TX del Concordato vigente, al paso que los 
artículos 17 y parte del 51 de la Ley 153 de 1887, en 

cuanto se refieren a que los juicios de nulidad de los 
matrimonios católicos se rigen por las leyes de la 
Iglesia y de las demandas de esta especie correspon- 
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de conocer a las autoridades eclesiásticas, o precisan 
que de los juicios de nulidad de matrimonios católicos 
celebrados en cualquier tiempo conocerán exclusiva. 
mente los Tribunales #clesiasticos con arreglo a las 
leyes canónicas, se encuentran tan sólo parcialmente 
subrogados por el artículo VIII de la misma Ley 20 
de 1974. 


“14. Mas alo dicho anteriormente se objetará, como 
lo hace el auto impugnado en súplica, que la deroga- 
ción del artículo 18 de la Ley 57 de 1887 no resuelve 
lo atinente a saber si los procesos de separación de 
cuerpos de matrimonios católicos se rigen o no por 
las causas contempladas en 2] derecho de la Iglesia 
o por las consagradas en las leyes civiles expedidas 
con posterioridad a la aprobación del Concordato de 
1973, como que ciertamente la ley no definió el pun- 
to, pero sin que pueda desprenderse de la ausencia 
de un texto expreso que el legislador guiso gue fuera 
lo uno o lo otro o de manera tal gue ese silencio con- 
duzca, por sí mismo, a respaldar la legalidad del 
auto imnugnado. 


"15. Este problema fue resuelto de vieja data por la 
Corte en conformidad con la doctrina sentada en 
sentencia. de casación civil el 15 de mayo de 1954 
(LXXXVII pág. 581), cuyo ponente fue Darío Echan- 
dia, aplicada después en la del 8 de septiembre de 
1962 (C. pág. 20), precisada en la del 24 de mayo de 
1963 (CII, pág. 80) y reiterada en la del 13 de abril 
ce 1964 (CVTI), pág. 40). En esas sentencias y en 
muchas más ha definido aue el derecho canonico no 
forma parte de! derecho colombiano, como que es un 
ordenamiento extrafio a la normatividad propia de 
las leyes de la República, pero ha de ser sin embargo 
respetade por las autoridades nacionales en todos los 
casos en que la lev colombiana se refiera a él expresa 
y especialmente para solucionar un punto, teoria 
ésta llamada de la referencia formal no recepticia del 
derecho canónico gue encuentra su razón de ser y SU 
explieseión racional en el principio contenido en el 
artículo 16 de la Ley 153 de 1887, en el 39 de la Lev 
25 de 1888 v en el 39 también de la Ley 20 de 1974. 
conforme al cual La Leneislación Canónica es inde 
pendiente de la civil y no forma parte de ésta. per? 
será respetada por las autoridades de la Republica. 


“16. En conformidad con la tesis reiterada por j 
Corte a ese respecto. si la lev colombiana no autorize 
la referencia formal, le está vedado al funcionan 
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civil aplicar el derecho canónico, que es precisamente 
lo que ocurrió al entrar a regir el Concordato de 
1973 en virtud del canje de las ratificaciones realiza- 
do por las partes contratantes el 2 de julio de 1975. 
Como el Concordato nada dijo en relación con las 
causas de separación de cuerpos que en. virtud del 
artículo 99, debian ser conocidas en adelante por los 
Jueces del Estado, la. Corte confirmé en la sentencia 
del 14 de febrero de 1977 (CLV, pag. 50) que ‘atri- 
buidos los procesos de separación de cuerpos a la 
jurisdicción civil ésta obviamente habrá de aplicar 
la ley civil. 


“17. Por ültimo, no es cierto, como lo pretende el 
auto recurrido, que los Jueces de Circuito hayan te- 
nido alguna vez competencia para conocer de proce- 
sos de separación de cuerpos de matrimonios católicos, 
pues la verdad es que la competencia para conocer 
de procesos de nulidad y de separación de cuerpos 
les fue atribuida desde 1887 tan sólo en relación con 
matrimonios civiles, como para confirmarla basta 
una ojeada a los principios sobre competencia consa- 
erados en la Lev 105 de 1931 y en el actual Código de 
Procedimiento Civil (artículos 16-30, 410, 414-20). Y 
tampoco han tenido nunca los Jueces Civiles de Cir- 
cuito competencia para conocer de procesos de sepa- 
ración de cuerpos. de matrimonios católicos en virtud 
de la regla subsidiaria contenida en el artículo 16-12 
del Código de Procedimiento Civil, según la cual tales 
Jueces conocen de los demás procesos que no están 
atribuidos a otro Juez, por la sencilla razón de que, 
estando atribuidos esos procesos precisamente a la 
competencia de los Tribunales Superior es de Distrito 
Judicial y de la Corte Suprema, en primera y segunda 
instancias respectivamente. en conformidad con lo 
dispuesto por el artículo IX del Concordato vigente, 
de ninguna manera puede sostenerse oue les corres- 
pondan en defecto de una precisa atribución de com- 
petencia, como no sea acudiendo, como lo hace el 
auto recurrido, a la distinción entre la competencia, 
considerada como fenómeno procesal y las causas de 
separación, para afirmar enseguida. por el contrario, 
que el fenómeno de orden sustancial ouita competen- 
cia en el primer caso pero la atribuve en el segundo 
v refluya toda la teoría en que la comnetencia se de- 
termine por voluntad de las partes y no de la ley, 
como que bastaría al cónyuge católico que pretenda 
la separación de cuerpos invocar unas u otras causas 
de separación para variar a su antoio las normas so- 
hre competencia, no obstante ser todas improrroga- 
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bles al tenor de lo dispuesto por el artículo 13 ge 
Código de Procedimiento Civil. i 
“18. Tampoco es cierto que la Ley 1? de 1976, en 
punto a causales de separación de cuerpos, no pueda 
ser aplicada por los Tribunales Superiores de Distrito 
Judicial y por la Corte Suprema de Justicia para 
resolver los procesos que les atribuyó el artículo VIII 
de la Ley 20 de 1974, sino que deban aplicar única- 
mente las causas establecidas por el derecho canó- 
nico, pues el artículo 29 de dicha ley establece que 
ella se aplicará "en cuanto al divorcio de los matri- 
monios civiles y en cuanto a la separación de cuerpos 
y la separación de bienes, a los matrimonios civiles 
y catolicos, tanto los que se celebren con posteriori- 
dada a su vigencia como los celebrados con anterio- 
ridad a ella" 1. 


3. Facultad constitucional de celebrar Concordatos. 


El articulo 53 de la Constitución Nacional dice en su 
inciso tercero: "El Gobierno podrá celebrar con la Santa Sede 
convenios sujetos a la posterior aprobación del Congreso, para 
regular, Sobre kases de reciproca deferencia y mutuo respeto, 
las relaciones ante el Estado y la Iglesia Católica”. 

Esta última norma fue interpretada por la Corte en su 
sentencia de 7 de junio de 1984 (Proceso N9 1141), dictada 
en la demanda de inconstitucionalidad de la Ley 51 de 1983 
sobre traslado del descanso remunerado de algunos días fes 
tivos, acusada de ser violatoria del Concordato de 1983. 

El demandante alegó que “por no haber sido tenido en 
cuenta por el Congreso el Concordato al expedir la Ley acu- 
sada, se violó el artículo 53 de la Carta en el que sólo se per- 
mite la modificación de dicho tratado “sobre bases de reciproci 
deferencia y mutuo respeto" y no en forma unilateral por el 
Estado”. | 


————— A 


1 Es un error que la Corte cite artículos del Concordato como 
si lo fueran de la Ley que lo aprobó, pues no puede confundirse el 
tratado internacional con la ley que lo aprueba, y el artículo primer? 
o único de la ley aprobatoria no encierra todos los artículos del tra: 
tado que aprueba, 
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““a) Porque en el Tratado-Ley Concordatario, apro- 
bado por la Ley 20 de 1974, no existe estipulación es- 
pecifica alguna sobre cuáles son los días festivos 
religiosos para los colombianos, ni sobre los festivos 
no religiosos, ni sobre el régimen laboral de los días 
de descanso remunerado". 


“b) Porque de existir alguna regulación al respecto 
habría que entenderla como exclusivamente vincu- 
lante para los colomkianos y residentes en Colombia 
católicos, mas no para los que no le sean, y única- 
mente respecto de los días festivos de carácter re- 
ligioso y no de los demás festivos, no solo porque en 
el propio artículo 53 de la Constitución se garantizan 
las libertades de conciencia y de cultos, sino porque 
conforme al artículo 19 del mismo Concordato, se 
sienta el siguiente mandato, acorde con la Carta: 


“ El Estado garantiza a la Iglesia Católica y a quie- 
nes a ella pertenecen el pleno goce de sus derechos 
religiosos sin perjuicio de la justa libertad religiosa 
de las demás confesiones y de sus miembros, lo mis- 
mo que de todo ciudadano”. 


“Esto quiere decir llanamente que la regulación la- 
boral de los días festivos corresponde al Estado y no 
a la Iglesia, sin perjuicio del respeto que aquél le 
deba a ésta, pero igualmente sin desmedro de la de- 
ferencia que ésta le deba a aquél. Y, 


“c) Porque, asi las cosas, no obstante la materia 
evidentemente mixta y no solamente eclesiástica de 
la regulación laboral de los días festivos de carácter 
religioso, y a pesar además de la naturaleza exclusiva 
civil y estatal, ahí sí, y no mixta ni menos religiosa, 
del régimen legal de los días festivos de naturaleza 
no religiosa, fue sin embargo en la XXXIX Confe- 
rencia Episcopal de Colombia’ donde se modificaron 
unilateralmente. con posterioridad a la vigencia del 
Concordato, las fiestas de guarda religiosa sin aten- 
der cláusula concordataria alguna y sin que el Esta- 
do pueda alegar desconocimiento del principio 
constitucional de “recíproca deferencia y mutuo res- 
peto”, no obstante que tampoco se haya celebrado y 
aprobado un nuevo Concordato. Y así también las 
cosas, fue el Estado, más tarde, mediante la Ley acu- 
sada, el que pudo válidamente hacer otro tanto. sin 
tener entonces tampoco que obtener consentimiento 
de la Santa Sede, sobre aquello que ésta ni la Iglesia 
consideraron necesario consultar con aquél, por no 
exigirlo la Constitución”. 
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“El principio de autonomia eclesiástica sobre mate. 


rias canónicas que se deriva del inciso cuarto del ar — 


tículo 53 de la Carta y que afirma en el artículo 
111 del Concordato vigente, no comporta, como lo da .- 
a entender el demandante, el de dependencia consi- - 


guiente del Estado ni de sus ciudadanos respecto de 


los mandatos unilaterales y postconcordatarios de la 
Iglesia Catolica”. 


“Así como la Corte no puede válidamente en estrado 
constitucional colegir que la Iglesia mediante la nue- 
va regulación eclesiástica de los festivos religiosos 
(Mensaje Pastoral de la XXXIX Conferencia Episco- 
pal de Colombia) hara guebrantado el artículo 53 de 
la Carta por haker modificado de manera unilateral 
la, normación canónica y anterior al Concordato, la 
cual además solo se refiere a los días del precepto y 
no a sus efectos laborales, tampoco puede ser exigida 
para declararlo respecto de la ley 51 de 1982 con la 
que se reguló unilateralmente el régimen laboral de 
los días festivos tanto religiosos como patrios y cívi- 
cos, el cual imrera para todos los colombianos y 
extranjeros residentes en Colombia. sea o no católico, 
v corresponde a los imperativos de protección legal al 
trabaio consagrados en los artículos 17 y 32 de la 
Constitución, y no a los del artículo 53 de la misma”. 


4. Caso de los Padres Montfortianos. 


En el caso de José Vicente Rincón Borbón vs. Hernán 
Ahrens y Florentino Agudelo Romero, la Sala de Casación Ci- 
vil de la Corte Suprema interpretó el Concordato de 1973 vi: 
gente entre la Santa Sede y Colombia. 

Por sentencia de 12 de mayo de 1988 (expediente número 
5-162) la Corte consideró que la representación otorgada por 
la Compañía de María (Padres Montfortianos) para vender 
uno de sus inmuebles, conforme al derecho canónico, no pO 
dia ser examinada ni controvertida por los Jueces Civiles, loS 
cuales tampoco podían calificar si conforme al Derecho Cano 
nico tal representación estaba bien o mal otorgada. 


À este respecto la Corte fundamentó así su sentencia, qué 
confirmó la absolutoria del Tribunal Superior: 


“Se trata la providencia impugnada de una senten- 
cia confirmatoria de la del c quo que denegara ‘2 
nulidad de una compraventa civil celebrada entre Ja 
comunidad católica de padres Montfortianos COD 
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Hernán Ahrens, demandado por un miembro de di- 
cha comunidad con fundamento en su indebida re- 
presentación. 


"Observa previamente la Sala que tratándose de una 
compraventa civil de una persona de derecho canó- 
nico, corresponde, de una parte, autónomamente al 
Estado y la legislación colombiana la regulación civil 
sustancial de dicho contrato, incluyendo lo atinente 
a su representación civil, y la procesal pertinente a 
sus causas O controversias, por mandato concordata- 
rio (artículos 49, 19, 23, 29 y 30 de la Ley 20 de 1974); 
y de la otra, que per tenece autónoma e independien- 
temente a la Iglesia Católica y su legislación canó- 
niea, por el mismo concordato vigente (artículo 29 
y 39, Ley 20 de 1974), toda la regulación sustancial 
interna de sus personas jurídicas y sus miembros, 
así como de la procedimental de sus causas o contro- 
versias internas especialmente de los disentimientos 
o desacuerdos de sus miembros contra las decisiones 

.y actos posteriores de carácter civil y el interés de 
aquellos para impugnarlos, en lo cual, a diferencia 
de lo que ocurre con las personas jurídicas de otra 
índole, conserva, además de autonomía natural de 
ente jurídico, su separación del Estado Colombiano. 


“Vistas asi las cosas y teniendo en cuenta desde el 

 éngulo sustancial civil, que el contrato impugnado 
fue celebrado por el representante legal de la Com- 
pafita de Padres Montfortianos, cuyo certificado se 
halla protocolizado en la escritura correspondiente, 
en que no repara la censura, habrá, por consiguiente 
que atenerse dentro de la legislación colombiana al 
alcance propio de dicha representación lega! para los 
efectos civiles de la capacidad para contratar de la 
citada persona juridica y consecuencialmente de la 
validez sustancial de sus actos civiles, en lo cual 
acierta el Tribunal”. 


37. Nueva revisión del Concordato. 


Ya a mediados de 1983, un grupo de damas liberales pidió 
que se inciara el proceso de estudio de las reformas al Con- 
cordato sobre la kase de que el matrimonio civil sea el único 
Válido, que el nombramiento de los obispos sea libre para la 
Iglesia, que se elimine el fuero eclesiástico, que cese la con- 
tribución del Estado a los planteles católicos de educación, que 
8e defina la posición de la Iglesia en los contratos para las 
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Pero la Corte decidió que no prosperaban las pretensio ^ 


nes del actor por las siguientes razones: 


zonas marginadas, y que los bienes eclesiásticos no queden 


exentos de tributación !. 


Por otra parte, una reunión de liberales, que tuvo lugar i: 
en Sochagota el 18 de septiembre de 1983, pidió la separación 


definitiva de la Iglesia y el Estado con la abolición del Con- 
cordato y el reconocimiento del matrimonio civil como único 
con efectos ante ia legislación colombiana ?. 


El periódico “El Siglo" del 5 de octubre de 1983 informó 


como sigue acerca de las tendencias al respecto en el Congreso . 


Colombiano: 


“El partido conservador en el Senado de la Republica 
rechazó la propuesta liberal para atolir el Concorda- 
to y alegó que ‘hay problemas que interesan mas al 
pueblo colombiano y que merecen la atención priori- 
taria del poder legislador'. 


“El Concordato de la Santa Sede y Colombia, ha sido EN 


factor de dura controversia desde hace varios anos 
entre voceros de las dos colectividades históricas y el 
partido conservador considera que 'debe respetarse la 
creencia mayoritariamente católica de los colombla- 
nos”, 


En 1986, cuando estaba próximo a vencer el plazo de diez 
anos estipulado en 1973 para reformar el Concordato, se ex- 
presaron de nuevo diversas opiniones al respecto. 


Germán Zea Hernández repitió sus argumentos de 1974 
contra el Concordato de 1973 y reclamó nuevamente la sê- 
paración de la Iglesia del Estado y la abolición del Concor- 
dato. Pero, eso sí, sujetando a la Iglesia al poder temporal del 
Estado. Dijo Zea: “La independencia de las potestades civil 
y eclesiástica no persigue sino la delimitación precisa de sus 
respectivas órbitas de acción a fin de que la jurisdicción civil 


1 El Tiempo, 23 de junio de 1973. | , 
2 Ponencia de Germán Zea Hernández, El Tiempo, 18 de septiem- 
bre de 1983. 
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y temporal, no pueda tener otra limitación que la que le sefiale 
el propio Estado” !. 
E] periódico “El Tiempo" dijo que el Concordato contraría 


la Constitución Nacional en varias de sus disposiciones vita- 


Jes"? y abogò por su reforma en cuanto a competencia de la 
jurisdicción civil, la ensefianza religiosa, obligatoriedad de! 
matrimonio civil, institución del divorcio vincular, y la recu- 
peración de la soberanía del Estado perdida en manos de la 
Iglesia. Es decir, todo el viejo arsenal doctrinario liberal al 
respecto. 

El ex-Ministro Vázquez Carrizosa negó las críticas al Con- 
. cordato*, en tanto que Andrés Holguín reeditó el catálogo de 

las suyas, pidiendo nuevamente su abolición *. 


El Presidente del Tribunal Superior Eclesiástico de Co- 
lombia, Presbítero Gustavo Ferreira Sampedro, defendió el 
Concordato frente a las afirmaciones de Andrés Holguín *. De 
la misma manera lo defendió Monseñor Rafael Gómez Hoyos $. 





1 Conferencia leída en la Sociedad Económica de los Amigos del 
País en enero de 1985, en un ciclo de conferencias en conmemoración 
del cincuentenario de la reforma constitucional de 1936. Texto amable- 
mente suministrado al autor por el doctor Zea. 

2 Editorial del 13 de mayo de 1985, que parece redactado por m 
Germán Zea. 

3 El Espectador del 21 de mayo de 1985. 

4 El Tiempo del 7 de junio de 1985, el artículo titulado SEE 
el Concordato? 

5 El Tiempo del 14 de juio de 1985, bajo el título Fanatismo 
Anticoncordatario. 

6 El Siglo del 1? de julio de 1985, bajo el título ¿Qué es el Con- 
cordato?; y el del 21 de julio de 1985, bajo el título ¿El Concordato 
vigente exige reformas? 
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CAPITULO XX 


LA REFORMA DEL CONCORDATO DE 1973 
POR CANJE DE NOTAS DE 1985 


Entretanto así se debatía la posible reforma del Concor- 
dato, el Ministro de Relaciones Exteriores convocó a la Comi- 
Sión Asesora de Relaciones Exteriores el 28 de junio de 1985 
y al finalizar la reunión dijo que “en esta materia (del Con- 
cordato) se expresaron opiniones de mueha valía por los miem- 
hros de la comisión, que naturalmente el gobierno tendrá en 
cuenta en las negociaciones que ha iniciado con la Santa Sede, 
a fin de que definamos de aquí al 2 de julio cuáles serán las 
aclaraciones y revisiones que deben formulares a este impor 
tante instrumento" t, 


Este fue el primer indicio preciso que se tuvo de que el 
gobierno había iniciado negociaciones con la Santa Sede para 
revisar o reformar el Concordato de 1973. La previa visita del 
Ministro de Relaciones Exteriores a Roma, en audiencia con 
el Papa, no había sido seguida por ningún anuncio de inicio 
de tales negociaciones. 

A la reunión de la Comisión Asesora de Relaciones Exte- 
riores asistieron los ex-presidentes Carlos Lleras, Misael Pas- 
irana, Alfonso López y Julio César Turbay, pero solamente 
escribió acerca de ello don Carlos Lleras. Este dijo que en esa 
reunión había vuelto a “llamar la atención sobre lo que Él 
considera aonrmal en ese instrumento (el Concordato) y Se 
ha conservado intacto". Y hablando de sí mismo en tercera 
perscna, agregó Carlos Lleras: “Pienso, con todo, que él, al 
igual que otros miembros de la Comisión, respeta el criterio 





1 El Tiempo y El Siglo del 21 de junio de 1985. 
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de que no es bueno, en estos momentos de perturbación, tra- 
parse en una disputa con la jerarquía eclesiástica que tiene 
sobre los efectos civiles del matrimonio católico una posición 
que no modificarà facilmente”. 

Dijo también don Carlos Lleras, que “con sorprendente 
rapidez el Gobierno le ha sacado el quite al problema, tras 
mínima deliberación con la Asesora, y el doctor Lleras (él 
mismo) debe estar pensando ahora que cometió una tontería 
al participar en la reunión de ésta” ”. 


Esto quería decir que el gobierno negoció con la Santa 
Sede ptes al Concordato, que auscultó rápidamente la 
opinión de la Comisión Asesora, y luego procedió, como en 
efecto lo hizo el 19 de julio de 1985, a celebrar un canje de notas, 
en Bogotá, entre el Nuncio Apostólico y el Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, sobre reformas al Consordalo. 


Evidentemente se escogiò el canje de notas para ver de 
soslayar la aprobación del Congreso a las reformas, puesto 
que éstas fueron califieadas de "interpretación" por el propio 
Ministro, como para continuar la nefasta práctica de modifi- 
car el Concordato de 1973 por acta como lo hizo el Ministro 
Liévano ai redactar el texto del canje de ratificaciones de 
aquel Concordato, que lo modificaba. 


Por el canje de notas de 1985 se resolvieron tres puntos: 


(a) Que para que sea aplicable el privilegio paulino es 
necesario que se disuelva previamente por divorcio el matri- 
monio civil anterior. 


(D Que las causas de separación de cuerpos, adscritas 
por el Concordato al Tribunal Superior del Distrito Judicial 
respectivo, sean conocidas de ahora en adelante por los jueces 
de circuito en primera instancia y por el Tribunal Superior 
en apelación. | 


(c) Que habiendo Colombia ratificado la Convención de 
Viena de 1969 sobre el derecho de los tratados, por tal hecho 
el Concordato se convierte en denunciable en cualquier mo- 
mento, ya que no contenía disposición alguna sobre su 
denuncia. 


«n. 


— ci, 


1 Nueva Frontera, 8 de julio de 1985, p. 4. 














1252 LA REFORMA DEL CONCORDATO DE 1973 POR CANJE DE NOTAS DE 1985 


Se echa de ver fácilmente que las dos primeras reformas 
no son de mera interpretación, sino sustantivas del Concor- 
dato de 1973. La última es inocua y sólo es producto de la 
falta de información sobre el derecho de los tratados, pues la 
Convención de Viena no crea la facultad de denunciar un 
tratado cuando ella no se ha pactado, y no es supletoria de 
la voluntad de las partes a este respecto. No existe en tal 
Convención ninguna denuncia de tratados por decisión unila- 
teral de una Ce las partes cuando la denuncia no se ha pactado. 

Con esta manera de proceder, en forma abreviada, sin 
mayor análisis, el gobierno intentó resolver el problema de la 
revisión del Concordato, dejando insatisfechos a tirios y tro- 
yanos y en pie los siguientes problemas: 


1.—La de si las notas canjeadas son reforma o interpre- 
tación, pues si son lo primero es necesaria la aprobación del 
Congreso y el canje de ratificaciones; y si son lo segundo, 
entrarían en vigencia desde el propio 19 de julio de 1985. 


2.—La del conocimiento de los procesos de separación de 


cuerpos, que al pasar a los jueces de circuito se harán eternos, ^ ^ ^ 


va que éstos tienen 74.000 procesos pendientes, a los cuales se 
añaden 4.304 de separación que hay hoy. En tanto que antes 
los Tribunales sólo tenían 14.405 procesos, de los cuales 4.304 
de separación y la Corte 59 de éstos en apelación. La reforma 
solo descarga de trabajo a los Tribunales y a la Corte sin be- 
neficio para los separandos o los jueces. 


3.—La validez de las sentencias de nulidad pronunciadas 
por tribunales eclesiásticos extranjeros, que no se sabe si n€ 
cesitan o no de erequatur para que el Tribunal Superior Or- 
dene su registro, 


4.—La imposibilidad del divorcio civil para los casados 
católicamente antes de 1973. 








CAPITULO XXI 


EL GOBIERNO BARCO, LOS LIBERALES 
Y EL CONCORDATO 


Alvaro Gómez pide reforma del Concordato. 


Declaración del Episcopado: 6 de mayo de 1986. 


El Presidente electo Barco solicita revisión del Concordato de 1973. 


El gobierno Barco inicia gestiones ante la Santa Sede. 


. Los liberales y la reforma del Concordato. 
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CAPITULO 


EL GOBIERNO BARCO, LOS LIBERALES 
Y EL CONCORDATO 


i. Alvaro Gómez pide reforma del Concordato. 


En las últimas semanas de la campaña presidencial de 
1986, el candidato conservador Alvaro Gómez declaró que 
propondría en su gobierno “que el matrimonio civil sea obli- 
gatorio, y por tanto el que produzca los efectos legales corres- 
pondientes, incluyendo el derecho al divorcio, que hoy existe”. 


£gregó Gómez que no se trataba de desconocer el Concor- 
a fede, sino de reformarlo: “pPuscare 


dato vigente con la Sante 
—dijo— un arreglo similar a los que el Vaticano ha acordado 
con países como Portugal y España... Cuando este acuerdo se 
logre, los colombianos deberán casarse obligatoriamente por 
lo civil y voluntariamente por lo católico” '. 

Esta propuesta ignoraba la política conservadora de todos 
los tiempos de segnir en la materia las enseñanzas del Supremo 
Pontifice, y fue calificada en su tiempo como un recurso de 
limo momento para tratar de salvar le. candidatura GÓMez, 
que no mostraba posibilidades de 4xito. 


IND 


Declaración del Episcopado: 6 de mayo de 1986. 


Ante la propuesta de Gómez, el Episcopado colombiano; 
con el Cardenal López Trujillo a la cabeza, hizo la siguiente 
solemne declaración : 

t Folleto sin pie de imprenta ni fecha, que circuló en marzo de 
1986, titulado: Alvaro Gómez. La democracia colombiana mo esta en 

venta. 
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Son numerosos y amplios los documentos que hemos 
promulgado, acogiendo recientes enseñanzas del 
Magisterio Pontificio, como la Exhortación Familia- 
ris Consortio, ratificadas en el nuevo Código de 
Derecho Canónico, sobre el matrimonio civil y el di- 
vorcio, como obligado servicio pastoral y con miras 
al verdadero e integral bien de Colombia. Circuns- 
tancias especiales nos precisan hoy a ratificar prin- 
cipios invariables y fundamentales. 


1.—“Hl mismo Dios es el autor del matrimonio al que 
ha dotado con bienes y fines varios... Este vínculo 
sagrado, en atención al bien tanto de los esposos y 
de la prole como de la sociedad, no depende de la 
decisión humana... Es una institución confirmada 
por la ley divina” (G.S. 48). 


Ni la misma lelesia puede otra cosa que interpretar 
y aplicar fidelisimamente la única y exclusiva ley de 
Dios. 


El Estado no tiene otra facultad que la de reglamen- 
tar los efectos civiles del matrimonio sin interferir 
desde luego en la subsistencia del vínculo, en la na- 
turaleza y fines del matrimonio. 


2.— “El Estado no puede imponer el matrimonio civil 
como obligatorio sin violar la libertad religiosa de 
los católicos y la libertad que la Iglesia reivindica 
justamente para sí”. (Declaración Comité Permanen- 
te, 24 de noviembre, 1967, 9). 


3.— El matrimonio, como contrato especial, es una 
institución comunitaria, por su naturaleza indisolu- 
ble, vale decir, que debidamente contraído posee en 
sí mismo una consistencia y duración que no pueden 
destruir Jas consideraciones personales de las parejas, 
ni los intereses individuales, ni las leyes humanas. 
El divorcio formal. en consecuencia, es inadmisible 
como contrario a la esencia de la unión conyugal” 
(Documento citado, 2). 


4.—Las propuestas de reformas sobre el matrimonio 
y la familia para ser aceptadas deben consolidar y 
enaltecer tales instituciones. Nadie ve en qué las 
puedan favorecer cuando notoriamente las disuelvan, 
debilitar y rebajan en su dignidad y estabilidad ori- 
einales. 


5.—Las alegadas fórmulas que se han aplicado en 
Portugal, Italia y España, han sido adoptadas en 
situaciones y contexto enteramente diversos. En ta- 
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les Concordatos quedò explicito el reconocimiento 
de los efectos civiles para el matrimonio canónico y 
no se ha aceptado el divorcio del matrimonio sacra- 
mental en ningun caso. 

Esas fórmulas tampoco son signo de progreso en los 
valores del matrimonio y la familia, sino expresión 
de una situación decadente. Ni fueron concordadas 
en diálogo espontáneo y amistoso sino en tensión de 
principios y de valores. 


6.—“Ni el divorcio es solución a los males que hoy 
aquejan a la familia y a la sociedad. Crea una sico- 
logía personal y ambiental que induce a la celebra- 
ción de matrimonios inmaduros con la perspectiva 
de su fácil disolución. Destruye el estímulo para la 
generosidad y el sacrificio que sostienen el matrimo- 
nio v evitan su fracaso. Alienta y hace impune la in- 
fidelidad, y en cierto modo, la recompensa. Agrava 
los problemas de la niñez y destroza el equilibrio emo- 
cional de los hijos: estos difícilmente recibirán tutela 
y orientación adecuadas de otro que no podrá. dár- 
selas con entraña de amor paterno o materno y a 
quien verán siempre como un extraño. Las soluciones 
que se presentan como las más fáciles no son ias me- 
iores” ( Declaraciones Asamblea Plenaria, 1975, 3 y 
del Comité Permanente, 28 de abril de 1982). 

7 —El país ha visto transcurrir los diez años del Con- 
cordato vigente como experiencia. positiva. En este 
mismo lapso de tiempo, dándose el matrimonio civil 
facultativo con posibilidades de divorcio, la inmensa 
mayoría de los ciudadanos sigue contrayendo el ma- 
trimonio católico de acuerdo con su fe, como el único 
legítimo, aceptado con todas sus consecuencias. 


2 —Las democracias se conforman en su estructura y 
decisiones por mayoría de electores y desde luego 
legislan no para minorías sino para el bien común 
de la sociedad. 


Los autores de propuestas sobre matrimonio civil y 
divorcio reconocen la mayoría católica del país. En 
coherencia democrática no pueden proponer leyes qué 
lesionen esa mayoría reconocida. La pretensión de 
legislar para resolver problemas y situaciones difíciles 
en casos particulares, aunoue sean múltiples, con el 
remedio fácil del divorcio, lesiona principios funda- 
mentales de la unidad e indisolubilidad dei matri- 
monio y abre camino a consecuencias perjudiciales 
para el bien común de la sociedad. | 








EL PRESIDENTE ELECTO BARCO SOLICITA REVISION DEL CONCORDATO 1257 ^. 


9.—La doctrina expuesta nos lleva a la conclusión de 
que propuestas sobre el matrimonio civil obligatorio 
y divorcio del tenor comentado no son aceptables a 
la luz de la fe cristiana, ante el derecho legítimo de 
Iglesia de Cristo, ni para la mayoría católica de Co- 
lombia. 


9. El Presidente electo Barco solicita revision 
del Concordato de 1973. 


Durante su campafia presidencial el candidato liberal Vir- 
gilio Barco no hizo ninguna declaracion publica acerca del 
Concordato, ni sobre su reforma, pero una vez elegido, y en 
secreto, entregó carta a Su Santidad Juan Pablo II durante 
la visita de éste a Colombia en 1986, en la cual le dijo: 


“No todos los sectores políticos de Colombia han es- 
tado conformes con el régimen pactado en el Concor- 
dato y existen razones para pensar en que podría 
explorarse el camino de la modificación del convenio, 
cuyo ültimo texto data de 1974, una reforma que se 
adapte mejor a nuestra situación, nos permitiría pre- 
ver armónicamente futuras dificultades que están 
latentes en relación con el derecho de familia, algunos 
aspectos del régimen matrimonial, en plano de igual- 
dad en gue se consideran todas las creencias religio- 
sas y el respeto del Estado para. con la libertad de 
conciencia, cuestiones todas que, de una y Otra ma- 
nera, afloran en la campaña presidencial que ante- 
cedió a las elecciones del 25 de mayo de este año y 
gue el próximo Gobierno no podría ignorar. 


“Ai asumir la jefatura del Estado el 7 de agosto próxi- 
mo, tendré la responsabilidad del manejo de las 
relaciones entre Colombia y los demás Estados y en- 
tidades de Derecho Internacional, y la de acordar 
con la Santa Sede los convenios que regulan las re- 
laciones de la Iglesia y el Estado Colombiano. Para 
ello se tendrán en cuenta la interpretación del senti- 
miento religioso del pueblo colombiano y las circuns- 
tancias de los tiempos, así como las razones de orden 
institucional y político que, al fortalecer la democra- 
cia, la libertad, la justicia social y la paz, inciden en 
el mantenimiento de nuestras relaciones de más de 
siglo y medio. 
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"Todas las circunstancias son favorables para que, 


en un diálogo sincero y amplio, se ventilen los asun- |. 


tos que pueden ser materia de eventuales diferencias 
sobre el alcance y significado de las instituciones vi- 
gentes y su indispensable reforma. Nuestras cordiales 
relaciones permitirán que los representantes de la 
Santa Sede y del Estado colombiano, a partir del 7 
de agosto, lleguen a una posición que se ajuste a las 
necesidades y aspiraciones de ambas partes. 


“Esta gratisima visita de Su Santidad marcará un 
nito en nuestra historia y será recordada por la na- 
ción con afecto y gratitud. Las enseñanzas de Su 
Santidad y su ejemplo como peregrino de la Iglesia, 
redundarán en provecho de Colombia cuya democra- 
cia y cuyos valores espirituales se enriquecerán en 
beneficio de todos los colombianos”, Virgilio Barco. 


La respuesta del Vaticano fue terminante y negativa y 


Barco no se atrevió a publicarla. Dijo allí el Cardenal Cassa- 
roli, Secretario de Estado !: 


“A la luz también de esa positiva constatación y con 
referencia a la conveniencia manifestada por usted 
de poner en estudio la cuestión de una remisión con- 
cordatarla, quisiera señalar lo siguiente: 


“a) Es cierto que se han verificado cambios sociales 
en el país, y la Iglesia, hace veinte años, ha desarro- 
lado un proceso de puesta a! día según el espíritu 
cel Concilio Vaticano Segundo. Por tales motivos Se 
llevó a la revisión del Concordato que era casi secula!, 
el nuevo acuerdo, ratificado hace once años, se Nizo 
conforme a las normas y al espíritu conciliar y Con 
razón se encuadra entre los concordatos posteoncilla- 
res. Dicha reforma acogió también exigencias suge- 
ridas a la autoridad civil por los cambios registrados 
en la sociedad colombiana. 


"b) El año pasado tuvo lugar un intercambio de no- 
tas con las cuales:se verificó la actualidad del Acuerdo 
Concerdatario, al final del período que las dos partes 
habían previsto para una revisión y eventual modifi 
cación del Concordato mismo. 


"c) Por lo que concierne a 'algunos aspectos del rê- 


gimen matrimonial’ a los que usted alude, la Santa 


1 La carta de Barco y la respuesta de Cassaroli (sin fechas), fueron 


publicadas en el diario El Espectador de Bogotá, el 31 de julio de 1987. 
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Sede está convencida de que las normas concorda- 
tarias vigentes corresponden a las convicciones de 
los que se han de casar, los cuales, escogiendo libre- 
mente la celebración católica del matrimonio saben 
y aceptan que por eso mismo el vínculo matrimonial 
queda regulado conforme al ordenamiento canónico 
en el cual tiene su origen. 


“Por esta razón no se ve cómo la situación actual, 
en la que se da reconocimiento civil.a la esencia y 
a los efectos del matrimonio canónico, perjudiquen 
la igualdad de los ciudadanos ante el Estado en cuan- 
to a la religión y a su libertad de conciencia. 


“Se piensa pues que las cuestiones referentes a estos 
aspectos sustanciales —sobre los cuales la Iglesia 
no puede modificar parcialmente su doctrina— no 
podrían encontrar una solución distinta que fuera 
satisfactoria para Jas dos partes. Obviamente queda 
entendido que determinados aspectos de la normativa 
existente pueden ser convenientemente precisados a 
través de oportunos contactos entre las partes. 


“d) El Episcopado colombiano, cuyo parecer la Santa 
Sede siente el deber de tener muy en cuenta se ma- 
nifestó, al caducar los diez años del Concordato. en 
favor de la permanencia en su estado actual, y éste 
sigue siendo su pensamiento. | 


"e) Si se abriesen discusiones sobre este tema, se co- 
rre el riesgo de producir desconcierto en la vida na- 
cional para la cual vuestra excelencia, ya en este 
primer período de su mandato, está tratando de crear 
las condiciones adecuadas para una serena conviven- 
cia". Cardenal Cassaroli, Secretario de Estado. 


El Gobierno Barco inicia gestiones ante la Santa Sede. 


A pesar de tal negativa, el gobierno designó como su Em- 
bajador ante la Santa Sede al ex-Presidente Julio César Tur- 
bay con el ostensible propósito de que aquél negociara una 
reforma del Concordato con el Vaticano. En esos momentos 
declaró el Presidente Barco !: 





“La designación del ex-presidente Turbay Ayala co- 
mo embajador ante la Santa Sede fue un acierto. 
Colombia requiere una reforma de sus acuerdos con 


1 Entrevista a la Revista South, publicada en El Tiempo de Bo 
gotà el 6 de abril de 1987. 
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el Vaticano. Debemos conseguir un nuevo tratado que 
incluya cambios al divorcio, la toma de responsabili- 
dades sociales y la educación religiosa". 


Además, según lo aseveró el periodista que hizo la entre- 
vista al Presidente Barco, éste le dijo que el ex-presidente 
Turbay había sido nombrado Embajador ante la Santa Sede 
porque la anulación de su primer matrimonio después de 35 
años indicaba que tenía importantes vinculaciones con la Igle- 
sia y que ellas facilitarían la negociación del Concordato. A 
lo cual Turbay declaró que “el Presidente Barco y yo sabemos 
que la Iglesia Católica no es susceptible de intrigas”, pues en 
cuanto el Presidente Barco no negó lo dicho en la entrevista, 
el episodio causó muy mala impresión del gobierno que tra- 
taba los asuntos de Estado con tamaña ligereza. 


En su mensaje al Congreso Nacional, el 20 de julio de 
1987, el Presidente Barco dijo: 


VIZI. 3. El Concordato 


“El gobierno nacional considera que la religión cató- 
lica es esencial elemento de orden social y en conse- 
cuencia la Iglesia Católica, sin menoscabo de las 
prerrogativas constitucionales del Estado y sin des- 
medro de la libertad de cultos, goza de todo el apoyo 
y colaboración necesarios para el cabal cumplimiento 
de su noble misión pastoral, enaltecida de modo insu 
perable por Su Santidad Juan Pablo 1T. 


“Con dicha finalidad el gobierno. como depositario 
de la soberanía nacional, es decidido partidario de 
llegar a un acuerdo con la Santa Sede por medio del 
cual se supriman o modifiquen los artículos del con- 
cordato vigente que restrineen la facultad del Estado 
para regular materias fundamentales del derecho de 
familia como el matrimonio y las atinentes a la l- 
bertad de enseñanza, oue garantiza la Constitución. 
Ello permitirá una relación aún más sólida v estable 
entre la Iglesia y el Estado, la cual servirá de incen- 
tivo para hacer más dinámica y activa la acción 
pastoral en nuestra patria. tal como se ha podido 
comprobar en la mayor parte de los Estados con una 
población mayoritariamente católica, como es el caso 
de Colombia". 
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5. Los liberales y la reforma del Concordato. 


Todo ello fue recibido con no oculto júbilo por los libera- 


les, quienes desempolvaron los pliegos de peticiones que vienen 


presentándole al país desde hace más de ciento cincuenta años, 
que hubieron de archivarse luego del fracaso del Concordato 
Echandía-Maglione de 1942, y se sintieron bien interpretados 
por el editorial de El Tiempo de Bogotá, que dijo !: 


“De nuevo se debate el tema de la reiniciación de 
contactos con la Santa Sede, tendientes a llevar a 
cabo una revisión sustancial del Concordato vigente, 
consagratorio de un régimen poco menos que excep- 
cional ya en el mundo entero. Y es apenas obvio que 
los informes al respecto produzcan el más vivo inte- 
rés, porque se trata de una de las más acentuadas 
preocupaciones nacionales en las últimas décadas. 


“Muchos comentaristas de la materia han expresado 
sus opiniones en el sentido de que lo más convenien- 

te sería la abolición del régimen concordatario. Mas 
como no se ocultan las dificultades de diverso orden 
que implicaría una oposición de tales alcances, lo 
importante es hacer notar que el Estado colombiano 
necesita —y debe hacerlo sin más dilaciones— re- 
cuperar la plenitud de su soberanía en cuanto se re- 
fiere, por ejemplo, a cuestiones tan vitales como la 
reeulación del estado civil de las personas. En virtud 
del Concordato podría afirmarse que en Colombia 
subsiste la inusitada paradoja de que el Derecho de 
Familia. de auténtico orden público, se halla en ma- 
nos de la Iglesia católica. Una inexplicable renuncia 
de soberanía que se debe empezar a eliminar con la 
obligatoriedad del matrimonio civil como único ge- 
nerador de derechos civiles, con prescindencia total 
del artículo del Concordato que solo reconoce esas 
prerrogativas al matrimonio católico. 


“Tampoco ha de perderse de vista que las modifica- 
ciones de 1973 resultaron en gran parte tan inconve- 
nientes como las normas originales del Concordato 
de 1286. En materias como las reglamentaciones so- 
bre la enseñanza, la suprema inspección del Estado 
sobre la misma, la plena libertad de conciencia y de 
cultos. la definición misma del estado civil de las 
personas, el Concordato viola varios artículos de la 


a RA 


1 Edición del 23 de julio de 1987. 
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Constitución. Lo cual es factible, entre otras cosas < 
—como lo reconocía el propio jesuíta espanol M. Diez ^. 
Alegría en su libro ‘Concordato y sociedad pluralis. <- 
ta'—, porque ‘los Concordatos nacen históricamente © 


dentro de una situación en que la libertad religiosa 


no es reconocida ni por la Iglesia ni por los Estados. -- 


“Todo lo anterior constituye un contrasentido de las 
mas hondas repercusiones, que requiere modificacién 
sustancial, con ánimo desprevenido y objetivo pero 
con clara conciencia de la soberanía estatal. Y con la 


eliminación de vacíos tan notorios como aquel de... 


que el consentimiento libre de las personas no tenga 
en la extinción de determinadas situaciones jurídicas 


el mismo valor que tiene para su constitución. Los ` 


anteriores y otros muy varios puntos de consideración 
y discrepancia, que los especialistas conocen y que 
las gentes reclaman, constituyen amplio y oportuno 
temario para la revisión que se proyecta". 


Por su parte, El Espectador escribió en su editorial del 24 


de julio de 1987: 


“Habrá que advertir, si, que la reforma concordataria 
que abora se tiene en mentes no es en los actuales 
tiempos un propósito discriminatorio de partido, que 
surja sectariamente como un desafío político, ni mu- 
cho menos a los sentimientos religiosos y la voluntad 
mayoritaria del pueblo colombiano. Por el contrario: 
bien puede decirse con total apego a la verdad que la 
inmensa mavoría de nuestros compatriotas concuerda 
razonadamente en buscar nuevas formas de relación 
v establecer una nueva conducta social gue sin des- 
preciar los principios inalterables de la moral contri- 


buya en su entendimiento a reconocer situaciones de > ç 


orden familiar que injustamente prolongadas contri- 
buyen a la alteración del orden social. Programa li- 
beral, sin duda, el de la reforma del Concordato. pero 
también arraigada aspiración de vastos sectores de! 
país en cuyos estrados se confunden todos los parti- 
dos políticos, amplios núcleos de la feligresía religiosa 
católica y la necesidad de defender con criterio rea- 
lista el interés público. 

“Cuando se habla del régimen de la familia colombla- 
na, y de la tutela de su derecho, para enfocar el 
problema de la dicotomía entre el matrimonio cato- 
lico y el civil, no se està més que rescatando el derecho 
del Estado a reglamentar una situación de orden 
público como es aquella que se refiere al estado civil 
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de las personas, su organización y el ejercicio pleno 
de sus deberes ciudadanos. En nada quebranta esa 
actitud el reconocimiento de la preeminencia católica 
de nuestro pueblo. Y lo mismo puede decirse sobre 
ia necesidad de asumir la responsabilidad que al Es- 
tado compete en materia tan importante como 1a 
libertad de enseñanza. 
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LA CONFERENCIA EPISCOPAL DE COLOMBIA 
Y LA REFORMA DEL CONCORDATO 


La Declaración Pastoral de la Conferencia Episcopal de 22 de 
julio de 1987. 


El mensaje pastoral de la Conferencia Episcopal, de septiembre de 
1987, sobre el matrimonio. 


La Declaración de la Conferencia Episcopal acerca de “La Verdad 
sobre el Concordato Colombiano”, de 1988. 
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CAPITULO XXII 


LA CONFERENCIA EPISCOPAL DE COLOMBIA 
Y LA REFORMA DEL CONCORDATO 


1. La Declaración Pastoral de la Conferencia Episcopal 
de 22 de julio de 1987. 


La Asamblea Plenaria de la Conferencia Episcopal de Co- | i 
lombia, que tuvo lugar en julio de 1987, trató el tema del Con- * 
cordato y encargó al Presidente de la Conferencia Episcopal, 


Alfonso Cardenal López Trujillo para exponer la posición de 


la Iglesia frente al deseo expresado por ei Presidente Barco - 


de reformar el Concordato. 
El Cardenal López tocó solamente dos temas, a saber: el 


matrimonio y la libertad de enseñanza, pero aprovechó tam- . 


bién ese momento para precisar la posición de la Iglesia sobre 
la base jurídica de la propuesta revisión. 

En cuanto al matrimonio, el Cardenal declaró que la cues: 
tión estaba ya decidida por derecho divino tal cual expuesto 
por el Sumo Pontífice Juan Pablo II. Dijo el Cardenal: 


"En lo relativo al matrimonio preguntamos: 


“¿Se trata solamente de agilizar los procesos de Sê- — — 


paración de personas casadas? En tal caso, Ja cuestion 
está ya resuelta por el canje de notas cumplido entre 


el Canciller de la República y el Nuncio Apos HE 


tólico, el día 2 de julio de 1985, según el cua! 


tales procesos podrán ser tramitados por los e be 
Distrito Judicial, mientras el Estado Colombiano pu^ — 
da satisfacer sus propósito de crear instancias espe 


Civiles de Circuito y los Tribunales Superiores 


| ciales de familia. 
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‘50 acaso la presunta reforma busca abrir camino 
. divorcio vincular de los matrimonios catélicos? 


“Si tal es la propuesta, a todas luces grave, es pre- 
ciso responder que la Iglesia no puede cambiar la. 
decisión inmutable de Jesucristo: ‘Lo que Dios unió 
no lo separa el hombre”. (Mt. 19.6). El Estado carece 
de facultad para cambiar la naturaleza de institu- 
ciones como el matrimonio y la familia, anteriores y 
superiores a él. Por esto el Sumo Pontífice Juan Pa- 
blo II enseña que la iglesia defiende abierta y vigo- 
rosamente los derechos de la familia contra las 
usurpaciones intolerables de la sociedad y del Estado', 
entre ellos el derecho ‘a la estabilidad del vínculo y 
de la institución matrimonial” (Exhortación où 
lica sobre la Familia, NO 45). Por tanto el Estado no 
puede invocar soberania para modificar lo que es 
esencial al matrimonio. 


a o o >a 5 o e o è 9 0 9 $5 o9 6 


“La norma concordataria sobre el matrimonio vigente 
en Colombia, sin lesionar las prerrogativas del Esta- 
do, salvaguarda verdaderamente los derechos de los 
católicos. Estos, en efecto, al casarse libremente por 
la Tglesia optan por constituir matrimonio y familia 
con todas las consecuencias en la propia vida y en la 
sociedad y no celebran simplemente un ritual reli- 
gioso. 


“Ciertamente abrir el camino fácil y regresivo del 
divorcio no constituiría “apoyo y colaboración nece- 
sarios para el cabal cumplimiento de la, noble misión 
pastoral de la iglesia (mensaje presidencial), sino 
obstrucción radical a su labor evangelizadora, digni- 
ficante y moralizadora de las cos tumbres sociales”. 


En lo tocante a la libertad de enseñanza, para el Cardenal 
el punto ya está resuelto en el Concordato vigente y no en- 
tiende por qué el Presidente Barco quiere regular la libertad 
de enseñanza, que ya lo está en el Concordato. El Cardenai 
soslaya la conclusión obvia de las palabras del Presidente 
Barco, que no son otras que las de que la enseñanza debe ser 
enteramente libre en el sentido de que no se debe impartir 
enseñanza religiosa, tal cual lo han propugnado los liberales 
colombianos desde el siglo pasado, repitiendo viejas enseñanzas 
socialistas de que ya nadie se acuerda. 
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Finalmente, en cuanto se refiere a la revisión del Con. : 
cordato, el Cardenal López expresó la opinión de que el Canje - 
de Notas de 1985 "cerró el período previsto para eventuales | , 
revisiones", lo cual es de todo punto evidente, a pesar de lo ^ 
cual los liberales creen equivocadamente que la referencia a- 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados puede ^ 
introducir al Concordato una cláusula automática de revisión .. 
(mejor sería decir de denuncia"), que no existe en el Concor- . 
dato de 1973 y que tampoco existió en el de 1887, el cual ^. 
solamente pudo abrogarse por consenso entre las partes del + 
mismo. 

Ante esta declaración de la Conferencia Episcopal colom- 
biana, el Presidente Barco anunció "que estamos gestionando . 
directamente con el Vaticano, que es el estado con el que = 
existe ese tratado", en obvia referencia a la misión Turbay !. 

En esta forma, el Presidente Barco intentó descalificar 
al Episcopado colombiano como parte interesada en una even- 
tual reforma de! Concordato; y cometió el error de los radicales 
decimonónicos de creer que el Concordato se celebra con un Es- 
tado, que se llama el Estado Vaticano, y no con la Santa Sede, ^. 
de quien el Papa lleva la personería. y, con ella, la de la Iglesia 
Católica, y por supuesto, la de toda la catolicidad. 


Esto no gustó a los liberales, “porque el tono del docu 
mento de la Conferencia Episcopal al respecto no parece ser 
el que corresponde a la objetividad del tema”, afirmación ésta 
que no pasa de ser una frase sin sentido ?. 


Aún menos les gustó que los Obispos dijeran que el plazo 
de modificaciones del Concordato estaba ya cerrado desde 
1985. Los liberales piensan equivocadamente que la sujeción 
del Concordato a la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados, tal cual se expresó en la modificación de 1935, 
implica que el Concordato pueda revisarse “en cualquier tiem- 
po”, cuando es todo lo contrario. Solamente el cambio de 
circunstancias autoriza la solicitud de revisión. Otra. cosa €s 
que las partes pueden convenir en modificar el Pacto, mas 
para hacer ésto no es necesario invocar la Convención de 
Viena °. 


El Tiempo, 24 de julio de 1987. | 
El Tiempo, editorial del 25 de julio de 1987. 
Id. | 
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La verdad es que el Concordato de 1973, modificado en 
1985, no es suceptible de denuncia, pues ella no fue pactada 


en él y si la denuncia no se acuerda entre las partes, el Tratado 


celebrado entre ellas no. puede denunciarse. 
Volvió el periódico citado a recitar el catálogo de preten- 
siones liberales, viejo desde 1849, cuando dijo !: 


"Aparte de que el régimen concordatario es ya, en 
verdad, absoluto, lo evidente es que si algo resulta 
incuestionable es la potestad del Estado para regular 
todo lo relativo al estado civil de las personas y a la 
constitución, organización y régimen de la familia, 
que son materias primordiales de orden publico, cuyo 
tratamiento por esencia no es delegable. En estricto 
sentido, instituciones como la del divorcio vincular 
— dentro del reconocimiento de la personeria del Es- 
tado y de 1a ODligatorieaaa matrimonial civil— no 
requieren figuración en ningün Tratado, sino que 
Su establecimiento es privativo del Congreso. 


“Por lo demás, no es en manera alguna excesivo, ni 
falto de oportunidad. ni arbitrario, que se determine 
la claridad suficiente de las normas en todo lo rela- 
cionado con la libertad de enseñanza y la competen- 
cia de los funcionarios que han de conocer sobre las 
causas contempladas en el procedimiento del Dere- 
cho de Familia. Que debieran obedecer a elementales 
principios de economía. procesal, para que el acceso 
a las previsiones de la ley esté al alcance de todas las 
personas, en sus lugares de residencia. Pero éstos y 
otros tópicos similares deberán ser serenamente plan- 
teados, gestionados y analizados, y no hay por qué 
partir de la base de que esa circunstancia conducirá 
a enfrentamientos insuperables". 


La postura de los conservadores, después del exabrupto 
del candidato Gómez, volvió a los cauces tradicionales. En 
efecto, dijo el editorial de El Siglo ?: 


——— 


“Si nos atuviéramos a las explicaciones del gobierno, 
el designio oficial de proponer reformas sustanciales 


. al Concordato vigente no persigue cosa distinta de 


facilitarle a la Iglesia colombiana el libre ejercicio 


de su ministerio pastoral. La realidad, sin embargo, 


1 El Tiempo, editorial del 25 de julio de 1987. 


? El Siglo, 3 de agosto de 1987. 
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es muy distinta. Por los planteos ya conocidos, e] 
propósito del gobierno se encaminaba hacia una po- 
sición inamistosa que vulneraria derechos inaliena- 
bles de esa Iglesia cuya fe proclama todavia la mayor 
parte dei pueblo colombiano. 


“En lo que toca con la educación pública, la preten- 
sión gubernamental está enderezada hacia la postu- 
lación de la escuela laica, en obsequio del derecho 
a la libertad de enseñanza concebido dentro de un 
esquema de riguroso individualismo. Se pretende que 
en los planteles oficiales no sea obligatoria la ins- 
trucción religiosa que haya de impartirse con arreglo 
al magisterio de la Iglesia Católica, segun exigencia 
concordataria. Pero sabemos que en la práctica ya 
no lo es, no sólo por incuria de parte muy numerosa 
de los maestros que están al servicio del Esta- 
do, sino porque expresamente lo convinieron así las 
altas partes contratantes en las notas de canje, cuan- 
do en ellas faculiaron la excepción, atendiendo a 
eventuales pluralismos confesionales y a la libertad 
de conciencia. En efecto, la enseñanza religiosa no 
es obligatoria para quienes soliciten que se les dis- 


pense de ella. Con tremendo alarde se esfuerza, pues, ^ 


el gobierno por abrir una puerta que otros franquea- 
ron y que está de par en par abierta a la libertad de 
conciencia. 


“El propósito de rebajar la enseñanza religiosa, 0 
hacer que ella no se imponga en las escuelas como 
disciplina obligatoria y lesiva de la libertad de con- 
ciencia, cuando en la préctica no lo es, es preten- 
sión impertinente. Quienes razonan en tal sentido, 
con afanosa invocación de la libertad de enseñanza, 
ignoran, o fingen ignorar, el contenido del Tratado 
Vasquez-Falmas y las notas que al canjearlo lo €s- 
clarecen y le dieron vigencia, o desconocen la. realida 
de la actividad escolar en los planteles oficiales. 


“El recurso de la libertad de enseñanza como argu 
mento básico para propugnar la reforma concorda- 
taria se funda en un equivoco, tomándola como 
simple libertad de cátedra dentro de la concepción 
individualista v radical de las libertades absolutas. 
La libertad de cátedra es una de las modalidades de 
la libertad de enseñanza, subordinada a ésta que 
descansa en el derecho primario de los destinatarl05 
del servicio educativo. Al maestro no le es lícito 
ejercitar su facultad individual a la cátedra libre 
en forma discrecional e ilimitada, con menospreció 
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o violación de los derechos de los educandos y de 
quienes tienen en orden prioritario el deber y también 
el derecho de educarlos. Muchos de los gue i Een 
con la educación y, sobre todo, de quienes se 
vinculan profesional o burocráticamente a su proce- 
so, han llegado al convencimiento erróneo de que ese 
servicio no tiene por finalidad cosa distinta del bie- 
nestar personal de quienes se hacen cargo de su 
prestación. Los destinatarios del servicio y, en con- 
secuencia, los titulares del derecho a él son los esco- 
lares y sus familias. | 


“El proceso educativo le atribuye a la familia, por la 
naturaleza de las cosas, el deber de educar a su 
prole, deber que presupone un derecho primario y 
exclusivo. En este campo, pues, las familias no son 
mandatarias del Estado aue, en modo alguno. puede 
sustituirlas. El monopolio estatal. así como la ense- 
fianza que distorsione en la escuela la formación 
impartida en los hogares, son las más frecuentes abe- 
rraciones políticas con las cuales se conculca y vul- 
nera el derecho a la libertad de enseñanza. Los padres 
de familia tienen derecho a exigir sue los maestros 
no envenenen la conciencia de sus hijos; y aue las 
escuelas sostenidas por los contribuyentes sean la 
que tienen que ser, semilleros de patriotas y de bue- 
nos cristianos y no incubadoras de violencia y terro- 
rismo. 
“En una sociedad materialista que sufre de vacío de 


valores espirituales, la enseñanza religiosa es indis- 
pensable para restablecer el equilibrio”. 


Entre tanto que el Ministro de Relaciones Exteriores, Julio 
Londoño, continuaba sus negociaciones en Roma por interme- 
dio del Embajador Turbay!, la Conferencia Episcopal Co- 
lombiana envió un nuevo Mensaje Pastoral sobre el Matrimo- 
nio, rechazando el divorcio afirmando “clara y recididamente 
que el Estado no tiene derecho de disolver el vínculo resultante 
de los matrimonios sacramentales” ?. 


El Ministro mando llamar al Embajador Turba y, quien 
vino a Bogotá posiblemente para informar al Gobierno sobre 
el progreso de sus negociaciones, o la falta de él, de lo cual 


————— 
! El Tiempo, 4 de agosto de 1987. 
? El Tiempo, 19 de septiembre de 1987. 
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nada trasluciò. Pero no irían las cosas tan bien en Roma, ya 
que el Ministro se dirieió en persona a esa ciudad el 20 ge 
enero de 1988 para llevar al Papa carta del Presidente Barco, 
cuyo contenido no se divulgó en ese momento ni después t, 

Con una increíble ligereza, el periódico El Tiempo vuelve 
a repetir que “la revision del referido Concordato puede ser 
solicitada en cualguier tiempo, segün se convino entre las 
dos altas partes contratantes, para ajustarlo a los preceptos 
de ia llamada Convención de Viena" ?. 

Esto no quiere decir que el Concordato sea "revisable" 
cuando lo quiera una de las partes, sino aue la modificación 
del Concordato ha de hacerse por mutuo acuerdo o, a falta 
de éste, por cambio de las circunstancias bajo las cuales se 
convino el primitivo pacto, en caso de que sea una sola de las 
partes la que desee le revisión; pero entonces tal parte ha de 
probar ese cambio de las circunstancias. pes 


2. El Mensaje Pastoral de la Conferencia, Episcopal, 
de septiembre de 1987, sobre el matrimonio. 


Este mensaje, firmado por 74 arzobispos, obispos, prefectos 
apostólicos y administradores diocesanos de Colombia, reiteró 
sus condenas contra el divorcio y defendió la indisolubilidad 
del matrimonio y los derechos de la familia, que el Estado 
debe hacer respetar ”. 

Ks el mensaje una exposición amplia sobre el matrimonio 
v la felicidad; el matrimonio, realidad humana; el matrimonio, 
realidad de salvación; consecuencia del matrimonio sacramen- 
tal; matrimonio y secularismo; y unidos por siempre en el 
Senor. 


En su párrafo 116 se dice: 


“Afirmamos clara y decididamente que el Estado nO 
tiene el derecho de disolver el vínculo resultante de 
los matrimonios sacramentales. Las palabras de Cris- 
to: ‘lo que Dios ha unido no lo separa el hombre son 
también aplicables al Estado. Con mayor razón en 





1 El Tiempo, 19 de enero de 1988. El Siglo, 20 de enero de 1988. 
? El Tiempo, 25 de enero de 1988. | 
Conferencia Episcopal de Colombia: Mensaje Pastoral sobt 
matrimonio católico, Bogotá, 1987, Editorial Carrera 72, 


e el 
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un país como Colombia, integrado mayoritariamente 
por católicos. Corresponde al Estado regular los efec- 
tos civiles, incluso la cesación de vida conyugal o 
separación de cuerpos, pero no tiene poder para. 
romper el viriculo matrimonial. El matrimonio sacra- 
mental no cae bajo la jurisdicción del Estado” !. 


3. La declaración de la Conferencia Episcopal acerca 
de “la verdad sobre el Concordato Colombiano”, 
de 1988. 


La Conferencia Episcopal Colombiana solicitó a un grupo 
de juristas (cuyos nombres permanecen en secreto), la elabo- 
ración de un extenso documento destinado a contestar las 
preguntas que más frecuentemente se hacen sobre el Concor- 
dato, así como para rebatir los conceptos expuestos por el 

. Presidente, sus asesores, y el partido liberal, acerca de la 
reforma concordataria ?. 

Esta obra tiene XIV capítulos en los cuales trata diversos 
aspectos el Concordato, como sigue: 


I. Relaciones Concordatarias entre Iglesia y Estado en 
Colombia. 


Este capítulo hace una historia de las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado en Colombia, para demostrar que es nece- 
sario que exista entre ellas un Concordato que regule sus re- : 
laciones, so pena de caer en la lucha religiosa, como aconteció | 
en el pasado. | 


IT. Razones socio-jurídicas para un Concordato. 


Aquí esponen más extensamente las razones que militan a 
favor de la existencia de un concordato entre las dos potes- 
tades, civil y religiosa, para beneficio de los asociados; se relieva 
la doctrina del Concilio Vaticano II acerca de las relaciones 
entre la comunidad política y la Iglesia, la cual no debe dejarse 


te sii 


1 Conferencia Episcopal de Colombia, ob. cit., p. 47. 


2 La verdad sobre el Concordato Colombiano, Paz religiosa. Se- 
“retario Permanente del Episcopado, Bogotá, 1988. con una Presentación 
POT Alfonso Cardenal López Trujillo, Arzobispo de Medellín. 
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al azar de las circunstancias sino integrarse en un régimen 
consensual de cooperación. | 

Se reivindica aquí la libertad de la Iglesia dentro del Es- 
tado, el cual debe crear las condiciones que favorezcan la vida 
religiosa de sus asociados y de respetarles su libertad legítima 
para que la ejerciten de acuerdo con sus convicciones. 

En este capítulo se deslizó un error por falta de estudio. 
En efecto, se dice alli gue el Articulo 53 de la Constitución 
establece que “el Gobierno podrá celebrar con la Santa Sede 
convenios sujetos a la posterior aporbación del Congreso para 
regular, sobre las bases de reciproca deferencia y mutuo res- 
peto las relaciones entre el Estado y la Jglesia". g 

Este artículo lo interpreta el jurista consultado en el sen- 
tido de cue el uso del término “podrá” es equivalente a “debe- 
rà”: “Se empleó la expresión “podrá” —dice— porque el 
Gobierno de Colombia solo firma un concordato si la Santa 
Sede consiente en suscribirlo”. 


Esta interpretación no es exacta. El origen de este artículo 


sa halla en la Constitución de 1863 y en la interpretación que .... En 


a ella le dieron los radicales. En efecto, no reconociendo esta 
Constitución personería a ia Iglesia Católica ni a sus asocia- 
ciones religiosas, los radicales dedujeron que el Estado Co- 
lombiano no podía pactar un Concordato con una persone 
inexistente, que la Constitución colombiana no reconocía. 
Decian entonces los pronombres del radicalismo que Colombia 
solo podía celebrar tratados con el Papa como soberano iem 
poral de los Estados Pontificios (y luego del Vaticano), pero 
nunca como jefe de una confesión religiosa que el Estado CO 


lombiano no reconocía, que ignoraba en su constitución, Y ^ 


la cual le negaba la personeria jurídica. 
Don Eugenio Baena, Agente Confidencial del Presidente 


Núñez ante la Santa Sede, propuso un proyecto de Concordato . 


al Cardenal Jacobini, Secretario de Estado de Su Santidad. 
cuya resolución primera decía: “Mientras las instituciones pe 
líticas de los Estados Unidos de Colombia se modifiquen en € 


sentido de que se pueda celebrar un tratado político con ] E 


| 3 Lai A Bs 
Santa Sede, las relaciones que deben existir entre ésta y aqu 


llos Estados, se cultivarán por medio de agentes confidenciales. DE 


establecidos ya sea en Roma, ya sea en Bogotá, o en ambas: 
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capitales contemporáneamente, según se estimara conve- 
niente”. | 
Por aqui se ve cuál era el criterio de los radicales al res- 


pecto y la manera como ellos pensaban que la Constitución 


de 1863 debía interpretarse, negando la posibilidad de celebrar 
un Concordato público con el Papa. 


Por las mismas consideraciones el Presidente Núñez rehusó 
recomendar al Congreso la aprobación de la Convención Ca- 
margo-Nina. | | 


Esta es la razón por la cual el constituyente de 1886 afir- 
mò en el artículo 53 de la Constitución, aue el Gobierno podía 
celebrar concordatos con la Santa Sede, pues antes de esta 
fecha, el Gobierno no podía hacerlo. En 1886 se considerò ne- 
cesario subrayar precisamente que Colombia reconocía perso- 
nería jurídica a la Santa Sede y que el Estado colombiano 
podía en adelante (podrá) celebrar con ella concordatos. 


UI. El Concordato ante el Derecho Internacional. 


Este capítulo, indudablemente escrito por el Profesor Ra- 
fael Nieto Navia, deja en claro que el Concordato es un tratado 
público internacional, que está sujeto en su formación al pro- 
cedimiento gue para ello prescribe el derecho internacional, 
que no es posible denunciar el Concordato pues en él no se 
pactó la facultad de terminarlo por denuncia unilateralmente 
por una de las partes; que no existen razones para aplicarle al 
Concordato de 1973 la cláusula rebus sic stantibus por cuanto 
las cireunstancias no han cambiado desde 1973; que la única 
Manera de modificar el Concordato de 1973 es por consenso 
entre las partes; que la Corte Suprema en su sentencia de 12 
de febrero de 1987 declaró constitucional la ley aprobatoria 
del Concordato; que el canje de notas de 1985 interpretó algu- 
nas cláusulas del Concordato; que el Concordato reconoce la 
Personería jurídica internacional a la Iglesia Católica, la cual 
. 8$ autónoma e independiente del Estado; que la legislación 
canónica debe ser respetada por la República, ya que el Concor- 
dato defiere formalmente a las instituciones de derecho canó- 
Dico en el Artículo IMI; que no es posible establecer el divorcio 
Vincular del matrimonio católico; y que el Concordato no viola 
la soberanía del Estado precisamente por haber sido convenido 
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con éste, y cuyas estipulaciones sobre estado civil de las per- o 


sonas deben ser respetadas por las autoridades civiles. 


Es lástima que toda esta magnífica exposición acepte que 
el canje de notas de 1985 fueron de interpretación del Concor- 


dato y no de modificación del mismo en ciertas partes, como 
no puede negarse de la simple lectura del texto de dichas 


notas. 


iV. Concordatos y otros convenios vigentes. 


Aquí se hace la lista de los concordatos vigentes, cuyo | 


número se eleva a 155 en la actualidad. 
V. Concordatos y privilegios. 


Niégase aquí que el Concordato implique privilegio alguno 
a iavor de la Iglesia. Católica. 


VI. Concordato y libertad religiosa. 


En este capítulo se tocan los temas siguientes: El concor- 
dato no se opone a la libertad religiosa; y el Concordato 
reconoce el derecho a la libertad religiosa de los que no per 
tenecen a la Iglesia Católica. 


VII. Concordato y régimen matrimonial. 


En este capítulo, el más extenso de toda la obra, se hace 
un análisis profundizando el tema del matrimonio en relación 
con el Concordato. Alli se describe el origen del matrimonio, 
y la manera como se produce; las leyes que regulan el matri- 
monio; las respectivas competencias de la Iglesia y del Estado 
sobre el matrimonio; niega que la competencia del Estado en 
materia matrimonial se extienda al matrimonio sacramenta): 
que el estado civil de las personas no es dado por la autoridad 


civil sino por el libre consentimiento de aquéllas: que al Jon | 
viduo corresponde elegir libremente su estado de vida; Li 
la libertad religiosa consiste en la inmunidad del hombre 


toda coacción tendiente a seguir una determinada práctica, 
que la Constitución Nacional garantiza la libertad de concien 


cia; que el matrimonio católico es el único válido para U 
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bautizado y no se le puede obligar a seguir una práctica con- 
traria a su conciencia como es el matrimonio civil; que el Con- 
cordato pone a salvo la libertad religiosa de los católicos en 


lo tocante al matrimonio; que al obligar a los católicos al 


matrimonio civil se atentaría contra su libertad religiosa; que 
existe un derecho natural a contraer matrimonio y que el 
Estado solamente puede regular sus efectos civiles, mas no la 
manera de su celebración obligatoriamente; si el Estado no 
concede el divorcio a un católico que ha perdido su fe y quiere 
divorciarse, no atenta contra su conciencia, pues cuando 
aquel individuo contrajo matrimonio lo hizo libremente y la 
pérdida de la fe no modifica la naturaleza: del vínculo con- 
traído; que el Concordato no consagra un privilegio al dar 
competencia a los tribunales eclesiásticos para la nulidad del 
vínculo, pues otras confesiones pueden también hacer lo pro- 
pio; que la norma concordataria sobre el matrimonio es la 
más adecuada para los católicos; que no es necesario reformar 
el Concordato en esta materia; que la imposición del matri- 
monio civil obligatorio rompería la tradición jurídica colom- 
biana al respecto e implicaría un desprecio para el matrimonio 
católico; que el Estado no puede imponer la ley del divorcio 
pues ello iría contra el derecho divino; que los Concordatos 
de España, Portugal e Italia reconocen plenos efectos civiles 
al matrimonio católico, y se examinan las circunstancias que 
llevaron a la celebración de los concordatos con estos tres 
países; y finalmente, que la doctrina universal e inmutable de 
- la Iglesia es que el único matrimonio legítimo y válido para 
los católicos es el matrimonio sacramento. 


VIII. Concordato y livertad de enseñanza. 


; Se examina aquí la libertad que el Concordato concede à 
: la Iglesia Católica para organizar centros de educación; la 


. Justificación de la contribución del Estado a la educación 
. Católica; que el Concordato no impone la ensefianza obligatoria 


; de la religión católica; y la manera como se imparte la edu- 


; “ación religiosa prevista en el Concordato. 
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ix. Normas sobre misiones. 


Las disposiciones del Concordato sobre este tema se ey. 
ponen. y analizan, explicando la razón de ellas, las normas 
legales en Colombia acerca del tema; la manera como éste 
se reguló en el Concordato de 1973; y en qué consiste la edu- 
cación que el Estado contrata con la Iglesia. 


x. Nombramiento de Obispos, Creación de Diócesis 
y Obispado Castrense. 


Se describe aqui el sistema del Concordato de “prenotifi- 
cación" para el nombramiento de los obispos; las normas con- 
cordatarias sobre creación de nuevas diócesis; y las relativas 
a la vicaría castrense. 


XI. Concordato y procesos penales de eclesiásticos. 


Se explica aquí en qué consiste el fuero concordatario; las 
disposiciones sobre procesos penales de los obispos; los proce- 
sos penales de clérigos y religiosos; las reglas del concordato 
para el juzgamiento de clérigos y religiosos; la explicación de 
la colaboración del Estado en la administración de la justicia 
eclesiástica; y la colaboración del Estado para preservar a 
los católicos de falsos o ilegítimos sacerdotes. 


ZII. Otras normas relativas a los eclestásticos. 


Estas son las relativas al secreto confesional; ja manera 
de testimoniar los arzobispos y obispos; la exención del servicio 
militar a los clérigos; y las normas relativas al ejercicio de 105 
cargos públicos por clérigos y religiosos. 


XIJ. Normas sobre personería jurídica y orden 
económico. 


El Concordato reconoce plena personería jurídica a !? 
Iglesia Católica (contrariamente a los radicales dei 63 que n0 
lo hacian); le reconoce derechos patrimoniales; permite grava! 
con impuestos las propiedades eclesiásticas, excepto los tem" 
plos; puede la Iglesia recibir aportaciones voluntarias de 105 
fieles; las razones por las cuales se establecieron obligacione? 
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económicas a cargo del Estado, tales como la renta nominal, 
la cuota concordataria, y otras cuotas de sostenimiento; las 
disposiciones relativas a. los cementerios; y las reglas tocantes 
a las obras ce arte de propiedad de la Iglesia. 


XIV. Reglamentación e Interpretación del Concordato. 


Considera el Episcopado que las disposiciones ya conteni- 
das en el Concordato son suficientes para permitir a las dos 
potestades actualizar sus normas mediante la reglamentación 
prevista en él. | : M 

En suma, es esta obra una explicación completa del Con- 
cordato y una refutación de la misma indole sobre las preten- 
siones del Estado y de los liberales en la materia y por las cuales 
piden la revisión o la abolición del Concordato. 
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CAPITULO XXIII 


NEGOCIACIONES ANTE LA SANTA SEDE 
PARA LA REFORMA DEL CONCORDATO 
DE 1973 


1. La propuesta reforma de ia Constitución en 1988. 


À comienzos de 1988, el Gobierno liberal de Barco, ago- 
biado con problemas de orden püblico, decidió convocar a un. 
plebiscito para reformar rápidamente la Constitución, sin 
contar con el Congreso cuyas alegadas demoras le impedían 
alcanzar los fines gue se proponía de modernizar el Estado. 

Los conservadores, desde la oposición, no quisieron adoptar 
el plan de Barco, quien hubo de desistir de su proyecto de 
reforma y buscar un entendimiento nacional con aquéllos, al 
cual se llegó el 20 de febrero de 1988, con un complejo pacto 
que, según los partidos, les permitía reformar la Constitución | 
sin seguir el trámite por ella establecido. Sin embargo, el Con- 
sejo de Estado anuló ese pacto político por inconstitucional, 
y el Gobierno se vio obligado a presentar su proyecto de refor- 
ima al Congreso, del cual nos ocuparemos más adelante. 


2. Los liberales piden reformar la Constitución 
en las relaciones entre la Iglesia y el Estado. 


Poco tiempo después el partido liberal avanzó su preten- 


sión, vieja desde 1936, de “hacer una nueva” Constitución, con — 


“reformas a la relación entre la Iglesia y ‘el Estado”, entre 
otras. 7 
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3. Ei Gobierno Colombiano nombra una Comisión 
Negociadora de las Reformas del Concordato. 


El Presidente de Colombia nombró una Comisión para que. 
negociara con el Vaticano la reforma del Concordato, 1a cual 
quedó integrada por el Embajador ante la Santa Sede, el ex- 
presidente Julio César Turbay Ayala, el ex-ministro Fernando 
Hinestrosa (quien en 1973 publicó un libro sobre el Concor- 
dato que ya hemos comentado aguí); Andrés Holguín enemigo 
a ultranza del Concordato (autor de opüsculos, artículos y 
entrevistas pidiendo la ““abolición del Concordato”); y dos fun- 
cionarios diplomáticos colombianos, sefiores Manuel Urueta y 
Benjamín López. | 

E] Ministro Londofio declaró que aguardaba que el Vati- 
cano nombrara una delegación para que ' comience formal- 
mente el examen de las eventuales reformas al Concordato, 
dentro de 1a mayor cordialidad y un clima de mutuo respeto" !. 

Se descubrió así el objetivo que perseguía el Ministro con 
Su visita personal a Roma a comienzos de 1988. 


4. La opinión del Episcopado y del Cardenal 
Alfonso López Trujillo. 


A principios de 1988, cuando se acentuaban las declaracio- 
nes gubernamentales y del partido liberal sobre la reforma del 
Concordato, el Episcopado Colombiano envió carta al Presi- 
dente Barco en busca de “aclaraciones sobre puntos confusos, 
concretamente en lo relativo a la enseñanza religiosa” *, pero 
el Presidente no respondió a la carta *. 


Probablemente en marzo de 1988, el Arzobispo de Bogota 
y el Cardenal López Trujillo fueron invitados al Palacio Pre- 
sidencial, quienes acudieron a la cita sin saber que ya se había 
constituido la Comisión Turkay-Hinestrosa-Holguin-L6pez- 
Urueta para estudiar las reformas. Aparentemente, tal entre- 
Vista no produjo resultado diferente del de radicalizar las 
Posiciones de las partes, tal cual aparece del reportaje hecho 
al Cardenal López Trujillo y publicado en el diario El Tiempo 
de Bogotá +. 





El Tiempo, 20 de febrero de 1988. 
El Tiempo, 26 de marzo de 1988. 
Id. 


wW t m 
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El Cardenal López expresó allí su desacuerdo con la ma. 
nera como el gobierno estaba conduciendo las negociaciones, 
ya que “la Iglesia Católica en ningún momento ha sido con- 
sultada sobre esas reformas concordatarias, ni ha habido diá- 
logo alguno, a pesar de nuestra solicitud y de las promesas del 
gobierno. À pesar de gue hemos considerado que era algo abso- 
lutamente lógico dialogar con los pastores de la Iglesia”. 


“Los diálogos sobre otros temas han sido cordiales, 
francos. Pero en realidad, parece que el gobierno 
está muy decidido en llevar los procesos de otra 
manera". 


Consideró el Cardenal gue una reforma del Concordato sin 
el concurso de la Iglesia es una “ingenuidad, una ilusión de 


personas gue conocen poco los mecanismos eclesiales", o lo PE 


que representa la Conferencia Episcopal !. 

Critico el Cardenal que el Gobierno no haya expresado sus 
ideas respecto a la reforma del Concordato: “A estas horas, el 
país no sabe a ciencia cierta qué es en concreto lo que el go- 


bierno se propone. Sí tiene ideas vagas, a veces manifestadas . 


por uno u otro vocero oficial en el sentido del matrimonio civil 
obligatorio y la negación de los efectos civiles del matrimonio 
católico. Se habla también de reformas en cuanto a la educa- 
ción religiosa. Pero estos dos puntos sorprenden enormemente. 
El país y la Conferencia Episcopal tienen derecho a que se les 
diga realmente qué se quiere". 


“Porque si nos vamos al primer aspecto, es algo inu- 
sitado. Hay una tal radicalidad que no regisira en 
los concordatos tan invocados como son los de Ita- 
lia, Portugal y Espafia. En estos, se reconocen plena- 
mente los efectos civiles del matrimonio católico y 
aqui une se sorprende que los voceros del gobierno 
estén empeñados en que esos efectos civiles sean Te- 
chazados. La propuesta es radical porque todo lo qué 
es el estatuto de derechos de los esposos e hijos se 
vendría a menos. El no darle un reconocimiento en 
la sociedad a una unión legítima es algo totalmente 
lesivo a los derechos fundamentales de los católicos - 


Estas ideas de los liberales, expresadas por el Presidente 
Barco, el Ministro Londoño y el Embajador Turbay, las COD 


1 El Tiempo, 25 de marzo de 1988. 
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sidera el Cardenal confusas “porque no es el campo propio de 
ellos manejar cuestiones teológicas y doctrinales” !. 

Finalmente, el Cardenal constata que el Gobierno ha ce- 
rrado las puertas a los obispos: “Es algo gue no preguntamos 
con perplejidad porque nunca lo esperábamos. Tenemos mu- 
chos documentos según los cuales ha habido un enorme res- 
peto a la posición de la Iglesia por parte del partido liberal. 
¿Qué está sucediendo? Es una oleada universal de seculari- 
zación, se piensa que para este país lo que más le conviene es 
todo el conjunto de una ética y de una legislación regresivas 
como las que se han aplicado en otros países. Vamos a ver 
si esa forma de “progreso” no CONSIALUZE un atentado contra 
la dignidad”. 


En este estado de las cosas, con una posicién confusa del 
Gobierno acerca de la reforma, con una actitud hostil hacia 
los obispos colombianos, con una comisión negociadora anun- 
ciada (pero aún no nombrada oficialmente), el Gobierno esta- 
ba actuando exactamente como lo hicieron los gobiernos 
liberales de López en 1936 y de Santos de 1938 a 1942: enten- 
derse directamente con la Santa Sede y provocar así la opo- 
sición cerrada de Jos obispos colombianos, auienes se consideran 
desdefiados por el Gobierno teniendo todo el derecho de inter- 
venir en las negociaciones de reforma. Ademés el Nuncio en 
Bogotá se ha mantenido diplomáticamente neutral. 


5. Las declaraciones del Ministro de Relaciones Exteriores, 
Julio Londofio Paredes, del 17 de abril de 1988. 


En esta fecha el Ministro declaró en una entrevista 1: 


—ijl gobierno y ei Vaticano acordaron reformar cier- 
tos puntos del Concordato, ¿cuáles? 


Sobre ese particular me tengo gue limitar a decir que 
en una entrevista que tuve con Su Santidad el Papa 
y posteriormente con el Secretario de Estado Vaticano 
se acordó la constitución de una comisión con miem- 
bros de una y otra parte, con el propósito de analizar 
las eventuales modificaciones qeu se le hagan al Con- 
cordato. 


—— ——À 


1 El Tiempo, 25 de marzo de 1988. 
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—¿En cuáles piensa el gobierno? 


No puedo anticipar ahora eso, porque creo que talia 
ría a los términos acordados. 


—¿Pero cuáles son los elementos esenciales? 


Los elementos para la modificación se refieren n 
cialmente al régimen matrimonial y al problema de 
la educación en Colombia. La comisión ya está cons- 
tituida y está al frente de ella el Embajador de co 
lombia ante el Vaticano. j 
—¿Esta comisión debe tener el acuerdo del Vaticano? | 
No necesariamente. | 
—¿Qué piensan reformarle al régimen matrimonial? 


Esa reforma ya se tiene clara. Pero no lo puedo expli- 
car. No puedo saltarme un acuerdo que se ha hecho : 
con la Santa Sede. si 


—¿La negociación se limitará a esos dos temas? 


Puede haber otros. Los dos que les cité no son exclu 


SiVOS. 


—Los jerarcas de la Iglesia colombiana se han que- 
jado de la actitud del gobierno. ¿Tienen razón? 


No creo. 
— Pero están molestos. ¿Por qué? 
Eso hay que preguntárselo a ellos, a la Iglesia. 


— Quiza a causa del concordato... 


El Concordato es un tratado internacional suscrito P 


entre el Gobierno de Colombia y el Estado Vaticano. . 
La renegociación, la revisión de un tratado interna- . 
cional se hace entre dos Estados. 


—4O sea que no van a incluir al episcopado en la n 
sociación? p 


Me limito a decir que la negociación de un tratado 
internacional se hace entre dos Estados. El Concor, ES 
dato fue negociado entre Colombia y el Vaticano. 
eso se seguirá haciendo así. Y cada Estado pus 
asesorarse de las personas que quiera. 
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En esta forma reveló el Ministro que ya había llegado a 
un acuerdo acerca del matrimonio. "Esa reforma ya se tiene 
clara”, dijo, pero no la explicó, ni tampoco explicó el por qué 
la comisión “constituida”, que no nombrada, no había aún 
actuado, y cómo era posible que sin haber aún actuado la 
comisión, ya se hubiera llegado a un acuerdo con la Santa 
Sede. 


igualmente debe destacarse de estas declaraciones, la in- 
sistencia del Ministro de que el Concordato es un tratado “entre 
el Gobierno de Colombia y el Estado Vaticano", siendo así que 
todo Concordato se celebra entre un Estado y la Santa Sede, 
no el Estado Vaticano. Véanse, si no, los Concordatos con 
Colombia de 1887, 1942 y 1973. 


Finalmente, negó el Ministro toda ingerencia en la nego- 
ciación de reforma del Concordato, a los obispos o a 1a Con- 
ferencia Episcopal, insistiendo tercamente en el mismo error 
del Presidente Barco, y en el de las sombras de López-Rocha, 
Santos-López. de Mesa, coautores del fracasado Concordato 
Echandia-Maglione. 


6. Lo visita del Presidente Barco al Papa Juan Pablo i! 
en el Vaticano ei 19 de junio de 1988 en compañía 
del Ministro de Relaciones Exteriores. 


Con motivo del viaje a Buropa del Presidente Barco a 
fines de mayo de 1988, se resolvió aprovechar su viaje para 
que el Presidente tuviera una entrevista con el Papa Juan 
Pablo YI en el Vaticano, la cual se convino para el primero 
de junio de 1988. 


Luego se anunció en Bogotá, el 10 de mayo de 1988, que 
el Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia también 
llegaría a Roma ei propio primero de junio, aparentemente 
para reforzar las gestiones del Presidente sobre la reforma del 
Concordato. 


Estas visitas anunciadas, se comentó, indicaban que la 
reforma no avanzaba en Roma, y que para lograrlo se habían 
planeado estos refuerzos extraordinarios. Entretanto, la jerar- 
quia eclesiástica colombiana siguió protestando por su exclu- 
Sión de las negociaciones o proyectadas negociaciones. 
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7. Las aclaraciones del Episcopado colombiano sobre 
las declaraciones del Presidente Barco. 


Barco, al iniciar su viaie a Europa, con miras a entrevis- 
tarse con el Papa, declaró lo siguiente !: 


“En el Estado Vaticano sostendré un intercambio de 
ideas con su Santidad Juan Pablo II. Como ustedes 
saben, desde hace algunos meses Colombia y el Vati- 
cano han sostenido negociaciones para, de común 
acuerdo, hacer una reforma al Concordato vigente 
entre Jas dos partes. Se trata de crear las condiciones 
para actualizarlo y adecuarlo a la vida contempo- 
ránea, como se ha hecho en otros países tan católi- 
cos como Colombia. y como lo aconsejan las realidades 
cue estamos viviendo". 


La respuesta de la Iglesia no se hizo esperar y fue contun- 
dente ?: 


“El Senor Presidente de la República, antes de em- 
prender su viaje a Europa y los Estados Unidos, se 
ha expresado, sobre el encuentro que tendrá con el | 
santo Padre, de una manera que merece algunas 
aclaraciones: 


"1. ‘El Estado Vaticano’ no es la otra parte contra- 
tante Ge! Concordato —como lo ha dicho en repetidas 
ocasiones el Gobierno— sino aue lo es la Santa Sede. 
Es ella quien firma los Concordatos, al gozar ella 
misma de plena soberanía internacional. La Santa 
Sede es, como lo recuerda el Código de Derecho Ca- 
nénico, no solo el Romano Pontífice, sucesor de Pedro 
y cabeza visible de la Iglesia Universal, sino tambien 
la Curia Romana en estrechísima colaboración con el 
Santo Padre y bajo su dependencia (Cir. Canon 361). 


“2. Como es conocido, en el encuentro del 22: de enero 
último, entre el Eminentísimo Cardenal Casaroli, Se- 
cretario de Estado, y el doctor (sic) Julio Londono 
Paredes, Ministro de Relaciones Exteriores de Colom- 
bia, se había considerado la conveniencia de examinar 
conjuntamente la eventual actualización de unos 
puntos del Concordato. 


1 El Tiempo, del 25 de mayo de 1988. 
2 El Tiempo, del 26 de mayo de 1988. 
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“Tales convenciones, cuando se hagan —hasta ahora 
no se han hecho— tendran carácter exploratorio. Las 
palabras del Señor Presidente, para ajustarse a la 


realidad, no pueden tener otros significados distintos 


del mencionado. 


“3. El Señor Presidente ha hablado de “otros países 
tan católicos como Colombia’ en donde se han pro- 
ducido cambios en la legislación referente a la ma- 
teria concordataria. Es preciso afirmar, en primer 
lugar, que las disposiciones legales que en aquellos 
países se ha introducido. por ejemplo en materia 
matrimonial no han sido fruto de un acuerdo con la 
Santa Sede sino decisiones tomadas contra la volun- 
tad de la misma por una interpretación de la norma 
 concordataria que la Santa Sede ha considerado con- 
traria a los respectivos acuerdos. 


“4. No se ve cómo la Santa Sede puede admitir 
acuerdos en cuestiones conexas con la misma doctrina 
gue el Romano Pontífice y la Iglesia Colombiana 
tiene la obligación de defender”. 


Además. organizó la Iglesia, en Medellin, lugar de resi- 
dencia del Cardenal López Trujillo, una gran manifestación 
de apoyo a la Iglesia, ante la cua! dijo que no entendía por 
qué el Gobierno guería olvidar la tradición religiosa del pue- 
blo colombiano, y afirmó *: 


“Un país gue ha venido perdiendo el acercamiento a 
Dios, lo que más requiere en este momento es profun- 
dizar en su fe, oue lleva a amar, perdonar y respetar 
a su hermano y no su desconocimiento oficial, aca- 
bando con la formación religiosa, que quedará como 
algo completamente privado, olvidando la Constitu- 
ción Política que reconoce a la religión Católica”. 


8. Epílogo de la visita de Barco al Papa. 


La visita del Presidente Barco al Papa Juan Paolo II fue 
una visita infortunada. 

En primer lugar, no se sabe por gué, no era una visita 
Oficial sino privada, y así se llevó a. cabo el 3 de junio de 1988. 


El Espectador, 28 de mayo de 1988. 
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Al término de la entrevista privada del Papa con Barco, 


la Santa Sede emitió un comunicado que dice: 


“El Presidente de Colombia, Señor Virgilio Barco, ha- 
bia solicitado visitar al Santo Padre durante su viaje 
a Europa. La visita tuvo carácter privado. 


“Zu Santidad ha tenido ocasión de expresar su gran 
afecto por la Nación Colombiana, con el recuerdo 
muy vivo de su viaje pastoral a Colombia en iulio 
de 1986, de reconfirmar su gran estimación por la 
obra cue allí desarrolla la Iglesia y su cercanía a los 
Obispos colombianos; con el pensamiento v 1a ora. 
ción, en su Gedicación pastoral en pro de los valores 
de la fe y de la vida cristiana y en su compromiso en 
favor de la justicia y de la promoción humana y so- 
cial del pueblo colombiano”. 


“El Santo Padre ha renovado su solicitud por la paz 
y el bien del país turbado en estos últimos tiempos 
por algunos dolorosos acontecimientos”. 


“El Presidente Barco ha agradecido a Su Santidad; 
además le ha confirmado el deseo, expresado ya des- 
de hace algün tiempo, de que se examine una posible 
actualización de algunos puntos del Concordato de 
1973. Es conocido gue al respecto estaban ya en curso 
contactos entre los órganos competentes de la Santa 
sede y del Gobierno de Colombia”. 


"Como va el Santo Padre lo había expresado en una 
reciente carta al Presidente Barco, el problema és 
serio y delicado en sí mismo; esto particularmente 
por aquellos aspectos de la Doctrina de la Iglesia 
que la Santa Sede y los Obispos, aún en cualquier 
negociación concordataria, no pueden dejar de defen- 
der v preservar” 1. ] | 


Ningün comunicado emitieron Barco, su Ministro de Rela- 


ciones Exteriores o su Embajador, quienes hubieron de esperar 
afuera de la Biblioteca Vaticana mientras el Papa y Barco 
conversaban. 


1 





El Tiempo, 4 de junio de 1988. 
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Al propio tiempo, el Cardenal López Trujillo reafirmó que 


“las negociaciones que tendrán lugar en Roma son 


‘exploratorias’, para no dejar la impresión, por las 


palabras del Señor Presidente, de que desde hace 
tiempo se adelantaban ‘negociaciones’, concepto que 
tiene una significación diferente" !. 


9. La Santa Sede designa una comisión negociadora. | 


Luego de la entrevista del Papa Juan Pablo II con el 
Presidente Barco, la Santa Sede designó una comisión nego- 
ciadora de las reformas al Concordato, en la persona de An- 
gelo Sodano, Secretario del Consejo para los Asuntos Püblicos 
de là Iglesia, antiguo Nuncio Apostólico en. Chile, quien la 
preside, y de Monseñor Audrys Barkis, Subsecretario del Con- 
sejo para los Asuntos Pùblicos de la Iglesia, Monsefior Jorge 
Ardila Serrano, Obispo de Girardot, Monseñor Giovanni Lajolo 
y Monseñor Giacinto Berloco, estos dos últimos oficiales del 
Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia. Como expertos 
de la comisión fueron designados el padre Gustavo Ferreira 
Sampedro, Presidente del Tribunal Eclesiástico Nacional de 
Colombia y Monseñor Alvaro Fandiño Frank, Subsecretario 
de la Conferencia Episcopal de Colombia ?. 

No habiendo sido aceptados Fernando Hinestrosa y Andrés 
Holguín como negociadores, nombró como integrantes de la 
dicha comisión colombiana, a los embajadores liberales en Es- 
paña, Pedro Gómez Valderrama y en Bélgica, Rafael Rivas 
Posada 3. | 

Al propio tiempo se anunció que las conversaciones se 
iniciarían en Roma el 4 de julio de 1988 *. 

El Directorio Nacional Conservador emitió seguidamente 
el siguiente comunicado $: 





A e e 

El Tiempo, 4 de junio de 1988. 

El Tiempo, 5 de jun'o de 1988. 

El Espectador, Y de junio de 1988. 
El Espectador, 5 de junio de 1988. 
El Siglo, de junio de 1988. 


CT da C) I9 nm 
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“La pretensión del gobierno de buscar una modifi- 
cación de las cláusulas del Concordato vigente con 
la Santa Sede ha provocado una justa reacción de la 
jerarquía eclesiástica colombiana. El Partido Social 
Conservador quiere expresarle publicamente su apo- 
yo, sin restricciones, a la posición que, con tal motivo, 
la Conferencia doctrinal ha asumido sobre principios 
esenciales de naturaleza doctrinaria que no son sus- 
ceptibles de negociación entre la Iglesia y el Estado. 
A] propio tiempo el partido reclama del gobierno, nue- 
vamente, su atención prioritaria a los graves que- 
brantos que sufre la Nación, renunciando al propósito 
inexplicable de introducir, en esta hora infortunada, 
un nuevo y perturbador elemento de discordia". 


Estas declaraciones fueron inmediatamente respaldadas 
por el Cardenal López Trujillo, quien dijo al expresidente Mi- 
sael Pastrana Borrero lo siguiente !: 


“Estoy profundamente agradecido por el hondo, va- 
lioso y significativo contenido de tan importante 
declaración que habla muy bien del sentido patrió- 
tico y católico de quienes orientan esa histórica co- 
lectividad”. 


“Sabemos que tal posición interpreta el sentir de 
nuestro pueblo, católico en su inmensa mayoría. Es, 
sin duda, la actitud coherente con la fe cristiana y 
con la pertenencia a la Iglesia, que seguramente una 
grande proporción de otros partidos comparte y mas, 
en momentos en que la grave situación del país re- 
quiere unir a los colombianos. No existe, ciertamente 
un factor más vigoroso de cohesión entre los hijos 
de Colombia que el que nos viene de la unidad a nues 
tra fe. Tenemos la esperanza de que esto sea asl 
entendido por nuestros gobernantes, en un país ago- 
biado por tantos males”. 


“No se puede hacer caso omiso de la calidad y entrana 
cristiana de nuestro pueblo, a cuyo servicio están 108 
gobernantes. Es éste un principio que inspira nuestra 
Constitución y que todos los que tienen la noble mr 
sión de la política, han de tutelar en forma conse 
cuente”. 


1 El Espectador, 8 de junio de 1988, 





LA ENSEÑANZA RELIGIOSA ESCOLAR © 1993 


10. La enseñanza religiosa escolar. 


El Cardenal Alfonso López Trujillo, Arzobispo de Mede- 


llín, Presidente de la Conferencia Episcopal, publicó a media- 


dos de 1988, un opúsculo titulado “Los derechos de los católicos 
a la enseñanza religiosa escolar”, en cuya introducción se queja 
nuevamente de los proyectos del Presidente Barco de reforma, 
del Concordato, incluyendo los puntos de él referentes a la 
educación católica. | 


Dice allí el Cardenal: 


“Ha sido grande la sorpresa de la Iglesia colombiana 
al comprobar cómo la presión para una eventual Re- 
forma Concordataria, también en cuanto a la educa- 
ción, continüa, a pesar de que no se ha indicado, de 
parte del Gobierno, en qué consiste. Las alusiones 
han sido vagas. En el texto del Concordato de 1973 
y en el Canje de Notas del 2 de julio de 1985, como 

. ya se ha observado, queda ampliamente tutelada la 
libertad tanto de los Fadres de Familia, como de los 
educados (cuando son mayores de edad), para re- 
cibir o no la enseñanza religiosa. No se ve, pues, la 
razón para que se busque abrir una puerta que, desde 
hace afios, está abierta de par en par". 


Y más adelante afirma: 


“Como se podrá reflexionar con profundidad en el pre- 
sente documento, estos derechos los consideramos 

vitales e irrenunciables, mucho más en una nación 
católica, como la nuestra. Atentar contra la enseñan- 
za religiosa no es, ni puede ser, algo que la Iglesia 
considere de poca monta. Se juega, en buena parte, 
el futuro católico de la nación, lo que nuestra Cons- 
titución ampara y favorece como un servicio esen- 
cial ala patria". 


Para sostener al final la posición invariable de la Iglesia: 


*No podemos dejar que se pierda la perspectiva his- 


tórica. Lo que somos hunde sus raices en los esfuer- 
zos de la Iglesia que, en nuestra patria ha sido la 
gran abanderada de la educación, en nuestra vasta 
geografía, desde la llegada misma del Evangelio. Las 
Universidades, los Colegios, las Escuelas, los diferen- 
tes Centros de Educación, instituciones no pocas que 
han servido durante siglos al hombre colombiano, 
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muestran a las claras que no es justo desconocer toda 
una prolongada y formidable presencia, todo un es- 
fuerzo de generaciones y, menos todavía, como a 
veces se intenta, adjudicarle a la Iglesia la respon- 
sabilidad de las insuficiencias en el desarrollo. Atri- 
buir a la Iglesia, la causa de ciertas alineaciones, 
retrasos e injusticias, gue es ella la primera en de- 
nunciar, no tiene en lo mínimo, ni antes, ni ahora, 
asidero histórico. No es la Iglesia invitada de última 
hora en el servicio sacrificado de la educación de 
nuestra niñez y de nuestra juventud. Palpamos a 
diario la gratitud de un pueblo que ama, respeta y 
reconoce la acción humanizadora de la Iglesia de 
Cristo". 


1i. Nuevo proyecto de reforma constitucional de Barco. 


El proyecto de reforma constitucional del Presidente 


Barco, presentado al Congreso en agosto de 1988, contiene 
las siguientes disposiciones en lo tocante con la Iglesia y la 


religión. 
Se eliminó el preámbulo de la Constitución, con la invoca: 


ción del nombre de Dios, y de ser la Religión Católica la de 
ta Nación. 


Según el artículo 99 del proyecto, toda persona tiene 


derecho...: 


“130—A las libertades de conciencia, de religión y de 
cultos. Este derecho implica la libertad de conservar 
o cambiar su religion o sus creencias, o de profesar 
alguna, así como la libertad de difundirlas, individual 
o colectivamente, tanto en publico como en privado. 


"Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que 
pueden menoscabar la libertad de conservar su reli- 
gión o sus creencias o de cambiar de religión o de 
creencias, o ser compelido contra su voluntad a pro- 
fesar alguna. 


"La libertad de profesar la propia religión y las pro 
pias creencias está sujeta únicamente a las limita- 
ciones legales gue sean necesarias para proteger la 
moral politica, la seguridad, el orden, la salud o los 
derechos y libertades de los demás. 


“La obieción de conciencia es garantizada. Los padres 
o tutores tienen derecho a que sus hijos o pupilos 
reciban la educación religiosa y moral gue esté de 


acuerdo con sus propias convicciones”. 
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El Articulo 21 dice en su inciso tercero: 


“Los grupos étnicos, lingüísticos o religiosos tienen 
derecho a que la instrucción y educación que reciben . 
del Estado o de particulares respete sus tradiciones y 
diferencias”. 


El Artículo 67 derogó íntegramente el Artículo 78 de la 
Constitución, incluyendo su numerai 8% que dice: 


“Es prohibido al SOBEROSD ya cada una de sus Cá- 
maras: | 


e € à i‘ 9 e. o0 d 0 > o O0 9 ù ù e$» $9 à o o à 0. o 0. 9 0 0 o à e. e è 0 6 0 0 à 6 o 656 è * è 5» e 0 * e 9 a 


“g0—Decretar actos de proscripción o persecución 
contra personas o corporaciones". 


Este numeral 89 fue dictado en 1886 para evitar que Con- 
gresos futuros pudieran decretar por ley actos de proscripción 
y confiscación como los ordenados por el Congreso de 1877 
en venganza contra la Iglesia por su supuesta participación 
en la revolución de 1876-1877. Pero los nuevos constituyentes, 
 olvidadizos de la historia, proponen ahora derogar este nume- 
ral junto con el resto del artículo que establece los límites 
políticos del Congreso frente a las otras dos ramas del poder 
püblico. 

Crea un nuevo Artículo 93, para colocar antes del 120, 
Que dice: | 
“Como Jefe del Estado, el Presidente de la Republica, 
tiene la investidura de personero del pueblo colom- 
biano. 

“Representa. al Estado cuando con carácter oficial se 
traslada a territorio extranjero. 

“Dirige las relaciones entre los demás Estados y or- 
ganizaciones territoriales; recibe los agentes acredi- 
tados por aquellos o éstas; celebra tratados 0 
convenios que se someterán a la aprobación del Con- 
egreso; nombra agentes diplomáticos y consulares y 
les imparte instrucciones para el desempeño de sus 
funciones, gue pueden tener carácter reservado”. 


La feliz redacción de la reforma de 1968, de “dirigir las 
relaciones diplomáticas y comerciales con los demás Estados 
y entidades de derecho internacional”, se reemplaza aquí por 
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la imprecisa de que el Presidente “dirige las relaciones entre 
los demás Estados y organizaciones internacionales" (subra- 


yamos). O sea, que con el cambio de “con” por "entre", el - 


Presidente ya no dirige las relaciones de Colombia con los 
demás Estados y entidades internacionales, sino que se con- 


vierte en una especie de árbitro “entre” otros Estados y orga- - 


nizaciones territoriales. 


Además de que lo de “organizaciones territoriales” no tie- 


ne sentido en derecho internacional, a menos que se quiera 
equiparar a Estados a los guerrilleros y negarle la personería 
a la Santa Sede por no ser “organización territorial". 


Tan pronto como el Gobierno publicó su proyecto de ` 


reforma constitucional, se hizo evidente que aquél había su- 


primido el preámbulo de la Constitución, adoptado en el Ple- 


biscito de 1957, que había restablecido la invocación a Dios y 
reconocido a la Religión Católica como “Ja religión de la 
Nación". 


Ante el Ministro de Gobierno se presentó la Conferencia 
Episcopal solicitándole una aclaración al respecto, y aquél en 


carta de 10 de agosto de 1988 dijo en respuesta que el proyecto 


de Constitución no mencionaba el preámbulo por cuanto se 
trataba de una reforma solamente, conservando aquéllo no 


tocado por ésta. 


Sin embargo, durante la discusión del proyecto en la 
Comisión del Senado, se hizo evidente que los liberales habían 


suprimido el dicho preámbulo, por lo cual los obispos colom  . 


bianos, con el Cardenal Alfonso López Trujillo a la cabeza, 
expidieron un comunicado el 16 de noviembre de 1988 protes- 
tando contra la dicha supresión y expresando que “estamos 


seguros de que los legisladores, respetando la identidad reli- E 
giosa del pueblo colombiano y la importancia histórica del . 


Preámbulo de 1957, mantendrán ese Preámbulo, que es marco 
inspirador y orientador de la Carta Fundamental". 


Pero es bien evidente, por la tendencia del Senador po =: 
nente de la reforma, y por la actitud pasiva de los COD = 
gresistas conservadores, que tal supresión será adoptada Y . 
que el preámbulo no será restablecido en la Constitución, d€ . 
jando solamente el nombre de Dios en el encabezamiento G6 . 


ella. 
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Pero el Ministro de Gobierno, quien no es constituciona- 
lista, posiblemente alarmado por la protesta del episcopado 
colombiano, decidió a última hora dejar testimonio en la Co- 


misión de que el Senado debía reintegrar a la religión católica 


como religión de la nación, en el preámbulo de la Constitución. 

La falta de información en la materia en el dicho Minis- 
tro ha quedado en claro pues la religión de la nación no es la 
. de ella porque se le integre o no en la Constitución y la 
religión católica no es constitucionalmente oficial de la nación. 

Esta grave falla del partido conservador en el Congreso, 
relativamente a la posición de la Iglesia Católica en la Cons- 
titución, ha sido expuesta por el ex-Ministro de Relaciones 
= Exteriores, Alfredo Vázquez Carrizosa !: 


“En los predios conservadores, la cuestión del aban- 
dono del preámbulo plebiscitario de 1957, que consa- 
graba la vocación católica de la Nación, hecho por 
equivocación en el Senado donde tienen curules emi- 
nentes posibles precandidatos presidenciales, como el 

| senador Rodrigo Lloreda, mueve a risa si no fuera un 
contrasentido doctrinal grave. El partido que otrora 
se decía el defensor nato de los derechos de la Iglesia 
Católica, demostró el poco cuidado que tiene en tan 
delicada materia y el abandono de los principios. El 
prólogo aprobado en 1957 inclusive por los jefes libe- 
rales de la época, desapareció”. | 


12. Interregno en las negociaciones. 


En septiembre de 1988 el Embajador Turbay, jefe de la 
comisión negociadora, renunció a la Embajada y regresó a Co- 
. lombia para dirigir el partido liberal. La comisión quedó acé- 
fala hasta el mes de abril de 1989 cuando se anunció el nom- 
bramiento de Fernando Hinestrosa como embajador ante la 
Santa Sede, quien ocupó el cargo en mayo de ese año. 


TU 

: El Espectador, 16 de diciembre de 1988, p. 3A. 
T de 5 El decreto 2668 de 1988 autorizó también la celebración de ma- 
. "Imonios civiles ante el notario del circuito del domicilio de la mujer. 
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En marzo de 1989 el Gobierno colombiano anunció que 
había nombrado a Fernando Hinestrosa su Embajador ante 
la Santa Sede y que había recibido el agrado de esta ültima, 
pero no hizo mención, como en el caso del Embajador Turbay, 
de quién seria el jefe de la delegación colombiana para nego- 
ciar eon 1a Santa Sede la reforma del Concordato. 








CAPITULO XXIV 


FINAL DE LA PRESENTE OBRA 


Termina así esta obra, en medio de la propuesta de nueva 
reforma del Concordato de 1973, que ha sido llevada con des- 
gano por el actual gobierno del Presidente Barco y cuyo final 
probablemente no veremos durante su periodo presidencial. 
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CAPITULO XXV 


TEXTOS DE LOS CONCORDATOS 
Proyecto de Monsenor Baluffi de 1837. 
Texto italiano. Traducción al espanol. 


Convención Camargo-Nina de 1880. 
Textos español e italiano. 


Proyecto de Protocolo de don Eugenio Baena, de 1882. 
Texto italiano. 


Bases para un arreglo con la Santa Sede de don Antonio Roldán, 
de 1883. . | : | 


Convención dé 1887 entre el Papa León XII y el Presidente de 
- Colombia Rafael Núñez. 
Texto español, italiano y latino. 


Convención de 1888 sobre el Artículo 25 del Concordato: 

, | Convención de 1892 Adicional al Concordato. 

Convención de 1898 sobre el Artículo 25 del Concordato. 
Convenio de Misiones de 1902. 

Protocolo de 1903 Adigional al Convenio de Misiones de 1902. 


Protocolo de 1905 sobre los Límites de la Prefectura Apostólica de 
San Martin. | 


Protocolo de 1907 Modificatorio del de 1898 sobre el Artículo 25 
del Concordato. | 


Convención de 1908 Reformatoria de la de 1898 sobre el Articulo 
25 del Concordato. 


Convención de 9 de octubre de 1918 Modificatoria de la cuota Con- 
cordataria para las Misiones. 


Acuerdo de 1? de enero de 1919 en Ejecución de la Convención de 
1918 sobre la cuota Concordataria. 











16. 


it. 


18. 


20. 


21. 


22. 


23. 
24. 
29. 
26. 


28. 


29. 


31. 


32. 


33. 


Convenio Gasparri-Concha celebrado por canje de notas de marzó 
y junio de 1924. 


Convenio de 1932 por canje de notas sobre reducción de la cuota 
Concordataria para las Misiones. 


Convenio de 1933 por canje de notas sobre reducción de la cuota 
Concordataria para las Misiones. 


Convenio de 1934 por canje de notas sobre reducción de la cuota 
Concordataria para las Misiones. 


Convenio de 1935 por canje de notas sobre reducción de la cuota 
Concordataria para las Misiones. 


Convenio de 1940 por canje de notas sobre reducción de la cuota 
Concordataria para las Misiones. 


Concordato Maglione-Echandía de 1942, Protocolo final y prece- 
dente canje de notas. 


Convenio de 1951 sobre el Artículo 25 del Concordato. 
Convenio de Misiones de 1953. 
Convenio de 1956 sobre el Artículo 25 del Concordato. 


Acuerdo de 1962 por canje de notas sobre el artículo 25 del 
Concordato. | 


Concordato de 1973, Protocolo final y Acta de canje de los instru- 
mentos de ratificación. 


Acuerdo sobre el Articulo XXVI del Concordato por canje de 
notas de 28 de diciembre de 1979. 


Acuerdo sobre el Artículo XXVI del Concordato por canje de 
notas del 24 de julio de 1984. 


Acuerdo de interpretación de los Artículos VI y XIII del Concor- 
dato, por canje de notas del 22 de marzo de 1985. 


Convenio de 1985 por canje de notas sobre Modificaciones al Con- 
cordato de 1973. 


Acuerdo sobre la Vicaría Castrense, por canje de notas de 1? y 2 
, È 


de abril de 1986. 
Convenio de 1987 sobre el Articulo XXVI del Concordato. 
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CAPITULO XXV 


TEXTO DE LOS CONCORDATOS 


1. Proyecto de Monseñor Boluffi de 1837 ! 
Original en italiano. 


Articolo L—La Religione Cattolica Apostolica Romana è 
- la Religione della Nuova Granata. 


Articolo Il. 


$ 1.—in riguardo all'ntilita che ritrae la Religione Catto- 
lica dal presente Concordato, il S. P. Gregorio XVI concede al 
Governo della Rep.ca, la facoltà di nominare e presentare i 
Vescovi; il che dovrà eseguire eniro un anno dalla morte 
dell'ultimo Prelato. | 


$ 2.—Sua Santità dopo compilato il processo a seconda 
dei S.S. Canoni, darà l’istruzione ai nominati quando in essi 
concorrano i necessari requisiti. 


$ $.—Se la S. Sede avesse motivi canonici per non am- 
menitere la nomina del nuovo Vescovo, il Governo passerà ad 
eleggere altro soggetto. 


. .$ 4-—Il giuramento dei Vescovi, nell’atto della loro con- 
sacrazione, seguirà a farsi come viene prescritto nel Pontificale 


i Este proyecto de Concordato ideado por Monseñor Gaetano Ba- 
luffi, Obispo de Bagnorea e Internuncio Apostólico, fue mandado al 
Cardenal Secretario de Estado con la carta del 4 de julio 1837. Se con- 
serva en el Archivo Secreto Vaticano: Affari d'America, Rubr. 279, 
ano 1837, número 68.694 de protocolo. 
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Romano, soppresse le parole “Haereticos persequar et impu- 
gnabo”. Avanti la Consacrazione presterà giuramento in 
mani del Presidente o di altra persona dal medesimo designa- 
to, nei termine seguenti: “lo Vescovo di N; giuro e prometto a 
Dio sopra i SS. Evangeli, essere ubbidiente e fedele al Governo 
stabilito della Nuova Granata. Prometto ancora non aver intel- 
ligenza alcuna, né assistere a niun congresso contra essa, nè 
tenere lega alcuna tanto dentro, quanto fuori della Rep.ca che 
sia contraria alla pubblica tranquillità. Giuro egualmente di 
sostenere e difendere la Constituzione della Rep.ca ed adem- 
piere fedelmente ai doveri del mio impiego”. 


& 5 —Se dovranno formarsi nuovi arcivescovati o vesco- 
vati, il Presidente della Republica presentará a S. Santità il 
progretto specifico della nuova erezione; e fino a tanto che non 
serà dalla S. Sede approvato, non potrà il Governo nominare 
e presentare pel nuovo seggio episcopale. 


Articulo III. 


$ 1.—S. Santità per la ragione superiormente esposta 
del vantaggio della Religione, accorda al Governo della Re- 
pubblica la facoltà di nominare alle dignità e Canonicati della 
Chiesa Metropolitana e delle Cattedrali, non che ai Benefize 
parrocchiali. 





$  2.—La Metropolitana di Bogotà avrà il Decano, M 
stro di Schola, tesoriere, cinque Canonici, cioè quattro di 
ufficio, un razioniero ed un mezzo-razioniero. 


La Cattedrale di Popayàn avra il Decano, quattro Cano- 
nici di ufficio, due di mercede o grazia, un razioniero ed un 
mezzo-razoniero. 

La Cattedrale di Santa Marta avrà il Decano, due Cano- 


nici di ufficio, due di mercede o grazia, un razioniero ed un 
mezzo-razioniero. 


La Cattedrale di Antioquia avrà il Decano, tre Canonici 
di ufficio ed uno di mercede o grazia, un razioniero ed un 
mezzo-razioniero. 


La Cattedrale di Pamplona avrà il Decano, due Canonici 
di ufficio ed uno di mercede o grazia. 
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$ 3.—La Collazione di tutti i benefizi parrochiali di cui 
si parla nel superiore $ 1, dovrà eseguirsi previo il concorso e 
col lodevole sistema. che ora sì pratica. | 


$ 4.—Nessuno potrà essere eletto Parroco delle Chiese 


Cattedrali e nelle Chiese delle principali città senza che abbia 
ottenuto il grado di Dottore in Teologia o in Diritto Canonico. 
Per tutte le altre parrocchie basterà l'esame in Theologia 
Morale. 


$ 3.—Si conserveranno tutti i benefize, cappellanie e 
parroechie ora esistenti. 


$ 6.—Dovendosi erigere nuove Parrocchie, si farà ciò dal 
Vescovo Diocesano, di concerto col Presidente della Repubblica. 


Articolo IV. 


$ 1—La rendita del congruo sostentamento dell'Arcives- 
covo, Vescovi, Capitoli, Parrocchi, saranno la Decime, com’ 
stato introdotto stabilito da circa tre secoli; restando ferma per 
i Parrocchi la rendita detta delle primizie. 


$ 2.—Sua Santità in riflesso all'obbigo già assunto dal 
Governo di animare, sostenere e distendere le missioni per la 
conversione degli Indiani, e di erigere le nuove Chiese e case 
parrocchiali e mantenere i parrocchi in quelle popolazioni, che 
verranno in avvenire alla Religione, accorda alla Repubblica 
di poter percepire sul reddito delle Decime i due antichi Noveni 
che si percepivano dai Re di Spagna. Inoltre per la medesima 
raggione concede alla Repbblica le cosi dette mezze annete, 
le vacanti e gli spogli de Vescovi. 


$ 3.—La divisione delle Decime per l'Arcivescovo' Ves- 
covi, Capitoli e Parrocchi serà quella stessa che si eseguiva 
Sotto l'antico dominio dei Re di Spagna. 


$ 4.—Se fatta l'indicata divisione delle Decime, il reddito 


per l'Arcivescovo non giungesse ad otto mille pezzi, il Governo 
Supplirà fino a quelle somme col publico tesoro. Se poi i! 
reddito della mensa dell'Arcivescovato, e dei Vescovati fosse 
maggiore, resterà a profitto del'Arcivescovo e dei Vescovi. 
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Articolo V. 


$  1.—L'Arcivescovo ed i Vescovi avranno, secondo le leggi 
| canoniche, i rispettivi Seminari sotto la piena loro giurisdi- 
zione tanto nella scienza quanto nel governo ed amministra- 
zione. 


$ 2.—Quelle rendite e quegli edifizi spettanti i Semina- 
ri, che sono stati uniti ai Collegi nazionali, verranno tosto se- 
pregati e restituiti ai rispettivi Arcivescovi e Vescovi. 


$ 3.—Dove per l’addietro non fu mai Seminario o in 
nuove sedi Vescovili, che in avvenire si dovessero erigere, sarà 
a cura del Vescovo l'istituirlo; ed il Governo permetterà qua- 
lunque elargizione, che si facesse dai particolari per si santo 


Scopo. 


$ 4.—L'Archivescovo ed i Vescovi saranno liberi nell'ordi- 
nazione dei Chierici ed in qualunque altra parte dell'esercizio 
del loro ministero. 


$ 5.—Appartiene esclusivamente all'Archivescove, ed ai 
Vescovi l'esame e Ja decisione delle cause in materia ecclesias- 
tiche, com'é attualmente in pratica; e singolarmente l’esame 
e la sentenza delle cause matrimoniali, secondo il Can. 12 
Ses. 24 del S. Concilio di Trento. 


Articolo VI. 


$  L—AÀvuro riguardo alle straordinarie rivoluzioni che 
hanno affetto per l'addietro la Nuova Granata, nonchè agli 
avvenimenti che furono conseguenze delle medesime, Sua San- 
tità concede alla Repubblica Granatina i beni dei conventi 
soppressi da servirsene pel mantenimento della Università, € 


dei Collegi nazionali. 


$ 2.—I Conventi esistenti tanto d'uomini che di donne, 
nonché gli attuali fondi pel loro mantenimento, dovranno in 
perpetuo conservarsi. 


$ 3.—Serà libera la professione nei medesime Conventi, 
giusta le norme del S. Concilio di Trento. 


$  4—L'Arcivescovo in qualità di delegato Apostolico po- 
trà visitare i Conventi dei Religiosi, ed avrà tutte le facoltà che 
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hanno in altri paesi i Generali dei rispettivi Ordini. Questa 
facoltà durerà per sei anni. Se dopo quest'epoca si crederà utile 


in proseguiménto di tale sistema, dovrà supplicarsene la S. 


Sede. | | 


$ 5.—1I Conventi di Monache sono tutti soggetti come 
per l'addietro ai Vescovi, nelle cui diocesi si trovano stabilite. 


Articolo VII. 


$ 1—Si recitarà dopo la Messa Conventuale e Parro- 
chiale in tutte le Chiese della Repubblica lorazione “Domine, 
salvam fac Rempublicam". 


$ 2.—Nelle Università e Collegi si dovranno insegnare 
libri di buona morale e non contrari alla Religione Cattolica. 


$ 3.—In quanto ad altri oggetti eclesiastice, che non sono 
espressamente nominati nei presenti articoli, essi si regole- 
ranno a seconda dell’attuale disciplina della Chiesa. Se sor- 
geranno difficoltà, il S. Padre ed il Pesidente della Repubblica 
si riservano il conoscimento delle medesime e di concertarle 
amichevolmente fra loro col mezzo dei rispettive Ministri. 
Quando si saranno ricevute le istruzioni sopra questo pro- 
getto, e quando si saranno combinate le cose con questa 
Rep.ca (se piacerà alla SS. Vergine di assistermi) si faranno 
del. Concordato due originali, uno in Latino e l’altro in Casti- 
gliano. e 4 


Gaetano Vesc. di Bagnorea 
Internuncio. 














1. Proyecto de Monseñor Baluffi de 1837 
Traducción al español. 


Artículo 1.—La Religión Católica, Apostólica, Romana es 
la Religión de la Nueva Granada. 


Artículo II. 


1. En consideración a la utilidad que percibe la Reli- 
sión Católica del presente Concordato, el S.P. Gregorio XVI 
concede al Gobierno de la República, la facultad de nombrar 
y presentar los Obispos; lo que deberá ser llevado a cabo den- 
tro del año siguiente a la muerte del último Prelado. 


2. Su Santidad, después de completado el proceso según 
los SS. Cánones, dará las instrucciones a los nombrados cuan- 
do en estos concurran los requisitos necesarios. 


3. Sila S. Sede tuviese motivos canónicos para no admi- 
tir el nombramiento del nuevo Obispo, el Gobierno deberá ele- 
gir otro individuo. 


4. El juramento de los Obispos en el acto de su consa- 
gración, se hará como está prescrito en el Pontifical Romano, 
exceptuando las palabras “Hereticos persequar et impugnabo”. 
Antes de la consagración prestará también juramento en ma- 
nos del presidente, o de otra persona designada por él, en 105 
términos siguientes: “Yo Obispo de N; juro y prometo a Dios 
delante de los S.S. Evangelios, ser obediente y fiel al Gobierno 
establecido de la Nueva Granada. Prometo también no maqul- 
nar, ni asistir a ninguna reunión contra aquella, ni tener pat- 
to tanto dentro, como fuera de la República que sea contrario 
a la tranquilidad pública. Juro igualmente sostener y defen- 
der la Constitución de la República y cumplir fielmente 105 
deberes de mi empleo”. 
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5. Si hubieran de crearse nuevos arzobispados u obispados, 
el Presidente de la Repüblica presentará a S. Santidad el pro- 
yecto específico de la nueva creación; y hasta tanto no sea 
aprobado por la. S. Sede, el Gobierno no podrá nombrar y pre- 
sentar para el nuevo asiento episcopal. 


Artículo III. 


1. S. Santidad por la razón anteriormente expuesta 
sobre la ventaja de la religión, otorga al Gobierno de la Repü- 
blica la facultad de nombrar a las dignidades y Canónigos de 
la Iglesia Metropolitana y de las Catedrae!s, además de los 
Beneficiarios parroquiales. 


2. La Metropolitana de Bogotá tendrá el Deán, el Maes- 
tre Escuela!, tesorero, cinco canónicos, es decir cuatro de 
oficio y uno de merced o gracia, un racionero y un medio ra- 
cionero. 

La Catedral de Popayán tendrá el Deán, cuatro canónigos 
de oficio, un racionero y un medio racionero. | 

La Catedral de Santa Marta tendrá el Deán, dos canóni- 
gos de oficio, dos de merced o gracia, un racionero y un medio 
racionero, 

La Catedral de Antioquia tendrá el Deán, tres canónigos 
de oficio y uno de merced o gracia, un racionero y un medio 
racionero. | 

La. Catedral de Pamplona tendrá el Deán, dos canónigos 
de oficio y uno de merced o gracia. 


3. La colocación de todos los beneficiarios parroquiales 
de que se habla en el numeral primero, deberá llevarse a cabo 
previo concurso y con el laudable sistema que ahora se prac- 
tica. | 


4, Ninguno podrá ser elegido Párroco de las Iglesias ca- 
tedrales v en las Iglesias de las principales ciudades sin que 
haya obtenido el grado de Doctor en Teologia o en Derecho 


nam — 

1 El Maestre Escuela en España y América, presidía antiguamente 
las escuelas de los clérigos jóvenes. Elevado este oficio a dignidad en 
muchas iglesias, se les confió el cuidado e inspección general de las 
escuelas (J. Donoso. "Derecho Canónico Americano", Tomo 1, p. 402). 
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Canónico. Para todas las demás parroquias bastará el examen 
en Teología Moral. 


5. Se conservarán todos los beneficiarios, capellanías ' "T 


parroquias ahora existentes. 


6. Cuando hubieren de erigirse nuevas parroquias lo ha- 


rá el Obispo Diocesano, de acuerdo con el Presidente de la 
República. | 


Artículo IV. 


1. La renta conveniente para el sustento del Arzobispo, ^. > 
Obispos, Capítulos, Párrocos, serán los diezmos, como ha sido | 


establecido desde hace cerca de tres siglos; quedando firme 
para los párrocos la renta de las llamadas primicias. 


2. Su Santidad en respuesta a la. obligación ya asumida 
por el Gobierno de animar, sostener y extender las misiones 
para la conversión de los Indios, y de erigir Jas nuevas Iglesias 
y casas Parroquiales, y de mantener los párrocos en aquellas 
poblaciones, que vendrán en el futuro a la Religión, concede 
a la República poder percibir sobre la renta de los Diezmos los 
dos antiguos novenos que eran percibidos por los Reyes de Es- 
paña. Además por la misma razón concede a la República las 


lamadas medias anatas, las vacantes y los espolios de los 


Obispos. 


3. La división de los Diezmos para el Arzobispo, Obispo, 
Capítulos y Párrocos será aquella misma que se llevaba a cabo 
bajo el antiguo dominio de los Reyes de Espana. 

4. Si hecha la división indicada de los Diezmos, la Renta 
para el Arzobispo no llegare a ocho mil pesos, el Gobierno su- 
plirá hasta aquella suma con el tesoro püblico. 

Si la renta de la mesada del Arzobispo, y de los Obispos 
fuese mayor, quedará ganancia del Arzobispo y de los Obispos. 


Artículo V. 
1. El Arzobispo y los Obispos tendrán, según las leyes 


canónicas, los respectivos seminarios bajo su plena jurisdic- 
ción tanto en ciencia como en gobierno y administración. 
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.2. Aquellas rentas y aquellos edificios correspondientes 
a los Seminarios, que han sido unidos a los Colegios nacio- 
nales, serán más bien segregados y restituidos a los respectivos 
Arzobispos y Obispos. | 


3. Donde anteriormente no existió jamás seminario, o 
en nuevas sedes Obispales, que en el futuro se erigieren, estará 
acargo del Obispo el instituirlo; y el Gobierno permitirá cual- 
quier donación que se hiciese por particulares para tan santo 

fin. 


4. El Arzobispo y los Obispos serán libres para la orde- 
nación de los Clérigos y en cualquier otra parte del ejercicio 
de su ministerio. 


9. Pertenece exclusivamente al Arzobispo, y a los Obis- 
pos el examen y la decisión de las causas en materias ecle- 
siasticas, como se practica actualmente; y singularmente el 
examen y la sentencia de las causas matrimoniales, segün el 
Can. 12 ses 24 del S. Concilio de Trento. 


Artículo VI. 


1. Teniendo en cuenta las extraordinarias revoluciones 
que han afectado 1a Nueva Granada en el pasado, además de 
los hechos que fueron consecuencia de las mismas, Su San- 
tidad concede a la República granadina los bienes de los con- 
ventos suprimidos, para el mantenimiento de la Universidad, 
y de los Colegios Nacionales. 


2. Los conventos existentes tanto de hombres como de 
mujeres, así como los actuales fondos para su mantenimiento, 
deberán conservarse a perepetuidad. 


3. Será libre la profesión en los mismos conventos, ajus- 
tándose a las normas del S. Concilio de Trento. 


4. El Arzobispo en calidad de delegado Apostólico podrá 
visitar los Conventos de los Religiosos, y tendrá todas las fa- 
cultades que tienen en otros países los Generales de las res- 
pectivas Ordenes. Esta facultad durará por seis años. Si 
después de transcurrido el término se creyere útil la conti- 
nuación de tal sistema, deberá suplicarse a la S. Sede. 
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5. Los conventos de Monjas están todos sujetos, como 


anteriormente, a los Obispos, bajo cuya diócesis se encuentren 


establecidos. 
Artículo VII. 


l. Se recitará después de la Misa. conventual y parro- 
quial en todas las Iglesias de la República la oración “Domine, 
Salvam fac Rempuvlicam”. 


2. En las Universidades y Colegios se deberán ensefiar 
libros de buena moral y no contrarios a la religión Católica. 


3. En cuanto a otros asuntos eclesiásticos, que no hayan 
sido expresamente nombrados en los presentes artículos, estos 


se regularán según la actual disciplina de la Iglesia. Si surgie- © 


ren dificultades, el S. Padre y el Presidente de la Republica se 
reservan el conocimiento de las mismas y de concertarlas ami- 
glablemente por medio, y entre los respectivos Ministros. 
Cuando se hayan recibido las instrucciones sobre este 
proyecto, y cuando se hayan concordado las cosas con esta 
Repüblica (si quisiera la S.S. Virgen asistirme) se harán del 


Concordato dos originales, uno en Latin y el otro en Caste- - 


llano. 


Gaetano Obispo de Bagnorea 
Internuncio. 
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2. Convención Camargo-Nina de 1880 
Texto en español. | B 


 "Deseosos el Gobierno de los E.U. de Colombia y el de la 
Santa Sede de restablecer sus relaciones interrumpidas, y ade- 
más con la mira de prevenir conflictos entre las autoridades 
civiles del primero y los representantes eclesiásticos del segun- 
do, en sus respectivas funciones: han resuelto nombrar y han 
nombrado para el efecto de celebrar una convención prelimi- 
nar, que sirva. de base para un acuerdo definitivo con el mis- 
mo objeto, como delegados especiales, a los siguientes, a saber: 


“El Gobierno de los E.U. de Colombia al señor General 
Sergio Camargo, su Ministro Plenipotenciario cerca de los 
Gobiernos de Francia, la Gran Bretafia y Alemania, y su Agen- 
te Confidencial cerca de Su Santidad el Soberano Pontífice 
León XIII. | e 


“El Gobierno de la Santa Sede a Su Eminencia Excelenti- 
sima el Sefior Cardenal Lorenzo Nina, Secretario de Estado de 
Su Santidad; 


“Los cuales después de canjear las credenciales respectivas, 
que les acreditan el carácter susodicho, y de hallarlas buenas 
y en debida forma, han convenido en los articulos siguientes: 


E “Artículo I—Quedan restablecidas las relaciones oficiales 
. entre el Gobierno de los E.U. de Colombia y el de la S. Sede. 


a “Artículo 11 —Aguardando las estipulaciones de los trata- 
- dos definitivos que fijen y determinen las condiciones de esas 
. Telaciones, las dos potestades contrayentes convienen, y se 
a Obligan a hacer las siguientes concesiones mutuas, como bases 
- Preliminares del acuerdo definitivo, a saber: 

È “a) El Gobierno de los E.U. de Colombia devuelve a la 
. Iglesia Católica la libertad de sus atribuciones, según la divina 
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constitución de ella, y los santos cánones. A cuyo efecto se 
obliga a retirar y abrogar la ley actualmente vigente, llamada 
de suprema inspección de cultos, en cuanto toque al culto 
católico. Mas al efecto de fijar los. límites de las dos potesta- 
des se procedera a establecer entre las partes contratantes 
nuevas y especiales estipulaciones, y se harán concesiones re- 
cíprocas, fijando en un tratado formal reglas y límites para 
su acción, como la Santa Sede ha acostumbrado practicar con 
todas las demés naciones católicas más favorecidas, con las 
cuales ha celebrado semejantes tratados. Se harán igualmente 
los acuerdos oportunos respecto al nombramiento de los 
Obispos. 


“b) El Gobierno de los E.U. de Colombia, para indem- 
nizar los perjuicios sufridos por la Iglesia, establecerá y ase- 
gurará convenientemente el pago correspondiente a las 
respectivas entidades religiosas de la renta nominal eclesiás- 
tica, que fue suprimida por la ley VIII de 1877, expedida por 
el Congreso de Colombia. 


“Eso no obstante, las partes pueden entenderse y conve- 
nir más tarde en una resolución más generosa respecto de 
dicha renta. 


“c) El Gobierno de los E.U. de Colombia levantará el 
decreto de destierro expedido contra. los Obispos de Pasto, An- 
tioquia, Medellín y Popayán y amnistiará a los otros prelados 
y sacerdotes a quienes actualmente se está castigando por 
infracciones de las leyes en materia eclesiástica. 


"d) El Gobierno de la Santa Sede permitirá por su parte 
gue los bienes eclesiásticos, vendidos por la amortización efec- 
tuada por el Gobierno, permanezca en poder de sus poseedo- 
res, salvo la indemnización de que arriba se habla que está a 
cargo del Gobierno, y levantará todas las censuras eclesiásti- 
cas fulminadas contra aquellos que decretaron la amortización, 
y también contra los administradores, compradores y actuales 
poseedores de los bienes susodichos; de suerte que puedan 
disponer de ellos libremente sin ningün obstáculo ni escrüpulo 
de ninguna especie. 

“Artículo III.—Desde la ratificación de la presente Con- 


vención el Gobierno de la Santa Sede tendrá facultad para 
mandar cerca del Gobierno de la República un Delegado Apos 
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tólico, que gozará de los privilegios y exenciones de los Agentes 
diplomáticos. 


“Igualmente el Gobierno de Colombia tendrá el derecho 
de acreditar un Ministro cerca de la Santa Sede. 


“Artículo IV.—La presente convención se ha celebrado ad 
referendum y por consiguiente no surtirá efecto ninguno hasta 
no estar ratificada y aprobada oportunamente por el Gobierno 
de los E.U. de Colombia y por la Santa Sede. B 


“Dada en Roma, por original duplicado, hoy 21 de junio 
de 1880 y firmada por los respectivos comisionados y sellada 
con su sello particular respectivo. 


“(Firmado) Lorenzo Card. Nina 
(Firmado) Sergio Camargo”. 











2. Convención Camargo-Nina de 1880 
Texto en italiano. 


Articolo 1. 


Sono ristabilite la relazioni officiali tra il Governo della 


S. Sede ed il Governo degli Stati Uniti di Colombia. 
Articolo 2. 


In attesa della stipulazione dei trattati definitivi che fissi- 
no e determinino gli effetti delle suddette relazioni, le due po- 
testà contraenti convengono e si obbligano a farsi le seguenti 
mutue concessioni come basi preliminari dell'accordo definitivo. 


a) Il Governo degli Stati Uniti di Colombia reintegra la 
Chiesa cattolica nella libertà delle sue attribuzioni secondo la 





Ri 





divina costituzione di Essa e i Sacri Canoni. A quest'effetto sì | -- è 


compromette a ritirare ed abrogare la legge ora vigente detta 
di suprema ispezione de’culti per ciò che concerne il culto cat- 
tolico. Però all'effetto de fissare i limiti delle due potestà si 
procederà tra le parti contraenti a stabilire nuove e speciall 
accordi e si faranno delle reciproche concessioni fissando in 
apposito trattato delle norme e limiti nell'esercizio di esse, 
come la S. Sede ha usato praticare con tutte le altre nazion! 
cattoliche più favorite, colle quali ha stipolato simili trattati. 


Si prenderanno egualmente gli opportuni accordi in quanto 


alla nomina dei Vescovi. 


b) Il Governo degli Stati Uniti di Colombia in compen- 
so dei danni sofferti dalla Chiesa ristabilirà ed assicurerà | 


convenientemente il pagamento corrispondente alle rispettive 
entità religiose della rendita nominale ecclesiastica quale fu 
soppressa colla legge ottava del 1877 spedita dal Congresso 
Colombiano. Con ció peró non si esclude che le parti abbiano 
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ad intendersi e convenire in seguito circa una più generosa 
determinazione della detta rendita. 


c) Il Governo degli Stati Uniti di Colombia revocherà 
il decreto di esilio inflitto ai quattro Vescovi di Pasto, Antio- 
chia, Medellin e Popayan, ed amnistierà ampiamente gli altri 
Prelati e sacerdoti che attualmente si trovino in punizione 
per infrazione di legge in materia ecclesiastica 


ed | | | 

d) Il Governo della S. Sede permetterà per sua parte che 
i beni ecclesiastici venduti per l'ammortizzazione compiuta dal 
Governo rimangano pacificamente in mano dei possessori, 
salvo l'indennizzo detto di sopra da darsi dallo Stato, e toglie- 
rà tutte le censure ecclesiastiche inflitte a quelli che decreta- 
rono l’ammortizzazione, non che agli amministratori, 
compratori ed attuali possessori dei suddetti beni; sicchè pos- 
sano disporre di questi liberamente senza nessuno ostacolo 9 
‘scrupolo di sorta. 


Articolo 3. 


Dopo che sia ratificata la presente Convenzione il Gover- 
no delle S. Sede sarà in facoltà d’inviare presso il Governo 
della Repubblica un Delegato Apostolico che godrá dei diritti 
ed esenzioni degli Agenti diplomatici. | 


Articolo 4. 


La presente Convenzione viene celebrata ad referendum: 
e in conseguenza non avrà effetto alcuno, sino a che non sia. 
approvata e ratificata opportunamente dal Governo della S. 
Sede e dal Governo degli Stati Uniti di Colombia. 

Fatto in Roma in doppio originale il giorno 20 Giugno 
1880 firmato dai rispettivi Delegati e timbrato col rispettivo 
Sigillo particolare. | 


Lorenzo Card. Nina 
Sergio Camargo. 














3. Proyecto de Protocolo de dom Eugenio Baena de 1882 


Desiderosi i1 Governo degli Stati Uniti di Colombia e quello 
della S. Sede di fissare il modo di coltivare le relazioni che 
devono esistere tra di loro allo scopo di prevenire conflitti tra 
le autorità civili del primo ed i rappresentanti del secondo 
nell'esercizio delle loro rispettive funzioni, hanno tenuto con- 
ferenze sopra alcuni particolari, cioè: 

Il Dott: Eugenio Baéna, Agente confidenziale degli Stati 
Uniti di Colombia presso Sua Santità il Sommo Pontefice Leo- 
ne XIII, e Sua Eminenza il Cardinale Ludovico Iacobini, Se- 
gretario di Stato di Sua Santità: i quali dopo essersi scambiate 
le rispettive credenziali, e ritrovatele buone convennero 
nell'adottare nel presente Protocollo le risoluzioni che sie- 
guono: 


Prima —Mentre le istituzioni politiche degli Stati Uniti 
di Colombia si modificano nel senso che si possa celebrare un 
trattato politico colla S. Sede, ie relazioni che devono esistere 
tra questa e quelli Stati si coltiveranno per mezzo di Agenti 
confidenziali stabiliti sia in Roma, sia in Bogotà, o in tutte £ 
due le Capitali contemporaneamente, secondo si stimerà con- 
veniente. 


Seconda.—in seguito qualuaque cosa occorra tra il GO: 
verno degli Stati Uniti di Colombia e quello della S. Sede S! 
regolerà per mezzo di semplici protocolli, o note previamente 
convenute in conferenze verbali. 


Terza—Il Governo degli Stati Uniti di Colombia dero 
gherà la legge detta, di suprema ispezione dei Culti, e mante- 
rrà i membri del clero cattolico, apostolico romano nella 
pienezza della sua libertà per esercitare gli atti pubblici M p 
vati corrispondenti alla detta religione e lo proteggera id 
godimento di quella libertà. In seguito la S. Sede, ner la. prov 
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visione delle Sedi Episcopali di Colombia, aspettera le presen- 
tazioni che potrà farle confidenzialmente pes terne il Governo 
della detta Repubblica. 


Quarta.—il Governo della S. Sede permette da parte sua 
che i beni venduti colla disammortizzazione effettuata dal Go- 
verno degli Stati Uniti di Colombia, rimangano pacificamente 
in potere dei possessori, e toglie le censure ecclesiastiche ful- 
minate contro quelli che decretarono la disammortizzazione, 
e contro gli amministratori, compratori ed attuali o futuri 
possessori dei suddetti beni: per modo che possano disporre 
dei medesimi liberamente, senza ostacolo, ne scrupolo di nes- 
suna specie. | 


Quinta.—Le stipulazioni contenute in questo protocollo, 
saranno adempite appena approvate dal Governo degli Stati 
Uniti di Colombia e da quello della S. Sede. 

Esteso il duplicato ... oggi ... Marzo 1881 e firmato dai 
rispettivi incaricati e sigillato col rispettivo loro sigillo. 








4. Bases para un arreglo con la Santa Sede 
de don Antonio Roldan, de 1883 


Frimera: Mientras las instituciones de ia Republica no 
permitan el establecimiento de relaciones oficiales enire el 
Gobierno de los Estados Unidos de Colombia y la Santa Sede, 
las dos partes contratantes convienen en acreditar y recibir 
Agentes Confidenciales, para preparar, por medio de ellos, las 
bases de un tratado definitivo sobre todos los puntos que se 
estimen convenientes. 


segunda: Con el fin de poner término a las dificultades 
que surjan de la no existencia de relaciones oficiales entre los 
Estados Unidos de Colombia y la Santa Sede, con motivo de 
los asunios religiosos, las dos partes contratantes convienen 
en hacerse las siguientes concesiones, a saber: 


a) El Gobierno de los Estados Unidos de Colombia re- 
conoce y garantiza a la Iglesia Católica de Colombia toda la 
libertad de acción que le corersponde conforme a los sagrados 
cánones, dentro de los límites fijados por !a Constitución de 
la Republica. 


b) El Gobierno de los Estados Unidos de Colombia no 
limitará en ningún sentido el derecho de la Santa Sede para 
aombrar con entera libertad los prelados que deban funcionar 
en la Iglesia Católica; pero la Santa Sede conviene, no obs- 
tante, en comunicar al Gobierno los nombres de los eclesiás- 
ticos que haya determinado investir con el carácter de 
Obispos en Colombia y en oír y atender las observaciones que 
respecto de ellos hiciere el Gobierno siempre que tales obser- 
vaciones sean justas y razonables. 

De la misma manera, si alguno o algunos de los Obispos 
nombrados abusare de su Ministerio, o con su conducta Y 
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consejos perturbare la marcha pacifica del Gobierno y la ac- 
ción de la Justicia, la Santa Sede conviene en retirarlos, para 
evitar los procedimientos de criminales a que habria lugar, si 
el Gobierno de los Estados Unidos de Colombia lo solicitare. 


c) El Gobierno de los Estados Unidos de Colombia ase- 
gurará de la manera más eficaz el pago oportuno de la renta 
nominal que conforme a las leyes vigentes, corresponde a las 
diversas comunidades religiosas de Colombia por razón de la 
desamortización de bienes de manos muertas, y previo estudio 
de las condiciones en que esta medida ha colocado a la Iglesia 
Católica, se entenderá con la Santa Sede a efecto de hacer esas 
condiciones tan satisfactorias como sea posible. 


Paragrafo: En este punto se conviene desde ahora en que 
una parte de la cantidad que se pague a la Iglesia Catolica 
por razón de la desamortización, bien sea en forma de una 
nueva renta anual, bien en forma de indemnización, se apli- 
carà por la Santa Sede al establecimiento de misiones para 
reducir a la vida civil las tribus salvajes de Casanare, San 
Martín, el Caquetá y la Guajira. 


d) La Santa Sede levantará las censuras eclesiásticas 
fulminadas contra los administradores, compradores y actua- 
les poseedores de los bienes de manos muertas desamortizados 
por los decretos... en términos suficientemente explicativos 
para que dichos bienes puedan venderse sin obstáculos ni es- 
crüpulos de ninguna especie. 


Bogotá, 10 de febrero de 1883. 














EN 


Convención de 1887 enire el Papa León XIII 
y el Presidente de Colombia Rafael Núñez 
Texto en español. 


Roma, 31 de diciembre de 1887. 


Aprobada por la Ley 35 de 1888 (27 de febrero). 
Canjeadas las ratificaciones en el Vaticano el 5 de julio 
de 1888. 


Fremulgada por Decreto 816 de 21 de septiembre de 1888. 
Diario Oficial N° 7.557 de 16 de octubre de 1888. 


Leyes de 1888, p. 124. 


En el nombre de la Santísima e Individual Trinidad, Su 
Santidad el Sumo Pontifice León XIII y el Presidente de la 
República de Colombia, Excelentísimo señor Rafael Núñez 
nombraron como Plenipotenciarios, respectivamente: 

Su Santidad al Eminentísimo Señor Mariano Rampolla 
del Tíndaro, Cardenal presbítero de la Santa Iglesia Romana, 
del Título de Santa Cecilia, y su Secretario de Estado; y 

El Presidente de la República a Su Excelencia el señor 
Joaquín Fernando Vélez, Enviado Extraordinario y Ministro 
Plenipotenciario ante la Santa Sede: 


Quienes, después de exhibirse mutuamente sus correspon- 
dientes credenciales, han convenido en lo siguiente: 


Articulo 19—La Religión Católica, Apostólica Romana €5 
la de Colombia, los Poderes Públicos la reconocen como ele- 
mento esencial del orden social, y se obligan a protegerla y 
hacerla respetar, lo mismo que a sus ministros, conservándola 
a la vez en el pleno goce de sus derechos y prerrogativas. 
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Articulo 29—La Iglesia Católica conservará su plena li- 
bertad e independencia de 1a potestad civil, y por consiguiente 
sin ninguna intervención de ésta podrá ejercer libremente 
toda su autoridad espiritual y su jurisdicción eclesiástica, con- 
formándose en su gobierno y administración con sus propias 
leyes. 


Artículo 30—La legislación. canónica es independiente de 
la civil, y no forma parte de ésta; pero serà solemnemente res- 
petada por las autoridades de la Republica. 


Artículo 49—En la Iglesia representada por su legítima 
autoridad jerárquica reconoce el Estado verdadera y propia 
personería jurídica y capacidad de gozar y ejercer los derechos 
que le corresponden. 


Artículo 59-—La iglesia tiene facultad de adquirir por jus- 
tos títulos, de poseer y administrar libremente bienes muebles 
e inmuebles en la forma establecida por el derecho comun, y 
sus propiedades y fundaciones serán no menos inviolables que 
las de los ciudadanos de la Republica. 


Articulo 6%*—Las propiedades eclesiásticas podrán ser gra- 
vadas en la misma forma y extensión que las demás propie- 
dades particulares; se exceptúan, sin embargo, los edificios 
destinados al culto, los seminarios conciliares y las casas epis- 
copales y curales, que no podrán nunca gravarse con contri- 
buciones, ni ocuparse o destinarse a usos diversos, 


Artículo 79—Los individuos del clero secular no podrán 
ser obligados a desempefiar cargos püblicos incompatibles con 
su ininisterio y profesión y estarán además siempre exentos 
del servicio a 


Articulo 89—-&k] Gobierno se obliga a adoptar en las leyes 
de procedimiento criminal disposiciones que salven la dignidad 
sacerdotal, siempre que por cualquier motivo tuviere que fi- 
gurar en el proceso un ministro de la Iglesia. 


Artículo 99 —Los Ordinarios diocesanos y los Párrocos po- 
drán cobrar de los fieles los emolumentos y proventos eclesiás- 
ticos canónica y equitativamente establecidos y que se funden, 
ya en la costumbre inmemorial de cada, Diócesis, ya en la pres- 
tación de servicios religiosos; y para que los actos y compro- 
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misos de este origen produzcan efectos civiles y la autoridad 
temporal les preste su apoyo, los Ordinarios procederán de 
acuerdo con el Gobierno. 


Artículo 10.—Podrán constituírse y establecerse libremen- 
te en Colombia órdenes y asociaciones religiosas de un sexo y 
de otro, toda vez que autorice su canónica fundación 1a compe- 
tente superioridad eclesiástica. Ellas se regirán por las consti- 
tuciones propias de su institución; y para gozar de personería 
jurídica y quedar bajo la protección de las leyes deben presen- 
tar al Poder Civil la autorización canónica expedida por la 
respectiva superioridad eclesiástica. 


Artículo 11.—La Santa Sede prestará su apoyo y coopera- 
ción al Gobierno para que se establezcan en Colombia institu- 
tos religiosos que se dediquen con preferencia al ejercicio de 
la caridad, a las misiones, a la educación de la juventud, a la 
ensefianza en general y otros obras de publica utilidad y be- 
neficencia. 


Artículo 12.—En las universidades y en los colegios, en 
las escuelas y en los demás centros de enseñanza, la educa- 
ción e instrucción pública se organizará y dirigirá en confor- 
midad con los dogmas y la moral de la Religión Católica. La 
enseñanza religiosa será obligatoria en tales centros, y se ob- 
servarán en ellos las prácticas piadosas de la Religión Cató- 
lica. 


Articulo 13.—Por consiguiente, en dichos centros de en- 
señanza los respectivos Ordinairos diocesanos, ya por sí, ya 
por medio de delegados especiales, ejercerán el derecho, en 10 
que se refiere a la Religión y la moral, de inspección y de re- 
visión de textos. El Arzobispo de Bogotá designará los libros 
que han de servir de textos para la Religión y la moral en las 
universidades; y con el fin de asegurar la uniformidad de la 
enseñanza en las materias indicadas, este Prelado, de acuerdo 
con los otros Ordinarios diocesanos, elegirá los textos para los 
demás planteles de enseñanza oficial. El Gobierno impedirá 
que en el desempeño de asignaturas literarias, científicas y, €P 
general, en todos los ramos de instrucción, se propaguen ideas 
contrarias al dogma católico y al respeto y veneración debidos 
a la Iglesia. 





AAA AAA 
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Artículo 14.—En el caso de que la enseñanza de la Reli- 
gión y la moral, a pesar de las órdenes y prevenciones del 
Gobierno, no sea conforme a la doctrina católica, el respec- 
tivo Ordinario diocesano podrá retirar a los profesores o maes- 
tros la facultad de enseñar tales materias. 


Articulo 15.—El derecho de nombrar para los Arzobispados 
y Obispados vacantes corresponde a la Santa Sede. El Padre 
Santo, sin embargo, como prueba de particular deferencia, y 
con el fin de conservar 1a armonía entre 1a Iglesia y el Estado, 
conviene en que a la provisión de las sillas arzobispales y epis- 
copales preceda el agrado del Presidente de la Republica. Por 
consiguiente, en cada vacante podrá éste recomendar directa- 
mente à la Santa Sede los eclesiásticos que en su concepto 
reunieren las dotes y cualidades necesarias para la dignidad 
episcopal, y la Santa Sede, por su parte, antes de proceder al 
nombramiento manifestará siempre los nombres de los can- 
didatos que quiera promover, con el fin de saber si el Presidente 
tiene motivos de carácter civil o político para considerar a 
dichos candidatos como personas no gratas. Se procurará que 
las vacantes de las Diócesis queden provistas lo más pronto 
posible y no se prolonguen por más de seis meses. | 


Artícuio 16.—Podrá la Santa Sede erigir nuevas Diócesis 
y variar la circunscripción de las que hoy existen. cuando lo 
creyere útil y oportuno para el mayor provecho de las almas, 
consultando previamente al Gobierno y acogiendo las indica- 
ciones de éste que fueren justas y convenientes. 


Artículo 17.—El matrimonio que deberán celebrar todos 
los que profesan la Religión Católica producirá efectos civiles 
respecto a las personas y bienes de los cónyuges y sus descen- 
dientes sólo cuando se celebre de conformidad con las dispo- 
siciones del Concilio de Trento. El acto de la celebración será 
presenciado por el funcionario que la ley determine con el 
solo objeto de verificar la inscripción del matrimonio en el 
registro civil, a no ser que se trate de matrimonio in articulo 
Mortis, caso en el cual podrá prescindirse de esta formalidad 
si no fuere fácil llenarla y reemplazarla por pruebas supleto- 
rias. Es de cargo de los contrayentes practicar las diligencias 
relativas a la intervención del funcionario civil para el regis- 
tro, limitándose la acción del Párroco a hacerles oportuna- 
Mente presente la obligación que la ley civil les impone. 
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Articulo 18.—Respecto de matrimonios celebrados en cual- 
quier tiempo de conformidad con las disposiciones del Concilio 
de Trento y que deban surtir efectos civiles, se admiten de 
preferencia como pruebas supletorias las de origen eclesiástico. 


Artículo 19.—Serán de la exclusiva competencia de la 
autoridad eclesiástica las causas matrimoniales que afecten el 
vínculo del matrimonio y la cohabitación de los cónyuges, asi 
como las que se refieren a la validez de los esponsales. Los 
efectos civiles del matrimonio se regirón por el Poder Civil. 


Artículo 20.—Los Ejércitos de la República gozarán de las 
exenciones y gracias conocidas con el nombre de privilegios -* 
castrenses, que se determinarán por el Padre Santo en acto 
separado. 


Articulo 21.—Después de los oficios divinos se hará en to- 
das las iglesias de la República la oración que sigue: Domine 
salvam fac Republicam: domine salum fac Praesidencius et 
supremas eius auctoritates. ' 


Artículo 22.—El Gobierno de la República reconoce a per- -= 


petuidad en calidad de deuda consolidada el valor de los censos 
redimidos en su Tesoro y de los bienes desamortizados perte- 
necientes a iglesias, cofradías, patronatos, capellanías y esta- 
blecimientos de instrucción y beneficencia regidos por la Igle- 
sia, que haya sido en cualquier tiempo inscrito en la deuda 
pública de la Nación. Esta deuda reconocida ganará sin dis- 
minución el interés anual líquido de cuatro y medio por ciento, 
que se pagará por semestres vencidos. 


Articulo 23.—Las rentas procedentes de patronatos, cape- 
llanías, cofradías y demás fundaciones particulares, se Tt- 
conocerán v pagarán directamente a quienes según las 
funciones tengan derecho a percibirlas, o bien a sus apoderados 
legalmente constituídos. El pago se verificará sin disminución, 
como en el artículo anterior, y comenzará desde el próximo 
año de 1888. En caso de extinguirse algunas de las entidades 
indicadas, previo acuerdo entre la competente autoridad ecle- 
siástica y el Gobierno, se aplicarán los productos que les C0- 
rrespondan a objetos piadosos y benéficos, sin contrariar en 
ningún caso la volutad de los fundadores. 


Artículo 24.—La Santa Sede, en vista del estado en qué 
se halla el Tesoro Nacional de Colombia y de la utilidad qué 
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deriva la Iglesia de la observancia del Convenio, hace a la Re- 
pùblica las siguientes condonaciones: 


a) Del valor del capital no reconocido hasta ahora en 
ninguna forma de ios bienes desamortizados pertenecientes en 
su mayor parte a conventos o asociaciones religiosas de uno 
y otro sexo ya extinguidas y no comprendidas en los anteriores 
artículos; 


b) Delo que deba por réditos o intereses vencidos, o por 
cualquier otro motivo, de la desamortización de entidades ecle- 
siásticas, hasta el 31 de diciembre de 188". 


Articulo 29.—La Santa Sede, a fin de proveer a la publica 
tranquilidad, declara, por su parte, que las personas que en 
Colombia durante las vicisitudes pasadas hubieren comprado 
bienes eclesiásticos desamortizados o redimido censos en el 
Tesoro Nacional segün las disposiciones de las leyes civiles a 
la sazón vigentes, no serán molestadas en ningün tiempo ni 
en manera. alguna por la autoridad eclesiástica; gracia que se 
hace extensiva no sólo a los ejecutores de tales actos sino a 
cuantos en ejercicio de cualesquiera funciones hayan tomado 
parte en los mismos, de modo que los primeros compradores 
o rematadores, lo mismo que sus legítimos sucesores y los que 
hayan redimido censos, disfrutarán segura y pacificamente de 
la propiedad de dichos bienes y de sus emolumentos y produc- 
tos, quedando firme, sin embargo, que en lo porvenir no se 
repetirán semejantes enajenaciones abusivas. 


Artículo 30.—Hi Gobierno de la República arreglará con 
los respectivos Ordinarios diocesanos todo lo concerniente a 
cementerios, procurando conciliar las legítimas exigencias de 
carácter civil y sanitario con la veneración debida al lugar sa- 
grado y las prescripciones eclesiásticas, y en caso de discordia 
este asunto será materia de un acuerdo especial entre la Santa 
Sede y el Gobierno de Colombia. 


Artículo 31.—Los convenios que se celebren entre la San- 
ta Sede y el Gobierno de Colombia para el fomento de las 
misiones católicas en las tribus bárbaras, no requieren ulterior 
eprobación del Congreso. 


Artículo 32.—Por el presente Acuerdo quedan derogadas 
y abrogadas todas las leyes, órdenes y decretos que en cual- 
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quier modo y tiempo se hubieren promulgado en la parte en 
que contradijeren o se opusieren a este Convenio, cuya fuerza 
en lo por venir sera firme como de ley del Estado. 


Articulo 33.—La ratificación y el canje del presente Con- 
venio se hará en el plazo de seis meses desde la fecha. de la 
suscripción, o más pronto si fuere posible. 

En fe de lo cual, los indicados Plenipotenciarios pusieron 
su firma y sello a este Convenio. 

Hecho en Roma el día 31 de diciembre de 1887. 


(L.S.) M. Cardenal Rampolla - 
(L.S.) Joaquin F. Vélez 


ACTA DE CANJE 


Habiéndose concluido y firmado por los Plenipotenciarios 
respectivos, el día 31 de diciembre de 1887, un Concordato 
entre la Santa Sede y el Gobierno de la República de Colombia, 
sobre el culto externo y la condición de la Iglesia Católica en 
esa República, hoy, cinco de julio, Su Eminencia el señor Car- 
denal Mariano Rampolla del Tíndaro, Secretario de Estado 
de Su Santidad, y Su Excelencia el señor Joaquín Fernando 


Vélez, Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de 


Colombia ante la Santa Sede, reunidos en el salón del Palacio 
Apostólico del Vaticano, leído que hubieron los respectivos 
instrumentos de ratificación, los hallaron conformes en todos 
y cada uno de sus artículos. 

En seguida procedieron al canje de esas mismas ratifica- 
ciones, y en fe de ello han firmado con su propia mano la 
presente diligencia, en duplicado original, estampando los se- 
llos de sus armas. 

Roma, en el Palacio Pontificio del Vaticano, a 5 de julio 
de 1388. 

S.) M. Cardenal Rampolla 
(L.S.) Joaquín F. Velez 








5. Convención de 1887 entre el Papa León XIII 
y el Presidente de Colombia Rafael Nüfiez 
Texto en italiano. 


Articolo I—La Religione cattolica, apostolica, romana è 
la religione propria della Colombia; le pubbliche autorità la 
riconoscono come elemento essenziale dell'ordine sociale e si 
obbligano a proteggerla ed a farla rispettare, come pure i mi- 
nistri di essa, mantenendola insieme nel perfetto godimento 
.de'suoi diritti e prerogative. 


Artículo 11.—La Chiesa cattolica conserverà la sua piena 
libertà ed indipendenza dalla potestà civile, e, per conseguen- 
za, serva verun intervento di questa potrà esercitare libera- 
mente tutta la sua autorità spirituale e giurisdizione eccle- 
siastica, governando ed amministrando secondo la leggi sue 
proprie. 


. Articolo III.—La legislazione canonica è indipendente 
dalla civile e non forma parte di questa, ma sarà solennemen- 
te rispettata dalle autorità della Repubblica. 


Articolo IV.—Lo Stato riconosce nella Chiesa, rappresen- 
tata dalla sua legittima autorità gerarchica, vera e propria 
personalità giuridica e capacità di godere e di esercitare, an- 
che nell’ordine civile, tutti i diritti che appartengono ad ogni 
cittadino della Nazione. | 


Articolo V.—La Chiesa ha facoltà di acquistare a giusto 
titolo, di possedere e di amministrare liberamente beni mobili 
ed immobili nella forma stabilita dal Diritto comune, e le 
sue proprietà e fondazioni saranno non meno inviolabili che 
quelle dei cittadini della Repubblica. 


Articolo VI.—Le proprietà ecclesiastiche potranno essere 
aggravate di pesi nella stessa forma ed estensione che le altre 
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proprietà particolari; sì eccettuano, nondimeno, gli edifici des- 
tinati al culto, i Seminari conciliari e le case vescovili e 

parrocchiali, che non potranno mai essere soggette a contri- 
buzioni; né essere occupate o destinate ad usi diversi. 


Articolo VII.—I membri del clero, tanto secolare, come 
regolare, non potranno essere obbligati a disimpegnare ca- 
riche pubbliche incompatibili col loro ministero e colla loro 
professione, oltre di che saranno sempre esenti dal servizio 
militare. 


Articolo VIII—1l Governo si obbliga ad inserire nella le- 
gislazione della procedura criminale disposizioni tali che sal- 
vino la dignità sacerdotale ogni qualvolta per qualsiasi motivo 
un ministro della Chiesa dovesse figurare in un processo. 


Articolo IX.—Gli Ordinari Diocesani potranno riscuotere 
emolumenti e proventi ecclesiastici, fondati sia nella consue- 
tudine immemoriale di ciascuna diocesi, sia nella prestazione 
di servizi religiosi, in conformità di tariffe eque e canonica- 
mente stabilite; ed affinchè gli atti e le obbligazioni emananti 
da questo fonte di diritti producano effetti civili, e l'autorità 
temporale presti ad essi il suo appoggio, sarà mestieri che 
gli Ordinari procedano d’accordo col Governo. 


Articolo X.—Potranno costituirsi e stabilirsi liberamente 
in Colombia Ordini ed associazioni religiose dell’uno e dell’al- 
tro sesso, qualora la competente autorità ecclesiastica auto- 
rizzi la loro canonica fondazione. Detti Ordini ed Associazioni 
saranno rette dalle leggi loro proprie, ma per sodere di per- 
sonalità giuridica ed essere sotto la protezione delle leggi dello 
Stato dovrano presentare alla Potestà Civile l'autorizzazione 
canonica rilasciata dalla rispettiva autorità ecclesiastica. 


Articolo XI.—La S. Sede prestara al Governo il suo appog- 
gio e la sua cooperazione per far sì che in Colombia si stabi- 
liscano Istituti religiosi i quali si dedichino preferentemente 
all'esercizio della carità, alle missioni, all'educazione della 
gioventü, all'istruzione in generale e ad altre opere di pubblica 
utilità e beneficenza. 


Articolo XII.—Nelle università e nei collegi, nelle scuole 
e negli altri centri d'insegnamento, l'educazione e l’istruzione 
pubblica saranno organizzate e dirette in conformità coi dom- 
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mi e colla morale della religione cattolica. In detti luoghi 
d'insegnamento sarà obbligatoria l’istruzione religiosa, e si 
osserveranno negli stessi le pratiche di pietà della religione 
cattolica. | 


Articolo X+411.—Per conseguenza, nel detti luoghi di in- 
segnamento i rispettivi Ordinari diocesani, vuoi per se, vuoi 
per mezzo di delegati speciali, eserciteranno il diritto di ispe- 
zione e di revisione dei testi, per ciò che si riferisce alla religione 
ed alla morale. L'Arcivescovo di Bogotà designerà i libri che 
devono servire di testo pei corsi di religione e di morale nelle 
Università, ed affine di assicurare l'uniformità d’insegnamento 
nelle materie suddette, lo stesso Prelato, d'aecordo cogli altri 
Ordinari diocesani, sceglierà i testi per gli altri centri d'inseg- 
namento ufficiale. 11 Governo avrà cura d'impedire che nel 
disimpegno di caitedre letterarie o scientifiche, e, in generale 
di tutti i rami di istruzione, si propaghino idee contrarie al 
domma cattolico ed a quel rispetto e venerazione che si devono 
alla Chiesa. 


Articolo XIV.—Nel caso in cui l'insegnamento della reli- 
gione e della morale, malgrado gli ordini e prevenzioni del 
Governo, non si uniformi alla dottrina cattolica, il rispettivo 
Ordinario Diocesano potrà togliere ai professori o maestri la 
facoltà d'insegnare tali materie. 


= Articolo XV.—i]l diritto di nominare alle vacanti sedi Ar- 
civescovili e vescovili è proprio della Santa Sede. Mondimeno il 
Santo Padre, come prova di particolare deferenza ed affine di 
conservare l'armonia tra la Chiesa e lo Stato, consente che 
alla provvista di dette Sedi arcivescovili e vescovili preceda il 
gradimento del Presidente della Repubblica. Per conseguenza, 
a ciascuna vacanza potra il Presidente raccomandare diretta- 
mente alla S. Sede quegli ecclesiastici che, a suo avviso, riu- 
niscono le doti e qualità necessarie por la dignità vescovile, e - 
la Santa Sede a sua volta, prima di procedere a nomine, ma- 
nifesterà sempre i nomi dei candidati che intenda promuo- 
vere, allo scopo di conoscere se il Presidente ha motivi, di 
carattere civile o politico, per considerare i detti candidati co- 
me persone non grate. Si procurerà che le vacanze delle dio- 
cesi non si prolunghino al di là di sei mesi. 
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Articolo XVI.—Potrà la S. Sede erigere nuove diocesi s 
cambiare la circoscrizione delle attuali, ogni qual volta cre- 
desse ció utile ed opportuno pel maggior bene delle anime, 
previa l’intelligenza col Governo, ed accettando dallo stesso 
giuste e convenienti indicazioni. 


Articolo XVII.—Il matrimonio che dovranno celebrare 
tutti coloro che professino la religione cattolica, produrrà 
effetti civili, rispetto alle persone ed ai beni dei coniugi e dei 
loro discendenti, solo quando si celebri in conformitá colle di- 
sposizioni del Concilio di Trento. All'atto della celebrazione 
assisterà un funzionario determinato dalla Legge, al solo scopo 


di eseguire la immediata iscrizione del matrimonio nel regis- 


tro civile, purché non si tratti di matrimoni in articulo mortis, 
nel qual caso si potrà prescindere da questa formalità se riesce 
di difficile esecuzione, supplendovi con prove suppletorie. Sono 
a carico dei contraenti le pratiche e diligenze relative all’inter- 
vento del funzionario civile del Registro, limitandosi l’azione 
del parroco a far loro opportunamente presente l'obbligo che 
ad essi impone la legge civile. 


Articolo XVIII .—Rispetto ai matrimoni celebrati in qual- 
siasi tempo conformemente alle disposizioni del Concilio di 
Trento e che devono produrre effetti civili secondo ii disposto 
dell'articolo precedente, si riterranno comme prove suppletorie 
principalmente quelle di origine ecclesistica. 


Articolo XIX.—Saranno di esclusiva competenza dell'au- 
torità ecclesiastica le cause matrimoniali che riguardino il 
vincolo del matrimonio e la coabitazione dei coniugi, come 
pure le relative alla validità degli sponsali. Gli effetti civili del 
matrimonio saranno regolati dal potere civile. 

Articolo XX.—Gli eserciti delia Repubblica godranno delle 
esenzioni e delle grazie che si conoscono sotto il nome di pri- 
vilegi castrensi, ed il S. Padre specificherà con atto a parte 1 
favori che intende accordare. 

Articolo XXI.—Dopo gli uffizi divini, si farà in ogni chiesa 
della repubblica la seguente preghiera: Domine salvum fac 
Rempublicam; Domine, salvum fac Praesidem eius, et supré- 
mas eius auctoritates. 


Articolo XXII.—Il Governo della Repubblica riconosce 
ora e sempre come debito consolidato i! valore dei censi reden- 
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ti a favore del suo Tesoro, e dei beni disammortizzati già 
appartenenti a Chiese, Confraternite, Patronati, Cappellanie 
e Stabilimenti d’istruzione e di beneficenza. retti dalla Chiesa, 
che in qualunque tempo sia stato inscritto nel Debito pubblico 
della Nazione. Questo debito riconosciuto frutterà senza dimi- 
nuzione l’interesse annuale del quattro e mezzo per cento, da 
pagarsi a semestri scaduti. | 


Articolo XXIII.—Le rendite procedenti da patronati, cap- 
pellanie, confraternite ed altre fondazioni particolari, si rico- 
nosceranno e pagheranno direttamente a coloro i quali 
abbiano diritto di riscuoterle, secondo le tavole di fondazione. 
ovvero ai loro rappresentanti legalmente costituiti. Se ne farà 
il pagamento senza diminuzione come nell’articolo preceden- 
te, e ciò a partire dal prossimo anno 1888. Nel caso che venisse 
ad estinguersi alcuna delle entità sovraccennate, il Governo, 
d'accordo colla competente autorità ecclesiastica, applicherà 
i prodotti che le appartenevano a scopi di pietà e di beneficen- 
za, senva contrariare in nessun caso la volontà dei fondatori. 


Articolo XXIV.—La Santa Sede in vista dello stato attuale 
del Tesoro Nazionale di Colombia, e della utilità che deriva 
alla Chiesa dall'osservanza del presente Concordato, fa alla 
Repubblica le condonazioni seguenti: 


a) Del valore del capitale, non riconosciuto sinora in 
verun modo, dei beni disammortizzati appartenenti nella mas- 
sima parte a Conventi o Associazioni religiose dell’uno e del- 
l’altro sesso già estinte e non comprese nei precedenti articoli; 


b) Di ciò che debba ad enti ecclesiastici per rendite, in- 
teressi scaduti, od altro motivo procedenti dalla disammortiz- 
zazione, fino al 31 dicembre 1887. 


Articolo XXV.—In compenso di questa grazia, il Governo 
di Colombia si obbliga a destinare perpetuamente un’annua 
somma liquida, la quale fin d’ora sì fissa in cento mila scudi 
colombiani e che si aumenterà equitativamente quando maglio- 
‘ri la situazione del Tesoro; la quale somma, in quella misura e 
forma che si determininò dalle due supreme potestà, si erog- 
herà nel soccorrere Diocesi, Capitoli, Seminari, missioni ed 
altre opere proprie dell’azione civilizzatrice della Chiesa. 
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Articolo XXVI—I membri superstiti delle Comunità reli- 
giose estinte continueranno a godere della rendita che è stata 
loro assegnata da precedenti leggi per la loro manutenzione 
ed altri bisogni. 


Articolo XXVII.—Farimenti sussisteranno le rendite od 
altri assegni anteriormente destinati al mantenimento del cul- 
to in Chiese, Cappelle ed altri luoghi religiosi non considerati 
nell'articolo XIX. Se intorno a questo punto nascessero dubbi 
od abusi, il Governo s’intenderà colla competente autorità 
ecclesiastica per prendere le opportune risoluzioni. 


Articolo XXVIII.—Il Governo restituirà agli enti religiosi 
i beni disammortizzati che loro appartengano e che non. abbia- 
no veruna destinazione, ove non ne apparisca ) padrone o 
non vi sieno obblighi da soddisfare, si applicherà il prodotto 
della vendita o dell'uso di tali beni a scopi analoghi, benefici 
e pii, secondo i bisogni più urgenti di ogni diocesi, nel che si 
procederà d’accordo colla competente autorità ecclesiastica. 


Articolo XXIX.—La Santa Sede per provvedere alla publi- 
ca tranquillilà dichiara a sua volta che le persone le quali in 
Colombia durante le passate vicende avessero comprato beni 
ecclesiastici disammortizzati o redento censi nel Tesoro Na- 
zionale secondo le disposizioni delle leggi civili allora vigenti, 
non saranno in nessun tempo e in nessun modo molestate 
dall’autorità ecclesiastica: estendendosi questa grazia non solo 
agli esecutori di tali atti, ma a quanti nell’esercizio di qualsi- 
voglia funzione abbiano preso parte ad essi, per guisa che 
1 primi compratori o aggiudicatari come i loro legittimi succes- 
sorie e coloro che abbiano redento de censi godranno la sicura 
e pacifica proprietà di detti beni e dei loro emolumenti e pro- 
dotti, rimanendo nondimeno accertato che nell'avvenire non 
sì dovranno ripetere siffatte abusive alienazioni. 


Articolo XXX.—Il Governo della Repubblica regolerà Col 
rispettivi Ordinari Diocesani quanto si riferisce a Cimiteri, 
procurando di conciliare le legittime esigenze di carattere ci- 
vile e sanitario colla venerazione dovuta al luogo sacro e le 
prescrizioni ecclesiastiche: nel caso di disaccordi, questa ma- 
teria sarà oggetto di trattative speciali tra la Santa Sede ed 
il Governo di Colombia. 











CONVENCION DE 1887 ENTRE EL PAPA LEON XIN Y RAFAEL NUNEZ 1335 - 


Articolo EXXI.—Le stipulazioni che abbiano luogo tra la 
Santa Sede ed il Governo di Colombia in ordine allo sviluppo 
da darsi alle missioni cattoliche nelle tribù barbare, non 
avranno bisogno di ulteriore approvazione da parte del Con- 
gresso. | 


Articolo XKXXII.—In virtù del presente accordo restano 
derogate ed abrogate tutte le leggi, ordinanze e decreti che in 
qualsivoglia modo e tempo sieno stati pubblicati, nella parte 
che contradicessero e si opponessero a questo Concordato, che 
avrà forza in avvenire come legge dello Stato. 


Articolo XX XIIi.—La ratifica e scambio di questo Con- 
venio si farà nel termine di sei mesi dalla data della firma, o 
prima se possibile. 











0. Convención de 1887 entre el Papa León XIII 
y el Presidente de Colombia Rafael Núñez 
Texto latino. 


CONVENTIO INTER LEONEM XIII ET PRAESIDEM 
REIPUBLICAE COLUMBIANAE 


in Nomine Sanctissimae et Individuae Trinitatis Sancti- 
tas Sua Summus Pontifex Leo XIII et Praeses Reipublicae 
Columbianae, Excellentissimus Dominus Raphael Nufiez, in 
suos respective plenipotentiarios nominarunt: 

Sanctitas Sua Eminentissimum D. Marianum Rampolla 
del Tindaro S. R. E. Cardinalem Presbyterum S. Caeciliae 
Suum Ministum a publicis negotiis: et 


Reipublicae Praeses Excellentissimun Dominum. Joachin 
Ferdinanandum Velez Legatum Extraordinarium et Adminis- 
trum cum liberis mandatis apud Sedem. Apostolicam: 

Qui post mutuo tradita respectivae plenipotentiae ins- 
trumenta de iis, quae sequuntur convenerunt. 


Art. 19 


Hegio catholica, apostolica, romana est religio Reipu- 
bricae Columbianae; publica potestas eamdem agnoscit tam- 
quam essentiale elementum quo societatis ordo constat seseque 
obstringit eam, prout etiam eiusdem administros patrocinio 
suo iuvare, ac tutari; illamque in usu et fruitione suorum 1u- 
rium ac praerogativarum incolumem servare. 


Art. 29 


Ecclesia catholica plena fruetur ac integra libertate et 
independentia a palitica potestate, quapropter haec ulla ra- 
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tione intercedet quin ipsa suam spiritualem auctoritatem et 
ecclesiasticam iurisdictionem universam. libere excerceat, sua- 
que iuxta proprias leges moderetur et administret. 


Art. 39 


Ecclesiae leges sunt a civili iure discretae, nec huius par- 
tem constituunt; at Reipublicae Magistratus illas in honore 
et reverentia solemniter habebunt. | 


Art. 49 


Status agnoscit Ecclesiam suis legitimis potestatibus ordi- 
nibusque hierarchicis repraesentatam, vere proprieque iuridi- 
cam habere personam, et capacitatem utendi fruendique iuri- 
bus quae ad ipsam pertinent. 


Art. 59 


Ecclesia iure pollet acquirendi iusto titulo, possidendi li- 
bereque administrandi bona tum mobilia tum immobilia ad 
normam commuuni iure praefinitam, eiusque acquisitae res 
et fundationes inviolabiles nihilo sacus ac propria civium Rei- 
publieae bona. 


Art. 69 


Ecclesiae proprietates poterunt publicis subiici vectigali- 
bus aeque ac aliorum civium bona; exceptis tamen aedificiis 
divino cultui dicatis, Seminariis conciliaribus, Episcoporum et 
Parochorum domibus, quae tum a vectigalibus immunia erunt, 
tum occupari aut aliis usibus addici numquam poterunt. 


Art. 79 


Clerici tum saeculares tum regulares adigi nequibunt pu- 


blica obire munera, quae ipsorum sacro ministerio, vitaeque 
institutioni adversentur; insuper a quolibet servitio militari in 
perpetuum exempti erunt. 











1338 TEXTO DE LOS CONCORDATOS 


Art. 89 


Reipublicae Gubernium fidem suam obligat legibus quae 
poenalia iudicia moderantur ae praescripta conditionesve ad- 
ponere, quae sacerdotii dignitatem sartam tectam servent, 
quoties Ecclesiae ministrum criminali processu qualibet de 
causa implicari contingat. 


Art. 90 


Locorum ordinariis ut et Parochis integrum est exigere a 
fidelibus obventiones proventusque ecclesiasticos ad canonum 
normam et ex bono aequo constitutos, quique sive ex immemo- 
riali consuetudine euiuslibet Dioeceseos causam habent, sive 
ex opere in sacro ministerio praestito; attamen ui actus et 
obligationes ab huiusmodi iu rium fonte manantes vim civili- 
bus legibus nanciscantur, et saecularis potestas suam aucto- 
ritatem interponat, Locorum Ordinarii communicabunt cum 
Gubernio consilia. 


Art. 10. 


Poteruni libere institui fundarique in Columbiana Repu- 
blica regulares ordines, religiosaegue sodalitates utriusque 
sexus, dummodo canonicae eorum erectioni legitima potesta- 
tis ecclesiasticae auctoritas accedat. Praefati ordines religio- 
saegue sodalitates iuxta proprias leges et constitutiones regen- 
iur et administrabuntur; attamen ut iuridica frui valeant 
persona, et patrocinio et tutela legum Reipublicae iuventur, 
civili potestati exhibere tenentur testimonium canonicae Vve- 
niae a respectiva auctorictate ecclesiastica ipsis tributae. 


Art. 11. 


Sancta Sedes opem cooperationemque Gubernio praesta- 
bit ut in Columbiana Republica religiosi ordines constituan- 
tur, qui caritatis operibus praecipue vacent, missionibus, 
adolescentium institutioni, instructionique universim, 2lisque 
publicae utilitatis et beneficentiae operibus. 
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Art. 12. 


In Universitatibus, collegiis, scholis aliisque studiorum 
institutis publiea institutio atque instructio ad normam dog- 
matum, morumque doctrinam Ecclesiae catholicae conforma- 
ta ordinataque esse debebit. In his omnibus studiorum facul- 
tatibus doctrinae religiosae institutio praecepti res erit, piae 
etiam catholicae religionis exercitationes in iisdem frequenta- 
buntur. 


Art. 13. 


Guapropter respectivis Locorum ordinariis ius erit sive per 
se sive per speciales delegatos in praefatis studiorum faculta- 
tibus inspicere, nec non libros qui pro textu adhibeantur re- 
visere quoad ea quae fidei doctrinam morumve spectant. 
Archiepiscopus Bogotensis libros seu textus designabit, qui in 
Universitatibus legi debeant ad religionis morumque scientias 
tradendas; atque ut uniformis sit harum disciplinarum insti- 
tutio, idem Archiepiscopus, collatis cum aliis Locorum ordina- 
riis consiliis, libros deliget gui pro textu sint in reliquis publicis 
athenaeis. Gubernium cavebit ne in humanioribus litteris aut 
Scientiis, et universim in omnium generum disciplinis traden- 
dis, placita evulgentur quae catholicis dogmatibus, et reveren- 
liae ac venerationi erga Ecclesiam debitae adversentur. 





Art. 14. 


Quod si contingat magistros aut lectores scientiae religio- 
nis morumve contra Gubernii edicta et praescriptiones, catho- 
licae doctrinae haud consentanea docere, Roe Loci Ordina- 
rius eidem docendi > E adimere. 





Art. 15. 


Ius Archiepiscopos et Episcopos in vacantibus Ecclesiis 
constituendi est Sanctae Sedi proprium et peculiare. Nihilo- 
minus Sanctitas Sua in specialis observantiae argumentum, 
atque ut inter Ecclesiam et civilem Statum pax et concordia 
servetur, annuit, ut explorata prius Praesidis Reipublicae sen- 
tentia num eligenda persona ipsi accepta sit, previsio sedium 
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Episcopalium et Archiepiscopalium peragatur. Quapropter cum 
sedem aliquam vacare contigerit, posterit Reipublicae Praeses 
Sanctae Sedi ecclesiasticos illos viros directe commendare, qui 
iis omnibus dotibus pollere ipsi videantur, quae ad episcopale 
munus rite obeundum expostulantur. Vicissim Sancta Sede 
priusquam Episcopum quem nuncupet, nomina candidatorum, 
quos provehere animo cogitet, semper Praesidi praesignificabit 
eum in finem, ut dignoscat num Is civilis aut politici ordinis 
causas habeat cur candidatorum personae sint ipsi minus gra- 
tae. Curabitur ut vacantium sedium provisio quantocius fiat, 
quae ultra sex mensium spatium procrastinare nequibit. 


Art. 16. 


Sancta Sedes novas dioeceses eriget, ac novas earumdem 
peraget circunscriptiones, cum id fidelium. necessitas aut uti- 
litas postulaverit; cum Gubernio tamen consilia conferet, eius- 
demque aequas reigue congruentes animadversiones acceptas 
gratasque habebit. 


Art. 17. 


Ut matrimonium eorum omnium, dui catholicam religio- 
nem profitentur, effectus civiles quoad contrahentium prolis- 
que personas et bona progignat, iuxta forman a Concilio 
Tridentino praescriptam, contractum esse oportebit. Celebra- 
tioni officialis a lege statutus aderit eum tantummodo in finem 
ut matrimonium publicis tabulis continuo inscribat; excipitur 
tamen casus celebrationis matrimonii in mortis articulo, tum 
enim si haud facile impleri queat huiusmodi iuris solemnitas, 
praetermitti et subsidiariis probationibus suppleri ipsa poterit. 
Contrahentium cura erit providere ut civilis status officialis 
celebrationi matrimonii praesens adsit, parochi autem opera 
in id tantum circunscribitur ut contrahentibus obligationem, 
quam civilis lex ipsis imponit opportune palam faciat. 


Art. 18. 
Quod matrimonia adtinet quae ad formam in Concilio Tri- 


dentino praescriptam quovis tempore celebrata fuerint, quae 
que effectus civiles sortiri debent, subsidiariae probationes 
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potissimae habebuntur, quae ab auctoritate ecclesiastica pro- 
manant. | 


Art. 19, 


Auctoritas ecclesiastica causas quae respiciunt matrimo- 
nii vinculum et coniugum cohabitationem, ut etiam sponsa- 
lium validitatem unice cognoscet; civilibus matrimonii effec- 
tibus ad indicen saecularen remissis. | 


Art. 20. 


Exercitus Reipublicae exemptionibus gratiisque fruentur, 
quae sub generali privilegiorum castrensium nomine cognos- 
cuntur, quasque Sanctitas Sua separatim determinabit. 


Art. 21. 


Fost divina officia in omnibus Reipublicae templis sic ora- 
bitur: Domine salvam fae Rempublicam: Domine salvum fac 
Praesidem eius, et supremas eius auctoritates. 


Art. 22. 


Reipublicae Gubernium dehinc perpetuo tamquam publi- 
cum Status nomen et debitum (vulgo: debito consolidato) 
agnoscit pretium tum censuum in aerarii beneficium redemp- 
torum, tum etiam bonorum publicatorum (vulgo: beni disam- 
mortizzati), quae olim ad Ecclesias, pia sodalitia, patronatus, 
cappellas et instructionis ac beneficentiae instituta ab Eccle- 
Sia administrata pertinebant, quo demum cumque tempore 
ipsum in publici aerarii nominibus inscriptum. fuerit. Huius- 
modi nominum sors recognita (vulgo: debito riconosciuto) 
annuum foenus, quovis onere deducto trientis cum dimidio 
reddet, cuius quolibet exacto semestri dies cedat. | 


Art. 23. 


Redditus qui ex patronatibus, cappellis, sodalitatibus aliis- 
que privatis fundationibus proveniunt, iis directim addicentur 
et numerabuntur, qui iuxta fundationum tabulas eosdem exi- 
gendi iure polleant, vel ab iis legitime delegatis. Mlorum solu- 
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tio, ut praecedenti articulo cautum est, absque ulla subduc- 
tione fiet, ab insequenti anno 1888 exordio ducto. Casu quo 
aliquam ex praedictis fundationibus extingui contingat, prae- 
habitis inter potestatem ecclesiasticam et Gubernium consiliis, 
proventuum, qui ad illam. pertinebunt, pietatis et beneficen- 
tiae operibus addictio fiet, quin tamen unquam contra funda- 
torum voluntatem quidpiam fiat. 


Art. 24. 


Sancta Sedes perpendens praesentem statum aerarii Co- 
lumbiani, et attenta utilitate, quae ex observantia praesentis ` 
Conventionis in Ecclesiam manat Reipublicae sequentia re- 
mittit et conconat. a) Praesentium sortis usque adhuc mi- 
nime recognita (non riconosciuti im verum modo) bonorum 
publicatorum (vulgo: dissammortizzati), quae quo ad maxi- 
mam illorum partem ad conventus pertinebant aut sodalitia 
religiosa utriusque sexus iam extincta, et in praecedentibus 
articulis haud comprehensa. b) Nomina quae debeat eccle- 
siasticis institutis ob non solutos redditus fructusve quorum 
dies cessit, aliave de causa ex publicatione oborta usque ad 
diem 31 Decembris vertentis anni 1887. 


Art. 29. 


In huius beneficii compensationem Columbianum Guber- 
nium semet obstringit aliquam quotannis in perpertuum addi- 
cere expeditam pecuniae vim, quae in praesenti ad centena 
columbianorum scutatorum millia constituta, quum aerariü 
conditio meliori fuerit loco aeque adaugebitur: quo, ea ratione 
et modo qui inter summas utrasque potestates ex composito 
conveniat, ope auxilio que iuvabuntur dioceses, capitula, 8€ 
minaria, missiones aliaque id genus opera, quibus. Ecclesia gen” 
tes ad humaniorem vitae cultum adducit. 


Art. 26. 


Religiosi extinctarum sodalitatum adhuc dum guperstites 


redditibus frui pergent qui praecedentibus legibus adtribu? 
ssi- 


ipsis fuerunt pror eorum sustentatione aliisque vitae nece 
tatibus. ELS 








CONVENCION DE 1887 ENTRE EL PAPA LEON XIII Y RAFAEL NUÑEZ 1343 ue 


Ari. 27. 


.. Pari modo redditus II assignationes firmae rataeque 
constabunt antehac adtributae divine cultus. manutentioni in. 
Ecclesiis cappellis aliisque religiosis locis, quorum ratio habita. 
non est in art. 22. Casu quo super hoc caput dubia aut diffi- 
cultates oriantur. Gubernium consilia cum competenti eccle- 


siastica auctoritate communicabit, ut quod ad rem sit decer- 
natur. 


Art. 28. 


cuni ecclesiasticis institutis ‘bona publicata - ad 


eadem pertinentia restituet, quae nulli destinata et adtributa 
usui fuisse deprehendantur. Quorum ubi ignotus sit dominus, 
vel in quem impendantur finis cessaverit, sive sors ex eorum 
venditione proveniens, sive eorum. redditus adsimilibus pie- 


tatis et beneficentiae operibus addicentur, prout uniuscuius- 


que dioeceseos necessitas postulaberit, collatis ea desuper re 
cum competenti auctoritate ecclesiastica consiliis. 


Art. 29. 


Sancta Sedes vicissim publicae tranquillitati consulere 


cupiens declarat eos qui, durante praeteritarum vicissitudinum 
tempore, ecclesiastica bona emerint publice proscripta, aut 
census in publico aerario redemerint, ad civilium legum tune 
temporis vigentium normam, unllo unguam tempore aut raodo 
ab ecclesiastica potestate molestiam habituros. Haec porro re- 
missionis gratia nedum exequutores huiusmodi actuum com- 
prehendit, verum etiam eos omnes, qui in exercitio cuiuslibet 
muneris eisdem participaverint; ita ut emptores aut mancipes, 
censuumque redemptores, tum. ipsi, tum legitimi eorum suc- 


cessores ab iisve causan habentes, tuto et pacifice ea eorum- 


que emolumenta et fructus sibi habeant. Id tamen semper 
fixum firmumque esse debebit ut huiusmodi abusivae aliena- 
tiones numquam in posterum renoventur. 


Art. 30. 


Quod coementeria adtinet Reipublicae Gubernium ex com- 
posito cum respectivis Locorum ordinariis operam adhibebit, ut 
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cautiones, quas civicum bonum et publica salus legitime exi- 

git, cum veneratione sacris locis, Ecclesiaeque legibus debita 

socientur. Casu quo sententiae non conveniant Reipublicae 

Gubernium negotium pro re nata cum Sancta Sede comununi- 
cabit. | 


Art. 31. 


Pacta conventionesque, quae inter Sanctam Sedem et Co- 
lumbiae Gubernium ineantur quoad subsidia et adiumenta ut 
catolicae missiones penes barbaras tribus in Reipublicae terri- 
torio degentes, maiora incrementa suscipiant, publicorum co- 
mitiorum Reipublicae suffragiis confirmari haud oportebit. 


Art. 32. 


Per praesentem Conventionem leges, ordinationes, decre- 
ta quolibet modo et tempore hucusque lata, in quantum Con- 
ventioni eidem  ad:ersantur, abrogata omnino censentur: 
atque eadem Conventio veluti lex Status in futurum omne 
tempus valitura habebitur. 


B 


Art. 33. 


Ratificationes praesentis Conventionis mutuo tradentur 
infra sex mensium spatium a suscriptionis die, aut citius si 
fieri poterit. 

In quorum fidem praefati Plenipotentiarii praesenti Con- 
ventioni subscripserunt, illamque suo quisque sigillo obsigna- 
vit.. 

Actum Romae die 31 Decembris 1887. 


(L. S.) M. Card. Rampolla 
(L. S.) Joaquín F. Vélez 











6. Convención de 1888 sobre el Articulo 25 del Concordato 


Bogota, 24 de septiembre de 1888. 
Diario Oficial, N° 7704 de 3 de junio de 1888. 


Los infrascritos, a saber: Monsefior Luis Matera, Arzobispo 
de Irenópolis, Enviado Extraordinario y Delegado Apostólico 
de Su Santidad León XIII en Bogotá, y Vicente Restrepo, Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores de la Republica de Colombia. 


Con el objeto de promover el cumplimiento de la parte 


final del artículo 25 del Concordato celebrado el 31 de diciem- 


bre de 1887 entre la Santa Sede y la Republica, fijando la ma- 
nera como debe distribuirse entre las respectivas entidades la 
suma anual de cien mil pesos que, por ahora, debe el Gobierno 
a la Iglesia colombiana a título de indemnización. 

Después de haber considerado el asunto en relación con el 
estado actual de aquellas entidades, y de haber calificado, de 
acuerdo con el dictamen del Ilustrísimo señor Arzobispo de 

Bogotá y demás Prelados de la Provincia eclesiástica colombia- 
na, las necesidades más urgentes de la Iglesia. 

Han acordado determinar el modo como debe hacerse tal 
distribución, lo cual han estipulado en la e Conven- 
ción ad referendum: 

Artículo 19—La cantidad de cien mil pesos anuales que el 


Gobierno debe pagar, por ahora, a la Iglesia se distribuirá en- 
tre las entidades respectivas, de este modo: 


A las Diócesis más pobres se les asignan ... $ 12.000 
A las Catedrales y Cabildos ... ... ... ... 20.000 
wA lOS Seminarios ees sre sano a, ORG i 40.000 
A las Misiones ... ... ... ... ... ... ... 25.000. 
A Otras ODLAS 22.2 «io lla sa a da 3.000 


Suma ... E UE LE wa 100. 000 
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Artículo 29—La dicha suma de doce mil pesos que se pone 


a la disposición de los respectivos Prelados, se les reparte así: 


o ia Ede his La siae Ale Wis $ 3.000 

A Panamá ... ......... ua Ln. 3.000 

A Santa Marta zb EUR. US c LE 3.000. 

A Popayán ....... 3.000 ' 
SUMA... ... ... ... 


. $ 12.000 


Artículo 39—La cantidad de veinte mil pesos asignada alas . 


Catedrales y Cabildos, es decir, para la fábrica, reparaciones, 
ornamentos sagrados, aumento del personal del coro y de ho- 


norarios para los Canónigos, se les distribuye del modo si- 


guiente: 

A la Metropolitana de Bogotá ... ... ... $ 95.000 
A la Sufragánea de Antioquia .. 1.000 
A la Sufragánea de Catagena .. 2.000 
A la Sufraganea de Medellín .. 1.500 
A la Sufragánea de Pamplona ... ... 1.500 
A la Sufragánea de Panamá ... 3.000 
A la Sufragánea de Pasto ... 1.000 
A la Sufragánea de Popayán ... ... ... ... 2.000 
A la Sufragánea de Santa Marta ... ... ... 2.000 
A la Sufragánea de Santiago de Tunja 1.000 

SUMA ves. ex sei da 5 el $ 20.000 








Artículo 49——A los Seminarios se les reparte la suma de 
cuarenta mil pesos, a razón de cuatro mil pesos a cada uno. 


Artículo 59——Los veinticinco mil pesos destinados a las 


Misiones serán repartidos así: 


Para las de San Martin (Bogotá) ... ..... $ 2.500 
Para las de Antioquia ... ... ... ... see s 2.000 
Para las del Darién (Panamá "P 3.000 
Para las del Caquetá (Pasto) ... ... ... 2 3.000 
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Para las del Chocó (Popayán) ... ... ... .. 3.000 
Para las de Tierradentro (Popayán) ... ... 2.500 
Para las de La Goajira (Santa Marta) ... ... 3.000 . 
Para las de Casanare (Tunja) ............ 6.000 - 
DUMA. aes smd- cse ra cere wo 292000 


e 


a) Estas cuotas parciales, conservada siempre la suma 
total de veinticinco mil pesos, podrán distribuirse de otro mo- 
do, aumentándose, disminuyéndose o eliminándose la que co- 
rresponde a cada una de las Misiones expresadas, en el caso 
de que el Gobierno y la Iglesia celebren, según el artículo 31 
del Concordato, una Convención especial sobre el fomento de 
Misiones, de la cual se deduzca la conveniencia de introducir 
modifiacaciones a la distribución actual. 


b) No obstante la designación de la precitada suma y su 
empleo, el Gobierno de la República persiste en el propósito y 
reconoce el deber de cooperar por su parte a la reducción y 
civilización de las tribus salvajes, destinando fondos para estas 
obras y prestando apoyo a los misioneros que se dediquen a 
ellas. 


c) Llegado el caso de que se celebren, según lo establece 
el artículo 31 del Concordato, convenios de misiones entre el 
Gobierno y la Santa Sede, los Prelados deberán conformarse 
a las disposiciones de esos Convenios, sean cuales fueren los 
reglamentos que adopten por ahora para la organización de 
Misiones. | 


Artículo 69— Como las obras favorecidas en esta Conven- 
ción se hallan todas en las diferentes Diócesis de la República, 
para mayor facilidad de los que deben hacer y recibir los pa- 
gos, se pone en seguida el monto liquido: de lo que corresponde 
a cada Diócesis: 


A la Metropolitana ... ... o.. 2.. s... ... $ 11.500 


A la de Antioquia ... ... ... ... ... ... oa 7.000: 
A la de Cartagena ......... aca ls ... >. 9.000 
A la de Medellín ... ... ... ... ... eni 5.500 
A la de Pamplona ... ......... u.s use ... 5.500 


A la de Panamá ... ... ... ... ... oou saa 13.000 
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A la de “Pasto sed sce sanada ras OE ta 8.000 
A la de Popayán ... civ saa cae ae da 14.000 
A la de Santa Marta ... ... ... ... ... sn. 12.000 
A la de Tunja ... cr tears 11.000 
A otras obras a sue sau uaa sau nan aoo rao 3.000 

SUMA ... ... ... ... sss È 100.000 


Articulo 7€9—El Gobierno de la República, atendiendo a la 
urgencia de las necesidades de 1a Iglesia, hará desde luego 
efectivo el pago de la mencionada cantidad líquida de cien 
mil pesos, empezando a cubrir el semestre que venció el 30 de 
junio ültimo. 

Artículo 89—El pago de las cuotas que se asignan por la 
presente Convención a las diferentes Diócesis, se hará en las 
Administraciones de Hacienda de los lugares donde residan 
los respectivos Prelados. Mas si para esto se presentare algún 
inconveniente, cada Prelado nombrará un apoderado de su 
confianza que perciba en Bogotá las sumas que le corres- 
ponden. 


Artículo 99—La mitad de los seis mil pesos destinados 
para la Misión de Casanare, en la Diócesis de Tunja, quedará 
depositada en manos del Metropolitano de Bogota hasta que 
el Gobierno se haya entendido con la Santa Sede acerca de 
la erección dei Vicariato Apostólico del mencionado Territo- 
rio; esto con el objeto de que dicha suma sirva a los gastos de 
la. misma erección, a. la instalación del Vicario Apostolico que 
se nombre, y a la venida de los misioneros. 

Igualmente quedará depositada en manos del sefior Ar- 
zobispo la suma de tres mil pesos asignada a otras obras, hasta 
que, por acuerdo entre ia Santa Sede y ei Gobierno, se le dé 
conveniente destino, el cual debe ser, de preferencia y en cuan- 
to fuere posible, el fomento de algún instituto de enseñanza 
de esta capital. Entretanto que se celebra dicho acuerdo, la 
expresada suma se invertirá asi: dos mii pesos para las es- 
cuelas de la capital, a juicio del sefior Arzobispo, y mil pesos 
para ayudar a la instalación del Seminario de Cartagena. 








7. Convención de 1892 adicional al Concordato 


Roma, 20 de julio de 1892. 
Confirmada por el Presidente el 6 de septiembre de 1892. 
Aprobada por la Ley 34 de 1892 (21 de octubre). 


Canjeadas las ratificaciones en el Vaticano 
el 2 de julio de 1893. 


En el nombre de la Santísima Indivisible Trinidad. 

| Su Santidad el Sumo Pontifice León XIII y Su Excelencia 
don Carlos Holguin, Presidente de la Republica de Colombia, 
a fin de prevenir todo desacuerdo respecto del fuero clerical 
y principalmente en la aplicación del artículo 89 del Concor- 
dato de 31 de diciembre de 1887; así como para dar cumplida 
ejecución al artículo 30 del mismo Concordato, sobre cemen- 
terios, y establecer lo más conveniente sobre el registro civil, 
han resuelto celebrar una Convención especial, nombrando al 
efecto dos Plenipotenciarios, o sea por parte de Su Santidad al 
Eminentisimo y Reverendisimo señor Cardenal Mariano Ram- 
pola del Tindaro, Secretario de Estado, y por parte del 
Excelentísimo sefior Presidente de la Repüblica al Excelentí- 
simo sefior General don Joaquin F. Vélez, Enviado Extraordi- 
nario y Ministro Plenipotenciario de Colombia ante la Santa 
Sede. Los cuales después de exhibirse mutuamente sus respec- 
tivas credenciales y de hallarias en propia y debida forma, 
convinieron en las disposiciones que expresan los artículos 
siguientes: 


FUERO ECLESIASTICO 


Articulo 19—Las causas civiles de los eclesiásticos, y las 
que se refieren a la propiedad y derechos temporales de las 
Iglesias, de los beneficios y de otras fundaciones eclesiásticas 
serán referidas a los Tribunales civiles. 
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Articulo 29— Teniendo en cuenta las circunstancias de los 
tiempos, la necesidad de la pronta administración de justicia 
y la falta de los medios correspondientes en los Tribunales 
episcopales, la Santa Sede no pone dificultad en que las causas 
criminales de los eclesiásticos por delitos extraños a la Religión 
y que estén penados en los Códigos de la República, sean 
deferidas también a los Tribunales laicos. 


Artículo 39—Dichos juicios criminales no serán públicos, 
y asistirán a ellos solamente los funcionarios del caso, los tes- 
tigos, peritos y demás personas que necesariamente deban 
intervenir en los juicios, los parientes próximos, y otros indi- 
viduos que puedan estar interesados a petición del acusado 
con el consentimiento del Tribunal. 


Artículo 49—De los mismos juicios conocerán en primera 
instancia los Jueces Superiores Ge Distrito Judicial, o los que 
los reemplacen, sin intervención del Jurado; y en segunda, 
los Tribunales. 

Artículo 5°—Las respectivas sentencias contra eclesiásti- 
cos que produzcan pena de muerte, aflictiva o infamante, no 
se pondrán en ejecución antes de que sean puestas en conocl- 
miento del Presidente de la República, ni sin que el Obispo 
propio del eclesiástico haya cumplido, a la brevedad posible, 
cuanto prescriben los sagrados cánones en semejantes casos. 


Artículo 60—En ningún caso podrá recaer sentencia de 
obras públicas contra un eclesiástico. 


Artículo 79— En el arresto o detención de los eclesiásticos 
se guardarán a éstos los miramientos debidos a su sagrado 
carácter. Al iniciarse proceso contra ellos se participará el he- 
cho al Ordinario respectivo, el cual no pondrá obstáculo al 
procedimiento judicial. 


Artículo 80-—De las causas criminales que se sigan conira 
los Gobernadores eclesiásticos de Diócesis, Vicarios Generales, 
Dignidades y demás miembros de los Cabildos eclesiásticos, 
XT 


conocerán los Tribunales Superiores en primera instancia, j 
en segunda 1a Corte Suprema. 


Artículo 99— Se entienden excluídas de estas disposicio- 
nes las causas mayores de los Obispos, las cuales quedan re- 
servadas a la Silla Apostólica y a los Tribunales eclesiásticos 








A _ 
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superiores que deben. conocer de ellas, segün el Santo Concilio 
de Trento, sesión XXIV, capitulo V de Reforma y demás dis- 
posiciones canónicas; como también las causas contra los Vi- 
carios Capitulares durante munere. 


| Artículo 10.—En todos los juicios que sean de competencia 
eclesiástica, la autoridad civil prestará su apoyo y patrocinio 
a fin de que los Jueces puedan hacer observar y ejecutar las i 
penas y las sentencias pronunciadas por ellos en la esfera de 
su competencia. 


Artículo 11.—Las causas civiles y criminales de que se 
habla en este capítulo, y que se encuentran actualmente pen- 
dientes, se pasarán a los Jueces y Tribunales que quedan de- 
terminados en cualquier instancia o estado en Jue tales causas 
se encuentren. 


Artículo 12.—Las personas eclesiásticas no serán obliga- 
das por las del orden civil a declarar con o sin juramento 
sobre aquellos hechos o actos en que, conforme a las disposi- 
ciones de la Iglesia, deben guardar secreto. 


Artículo 13.—Tampoco serán obligadas a declarar las mis- 
mas personas en las causas ex sanguine, sin permiso de su 
respectivo superior. 


Artíeulo 14.—Los Arzobispos, Obispos, Gobernadores ecle- 
siásticos, Vicarios Capitulares y Generales, y Dignidades de los 
Cabildos eclesiasticos declararán por medio de certificación 
jurada. | | 


CEMENTERIOS 


Artículo 15.—3e establece como regla seneral que todos 
los cementerios que existen en el territorio de la Republica, 
con excepción de los que sean de propiedad de individuos o 
entidades particulares, serán entregados a la autoridad ecle- 
siástica, que los administrará y los reglamentará independien- 
temente de la autoridad civil. 


Artículo 16.—Asimismo, en atención a las circunstancias 
especiales en que se hallan algunos cementerios de ciudades 
de la Republica, como los de Bogotá, Cartagena, Mompós y 
cuya conservación demanda cuantiosas erogaciones de parte 
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del Erario, y en los cuales ha habido varias traslaciones de 
dominio a favor de particulares, la autoridad eclesiastica con- 
viene en que su administración continüe a cargo de la auto- 
 ridad civil, reservándose la plena jurisdicción espiritual y la 
vigilancia sobre ellos, a fin de que se observen el orden, el 
decoro debido a estos lugares sagrados y las prescripciones 
canónicas. 


Artículo 17.—E1 Poder Ejecutivo establecerá, con los Or- 
dinarios diocesanos, cuáles sean los cementerios, fuera de los 
citados, que se encuentran en el caso de la disposición que 
precede. | | | | 


Artículo 18.—Se fundarán cementerios para los cadáveres 
que no puedan sepultase en sagrado, especialmente en las 
poblaciones donde sean más frecuentes las defunciones de in- 
dividuos no católicos. Para tal objeto se destinará un lugar 
profano, obteniéndolo con fondos municipales, y donde fuere 
imposible, el terreno de estos cementerios se obtendrá secula- 
rizando y separando una parte del cementerio católico que 
quedará separado del no católico por una cerca. 


Artículo 19.—La Iglesia reconoce al Fstado el derecho de 
vigilar los cementerios en lo tocante a la higiene; de dictar 
reglamentos de policía en casos extraordinarios, verbigracia, 
de epidemia; y de pedir la sepultura en ocasiones también ex- 
cepcionales, como el abandono de cadávares, de acuerdo con 
la autoridad eclesiastica. Si lo requiere la comisión de un de- 
lito, el orden publico, o cualquier otro conflicto, la autoridad 
competente tendrá libre acceso a los cementerios. 


Articulo 20.—En todas esas circunstancias el Poder civil 
procurará obrar siempre en armonía con la autoridad eclesiás- 
tica, para evitar cualquier disentimiento. 


Artículo 21.—Los Ordinarios diocesanos, a fin de evitar 
desacuerdos entre los Párrocos y las autoridades civiles subal- 
ternas, determinarán puntualmente los casos en que, confor- 
me a las leyes canónicas y a la disciplina de la Iglesia, debe 
negarse la sepultura eclesiástica. | 


p3 
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REGISTRO CIVIL 


Artículo 22.— Para proveer a ciertas necesidades especiales 
en lo civil, los Párrocos y demás eclesiásticos encargados de 
llevar o custodiar los libros en que se registran los actos rela- 
tivos a los nacimientos, matrimonios y defunciones, pasarán 
cada seis meses a la autoridad o empleados que designe el Go- . 
bierno de Colombia, copia auténtica de dichos asientos; pero 
estas copias no servirán de pruebas, sino en el caso de pérdida 
o de adulteración de los libros parroquiales. En la copia no se 
incluirán los actos o partidas que, conforme a las CISPOSICIONeS 
de la Iglesia, deben ser reservados. 


Artículo 23.—El Gobierno suministrará a los Párrocos los 
modelos o esqueletos, para tener mayor facilidad y uniformi- 
dad en el trabajo. 


Artículo 24.—Si en lo porvenir surgiese alguna dificultad 
en la aplicación de cualesquiera de las disposiciones contenidas 
en los artículos precedentes, el Padre Santo y el Excelentísimo 
señor Presidente de la República se pondrán de acuerdo para 
arreglarlas amistosamente. 


Articulo 25.—La presente Convención será canjeada y 
ratificada dentro de seis meses, o antes si fuere posible, a con- 
tar desde 1a fecha del presente acto. | 

Roma, veinte de julio de mil ochocientos noventa y dos. 


(L. S.) M. Candenal Rampolla 
(L. S.) Joaquin F. Vélez 


ACTA DE CANJE 


Habiendo reconocido oportunas la Santa Sede y el Gobier- 
no de la República de Colombia algunas declaraciones y adi- 
ciones al Concordato celebrado entre los dos Gobiernos el 31 
de diciembre de 1887, hoy dos de julio de 1893 Su Eminencia 
el señor Cardenal Mariano Rampolla del Tindaro, Secretario 
de Estado de Su Santidad, y Su Excelencia el señor don 
Joaquín Fernando Vélez, Enviado Extraordinario y Ministro 
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rlenipotenciario ante la Santa Sede, reunidos en las salas del 
Palacio apostolico del Vaticano, y previa lectura de los res- 
peetivos instrumentos de ratificación, los han encontrado con- 
formes en todos y cada uno de sus artículos. Por razón de lo 
cual ambos nombrados han procedido al cambio de las rati- 
ficaciones, y en fe de este acto han suscrito de su propia mano 
là presente acta, en original doble que lleva sus respectivos 
sellos. | 
Roma, en el Palacio apostólico del Vaticano, a dos de julio 
de 1893. 
(L. S.) M. Cardenal Rampolla 
(L. S.) Joaquín F. Vélez 








8. Convencion de 1898 sobre el Articulo 25 del Concordato 


Bogotá, 4 de agosto de 1898. | 
Diario Oficial, NO 10.731 de 15 de agosto de 1898. 


ros infrascritos, a saber: Monseñor Antonio Vico, Arzo- 
bispo de Filippi, Delegado Apostélico y Enviado Extraordinario 
de Su Santidad León XIII en Bogotá, y Antonio Gómez Res- 
trepo, Subsecretario de Relaciones Exteriores encargado del 
Despacho, debidamente autorizados por sus respectivos Go- 
biernos, considerando que está próximo a expirar el plazo de 
diez años señalado para la vigencia de la Convención celebrada 
entre la Santa Sede y la República de Colombia. sobre cumpli- 
miento del artículo 25 del Concordato, han acordado renovarla 
en la forma siguiente: | 


Artículo 19—1L cantidad de ciento doce mil pesos anuales 
que el Gobierno debe pagar por ahora a la iglesia, según lo 
dispuesto por el artículo 25 del Concordato y por la Ley 61 de 
1894, se distribuirá entre las entidades respectivas de este 
modo: 


A las Diócesis más pobres se les asignan ... $ 12.000 
A las Catedrales y Cabildos ... ... . ... ... 24.000 
A los Seminarios ... ... ... LL 48.000 
A las Misiones ... ... ... ... ... ... ... 25.000 
A:OLFAS/-/0DTAS-spr- de del da Ri "m 3.000 


p m 


Suma ... i iss sss $ 112.000 
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Artículo 29—La dicha suma de doce mil pesos que se pone 
a la disposición de los respectivos Prelados, se les reparte así: 


A Cartagena cr, Au saa as. E eb E kcu $ 3.000 
A Dunalidg usu ax e e e dia GbR x3 3.000 
A Santa Marta ... ... ... ... ... "TIEN 3.000 
A. PODAVSD uude sis sei ue de so oed 3.000 

Suma ... ... ... ... cod ae e 22:000 





Articulo 39—1La cantidad de veinticuatro mil pesos asig- 
nada a las Catedrales y Cabildos, es decir, para la fábrica, 
reparaciones, ornamentos sagrados, aumento del personal del 
Coro y de honorarios para los canónigos, se les distribuye del 
modo siguiente: 








A la Metropolitana de Bogotá ............ $ 5.000 
A la Sufraganea de Antioquia .. 1.000 
À la Sufragánea de Cartagena . 2.000 
A la Sufraganea de Medellin ... 1.500 
A la Sufraganea de Pamplona .... 1.500 
A la Sufragánea de Panamá ... ... ... 3.000 
A la Sufragánea de Pasto ... ... ... . 1.000 
A la Sufraganea de Popayán ... T 2.000 
A la Sufraganea de Santa Marta ... ... ... 2.000 
A la Sufragánea de Santiago de Tunja 1.000 
A la Sufraganea del Tolima ... 2.000 
A la Sufragánea del Socorro ... ... ... . tot 2.000 

SUMA goi sii deh ee as cui. $ 24.000 





— 


Artículo 4°—A los Seminarios se les reparte la suma de 
cuarenta y ocho mil pesos, à razón de cuatro mil pesos cada 
uno. 


Artículo 59—Los veinticinco mil pesos destinados a las 
Misiones serán repartidos así: 
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Para el Vicariato Apostólico de Casanare ... $ 6.000 
Para las Misiones de San Martín (Bogotá) .. 2.500 
Para las de Antioquia . " | 2.000 
Para las del Darién (Panamá) ... 3.000 
Para las del Caquetá (Pasto) ... 3.000 
Paralas del Chocó (Popayán) . 3.000 
Fara las de Tierradentro (Popayán) 2.500 
Para las de La Goajira (Santa Marta) ... .. 3.000 

SUMA dee die dla e ad Ara T4. 20. 000 


a) Estas cuotas parciales, conservada siempre la suma 
total de veinticinco mil pesos, podrán distribuirse de otro 
modo, aumentándose, disminuyéndose o eliminándose la que 
corresponde a cada una de las Misiones expresadas, en el caso 
de que el Gobierno y la Iglesia celebren, segün el artículo 31 
.del Concordato, una convención especial sobre el fomento de 
Misiones, de la cual se deduzca la conveniencia de introducir 
modificaciones a la distribución actual. 


b) No obstante la designación de la precitada suma y 
su empleo, el Gobierno de la Republica persiste en el propósito 
y reconoce el deber de cooperar por su parte a la reducción y 
civilización de las tribus salvajes, destinando fondos para es- 
tas obras y prestando apoyo a 108 misioneros que se dediquen 
a ellas. 


c) Llegado el caso de que se celebren, según lo estable- 


ce el artículo 31 del Concordato, convenios sobre Misiones 


entre el Gobierno y la Santa Sede, los Prelados deberán con- 
formarse a las disposiciones de esos convenios, sean cuales 
fueren los reglamentos que adopten, por ahora, para la or- 
canización de las Misiones. 


Artículo 69—Como las obras favorecidas en esta Conven- 
ción se hallan todas en las diferentes Diócesis de la República, 
para mayor facilidad de los que deben hacer y recibir los pa- 
gos, se pone en seguida el monto líquido de lo que corresponde 
a cada Diócesis: 
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A la Metropolitana ... ... ... ... ... ... $ 11.500 


A la de Antioquia ... ... ... +... ... sse 1.000 
A la de Cartagena sis pri csi ano sri wx 9.000 i 
A la de Medellín ... l.. oa. ss sss sss n. 5.500 3 
A la de Pamplona ... ... ... aou sss sn. 5.500 
A la de Panamá +... «La sii hse cer cesses 13.000 
A lg -d6 PAastO os spari 406 add dia ERCAS 8.000 
A. Jade FoOpayan aus dl dd qui. dido qupd. px 14,500 
A la de Santa Marta ... ... oa. sss sss n. 12.000 
A la de Tunja ... ... oau sss sss sess e 11.000 
A la del Tolima Kiara dues duse. ES ia 6.000 
A la del SOCOFTO: uua: ar ei ell ue 6.000 
A otras obras ... ... ... las PT" 3.000. 


Suma ... ... Li sss sss sss $ 112.000. 


Articulo 7°—E1 pago de las cuotas que se asignan por la 
presente Convención a las diferentes Diócesis, se hará en la 
Administración de Hacienda de los lugares donde residen los 
respectivos Prelados. Mas si para esto se presentare algun in- 


conveniente, cada Prelado nombrará un apoderado de su con- 


fianza que perciba en Bogotá las sumas que le corresponden. 


Artículo 89—Es manos del señor Arzobispo quedará depo- 
sitada la suma de tres mil pesos asignada a otras obras, hasta 
que, por acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno, se le dé 
conveniente destino, el cual debe ser de preferencia y en cuan- 
to fuere posible, el fomento de algün instituto de enefianza de 
esta capital. Entretanto que se celebre dicho acuerdo, la ex- 
presada suma se invertirá así: dos mil pesos para las escuelas 


de la caiptal, a juicio del sefior Arzobispo, y mil pesos para - 


auxiliar al Seminario de Cartagena. 


Artículo 99—Los Prelados darán cada año al Represen- 
tante Pontificio en Boogtá cuenta detallada de la suma po! 


ellos recibida e invertida en los institutos u obras a que las 


cuotas correspondientes se hayan destinado en su respectiva 
. Diócesis, cuenta que, en ausencia del Representante Pontificio, 
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será presentada al Metropolitano de Bogotá; y esos informes, 
todos reunidos, se elevarán al concimiento de la Santa Sede 
y del Gobierno de la Republica. | 


Artículo 10.—Como las actuales necesidades de las Dióce- 


sis pueden modificarse en lo por venir, aumentándose, dismi- 
nuyéndose o desapareciendo las que hoy existen, se establece 
que este arreglo durará por diez años contados desde el día 
en que expire el decenio en curso, y cumplidos los cuales, las 
Altas Partes contratantes podrán prorrogar el presente Conve- 
nio o subrogarlo con otro nuevo. | | 


Artículo 1i.—Si durante este segundo decenio el número 
de las Diócesis viniere a aumentarse, la Santa Sede y el Go- 
bierno de la Republica resolverán si es el caso de que la nueva 
Diócesis entre a participar, y en qué proporción, de las cuotas 


asignadas a aquella o a aquellas de cuyos territorios se hubiere 


desmembrado. | 

En fe de lo cual firman y sellan con sus respectivos sellos 
esta Convención, en Bogotá, a cuatro de agosto de mil ocho- 
cientos noventa y ocho. 


(L. S.) A. Arzobispo de Filippi, 
Delegado Apostólico 
(L. S.) Antonio Gómez Restrepo 














9. Convenio de Misiones de 1902 


Bogota, 27 de diciembre de 1902. 


Es bien conocido el interés que tanto la Santa Sede como 
el Gobierno de la República de Colombia tiene por el incre- 
mento de las Misiones para la reducción y evangelización de 
las tribus de indios que se ballan diseminadas en el territorio 
de esta Republica. Las dos Supremas Potestades, la Eclesiás- 
tica y la Civil, echaron de comun acuerdo las bases para ello 
en los articulos 25 y 31 del Concordato del ano de 1887; pusie- 
ron mano a la obra en el Convenio de 1888, renovado el 4 de 
agosto de 1898; y comenzaron a traducirlo en hechos, desde 
el año de 1893, con la erección del Vicariato Apostólico de Ca- 
sanare. Y hoy día, en que se puede disponer de un nümero 
suficiente de misioneros, juzgan llegado el momento de en- 
sanchar y consolidar la obra de la organización de las preci- 
tadas Misiones, ya que el Gobierno de Colombia se halla 
investido de facultades bastantes al efecto, como que el Con- 
cordato en su referido artículo 31, dice: 


“Los Convenios que se celebren entre la Santa Sede y el 
Gobierno de Colombia para el fomento de las Misiones católicas 
en las tribus bárbaras no requieren ulterior aprobación del 
Congreso”. 

A fin, pues, de extender la civilización en las vastisimas 
regiones habitadas por los indios salvajes y de procurar que 
aquellas ricas comarcas entren en la vida del progreso, 105 
infrascritos, a saber: Antonio Vico, Arzobispo de Filippi, Dele- 
gado Apostólico y Enviado Extraordinario de Su Santidad 
León XIII, y Felipe F. Paúl, Ministro de Relaciones Exteriores 
de la Republica de Colombia, debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, visto el artículo 31 ya citado, del Con- 
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cordato de 1887, y habida consideración al parecer del Consejo 
de Estado y a las opiniones de varios Ilustrísimos Prelados, do- 
cumentos que se publicaron en los números 7887 y 7888 del 
Diario Oficial, así como a las Leyes 103 de 1890 y 76 de 1892, 
y al paragrafo 2% del artículo 59 de la Convención de 4 de 
agosto de 1898, han celebrado la siguiente Convención, la cual 
ha obtenido el dictamen previo y favorable de los Ministros 
del Despacho y del Consejo de Estado. 


Articulo 19—La Santa Sede y el Gobierno de Colombia 
aceptan complacidos la oferta que por conducto de los Supe- 
riores respectivos han hecho o hagan las diferentes Ordenes 
y Congregaciones religiosas, de continuar con las Misiones que 
actualmente tienen y de tomar a su cargo aquellas que les 
fueren asignadas, suministrando el personal que el sosteni- 
miento y ensanche de ellas exijan. 


Articulo 29——En atención a la importancia de las diversas 
comarcas o territorios en que van a establecerse las Misiones, 
y al mayor o menor desarrollo que prometen, serán por ahora 
erigidas en Vicariatos Apostólicos las tres Misiones de La Goa- 
jira, del Chocó y del Caquetá; las Misiones del Darién, de los 
Llanos de San Martin y de la denominada Intendencia Orien- 
tal, o de las riberas del Orinoco, serán erigidas en Prefecturas 
Apostólicas; pero bien entendido que mientras no se verifique 
la erección de estos Vicariatos o Prefecturas Apostolicas, las 
Misiones continuarán, como hasta ahora, bajo la inspección 
de los Ordinarios respectivos. Los territorios de las Misiones 
restantes podrán también confiarse en cuanto fuere posible 
a religiosos misioneros, bajo la suprema inspección de los Pre- 
lados de quienes dependen. 


Artículo 39—Los límites de cada Misión se fijarán en un 
apéndice al presente Convenio. 


Articulo 49—E1 Vicario Apostólico del Caquetá. deberá es- 
tablecer residencias o fundaciones en puntos limítrofes con 
el Brasil, con el Perú y con el Ecuador, y el Prefecto Apostólico 
de la Intendencia Oriental establecerá una en un punto limi- 
trofe con Venezuela, en cuanto las comunicaciones y los recur- 
sos lo permitan. 


Artículo 590—El Gobierno de la República, en justa com- 
pensación del sacrificio que hacen los misioneros para evan- 
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gelizar a los indios de los Territorios Nacionales, contrae la 
obligación solemne de proveer, de manera invariable y sin 
interrupción, a las Misiones expresadas, de los medios nece- 
sarios y suficientes para su vida y crecimiento, a medida que 
los recursos fiscales del país 1o vayan consintiendo. | 


Artículo 69—De acuerdo con el artículo 25 del Concordato 
de 1887, del artículo 19 de la Convención de 4 de agosto de 
1898 y de las Leyes 103 de 1890 y 76 de 1892, destinase por 
ahora para el sostenimiento de las Misiones la suma de setenta 
y cinco mil pesos ($ 75.000) anuales, que se descomponen así: 
veinticinco mil pesos ($ 25.000) señalados y acordados en el 
articulo 25 del Concordato, y cincuenta mil pesos ($ 50.000) 
de los fondos votados por la Ley 103 de 1890. 

La expresada cantidad de setenta y cineo mil pesos 
($ 75.000) se ditribuye de la manera siguiente: 


A] Vicariato Apostólico de Casanare ... ... . $ 11.500 
Al Vicariato Apostólicode La Goajira ... ... 8.000 
Al Vicariato Apostólico del Chocó ... ... .. 8.000 
Al Vacariato Apostólico del Caquetá ... ... . 14.000 
A la Prefectura Apostólica de la intendencia 
ONENI sdi si dle ai VeL hd ds 14.000 
A la Prefectura Apostólica de la Intendencia 
del DAL Wes do 26 noh delie Anno dei 8.000 
A la Prefectura Apostólica de la Intendencia 
de los Llanos de San Martín ... 2.500 
A las Misiones de Tierradentro .. tea 2.500 
A las Misiones de San Andrés y Providencia 2.500 
A las Misiones de Antioquia . 2.000 
A las Misiones de Pamplona . 2.000 
Suma total... ... ... ... ... ... $ 75.000 





Cuando hayan de hacerse las erogaciones por los artícu- 
los 19 y 29 de la citada Ley 103 de 1890, correrán ellas a cargo 
de las Misiones a quienes se aplican los fondos votados por 
dicha Ley, y en la proporción establecida en el presente al- 
tículo. 
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Artículo 79—El auxilio de $ 50.000 provenientes de los 
fondos asignados por la Ley 103 de 1890 empezará a recono- 
cerse desde el día 19 de enero del año de 1901, y se destina 
para atender en parte a la construcción de edificios y demás 
gastos que requiera el establecimiento de las Misiones en la 


región colombiana bafiada por los ríos Putumayo, Caquetá, 


Amazonas y sus afluentes. Este auxilio será reconocido y pa- 
gado tan luego como se firme y apruebe el presente Convenio. 


Artículo 89—E] Gobierno de la República confiará a los 
Jefes de las Misiones la dirección de las escuelas públicas pri. 
marias para varones que funcionen en las parroquias, distri- 
tos o caseríos comprendidos dentro del territorio de la 
respectiva Misión, y cuya provisión fuere de la incumbencia 
del citado Gobierno. Exceptúanse las escuelas pertenecientes 
al Vicariato Apostólico del Chocó, las cuales seguirán al cui- 
dado de los Hermanos Maristas. 


Artículo 99—El Gobierno de la Republica se compromete 
a conceder, en los lugares donde las hubiere, y por el tiempo 
de la duración del presente Convenio, la cantidad de tierras 
baldías requeridas para el servicio y provecho de las Misiones, 
las cuales tierras se destinarán para huertas, sembrados, 
dehesas, etc. La extensión de terreno, cuya demarcación y 
otorgamiento en usufructo será preferente a toda otra conce- 
sión, no podrá exceder de mil hectáreas para cada fundación 
o residencia. | 


Artículo 10.—El pago del expresado auxilio de setenta y 
cinco mil pesos anuales se hará por semestres anticipados en 
Bogotà al Sindico o Procurador designado al efecto por los 
Jefes de las respectivas Misiones, en esta forma: 


Mitad de los $ 25.000 anuales asignados por la 


Convención de 4 de agosto de 1898 ... $ 12.500 
Mitad de los $ 50.000 de los fondos votados 


por la Ley 13 de 1880 ... ............ 25.000 


En cada semestre ... ... ... ... $ 37.500 
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Artículo 11.—El Jefe de cada Misión presentará anual- 
mente al Representante pontificio, o en ausencia de éste al 
Metropolitano más inmediato, un informe sobre el estado de la 
Misión y el modo como se hayan invertido las sumas de dinero 
recibidas del Gobierno. Los informes y cuentas se someterán 
inmediatamente al conocimiento de la Santa Sede y del Go- 
bierno de la Repüblica. 


Artículo 11.—El Jefe de cada Misión presentará anual- 
mente al Representante pontificio, o en ausencia de éste al 
Metropolitano más inmediato, un informe sobre el estado de 
la Misión y el modo como se hayan invertido las sumas de 
dinero recibidas del Gobierno. Los informes y cuentas se so- 
meterán inmediatamente al conocimiento de la Santa Sede 
y del Gobierno de la Republica. 


Articulo 12.—Con el objeto de evitar cualquier peligro de 
opresión para los indígenas y de persecución para los misio- 
neros por parte de negociantes codiciosos, el Gobierno se com- 
promete a fomentar la buena inteligencia entre sus agentes 
y los respectivos Jefes de Misiones, y a impedir por los medios 
a su alcance, que llegue a verse turbada en ningün sentido. 
Para este efecto, e] nombramiento de los Jefes Civiles se hará 
en personas de todo punto recomendables y reconocidamente 
favorables a las Misiones y religiosos misioneros, oyéndose 
previamente al Delegado Apostólico; quedará reservada a las 
dos autoridades supremas la solución de las cuestiones que 
puedan suscitarse entre la autoridad civil y el Jefe de cada 
Misión a causa de medidas tomadas por éste en guarda del 
bien espiritual y de los intereses materiales amenazados de los 
indigenas, o en ejercicio de las funciones especiales que le 
asigna el artículo 13 de este Convenio; y será causa suficiente 
de remoción de los empleados del Gobierno una queja contra 


ellos del Jefe de la Misión, siempre que sea fundada. en hechos 
comprobados, 


Artículo 13.—Para estimular a los indios a reunirse pri- 
meramente en familias y agruparse luego en las “reduccio- 
nes”, y con el objeto de facilitar al mismo tiempo a la 
autoridad civil el desempeño de las funciones que natural: 
mente le incumben, el Jefe de la respectiva Misión aunará 
al fin primordial de su cargo, que es el de la civilización cris- 
doa, el del fomento de la prosperidad material del territorio 
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y de los indios en él establecidos. Cuidará, por lo tanto, de 
estudiar diligentemente los productos de la región a su cargo, 
y enviará de todo ello informes al Gobierno de la Repüblica, 
proponiéndole además los métodos que las circunstancias 
aconsejen como más adecuados para derivar mayores venta- 
jas de esos productos, y cuidará también de difundir entre los 
indios las industrias más convenientes, asignándoles premios 
y recompensas que los estimulen eficazmente. 


Artículo 14.—El presente Convenio, salvo la estabilidad y 
desenvolvimiento espiritual de las Misiones y en especial de 
los Vicariatos y Prefecturas Apostólicas, estará en vigor du- 
rante veinticinco años, cumplidos los cuales, las Altas Partes 
contratantes podrán prorrogarlo por e] tiempo que fuere ne- 
cesario o subrogarlo con otro nuevo, en vista de los resultados 
obtenidos en Ja obra de la reducción y evangelización de los 
indigenas. 


Articulo 15.—Prorrógase el artículo 10 de la Convención 
de 4 de agosto de 1898 por todo el tiempo que dure la pre- 
sente, en cuanto a los $ 25.000 asignados a las Misiones; v 
quedan derogados los artículos 59, 69 y 70. en cuanto se opon- 
gan a las disposiciones del presente Convenio. 

En fe de lo cual se extienden y firman d 
un mismo tenor, en Bogotá, a veintisiete de 
novecientos dos. 


os ejemplares de 
diciembre de mil 


(L. S.) — t A. Arzobispo de Filippi 
Delegado Apostólico 


(L. S) Felipe F. Paul 


Ministro de Relaciones Exteriores 











APENDICE 


Al Convenio entre la Santa Sede y el Gobierno de Colombia, 
suscrito el 27 de diciembre de 1902, sobre Misiones 


LIMITES 


10—Límites del Territorio Goajiro.—Toda la peninsula en 
la parte que le corresponde a Colombia. 

20—Limite del Territorio de la Sierra Nevada —En el Mar 
Caribe, desde el cabo de San Agustín, una línea recta que pase 
por la cima del pico de La Horqueta (15.700 pies de altura) y 
vaya a parar al Alto de las Minas, extremo suroeste de la, Sie- 
rra Nevada; de aqui una linea recta que pasanoo al sur de 
San Sebastian de Rábago, al este de Patilla (caserío civili- 
zado), vaya a parar al caserio de Caracoli, inclusive, 21 este 
de Marocaso, y de aquí en línea recta hacia el Norte hasta la 
Punta de los Remedios; de este Ultimo lugar otra recta hasta 
el cabo de San Agustín, punto de partida, En este triángulo 
se incluyen las poblaciones indígenas siguientes: San Miguel, 
Santa Rosa, San Antonijo y San Francisco, al Norte; Maro- 
caso, Rosario, Atanques y San José, al &ste, y San Sebastián 
de Rabago, al Sur; y las poblaciones civilizadas que a confi- 
nuación se mencionan: a orillas del mar, Dibulla. ai Norte, con 
la agregacion de Palomino, y Punta de los &emedios, con la 
agregación de Las Flores; al Este, caserío de Caraeoií (frente 
a Marocaso), y Patillal, frente a Atanques. 

30—Limites del Territorio de IMotitones.—Desde la Jagua, 
inclusive, comprendiendo a Becerril, Espíritu Santo o Puebli- 
to, Palmira y Jobo (poblaciones civilizadas): de aquí, en línea 
recta al Este, hasta la cima de los Andes, y de aqui por toda 
la cima hasta enfrentar con la Jagua (pueblo civilizado), pun- 


to de partida. 
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CHOCO 


Los límites de la Misión del Chocó son los siguientes: ha- 
ciendo partir de la desembocadura del rio San Juan, en el 
Pacífico, la linea divisoria, sube primero este río para tomar 
el afluente Calima y luego el torrente Aguas Claras hasta su 
origen, que se halla la Cordillera Occidental de los Andes oc- 
cidentales; recorre luego esta Cordillera hacia el Norte hasta 
encontrar el punto de confluencia de los ríos Cajamarca y 
Garrapata; entra en este último y lo sigue hasta sus fuentes 
en la Cordillera; se lanza por las cuchillas de ésta hasta Chami, 
frente al Arrayanal; baja a la población de San Miguel, sobre 
el rio Chimbria; vuelve a tomar la Cordillera hasta Cerro 
Plateado; se dirige al Noroeste hacia la montaña Horquesta; 
tuerce luego al Sur hasta los montes que separan las aguas 
del rio Ocaido de las del río Bebará; retrocede, dirigiéndose 
nuevamente al Noroeste, hasta el monte Piedragorda, y des- 
pués al Norte, y venciendo la distancia de 16 miriametros, 
atraviesa el río Arquía, el Murri, en el punto en que recibe las 
aguas del Corbata, los montes Chiageadó, el Carmelo y Bue- 
navista, y llega al punto donde se encuentran los tres ríos 
Sucio, Pavarandó y Mongudó; entra en este último rio y llega, 
contra corriente, al camino que conduce al Murindó; en esta 
ruta encuentra el río León, en el sitio en que éste aumenta 
sus aguas con las del Leoncito; pasa el río, se empina al Este 
sobre las cumbres de la cadena de montes que separan aquel 
río del Antadó, y siguiendo a lo largo de esta cadena, toca la 
de Abibe, la recorre toda hasta las fuentes del rio Arbolete, 
baja el río hasta su desembocadura en la ciénaga del mismo 
nombre, la rodea al Este y llega a la Punta Arboletas, en el 
Atlántico; va luego a las puntas Carivaná, Arenas del Norte 
y Arenas del Sur; rodea el gran golfo de Urabá y llega a la 
desembocadura del río de La Miel, junto al cabo Tiburón; sube 


al nacimiento de este río, cercano al monte Gandi; sigue la 
cordillera que separa las aguas que van al Pacífico de las 


que van al Atlántico y al río Atrato, llamada Cordillera del 
Darién, y llega a la punta Cocalito, en el Pacífico; recorre la 
costa hasta la desembocadura del río San Juan, punto de 
partida. 
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Territorio del Sinú que debe unirse a la Misión del Chocó. 
Dicho Territorio confina al Sur con el Departamento de An- 
tioquia, y al Occidente se apoya en la parte más alta del Cho- 
có, es decir, en la cordillera de Abibe, desde su arranque hasta 
el río y ciénaga Arbolete, en el Atlántico, y corersponde a la 
Provincia del Sinú. 


CAQUETA 


Los límites de la Misión del Caquetá son los siguientes: 
la línea de circunscripción parte del punto donde el tercer 
meridiano al este de Bogotá corta el río Guaviare y va hasta 
sus fuentes en el cerro Neiva, dobla al Sur hasta el Páramo 
de las Papas, recorre la cima de la cordillera que separa las 
aguas que van al Magdalena y al Pacífico de las que van al 
Amazonas, hasta alcanzar los límites con el Ecuador; sigue 
estos límites hasta encontrar el meridiano al este de Bogotá. 


En otros términos, la Misión del Caquetá comprende la 
Frovincia de Mocoa, disminuída de la parte incorporada en 
la Intendencia Oriental. 


DARIEN 


Forman la Misión del Darién una ancha y larga faja de 
terreno bañada al Norte por el Atlántico, desde la desembo- 
cadura del río de La Miel, en el cabo Tiburón, hasta Portobelo 
o a la desembocadura del río Cascajal; al Occidente está divi- 
dido de la Provincia de Panamá por una línea imaginaria casi 
paralela y poco distante del canal del mismo nombre, 1a cual 
une el sitio mencionado de Portobelo con las bocas del río 
Bayano o Chepo, en el Pacífico; tiene al Sur el Pacífico, desde 
las bocas del Chepo hasta la punta Cocalito, y finalmente, 
ai Este tiene la cordillera llamada del Darién, que lo divide 
del Departamento del Cauca y va desde la punta Cocalito 
hasta el nacimiento del río de La Miel; luego tiene este mismo 
río desde su nacimiento hasta que muere en el Atlántico, junto 
al cabo Tiburón. 
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INTENDENCIA ORIENTAL 


Son sus límites: partiendo del punto en que el tercer me- 
ridiano al este de Bogotá corta el rio Meta, sígase la corriente 
de este río hasta el Orinoco; yendo contra corriente del Ori- 
noco (límite con Venezuela) hasta la piedra del Cocuy, que 
es un extremo de la frontera entre la dicha República de Ve- 
nezuela y el Brasil; recórranse los límites de Colombia con ei 
Brasil y el Perù hasta llegar al referido tercer meridiano al 
este de Bogotá. | 


LLANOS DE SAN MARTIN 


La línea divisoria arranca de las fuentes del río Batatas, 
al oeste de esta región, y sigue las vertientes de este río hasta 
encontrarse con el Guavio, y después sucesivamente con el 
Garagoa, el Upía, el Humadea y el Meta hasta el tercer meri- 
diano al este de Bogotá; pasa al punto correlativo en el río 
Guaviare y se remonta hasta su origen en el monte Neiva; 
se adelanta en seguida hacia el Norte por las crestas de la 
cordillera hasta los manantiales del Ariare, y continua por el 
monte que separa este río del Humadea y por la serranía que 
va a morir en el río Negro, frente a la población de Villavi- 
cencio; atraviesa el rio y emprende por la cadena que separa 
las aguas del Humadea de las del rio Negro y del Garagoa, 
hasta llegar a las fuentes del Batatas, de donde había salido. 


ANTIOQUIA 


La Misión de Antioquia comprende una extensisima faja 
de territorio que se extiende al oeste del Departamento a lo 
largo de los límites del Alto Chocó, arriba descritos, precisa- 
mente desde el monte Caramanta, en la Cordillera Occidental 
de los Andes, junto al nacimiento del río Chimbria hasta el 
punto donde la linea de demarcación toca la cadena de los 
montes Abibe; confina al Norte y Noroeste con el Distrito del 
Sinú, en el Departamento de Bolívar, al Este y al Sur abraza 
los montes y selvas occidentales del Departamento y de la 
Diócesis de Antioquia. 














1370 TEXTO DE LOS CONCOGDATOS 


TIERRADENTRO 


La. línea divisoria de este Territorio sale de las fuentes 
del rio Negro de Narváez, en el nevado del Huila, en la. Cordi- 
llera Central, y corre hasta precipitarse con él en el Páez; 
sube, luchando contra. las corrientes de este río, hasta en- 
contrar las del torrente Buenos Aires; vence las del mismo 
torrente y se remonta hasta descubrir sus fuentes en la mon- 
taña La Topa; sigue al Noroeste la dirección sinuosa de esta 
cadena hasta tocar el monte Guanacas, en la cordillera, corre 
hacia el Norte a encontrar el nevado del Huila. 


PAMPLONA 


La Misión de Pamplona reposa entre el Departamento de 
Santander, al Oeste; las tierras de Arauca, Diócesis de Mérida 
(Venezuela), al Norte y al Este, y al Sur y Suroeste, el Vica- 
riato Apostólico de Casanare. 


Bogotá, 27 de diciembre de 1902. 


Delegado Apostólico 


F elipe F. Paul 


Ministro de Relaciones Exteriores 





10. Protocolo de 1903 adicional al Convenio 
de Misiones de 1902 e 


Bogotá, 24 de julio de 1903. 


Por cuanto al primer artículo del Convenio sobre Misio- 
nes celebrado entre la Santa Sede y el Gobierno de Colombia 
el 27 de diciembre de 1902, puede dar lugar a interpretaciones 
que no respondan al espíritu del mismo Convenio, los infras- 
critos, a saber: Antonio Vico, Arzobispo de Filippi, Delegado 
Apostólico y Enviado Extraordinario de Su Santidad León 
XIII, y Luis Carlos Rico, Ministro de Relaciones Exteriores de 
la República de Colombia, plenamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, han acordado aclarar dicho artículo 
en la siguiente forma: 

“La Santa Sede y el Gobierno de Colombia aceptan com- 
placidos la oferta gue por conducto de los Superiores respec- 
tivos, han hecho varias Ordenes y Congregaciones religiosas, 
de continuar con jas Misiones que actualmente tienen, y acep- 
tan igualmente la oferta que las mismas, o cualesquiera otras 
Ordenes y Congregaciones religiosas hagan de tomar a su 
cargo las Misiones que les fuesen asignadas; suministran- 
do todas ellas el personal que el sostenimiento y ensanche de 
éstas exijan”. 

Hecho en doble ejemplar, en Bogotá, a veinticuatro de ju- 
lio de mil novecientos tres 


(L. S.) Luis Carlos Rico 


(L. S.) t A. Arzobispo de Filippi 
Delegado Apostólico 

















11. Protocolo de 1905 sobre los limites de la Prefectura 
Apostolica de San Martin 


Bogota, 30 de marzo de 1905. 


Tanto la Santa Sede como el Gobierno de la Republica 
han estimado fundada la representación que, por conducto 
del Ilustrísimo senor Arzobispo Primado de Colombia, eleva- 
ron los vecinos de Gachalá solicitando un cambio en los lí- 
mites de la Prefectura Apostólica de los Llanos de San Martin. 
En. vista, además, del asentimiento del actual encargado de 
la citada Prefectura, Reverendisimo Padre Eugenio Morón, el 
Santo Padre ha determinado que se introduzca en dichos limi- 
tes la correspondiente variación, a fin de que vuelvan a la 
feligresia de Gachalá las fracciones que fueron separadas de 
ella en virtud del Convenio sobre Misiones suscrito el día 27 
de diciembre de 1902. 


Los infrascritos, en uso de las facultades que sobre el par- 
ticular se les han conferido respectivamente por la Santa Sede 
y por el Gobierno de la República, declaran que los límites de 
la mencionada Prefectura Apostólica de los Llanos de San 
Martín, fijados en el apéndice al referido Convenio sobre Mi- 
siones, quedan modificados en la forma siguiente: 


La linea divisoria arranca de las fuentes del río Batatas 
al oriente de la parroquia de Gachalá al alto de Las Cruces en 
la cordillera de Cubatá; toda ésta al cerro de Murrucuy; de 
aquí al río Trompeta, y de éste abajo hasta su desembocadura 
en el río Guavio antes de encontrarse este último río con el 
Garagoa y sucesivamente con el Upia, el Humadea y el Meta 
hasta el tercer meridiano al este de Bogotá; pasa al punto co- 
rrelativo en el río Guaviare, y se remonta hasta su origen en 
el monte Neiva; se adelanta en seguida hacia el Norte por las 
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crestas de la cordillera hasta los manantiales del Ariari; y 
continua por el monte gue separa este rio del Humadea y por 
la serranía que va a morir en el río Negro, frente a la pobla- 
ción de Villavicencio: atraviesa el rio y emprende por la ca- 
dena que separa las aguas del Humadea de las del rio Negro 
y del Garagoa hasta llegar a las fuentes del Batatas, de donde 
había salido. 

En fe de lo cual firma este Protocolo en Bogotá, en el 
Despacho de Relaciones Exteriores, el dia treinta de marzo de 
mil novecientos cinco. | | 


(L. S.) Climaco Calderon 


(L. S.) y Francisco Arzobispo de Mira, 
Delegado Apostólico 








12. Protocolo de 1907 modificatorio del de 1898 
sobre el Articulo 25 del Concordato 


Bogotá, 3 de julio de 1907. 


Los infrascritos, a saber: Eu Excelencia Monsenor Fran- 
cisco Ragonesi, Arzobispo de Mira, Delegado Apostólico y En- 
viado Extraordinario de Su Santidad Pío X, y Su Excelencia 
el General don Alfredo Vásquez Cobo, Ministro de Relaciones 
Exteriores de la República de Colombia, hemos convenido en 
hacer unas modificaciones a la Convención reformatoria de 
la celebrada entre la. Santa Sede y la Republica de Colombia 
en 4 de agosto de 1898, modificaciones que quedan sujetas a 
la ulterior aprobación de Su Santidad y que son las siguientes: 


Los trece mil pesos ($ 13.000) a que se refiere el artículo 
69 de la Convención citada, se repartirán así: el equivalente 
a mil pesos ($ 1.000) oro se dará a la Diócesis de Ibagué y el 
resto, por iguales partes, a la Arquidiócesis de Popayán y a 
la Universidad de la misma ciudad. 

Así mismo convienen Su Excelencia el Representante de 
la Santa Sede y Su Excelencia el Ministro de Relaciones Exte- 
riores de Colombia en que los saldos de cuentas, de esa. Con- 
vención, provenientes, y no pagados hasta la fecha, quedan 
cancelados mediante el pago de cinco mil pesos ($ 5. 000) OTO, 
que se entregarán inmediatamente a Su Excelencia M 
nor Ragonesi. 





En fe de lo cual firman y sellan con sus respectivos sellos 
este Procotolo en Bogotá, a tres de julio de mil novecientos 
siete. 


(L. S.) | M.F. Ragonesi 
(L. S.) A. Vásquez Cobo 








13. Convención de 1908 rejormatoria de la de 1898 
sobre el Articulo 25 del Concordato 


Bogotá, 4 de agosto de 1908. 

Aprobada por ia, Asamblea, Nacional Constituyente 
-y Legislativa por la Ley 10 de 1908 (15 de agosto). 
Diario Oficial N° 13.367 de 20 de agosto de 1908. 
Leyes de 1908, página 23. 


Los infrascritos, a saber: Monseñor Francisco Ragonesi, 
Arzobispo de Mira, Delegado Apostólico y Enviado Extraordi- 
nario de Su Santidad Pío X en Bogotá, y Francisco José Urru- 
tia, Ministro de Relaciones Exteriores, considerando que hoy 
expira el plazo de diez años señalado para la vigencia de la 
Convención celebrado entre la Santa Sede y la República de 
Colombia, sobre cumplimiento dei artículo 25 del Concordato, 
han convenido en renovarla en la forma siguiente: 

Articulo 19-—La cantidad de ciento diez y seis mil pesos, 
anuales que ei Gobierno debe pagar por abora a la iglesia, 
según lo dispuesto por el artículo 25 del Concordato y por las 
Leyes 61 de 1894 y 54 de 1903, se fija para lo sucesivo en la 
suma de ochenta y dos mil pesos ($ 82.000) oro. 

Articulo 22—Dicha suma se distribuirá entre las entidades 
respectivas, de este modo: 


A las Diócesis más necesitadas se asignan .. $ 13.000 
A los Prelados Diocesanos, Cabildos y Fábri- 

cas Catedrales ... ... ... ... ... ... 12.000 
A los Seminarios Diocesanos ... ... ... ... 26.000 
A las Misiones ... .. 22.000 
A otras obras propias de la. acción civilizadora 

dela ollas de dice Alia 9.000 


$ 82.000 
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Articulo 39—La suma de trece mil pesos que se pone a dis- 
posición de los respectivos Prelados, se reparte así: 


A Cartagena ... . 

A Popayan . 

A Garzon ... 

AIOP ans e ei 
A Manizales ... ... ... Ub sus sat s 
A Pamplona . CT -E DTE 
A Santa Marta ... ... ... ... ... ... ... 
A Socorro ... ... ...... . 


$ 2.000 
3.000 
1.000 
2.000 
1.000 
1.000 
2.000 
1.000 





$ 13.000 


Artículo 4°—La cantidad de doce mil pesos asignada a los 
Prelados Diocesanos, Cabildos y Fábricas Catedrales, segün las 
necesidades y a juicio de los Prelados respectivos, se distribuye 


asl. 


A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 
A la 


Primada de Bogotà .. 

Sufragánea de Ibagué .. 

Sufragánea de Pamplona ... . 
Sufraganea del Socorro . 

Sufraganea de Tunja ti. dba Seba 
Metropolitana de Cartagena ... ... ... 
Sufragánea de Santa Marta ... ... ... 
Metropolitana de Medellín ... ... ... 


Sufragánea de Antioquia . 


Sufragánea de Manizales .. 
Metropolitana de Popayán ... 
Sufraganea de Garzón .. 
Sufragánea de Pasto... ... ... 


$ 3.000 
800 

. 800 

500 

500 

1.000 
.000 
800 
800 
800 
1.000 

500 

500 

$ 12.000 


Guerre dass o amr car tn 


fed 


Articulo 59—A los Seminarios se reparte la suma de vein- 
tiséis mil pesos, a razon de dos mil pesos a cada uno. 


Articulo 6°—La suma de veintidós mil pesos destinada 


para las Misiones será repartida de acuerdo con la Convención 
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relativa a las Misiones de fecha 27 de diciembre de 1902, y 
segün las necesidades, a juicio de la Santa Sede. 


Artículo 79—Como las entidades favorecidas en esta Con- 
vención se hallan todas en las diferentes Diócesis de la Repú- 
blica, para mayor facilidad de los que deben hacer y recibir 
los pagos se pone en seguida el monto líquido de lo que corres- | 
ponde a cada una de aquéllas: 


A la Primada de Bogotá ... ... ... ... ... $ 5.000 
A la Sufragánea de Ibagué ... | 4.800 
A la Sufraganea de Pamplona ... ... D 3.800 
A la Sufragánea del Socorro ... ... . 3.500 
A la Sufraganea de Tunja 2.900 
A la Metropolitana de Cartagena ... . 9.000 
A la Sufragánea de Santa Marta ... ... ... 5.000 
. À la Metropolitana de Medellín | 2.800 
A la Sufragánea de Antioquia ... 2.800 
A la Sufragánea de Manizales ... . 3.800 
A la Metropolitana de Papayán ... 6.000 
À ia Sufragánea de Garzón .. 3.500 
A la Sufraganea de Pasto . 2.500 
A otras obras ... ..... 9.000 
$ 60.000 


Artículo 8°—El Gobierno de la República hará el pago de 
la mitad de la mencionada cantidad liquida de ochenta y dos 
mil pesos oro el dia 19 de enero de 1909. 


Articulo 99—EI pago de las cuotas que se asignan por la 
presente Convención a las diferentes Diócesis se hará en ias 
Oficinas de Hacienda de los lugares donde residan los respec- 


 tivos Prelados. Mas si para esto se presentare algún inconve- 


niente, cada Prelado nombrará un apoderado de su confianza 
que perciba en Bogotá las sumas que le corresponden. 


Articulo 10.—La suma de nueve mil pesos que se destina 
para otras obras se repartirá como sigue: 
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Al Arzobispo Primado de Bogota, para que lo 
emplee en obras propias de la acción civiliza- 
dora de la Iglesia ... ... . ile sl Au $ 7.000 


Al Arzobispo de Popayán, para que lo destine 
a su arbitrio como auxilio a la Universidad de 


Popayan sss uus «si sad due dE 34, ONUS 2.000 


$ 9.000 


Artículo 11.—Los Prelados darán cada ano al Represen- 
tante pontificio en Bogotá cuenta detallada de la suma por 
ellos recibida e invertida en los institutos u obras a que las 
cuotas correspondiente se hayan destinado en la respectiva 
Diócesis. 


Articulo 12.—Como las actuales necesidades de las Dió- 
cesis pueden modificarse en lo por venir eon el aumento, dis- 
minución o desaparición de las que hoy existen, se establece que 
este arreglo durará por diez años, contados desde el día en que 
entre en vigencia, y cumplidos los cuales las Altas Partes 
contratantes podrán prorrogar el presente Convenio o subro- 
garlo por otro. 


Articulo 13.—Si durante este nuevo decenio el número 
de la Diócesis viniere a aumentarse, la Santa Sede y el Gobier- 
no de la República resolverán si es el caso de que la nueva 
Diócesis entre a participar, y en qué proporción, de las cuotas 
asignadas a aquella o a aquellas de cuyo territorio se hubiere 
desmembrado. 


En fe de lo cual firman y sellan con sus sellos respectivos 
esta Convención en Bogotà, a cuatro de agosto de mil nove- 
cientos ocho. 


(L. S. Francisco José Urrutia 


(L. S.) t Francisco, 
Arzobispo de Mira 
Delegado Apostólico 
Ad referendum. 
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14. Convención de 9 de octubre de 1918 
modificatoria de la cuota concordataria 
para las Misiones | 


Los infrascritos a saber: Enrique Gasparri, Arzobispo de 
Sebaste, Nuncio Apostolico de Su Santidad Benedicto XV cerca 
del Gobierno de Colombia, y Pedro Antonio Molina, Ministro 
de Relaciones Exteriores de Colombia, considerando que ha 
expirado el plazo de diez años señalado para la vigencia de la 
Convención celebrada entre la Santa Sede y la Repüblica de 
Colombia, con fecha cuatro de agosto de mil novecientos 
ocho, sobre cumplimiento del artículo 25 del Concordato, han 
convenido, debidamente autorizados, en renovarla en la for- 
ma siguiente: 


Articulo 19—En vista de las actuales circunstancias del 
Tesoro Nacional, la cantidad de ciento diez v seis mil pesos 
($ 116.000) oro anuales que el Gobierno colombiano debe 
pagar por ahora a la Iglesia, según io dispuesto por el artículo 
25 del Concordato y por las Leyes 61 de 1894 y 54 de 1903, se 
fija para lo sucesivo en la suma de ochenta y dos mil pesos 
oro ($ 82.000). 


Artículo 29—Como la distribución práctica o equitativa de 
la suma de que se trata es por sí misma inestable, pues de- 
pende de hechos y circunstancias variables que no pueden 
ser objeto de una determinación previa, sino que hay que aco- 
modar a cada caso particular, los Representantes de las Altas 
Partes contratantes, ajustándose a lo contenido en el artículo 
25 del Concordato, fijarán de común acuerdo la distribución 
que debe hacerse entre las respectivas entidades eclesiásticas 
de la suma que paga el Gobierno, y de común acuerdo podrán 
también modificarla, cada vez que así lo requieran las cir- 
custancias. 
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Articulo 39—Esta Convención durará por el término de 
diez anos, contados desde su ratificación. 

En fe de lo cual los expresados Plenipotenciarios firman, 
“en doble ejemplar, la presente Convención y la sellan con sus 
respectivos sellos, en Bogotá, a nueve de octubre de mil nove- 
cientos diez y ocho. 


Pedro Antonio Molina 
Ministro de Relaciones Exteriores 


{ Enrique Gasparri, 
Arzobispo de Sebaste, Nuncio Apostólico. 








15. Acuerdo de 1° de enero de 1919 en ejecución 
. de la Convención de 1918 sobre la cuota 
Concordataria ` 


Bogotá, 19 de enero de 1919. 


El Nuncio Apostólico, Representante de la Santa Sede y 
el Ministro de Relaciones Exteriores de la Republica de Co- 
lombia, en representación del Gobierno Nacional, de comun 
acuerdo convinieron en dar ejecución al Convenio firmado el 
9 de octubre de 1918, pasado a ser ley de la Repüblica en no- 
viembre ültimo (Ley 44 de 1918), en la forma siguiente: 


19—La. suma de $ 82.000 oro, como en el antiguo Convenio, 
se distribuirá entre las entidades eclesiásticas, de este modo: 

À las Diócesis más necesitadas, $ 13.000; a los Prelados 
Diocesanos, Cabildos y Fábricas Catedrales, $ 12.000; a los 
Seminarios Diocesanos, $ 26.000; a las Misiones, $ 22.000, y 
a otras obras propias de la acción civilizadora de la Iglesia, 
$ 9.000. Total: $ 82.000. | | 


20—La suma de $ 13.000 oro destinada a las Diócesis más 
necesitadas, se distribuirá asi: 


A la Diócesis de Ibagué, $ 2.000; a la Diócesis del Socorro, 
$ 1.500; a la Arquidiócesis de Cartagena, $ 2.000; a la Diócesis 
de Santa Marta, $ 2.000; a la Arquidiócesis de Popayán, $ 1.500; 
- ala Diócesis de Garzón, $ 1 000, y a la Diócesis de Cali, $ 3.000. 
Total: $ 13.000. 


39—La suma de $ 12.000 oro asignada a los Prelados, Ca- 
bildos y Fábricas Catedrales, según las necesidades y a juicio 
de los respectivos Prelados, se distribuye así: 
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A la Primada de Bogotá, $ 2.000; a la Sufragánea de Iba- 
gué, $ 750; a la Sufragánea de Pamplona, $ 750; a la Sutragá- 
nea del Socorro, $ 500; a 1a Sufragánea de Tunja, $ 500; a la 
Sufraganea de Cartagena, $ 1.000; a la Sufragánea de Santa 
Marta, $ 1.000; a la Arquidiócesis de Medellin, $ 750; a las 
Sufraganeas de Antioquia y Jericó, $ 1.000; a la Sufragánea 
de Manizales, $ 750; a la Sufragánea de Santa Rosa de Osos, 
$ 500; a la Arquidiócesis de Popayán, $ 750; a la Sufragánea 
de Garzón, $ 500; a la Sufragánea de Pasto, $ 500, y a la Su- 
fragánea de Cali, $ 750. Total: $ 12.000. | 


40—La suma de $ 26.000 oro, destinada a los Seminarios 
Diocesanos, se reparte así: | 

Seminario de Bogotá, $ 1.000; Seminario de Ibagué, $ 2.000; 
Seminario de Pamplona, $ 2.500; Seminario del Socorro, 
$ 1.200; Seminario de Tunja, $ 1.000; Seminario de Cartagena, 
$ 2.000; Seminario de Santa Marta, $ 2.000; Seminario de Me- 
dellín, $ 1.000; Seminario de Antioquia y Jericó, $ 1.000; Semi- 
nario de Manizales, $ 2.550; Seminario de Santa Rosa de OSOS, 
$ 1.900; Seminario de Popayán, $ 1.850; Seminario de Garzón, 
$ 1.700; Seminario de Pasto, $ 1.000, y Seminario de Cali, 
$ 2.300. Total: $ 26.000. | 


50 —La suma de $ 22.000 oro, que se destina a las Misiones, 
Será repartida de acuerdo con la Convención relativa a las 
Misiones, de fecha 27 de diciembre de 1902, según las necesi- 
dades, a juicio de la Santa Sede. 


69—1La suma de $ 9.000 oro, que se destina para las obras 
propias de la acción civilizadora de la Iglesia, se repartirá como 
sigue: 

Al Arzobispo Primado de Bogotá, $ 7.000, y al Arzobispo 
de Popayán, para que la destine a su arbitrio como auxilio 2 
la Universidad de Popayán, $ 2.000. Total: $ 9.000. 


70—El monto líquido, pues, que pertenece a cada Ordina- 
rio, es el siguiente: 

Bogotá, £ 10.000; Ibagué, $ 4.750; Pamplona, $ 3.250; S0- 
corro, $ 3.200; Tunja, $ 1.500; Cartagena, $ 5.000; Santa Mar- 
ta, $ 5.000; Medellín, $ 1.750; Antioquia y Jericó, $ 3.000; Ma- 
nizales, $ 3.300; Santa Rosa de Osos, $ 2.400; Popayán, $ 6.100; 
Garzón, $ 3.200; Pasto, $ 1.500, y Cali, $ 6.050. Total: $ 80.000. 
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80—E] Gobierno de la República hará el pago de la mitad 
dela mencionada cantidad líquida de $ 82.000 oro el 19 de ene- 
ro, y de la segunda mitad el 19 de julio de cada año. 


90—El pago de las cuotas que se asignan a cada entidad 
se hará en las Oficinas de Hacienda de los lugares donde re- 
sidan los respectivos Prelados; mas si para esto se presentare 
algún inconveniente, cada Prelado nombrará un apoderado de | 
su confianza que perciba en Bogotá las sumas que le corres- 
ponden. | B 

En fe de lo cual firman el presente Acuerdo, en doble ejem- 
plar, y los sellan con sus respectivos sellos, en Bogotá, a pri- 
mero de enero de mil novecientos diez y nueve. 


Antonio Gómez Restrepo 
Ministro de Relaciones Exteriores 


1 Enrique Gasparri, 
Arzobispo de Sebaste, 
Nuncio Apostólico 














16. El Convenio Gasparri-Concha celebrado por came 
de notas de marzo y junio de 1924 


Número 335/1 — Roma, junio 21 de 1923. 
Eminencia: | 


Tuve el honor de informar verbalmente a Vuestra Emi- 
nencia de que mi Gobierno me da instrucciones para procurar ' 
un explicito acuerdo con la Santa Sede que ponga término a 
las dificultades que de tiempo atrás se presentan con motivo 
de las diferenies interpretaciones que dan a una parte del 
artículo 17 del Concordato, algunas autoridades civiles y ecle- 
siasticas. En el adjunto memorandum, que he formulado para 
atender el deseo manifestado por Vuestra. Eminencia, se señala 
el origen de las dificultades y el curso que han tenido éstas, 
y se muestra cómo a pesar de la voluntad del Gobierno, no ha 
sido posible hacer que desaparezcan, por lo cual se prolonga 
un estado de cosas nocivo, ya porque se hacen más frecuentes 
los conflictos entre las autoridades de una y otra Potestad, con 
detrimento de la saludable armonia que debe reinar entre 
ellas, y tortura para la conciencia de jueces católicos, que de 
buena fe aplican la ley, según las reglas de interpretación que 
ella misma establece y convencidos de que cumplen con los 
deberes de su cargo. Por otro aspecto, es posible que con la 
prolongación de tal estado anómalo de cosas, se dé ocasión a 
graves litigios en lo futuro, sobre la validez de matrimonios y 
sobre el estado civil, así de los contrayentes como de la prole. 


Entre las dos Altas Partes contratantes no ha habido 
hasta el presente discrepancia de pareceres en cuanto a la 
inteligencia que se ha de dar al artículo citado del Concordato, 
como lo muestra la resolución del Gobierno, de diciembre de 
1919, que se funda precisamente en una declaración de la Nun- 
ciatura Apostólica. Esa discrepancia ocurre solamente entre 





sic 


CONVENIO GASPARRI - CONCHA DE 1924 - 138590", 


algunas de las autoridades: diocesanas y jueces que no están 
subordinados a la autoridad ejecutiva; pero esto mismo hace 
ver la necesidad premiosa de una solución que se imponga con 
indubitable carácter obligatorio a las autoridades de uno y 
otro Poder. | 

Si se considera que la cuestión se reduce a un punto mera- 
mente procedimental, cual es el de la naturaleza de una prue- 
ba en casos que se relacionan con la disposición del Concordato, 
parece que no habrá obstáculo para llegar a la pronta solución 
que el Gobierno anhela para prevenir que se repitan aquellos 
nocivos conflictos, y para que cada día se consolide mejor el 
prestigio de la Convención con la Santa Sede, como es la vo- 
luntad poco menos que unánime del pueblo colombiano. 

Soy con sentimiento de la más alta consideración, de 
Vustra Eminencia obsecuente servidor, | 


(Firmado), J. V. Concha 


[d 


MEMORANDUM SOBRE EL ARTICULO XVII 
DEL CONCORDATO 


Legación de Colombia ante la Santa Sede 
Numero 3385/2. | 


Desde el año de 1887 coexisten en la legislación colom- 
biana el matrimonio canónico y el civil. Este último era el 
reconocido exclusivamente por el Código Civil de la Nación; 
pero la Ley 57 de 1887 estatuyó: 

“Son válidos para todos los efectos civiles y políticos, los 
matrimonios que se celebren conforme al rito católico", y el 
Concordato posterior, sancionado por la Ley ... de 1888, ana- 
dió: *Ut matrimonium eorum omnium qui catholicam reli- 
gionem profitentur, effectus civiles quoad contrahentium 
prolisque personas et bona progignat juxta forman a Concilio 
Tridentino praescriptam contractum esse oportebit...”. Es 
ésta, simplemente, una disposición complementaria, sobre la 
forma de la celebración del matrimonio, que no contiene inno- 
vación alguna respecto de la prescripción de la Ley 57, que la 
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precedió. Pero en el texto de la versión castellana, la primera 
parte del artículo del Concordato: “Ut matrimonium eorum 
omnium qui catholicam religionem profitentur...” que lite- 
| ralmente traducida dice: 

Para que el matrimonio de todos aquellos que profesan la 
religión católica, se tradujo así: 

El matrimonio que deberán celebrar todos los que profesan 
la religión católica..., con lo que se introdujeron en el texto 
las palabras subrayadas, que deberán celebar, palabras que 
no aparecen en el original latino, y se adicionó de hecho el 
artículo con una prescripción imperativa, que no existe en el 
primitivo texto latino, y sin la cual no se hubieran suscitado 
las dificultades de que se va a tratar. 


Siendo el texto de la versión castellana únicamente, el de 
la. Ley 35, sancionada y promulgada por los Poderes Públicos 
nacionales, es ese el que tienen a la vista las autoridades co- 
Jombianas y el oue ellas consideran cuando se trata de resol- 
ver sobre solicitudes de celebración de matrimonio civil. De 
consiguiente, declaró el Gobierno desde que rigió la Ley 35 
que “los matrimonios de católicos se deben celebrar única- 
mente ante la autoridad eclesiástica”, y posteriormente: “Para 
que los funcionarios püblicos puedan prestarse a autorizar un 
matrimonio civil entre personas que dicen haber abandonado 
el credo católico deben exigir comprobación de este hecho y de 
prácticas correspondientes". Más tarde la Comisión Legisla- 
tiva fue de parecer que: “Cuando individuos bautizados pre- 
tenden casarse civilmente, alegando que han dejado de 
pertenecer a la Iglesia, es indispensable para que el Juez acceda 
a la demanda que los interesados presenten la prueba fehacien- 
te que en este caso se requiera y el procedimiento para crearla, 
son puntos que debe determinar el Poder Legislativo". Nunca 
se llevó esto a cabo, porque la misma Comisión Legislativa 
opinó que convendría celebrar previamente con 1a Santa Sede 
un acuerdo referente a estos mismos puntos. 


Tanto el Gobierno como la Comisión Legislativa enten- 
dieron, pues, desde un principio acordemente, la disposición 
cel Concordato en el sentido de que no es obligatoria la forma 
canónica del matrimonio para los que han dejado de profesar 


la. religión católica, la han abandonado, han dejado de perte- — ` UU 


necer a la Iglesia. Corroboró plenamente ese concepto otra 
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resolución del Gobierno, de 1919, que, fundada. en la declara- 
ción de la Nunciatura Apostólica, conforme a la cual: “Cuando 
se trata de contrayentes que se hayan separado de la Iglesia, 
éstos para la celebración del matrimonio, no serán obligados 
a un acto religioso propio de la Iglesia Católica”. Aunque no 
ha subsistido en su parte dispositiva aquella resolución —en 
la que se determinaba la forma de celebración del matrimonio 
para el caso que se contemplaba en ella— porque la declaró 
inexequible el Consejo de Estado, a causa de haber excedido 


el Gobierno al dictarla sus facultades ejecutivas, esto no in- 


firma el og de la interpretación del Concordato dus con- 
tiene. : 


. No ha habido, pues, disentimiento hasta el presente entre 
las dos Altas Partes contratantes del Concordato, respecto de 
la inteligencia que se debe dar al artículo 17 del mismo. La 
dificultad que nunca se resolvió, y que subsiste ahora como 
en un principio, es la de determinar qué prueba sea menester 
aducir del hecho de no profesar 1a religión católica, sobre todo 
en el caso de que el individuo que declara hallarse en esas 
circunstancias no ha abrazado otra religión. 


Para la determinación de tal prueba ocurre observar, que 
no es posible imponer a nadie, conforme a un principio de 
derecho generalmente aceptado, la prueba de una negativa 
“cuando no se puede convertir en afirmativa, es decir, cuando 
es indefinida. En los casos en que un individuo declara no 
profesar la religión católica, sin que se pueda convertir tal 
negación en la afirmación de profesar otra religión por haber 
abandonado la primera, y no haber abrazado una difente, no 
se concibe que haya posibilidad de aducir prueba alguna sobre 
el hecho, distinta de la declaración del interesado. Además, 
tratándose de demostrar que un individuo cree o no cree, con- 
fiesa o no confiesa una religión —y tales son las excepciones 
para el caso del profiteor latino y del profesar castellano— 
tampoco se concibe que se pueda acudir a otro medio de obte- 
ner alguna certeza, que al de la declaración de quien habla 
sobre su propio íntimo sentimiento. Razonan así los jueces 
que acceden a las solicitudes de celebración de matrimonio 
civil de quienes declaran no profesar la religión católica por 
haberse separado de ella, y entienden aquellos funcionarios 
las palabras del Concordato en su sentido obvio, usual, con- 
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forme a un principio de interpretación de la ley colombiana, 
que es el mismo del Derecho canónico: leges ecclesiasticas in- 
telligenda sunt secundum propiam verborum. significationem 
in textu et contextu considetam. © 


Hay en esta materia un antecedente de jurisprudencia, 
de no escasa importancia, que sin duda se tiene presente cuan- 
do ocurre aplicar la disposición del Concordato. El Código Ci- 
vil espanol (artículo 42) reconoce dos formas de matrimonio: 
“el canónico, que deben contraer todos los que profesan la 
religión católica, y el civil”. También en España dio lugar a 
dudas la aplicación de la ley; pero desde 1913 rige allí invaria- 
blemente lo dispuesto por Real Orden de 28 de junio de aquel 
año, que confirmó otra de 28 de diciembre de 1909, según la 
cual los funcionarios del Estado no pueden acceder a las pre- 
tensiones de los que solicitan la celebración de un matrimonio 
civil sin que los contrayentes aseguren que no profesan la re- 
ligión católica, y añade la Real Orden que “basta la declara- 
ción de no profesarla”. Esta prescripción se viene cumpliendo 
hace diez años, sin que se sepa gue haya dado lugar a dificul- 
tades o contradicción entre las autoridades civiles y eclesiás- 
ticas. 


Roma, junio 21 de 1923. 
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Secretaría de Estado de Su Santidad 
El Vaticano, febrero 27 de 1924. 


Numero 27643.. (Citese en la respuesta). 


El suscrito Cardenal Secretario de Estado de Su Santidad . 
tiene el honor de manifestar a Vuestra Excelencia que se ha 
estudiado de la manera más detenida la apreciada nota nú- 
mero 335/2, del 21 de junio de 1923, en la que Vuestra Exce- 
lencia, por encargo, de su Gobierno, solicitaba de la Santa 
Sede un acuerdo explícito, suficiente a poner término a las 
dificultades surgidas en Colombia, respecto a la aplicación 
del artículo 17 del Concordato al matrimonio de los apóstatas. 

A este propósito el suscrito Cardenal debe ante todo decla- 
rar que la Santa Sede, de conformidad con el Canon 1099 del 
Código de Derecho Canónico, no puede reconocer para aque- 
llos que pertenecieron a la Iglesia y de ella se apartaron, otro 
matrimonio válido como no sea el religioso. 


Pero habiendo Vuestra Excelencia hecho resaltar que el 
Gobierno colombiano tropezaría con gravisimos dificultades 
de orden práctico en el caso de ir a imponer a los apóstatas el 
matrimonio religioso, la Santa Sede, no sin atender a la dolo- 


. Trosa tristeza de los tiempos y para evitar mayores males, se 


abstiene de insistir sobre este punto, tolerando que las leyes 
de la República de Colombia admitan a dichos apóstatas al 
acto civil. Con todo, el infrascrito Cardenal Secretario de Es- 
tado debe declarar de la manera más explícita que la Santa 
Sede no tolerará que el tal llamado matrimonio civil se ex- 
tienda hasta a aquellos que renegaron del sacerdocio o de los 
solemnes votos religiosos. 


El suscrito Cardenal pide, por tanto, que en la legislación 
colombiana concerniente a la presente materia, se incluyan 
entre los impedimentos SIEUREHUSS las órdenes sagradas y la 
profesión solemne. 


| Vuestra Excelencia se dará cuenta asimismo de la necesi- 
dad de admitir al acto civil únicamente a quienes tengan debi- 
damente probada la defección de la Iglesia Católica. 

Para este fin, el Gobierno debería dictar por propia inicia- 
tiva un decreto que, en primer lugar, declare que dentro del 
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territorio colombiano sólo podrán admitirse al aero civil dis- 
tinto del matrimonio religioso católico: 


1) Los no católicos natos, estén o no bautizados, cuando 
ambas partes lo sean; 


2) Los que, habiendo sido bautizados en la Iglesia y re- 
ligión eatólica, pertenecieron a ellà y en ella hubieren sido 
educados, mas luégo por desgracia hubieren desertado de ella 
formalmente y no apenas con el abandono de las prácticas y 
deberes religiosos. 


En tal sentido deben entenderse aquellas palabras del ar- 
ticulo 17 del Concordato: “los que no profesan la religión 
católica"; y ha de notarse que para admitir a Jos contrayentes 
al acto civil, es necesario que a entrambos puedan aplicarse 
las palabras del Concordato en el sentido que acaba de expli- 
carse. Además, el decreto del Gobierno debe indicar claramen- 
te el procedimiento que haya de seguirse para obtener la prueba 
de la formal deserción de la Igleisa Católica. 


Semejante procedimiento debería ser el siguiente: 


a) Entrambos contrayentes deben declarar por escrito 
ante elJuez de su jurisdicción que han abandonado 1a fe ca- 
tolica, indicando el tiempo en que ocurrió tal abandono; 


b) El juez publicará dicha declaración y la comunicará 
por vía oficial al Ordinario del lugar; 


| €) Las mismas partes deberán además confirmar T 
declaración ante el Juez y los testigos el día mismo en que 
procedan a la unión civil, y en el acta respectiva se hará men- 
ción de esta declaración; 


d) El acto civil no podrá efectuarse sino después de ha- 
ber transcurrido por lo menos un mes desde el día en que la 
declaración mencionada se haya comunicado al Ordinario. 


| La Santa Sede, por su lado, se preocupará de impartir a 
los Ordinarios de Colombia las siguientes instrucciones: 


Conforme al citado Canon 1099, parágrafo 1, del Código de 
Derecho Canónico, es nulo el llamado matrimonio civil de todos 
aquellos que fueren bautizados en la Iglesia Católica o a ella 
se convirtieran de la herejía o aún del mero cisma, aun cuan- 
do después desertaran de la Iglesia, ya sea abrazando FIRMARE 
Me o cisma, ya abandonando toda religión. 








——————— 
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Cuando el Ordinaric reciba la declaración de que se ha 
hablado, se obrará de la mejor manera para inducir a una y 
otra parte a determinaciones más sabias, haciéndoles presente 
sucesivamente que su unión, por ‘ser eclesiásticamente nula, 
podrá acarrearles gravísimas consecuencias. 

Pero si una y otra parte persisten en su propósito, el Or- 
dinario, antes de que se proceda al acto civil, aplicará el Canon ' 
2314, parágrafo 1, del Código de Derecho Canónico, declarando 
a los contrayentes incursos ipso facto en excomunión especial- 

mente reservada a la Santa Sede. 


Y si a continuación, arrepentidos de su mal acto, mostra- 
ren el deseo de retornar a la Iglesia Católica, el Ordinario se 
regirá por las normas del citado Canon 2314, parágrafo 2, y sì 
ya se hubiere contraído el llamado matrimonio civil, se apli- 
cará el derecho común. | 
Los citados Ordinarios se preocuparán por vigilar atenta- 
mente el que los decretos que dicte el Gobierno para dar a la 
Iglesia las garantías requeridas por el presente Acuerdo, se 
observen escrupulosamente; denunciando al efecto ante las TEN 
autoridades competentes a los funcionarios infractores. i 


A dichos funcionarios, sea cual fuere su categoría, que 
observen las supraindicadas formalidades, no podrá infligirse 
pena canónica alguna por haber presenciado el acto civil, v 
las ya infligidas en el pasado por ese motivo deberán conside- 
rarse suspendidas desde la fecha que lleven las presentes ins- 
trucciones cuando sean impartidas a los Cbispos colombianos. 


Respecto a los testigos que presencien el llamado matri- 
monio civil, los Ordinarios podrán, si lo creen oportuno, amo- 
nestarlos de conformidad con el Canon 2222, parágrafo 1. 

El suscrito Cardenal no duda que el Gobierno colombiano, 
apreciando la condescendencia de la Santa Sede en estas ne- | | 
gociaciones, se preocupará por exigir a sus autoridades civiles | 
la más cuidadosa aplicación de las normas que se dicten en 
ejecución del presente Acuerdo. 


Y aprovecha gustoso la oportunidad, etc. 


P. Card. Gasparri 
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Legación de Colombia anie ia Sania Sede 
Numero 347/2 - Roma, 1? de marzo de 1924. 


El suscrito, Ministro de Colombia ante la Santa Sede, tie- 
ne el honor de avisar recibo a Su Eminencia Reverendisima el 
Cardenal Secretario de Estado, de la nota nümero 21643, que 
se sirvió dirigirle el 27 del mes ultimo, de la que se ha ente- 
rado con toda la atención que merece. 

Halla el suscrito que la interpretación que da la Santa 
Sede, en la comunicación referida, al artículo XVII del Con- 
cordato colombiano, es conforme en un todo con la letra y el 
espíritu de aquella disposición en cuanto define y precisa el 
significado de las palabras los que profesan la religión católica, 
y juzga, a la vez, que el medio de prueba que se reconoce como 
propio para acreditar la defección de la Iglesia y de la religión 
católica, consistente en la declaración reiterada de los indivi- 
duos que pretenden contraer matrimonio en la forma mera- 
mente civil establecida por el Código de Colombia, es el único 
que se puede adoptar, habida consideración a las leyes nacio- 
nales preexistentes cuando se celebró la Convención con la 
Santa Sede. 

Consideramos, pues, el suscrito Ministro aue su Gobierno 
ratificará la aceptación de la interpretación sefialada y de los 
medios aceptados para hacerla efectiva, y con tal fin, hoy 
mismo le transmite la comunicación a que viene refiriéndose, 
a la vez que solicita que se le den en breve término instruc- 
ciones sobre la forma en que se debe hacer constar el acuerdo. 
Tan pronto como reciba respuesta, tendrá el suscrito el honor 
de ponerlo en conocimiento de Su Eminencia para dar forma 
definitiva a la importante negociación con que felizmente se 
habrá de poner término a dificultades nocivas para los inte- 
reses sociales como para la armonía entre los dos Poderes 
mediante la aplicación constante y uniforme de la disposición 
del Concordato debidamente explicada. 


Aprovecha el suscrito la oportunidad para reiterar a Su 
Eminencia los sentimientos de su más alta y respetuosa con- 
sideración. 


(Fdo.), J. V. Concha 
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Legación de Coiombia ante la Santa Sede 
Numero 3632 - Roma, 10 de junio de 1924. 


El suscrito, Enviado Extraordinario y Ministro Plenipo- 
tenciario de Colombia, tiene el honor de informar a Vuestra 
Eminencia que su Gobierno acepta en todas sus partes la 
conclusión a que se llegó en las comunicaciones referentes à 
la interpretación del artículo XVII del Concordato vigente, 
cruzadas entre Vuestra Eminencia y el suscrito con fecha 27 
de febrero y 19 de marzo, respectivamente, y que, en 
consecuencia, de conformidad con tales comunicaciones se 
procederá en la forma constitucional a la adopción de una. 
disposición legislativa, concebida así: 


“No es aplicable la disposición de la primera parte del 
artículo XVII del Concordato cuando los dos individuos que 
pretenden contraer matrimonio declaren que se han separado 
formalmente de la Iglesia y de la religión católicas, siempre 
que quienes hagan tal declaración no sean sacerdotes o religio- 
sos que hayan hecho votos solemnes, los que están en todo 
caso sometidos a las prescripciones del Derecho Canónico. 


“La declaración de que trata el aparte precedente se hará 
por escrito por los dos individuos que pretenden contraer ma- 
trimonio ante el Juez Municipal respectivo en la solicitud que 
presenten para la celebración del contrato, y expresarán en 
ella la época en que se separaron de la Iglesia y de la religión 
católica. Tal declaración se insertará en el edicto que se debe 
publicar, conforme a la ley; se comunicará por el Juez 
inmediatamente al Ordinario Eclesiástico respectivo, y la ra- 
tificarán los contrayentes en el acto de la celebración del 
matrimonio, que no se podrá celebrar sino transcurridos trein- 
ta días después de la solicitud, dejando constancia de la misma 
declaración en la diligencia o partida respectiva”. 


Espera el Gobierno que a su vez la Santa Sede impartirá 
al Episcopado colombiano las instrucciones de que trata la 
nota de Vuestra Eminencia de 27 de febrero último. 


Confiado en que de esta manera quedarán terminadas las 
dificultades a que ha dado lugar durante largos años la apli- 
cación del artículo nombrado del Concordato, y que con ello 
se vigorizará aún más la Convención que regula las relaciones 
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entre las dos Potestades, y se confirmarà la armonia que feliz- 
mente existe entre ellas, aprovecha el suscrito Ministro la 
oportunidad para expresar de nuevo el sentimiento de la alta 
y distinguida consideración con que se suscribe obsecuente 
servidor de Vuestra Eminencia, 

EO J. V. Concha 


Secretaría de Estado de Su Santidad 
Numero 31956 - El Vaticano, 
el 28 de junio de 1924. 


El suscrito Cardenal Secretario de Estado de Su Santidad 
tiene el honor de acusar recibo de la apreciada nota de Vues- 
tra Excelencia número 3632, de 10 del corirente, con. la cual 
ella le notifica la aceptación por parte de su Gobierno, del 
acuerdo que acerca de la interpretación del artículo XVII del 
Concordato, se había convenido entre Vuestra Excelencia y 
el suscrito con el cambio de las respectivas notas del 19 de 
marzo y del 27 de febrero de 1924. 

El inîrascrito Cardenal, al propio tiempo que toria nota 
de tal comunicación, asegura a Vuestra Excelencia que la 
Santa Sede enviará próximamente al Episcopado colombiano 
las instrucciones de las cuales se trata en la nota número 
27643, del 27 de febrero c. a., las que, sin embargo, sólo entra- 
rán en vigor cuando el mencionado acuerdo haya sido convel- 
tido en ley del Estado colombiano. 

Se vale con mucho gusto de esta nueva circunstancia para 
confirmar a Vuestra Excelencia los sentimientos de su más 
distinguida estima y perfecta consideración. 


(Fdo), P. Card. Gasparri 


A Su Excelencia el señor don José Vicente Concha, Enviado Ex- 
traordinario y Ministro Plenipotenciario de Colombia cerca de la Santa 
Sede. ' 
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CIRCULAR SOBRE MATRIMONIO, CON MOTIVO 
DE LA LEY 54 DE 1924 


Nunciatura Apostólica de Colombia 
Bogotà, diciembre 13 de 1924 


Ilustrisimo y Reverendisimo sefior: 


Para conocimiento de Vuestra Sefioria Ilustrisima y por 
encargo del Excelentísimo señor Cardenal Secretario de Es- 
tado, tengo la honra de transcribirle las instrucciones que la 
Santa Sede imparte a los Reverendos Ordinarios de Colombia, 
referentes al acuerdo concluído entre la misma Santa Sede 
y el Gobierno colombiano sobre la interpretación del artículo 
17 del Concordato. Estas instrucciones, que entrarán en vigor 
cuando sea promulgada la ley que apruebe el mencionado 
acuerdo por parte del Gobierno de Colombia, dicen así: 


“De conformidad con el Canon 1099, parágrafo 19 del 
Código de Derecho Canónico, es nulo el llamado matrimonio 
civil, de todos aquellos que fueron bautizados en la Iglesia 
Católica, o que se convirtieron a ella de la herejía o del cisma, 
aunque después hayan defeccionado de ella, sea pasando a la 
herejía o al cisma, sea abandonando toda religión. 


“Cuando el Ordinario haya recibido la noticia de la decla- 
ración rendida por los dos contraventes respecto de haber 
abandonado la fe católica y la época en que se separaron de 
la Iglesia, procurará, del mejor modo que le sea posible, 
inducir a una y Otra parte a más prudente determinación, 
haciéndoles presente, entre otras cosas, que siendo su unión 
eclesiasticamente nula, podrán ser gravísimas las consecuen- 
cias a que se exponen. : 


"Pero sj una y otra parte persistieren en su propósito, el 
Ordinario, antes de que ellos procedan al acto civil, aplicará 
el Canon 2314, parágrafo 19, del Código de Derecho Canónico, 
declarándolos incursos ipso facto en la excomunión speciali 
modo reservata sancías sedi, 


I 
l 


“Pero si después, arrepentidos de lo mal hecho, mostra- 
ren deseos de tornar a la Iglesia Católica, el Ordinario se re- 
girá por el citado Canon 2314, parágrafo 20, y, si el llamado 
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matrimonio civil se hubiere efectuado ya, se aplicará el dere- 
cho comun. 


"Los mismos Ordinarios se preocuparán en seguida por 
vigilar atentamente, a tin de que ios decretos que el Gobierno 
expida para dar a la iglesia las garantías requeridas por el 
acuerdo sean observadas escrupulosamente, denunciando, si 
es preciso, a las competentes autoridades a los funcionarios 
transgresores. 


“A dichos funcionarios, de cualquier grado que sean, que 
hayan observado las formalidades esiatuidas, no se les podrán 
infligir las penas canónicas por haber asistido al acto civil; 
y las que se les hayan infligido en lo pasado por dicho motivo, 
deberán considerarse como gue han cesado desde la fecha que 
tengan las presentes instrucciones. 


“Respecto a los testigos que han de presenciar el llamado 
matrimonio civil, los Ordinarios podrán, si lo creen oportuno. 
amonestarlos al tenor del Canon 2222, parágrafo 19. 


“Dios guarde a Su Senoria Ilustrisima. 


Roberto, 
Arzobispo de Helinópolis 
Nuncio Apostólico”. 


NOTAS COMPLEMENTARIAS 


Legación de Colombia ante la Santa Sede 


Roma, enero 19 de 1925 
kminentisimo señor Cardenal: 


Tengo el honor de remitir a Vuestra Eminencia adjunto à 
esta comunicación, un ejemplar del Diario Oficial de 11 de 
diciembre de 1924, en que se halla publicada la Ley colombiana 
número 54 de 1924, expedida de conformidad con el acuerdo 
contenido en las notas de Vuestra Eminencia y de esta Lega 
ción, de fechas 28 y 10 de junio, respectivamente. Queda as! 
cumplida por la República, con cuya representación me honto, 
la parte que le incumbia en el acuerdo referido, como esperó 
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que las autoridades eclesiásticas colombianas habrán dado ya 
cumplimiento a las instrucciones de la Santa Sede, referentes 
a la cesación de las censuras proferidas en época anterior 
contra funcionarios püblicos que intervinieron en la celebra- 
ción de algunos matrimonios civiles. 


Sea esta la ocasión de reiterar el sentimiento de la más 


alta consideración con que me suscribo de Vuesira Eminencia - 


obsecuente servidor, o 
J. V. Concha 


A Su Eminencia Reverendísima el Cardenal Secretario de Estado 
de Su Santidad. | 


Secretaría de Estado de Su Santidad 


En el Vaticano, a 20 de enero de 1925 


El suscrito Cardenal Secretario de Estado de Su Santidad 
tiene el honor de acusar a Vuestra Excelencia recibo de las 
notas números 383 y 390, con sus respectivos anexos, fechadas 
respectivamente el 9 de diciembre de 1924 y el 19 de enero de 
1925, concernientes a la aprobación impartida por parte de las 
Cámaras Legislativas de la Repüblica de Colombia al mutuo 
Acuerdo relativo a la interpretación del artículo 17 del Con- 
cordato. | 

El suscrito Cardenal, al tomar nota de las referidas co- 
municaciones, se apresura a agregar que, de conformidad con 
la nota de esta Secretaria de Estado nümero 31956, de fecha 
28 de junio de 1924, ya han sido impartidas al Episcopado co- 
lombiano las instrucciones de las cuales se habla en el convenio 
mencionado. | 

Y aprovecha complacido de la oportunidad para renovar 
a Vuestra Excelencia los sentimientos de su consideración dis- 
tinguida. 


P. Cardenal Gasparri 


A Su Excelencia el senor Ministro de Colombia ante la Santa Sede. 

















17. Convenio de 1932 por canje de notas sobre reducción 
| de la cuota concordataria para ias Misiones | 
"Bogotá, marzo 5 de 1932 
Excelencia: 


Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia para 
confirmarle lo que verbalmente le he manifestado respecto 
de la partida que figura en el presupuesto de este Ministerio 
para auxilio a las Misiones Católicas. 

Como lo sabe Vuestra Excelencia la dificilísima situación 
que se confronta ha obligado al Gobierno a introducir severas 
economias en todos los ramos de la administración publica. 

E] presupuesto del Ministerio de Relaciones Exteriores tie- 
ne que ser oojeto de grandes reducciones, y por ello me veo 
en la necesidad muy penosa para mí de proponer a Vuestra 

xcelencia que mientras estas adversas circunstancias subsis- 
tan, la cuota que de acuerdo con el Convenio de Misiones debe 
el Gobierno entregar para auxiliar las Misiones anualmente, 
sea reducida durante este año, de cincuenta mil pesos ($ 50.000) 
a veinticinco mil ($ 25.000). En el afio entrante se volverá a 
considerar el asunto, para proceder de acuerdo con lo que las 
circunstancias de entonces requieran o permitan. o 

En cambio, y con el objeto de fomentar la benéfica labor 
que las Misiones católicas realizan, he obtenido que se incluya 
en el presupuesto de este año la partida necesaria para paga” 
las sumas que en la actualidad está debiendo el Gobierno por 
concepto de este auxilio a las Misiones. 

Confío en que Vuestra Excelencia estará conforme con la 
necesidad imperiosa en que se ha visto el Gobierno para pro- 
poner muy atentamente a Vuestra Excelencia, y por su inter- 
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medio a la Santa Sede, la adopción de esta medida, y creo que 
la. benevolencia del Santo Padre accederá a ella. 

En espera de una respuesta favorable de Vuestra Excelen- 
cia, aprovecho complacido la oportunidad para reiterar las 
seguridades de mi más alta consideración. 


R. Urdaneta Arbeláez. 


A Su Excelencia Monseñor Paolo Giobbe, Nuncio Apostólico de Su 
Santidad”, etc. 


“Nunciatura Apostólica de Colombia 
Número 4979 | y 
Bogotá, 10 de marzo de 1932 


Excelencia: 


Me es muy grato acusar recibo a Vuestra Excelencia del 
atento oficio de ese Ministerio, de fecha 5 de los corrientes, 
con el cual manifiesta el deseo del Gobierno de Colombia, que. 
en vista de las actuales condiciones del Tesoro Nacional para 
este año se reduzca el auxilio de cincuenta mil pesos ($ 50.000), 
establecido en favor de las Misiones católicas en virtud del 
artículo VII de la Convención de 5 de mayo de 1928, a la suma 
de veinticinco mil pesos ($ 25.000). Al mismo tiempo Vuestra. 
Excelencia me notifica que en cambio, y con el objeto de fo- 
mentar la benéfica labor que las Misiones católicas realizan, 
ha obtenido que en el presupuesto de este año se incluya la 
partida necesaria para pagar las sumas que en la actualidad 
está debiendo el Gobierno DOE dici de este mismo auxilio 

a las Misiones. 


En referencia a lo dicho arriba TN el gusto de apn 
a Vuestra Excelencia que el Santo Padre accede gustoso a la. 
petición del Gobierno de Colombia, teniendo en cuenta las 
buenas disposiciones que ha manifestado hacia las Misiones 
católicas y con el deseo de favorecer toda medida que resulte. 
en bien de la Nación. 


-Aprovecho la oportunidad para reiterar a Vuestra Exce- 
lencia los sentimientos de sincero y alto ppc yme suscribo 
de Vuestra Excelencia, DS 

Paolo Giobbe : 


Nuncio Apostólico 











18. Convenio de 1933 por canje de notas sobre reducción 
de la cuota concordataria para las Misiones. 


Nunciatura Apostolica en Colombia 
Numero 6162 


Bogotà, junio 30 de 1933 
Excelencia: 


Refiriéndome a la conversación que tuve el honor de ce- 
lebrar con Vuestra Excelencia el jueves 22 de los corrientes, 
en la cual Vuestra Excelencia se sirviò expresarme el deseo del 
Gobierno de Colombia de que en vista de las actuales dificul- 
tades económicas de la Nación, se reduzca por este año aún 
el auxilio de cincuenta mil pesos ($ 50.000), establecido en 
favor de las misiones católicas por el artículo VII de la Con- 
vención de 5 de mayo de 1928, a la suma de veinticinco mil 
pesos ($ 25.000), me es grato comunicarle gue acabo de recibir 
un cable del Cardenal Secretario de Estado el cual me mani- 
fiesta que el Santo Padre, en vista de las buenas disposiciones 
que el Gobierno de Colombia siempre ha tenido hacia las 
Misiones, y deseando contribuir al bien de la Nación Colom- 
biana, ha concedido su autorización para hacer la reducción 
solicitada. | 

Me valgo complacido de la oportunidad para reiterar a 
Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta considera- 
ción y personal aprecio. | 

(Fdo.), Paolo Giobbe 


Nuncio Apostólico 


A Su Excelencia el doctor Roberto Urdaneta Arbeláez. - Ministro 
de Relaciones Exteriores. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 


Bogotá, julio 5 de 1933 
Excelencia: l | | 


Tengo el honor de avisar a Vuestra Excelencia recibo de 
su atenta nota de fecha 30 de junio último, señalada con el 
numero 6162, en la cual se sirve comunicarme que ha recibido 
un cablegrama de Su Eminencia el sefior Cardenal Secretario 
de Estado, en el cual le manifiesta que el Santo Padre, “en 
vista de las buenas disposiciones que el Gobierno de Colombia 
ha tenido siempre hacia las Misiones y deseando contribuir al 
bien de la Nación colombiana" ha concedido su autorización 
para reducir por este año el auxilio de cincuenta mil pesos, 
establecido en favor de las Misiones Católicas por el artículo 
VII de la Convención de 5 de mayo de 1928, a la suma de 
veinticinco mil pesos. 

Me hago intérprete de los sentimientos del Gobierno de la 
Republica para manifestar a Vuestra Eminencia y, por su 
elevado conducto a la Santa Sede, la expresión del más vivo 
reconocimiento por esta sefialada deferencia de Su Santidad 
para con Colombia, en estos momentos dt acentuada depresión 
económica, y me valgo de esta oportunidad para reiterar a 
Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distin- 
guida consideración. 


(Fdo.), R. Urdaneta Arbeldez 


A Su Excelencia Monseñor Paolo Giobbe, Nuncio Apostólico de Su 
Santidad. 








19. Convento de 1954 por canje de notas sobre reducción 
de là cuota. concordataria para las Misiones 


Nunciatura Apostólica en Bogotá 


Bogotà, 19 de abril de 1934 
Excelencia: 


En relación con la solicitud que Vuestra Excelencia se 
sirvió expresarme en una de las conversaciones que tuve el 
honor de celebrar con Vuestra Excelencia en ei mes pasado, 
de que aún este año, en vista de las dificultades económicas 
de la Nación, se reduzca a la mitad el auxilio de cincuenta 
mil pesos ($ 50.000), establecido en favor de las Misiones ca- 
tólicas por el artículo VII de la Convención de 5 de mayo de 
1928, me es grato manifestarle que el Santo Padre, teniendo 
presente la buena voluntad de que el Gobierno de Colombia 
ha siempre demosirado para con las Misiones y deseando serle 
de ayuda en las presentes dificultades económicas, aún este 
ano ha concedido la autorización necesaria para hacer la re- 
ducción solicitada. | 

Me valgo de la oportunidad para reiterar a Vuestra Exce- 
iencia las seguridades de mi más alta y distinguida conside- 
ración, 


{Fdo.) P. Giobbe, 
Nuncio Apostélico de Su Santidad 


Excelentísimo señor doctor don Pedro M. Carreño, Ministro de Edu- 
cación Nacional, Encargado del Despacho de Relaciones Exteriores. 
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Sección 19 
Bogotá, abril 23 de 1984 


Excelencia: 


Tengo el honor de referirme a la atenta nota de Vuestra 
Excelencia fechada el 19 de este abril, número 6876, por la 


cual manifiesta Vuestra Excelencia que de acuerdo con una. 


de nuestras conversaciones pasadas, en vista de las dificulta- 
des económicas actuales, se reducirá a la mitad el auxilio de 
cincuenta mil pesos establecido en favor de las Misiones ca- 
tólicas por el artículo VII de la Convención de 5 de mayo de 
1928, reducción debida a benévola disposición del Padre Santo. 

Quiero expresar a Vuestra Excelencia los sentimientos de 
gratitud del Gobierno de Colombia por esta medida que viene 
a aliviar el Fisco Nacional. 


Renuevo con esta ocasión a Vuestra Excelencia los senti- 
mientos de mi más elevada y distinguida. consideración, 


(Fdo.) Pedro M. Carreño 


A Su Excelencia Monsefior Paolo Giobbe, Nuncio Apostólico de Su 
Santidad. 




















20. Convenio de 1935 por canje de notas sobre reducción 
de la cuota concordataria para las Misiones 


Bogotá, julio 1% de 1935 
Excelencia: | 


En los anos anteriores el Padre Santo y el Gobierno de 
Colombia acordaron reducir a la mitad el auxilio de cincuenta 
mil pesos, establecido en favor de las Misiones Católicas por 
el artículo VII de la Convención de 5 de mayo de 1928. 


Las actuales dificultades económicas que atraviesa el país, 
y que le impiden atender el pago del capital y aun de los 
intereses de la deuda externa, me mueven a solicitar nueva- 
mente del Padre Santo, por e! muy digno conducto de Vuestra 
Excelencia, que convenga en este afio, como en los períodos 
pasados, en la disminución a veinticinco mil pesos del subsidio 
mencionado. 
Anticipo a Vuestra Excelencia los sentimientos de gratitud 
del Gobierno y me valgo de esta oportunidad para renovar a 
Vuestra Excelencia mis expresiones de la más elevada consi- 
deración. 
Jorge Soto del Corral 


A Su Excelencia Monseñor Paolo Giobbe, Nuncio Apostólico de Su 
Santidad. 


Nunciatura Apostólica de Colombia 
Bogotá, julio 10 de 1935 
Excelencia: 


He tenido la honra de recibir la atenta nota de Vuestra 
Excelencia, de fecha 19 de los corrientes, en la cual manifiesta 
los deseos del Gobierno de que, en vista de las actuales dificul- 
tades económicas porque atraviesa el país, el Padre Santo 
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convenga aún en este año, como la lo ha hecho en años ante- 
riores, en reducir a veinticinco mil pesos el subsidio de cincuen- 
ta mil establecido en favor de las Misiones Católicas por el ar- 
tículo VII de la Convención de 5 de mayo de 1928. 


Me es grato comunicar a Vuestra Excelencia que el Sumo 
Pontífice, teniendo presente la buena voluntad que el Gobier- 


no de Colombia ha demostrado siempre para con las Misiones, - 


y deseoso de ayudarle en las actuales circunstancias económi- 
cas, concede también para este afio la reducción solicitada. 
Aprovecho la oportunidad para reiterar a Vuestra Exce- 
lencia las seguridades de mi más alta y distinguida considera- 
ción. | 
P. Giobbe, 


Nuncio Apostólico 


A Su Excelencia el senor doctor don Jorge Soto del Corral, Minis- 
tro de Hacienda, encargado del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
. Presente. 





21. Convenio de 1940 por canje de notas sobre reducción 
de la cuota concordataria para las Misiones 


Nunciatura Apostólica en Colombia 
Número 3790 

Bogotá, 14 de noviembre de 1940 
Señor Ministro: 


En respuesta a la petición hecha por esta Nunciatura a 
la Santa Sede, para obtener también por el presente año de 
1940 la reducción a la mitad, de la cuota de cincuenta mil 
pesos ($ 50.000), establecida en favor de las Misiones Católicas 
por el artículo VII de la Convención de 1928, acabo de recibir 
una nota del Eminentisimo señor Cardenal Secretario de Es- 
tado, en la cual me comunica que Su Santidad, no obstante 
las gravísimas condiciones económicas de la Santa Sede, aten- 
diendo a las circunstancias que le han sido expuestas, se ha 
dignado conceder la. solicitada rebaja a veinticinco mil pesos 
($ 25.000), de la susodicha cuota, en la confianza de que el 
Excelentísimo señor Presidente de la República y su honora- 
ble Gobierno apreciarán cada vez más la importancia de la 
obra misional que la Iglesia realiza, aún, por la prosperidad 
civil de Colombia, 

El Santo Padre confía además que la Convención sobre 
Misiones, de 1928, vuelva a tener pronto su integral cumpli- 
miento. 





Mientras me apresuro a poner en conocimiento de Vues- 
tra Excelencia lo que antecede, aprovecho gustoso la oportu- 
nidad para reiterarle las seguridades de mi más alta Y 
distinguida consideración. 

(Fdo.), Carlos Serena, 
Nuncio Apostólico 


Excelentísimo sefior doctor Luis López de Mesa, Ministro de Rela- . 
ciones Exteriores — En su Despacho. 
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Número D-3526 
Bogotá, noviembre 18 de 1940 
Excelencia: | 


Muy complacido aviso recibo de la amable comunicación 
de Vuestra Excelencia, número 3790, de fecha 14 del mes en 
curso, en la cual tiene a bien participar a esta Cancillería que ' 
Su Santidad, según carta dirigida a esa honorable Nunciatura 
Apostólica por el Eminentisimo señor Cardenal Secretario de 
Estado, se ha dignado acceder a la solicitud formulada por el 
Gobierno de Colombia, y, en consecuencia, concede que se 
rebaje a veinticinco mil pesos ($ 25.000) la cuota de auxilio a 
las Misiones Católicas en Colombia, establecida por el artículo 
VII de la Convención de 1928. 


A la Cancillería le es grato coincidir con el pensamiento 
de Su Santidad, sobre el beneficio y utilidad de las Misiones 
Católicas en Colombia; y participa de su paternal confianza 
poroue la Convención vuelva pronto a tener integral cumpli- 
miento. | 

Suplico. a Vuestra Excelencia se digne transmitir a Su 
Santidad, por intermedio del Eminentisimo señor Cardenal Se- 
cretario de Esi vado, el vivo reconocimiento del Gobierno de 
Colombia por el bondadoso acogimiento que recibió nuestra 
solicitud. 


can 


A Vuestra Excelencia expreso mis agradecimientos por su 
eficaz intervención, y aprovecho la oportunidad para renovar 
a Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distin- 
guida consideración. 


(Fdo.), Luis López de Meso 


A Su Excelencia Monseñor Carlos Serena, Nuncio Apistólico de 
Su Santidad — Ciudad. 








22. Concordato Maglione - Echandia de 1942, 
Protocolo final y precedente canje de notas 


En el nombre de la Santísima Trinidad. 


La Santa Sede y la Republica de Colombia, habiendo deci- 
dido introducir algunas modificaciones en el Concordato fir- 
mado el 31 de diciembre de 1887 y en la Convención Adicional 
a dicho Concordato firmada el 20 de julio de 1892, han resuelto 
concluír entre sí con este fin una solemne Convención. 

A tal efecto, Su Santidad el Sumo Pontífice Pío XII y el 
Excelentísimo señor Presidente de la República de Colombia 
doctor Eduardo Santos han nombrado sus respectivos Pleni- 
potenciarios: 


Su Santidad: 

al Eminentísimo y Reverendisimo señor Cardenal Luis 
Maglione, su Secretario de Estado; 

el Excelentísimo señor Presidente de la República de 
Colombia: 

al Excelentisimo sefior doctor Dario Echandia, Embajador 
Extraordinario y Plenipotenciario ante la Santa Sede; 
los cuales, después de haber cambiado sus respectivos ple- 
nos poderes y hallándose en buena y debida forma, han 
convenido en los artículos siguientes: 


ARTICULO 19 


La elección de Arzobispos y Obispos pertenece a la Santa 
Sede. 

Antes de proceder al nombramiento de un Arzobispo U 
Obispo diocesano, o de un Coadjutor cum iure successionis, 
la Santa Sede comunicará el nombre del candidato al Presi- 
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dente de la Republica para cerciorarse de que éste no tiene 
objeciones de carácter político que oponer al nombramiento. 
Las diligencias correspondientes se desarrollarán con la 
mayor reserva, a fin de mantener secreto el nombre del can- 
didato mientras no se baya publicado el nombramiento. 


Transcurridos treinta días desde la comunicación hecha 
al Presidente de la República, el silencio de éste se interpre- 
tará en el sentido de que no tiene objeción alguna contra e! 
nombramiento. En casos excepcionales dicho término podrá 
extenderse hasta sesenta días, de acuerdo con el Nuncio Apos- 
tólico. 


ARTICULO 2? 


Los Arzobispos y Obispos diocesanos y los Coadjutores 
cum iure successionis serán ciudadanos colombianos. 

Antes de tomar posesión de sus diócesis, los Arzobispos y 
Obispos. prestarán un juramento ante el Jefe del Estado en 
Jos términos siguientes: 

“Delante de Dios y sobre los Santos Evangelios, juro y 
prometo, como conviene a un Obispo, fidelidad al Estado Co- 
lombiano. Juro y prometo respetar y hacer que mi clero res- 
pete el ud establecido segün las leyes constitucionales 
de Colombia. Juro y prometo, además, que no participaré, ni 
permitiré que mi clero participe en ningün acuerdo o consejo 
que pueda perjudicar al orden publico o a los intereses de la 
Nación". 

ARTICULO 3? 


La erección de nuevas diócesis y las modificaciones de los 
limites de las existentes se harán por la Santa Sede, previo 
acuerdo con el Gobierno. 

Ninguna parte del territorio colombiano dependerá de un 
der. cuya sede no esté dentro de las fronteras de la Repü- 
blica; y ninguna diócesis colombiana se extenderá más allá 


c 


de dichas fronteras. 

Cuando hayan de erigirse nuevas diócesis, o modificarse 
los limites de las actuales, se procurará que ellas coincidan 
en lo posible con las divisiones QoS del A | 


nacional. 
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ARTICULO 4° 


El Estado Colombiano, acatando las tradiciones y senti- 
mientos religiosos de la Nación, reconoce plenos efectos civiles 
al matrimonio católico, celebrado en conformidad con 1as nor- 
mas del derecho canónico. 


ARTICULO 5? 


Las publicaciones y proclamas del matrimonio católico se 
harán en la forma prescrita por el derecho canónico; pero 
el Estado podrá ordenar también publicaciones civiles, y, con 
este fin, los contrayentes estarán obligados a dar oportuno 
aviso al funcionario competente de su intención de contraer 
matrimonio católico. 


ARTICULO 6? 


Para los efectos del registro civil, el Estado podrá ordenar 
que uno de sus funcionarios presencie la ceremonia religiosa, 
pero en ningún caso la presencia de dicho funcionario será 
necesaria para que el matrimonio canónico produzca los efectos 
civiles. 


ARTICULO 72 


Antes de la celebración dei matrimonio, el sacerdote que 
deba asistir a él exigirá de los contrayentes la presentación 
del certificado auténtico en que conste que el funcionario en- . 
cargado del registro civil ha sido citado para el día, hora y 
lugar en que deba celebrarse el matrimonio. 

Podrá prescindirse de esta citación en el caso de matri- 
monio in articulo mortis; pero el sacerdote que asista a él 
lo comunicará al funcionario encargado del registro civil, 
y le transmitirá el acta respectiva dentro del término de tres 
días, a partir de la celebración del matrimonio. 


Igualmente podrá omitirse este aviso previo cuando Se 
trate de matrimonios que hayan de celebrarse en el curso de 
las Misiones predicadas al pueblo en lugares apartados por lo 
menos veinte kilómetros de la residencia del funcionario a 
quien deba hacerse la notificación. En este caso, el término 
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para transmitir el acta de matrimonio al registro civil será 
hasta de veinte días. 


ARTICULO 8° 


Inmediatamente después de la celebración del matrimonio 


canónico, el sacerdote explicará a los esposos sus efectos civi-. 


les y les leerá los textos de la ley civil que definen los METE COS 
y obligaciones de los cónyuges. 


A continuación se firmará el acta del ona en dos 
ejemplares, por el párroco o su delegado, los contrayentes, 
los testigos y el funcionario del Estado, si estuviere presente. 
Uno de dichos ejemplares será transmitido por el párroco al 
funcionario encargado del registro civil dentro de los seis días 
siguientes al matrimonio. | 


De acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno Colombiano, 
se determinarán los textos de la ley civil que deben ser leidos 
a los contrayentes y se dictarán los demás reglamentos para 
ejecutar las nuevas disposiciones concordatarias sobre matri- 
monio. ` | 

ARTICULO 99 


Las causas de nulidad matrimonial, las dispensas del ma- 
trimonio rato y no consumado, y el procedimiento relativo 
al privilegio paulino son de competencia exclusiva de los Tri- 
bunales y Congregaciones eclesiásticas. 

Las decisiones y sentencias definitivas de estos Tribuna- 
les y Congregaciones serán llevadas. para su revisión al Su- 
premo Tribunal de la Signatura Apostólica y después junto 
con los decretos respectivos de dicho Supremo Tribunal, serán 
iransmitidas al Tribunal Superior de distrito judicial, territo- 
rialmente competente, el cua! dictará su ejecutoria y ordenará 
su inscripción en el registro civil. | 


ARTICULO 10 


La Santa Sede consiente que las causas de separación de 
cuerpos sean juzgadas por los Jueces del Estado. 
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ARTICULO 11 


La Santa Sede y el Gobierno Colombiano convienen en 
que la administración de los cementerios del país, que actual- 
mente está a cargo de las Autoridades eclesiásticas, pase a 
las civiles, reconociéndose a la Iglesia el derecho de velar, de 
acuerdo con estas ültimas, porque se observen el orden y el 
decoro debidos en esos lugares sagrados. 

El Estado dará a las Autoridades eclesiásticas todas las 
facilidades para que puedan cumplir libremente en los ce- 
menterios los actos religiosos que consideren oportunos, y 
también para el sostenimiento de las iglesias o capillas que 
en ellos se encuentren. 


ARTICULO 12 


Con el objeto de verificar el traspaso de la administra- 
ción de todos los cementerios a la competente Autoridad civil, 
se constituirán comisiones mixtas, a razón de una por cada 
diócesis, compuestas de dos miembros, nombrados uno por la 
Autoridad eclesiástica y otro por el Gobierno, las cuales cum- 
plirán su cometido, a más tardar, dentro de un año a partir 
de la fecha del canje de las ratificaciones de esta Convención. 


ARTICULO 13 


Después de todo bautismo, matrimonio o defunción, el 
eclesiástico que tenga a su cargo el registro canónico trans- 
mitirá, dentro de seis días, salvo lo previsto en el artículo 70, 
un ejemplar auténtico de la respectiva partida al funcionario 
encargado del registro civil. 


El Estado Colombiano se obliga a suministrar gratuita- 
mente a los párrocos los modelos impresos o esqueletos para 
el envío de dichas partidas y concederá franquicia postal para 
la correspondencia oficial de las Curias diocesanas y parro- 
quias. 

ARTICULO 14 


Por la presente Convención quedan abrogados los artícu- 
los 15, 16, 17 y 19 del Concordato entre la Santa Sede y la 
Repüblica de Colombia firmado el 31 de diciembre de 1887 
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y los artículos 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23 de la Conven- 
ción Adicional a dicho Concordato firmada el 20 de julio de 


1892. | 
ARTICULO 15 


Si en lo futuor surgiere alguna dificultad en la interpre- 


tación de cualquiera de los artículos precedentes, la Santa. 


Sede y el Gobierno Colombiano buscarán de comun acuerdo 
una solución amistosa. | | 


ARTICULO 16 


La presente Convención, cuyo texto en espanol e italiano 
hará la misma fe, entrará en vigor en la fecha del canje de 
las ratificaciones. 

Hecho en doble ejemplar. 

Ciudad del Vaticano, 22 de abril de 1942. 


(L. S.) L. Card. Maglione 
(L. S.) Darío Echandía 


PROTOCOLO FINAL 


| Al momento de proceder a la firma de la solemne Con- 
vención entre la Santa Sede y la. Republica de Colombia, con- 
cluida en el día de hoy, los infrascritos Plenipotenciarios, 
debidamente autorizados, han hecho de común acuerdo la 
siguiente declaración, que formará parte integrante de ella: 

El Estado Colombiano, con el fin de contribuír a la mejor 
formación del Clero nacional, auxiliará con una suma anual 
de cuarenta mil pesos a los Seminarios Mayores de la Repú- 
blica. 

La distribución de este auxilio entre los distintos Semi- 
narios se hará por la Santa Sede, de acuerdo con el Gobierno 


Colombiano. 
Ciudàd del Vaticano, 22 de abril de 1942. 


(L. S.) L. Card. Maglione. 
(L. S.) Dario Echandia. 
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Embajada de Colombia anie la Sante Sede 
S. d. S. NO 678/42 | | 
Roma, marzo 18 de 1942 
#minencia Reverendisima: 


Antes de proceder a la firma de la solemne Convención 
entre la Santa Sede y la Republica de Colombia gue ha de 
reformar el Concordato de 1887, debo precisar ante Vuestra 
sminencia Reverendisima la interpretación y el alcance que 
el Gobierno colombiano da a las disposiciones die la nueva Con- 
vención relativas ai registro civil del matrimonio católico. 

Mi Gobierno entiende que la inscripción en la competen- 
te oficina del registro civil será condición necesaria para que 
el matrimonio católico produzca los efectos civiles. Tal es el 
alcance que da a los artículos 49 y siguientes de la nueva 
Convención. 

Por consiguiente, en las leyes y decretos reglamentarios, 
se incluirá precisamente una disposición que establezca 1a ne- 
cesidad de dicha inscripción, y se dictarán, además, las sancio- 
nes civiles para el caso en que ella no se haga. Tales sanciones 
consistirán en que el matrimonio católico no produzca. 10s efec- 
ios civiles desde el día de su celebración, sino mediante su ins- 
cripción en el competente registro civil. Por lo demás, el Estado 
deberá inscribir en el registro civil los matrimonios canónicos 
cuya acta sea debidamente transmitida por la competente 
autoridad eclesiástica. | 

Respecto de la sanción civil de las restantes nuevas dispo- 
siciones sobre matrimonio, como las que se refieren a las pu- 
blicaciones, a ia citación del funcionario civil que debe asistir 
ai acto, o a la lectura de las disposiciones de la ley civil, ella 
será también materia de leyes y decretos reglamentarios de la 
nueva convención. | 

Aprovecho gustoso la ocasión para reiterar a Vuestra 
Eminencia Reverendísima las expresiones de mi más alfa con- 
sideración. 

(Fdo.), Darío Echandía 


A Su Eminencia Reverendísima el sefior Cardenal Luigi Maglione, 
Secretario de Estado de Su Santidad, Vaticano. 
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Secretaría de Estado de Su Santidad 
Numero 2571/42 
Del Vaticano, 4 de abril de 1842 


, Traducción N°? 1325-A del italiano. ECM/may. 
Excelencia: 


He tenido el honor de recibir la. importante nota número 


672/42, del 12 de marzo último, en la que Vuestra Excelencia, 
retiriendese a los artículos 49 y siguientes del proyecto de Con- 
vención entre la Santa Sede y. Colombia, declara que su Go- 
bierno considera la inscripción del matrimonio canónico en 
la respectiva oficina de registro como condición. necesaria para 
que dicho matrimonio produzca sus efectos civiles. | 


En consecuencia, me manifiesta Vuestra Excelencia que 
en las leyes y decretos ejecutivos se incluirá una disposición 
que establezca la necesidad de efectuar aquella inscripción, 
faltando la cual el matrimonio canónico no producirá efectos 
civiles. 


Declara, además, Vuestra Excelencia, gue el Estado, por 
su parte, será obligado a inscribir en el registro civil los ma- 
trimonios canónicos cuyas actas sean en debida forma trans- 
mitidas por la competente autoridad eclesiástica. 

En cuanto a las otras disposiciones relativas al matrimo- 
nio, Vuestra Excelencia se refiere a las leyes y decretos que 
habrán de formularse para el cumplimiento de la nueva Con- 
vención. 


Acerca de todo esto, me apresuro a declarar a Vuestra 
Excelencia que la Santa Sede conviene en considerar la ins- 
cripción del matrimonio canónico en el registro civil como 
condición necesaria para que el Estado pueda reconocer al 
mismo matrimonio los efectos civiles, y en que, como conse- 
cuencia, al faltar esa inscripción, no podrán reclamarse efec- 
tos civiles al matrimonio canónico. 


Asimismo, la Santa Sede toma nota de la damnats de 
Vuestra Excelencia sobre el compromiso que asume el Estado 
colombiano de proceder a la inscripción en el registro civil de 
todos los matrimonios canónicos, cuyas actas sean debidamen- 
te transmitidas por la competente autoridad eclesiástica. 








u—————— ——————— 
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Finalmente, conviene la Santa Sede en dejar a los regla- 
mentos ejecutivos la determinación de las demás normas que, 
segun las nuevas disposiciones concordatarias, regulan la ce- 
lebración del matrimonio canónico. 


À este propósito, sin embargo, me cumple hacer notar a 
Vuestra Excelencia que, de acuerdo con el ültimo parágrafo 
del artículo 89 de la nueva Convención, todos los reglamentos 
ejecutivos de las disposiciones sobre matrimonio deberán ser 
formulados de común acuerdo entre la autoridad eclesiástica 
y la civil. 


Queda. asimismo, entendido que los matrimonios secretos, 
cuya celebración sea expresamente autorizada por los Ordi- 
narios por un grave motivo de orden moral, no serán notifica- 
dos al registro civil. La autoridad eclesiástica, no obstante, 
podrá hacerlo en cualquier momento a fin de que sean ins- 
critos en el registro civil y produzcan efectos civiles, sin per- 
juicio de los derechos adquiridos por terceros. 

En lo tocante además al artículo 10, que trata de 12 com- 
petencia en las causas de separación personal, permitirá Vues- 
ira Excelencia gue yo reclame desde ahora una garantía que 
la Sania Sede considera indispensable para proceder, en la 
materia, a una reforma, que no dejará de provocar sorpresa 
en el Clero y en los católicos de Colombia. 


Sabe muy bien Vuestra Excelencia que de acuerdo con el 
artículo 10, la Santa Sede conviene en gue las causas de sepa- 
ración personal, que hasta ahora han sido de la competencia 
exclusiva de los Tribunales eclesiásticos, sean juzgadas por los 
Tribunales del Estado. 


Sabe asimismo Vuestra Excelencia que el Código de De- 
recho Canónico (cánones 1127-1132) contempla razones de 
carácter religioso en virtud de las cuales puede pedirse la sepa- 
ración personal, razones de que no se hace mérito en las códigos 
civiles, como por ejemplo, la apostasia de uno de los cónyuges. 
el peligro de perversión religiosa o moral del otro cónyuge y la 
educación acatólica de la prole. | 

Aún reconociendo que casos de esta índole deben de ser 
raros en Colombia, con todo, ruego a Vuestra Excelencia se 
sirva. garantizarme que en las disposiciones ejecutivas se esta- 
blecerá como norma la aplicación de la legislación canónica 
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por parte del Magistrado civil en las causas en que concurran 
las razones apuntadas. | 

Esta petición de la Santa Sede tiene, por lo demás, su 
fundamento jurídico en el pleno reconocimiento, por parte del 
Estado Colombiano, del matrimonio católico regulado segun 
las normas del Derecho Canónico (artículo 49 del proyecto de 
Convención). 

Aprovecho la oportunidad para renovar a Vuestra Exce- 
lencia los sentimientos de mi consideración más alta y dis- 
tinguida. mE | ME 

(Fdo.) L. Card. Maglione 


A Su Excelencia el señor doctor Dario Echandía, Embajador Ex- 
traordinario y Plenipotenciario de Colombia ante la Santa Sede. 


Embajada de Colombia ante la Santa Sede 


Roma, abril 6 de 1942 | 


Eminencia Reverendisima: 


Tengo el honor de acusar recibo a Vuestra Eminencia Re- 
verendísima de la muy atenta nota nümero 2571/42, de fecha 
4 de abril, con la cual Vuestra Eminencia Reverendisima se 
sirve manifestarme, en respuesta a mi nota número 678/42, 
de fecha 18 de marzo último, que la Santa Sede consiente en 
considerar la inscripción del matrimonio canónico en el com- 
petente registro civil como condición necesaria para que el 
Estado le reconozca los efectos civiles, y que, por tanto, a falta 
de tal inscripción, no se podrán alegar dichos efectos. Esto en 
virtud de lo dispuesto en los artículos 49 y siguientes del pro- | 
yecto de Convención entre la Santa Sede y la Republica de 
Colombia. 


| En consecuencia, es entendido que los matrimonios ca- 
tólicos secretos cuya celebración, de acuerdo con el Derecho 
Canónico, pueda ser autorizada por los Ordinarios en casos 
excepcionales y por graves motivos de orden moral, no serán 
transcritos en el regsitro civil ni producirán, por tanto, efec- 
tos civiles desde el día de su celebración. Si posteriormente y 
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en. cualquier tiempo estos matrimonios fueren publicados e 
inscritos en el competente registro civil, a fin de procurar para 
ellos los efectos civiles, éstos se produciràn dejando a salvo 
todos los derechos de terceros adquiridos con anterioridad a las 
dichas publicación e inscripción. 


En lo tocante al artículo 10 del proyecto de nueva Con- 
vención, por el cual se dispone que las causas de separación 
personal en los matrimonios canónicos sean juzgadas por los 
Tribunales civiles de Colombia, Vuestra Eminencia Reverendí- 
sima considera indispensable que se apliquen en tales juicios 
no sólo las causales de separación previstas por las leyes del 
Estado, sino también aquellas de carácter puramente religioso 
contempladas en el Código de Derecho Canónico, como la 
apostasía de uno de los cónyuges, el peligro de perversión reli- 
giosa o moral del otro, o la educación acatólica de la prole. 

Tengo instrucciones para asegurar a Vuestra Eminencia 
Reverendisima que mi Gobierno entiende que al aplicar el 
artículo 10 de la nueva Convención, los Tribunales civiles co- 
lombianos deberán tener en cuenta como causales de separa- 
ción de cuerpos en el matrimonio católico no sólo las de la 
ley civil, sino también las previstas en el canon 1131 del Có- 
digo de Derecho Canónico y que tienen carácter puramente 
religioso. | 

Ruego a Vuestra Emiencia Reverendísima aceptar las rei- 
teradas seguridades de mi más alta consideración. 


(Fdo.), Darío Echandía 


A Su Eminencia Reverendisima el senor Cardenal Luigi Maglione. 
secretario de Estado de Su Santidad, Vaticano. 


N.B. Este Concordato fue aprobado por la Ley 50 de 1942 (diciem- 
bre 28). Leyes de 1942, página 79, pero las ratiifcaciones no fueron 
canjeadas. 








23. Convenio de 1951 sobre el artículo 25° 
del Concordato. 


Bogotá, marzo 15 de 1951 
Excelentísimo Senor: | 


Tengo el honor de avisar recibo de la nota de Vuestra Ex- 
celencia distinguida con el número 2.300 del 15 de marzo de 
1951, que a la letra dice: 


Nunciatura Apostólica 
NO 2.000, Bogotá, marzo 15 de 1951 
Excelentísimo Señor: 


Como resultado de las conversaciones que he tenido el 
honor de celebrar con Vuestra Excelencia sobre las estipula- 
ciones que debe contener el nuevo acuerdo entre el Gobierno 
de Colombia y la Santa Sede, en desarrollo del artículo XXV 
del Concordato vigente y para sustituir el acuerdo firmado 
en Bogotá el 19 de enero de 1919, me permito proponer a Vues- 
tra Excelencia las siguientes bases que, una vez aceptadas | 
por Vuestra Exelencia constituirían un acuerdo entre las dos 
partes. Dicho acuerdo entraría en vigor a partir de la fecha 
de su aceptación. 

El texto es el siguiente: 





I. El Gobierno de Colombia acepta que el auxilio a las 
diócesis, cabildos y seminarios sea de doscientos cuarenta mil 
pesos ($ 240.000.00) anuales, moneda corriente, pagaderos por 
trimestres vencidos. 


II. Además de la suma que determine el artículo ante- 
rior el Gobierno de Colombia pagará la suma de veintidos 
mil pesos ($ 22.000.00) anuales, moneda corriente, hasta el 
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1? de enero de 1953, fecha en la cual revalorizará dicha suma 
al concluir un nuevo acuerdo sobre Misiones. 


III. El Gobierno de Colombia acepta el que los auxilios 
especiales que leyes vigentes colombianas concedan a deter- 
minadas diócesis en vista de circunstancias particulares no 
queden incluídas en las cifras anteriores. 


IV. La distribución de la suma global indicada para au- 
xilio a las diócesis, no se hará directamente por el Gobierno 
de. Colombia sino que ello se deja al libre criterio de la Nun- 
ciatura Apostólica y del Excelentísimo Episcopado de Colom- 
bia. — m 

V. En la eventualidad de erecciones de nuevas diócesis 
durante el período de vigencia de este Acuerdo, el Gobierno 
tomará en consideración las propuestas que le fueren presen- 
tadas por la Santa Sede para hacer frente a las necesidades 
financieras inherentes a tales erecciones y, también, a las po- 
sibilidades de sostenimiento de las nuevas diócesis. 


VI. La duración del presente Acuerdo será de cinco (5) 
anos. 
.Reitero a Vuestra Excelencia las seguridades de mi mas 
alta y distinguida consideración. 


(Fdo.), Antonio Samore 


A Su Excelencia el Señor doctor 
Gonzalo Restrepo Jaramillo 
Ministro de Relaciones Exteriores 
E. S. D, 


En consecuencia, me complazco en informar a Vuestra 
Excelencia que el Gobierno de Colombia acepta las propuestas 
contenidas en la citada nota y que, de acuerdo con la sugeren- 
cia allí incluída la nota referida y ésta de respuesta, se consi- 
derarán como un acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno 
de Colombia, en desarrollo del Artículo XXV del Concordato 





AAN 
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y para sustituir el firmado en Bogotá el 19 de enero de 1919, 
acuerdo que entrará en vigencia desde el día de hoy. 


Aprovecho esta oportunidad para reiterar a Vuestra Exce- 
lencia los sentimientos de mi más alta y distinguida conside- 


ración. 
(Edo.), Gonzalo Restrepo Jaramillo 


A Su Excelencia Monseñor Doctor Antonio Samoré, 
Arzobispo Titular de Tirnovo, Nuncio Apostólico, 
Ciudad. - 


Embajada de Colombia ante la Santa Sede. 
Volumen XV, 1951. 

Enero a Junio. 

Misión Luis Ignacio Andrade. 

Página 238. 

















24. Convenio de Misiones de 1953 


| Bogotá, 29 de enero de 1953 


Su Santidad el Sumo Pontifice Pío XII y el Presidente de 
la Repüblica de Colombia, Encargado, Excelentísimo sefior doc- 
tor Roberto Urdaneta Arbeláez, deseosos de ajustar una nueva 
Convención sobre Misiones que sustituya la firmada en Bogotá 
el cinco (5) de mayo de mil novecientos veintiocho (1928) por 
el Excelentísimo y Reverendisimo Monseñor Paolo Giobbe, 
Arzobispo Titular de Tolemaida, Nuncio Apostólico en Colom- 
bia, y el Excelentísimo señor don Carlos Uribe, Ministro de 
Relaciones Exteriores de Colombia. 

Han designado sus Plenipotenciarios, a saber: 

Su Santidad ei Papa Pio XII, al Excelentísimo y Reveren- 
disimo Monseñor Antonio Samoré, Arzobispo Titular de Tir- 
novo, Nuncio Apostólico en Colorabia, y 

Su Excelencia el Presidente de la Republica de Colombia, 
Hacargado, al Excelentísimo señor doctor Juan Uribe Holguín, 
Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia, 

Quienes, después de haber canjeado sus plenos poderes y 
de haberlos hallado en buena y debida forma, han convenido 
en lo siguiente: 


Artículo 19—La Santa Sede y el Gobierno de Colombia 
aceptan complacidos la oferta que, por conducto de los Supe- 
riores respectivos, han hecho o puedan hacer las diferentes 
Ordenes y Congregaciones religiosas de continuar con las Mi- 
siones que actualmente tienen o de tomar a su cargo aquellas 
que les fueren asignadas, suministrando el personal que el 
sostenimiento y desarrollo de dichas Misiones exijan. 

El Gobierno de Colombia extenderá un documento espe- 
cial de identidad a los Misioneros radicados en el país o que 
vengan en calidad de tales, que los hará acreedores a las ma- 
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yores facilidades de tránsito y a preferente atención por parte 
de las autoridades colombianas, civiles y militares. | 


| Articulo 2°—Las Misiones a que se refiere la presente Con- 
vención incluyen los siguientes territorios de la República: 


a) Once (11) territorios erigidos en Vicariatos Apostó- 
licos, a saber: Caquetà (Vicariato de Florencia), Casanare 
(Vicariato de Casanare), Guajira (Vicariato de Riohacha), 
Pacífico (Vicariato de Buenaventura), Putumayo (Vicariato 
de Sibundoy), Rio Atrato (Vicariato de Quibdó), Rio Cesar, 
(Vicariato de Valledupar), Río Magdalena (Vicariato de Ba- 
rrancabermeja), Ríos Meta y Vichada (Vicariato de Villavi- 
cencio), Rio San Jorge (Vicariato de San Jorge) y Rio San 
Juan (Vicariato de Istmina) ; | | | 


b) Siete (7) ierritorios erigidos en Prefecturas Apostó- 
licas, a saber: Arauca (Prefectura de Arauca), Labateca (Pre- 
fectura de Labateca), Río Amazonas (Prefectura de Leticia) ; 
Ríos Minas y Patía (Prefectura de Tumaco), San Andrés y 
Providencia (Prefectura de San Andrés y Providencia), Tie- 
rradentro (Prefectura de Tierradentro) y Vaupés (Prefectura 
de Mitú). E 2 


La Santa Sede podrá erigir libremente otros Vicariatos y 
Prefecturas Apostólicas, así como dividir o hacer segregacio- 
nes de los que en Ja actualidad existen, dando aviso previo a! 
Gobierno de Colombia, cuya aquiescencia será necesaria para 
que las estipulaciones contenidas en los artículos quinto, sex- 
to, séptimo, noveno, undécimo y décimosexto de la presente 
Convención se extiendan a los Vicariatos o Prefecturas, erigidos 
en todo o en parte, con territorios no incluidos dentro de los 
especificados en los ordinales a) y b) de este artículo. 


Articulo 39—Los límites de las Misiones actuales se fijan 
en un apéndice a la presente Convención. Los de las que en 
lo sucesivo se erijan constarán en canje de notas. 


Artículo 40-—Las Misiones que administren territorios co- 
lindantes con los países vecinos de Colombia se esforzarán en 
establecer residencias y centros Misionales en los principales 
puntos limítrofes. La fundación de pueblos en dichos puntos 
será objeto del apoyo más decidido por parte de las autorida- 
des colombianas. 
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| Artículo 59—El Gobierno de Colombia, como justa com- 
pensación del sacrificio que hacen los Misioneros para evan- 
gelizar a los indígenas, contrae la obligación de proveer a las 
Misiones de que trata la presente Convención de los auxilios 
fiscales fijados en el artículo sexto y en el séptimo. 





Artículo 69—El Gobierno de Colombia contribuirá anual- 
mente con la suma de treinta mil pesos ($ 30.000.00) para 
cada uno de los Vicariatos y Prefecturas Apostólicas mencio- 
nados en los ordinales a) y b) del artículo segundo de esta 
Convención. Además, contribuirà anualmente con la suma de 
trescientos sesenta mil pesos ($ 360.000.00), destinada a suplir 
las necesidades extraordinarias que las Misiones puedan tener. 

Los pagos aquí estipulados los hará el Gobierno de Colom- 
bia por semestres anticipados del calendario, dentro de los 
primeros sesenta (60) días del respectivo semestre. Consiguien- 
temente, el total será sufragado en dos (2) contados semes- 
trales, que se pagarán a la Santa Sede por conducto de la 
Nunciatura Apostólica en Bogotá. 





Parágrafo.—Es entendido que los auxilios mencionados en 
el presente artículo sustituyen íntegramente los del artículo 
sexto de la Convención entre las Altas Partes Contratantes 
firmada el cinco (5) de mayo de mil novecientos veintiocho 
(1928). 


Artículo 72—El Gobierno de Colombia, sin perjuicio de las 
contribuciones sefialadas en el artículo anterior, auxiliará con 
los recursos de su presupuesto ordinario y en 1a medida de sus 
posibilidades la construcción de orfanatos, escuelas, dispensa- 
rios o centros de salud y demás establecimientos de beneficen- 
cia en los territorios Misionales. Asimismo, el Gobierno de 
Colombia buscará la manera de que se incrementen los auxi- 
lios departamentales y municipales a favor de la educación y 
beneficencia en los mismos territorios. 


Como estímulo para la formación del clero indígena co- 
lombiano, segün los deseos de la Santa Sede, el Gobierno de 
Colombia ayudará efectivamente y en la medida de sus posi- 
bilidades a la construcción de Seminarios en los territorios 
Misionales y al sostenimiento de algunas becas en los Semi- 
narios ya establecidos o que se establezcan en el futuro. 
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Artículo 8°—Los jefes de las Misiones mencionadas en los 
ordinales a) y b) del artículo segundo de esta Convención y 
los de las Misiones que en el futuro se establezcan darán cuen- 
ta directamente a la Nunciatura Apostólica en Colombia de 
la inversión que hagan cada año de los auxilios recibidos del 
Gobierno de Colombia. 


De tales inversiones dará cuenta, a su vez, la Nunciatura 
Apostólica, para fines informativos, al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores. 


Artículo 99—Con el objeto de que la educación se oriente 
en los territorios Misionales dentro del espíritu y de acuerdo 
con las enseñanzas de la Iglesia Católica, Apostólica y Roma- 
na, el Gobierno de Colombia confía a los Prelados Jefes de 
Misiones las siguientes atribuciones de Ace ción y meanen 
de la misma educación: 


a) Crear y trasladar las escuelas públicas primarias, se- 
cundarias, vocacionales agricolas y normales, cinendose a las 
normas de esta Convención; 


b) Hacer para dichas escuelas primarias, secundarias, 
vocacionales-agrícolas y normales, ciñéndose a las normas de 
esta Convención, los nombramientos, promociones y remo- 
ciones de maestros y el señalamiento de sus sueldos; | 


c) Inspeccionar y velar a efecto de que la enseñanza en 
los centros educacionales del respectivo territorio Misional, 
comprendidos los privados, se oriente de conformidad con los 
articulos doce, trece y catorce del Concordato vigente. En.los 
casos en que, por razón de normas legales colombianas hoy 
vigentes o que en un futuro lleguen a regir, se requiera licen- 
cia de alguna autoridad colombiana para la apertura o fun- 
cionamiento de centros educacionales privados, la respectiva 
autoridad colombiana oirá antes de decidir al correspondiente 
Prelado Jefe de Misión. Nada de lo establecido en el presente 
ordinal regirá para centros privados destinados exclusivamente 
a la educación de hijos de extranjeros no católicos; 


d) Distribuir los útiles y organizar los restaurantes es- 
colares para las escuelas pemanas, ciñéndose a las normas de 
la presente Convención. 
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Parágrafo primero.—El Gobierno de Colombia se obliga a 
incluir en sus presupuestos anuales las partidas necesarias 
para el correcto funcionamiento de las escuelas en los territo- 
rios Misionales, en nümero suficiente, con sueldos adecuados 
| para los maestros, lo cual deberá acordarse previamente cada 
ano. 


Parágrafo segundo.—La creación y traslado de escuelas y 
los nombramientos, promociones y remociones de que trata 
este artículo, así como fijación de sueldos, deberán ser apro- 
bados o podrán ser improbados por la respectiva autoridad 
colombiana dentro de los tres (3) meses siguientes a la fecha 
en la cual el correspondiente Despacho reciba la copia de las 
actas en que consten las medidas mencionadas. 


Parágrafo tercero.—La improbación tendrá el efecto de 
suspender la ejecución de la medida del Prelado Jefe de la 
Misión hasta que no se logre un acuerdo entre la respectiva 
autoridad colombiana y el correspondiente Prelado. 


Parágrafo cuarto.—El traslado de escuelas de que trata el 
ordinal a) del presente artículo y las remociones de maestros 
a que se refiere el ordinal b) del mismo, no podráan ser im- 
probados por la autoridad colombiana correspondiente cuando 
obedezcan a motivos de orden religioso o moral, pero en estos 
casos la copia del acto respectivo se acompañará, por lo me- 
nos, de una declaración explícita del Prelado de que existen 
uno u otro motivo o ambos. 


Artículo 10.—Dada la trascendencia que tiene para la na- 
ción colombiana la evangelización en la Religión Católica de 
los indigenas y teniendo en cuenta las condiciones particula- 
res en que éstos se encuentran, las autoridades del Gobierno 
de Colombia darán a los Misioneros Católicos especial apoyo 
y protección para que puedan desarroliar su obra libremente 
y sin obstáculos. 


Artículo 11.—El Gobierno de Colombia se obliga a conce- 
der, en los lugares donde las hubiere y por el tiempo de la 
duración de la presente Convención, la cantidad de tierras 
baldías requeridas, en concepto de dicho Gobierno, para el ser- 
vicio de las Misiones las cuales tierras se destinarán para huer- 
tas, sembrados, dehesas, etc. Las concesiones de estos terrenos 
primarán sobre toda otra concesión, excluyendo los que se des- 
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tinen a ia construcción de vías públicas o la explotación del 
subsuelo, y se otorgarán de conformidad con las leyes vigen- 
tes al tiempo de otorgarlas. | 

#1 Gobierno de Colombia solicitará concepto al respectivo 
Jefe de la Misión sobre la adjudicación de baldíos y parcela- 
ción de resguardos, a fin de allegar así mejor información res- 
pecto de los derechos ya adquiridos por los indígenas. | 


Artículo 12.—Con el objeto de evitar cualquier peligro de 
opresión para los indígenas y de persecución para ios Misione- 
ros, el Gobierno de Colombia se obliga a fomentar la buena 
inteligencia entre sus agentes y los respectivos Jefes de Misio- 
nes y a impedir por los medios a su alcance que ella se per- 
turbe. El nombramiento de funcionarios civiles para los 
territorios Misionales recaerá en personas de todo punto de 
vista recomendables y reconocidamente favorables a las Misio- 
nes y religiosos Misioneros. Quedará reservada a las autorida- 
des supremas de las Altas Partes Contratantes la solución de 
las cuestiones gue puedan suscitarse entre la autoridad civil 
y el Jefe de cada Misión a causa de medidas tomadas por éste 
en guarda del bien espiritual y de los intereses materiales de 
los indígenas o en ejercicio de las funciones especiales asig- 
nadas por el articulo décimo tercero de esta Convención y será 
causa suficiente de remoción de los empleados del Gobierno 
una queja del Jefe de la Misión, siempre que se funde en 
hechos comprobados. 


Articulo 13.—Para estimular a los indigenas a reunirse 
primeramente en familias y a agruparse luego en las reduccio- 
nes y con el objeto de facilitar, al mismo tiempo, a la autori- 
dad civil el desempeno de las funciones que le incumben, el 
Jefe de la respectiva Misión aunará al fin primordial de su 
cargo, que es el de la civilización cristiana, el del fomenio de 
la prosperidad material del territorio y de los indigenas en él 
establecidos. Cuidará, por lo tanto, de estudiar dilizentemente 
los productos de la región a su cargo y enviará informes 2j 
Gobierno de Colombia, proponiéndole los métodos adecuados 
para derivar mayores ventajas de esos productos. Cuidará tam- 
bién de difundir entre los indígenas las industrias más acon- 
sejables. El Gobierno de Colombia, por su parte, se obliga a 
ayudar a los Jefes de las Misiones en el desarrollo de la agri- 
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cultura y de la industria y a amparar eficazmente las propie- 
dades de los indígenas. 


Artículo 14.—Los Ordinarios de los territorios de Misiones 
gozarán en Colombia de los mismos privilegios que los otros 
Ordinarios diocesanos en relación con el fuero judicial de 
acuerdo con la Convención adicional al Concordato promulga- 
da por la Ley colombiana treinta y cuatro (34) de mil ocho- 
cientos noventa y dos (1892). 


Artículo 15.—El Jefe de cada Misión designará, con la 
aprobación del Representante Pontificio en Bogotá, un síndico 
o Procurador Eclesiástico, a efecto de representarlo en todas 
las gestiones administrativas. | 


Articulo 16.—La presente Convención, sea cual fuere el 
numero de Vicariatos y Prefecturas Apostólicos que existan 
durante el término de su vigencia, permanecerá en vigor desde 
la fecha de su firma hasta el primero (19) de enero de mil 
novecientos setenta y ocho (1978), pero para meramente los 
efectos fiscales se considerará que rige desde el primero del 
ines en curso. 

n lo que se refiere a la cuantía de los auxilios fiscales, 
las Altas Partes Contratantes harán cada cinco (5) años un 
estudio a efecto de determinar si es el caso de modificarlos en 
consideración a variaciones sustanciales en el costo de la vida 
en el país, ello sin perjuicio de que el Gobierno de Colombia 
pueda contribuir con una suma mayor, si, en concepto de éste, 
el desarrollo de las Misiones así lo exige. | 

kn fe de lo cual, los expresados Plenipotenciarios firman, 
en doble ejemplar, la presente Convención y la sellan con sus 
respectivos sellos, en Bogotá, a veintinueve (29) de enero de 
mil novecientos cincuenta y tres (1953). 


t Antonio Samoré 
Nuncio Apostólico 


Juan Uribe Holguin 
Ministro de Relaciones Exteriores 








29. Convenio de 1956 sobre el ar tículo 25 
.— del Concordato | 


Nümero D. 18 | 
| i Bogotá, 29 de diciembre de 1956 


Excelencia Reverendísima: 


Tengo el honor de contestar a la nota de Vuestra Excelen- 
cia distinguida con el número > 8080 del 29 de diciembre de 1956, 
que a la lerra dice: 


d unclatura Apostólica. 

N? 8080. | 
| Bogotá, 29 de diciembre de 1956 
Excelentísimo sefior: | 


Refiriéndome a las conversaciones que he tenido el honor 
de celebrar con Vuestra Excelencia sobre las estipulaciones que 
debe contener el nuevo Acuerdo entre la Santa Sede y el Go- 
bierno de Colombia, en desarrollo del artículo 25 del Concor- | 
dato vigente y para sustituír el Acuerdo firmado en Bogotá 
el 15 de marzo de 1951, me permito proponer las siguientes 
bases que, una vez aceptadas, constituirían un acuerdo entre 
las dos Partes. Su texto es el siguiente: 


I. El Gobierno de Colombia, teniendo en cuenta la erec- 
ción de las nuevas circunscripciones eclesiásticas creadas du- 
rante el período de vigencia del Acuerdo firmado el 15 de 
marzo de 1951 y las necesidades actuales de sostenimiento de 
las diócesis de Colombia, acepta que el auxilio a las diócesis, 
cabildos, seminarios y otras obras propias de la acción civili- 
zadora de la Iglesia sea de ochocientos setenta mil pesos 
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($ 870.000.00) anuales, moneda corriente, pagaderos por se- 
mestres vencidos. 


II. ElGobierno de Colombia acepta que los auxilios espe- 
ciales que leyes vigentes colombianas concedan a determinadas 
diócesis en vista de circunstancias particulares no pueden ser 
incluidos en la cifra anterior. 


III. La distribución de la suma global indicada en el 
parágrafo I se hará en la siguiente forma: el aumento de la 
cuota, fijado en cuatrocientos treinta y cinco mil pesos 
($ 435.000.00) anuales, moneda corriente, se distribuirá a las 
diócesis de común acuerdo entre el Gobierno de Colombia y 
la Nunciatura Apostólica, teniendo en cuenta el proyecto que 
ésta presente, mientras que se deja al libre criterio de la Nun- 
ciatura Apostólica y del Excelentísimo Episcopado de Colombia 
la distribución de la cuota anteriormente vigente, al tenor del 
Acuerdo del 15 de marzo de 1951. 


IV. En la eventualidad de erecciones de nuevas diócesis 
durante el período de vigencia de este Acuerdo, el Gobierno 
tomará en consideración las propuestas que le fueren presen- 
tadas por la Santa Sede para hacer frente a las necesidades 
económicas inherentes a tales erecciones y, también, a las 
posibilidades de sostenimiento de las nuevas diócesis. 


V. El presente Acuerdo entrará en vigor el 19 de enero 
de 1957 y durará hasta el 19 de enero de 1962. 


Reitero a Vuestra Excelencia las seguridades de mi mas 
alta y distinguida consideración. 


Paolo Bertoli, 
Nuncio Apostólico 


A Su Excelencia el señor doctor José Manuel Rivas Sacconi, 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
E. S. D. 
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Me complazco en comunicar a Vuestra Excelencia que ei 
Gobierno de Colombia acepta las estipulaciones contenidas 
en la nota transcrita y que, en conformidad con la sugerencia 
alli incluida, la nota en referencia y esta de respuesta se con- 
sideraràn como un Acuerdo entre el Gobierno de Colombia y 
la Santa Sede, en dosarrollo del articulo 25 del Concordato 
vigente, Acuerdo que sustituye el contenido en cl canje de 
notas del 15 de marzo de 1951. 


Aprovecho esta oportunidad para reiterar a Vuestra Ex. 
celencia los sentimientos de mi más alta y distinguida consi- 
deración. o | | 
| José Manuel Rivas Sacconi 


A Su Excelencia Reverendisima Monseñor Paolo Bertoli, 
Nuncio Apostólico. 
La ciudad. 











26. Acuerdo de 1962 por canje de notas sobre el artículo 2 
del Concordato 


Da 


2 Mayo 29 de 1962 
Excelentísimo señor Ministro: 

En relación con los términos de las Notas iniciales cru- 
zadas entre Vuestra Excelencia y esta Nunciatura Apostólica, 
distinguidas con los números 4892 y D-550, de fechas 30 de 
diciembre de 1961 y 7 de marzo de 1962, respectivamente, tengo 
el honor de manifestar a. Vuestra Excelencia que la Santa Sede 
expresa su conformidad por lo tocante a la celebración de un 
nuevo Acuerdo entre Ella y el Gobierno de Colombia, en desa- 
trollo del Articulo 23 del Concordato y en sustitución del que 
nabía sido estipulado el 29 de diciembre de 1956. 

El texto será el siguiente: 


1—Bi Gobierno de Colombia accede a que el auxilio na- 
cional a las Diócesis, Cabildos y Seminarios sea, en adelante, 
de un millón doscientos cuarenta mil pesos moneda legal 
($ 1.240.000), a razón de cuarenta mil pesos moneda. legal 
($ 40.000) por cada una de las Diócesis existentes en la actua- 
lidad, esto es, treinta y una (31). El auxilio acordado conti- 
nuara pagándose por semestres vencidos. 


11.—£l Gobierno de Colombia conviene en que los auxilios 
especiales que eventualmente se concedieren a determinadas 
Diócesis, en vista de circunstancias particulares, no sean in- 
cluidos en las cifras anteriores. 


111.—La distribución de la suma global señalada para au- 
zilio de las Diócesis, Cabildos y Seminarios no se hará directa- 
mente por el Gobierno de Colombia, sino que se deja al recto 
criterio de la Nunciatura Apostólica y del Venerable Episco- 
pado de la Nación. 








AA 
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IV.—En el caso de erección de nuevas Diócesis, durante 
el periodo de vigencia del presente Acuerdo, el Gobierno de 
Colombia tomará en consideración las propuestas que le fueren 
presentadas por la Santa Sede para hacer frente a las necesi- 
dades financieras inherentes a tales erecciones y también a la 
posibilidad de sostenimiento de las nuevas Diócesis. 


V.—El presente Acuerdo entra en vigor el día 19 ed 
de 1962 y durará hasta el día 19 de enero de 1967. 


V1.— (Transitorio). En vista de que el Presupuesto Nacio- 
nal para el año de 1962 ya ha sido expedido, y en previsión 
de que no sea posible obtener la aprobación de una partida 
adicional destinada a cubrir el aumento contemplado en el 
presente Acuerdo, el Gobierno de Colombia y la Nunciatura 
Apostólica convienen en que el pago de tal aumento se lleve 
a cabo al final del segundo semestre de 1962. 


Por tanto, las cláusulas consignadas en la presente comu- 
nicación son iguales a las contenidas en la Nota de Vuestra 
Excelencia señalada con el número D-1132, del 29 de mayo 
del corriente año, que constituyen un Acuerdo formal por 
Canje de Notas entre el Gobierno de Colombia y la Santa Sede 
Apostólica, en desarrollo del artículo 25 del Concorato 
vigente. | | | 


Aprovecho complacido esta oportunidad para renovar a 
Vuestra Excelencia las manifestaciones de mi más alta y dis- 
tinguida consideración. 


(Fdo.) José Paupini, 
Nuncio Apostólico de Su Santidad. 


Al Excelentísimo señor doctor 
José Joaquín Caicedo Castilla, | 
Ministro de Relaciones Exteriores 
Ciudad 
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Bogotà, mayo 29 de 1962 


Excelencia: 


- En relación con los términos de las notas inicialmente 
cruzadas entre Vuestra Excelencia y este Ministerio, número 
4892 y D-550, de fecha 30 de diciembre de 1961 y 7 de marzo 
del presente aiio, respectivamente, tengo el honor de manifes- 
tar a Vuestra Excelencia que el Gobierno de Colombia expresa 
su conformidad para lo tocante a la celebración de un nuevo 
Acuerdo con la Santa Sede Apostólica, en desarrollo del ar- 
ticulo 25 del Concordato y como sustitución del Acuerdo del 
29 de diciembre de 1956. 


E] texto será el siguiente: 


1.—El Gobierno de Colombia accede a que el auxilio na- 
cional a las Diócesis, Cabildos y Seminarios sea en adelante 
de un millón doscientos cuarenta mil pesos moneda legal 
($ 1.240.000), a razón de cuarenta mil pesos ($ 40.000) para 
cada una de las Diócesis existentes en la actualidad, o sea 
treinta y una. El auxilio acordado continuará pagándose por 
semestres vencidos. 


IT. —El Gobierno de Colombia conviene en que los auxilios 
especiales que eventualmente se concedieren a determinadas 
Diócesis, en vista de circunstancias particulares, no sean in- 
ciuídos en las cifras anteriores. 


III —La distribución de la suma global señalada para au- 
xilio de las Diócesis, Cabildos y Seminarios no se hará directa- 
mente por el Gobierno de Colombia, sino que se deja al recto 
criterio de la Nunciatura Apostólica y del Excelentismo Episco- 
pado de la Nación. : | 


IV.—En el caso de erección de nuevas Diócesis durante el 
período de vigencia del presente Acuerdo, el Gobierno de Co- 
lombia tomará en consideración las propuestas que le fueren 
presentadas por la Santa Sede, para hacer trente a las necesi- 
dades financieras inherentes a tales erecciones y también a la 
posibilidad de sostenimiento de las nuevas Diócesis. 


V.—El presente Acuerdo entra en vigor el 19 de enero del 
año de 1962 y durará hasta el 19 de enero del año de 1967. 
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VI.— (Transitorio). En vista de que el Presupuesto Nacio- 
nal para el año de 1962 ya ha sido expedido y en previsión de 
que no sea posible obtener la aprobación de una partida adi- 
cional destinada a cubrir el aumento contemplado en el pre- 
sente Acuerdo, el Gobierno de Colombia y la Nunciatura 
Apostólica convienen en que el pago de tal aumento se lleve 
a cabo al final del segundo semestre de 1962. 


For tanto, las cláusulas consignadas en la presente co- 
municación, así como la respuesta que en iguales términos 
tenga a bien dar Vuestra Excelencia, constituirá Acuerdo 
formal por canje de notas entre el Gobierno de Colombia y la 
Santa Sede Apostólica, en desarrollo del artículo 25 del Con- 
cordato. 

Aprovecho complacido esta oportunidad para renovar a 
Vuestra Excelencia las manifestaciones de mi más alta y dis- 
tinguida consideración. 


(Fdo.) José Joaquin Caicedo Castilla. 


A Su Excelenc'a Reverendisima 
Monsefior José Paupini, 

Nuncio Apostólico de Su Santidad 
La ciudad. 




















21. Concordato de 1975, protocolo final y acta de canje 
de los instrumentos de ratificación 


La República de Colombia y la Santa Sede con el propósito ` 
de asegurar una fecunda colaboración para el mayor bien 
de la Nación colombiana, animados por el deseo de tener en 
cuenta las nuevas circunstancias que han ocurrido, tanto, 
para la Iglesia Católica, Apostólica y Romana como para la 
Republica de Colombia desde 1887, fecha del Concordato sus- 
crito entre ellas, han determinado celebrar un nuevo Concor- 
dato, que constituye la norma que regulará en lo sucesivo, 
Sobre bases de recíproca deferencia y mutuo respeto, las rela- 
ciones entre la Iglesia Católica y el Estado. | 

Con tal fin, Su Excelencia el Presidente de Colombia, señor 
doctor Misael Pastrana Borrero, ha designado como su Ple- 
nipotenciario | 

A Su Excelencia el señor doctor Alfredo Vázquez Carri- 
2059, Ministro de Relaciones Exteriores; y Su Santidad el Papa 
Paulo VI ha designado como su Plenipotenciario 

A Su Excelencia Monseñor Angelo Palmas, Arzobispo titu- 
lar de Vibiana, Nuncio Apostólico en Bogotá, quienes, después 
de canjear sus respectivos Plenos Poderes, hallados en buena 
y debida forma, han convenido en lo siguiente: 


ARTICULO I 


El Estado, en atención al tradicional sentimiento católico 
de la Nación colombiana, considera la Religión Católica, Apos- 
tólica y Romana como elemento fundamental del bien comun 
y del desarrollo integral de la comunidad nacional. 


El Estado garantiza a la Iglesia. Católica y a quienes a ella | 
pertenecen el pleno goce de sus derechos religiosos, sin per 
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juicio de la justa libertad religiosa de las demás confesiones 
y de sus miembros, lo mismo que de todo ciudadano. 


ARTICULO U 


La iglesia Católica conservará su plena libertad e inde- 
pendencia de la potestad civil y por consiguiente podrá ejercer 
libremente toda. su autoridad espiritual y su jurisdicción ecle- . 
siástica, conformándose en su gobierno y administración con 
sus propias leyes. | 
ARTICULO III 


La Legislación Canónica es independiente de la civil y no 
forma parte de ésta, pero será respetada por las autoridades 
de la Republica. 

ARTICULO IV 


El Estado reconoce verdadera y propia personería jurídica 
a la iglesia, Católica. Igualmente a las Diócesis, Comunidades 
religiosas y demás entidades eclesiásticas a las que la ley canó- 
nica otorga personería jurídica, representadas por su legítima 
autoridad. 


Gozarán de igual reconocimiento las entidades eclesias- 

cas que hayan recibido personería jurídica por un acto de la 

: gítima autoridad, de conformidad con las leyes canónicas. 
Fara gue sea efectivo el reconocimiento civil de estas últimas 
basta que acrediten con certificación su existencia canónica. 


ARTICULO V 


La Iglesia, consciente de la misión que le compete de ser- 
vir a la persona humana, continuará cooperando para el desa- 
rrollo de ésta y de la comunidad por medio de sus instituciones 
y servicios pastorales, en particular mediante la educación, la 
enseñanza, la promoción social y otras actividades de público 
beneficio, 

ARTICULO VI 


El Estado y la Iglesia colaborarán en la pronta y eficaz 
promoción de las condiciones humanas y sociales de los indí- 
genas y de la población residente en zonas marginadas sus- 
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ceptibles de un régimen canónico especial. Una Comisión 
Permanente integrada por funcionarios designados por el Go- 
bierno Nacional y prelados elegidos por la Conferencia Epis- 
copal, reglamentada de común acuerdo, programará y vigilará 
el desarrollo progresivo de los planes que se adopten. 

Las funciones de la Comisión Permanente serán ejercidas 
sin perjuicio de la autoridad propia de planeación del Estado 
y sin que la Iglesia tenga a su cargo actividades ajenas a su 
naturaleza y misión. 


ARTICULO VII 


El Estado reconocerá plenos efectos civiles al matrimonio 
celebrado de conformidad con las normas del derecho canó- 
nico. Para la efectividad de este reconocimiento la competente 
autoridad eclesiástica transmitirá copia auténtica del Acta 
al correspondiente funcionario del Estado quien deberá inscri- 
birla en el registro civil. | 


ARTICULO VIII 


Las causas relativas a 1a nulidad o a la disolución del 
vinculo: de los matrimonios canónicos, incluidas las que se 
refieren a las dispensas del matrimonio rato y no consumado, 
son de competencia exclusiva de los Tribunales Eclesiásticos 
y Congregaciones de la Sede Apostólica. 


Las decisiones y sentencia de éstas, cuando sean firmes v 
ejecutivas, conforme al derecho canónico, serán transmitidas 
al Tribunal Superior del Distrito Judicial territorialmente com- 
petente, el cual decretará su ejecución en cuanto a efectos ci- 
viles y ordenará su inscripción en el registro civil. 


ARTICULO IX 


Las Altas Partes Contratantes convienen en que las causas 
de separación de cuerpos de los matrimonios canónicos sean 
tramitadas por los Jueces del Estado, en primera instancia 
ante el Tribunal Superior respectivo y en eee instancia 
ante la Corte Suprema de Justicia. | 


A solicitud de uno de los cónyuges la causa respectiva sé 
suspenderá en primera instancia y por una sola vez, durante 
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ireinta dias, para dar lugar a la acción conciliadora y pastoral 
de la Iglesia, salvo la competencia del Tribunal para adoptar 
las medidas precautelativas que estime convenientes. Vencido 


el plazo el respectivo Tribunal reanudará el trámite correspon- 


diente. 
ARTICULO X 


19—E] Estado garantiza a la Iglesia Católica la libertad - 


de fundar, organizar y dirigir bajo la dependencia de la autori- 
dad eclesiástica centros de educación en cualquier nivel, espe- 
cialidad y rama de la enseñanza, sin menoscabo del derecho 
de inspección y vigilancia que corresponde al Estado. 


20—La Iglesia Católica conserva su autonomía para esta- 


blecer, organizar y dirigir facultades, institutos de ciencias 


eclesiásticas, seminarios y casas de formación de religiosos. El 
reconocimiento por el Estado de los estudios y de los títulos 
otorgados por dichos centros será objeto de reglamentación 
posterior. 


ARTICULO XI 


A fin de hacer más viable el derecho que tienen las fami- 
lias de escoger libremente centros de educación para sus hijos, 
el Estado contribuirá equitativamente, con fondos del Pre- 
supuesto Nacional, al sostenimiento de planteles católicos. 


ARTICULO XII 


En desarrollo del derecho que tienen las familias católicas 


de que sus hijos reciban educación religiosa acorde con su fe, 
los planes educativos, en los niveles de primaria y secundaria, 
incluirán en los establecimientos oficiales enseñanza y forma- 
ción religiosa según el Magisterio de la Iglesia. Para la efecti- 
vidad de este derecho, corresponde a la competente autoridad 
eclesiástica suministrar los programas, aprobar los textos de 
enseñanza religiosa y comprobar cómo se imparte dicha ense- 
ñanza. La autoridad civil tendrá en cuenta los certificados de 
idoneidad para enseñar la religión, expedidos Dor la compe- 
tente autoridad eclesiástica. 


El Estado propiciará en los niveles de educación superior 


la creación de institutos o departamentos de ciencias superio- 
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res religiosas, donde los estudiantes católicos tengan opción 
de perfeccionar su cultura en armonia con su fe. 


ARTICULO XIII 


Como servicio a la comunidad en las zonas marginadas, 
necesitadas temporalmente de un régimen canónico especial, 
la Iglesia colaborará en el sector de la educación oficial me- 
diante contratos que desarrollen los programas oficiales res- 
pectivos y contemplen las circunstancias y exigencias especí- 
ficas de cada lugar. Tales contratos celebrados con el Gobierno 
Nacional se ajustarán a criterios previamente acordados enire 
éste y la Conferencia Episcopal, de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo VI. 


ARTICULO XIV 


El derecho de nombrar Arzobispos y Obispos corresponde 
exclusivamente al Romano Pontífice. La Santa Sede antes de - 
proceder al nombramiento de un Arzobispo u Obispo residen- 
cial, o de un coadjutor con derecho a sucesión, que deberá 
recaer en ciudadano colombiano, comunicará al Presidente de 
la República el nombre de la persona escogida, a fin de saber 
si tiene objeciones de carácter civil o politico. Se entenderá 
que ellas no existen si no las manifiesta dentro de treinta días. 
Estas gestiones se adelantarán por ambas partes con la mayo! 
diligencia y reserva. 

ARTÍCULO XV 


La Santa Sede podrá erigir nuevas circunscripciones ecle- 
siásticas y modificar los límites de las existentes, cuando lo 
creyere oportuno para el mejor desempeño de la misión de la 
iglesia. Con tal finalidad informará previamente al Gobierno, 
accgiendo las indicaciones justas y convenientes que de él 
reciba. 

ARTICULO XVI 


La Santa Sede conviene en elevar con la mayor celeridad 
posible las jurisdicciones misionales a la categoría de diócesis, 
a medida que el desarrollo de las regiones resulte armónico 
. con las exigencias pastorales diocesanas. 
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ARTICULO XVII 


La atención espiritual y pastoral de los miembros de las 
Fuerzas Armadas se ejercerá por medio de ia Vicaria Castrense, 
según normas y reglamentos dictados al efecto por la Santa 
Sede, de acuerdo con el Gobierno. | 


ARTICULO XVIII 


Los clérigos y religiosos no podrán ser obligados a desem- 
peñar cargos públicos incompatibles con su ministerio y pro- 
fesión religiosa y estarán además exentos del servicio militar. 


ARTICULO XIX 


Continuarán deferidas a los Tribunales del Estado las cau- 
sas civiles de los clérigos y religiosos y las que se refieren a la 
propiedad y derechos temporales de las personas jurídicas 
eclesiásticas, como también los procesos penales contra aqué- 
llos por contravenciones y delitos ajenos al ministerio eclesias- 
tico, sancionados por las leyes de la República. Se exceptúan, 
sin embargo, los procesos penales contra los Obispos y quienes 
están asimilados a éstos en el derecho eclesiástico, gue son «e 
competencia exclusiva de la Sede Apostólica. 


ARTICULO XX 


En caso de procesos penales contra clérigos y religiosos, 
conocerán en primera instancia, sin intervención de Jurado, 
los Jueces Superiores o quienes los reemplacen y en segunda, 
los Tribunales Superiores. Al iniciarse el proceso se comunicará 
el hecho al Ordinario propio, el cual no pondrá obstáculo al 
procedimiento judicial. | 

Los juicios no serán püblicos. En la detención y arresto, 
antes y durante el proceso, no podrán aquellos ser recluidos 
en cárceles comunes, pero si fueren condenados en ültima ins- 
tancia se les aplicará el régimen ordinario sobre ejecución de 
las penas. 
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ARTICULO XXI 


Los funcionarios de las Ramas Jurisdiccional y Ejecutiva 
del Estado, si fuere necesario, prestarán su colaboración en la 
ejecución de las providencias de los Tribunales Eclasiásticos, 
con el fin de proteger los derechos de las personas que podrían 
ser lesionadas por ejecución incompleta o fallida de tales pro- 
videncias. | 

ARTICULO XXII 


El ejercicio ilegítimo de jurisdicción o funciones eclesiás- 
ticas por quienes carecen de misión canónica para desempe- 
narlas, oficialmente comunicado por la autoridad eclesiástica 
al competente funcionario del Estado, será considerado por 
éste como usurpación de funciones püblicas. 


ARTICULO XXIII 


La Iglesia Católica y las demás personas jurídicas de que 
irata el artículo IV del presente Concordato tienen facultad 
de adquirir, poseer, enajenar y administrar libremente bienes 
muebles e inmuebles en la forma establecida por la, legislación 
colombiana para todos los ciudadanos, y sus propiedades, fun- 
daciones y derechos serán no menos inviolables que los perte- 
necientes a las demás personas naturales y jurídicas. 


ARTICULO XXIV 


Las propiedades eclesiásticas podrán ser gravadas en la 
misma forma y extensión que las de los particulares. Sin em- 
bargo, en consideración a su peculiar finalidad se exceptúan 
los edificios destinados al culto, las curias diocesanas, las casas 
episcopales y curales y los seminarios. 


Los bienes de utilidad común sin ánimo de lucro, pertene- 
cientes a la Iglesia y a las demás personas jurídicas de que 
trata el artículo IV del presente Concordato, tales como los 
destinados a obras de culto, de educación o beneficencia se 
regirán en materia tributaria por las disposiciones legales es- 
tablecidas para las demás instituciones de la misma noturaleza. 
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ARTICULO XXV 


El Estado reconoce el derecho de la Iglesia a recabar libre- 
mente de los fieles contribuciones y ofrendas para el culto di- 
vino, la sustentación de sus ministros y otros fines propios 
de su misión. : 


ARTICULO XXVI 


Las Altas Partes Contratantes unifican las obligaciones 
financieras adquiridas por el Estado en virtud del Concordato 
de 1887 y de la Convención sobre Misiones de 1953. En 
consecuencia reglamentarán su cuantía en forma que permita 
atender debidamente aquellas obligaciones. Será también re- 
glamentada la. contribución del Estado para la creación de 
nuevas diócesis y para el sostenimiento de las que funcionen 
en los anteriormente llamados territorios de Misiones. Bl Es- 
tado.concederá a las entidades eclesiásticas que reciben la | 
llamada renta nominal la posibilidad de redimirla. H 


ARTICULO XXVII 


El Estado garantiza a la Iglesia el derecho de poseer v 
administrar sus propios cementerios, que estarán sometidos 
a la vigilancia oficial en lo referente a higiene y orden publico. 
En los cementerios dependientes de la autoridad civil la iglesia 
podrá ejercer su ministerio en la inhumación de los católicos. 


ARTICULO XXVIII 


En defensa y promoción del patrimonio cultural colom- 
biano la Iglesia y el Estado colaborarán en el inventario del 
arte religioso nacional, que incluirá monumentos, objetos de 
culto, archivos, bibliotecas y otros que por su valor nistórico 
o estético sean dignos de conjunta atención para conservarse, 
restaurarse y exponerse con fines de educación social. 


ARTICULO XXIX 


En la ejecución de las disposiciones contenidas en este 
Concordato como en sus reglamentaciones y para resolver 
amistosamente eventuales dificultades relativas a su interpre- 
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tación y aplicación, las Altas Partes Contratantes procederán 
de comün acuerdo. 


ARTICULO XXX 


El presente Concordato, salvo lo acordado en el artículo 
ACC V1, deja sin vigor y efecto el que las Altas Partes Contra- 
tantes, firmaron en Roma el 31 de diciembre de 1887, aprobado 
por la Ley 35 de 1888, y los siguientes acuerdos: La Convención 
adicional al Concordato, firmada en Roma el 20 de julio de 
1592, aprobada por la Ley 34 de 1892; los acuerdos derivados 
Gel canje de notas nümero 27643 del 27 de febrero de 1924, 
dirigida por el Secretario de Estado de Su Santidad al Minis- 
tro Extraordinario y Plenipotenciario de Colombia ante la 
santa Sede y la respuesta de éste el 10 de junio de 1924, que 
dieron origen a la Ley 54 de 1924; y la Convención sobre Mi- 
sicnes, firmada en Bogotá el 29 de enero de 1953. 

Asimismo, quedan derogadas todas las disposiciones de 
las leyes y decretos que en cualquier modo se opusieran a este 
Concordato. 


ARTICULO XXXI 


El presente Concordato se firma en doble ejemplar y en 
lenguas espafiola e italiana, cuyos textos serán igualmente 
auténticos y harán fe. 

Este Concordato entrará en vigor en la fecha dei canje de 
las respectivas ratificaciones de las Altas Partes Contratantes. 

En fe de lo cual, los suscritos Plenipotenciarios firman este 
Concordato, en la ciudad de Bogotá, Repüblica de Colombia, 
a los doce días de julio de mil novecientos setenta y ires. 


(Fdo.), Alfredo Vazquez Carrizosa, 
Ministro de Relaciones Exteriores. 


(F'do.), y Angelo Palmas, 


Nuncio Apostólico. 
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PROTOCOLO FINAL 


En el acto de la firma del Concordato suscrito en la fecha 
entre la República de Colombia y la Santa Sede, los Plenipo- 
tenciarios de las Alias Partes contratantes hacen las siguientes 
declaraciones que forman. parte integrante del mismo Con- 
cordato. | 


En relación con el artículo VII: 


I. De acuerdo con la legislación vigente en el Estado 
colombiano la inscripción de un matrimonio canónico que no 
haya sido anotado en el registro civil al tiempo de su celebra- 
ción, podrá siempre efectuarse a requerimiento de cualquiera 
de los cónyuges o de quien tenga un interés legítimo en dicho 
matrimonio. Con tal fin será suficiente la presentación de 
una copia auténtica de la respectiva partida eclesiástica. La 
muerte de uno o de ambos cónyuges no será obstáculo para 
efectuar dicha imscripción. 


11. Los efectos civiles del matrimonio canónico debida- 
mente inscrito en el registro civil regirán a partir de la fecha 
de la celebración canónica de dicho matrimonio. 


En relación con el artículo VIII: 


| La República de Colombia reconoce la competencia exclu- 
siva de la autoridad eclesiástica en cuanto se refiere a los as- 
pectos canónicos del Privilegio de la Fe. 

Por lo que se refiere a los efectos civiles correspondientes 
se tendrá en cuenta lo dispuesto por la jurisprudencia y la 
legislación civil colombiana de manera que sean respetados 
tanto los derechos adquiridos por los cónyuges como los dere- 
chos de las personas legalmente amparadas en la sociedad 


conyugal. 


En relación. con el artículo IX: 


La determinación que hace este artículo de que las causas 
de separación del matrimonio canónico serán dirimidas ante 
el Tribunal Superior y la Corte Suprema de Justicia de Co- 
lombia, no impedirá, que, en el futuro, el Estado colombiano 
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pueda establecer una insiancia especial para examinar y juz- 
gar las causas relativas al derecho de familia y que tenga un 
nivel equivalente al de aquellas entidades. 


El presente Protocolo se firma en la ciudad de Pogotá, 
República de Colombia, a los doce días de julio de mil nove- 
cientos setenta y tres. ; 


(Fdo.), Alfredo Vazquez Carrizosa, 
Min:stro de Relaciones Exteriores. 


(Fdo.), { Angelo Palmas, 


Nuncio Apostólico. 


ACTA DE CANJE 


“Reunidos en el salón del Palacio Apostólico del Vaticano, 
Su Eminencia el señor Cardenal Jean Villot, Secretario de 
Estado de Su Santidad el Papa Pablo VI, y Su Excelencia el 
señor doctor Antonio Rocha Alvira, Embajador Extraordinario 
y Flenipotenciario de la República de Colombia ante la Santa 
sede, con el objeto de proceder al canje de los respectivos 
instrumentos de ratificación relativos al Concordato y al pro- 
tocolo final, suscritos entre la Santa Sede y la República de 
Colombia en Bogotà, el día 12 de julio de 1973, después de 
presentar sus plenos poderes, que fueron hallados en buena 
y debida forma, presentaron los documentos originales de 
ratificación expedidos por las Altas Partes Contratantes, pro- 
cedieron a la iectura de tales documentos y habiéndolos en- 
contrato exactos y conformes, realizaron el canje en la forma 
acostumbrada, haciéndose mutua entrega de ellos. 


‘Los infrascritos, en virtud de la plenipotencia que se les 
ha conferido, siguiendo instrucciones expresas de Su Santidad 
el Papa Pablo Vi y de Su Excelencia el señor Presidente de la 
República de Colombia, señor doctor Alfonso López Michelsen, 
y actuando de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
veintinue eve del Concordato de 1973, en el momento del canje 
declaran: 


“a) Que dentro de los treinta días siguientes al presente 
canje de instrumentos de ratificación se reunirá en Bogotá la 
Comisión Femanente contemplada en el artículo sexto del 
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Concordato de 1973, con el fin de determinar los criterios à 
que deben ajustarse los eventuales contratos que, de confor- 
midad con el articulo trece del Concordato, el Gobierno de Co- 
lombia pueda celebrar con el ordinario competente en ei sector 
de la educación oficial en los respectivos territorios; 


“b) Que la comisión permanente deberá haber termina- 
do la tarea asignada en el punto anterior a más tardar el 31. 
de julio de 1975, para entrar a determinar cuáles centros 
educativos no quedarán cobiiados por contratos de servicios en 
el sector de la educación oficial, con el fin de que las autori- 
dades civiles asuman antes del 31 de diciembre de 1975 la 
dirección directa de dichos centros; 


“c) Que el Gobierno de Colombia, antes del 31 de di- 
ciembre Ge 1675, celebrará los contratos a que haya lugar en 
el sector de la educación oficial con el ordinario competente 
para aquellos centros educativos que sean objeto de un régimen 
contractual; 


."gd) Que hasta el 31 de diciembre de 1975, mientras no 
se celebren los contratos en el sector de la educación oficial o 
no asuman las autoridades civiles la dirección directa de los 
centros educativos gue están hoy en día bajo dirección ecle- 
siástica, se seguirá aplicando el régimen financiero anterior 
y las partidas correspondientes asignadas en el Presupuesto 
Nacional de Colombia para educación en los antiguos territo- 
rios de misiones de calendario escolar a. y b, así como las par- 
tidas asignadas por el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar para restaurantes escolares y sostenimiento de al- 
gunos internados, serán giradas a través de la Procuraduria 
General de Misiones, cuya existencia se prorroga hasta esa 
fecha; 


“e) Que la asistencia a la enseñanza y formación reli- 
giosas según el magisterio de la Iglesia Católica que ofrecerán 
los planes educativos en los establecimientos oficiales de pri- 
maria y secundaria de acuerdo con el artículo doce del Con- 
cordato, no es obligatoria para los alumnos católicos menores 
cuyos representantes legales hayan pedido. dispensa de los 
cursos de religión católica y para los alumnos católicos mayores 
de edad que presenten una solicitud en ese sentido, de con- 
formidad con el principio de la libertad religiosa consagrado 
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en las conclusiones del Concilio Vaticano 11 y en las normas 
de la Constitución política de Colombia; 


“f) Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo nove- 
no del Concordato de 1973, las causas de separación de cuerpos 
de los matrimonios canónicos, a partir de la fecha de entrada 
en vigor del tratado, deberán ser presentadas ante los jueces 
del Estado; sin embargo, se entiende que las causas introdu- 
cidas ante las autoridades eclesiásticas con anterioridad a la 
entrada en vigor del tratado, seguirán su trámite ordinario 
ante dichas autoridades, en virtud del principio de los dere- 
chos adquiridos, a menos que las partes soliciten que la causa 
pase a consideración de la autoridad judicial competente del 
Estado colombiano; 


"g) Que, en relación con el párrafo segundo del Proto- 
colo Final referente al artículo octavo, el Gobierno de Colombia 
declara y 1a Santa Sede toma nota de ello, que los matrimonios 
católicos celebrados con dispensa basada en el Privilegio de 
la Fe no podrán surtir efectos civiles, mientras no medie ei 
estado de libertad civil de los contrayentes, de conformidad 
con las disposiciones de la legislación civil y de la jurispru- 
dencia colombianas. El Tribunal Superior del Distrito Judicial 
territorialmente competente, una vez comprobado el estado 
de libertad de los cóuyuges, ordenará la inscripción del ma- 
trimonio canónico en el registro civil con el fin de que surta 
plenos efectos civiles. 


"Los infrascritos reafirman la reciproca voluntad de la 
Santa Sede y de la República de Colombia que los condujo a 
señalar el curso de los próximos diez años, contados a partir 
de la fecha de entrada en vigor del Concordato, para deter- 
minar la revisión y eventual modificación del mismo instru- 
mento dentro de la armonía que debe reinar entre la Iglesia 
Católica y el Estado colombiano, acuerdo que figura en el 
canje de notas realizado en julio de 1974 entre el Excelentí- 
simo señor Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia, 
senor doctor Alfredo Vázquez Carrizosa, y Su Excelencia 
Reverendísima Monseñor Angelo Palmas, Nuncio Apostólico de 
Su Santidad en Bogotá”. 


En fe de lo cual se extiende por duplicado la presente di- - 
ligencia, que firman y sellan con sus sellos particulares, en 
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el Palacio Apostélico del Vaticano, a los dos dias del mes de 
julio de mil novecientos setenta y cinco. 


J. Cardenal Villot. 
Secretario de Estado 


Antonio Rocha Alvira 
Embajador de Colombia 


Decreto 2768 de 1975 
diciembre 17 


Por el cual se dictan normas para la celebración de los 
contratos entre el Gobierno Nacional y la Iglesia Católica pre- 
vistos en el artículo trece del Concordato !. 


El Presidente de la Republica de Colombia, 
en uso de sus facultades constitucionales, 
CONSIDERANDO: 


Que el Concordato y el Protocolo Final, suscrito entre la 
Santa Sede y la República de Colombia en Bogotá, el 12 de 
junio de 1973, fueron aprobados por el Congreso Nacional, 
mediante la Ley 20 de 1974, y entraron en vigor el dia 2 de 
julio de 1975, de conformidad con lo establecido en el artículo 
32 del Tratado, al realizarse el canje de los respectivos instru- 
mentos de ratificación en la Ciudad del Vaticano; 

Que el artículo 13 del Concordato vigente entre la Santa 
Sede y la República de Colombia establece: 

“Como servicio a la comunidad en las zonas marginadas, 
necesitadas temporalmente de un régimen económico espe- 
cial, la Iglesia colaborará en el sector de la educación oficial 


N.B. Este Concordato fue aprobado por la Ley 20 de 1974 (di- 
ciembre 18). Leyes de 1974, página 135. 
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mediante contratos que desarrollen los programas oficiales 


respectivos y contemplen las circunstancias y exigencias especi- 


ficas de cada lugar. Tales contratos celebrados con el Gobierno bn 


Nacional se ajustarán a criterios previamente acordados entre 


éste y la Conferencia Episcopal, de conformidad con lo dis- 


puesto en elarticulo 69"; 

Que para dar aplicación a lo dispuesto en los artículos 
sexto y trece del Concordato, el Gobierno Nacional, mediante 
el Decreto número 1520 de julio 30 de 1975, creó una Comisión 
Permanente integrada por tres funcionarios designados por 
el Gobierno Nacional y por tres Prelados elegidos por la Con- 
ferencia Episcopal; 

_ Que el artículo 49 del Decreto nümero 1520 de 1975, al 
referirse a las funciones de la. Comisión Permanente estableció: 
^De conformidad con el artículo trece del Concordato y con 
los puntos a) y b) del acta firmada en el momento del canje 
de los respectivos instrumentos de ratificación, la Comisión 
Permanente determinará: 


a) Los criterios à que deben E los E 
contratos que el Gobierno Nacional pueda celebrar con el Or- 
dinario competente en el sector de la educación oficial en los 
respectivos territorios; 


b) Los centros educativos que no queden cobijados por 
contratos de servicios en el sector de la educación oficial con 
el fin de que las autoridades civiles asuman antes del 31 de 
diciembre 1a dirección directa de dichos centros"; 


Que de conformidad con los artículos sexto y trece del 
Concordato y de acuerdo con el artículo cuarto del Decreto 
nümero 1520 de 1975, la Comisión Permanente expidió el 25 
de septiembre de 1975, el Acuerdo nümero 1, referente a los 
criterios para los contratos mencionados; 


Que mediante el Acuerdo nümero 2, aprobado el 19 de 
octubre de 1975, la Comisión Permanente consideró que los 
contratos a que se refiere el artículo trece del Concordato no 
encuadran dentro de la Ley 24 de 1959 ni dentro de las. dispo- 
sicicnes contenidas en el Decreto extraordinario número 1670 
de 1975, “por el cual se dictan normas para la celebración de 
contratos por parte de la Nación y sus entidades descentra- 
lizadas”; 





ui A at E 
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Que mediante el Acuerdo nümero 23, aprobado el 16 de 
diciembre de 1975, la Comisión Permanente complementó los 
criterios para los contratos basados en el articulo trece del 
Concordato; 


Que la Comisión Permanente, en su artículo nümero 2 
aprobado el 19 de octubre de 1975, solicitò del Gobierno Na- 
cional la expedición de un Decreto que reglamentara el artículo . 
trece del Concordato y que permitiera celebrar con solidez 
legal los contratos a que se refiere ese artículo del Tratado, 
de acuerdo con la naturaleza peculiar de tales contratos y 
segun los criterios acordados entre el Gobierno Nacional y la 
Conferencia Episcopal en el ámbito de la Comisión Perma- 
nente, 


DECRETA: 


Articulo 19—Los contratos que, de conformidad con el ar- 
tículo trece del Concordato, se celebren entre el Gobierno Na- 
cional y la Iglesia Católica en el sector de la educación oficial 
en las zonas contempladas en el artículo sexto del Tratado, 
se ajustaran a las siguientes reglas: 


1.—Los contratos serán firmados por el Ministro de Edu- 
cación Naciona! a nombre del Gobierno Nacional y por el 
respectivo Ordinario competente a nombre de la Iglesia Ca- 
tolica. 

2.—Los contratos tienen como objeto la administración 
por parte de la Iglesia Católica de los centros educativos en 
el sector de la educación oficial que, según determinación de 
la Comisión Permanente, fundamentada en los artículos sexto 
y trece del Concordato y en el articulo 49 del Decreto número 
1520 de 1975, hayan auedado bajo régimen contractual. 


3.—Para cada jurisdicción eclesiástica se celebrará un 
solo contrato, en cuyos anexos quedarán enumerados, por 
regiones, los centros educativos que estén Baa régimen con- 
tractual. 


4—En cada contrato se establecerá la posibilidad de su 
revisión y actualización según lo exija el cambio de las cir- 
cunstancias durante su vigencia. 
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5.—La duración de cada contrato será de tres (3) anos 
y podrá renoverse por períodos hasta de tres (3) afios, por 
acuerdo entre las partes. 


6.—Como anexo de cada contrato figurará, si fuere del 
caso, un inventario de los bienes muebles e inmuebles que 
pertenezcan a cada centro educativo. 


7.—Cuando el edificio del centro educativo pertenezca a 
la Tglesia Católica, en el contrato se mencionará expresamente 
el carácter eclesiástico de la propiedad del centro. 


8.—Con cargo a las sumas señaladas en el contrato, se 
pagarán los sueldos y prestaciones sociales del personal do- 
cente, administrativo y de servicio, en los centros educativos 
bajo contrato, así como los gastos inherentes a la buena mar- 
cha de los centros educativos, sostenimiento de edificio, ser- 
vicios públicos, material pedagógico, etc. 


9.—Cada contrato requiere para su validez: 


a) Pago del impuesto de timbre en la Administración de 
Hacienda Nacional; 


b) Aprobación y registro presupuestal en la Dirección 
Nacional del Presupuesto; 


c) Publicación en el Diario Oficial. 


Artículo 2°—Todo contrato podrá darse por terminado en 
cualquier momento por acuerdo entre las partes. También 
podrá darse por terminado, a solicitud de una de las partes, 
previo concepto favorable de la Comisión Permanete creada 
por el Decreto número 1520 de 1975. 


Articulo 39—La Comisión Permanente tendrá a su cargo 
la evaluación anual de la ejecución de los contratos y podrá 
sugerir a las partes la revisión de sus cláusulas con el fin de 
lograr una cooperación más efectiva entre la Iglesia Católica 
y el Estado en un territorio determinado. Asimismo, la Comi- 
sión Permamente podrá sugerir a las partes que den por 
terminado el contrato o que celebren uno nuevo, si fuere 
del caso. 


Artículo 49—E] nombramiento de rectores y directores, del 
personal docente, administrativo y de servicio, en los centros 
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educativos bajo contrato, se hará de acuerdo con el siguiente 
procedimiento: | | 


i. —5) nombramiento de los rectores o directores de cada 
centro educativo o de cada conjunto de centros educativos 
bajo régimen contractual,lo hará el Ministerio de Educación 
Nacional entre los candidatos que presente el Ordinal compe- 
tente. Los candidatos deberán reunir las condiciones o requi- 
sitos que señalen las respectivas disposiciones legales generales 
o especiales sobre el escalafón para docentes de ensefianza 
media o básica. Si estos no reünen los requisitos personales y 
académicos necesarios para desempefiar el cargo, el Ministerio 
de Educación Nacional pedirá al Ordinario competente la pre- 
sentación de una nueva lista. 


2.—Fara la designación del personal docente, administra- 
tivo y de servicio, el rector o director de cada centro educativo 
o de cada conjunto de centros educativos, previa aprobación 
del Ordinario competente, presentará a consideración del Mi- 
nisterio de Educación Nacional o de quien el Ministerio deter- 
mine, las personas que a su juicio puedan desempeñar esos 
cargos. De acuerdo con las disposiciones legales sobre el régi- 
men de escalatón nacional para docentes de la enseñanza media 
o básica y de conformidad con los requisitos legales vigentes 
para los funcionarios públicos en cuanto a los empleados que 
no ejerzan funciones docentes, una vez estudiadas las candi- 
daturas presentadas, el Ministerio de Educación Nacional 

| 

| 

| 


expedirá los respectivos nombramientos. 


Artículo 59—Cuando la designación de los funcionarios 
mencionados en el articulo anterior corresponda, segün la Ley 
a autoridad distinta de la del Ministerio de Educación Nacio- 
nal, para la designación del personal docente, administrativo 
y de servicio, en los centros bajo contrato, se seguirá el mismo 
procedimiento establecido en el artículo anterior. 


Artículo 6%—La enseñanza que impartan los centros edu- 
cativos bajo contrato se conformará a los programas que adop- 
te el Gobierno Nacional y será totalmente gratuita. 


Artículo 79— Mientras no funcionen los fondos educativos 
regionales en los territorios donde existan centros educativos 
bajo régimen contractual en el campo de la educación oficial, 
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las partidas correspondientes serán giradas directamente al 
Ordinario competente. 


Artículo 89—El Gobierno Nacional se compromete a dotar 
cada centro educativo bajo contrato a través del Instituto 
Colombiano de Construcciones Escolares —ICCE— de los pu- 
pitres, muebles y material didáctico de acuerdo con las nece- 
sidades del plantel educativo. 


Artículo 99—El Ordinario competente tendrá, con res- 
pecto a los centros educativos bajo contrato, las siguientes 
funciones: | 


1.—Velar porque la enseñanza impartida sea acorde con 
las orientaciones, planes y programas del Gobierno Nacional. 


2.—Presentar, de conformidad con lo dispuesto en los ar- 
tículos cuarto y quinto del presente Decreto, las candidaturas 
a rectores O directores de cada centro educativo o de cada 
conjunto de centros educativos, y dar su aprobación a las 
candidaturas presentadas, para el nombramiento del personal 
docente, administrativo y de servicio, por los rectores o direc- 
tores de cada centro educativo o de cada conjunto de centros 
educativos bajo contrato. 


3.—Coordinar las distintas actividades docentes conforme 
a las instrucciones que imparta el Ministerio de Educación 
Nacional. 


4.—Adelantar los trámites correspondientes ante la auto- 
ridad competente para obtener el pago de las sumas señaladas 
en el respectivo contrato. 


3.—Designar a título provisional el personal interino, tan- 
to docente como administrativo o de servicio que sea necesario, 
mientras la autoridad competente realice los respectivos nom- 
bramientos, según lo dispuesto en los artículos cuarto y quinto 
del presente Decreto. | 


6.—Sugerir al Ministerio de Educación Nacional la crea- 
ción y traslado de centros educativos en la jurisdicción ecle- 
siástica respectiva. 

7.—Sugerir a la autoridad competente los traslados, des- 


tituciones y sanciones de tipo disciplinario a que hubiere lugar 
del personal docente, administrativo o de servicio. 
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8.—Presentar a la Comisión Permanente los motivos que 
podrían motivar la revisión o actualización de un contrato y 
pedir la terminación del contrato, si fuere el caso. 

9.—Cooperar con la autoridad competente en todas las 
actividades que tengan relación con la promoción y capacita- 
ción del magisterio. 

10.—Rendir informes periódicos a la Comisión Permanente 
y al Ministerio de Educación Nacional. | 

11.—Presentar, por lo menos cada seis meses, todas las 


estadísticas relativas a los centros educativos bajo contrato a 
la Comisión Permanente y al Ministerio de Educación Nacional. 


Artículo 10.—El Gobierno Nacional ejercerá el derecho 
de inspección y vigilancia en los centros educativos bajo con- 
irato, de conformidad con las disposiciones constitucionales y 
legales. 

Artículo 11.—El presente Decreto rige a partir de la fecha 
de su expedición. 


Comuníquese y cümplase. 


Dado en Bogotá, a los diez y siete días del mes de diciem- 
bre de mil novecientos setenta y cinco. 


Alfonso López Michelsen 
Presidente de Colombia 


Indalecio Liévano Aguirre 


Ministro de Relaciones Exteriores 


Hernando Durán Dussán 
Ministro de Educación Nacional 
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Por Decreto 2434 de 26 de noviembre de 1976 se modificò 
el articulo 49 del Decreto 2768 en la siguiente forma: 


Decreto numero 2434 de 1976 


4 
(noviembre 26) 


por el cual se modifica el articulo 49 del Decreto 
numero 2768 del 17 de diciembre de 1975. 


El Presidente de la Republica de Colombia, 
en uso de sus facultades constitucionales, 


DECRETA: 


Artículo 19— E] artículo 49 del Decreto número 2763 del 
17 ae diciembre de 1975, quedará así: 

El Ministerio de Educación Nacional procederá a ratifi- 
car las novedades de personal de los Centros Educativos bajo 
contrato de acuerdo con el siguiente procedimiento: 


1.—El Ordinario Competente presentará al Minsterio de 
Educación Nacional los nombres del personal directivo, do- 
cente y administrativo de cada Centro Educativo o de cada con- 
junto de Centros Educativos. Los candidatos deberán reunir las 
condiciones o requisitos que señalen las respectivas disposicio- 
nes legales generales o especiales sobre Escalafón Docente y Ré- 
gimen Administrativo para funcionarios públicos. Si éstos no 
reúnen los requisitos personales o académicos necesarios para 
desempeñar el cargo, el Ministerio de Educación Nacional so- 
licitará al Ordinario Competente la presentación de nuevos 
candidatos. 


2.—Los traslados, licencias, vacaciones y renuncias serán 
concedidos o aceptados provisionalmente por el Ordinario 
Competente de acuerdo con los procedimientos y normas lega- 
les vigentes. El Ordinario Competente comunicará las nove: 
dades con sus respectivos antecedentes o justificaciones al 
Ministerio de Educación Nacional para su ratificación, dentro 
de los ocho (8) días siguientes a la ocurrencia de la novedad. 
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Las insubsistencias, destituciones y suspensiones serán 
solicitadas por el Ordinario Competente, anexando los respec- 
tivos antecedentes al Ministerio de Educación Nacional. 


Paragrafo —Las plantas de personal administrativo de los 
planteles puestos contractualmente bajo la administración de 
los Ordinarios Competentes deberán ser aprobados por el 
Ministerio de Educación Nacional. Sin embargo, los fun- 
cionarios que venían laborando bajo el régimen del extinguido 
Convenio de Misiones y que hayan continuado laborando en 
los Centros Educativos de que trata el presente Decreto, no se 
considerarán desvinculados del servicio para ningún efecto 


legal. 














28. Acuerdo sobre el artículo XXVI del Concordato 
por canje de notas de 26 de diciembre de 1979 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTZRIORES 


Diciembre 26 de 1979 
Excelencia: 


Teniendo en cuenta la necesidad de dar cumplimiento a 
las disposiciones contenidas en el artículo XXVI del Concor- 
dato vigente, firmado en Bogota el 12 de julio de 1973, apro- 
bado por la Ley 20 de 1974 y canjeadas las ratificaciones el 
2 de julio de 1975 en la ciudad del Vaticano, en el sentido 
de regiamentar la cuantía de las obligaciones financieras ad- 
quiridas por el Estado en virtud del Concordato de 1887 y de 
la Convención de Misiones de 1953, que fueron unificadas por 
dicho artículo XXVI. 

Considerando, además, que el mismo artículo XXVI or- 
dena reglamentar la contribución del Estado para la creación 
de nuevas Diócesis y para el sostenimiento de las que funcio- 
nen en los anteriormente llamados territorios de misiones, 
tengo el honor de proponer a Vuestra Excelencia la celebra- 
ción de un Acuerdo con la Santa Sede, cuyo texto es el si- 
guiente: 


1.—HEn cumplimiento del artículo XXVI del Concordato, 2 
partir de 1980 el Gobierno de Colombia apropiará anualmente 
en el Presupuesto Nacional de Rentas y Gastos la suma global 
de doce millones de pesos ($ 12.000.000.00) moneda legal, con 
destino a la totalidad de las jurisdicciones eclesiásticas 2c- 
tualmente existentes en Colombia, es decir, para las cuarenta 
y tres (43) Diócesis y para las diez y seis (16) jurisdicciones 
misionales. 
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IL—En lo referente a la creación de nuevas Diócesis, 
teniendo en cuenta que después de la entrada en vi- 
gencia del nuevo Concordato se han creado las de Chi- 
quinquirá y de Garagoa, se sefiala la suma de dos millones de 
pesos ($ 2.000.000.00) para cada una de ellas, por una sola 
vez. Para las Diócesis que sean creadas en el futuro, se señalará 
de comün acuerdo la suma correspondiente a cada caso, por 
una sola vez. 


111.—En lo relacionado con la elevación de los antiguos 
territorios misionales a la categoría de Diócesis, se señalará 
de comün acuerdo tanto la suma por el hecho de dicha eleva- 
ción como la correspondiente al sostenimiento por un tiempo 
convenido. 


IV.—La distribución de la suma global senalada en el 
numeral I del presente Acuerdo para todas las actuales juris- 
dicciones eclesiásticas se deja al recto criterio de la Nunciatura 
Apostólica. 


V.—El Gobierno de Colombia conviene en que los auxilios 
especiales que eventualmente se concedieren a determinadas 
Diócesis, en vista de circunstancias particulares, no sean in- 
cluidos en la suma global de que trata el presente Acuerdo. 


VI.—El presente Acuerdo tendrá vigencia hasta el 7 de 
agosto de 1982 y a partir de esta fecha se pactarán nuevos 
ajustes. 

En consecuencia, tengo el honor de proponeros que las 
cláusulas de la presente nota, así como la respuesta que en 
idénticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, 
constituyan un Acuerdo formal entre el Gobierno de Colombia 
y la Santa Sede, en desarrollo del artículo XXVI del Concor- 
dato, el cual entrará en vigor en la fecha de la nota de res- 
puesta de Vuestra Excelencia, 


Aprovecho complacido esta oportunidad para renovar a 
Vuestra Excelencia las manifestaciones de mi más alta y dis- 
tinguida consideración. 

Diego Uribe Vargas, 
Ministro de Relaciones Exteriores. 


A Su Excelencia 
Monseñor Angelo Acerbi. 
Nuncio Apostólico 

La ciudad. 
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Bogota, 26 de diciembre de 1979 


Excelentísimo señor Ministro: 


Con carta de fecha de hoy Vuestra Excelencia ha tenido 
a bien comunicarme lo siguiente: 

“Teniendo en cuenta la necesidad de dar cumplimiento a 
las disposiciones contenidas en el artículo XXVI del Concor- 
dato vigente, firmado en Bogotá el 12 de julio de 1973, apro- 
bado por la Ley 20 de 1974 y canjeadas las ratificaciones el 
2 de julio de 1975 en la ciudad del Vaticano, en el sentido de 
reglamentar la cuantía de las obligaciones financieras adqui- 
ridas por el Estado en virtud del Concordato de 1887 y de la 
Convención de Misiones de 1953, que fueron unificadas por 
dicho artículo XXVI. 

Considerando, además, que el mismo artículo XXVI or- 
dena reglamentar la contribución del Estado para la creación 
de nuevas Diócesis y para el sostenimiento de las gue funcio- 
nen en los anteriormente llamados territorios de misiones, 
tengo el honor de proponer a Vuestra Excelencia la celebración 
de un Acuerdo con la Santa Sede, cuyo texto es el siguiente: 


i——£n cumplimiento del artículo XVI del Concordato, 
2 partir de 1280 el Gobierno de Colombia apropiará anual- 
mente en el Presupuesto Nacional de Rentas y Gastos la suma 
elobal de doce millones de pesos ($ 12. 000.000. 00) moneda 
legai, con destino a la totalidad de ias jurisdicciones eclesiàs- 
ticas actualmente existentes en Colombia, es decir, para las 
cuarenta y tres (43) Diócesis y para las diez y seis (16) juris- 
dicciones misionales. | 


11.—En io referente a la creación de nuevas Diócesis, te- 
niendo en cuenta que después de ia entrada en vigencia del 
nuevo Concordato se han creado las de Chiquinquirá 
y de Garagoa, se sefiala la suma de dos millones de pescs 
($ 2.000.000.00) para cada una ellas, por una sola vez. 

Pera las Diócesis que sean creadas en el futuro, se seña- 
lará de comun acuerdo la suma correspondiente a cada caso, 
por una sola vez. 
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111.—iEn lo relacionado con la elevación de los antiguos 
territorios misionales a la categoría de Diócesis, se señalará 
de comün acuerdo tanto la suma por el hecho de dicha ele- 
vación como lo correspondiente al sostenimiento por un tiem- 
po convenido. 


IV.—La distribución de la suma global señalada en el 
numeral i del presente Acuerdo para todas las actuales juris- 
dicciones eclesiásticas se deja al recto criterio de la Nunciatura 
Apostólica. | 


V.—El Gobierno de Colombia conviene en que los auxilios 
especiales que eventualmente se concedieren a determinadas 
Diócesis, en vista de circunstancias particulares, no sean in- 
cluidos en la suma global de que trata el presente Acuerdo. 


VI—El presente Acuerdo tendrá vigencia hasta el 7 de 
agosto de 1982 y a partir de esta fecha se paciarán nuevos 
ajustes. 

En consecuencia, tengo el honor de proponeros que las 
cláusulas de la presente nota, asi como la respuesta que en 
idénticos. términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, 
constituyan un Acuerdo formal entre el Gobierno de © Colombia 
y la Santa Sede en el desarrollo del artículo XXVI del Concor- 
dato, el cual entrarà en vigor en la fecha de la nota de res- 
puesta de Vuestra Excelencia”. 


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que 
la Santa Sede está de acuerdo sobre cuanto precede. 

Aprovecho gustoso esta oportunidad para renovarle los 
sentimientos de mi más alta y distinguida consideración. 


Angelo Acerbi, 
Nuncio Apostólico. 
Excelentísimo señor 
Diego Uribe Vargas, 
Ministro de Relaciones Exteriores. 











29. Acuerdo sobre ei Articulo XXVI del Concordato 
por canje de notas del 24 de julio de 1984 


Bogotà, D. E., julio 24 de 1984 


Excelencia: 


 Refiriéndome al Acuerdo celebrado entre la República de 
Colombia, y la Santa Sede, mediante Canje de Notas efectua- 
do en Bogotá el 26 de diciembre de 1979, y habiendo expirado 
ya la vigencia del mismo, tengo el honor de proponer a Vues- 
tra Excelencia su renovación con las siguientes modificacio- 
nes: 


1.—En cumplimiento del Articulo XXVI del Concordato, 
a partir de 1985 el Gobierno de Colombia apropiara 
anualmente en el Presupuesto Nacional de Rentas 
y Gastos la suma global de Diez y Ocho millones de 
pesos ($ 18.000.000) moneda legal, con destino a 
la totalidad de las jurisdicciones eclesiásticas existen- 
tes en Colombia. 


| 2.—Se asigna la suma de cuatro millones de pesos 
($ 4.000.000), por una sola vez, para la nueva Dió- 
cesis de la Dorada-Guaduas, que ha sido creada en 
fecha 30 de marzo de 1984. 


3.—A partir del 24 de julio de 1986, se pactarán los 
nuevos ajustes a que haya lugar. Las demás partes 
del Acuerdo del 26 de diciembre de 1979, que no ban 
sido modificadas, quedarán vigentes. 


En consecuencia, tengo el honor de proponeros que las 
cláusulas de la presente nota, así como la respuesta que en 
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idénticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, 
constituyan un acuerdo formal entre el Gobierno de Colom- 
bia y la Santa Sede en desarrollo del Artículo XXVI del Con- 
cordato, el cual entrará en vigor en la fecha de la nota de 
respuesta de Vuestra Excelencia. 


Aprovecho esta oportunidad para renovar a Vuestra Ex- 
celencia las seguridades de mi más alta y distinguida consi- 
deración, : 


Augusto Ramírez Ocampo 
Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia 


A Su Excelencia Monseñor 
Angelo Acerbi 

Nuncio Apostólico de Su Santidad 
Ciudad 


sto y. de 
e ne A 


Bogotá, julio 24 de 1984 
Excelentísimo Señor Ministro: 


Con carta de fecha de hoy Vuestra Excelencia ha tenido 
a bien comunicarme lo que sigue: 


"Refiriéndome al Acuerdo celebrado entre la República 
de Colombia y la Santa Sede, mediante Canje de Notas efec- 
: tuado en Bogotá el 26 de diciembre de 1979, y habiendo expi- 
rado ya la vigencia del mismo, tengo el honor de proponer a 
Vuestra Excelencia su renovación con las siguientes modifi- 
caciones: | 





j.—En cumplimiento del Artículo XXVI del Concordato, 
a partir de 1985 el Gobierno de Colombia apropiara 
anualmente en el Presupuesto Nacional de Rentas y 
Gastos la suma global de Diez y Ocho millones de 
pesos ($ 18.000.000) moneda legal, con destino a la 
totalidad de las jurisdicciones eclesiásticas existen- 


tes en Colombia. 


2.—Se asigna la suma de cuatro millones de pesos 
($ 4.000.000), por una sola vez, para la nueva Dióce- 
sis de La Dorada-Guaduas, que ha sido creada en 
fecha 30 de marzo de 1984. 
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3.—4À partir del 24 de julio de 1986, se pactarán los nue- 
vos ajustes a que haya lugar. Las demás partes del 
Acuerdo del 26 de diciembre de 1979, que no han sido 
modificadas, quedarán vigentes. 


En consecuencia, tengo el honor de proponeros que las 
cláusulas de la presente nota, así como la respuesta que en 
idénticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, 
constituyan un acuerdo formal entre el Gobierno de Colom- 
bia y la Santa Sede en desarrollo del Artículo XXVI del Con- 
cordato, el cual entrará en vigor en la fecha de la nota de 
respuesta de Vuestra Excelencia”. 


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que la 
Santa Sede está de acuerdo sobre cuanto precede. 


Aprovecho gustoso esta oportunidad para renovarle los sen- 
timientos de mi más alta y distinguida consideración. 


1 Angelo Acerbi 
Nuncio Apostólico. 


Fxcelentisimo Señor 

Augusto Ramirez Ocampo 
Ministro de Relaciones Exteriores 
ke © 








30. Acuerdo de interpretación de los artículos VI y XIII 
del Concordato, por canje de notas del 22 de marzo 1985 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


P.E./D.M. 01326 


Bogotá, marzo 22 de 1985 


Excelencia Reverendísima: 


Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia para 
hacer referencia a la interpretación de los artículos VI y XIII 
del Concordato vigente firmado en Bogotá el 12 de julio de 
1973, aprobado por la Ley 20 de 1974 y canjeados los respec- 
tivos Instrumentos de Ratificación el 2 de julio de 1975 en la 
ciudad del Vaticano. 

Las mencionadas disposiciones hacen referencia a la co- 
laboración entre la Iglesia y el Estado para la promoción y 
educación de las poblaciones asentadas en zonas marginadas 
susceptibles de un régimen canónico especial. 

Comoquiera que el 23 de julio de 1984 se elevò a la cate- 
goría de Diócesis el Vicariato Apostólico de Arauca y en vista 
de la futura elevación a la categoría de Diócesis de otras ju- 
risdicciones Misionales, tengo a honra someter a Vuestra con- 
sideración el reconocimiento de que con posterioridad a dichas 
elevaciones, la Iglesia continuará colaborando en el sector 
de la educación oficial, mediante contratos, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo XIII y de conformidad con el espíritu 
del artículo VI del Concordato. 
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En consecuencia tengo el honor de proponeros que la 
presente nota y la de respuesta de Vuestra Excelencia en idén- 
ticos términos constituyan la interpretación de los artículos 
VI y XIII del Concordato. 


Me valgo de la ocasión para reiterar a. Vuestra Excelencia 
las seguridades de mi más alta y distinguida consideración. 


(Fdo. Augusto Ramírez Ocampo, 
Ministro de Relaciones Exteriores 
A Su Exclencia 
Monsenor Angelo Acerbi, 
Nuncio Apostólico 
Ciudad 


N. 6805 


Bogotá, marzo 22 de 1985 


Excelentísimo Señor Ministro: 


Con carta N. P.E./D.M. 01326 de fecha de hoy, Vuestra 
*;xcelencia ha tenido a bien comunicarme lo que sigue: 


“Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia para 
hacer referencia a la interpretación de los artículos VI y XIII 
del Concordato vigente, firmado en Bogotá el 12 de julio de 
1973, aprobado por la Ley 20 de 1974 y canjeados los respec- 
tivos instrumentos de Ratificación el 2 de julio de 1975 en la 
Ciudad del Vaticano. 


“Las mencionadas disposiciones hacen referencia a la co- 
laboración entre la Iglesia y el Estado para la promoción y 
educación de las poblaciones asentadas en zonas marginadas 
susceptibles de un régimen canónico especial. 


“Comoguiera que el 23 de julio de 1984 se elevó a la cate- 
goría de Diócesis el Vicariato Apostólico de Arauca y en vista 
de la futura elevación a la categoría de Diócesis de otras ju- 
risdicciones Misionales, tengo a honra someter a Vuestra con- 
sideración el reconocimiento de que con posteridad a dichas 
elevaciones, la Iglesia continuará colaborando en el sector de 
la educación oficial, mediante contratos, de acuerdo con 10 
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previsto en ei artículo XIII y de conformidad con el espíritu 
del artículo VI del Concordato. 


"En consecuencia tengo el honor de proponeros que la 
presente nota y la de respuesta de Vuestra Excelencia en 
idénticos términos constituyan la interpretación de los ar- 
tículos VI y XIII del Concordato”. 


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que la. 
Santa Sede está de acuerdo sobre cuanto precede. 


Aprovecho gustoso esta oportunidad para renovarle los 
sentimientos de mi más alta y distinguida consideración. 


(Fdo.) Angelo Acerbi 


Nuncio Apostólico 


A Su Excelencia el doctor 
Augusto Ramírez Ocampo, 
Ministro de Relaciones Exteriores 
15: C 








31. Convenio de 1985 sobre el Concordato de 1973, 
| por canje de notas 


REPUBLICA DE COLOMBIA 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


DM. 00869 | | 
Bogotá, julio 2 de.1985 
Excelencia: 


Al terminarse el 2 de julio del presente año el curso de 
los diez anos previsto en el ültimo párrafo del Acta de Canje 
de los Instrumentos de Ratificación del Concordato vigente 
suscrito el 12 de julio de 1973, dentro de la armonía que debe 
reinar entre la Iglesia Católica y el Estado Colombiano, a 
tenor del artículo XXIX del mismo Concordato, y con el pro- 
pósito de interpretar y aplicar algunas de sus disposiciones, 
propongo a Vuestra Excelencia lo que sigue: 


a) En cuanto a lo acordado acerca del Privilegio de la 
Fe en el Protocolo Final en relación con el artículo VIII del 
Concordato, es entendido que el estado de libertad civil de los 
cónyuges de que habla el documento de ratificación del Con- 
cordato, implica la disolución del vínculo civil por las causas 
y procedimientos establecidos por la legislación civil colom- 
biana. 


b) En vista de las instancias de familia que el Estado 
Colombiano estudia crear, la declaración del Protocolo Final 
en relación con el artículo IX se interpreta en el sentido de 
que los futuros jueces civiles de familia y las salas de familia 
que sean establecidas en los Tribunales Superiores puedan ser 
—en razón de sus características y especialización— respecti- 
vamente primera y segunda instancia para la tramitación de 
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las causas de separación de cuerpos de los matrimonios ca- 
nónicos. 

Mientras se establecen dichas instancias de familia, las 
causas de separación de cuerpos de los matrimonios canónicos 
podrán ser provisionalmente tramitadas ante los Jueces Ci- 
viles de Circuito en primera instancia y en segunda ante ns 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 


En consecuencia tengo el honor de proponer que lo ex- 
puesto en la presente nota, así como la respuesta que en idén- 
ticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, cons- 
tituya la interpretación y aplicación dadas de comün acuerdo 
a las disposiciones concordatarias. 


Queda evidentemente entendido que el Concordato, como 
Tratado Internacional, continúa regido para todos sus efectos 
por las normas del Derecho internacional General y por la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 


Me valgo de la oportunidad para renovar a Vuestra Exce- 
lencia las seguridades de mi más alta y distinguida conside- 
i ración. 


Augusto Ramirez Ocampo 
Ministro de Relaciones Exteriores 


A Su Excelencia | i 

 Monsenor Angelo Acerbi 
Nuncio Apostólico 
Ciudad 
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Prot. N9 7088 
Bogotá, julio 2 de 1985 


Excelentísimo Señor Ministro: 


Tengo el honor de acusar recibo de la Nota de Vuestra 
Excelencia distinguida con el N° D.M. 00869 de la fecha, que 
a la letra dice: 


“Excelencia: 


“Al terminarse el 2 de juilo del presente año el curso de 
los diez años previsto en el último párrafo del Acta de Canje 
de los Instrumentos de Ratificación del Concordato vigente 
suscrito el 12 de julio de 1973, dentro de la armonía gue debe 
reinar entre la Iglesia Católica y el Estado Colombiano, a 
tenor del artículo XXTX del mismo Concordato, y con el pro- 
pósito de interpretar y aplicar algunas de sus disposiciones, 
propongo a Vuestra Excelencia lo que sigue: 


“a) En cuanto a lo acordado acerca del Privilegio de la 
Fe en el Protocolo Final en relación con el artículo Viii del 
Concordato, es entendido que el estado de libertad civil de los 
cónyuges de que habla el documento de ratificación del Con- 
cordato, implica la disolución del vínculo civil por las causas y 
procedimientos establecidos por la legislación civil colombiana. 


^b) En vista de las instancias de familia que el Estado 
Colombiano estudia crear, la declaración del Protocolo Fina! 
en relación con el artículo 1X se interpreta en el sentido de 
que los futuros jueces civiles de familia y las salas de familia 
que sean establecidas en los Tribunales Superiores pueden ser 
—en razón de sus características y especialización— respecti- 
vamente primera y segunda instancia para la tramitación de 
las causas de separación de cuerpos de los matrimonios ca- 
nónicos. 


“Mientras se establecen dichas instancias de familia, las 
causas de separación de cuerpos de los matrimonios canónicos 
podrán ser provisionalmente tramitadas ante los Jueces Civiles 
de Circuito en primera instancia y en segunda ante los Tri- 
bunales Superiores de Distrito Judicial. E | 
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“En consecuencia, tengo el honor de proponer que lo ex- 
puesto en la presente Nota, asi como la respuesta que en 
idénticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, 
constituya la interpretación y aplicación dadas de comun 
acuerdo a las disposiciones concordatarias. | 


“Queda. evidentemente entendido que el Concordato, como 
Tratado Internacional, continüa regido para todos sus efectos 
por las normas del Derecho Internacional General y por la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados”. 

Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que 
la Santa Sede está de acuerdo sobre cuanto precede. 


Aprovecho la ocasión para reiterar a Vuestra Excelencia 
los sentimientos de mi más alta y distinguida consideración. 


t Angelo Acerbi 
Nuncio Apostólico 


A Su Excelencia 

Señor Augusto Ramírez Ocampo 
Ministro de Relaciones Exteriores 
Ciudad. 














32. Acuerdo sobre la Vicaria Castrense, por canje 
de notas de 1? y 2 de abril de 1986 


MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES 


P.E./D.M. 01425 


Bogotá, D. E., 1? de abril de 1985 
Excelencia Reverendisima: 


Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia para 
manifestarle en nombre del Gobierno Nacional lo siguiente: 

Habiendo 1a Santa Sede decidido separar el Oficio de Vi- 
cariato Castrense del de Arzobispo de Bogotà, el nombramien- 
to del Vicario Castrense, dada la similitud entre Vicario 
Castrense y Diócesis, se hará de conformidad con el Artículo 
XIV del Concordato, o sea aplicando el procedimiento allí pre- 
visto para el nombramiento de un Arzobispo u Obispo residen- 
cial o de un Coadjutor. 


En consecuencia tengo el honor de proponer que lo ex- 
puesto en la presente nota, así como la respuesta que en 
idénticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia 
constituya la interpretación dada, de comün acuerdo, a las 
disposiciones concordatarias. 

Aprovecho la oportunidad para renovar a Vuestra Exce- 
lencia la seguridad de mi más alta y distinguida consideración. 


(Fdo. Augusto Ramírez Ocampo, 
Ministro de Relaciones Exteriores 
A Su Excelencia Reverendísima 
Monsefior Angelo Acerbi, 
Nuncio Apostólico 


Ciudad. 
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NO 6828 
| Bogota, abril 2 de 1985 


Excelentisimo Senor Ministro: 


lengo el honor de acusar recibo de la Nota de Vuestra 
Excelencia distinguida con el N° P.E.D.M. 01425 del 1? de 
abril de 1985, que a la letra dice: 


“Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia para 
manifestarle en nombre del Gobierno Nacional lo siguiente: 

“Habiendo la Santa Sede decidido separar el Oficio de 
Vicario Castrense del de Arzobispo de Bogotá, el nombramien- 
io del Vicario Castrense, dada la similitud enire Vicariato 
Castrense y Diócesis, se hará de conformidad con el artículo 
XIV del Concordato, o sea aplicando el precedimiento allí pre- 
visto para el nombramiento de un Arzobispo u Obispo residen- 
ie o de un Coadjutor. 

“En consecuencia tengo el honor de proponer que lo ex- 
puesto en la presente nota, así como la respuesta que en idén- 
ticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia cons- 
tituya la interpretación dada, de común acuerdo, a las dispo- 
siciones concordatarias". 

Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que la 
Santa Sede esta de acuerdo sobre cuanto precede. 

Aprovecho la oporiunidad para veiterarle las seguridades 
de mi más alta y distinguida consideración. 


(Fdo.) Angelo Acerbi 
Nuncio Apostolico 
A Su Excelencia el doctor | 
Augusto Ramírez Ocampo, 


Ministro de Relaciones Exteriores 
Lc. 














33. Convenio de 1987 sobre el Artículo XXVI 
del Concordato 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Bogota, D. E., 26 de enero de 1987 
Excelencia: 


Refiriéndome al acuerdo celebrado entre la República de 
Colombia y la Santa Sede, mediante canje de notas efectuado 
el 26 de diciembre de 1979, y a su renovación de fecha 24 de 
julio de 1984, y habiendo expirado ya la vigencia del mismo, 
tengo el honor de proponer a Vuestra Excelencia su prórroga 
con las siguientes modificaciones: 


1.—En cumplimiento del articulo XXVI del Concordato, 
a partir de 1987 el Gobierno de Colombia apropiará anualmen- 
te en el Presupuesto Nacional de Renta y Gastos la suma 
global de veintiocho millones de pesos ($ 28.000.000) con des- 
tino a la totalidad de las jurisdicciones eclesiásticas existentes 
en Colombia. 


2.—En lo referente a la creación de nuevas diócesis se se- 
nalará de común acuerdo la suma correspondiente a cada caso 
por una sola vez. 

En lo relacionado con la elevación de los antiguos territo- 
rios misionales a la categoría de diócesis, se señalará de co-- 
mün acuerdo tanto là suma por el hecho mismo de dicha 
elevación como Ja correspondiente al sostenimiento por un 
iiempc convenido. 


3.—4AÀ. partir del Y de agosto de 1990, se pactarán Jos nue- 
vos ajustes a que haya lugar. Las demás partes del acuerdo 
del 26 de diciembre de 1979 que no han sido modificadas, 
quedarán vigentes. 
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En consecuencia, tengo el honor de proponeros que las 
cláusulas de la presente nota, asi como la respuesta que en 
idénticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, 
constituyan un acuerdo formal entre el Gobierno de Colombia 
y la Santa Sede en desarrollo del artículo XXVI del Concordato, 
el cual entrará en vigor en la fecha de la nota de a ia 
de Vuestra Excelencia. 


Hago propicia la ocasión para renovar a Vuestra a 
iencia las seguridades de mi más alta y distinguida considera- 
ción. 

Julio Londoño Paredes 
Ministro de Relaciones Exteriores 


A Su Excelencia Reverendísima | T 
Monsefior Angelo Acerbi SEE 
Nuncio Apostólico 

Ciudad 

L. C. 


Bogotá, enero 28 de 198% 
Excelentísimo Sefior Ministro: 


Con carta de fecha de hoy Vuestra Excelencia ha E 
a bien comunicarme lo que sigue: 


"Refiriéndome al acuerdo celebrado entre la Republica de 
Colombia y la Santa Sede, mediante canje de notas efectuado 
el 26 de diciembre de 1979, y a su renovación de fecha 24 de 
julio de 1984, y habiendo expirado ya la vigencia del mismo, 
tengo el honor de proponer a Vuestra Excelencia su prórroga 
con las siguientes modificaciones: 


"l.—En cumplimiento del artículo XXVI del Concordato, 
a partir de 1987 el Gobierno de Colombia apropiará anualmen- 
ie en ei Presupuesto Nacional de Renta y Gastos la suma glo- 
bal de veintiocho millones de pesos ($ 28.000.000) con destino 
a la totalidad de las jurisdicciones eclesiásticas existentes en 
Colombia. 


*2.—En lo referente a la creación de nuevas diócesis se 
señalará de común acuerdo la suma correspondiente a cada i 
caso por una sola vez. | | 
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“En lo relacionado con la elevación de los antiguos terri- 
torios misionales a la categoría de diócesis, se sefialará de co- 
mún acuerdo tanto la suma por el hecho mismo de dicha 
elevación como la correspondiente al sostenimiento por un 
tiempo convenido. 


“3.—A partir del 7 de agosto de 1990, se pactarán los nue- 
vos ajustes a que haya lugar. Las demás partes del acuerdo 
del 26 de diciembre de 1979 que no han sido modificadas, que- 
darán vigentes. 


En consecuencia, tengo el honor de proponeros que las 
cláusulas de la presente nota, así como la respuesta que en 
idénticos términos tenga a bien darme Vuestra Excelencia, 
constituyan un acuerdo formal entre el Gobierno de Colombia 
y 1a Santa Sede en desarrollo del artículo XXVI del Concor- 
dato, el cual entrará en vigor en la fecha de la nota de res- 
puesta de Vuestra Excelencia". 


lengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que 
la Santa Sede está de acuerdo sobre cuanto precede. 


Hago propicia la ocasión para renovar a Vuestra Excelen- 
cia las seguridades de mi más alta v distinguida consideración. 


1 Angelo Acerbi 
Nuncio Apostolico 
A Su Excelencia 
Julio Londono Paredes 
Ministro de Relaciones Exteriores 





1823— 


1829— 


1836— 


184'1— 
1847— 


1851— 
1851— 


1853— 
1857— 


1857— 


REPRESENTANTES DE LA SANTA ds 
EN COLOMBIA 


Juan MUZI: Delegado Anastas en Argentina, 
Uruguay y Chile, facultado para entrar en. relaciones 
con otros países que ya no estuvieran en guerra con 
España. 


Pedro OSTINI: Nuncio en el Brasil, con facultades 
de Delegado Apostólico en la América Española. 


Cayetano BALUFFI: Internuncio en Bogotá y Dele- 


gado Apostólico en la América del Sur, excepto 


Brasil. 
Nombrado: 16 mayo 1836. 


Presentó credenciales: 22 marzo 1837. 


Terminó su misión: 30 junio 1842. 


Nicolas SAVO: Encargado de Negocios. 
Llega a Bogotá en julio. 


El 25 de junio comunica su retiro. 


Sebastián BUSCIONI: Encargado de Negocios desde 
25 de junio. | 


Se ausentó en el 29 semestre. 


Lorenzo BARILI: Delegado Apostólico. 

Llegó a Bogotá en el segundo semestre, en octubre. 
No presentó credenciales pero fue reconocido por el 
Gobierno. 


Se despidió del Episcopado el 19 de febrero. 


Renunció el 30 de agosto su cargo en vista de la ley 
granadina. de 15 de junio que prohibía al Gobierno 
admitir del Gobierno Pontificio agente alguno que no 
fuere puramente diplomático. 


El 20 de mayo salió de Bogotá. 











1861— 


1877— 


REPRESENTANTES DE LA SANTA SEDE EN COLOMBIA 


Miecislao CONDE LEDOCHOWSKI: Delegado Apos- 
tólico ante el Episcopado. 
Nombrado el 17 de junio de 1856, 

Llegó a Bogotá en enero. 
Tomo posesión del cargo el 19 de febrero. 
Expulsado por el Gobierno Provisional de Mosquera, 
salió de Bogotá el 28 de julio. 
Ley de 17 de mayo prohibió se acmitiera en el país 
ningün agente de la Curia Romana. | 
Francisco TAVANI: Delegado Apostolico en Quito, 
encargado de los negocios eclesiasticos en Colombia. 
Serafin VANUTELLI: Delegado Apostólico en el 
Ecuador y Perù y encargado de los negocios en Co- 
lombia. 
Mario MOCCENI: Delegado Apostólico en Ecuador, 
Perù, Chile y Bolivia, y encargado de ios negocios de 
Colombia. 
El 27 de febrero de 1 
Internuncio, 


222 fue trasladado al Brasil como i 


César SAMBUCETTI: Delegado Apostólico en Ecua- 
dor, Ferú y Bolivia, y encargado de negocios de Lo- 
lombia. 

Nombrado el 30 de marzo de 1883, 


GNOZZI 


Juan autista AGT 
uda ide el 24 de marzo. 


Delegado Apostolico. 
Trasladado a Roma, se despidió el 7 de inda 


Luis MATTERA: Delegado Apostólic 
Nombrado el 9 de agosto. 
Presentó credenciales al Presidente Wúnez el 17 de 


agosto. 

Salió de Bogota el 23 de mayo. 

Antonio SABATUCCI: Delegado Apostólico. 
Nombrado el 21 de septiembre. 

Salió de Bogotá en junio. 

Enrique SIBILIA: Encargado de Negocios. 





1897— 


1898— 


1908— 


1904—- 


1912— 
1918— 


1913— 


1913— 


È Nombrado el 25 de noviembre. 


1915— 
1915— 


1916— 
1916— 


1917— 


1920— 
1920— 
1922— 


1924 — 
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Antonio VICO: Delegado Apostólico. 

Nombrado el 24 de noviembre. 

legó a Bogotá el 17 de mayo. 
Presentó EEEdeneides al Presidente Caro el 26 de 
mayo. | | 
Alejandro SALERI: Encargado de Negocios. 
Francisco RAGONESI: Delegado Apostólico. | 
Nombrado el 7 de octubre. | E 
Llegó a Bogotá en noviembre. | 
Presentó credenciales el 19 de noviembre. 
Salió de Bogotà a fines de 1912. 
Carlos MONTAGNINI: 
Delegado Apostólico. 
Nombrado el 10 de febrero. 
Salió de Bogotá el 15 de agosto. 
Felipe CORTESI: Encargado de Negocios. 
Alberto VASALLO DI TORREGROSA: Delegado 
Apostólico. 


Encargado de Negocios 


Llegó a Bogotá el 8 de abril de 1914 y presentò cre- 
denciales el 15 de abril. 
Terminó su misión el 29 de agosto de e 1915. 


Felipe CORTESI: Encargado de Negocios. 


Enrique GASPARRI: Delegado Apostólico. 
Nombrado el 9 de diciembre. 


Llegó a Bogotá el 26 de febrero. 


Enrique GASPARRI: Elevado a Internuncio Aposto: 
lieo por nombramiento de 8 de mayo. 


Enrique GASPARRI: Elevado a Nuncio de Segunda 
Clase por nombramiento de 20 de julio de 1917.. 


Promovido en mayo a la Munciatura en el Brasil. 
Vicente MISURACA: Encargado de Negocios. 


Roberto VICENTINI: Nuncio. 
Llegó a Bogotá en octubre y presentó credenciales el 
8 de noviembre. | 


Salió de Bogotá el 22 de diciembre. | o E 
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1924— 
1925— 


1935— 
1935— 


1945— 
1945— 


1950— 


1953— 
1953— 
1953— 


1959— 
1959— 
1959— 


1968— 
1968— 
1969— 


1979— 





REPRESENTANTES DE LA SANTA SEDE EN COLOMBIA 


Juan PÁNICO: Encargado de Negocios. 
Pablo GIOBBE: Nuncio Apostólico. 
Nombrado el 30 de marzo. 

Llegó a Bogotá el 3 de agosto. 

Presentó credenciales el 3 de agosto. 

Juan CALLERI: Encargado de Negocios. 
Carlos SERENA: Nuncio Apostólico. 
Nombrado el 5 de julio. 

Presentó credenciales el 9 de octubre de 1935. 
Salió de Bogotá en 1945. | 
Bruno VITTRI: Encargado de Negocios. 
Juan BELTRAMI: Nuncio Apostólico. 
Nombrado el 3 de noviembre de 1945. 
Antonio SAMORE:  Nuncio Apostólico. 
Nombrado el 30 de enero. 

Llegó a. Bogotá el 15 de junio. 

Presentó credenciales el 28 de junio. 

Salió de Bogotá el 11 de marzo. 

Carlos MARTINI: Encargado de Negocios. 
Paolo BERTOLI: Nuncio Apostólico. 
Nombrado el 7 de mayo. 

Llegó a Bogotá el 28 de junio. 

Presentó credenciales el 30 de junio. 

Salió de Bogotá el 30 de abril. 

Luis DADAGLIO: Encargado de Negocios. 
José PAUPINI: Nuncio Apostólico. 
Nombrado el 23 de mayo. 

Llegó a Bogotá el 28 de julio. 

Presentó credenciales el 4 de enero. 

Salió de Bogotá el 23 de abril. 

Thomas WHITE: Encargado de Negocios. 
Angelo PALMAS: Nuncio Apostólico. 
Nombrado el 19 de abril. | 

Llegó a Bogota el 17 de septiembre. 
Presentó credenciales el 25 de septiembre. 





Angelo ACERBI: Nuncio Apostólico. 








1811— 


1619— 


1832— 


1835— 


REPRESENTANTES DE COLOMBIA 
ANTE LA SANTA SEDE 


Manuel PALACIO FAJARDO: 
Enviado de la Provincia de Cartagena y de las 
Provincias Unidas de la Nueva Granada. 


José María VERGARA Y LOZANO y Fernando 


PEÑALVER: 
Enviados por el Congreso de Angostura. 


=- Francisco Antonio ZEA: 


Enviado por la Republica de Colombia. 

ose TIBURCIO ECHEVERRIA: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 
de la República de Colombia. - 

Agustin GUTIERREZ Y MORENO: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 
de la República de Colombia. 

Ignacio SANCHEZ DE TEJADA OSORIO NIETO 

DE PAZ: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 
de la Republica de Colombia. 


Ignacio SANCHEZ DE TEJADA OSORIO NIETO 
DE PAZ: 

Encargado de Negocios del Estado de la Nueva Gra- 
nada. | 

Ignacio SANCHEZ DE TEJADA OSORIO NIETO 
DE PAZ: 

Encargado de Negocios de la Republica de la Nueva 
Granada. 


End 


z) 
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1838— 


1839— 
1840— 
1842-— 
1846— 
1848— 
1849— 
1849— 
1851— 
1851— 


1878—. 


REPRESENTANTES DE LA SANTA SEDE EN COLOMBIA 


Fernando LORENZANA: 

Encargado de Negocios a.i. de la República de la 
Nueva Granada. 

Eladio URISARRI TORDESILLAS: 

Encargado de Negocios. 

JOsé Hilario LOPEZ: 

Encargado de Negocios de la República de la Nueva 
Granada. 

Fernando LORENZANA: 


Encargado de Negocios a.i de la República de la 
Nueva Granada. 


Eladio URISARRI TORDESILLAS: 
Encargado de Negocios de la República de la Nueva 
Granada. 


Eladio URISARRI TORDESILLAS: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 
de la República de la Nueva Granada. 

Manuel María MOSQUERA. Y ARBOLEDA: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 
de la República de la Nueva Granada. 

Fernando LORENZANA: 

Encargado de Negocios a.i. de la República de la Nueva 
Granada. 

Alfonso ACEVEDO TEJADA: 

Agente Confidencial de la República de la Nueva 
Granada. 

Fernando LORENZANA: 

Ancargado de Negocios a.i. de la República de la Nueva 
Granada. 

Ezequiel ROJAS: 

Encargado de aa de la Republica de la Nueva 
Granada. 

JOSÉ María QUIJANO WALLIS: 


Recomendado privado del gobierno de los Estados 
Unidos de Colombia. 








1380— 


1881— 


1891— 
1894— 


1895— 
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REPRESENTANTES DE LA SANTA SEDE EN COLOMBIA La 


Sergio CAMARGO: 
Agente Confidencial de los Estados Unidos de Colom- 
bia. 


Eugenio BAENA: 
Agente Confidencial de los Estados Unidos de Colom- | 
bia. 


Joaquin Fernando VELEZ: 
Agente Confidencial de los Estados Unidos de Colom- 
bia. 


Joaquín Fernando VELEZ: 
Ministro Residente de los Estados Unidos de Colombia. 
Joaquin Fernando VELEZ: 


Enviado Extraordinario y Ministro PICARDO:SRCTARIO 
de la República de Colombia. 


Emiliano ISAZA: 
Encargado de Negocios de la Republica de Colombia. 





Auguto BORDA TANCO: 
Encargado de Negocios a.i. 


Joaquín Fernando VELEZ: 


Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario. 
José María GONZALEZ VALENCIA: 

Enviado Extraordinario v Ministro Plenipotenciario. 
Felipe DIAZ ERAZO: 

Ignacio GUTIERREZ PONCE: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 


en Misión Especial. 


Nicolás J, CASAS: 

Encargado de Negocios a.i. 

Julio BETANCOURT: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario. 
Enrique RESTREPO GARCIA: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario. 
Carlos CUERVO MARQUEZ: | 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario. 
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1908— 


1309— 


1910— 


1914— 


1919— 


192— 


1929— 


1934— 


1935— 








REPRESENTANTES DE LA SANTA SEDE EN COLOMBIA 


Ulpiano À. DE VALENZUELA: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario 
en Misión Especial. 

José Maria RIVAS GROOT: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario. 
Carmelo ARANGO: 

Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario. 
José Manuel GOENAGA G.: 
Enviado Extraordinario y Ministro 
José Vicente CONCHA: 

Enviado Extraordinario y Ministro 
José Vicente CONCHA: 
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
Silvio CARDENAS: 

encargado de Negocios a.i. 

Carlos E. RESTREPO: 

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
Andrés DE FRANCISCO CABO: 

Encargado de Negocios 2.1. 

Enrigue OLAYA HERRERA: 

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
Darío ECHANDIA: 

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
Carlos £RANGO VELEZ: 

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
Francisco de Paula PEREZ: 

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
José Ignacio ANDRADE: 

Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
José Antonio MONTALVO: 


Plenipotenciario. 


Plenipotenciario. 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Aurelio CAICEDO AYERBE: 
Embajador Extraordinario y Flenipotenciario. 


Carlos ARANGO VELEZ: | 
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 





1960— 
1963— 
1971— 
1971— 
1973— 
1976— 
1979— 
1981— 
1951— 
1984— 
1985— 


1986— 


1989— 


REPRESENTANTES DE LA SANTA SEDE EN COLOMBIA 


Dario ECHANDIA: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


José Antonio MONTALVO: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Darío ECHANDIA: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Fernando GOMEZ MARTINEZ: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Antonio ROCHA: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Germán ARCINIEGAS: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Raimundo EMILIANT ROMAN: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Hugo ESCOBAR SIERRA: 


- Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


José Manuel RIVAS SACCONI: 


-Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Miguel ESCOBAR MENDEZ: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Bernardo GAITAN MAHECHA: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 


Julio César TURBAY AYALA: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
1988/89— 


Manuel URUETA: 
Encargado de Negocios, a.i. 


Fernando HINESTROSA: 


Embajador Extraordinario y Plenipotenciario. 
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